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PROLOGO

ANTONIO BRUN MACIPE

Al presentar el resultado de la reflexién realizada, en torno a la elabo-
racién del borrador de Anteproyecto de Ley del Empleo Piblico de Aragén,
queremos reconocer el trabajo de numeras personas que han participado en
dicho proceso.

Han sido muchas las sesiones de trabajo del equipo redactor y numerosas
las reuniones mantenidas con los principales lideres de opinién de las Admi-
nistraciones Publicas de Aragén. Los seminarios mantenidos con expertos de
otras Comunidades Auténomas, Universidad y de diferentes administraciones
ayudaron a completar la visién que trata de encarnar este proyecto.

Las reuniones de trabajo se programaron con entrega previa de materiales,
debate de las propuestas y sesién de retorno para cada uno de las siete dreas
en que distribuimos el trabajo. Esta dindmica se siguié con cada uno de los
grupos clave: Polo politico, Polo Sindical, Administracién Local, Responsables
de Personal, Universidad y Alta Direccién Publica.

Dedicamos especial atencién a recabar la opinién de la Administracién
local, que por las caracteristicas de nuestra Comunidad, requeria diversificar
y ampliar el ndmero de interlocutores. La FAMP, los Ayuntamientos de las tres
capitales, las tres Diputaciones provinciales, Colegios Profesionales y la DG
de Administracién Local nos ayudaron y animaron en el trabajo.

Cuando llegado el final de esta ultima legislatura 2007-2011 se considerd
conveniente posponer a la siguiente su remisién a las Cortes, en aras de la
bisqueda de una ley consensuada y con vocacién de ayudar a construir una
Administracién digna de su tiempo, nos propusimos publicar este debate que
ahora presentamos.

Nos dirigimos a algunas de las personas mas preparadas de nuestro pais,
y hemos tenido el privilegio de que aceptaran participar en este libro. Con
varios de ellos tuvimos la fortuna de trabajar durante los debates y en todos los
casos son referentes nacionales e internacionales en los temas que tratan.

Les pedimos una visién critica sobre un borrador que entendemos que es
posibilista para su tiempo y con estos agentes. La multiplicidad de intereses
y la complejidad alcanzada por la Administracién exigia buscar equilibrios y
renuncias a todas las partes.
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Y asi lo han hecho los autores. Han apreciado puntos fuertes y débiles,
contribuyendo a una visién rica y plural sobre un debate, que queda en la
mesa para que un nuevo legislativo encuentre el camino hacia una ley, que
es esencial para dar respuesta a los retos que los ciudadanos exigen de los
servicios publicos.

La idea central es la busqueda de un empleado publico consciente y conse-
cuente con la imagen de SERVIDOR PUBLICO. La legitimacion social alcanzada
por nuestra administracién solo vendré del reconocimiento de los ciudadanos a
los servicios que reciben y del esfuerzo compartido en mejorarlos cada dia.

Con esta mirada y conscientes de que el nivel alcanzado por el conjunto
de las Administraciones es una de nuestras fortalezas como pais, asi como
una palanca principal para el desarrollo econémico y social, quiero sefialar
como puntos clave de este borrador los siguientes:

a) Apostar por el primer modelo global, completo y sistemdtico de empleo
publico de Aragén. Configurar el régimen comin del empleo piblico del
conjunto de Administraciones Piblicas de Aragén, incluyendo en su dmbito
de aplicacién el personal de la Administracién Autonémica, Entidades Locales
y de la Universidad de Zaragoza asi como de las entidades institucionales
dependientes de las anteriores.

b) Potenciar la coordinacién y la colaboracién entre las Administraciones
Piblicas. Se trata de un modelo que fomenta aunar esfuerzos entre las Admi-
nistraciones PUblicas competentes en la materia, promoviendo y potenciado
los cauces institucionales, que hace posible la coordinacién y la colaboracién
en materia de empleo pdblico, propiciando el intercambio de experiencias y
soluciones que, en numerosas ocasiones, pueden ser comunes al conjunto de
organizaciones publicas.

c) Promover la competitividad y flexibilidad del sistema de recursos humanos.
Se persigue una gestién de recursos humanos més dindmica, que permita adaptarse
a las necesidades sobrevenidas de la organizacién, al tiempo que propicia una
mayor agilidad, eficiencia y flexibilidad en la gestién.

d) Actualizar la visién estratégica de la gestién de los recursos humanos.
Potenciar la planificacién estratégica de recursos humanos como instrumento
bdsico que permita afrontar, de forma preactiva, la administracién de los
recursos personales, anticipdndose a los cambios, evolucién y necesidades de
una gestién eficaz.

e) Articular un nuevo sistema de desarrollo y reconocimiento profesional.
La futura ley incorpora, como una de sus principales novedades, un nuevo
sistema de carrera profesional que persigue el desarrollo profesional efectivo
del empleado mediante la adquisicién de nuevas competencias y el reconoci-
miento profesional.
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f) Mejorar los sistemas de seleccién de personal y de provisién de pues-
tos de trabajo. Se incorporan nuevos instrumentos de seleccién y provisién
de puestos de trabajo que permitan valorar, ademds de los conocimientos
técnicos, las capacidades, aptitudes, habilidades y destrezas requeridas para
el adecuado desempefio de las funciones encomendadas.

g) Racionalizar los cuerpos y escalas funcionariales, adaptéandolos al
nuevo Espacio Bolonia. Se adapta el sistema de clasificacion profesional de
los funcionarios pdblicos al nuevo Espacio Europeo de Educacién Superior y
se racionaliza reduccién el nimero de cuerpos funcionariales a tres: el Cuerpo
Superior de la Administracién, para los graduados, el Cuerpo Técnico, para
los técnicos superiores de formacién profesional y el Cuerpo Ejecutivo, para
el personal de apoyo administrativo y facultativo.

h) Fomentar la transparencia en la gestién de los recursos humanos. Se
establecen instrumentos de promocién de la transparencia en la gestién de los
recursos humanos, tales como el Sistema de Informacién del Empleo Piblico,
que aporta datos agregados sobre el conjunto del empleo pdblico aragonés,
el Portal del Empleo Pdblico de Aragén, donde se publicardn las convocato-
rias de los procesos selectivos del conjunto del sector piblico aragonés, tanto
autonémico como local, asi como la publicidad mediante la publicacién en
el Boletin Oficial de Aragén y en las respectivas pdginas Web institucionales,
de las relaciones de puestos de trabajo de las diferentes Administraciones y
Entidades pdblicas.

i) Establecer un Cédigo Etico de cardcter profesional. Se incorpora en
el articulado un Cédigo Etico y de Conducta para el conjunto de empleados
pUblicos de Aragén con el objetivo de resaltar la vocacién de servicio piblico
que necesariamente debe conllevar la prestacién de servicios profesionales.

i) Reforzar el papel del Instituto Aragonés de Administracién Piblica.
Se refuerza el papel del Instituto Aragonés de Administracién Piblica, que
viene a configurarse como érgano responsable de la gestién de la politica
formativa, de los procesos selectivos, asi como del sistema de evaluacién del
desempefio de la Administracién de la Comunidad Auténoma, promoviéndose
que pueda prestar servicios a aquellas otras administraciones pdblicas que asi
lo soliciten.

Nuestro Gnico deseo es que esta reflexién contribuya a que el debate
para la bisqueda de consenso, que deberd realizarse para la aprobacién
de esta LEY, situe al destinatario de los servicios publicos, al CIUDADANO,
en el centro de nuestras decisiones, sabiendo interpretar del mejor modo la
necesidad de la construccién colectiva para resolver los problemas esenciales
de nuestro tiempo.






PRESENTACION

LA REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO: UNA
NECESIDAD OBJETIVA E INAPLAZABLE

RAFAEL JIMENEZ ASENSIO

El ntmero monogrdfico de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
que el lector tiene en sus manos aborda, desde distintos dngulos y perspectivas,
la necesaria reforma del empleo piblico en una Comunidad Auténoma como
es Aragdn, pero enmarcando tal proceso en el marco general en el que se
mueve el empleo pdblico en Espaiia.

Y, tal vez, sobre este ltimo punto convenga hacer alguna reflexién. En
efecto, el marco general del empleo piblico en Espafia se caracteriza por
una serie de notas. La primera, y més determinante, es que ya desde hace
algunos afios (se puede decir que desde 2007), por razones que ahora no
es posible tratar, el Estado ha dejado de impulsar una politica de empleo
pUblico que sea merecedora de tal nombre. Es posible que el impacto de la
crisis econdmicofinanciera esté, sin duda, en el fondo de esa pardlisis que
atenaza al gobierno central y le impide materializar cualquier cambio que vaya
en la direccién de modernizar y racionalizar el sistema de empleo publico
actualmente existente. Esa inaccién estatal se ha pretendido paliar, bien es
cierto, por algunos impulsos autonémicos, entre los que cabe destacar aqui
los esfuerzos realizados (aunque no definitivamente completados) desde la
Comunidad Auténoma de Aragén.

Olvidan, sin embargo, nuestros gobernantes que es precisamente en situa-
cién de crisis fiscal cuando los gobiernos encuentran la situacién objetivamente
necesaria y las mejores condiciones para llevar a cabo reformas estructurales,
tales como la reforma de la Administracién y la del empleo piblico. Se han
perdido, sin duda, muchos afios, y el empleo piblico languidece acosado,
ademds, por una politica de ajuste presupuestario como consecuencia de la
politica de contencién fiscal requerida por la reduccién del déficit publico.
Es evidente que un ajuste fiscal duro aplicado sobre la politica de personal
se debe enmarcar en una hoja de ruta de reformas estructurales en el propio
empleo publico, pues si no es «pan para hoy y hambre para mafana». Si sélo
recortamos, reducimos, suprimimos y no creamos un nuevo contexto innovador
con reglas diferentes, el empleo piblico envejecerd, se hard menos competitivo
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y arruinard sus posibilidades de transformacién: la institucién entrard, més
tarde o mds temprano, en una aguda crisis existencial.

La segunda nota que caracteriza la situacién del empleo puiblico es
su inadaptacién a las necesidades objetivas de la sociedad espafiola de la
segunda década del siglo XXI. Disponemos de un empleo piblico fuertemente
burocratizado, con escasa (o inexistente) cultura de gestién por resultados y
un reducido sentido institucional o de pertenencia a la propia institucién (des-
empefio confextual). La institucién de la funcién pdblica, ahora reconvertida
en empleo publico, sigue anclada en pautas muy tradicionales: no se puede
pretender justificar la institucién en que el acceso a la misma se lleva a cabo
por un proceso competitivo («oposiciones») y que ello avala la permanencia o
estabilidad del empleado piblico en la propia organizacién y durante toda su
vida profesional. El hecho de que se haya «ganado» una oposicién o una plaza
convocada en una prueba selectiva sélo supone reconocer que el aspirante ha
acreditado en un momento determinado poseer los conocimientos, destrezas,
aptitudes o actitudes requeridas para acceder a un puesto de trabajo, pero
ello no puede ser «una patente de corso» para que ese empleado piblico
(que ha de estar siempre al servicio de la ciudadania) no deba de acreditar
permanentemente que actualiza sus conocimientos, desarrolla sus destrezas y
demuestra en todo momento sus aptitudes y actitudes para desarrollar cada
vez mejor el puesto de trabajo que le ha sido asignado. La gestién eficiente
del empleado piblico de sus funciones y responsabilidades (esto es, el des-
empefio de tarea y el desempefio contextual) es lo que deberia legitimar la
continuidad de ese empleado publico en las estructuras de la respectiva orga-
nizacién. No cabe pecar de ingenuidad, este es un objetivo inalcanzable a
corto plazo en nuestro sector piblico, pero la linea de trabajo ha de ir en esa
direccién si se quiere realmente modernizar el empleo publico y, sobre todo,
legitimarlo ante las exigencias, cada vez mds crecientes, de la ciudadania.
Hemos transformar nuestro entornos burocréticos en organizaciones eficientes
en las que los resultados de la gestidén sean el valor determinante. Mds ain
en época de crisis fiscal.

La tercera nota distintiva es que todo el potencial innovador (o, al menos,
la mayor parte) que llevaba incubado el Estatuto Bdsico del Empleado Pdblico,
principalmente en los temas de evaluacién del desempefio, carrera profesio-
nal, direccién pdblica profesional y cédigo ético de los empleados publicos,
duerme, por lo comin, el suefio de los justos. Se estdn aplicando del EBEP
principalmente aquellos pasajes menos innovadores (o, incluso, més retarda-
tarios) del sistema de empleo piblico. Me refiero, principalmente, al régimen
de permisos y a algunas ventajas retributivas. El lento desarrollo del EBEP (sélo
materializado plenamente en dos Comunidades Auténomas) estd conduciendo
a una paradéjica inaplicacién por anomia en el desarrollo de una normativa
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bdsica. Algo falla en nuestro sistema de fuentes cuando cabe desactivar todo
el potencial innovador de una legislacién bésica por los postergacién «sine
die» del ejercicio de sus potestades legislativas por parte del Estado y de las
Comunidades Auténomas. El empleo piblico, mientras tanto, es una institucién
regulada por un auténtico «puzzle» de piezas normativas, que en algunos casos
(como en el dmbito local) alcanza las cotas de delirio.

Y la cuarta nota que caracteriza al empleo publico en estos momentos es
la de tratarse de una institucién, por un lado, colonizada y, por otro, cautiva.
Colonizada en su zona alta por una concepcién muy pobre de la politica, que
sigue baséndose en que para proveer puestos de naturaleza directiva el valor
determinante es la confianza politica y ha sido incapaz de evolucionar —a
diferencia del resto de paises de la OCDE— hacia postulados de profesiona-
lizacién de los escalones de direccién en nuestras Administraciones Piblicas.
Colonizada, también en algunos casos (principalmente, aunque no de forma
exclusiva, en la Administracién General del Estado), por légicas corporativas,
arraigadas de forma muy importante en determinados cuerpos de elite. Y
cautiva en lo que afecta a los escalones intermedios y sobre todo inferiores
del empleo puiblico de los sindicatos, que han logrado amplias conquistas en
condiciones de empleo en el sector piblico que colocan a Espafia como uno
de los paises en los que los empleados puiblicos trabajan un menor ndmero
de horas y, asimismo, con una productividad también menor. Esa negociacién
de incrementos constantes, amparada en la existencia de un «empleador»
débil que sélo busca la paz social y no la sostenibilidad real del sistema, se
nos muestra como un modelo en si mismo insostenible, inviable y con los dias
contados. El marco de la profunda crisis por la que atraviesa el sector piblico
espafiol obligard a repensar radicalmente el modelo, tanto desde la perspectiva
de la Administracién Piblica como de los agentes sociales.

En fin, el modelo de empleo publico requiere repensarse radicalmente.
No se puede perder mds tiempo. Hay que proceder a modernizar ese sistema
y homologarlo con el existente en otros paises desarrollados. La institucién del
empleo piblico es transcendental para garantizar un desarrollo econémico. Se
trata de reforzar su profesionalidad, salvaguardar su imparcialidad y objetivi-
dad, asi como legitimar su naturaleza (inamovilidad o permanencia) en clave
de eficiencia en los resultados por su gestién.

A tal efecto, en los diferentes trabajos que conforman este nimero Mono-
gréfico de la Revista se encontrardn diferentes andlisis y propuestas para
hacer frente a la necesaria e imprescindible reforma del empleo puoblico. La
linea fuerza que atraviesa todos estos trabajos es, sin duda, la de justificar
esa necesaria reforma e, incluso, la de apostar claramente por la indudable
exigencia de que innovar en nuestro empleo pdblico es —si se me permite la
expresién— una necesidad existencial de la propia institucién. No cabe duda
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que los acontecimientos sociales evolucionan con una rapidez inusitada, y la
institucién del empleo piblico debe ser capaz de adaptarse a los mismos o,
en caso contrario, se verd una y otra vez desbordada hasta el punto de que
se pueda cuestionar su propia existencia.

No pretendo en estas breves lineas resumir los importantes trabajos que
se relnen en el presente nimero. Los autores, unos procedentes del dmbito uni-
versitario y otros de las diferentes Administraciones Publicas, son especialistas
consagrados en el estudio y prdctica de los diferentes problemas que aquejan a
nuestra funcién poblica. No necesitan carta de presentacién, son en su inmensa
mayoria sobradamente conocidos. Unos proceden de la Comunidad de Aragén
y otros de diferentes territorios. Unicamente cabe agradecer aqui a todos ellos
que se hayan prestado a colaborar en este nimero monogréfico.

Se trata, en efecto, de un elenco de especialistas de primer nivel, cuyo
certeros andlisis serdn de una importancia capital para que, en su dia, el
legislador aragonés pueda «rematar» la importante faena que se ha iniciado
en estos Ultimos afios por el Gobierno de Aragén vy, particularmente, por su
Direccién de Funcién Piblica y por el Instituto Aragonés de Administracién
Piblica. Me consta fehacientemente que el trabajo desarrollado ha sido de una
calidad contrastada, como contrastada asimismo es la calidad de los emplea-
dos publicos que prestan sus servicios en esos dmbitos de la Administracién
autonémica. Una buena base de partida, tanto objetiva como subjetiva, para
que el préximo Gobierno de Aragén dé la prioridad debida a una politica de
empleo publico en clave de profesionalizacién, modernidad e innovacién. Los
ciudadanos aragoneses agradecerdn, sin duda, esa necesaria e inaplazable
reforma.
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EL EMPLEO PUBLICO EN ESPANA: PROBLEMAS
ACTUALES Y RETOS DE FUTURO

MIGUEL SANCHEZ MORON

RESUMEN: El articulo pretende aportar una visién general sobre los problemas
actuales del sistema de empleo piblico en Espaa, tales como las rigideces sobreve-
nidas en la gestién de sus diferentes elementos (seleccién, carrera, retribuciones,...),
asi como la ausencia de planificacién estratégica en la materia. Ademds, se incorpora
las reflexiones que, sobre la materia, se arbitrarian por el Informe de la Comisién de
Expertos del EBEP del afio 2005, haciendo especial referencia a los propuestas arbitra-
das por aquélla. Finalmente, se analizan los retos de futuro que se presentan al modelo
espafol de empleo publico asi como el estado actual de desarrollo del Estatuto Bésico
del Empleado Piblico.

Palabras clave: empleo piblico; Estatuto Basico del Empleado Publico; leyes de
funcién publica; funcionarios publicos.

ABSTRACT: This article aims to provide an overview of the current problems of
public employment system in Spain, such as the rigidity occurring in the management of
its various components (recruitment, career, salary, ...) as well as the absence of strategic
planning in the field. In addition, it includes reflections on the matter, exposed by the
Report of the Committee of Experts EBEP 2005, with particular reference fo the proposals
brokered by the former. Finally, it discusses the future challenges that are presented to
the Spanish model of public employment and the current state of development of the
Basic Statute of Civil Servant.

Key words: public employment; Basic Statute of Civil Servant; civil service laws;
public officials.

El Informe de la Comisién para el estudio y preparacién del Estatuto Bésico
del Empleado Pdblico que vio la luz en abril de 2005 contenia un andlisis y un
diagnéstico bastante completo de los problemas fundamentales que aquejan a
nuestro sistema de empleo piblico. Sin duda algunos de ellos son comunes a
los de cualquier burocracia piblica, pues no hay ningin sistema burocrdtico
perfecto. Pero otros son caracteristicos de nuestro pais y se han venido con-
formando y consolidando con el tiempo. Aunque no pueden predicarse por
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igual de todas nuestras Administraciones Piblicas —e incluso puede afirmarse
que las diferencias entre unas y otras se han venido ampliando en los Gltimos
afios— el modelo de empleo piblico existente en Espafia adolece de algunos
defectos importantes, que solo en parte compensa la dedicacién y la ética de
servicio de muchos de sus efectivos. Esos defectos guardan directa relacién
con la rigidez del régimen legal de la funcién poblica, la paulatina politizacién
del sistema y la baja productividad resultante.

Los factores de rigidez son numerosos y cuentan a sus espaldas con una
larga tradicién. Pueden verse como una manifestacién del corporativismo y del
gremialismo que ha caracterizado durante largo tiempo el sistema de empleo
pUblico en Espafa: fuertes garantias de inamovilidad en el empleo y en el
puesto de trabajo, reconocimiento de privilegios —en el marco del propio
sistema y en comparacién con el empleo privado— y de algunas prebendas
y poco espacio real para el desarrollo profesional individual. Pero al mismo
tiempo, esa rigidez del régimen juridico de nuestro empleo piblico ha sido
histéricamente y es en el concepto de muchos funcionarios una defensa con-
tra las habituales tentativas de politizacién, es decir, de utilizacién clientelar
del empleo piblico. De manera que casi podrian verse estos dos problemas
graves como caras de una misma moneda, en continua fensién. La resultante
es, sin embargo, el tercero de los problemas y el més grave en el fondo: la
menguada productividad administrativa, que encarece la prestacién de los
servicios publicos y pesa —en algunos periodos de crisis sobre todo— como
una losa sobre las cuentas publicas.

El Informe de la citada Comisién fue desgranando desde sus primeras pdgi-
nas los efectos de esa situacién, que podemos recordar ahora brevemente.

El primero es la prdctica inexistencia de una planificacién estratégica
de recursos humanos en la mayoria de nuestras Administraciones Poblicas,
que supone un desajuste habitual en el nimero de empleados pdblicos, no
tanto en términos absolutos sino en funcién de las necesidades —hay servicios
donde suelen sobrar y otros donde no son suficientes— y de los servicios que
se prestan. Sin duda, en las dltimas décadas algo se ha hecho para afrontar
este problema y a ello responde la introduccién legal de la oferta de empleo
pUblico, las relaciones de puestos de trabajo y, mds tarde de los planes de
empleo. Pero la publicacién de la oferta es muy desigual en unas y otras
Administraciones, las relaciones de puestos de trabajo no estdn implantadas
en algunas de ellas o son unos instrumentos demasiado formales y ligados al
sistema retributivo, mientras que apenas existen en la prdctica planes de empleo
aprobados y operativos, pese a la letra de la ley. En consecuencia, en los
tiempos de bonanza se puede acudir y se asiste a un reclutamiento no poco
improvisado de nuevos empleados, muchos de los cuales primero lo son en
régimen temporal —con frecuencia en un porcentaje excesivo— para después
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consolidarse como funcionarios o laborales con contrato fijo o, en su defecto,
como laborales por tiempo indefinido. Y cuando el déficit publico aprieta se
echa mano de la congelacién de la oferta de empleo piblico y la reduccién
de la tasa de reposicién de efectivos, de manera practicamente indiscriminada.
Si el problema de déficit es tan grave como el actual, ese remedio se aplica
de manera tan drdstica y poco matizada que pone en riesgo de continuidad
la prestacién de algunos servicios, incluidas algunas prestaciones en servicios
esenciales como la sanidad o la educacién.

El segundo elemento de rigidez es la casi generalizacién de régimen
funcionarial de Derecho administrativo, en contraste con la mayoria de los
paises de nuestro entorno. Légicamente esta es una garantia importante frente
a la politizacién, puesto que implica un grado de inamovilidad y estabilidad
en el empleo muy elevado y resistente. Aunque deberia jugar en diferente
medida en razén de las funciones a desempefiar, pues no es solo garantia de
igualdad en el ingreso y la permanencia en el empleo publico sino también
de imparcialidad, que debe proteger en mayor grado a los funcionarios que
adoptan decisiones o emiten informes preceptivos. Pero esa tendencia legal
no evita sino que estimula la huida hacia el régimen laboral, sea en las
Administraciones mds politizadas —las locales— como a través de la crea-
cién de entes instrumentales. Tampoco evita que, a través del sistema de libre
designacién y libre cese de puestos de trabajo superiores se pueda limitar de
hecho la imparcialidad de algunos funcionarios, como es el caso de los de
Administracién local con habilitacion estatal.

La modalidad de acceso tradicional —la oposicién— introducida como
garantia esencial y general hace un siglo, es también un factor de rigidez,
sobre todo por la necesidad de agilidad y rapidez del reclutamiento de efectivos
que las modernas Administraciones reclaman. Pero su alternativa es muchas
veces un concurso-oposicién orientado y organizado en beneficio de clientelas
politicas o sindicales o el simple concurso sin garantias de igualdad para ingre-
sar en el empleo piblico o bien para acceder a la condicién de funcionario
pUblico, via funcionarizacién o «promocién cruzada» (curiosas expresiones),
por quienes fueron agraciados con un contrato laboral sin muchas garantias
de igualdad en el ingreso.

En lo que a la carrera se refiere, el mismo problema se evidencia y de
manera aun mds clara. El concurso de méritos, férmula legalmente ordinaria
de acceso a los puestos de trabajo, se ha formalizado de tal modo que resulta
en muchos casos contraproducente para seleccionar a los mejores. De donde
se sigue una ampliacién inmoderada del procedimiento de libre designacién,
que se interpreta por quienes lo aplican como una férmula tan absolutamente
discrecional que da lugar a no pocos abusos y desviaciones de poder, més o
menos encubiertas. O bien otras modalidades como la comisién de servicios
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o la adscripcién (tericamente) temporal de puestos, que encubren a menudo
preferencias personales en un marco de absoluta discrecionalidad.

En cuanto al régimen de derechos y deberes de los empleados pdblicos,
el modelo es igualmente rigido y privilegia la conquista inacabable de los pri-
meros frente a la observancia puntual de los segundos. Con la peculiaridad de
que ese desequilibrio entre derechos y deberes se ha venido a ahondado con
la entronizacién de la negociacién colectiva y el consiguiente debilitamiento
del régimen estatutario tradicional. Pues frente a las demandas frecuentemente
abusivas de los sindicatos negociadores, los responsables politicos prefieren
a menudo transigir para mantener la paz social. La consecuencia es una
cierta relajacién de la disciplina y una menor productividad, inherente a la
reduccién del tiempo de trabajo por la negociacién de horarios, vacaciones
y permisos.

De la misma manera el régimen retributivo es en exceso pautado e igua-
litario, ya que se tiende a la homogeneidad de los complementos en cada
Administracién y para cada grupo profesional, incluidos los complementos
especificos y el reparto de la productividad, con honrosas excepciones. Por
el contrario, las diferencias aumentan entre unas y otras Administraciones en
funcién sobre todo de la respectiva debilidad negociadora de sus gobernan-
tes, lo que explica que las retribuciones, a igualdad de categoria y puesto
de trabajo, sean sustancialmente mayores en las Administraciones locales. Al
final solo por medio de la Ley de Presupuestos pueden aprobarse —y aun con
dificultades politicas— limites o reducciones refributivas en tiempos de crisis, lo
que evidencia la inutilidad de la negociacién colectiva en el empleo pdblico
—a diferencia con lo que sucede en tantas empresas privadas— para adaptar
las condiciones de empleo a las circunstancias cambiantes.

En fin, la rigidez del modelo se hace sentir también en la limitada movi-
lidad interna y la casi nula movilidad interadministrativa, en el procedimiento
disciplinario —excesivamente lento y garantista— , en la regulacién de las
situaciones administrativas y, si se apura, de la jubilacién. Mientras que la
politizacién avanza a través de la multiplicacién del personal eventual, espe-
cialmente en las Administraciones locales e instrumentales, que contrasta con
la falta de regulacién de un estatuto del personal directivo profesional, y en la
ampliacién de los supuestos de servicios especiales y de las ventajas inherentes
a esta situacién administrativa.

Las propuestas de la Comisién para el estudio y la preparacién del EBEP
para afrontar estos problemas histéricos, que se han venido agravando con
el tiempo, se desgranan en el texto de su Informe, a cuyos detalles debemos
ahora remitirnos. En apretada sintesis, esas propuestas se basaban en fle-
xibilizar el régimen tradicional de la funcién piblica pero aumentando las
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garantias sustantivas frente a las tendencias clientelares y a la politizacién, al
tiempo que en aplicar las garantias bdsicas de estabilidad, imparcialidad y
acceso y carrera por méritos también al personal laboral. En segundo lugar,
modernizar el sistema de empleo piblico para alcanzar una mayor eficacia
y productividad de la Administracién. De ahi la propuesta de crear un grupo
profesional directivo, controlando por otra parte el incremento de personal
eventual de confianza politica; los limites exigibles a la temporalidad en el
empleo piblico, la conveniencia de introducir una carera profesional de tipo
horizontal —sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo o por categorias
o escalones profesionales— basada en el mérito y no en la antigiedad; la
propuesta de generalizar mecanismos efectivos de evaluacién del desempefio;
la idea de flexibilizar las pruebas de acceso al empleo publico pero garan-
tizando de manera firme la objetividad e imparcialidad de los érganos de
seleccién; la propuesta de sustituir los tradicionales sistemas de provisién de
puestos de trabajo —concurso y libre designacién— por ofros més flexibles
pero igualmente con garantias de ascenso por méritos; la importancia atribuida
a la planificacién de recursos humanos y a la movilidad interna e interadmi-
nistrativa, etc.

El problema —que la Comisién apunté en su informe— pero que no podia
resolver es que la aplicacién de todas esas reformas implicaba un cambio
muy importante de nuestra cultura burocrdtica y una dosis elevada de convic-
cién por quienes debian aprobar el EBEP y sus leyes de desarrollo y llevar a
la préctica las propuestas. Ni ese cambio de cultura se ha generado ni ha
habido conviccién suficiente en las fuerzas politicas y en las organizaciones
sindicales. Mas bien al contrario. Por eso el texto del EBEP se aparté de las
propuestas de la Comisién en aspectos clave —garantias de reduccién de la
temporalidad, garantias de imparcialidad en la seleccién, sistema de provisién
de puestos— o bien las incluyé como meras posibilidades o previsiones genéri-
cas a desarrollar en el futuro —asi la regulacién de los directivos piblicos, la
evaluacién del desempefio, la carrera horizontal basada en el mérito y en el
esfuerzo personal o las propuestas sobre movilidad—, es decir, con un efecto
mds retérico que real. Por el contrario, el texto del EBEP aumenta el desequi-
librio entre derechos de los empleados pdblicos —en particular los relativos
a la reduccién del tiempo efectivo de trabajo— y los deberes —recogidos en
un cédigo de conducta sin verdadera fuerza coactiva— y sobre todo refuerza
el monopolio y la posicién de los sindicatos en la negociacién colectiva. Todo
ello se traduce en una mayor rigidez del sistema del empleo piblico y en una
menor productividad de las Administraciones, justo lo contrario de lo que se
trataba de conseguir.

Asi se ha podido constatar desde la entrada en vigor de esa Ley bdsica.
Nada o casi se ha hecho en la Administracién del Estado para desarrollarla,
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aunque si se han ampliado los dias de vacaciones y permisos de los empleados
pUblicos e inicialmente se aumentaron las retribuciones, hasta que la crisis del
déficit y de la deuda piblica ha obligado —desde mayo de 2010— a redu-
cirlas de manera sensible. Todo ello sin vinculacién alguna a incrementos de
productividad o nuevos disefios de carrera. Solo recientemente se ha conocido
un intento de desarrollo sectorial, el borrador del Estatuto del Personal Docente
e Investigador de las Universidades, que disefia una carrera llamada horizontal
basada no solo en los méritos docentes y de investigacién si no también en
la antigiiedad y ofros factores ajenos al nicleo de la funcién piblica univer-
sitaria, que se valoran en exceso: méritos de gestién universitaria, incluidos
puntos por el ejercicio de funciones sindicales, actuaciones de transferencia
del conocimiento o supuestos méritos de formacién aparte, tanto mds insélitos
cuanto que la formacién permanente es elemento inherente a esa carrera. Por
el contrario ese borrador permite desligar la carrera universitaria de la acredi-
tacién sucesiva de méritos que lleva a cabo —mal que bien— una institucién
independiente como la ANECA. Y particularmente, refuerza la posicién de los
sindicatos en la gestién de la carrera y ofros aspectos esenciales del régimen
de dicho personal. Esto es, un borrador de estatuto cuya letra y cuyo espiritu
nada tienen que ver con el tipo de reformas que la citada Comisién para el
estudio del EBEP postulé.

Por lo que se refiere a las Comunidades Auténomas, sélo la Comunidad
Valenciana ha aprobado hasta ahora una ley completa de funcién piblica en
desarrollo del EBEP, la Ley 10/2010, de 9 de julio. Otra Comunidad, la de
Castilla-La Mancha, puede estar a punto de aprobar la suya (seguramente se
habrd aprobado ya cuando se publiquen estas pdginas) y debe también men-
cionarse lo que a dia de hoy es un mero anteproyecto de ley de empleo piblico
de Aragén. La ley valenciana introduce muy pocas novedades, pero entre ellas
la regulacién de una nueva carrera horizontal estructurada en categorias. No
quedan totalmente disefiados en ella los criterios de ascenso en la carrera,
pero si se afade a las retribuciones complementarias hoy existentes (que se
mantienen aunque con nombres distintos) un nuevo complemento de carrera.
Lo mds concreto parece ser este nuevo complemento, en el que se viene a
resumir de hecho y a efectos précticos la introduccién de la carrera horizontal.
En cuanto al proyecto de Ley de Castilla-La Mancha, tampoco muy novedoso,
son preocupantes algunos aspectos, como la previsién del concurso de méritos
como sistema para acceder a ciertos cuerpos de funcionarios, una ampliacién
de los supuestos de provisién de puestos de trabajo por libre designacién o
la asignacién bastante detallada de funciones a los cuerpos de funcionarios
autondémicos, que puede llegar a ser un elemento de mayor rigidez.

El anteproyecto aragonés es, de los textos conocidos, el que mds se ajusta
a las propuestas iniciales de la Comisién para el estudio y preparacién del
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EBEP. Asi, cuando atribuye una funcién esencial en el reclutamiento y seleccién
de personal al Instituto Aragonés de Administracién Piblica, reduce los cargos
que pueden disponer de personal eventual, incluso en la Administracién local,
promueve la movilidad interadministrativa de los empleados piblicos entre las
Administraciones pUblicas de Aragén, establece un periodo de prueba para el
personal interino, garantiza la especializacién de los miembros de los érganos
de seleccién, regula con cierto detalle un modelo de carrera horizontal basado
en los méritos, que se evaltan por un érgano técnico especializado, introduce
pruebas de capacidad en los concursos de provisién de puestos, a resolver por
érganos técnicos, reduce claramente la discrecionalidad de los nombramientos
por libre designacién e incorpora garantias frente al cese inmediato de los
designados con ocasién de los cambios en los cargos politicos superiores,
ademds de prever un plazo mdximo para la implantacién de los sistemas de
evaluacién del desempefio. Un texto sin duda interesante en muchos aspectos,
pero que hoy por hoy es solo un anteproyecto de ley, cuyo devenir estard sujeto,
entre otras cosas, al resultado de las elecciones autonémicas.

A la situacién legal que se acaba de describir, le ha afectado de lleno,
sin embargo, la profunda crisis econémica que vivimos, que obliga a replanear
algunas previsiones y nos sitda en un nuevo escenario.

La primera consecuencia de la crisis es la imposibilidad de mantener
nuestro sistema de empleo pdblico en los mismos términos que hasta ahora. No
estd de mds recordar que hasta mediados del afio 2010, el empleo piblico ha
seguido creciendo en nimero de efectivos —a pesar de haberse establecido
ya una tasa de reposicién de efectivos muy estricta en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado para 2009 y mds ain para 2010— vy en la cuantia de
las refribuciones. Desde entonces la necesidad imperiosa, derivada del Pacto
de Estabilidad de la zona euro, de reducir el abultado déficit de nuestras
Administraciones Piblicas y la no menos abultada deuda pdblica ha impuesto
cambio de rumbo de casi 180 grados en las politicas de empleo puiblico.
No solo se ha reducido con cardcter general la retribucién de los empleados
pUblicos y se han congelado las néminas para 2011 (con la amenaza de que
la congelacién retributiva se prolongue durante no se sabe cuanto tiempo,
en funcién de las perspectivas econémicas), sino que las diferentes Admi-
nistraciones se han visto en la obligacién de aplicar de manera mucho més
efectiva la limitacién del nimero de nuevas incorporaciones, incluidas las de
personal interino o temporal, que venian sirviendo para sortear la tasa legal
de reposicién de efectivos.

Aun asi, en no pocas Administraciones, particularmente locales, un noto-
rio exceso de personal —tantas veces reclutado con fines clientelares y sin
garantia alguna de objetividad— impone la adopcién de medidas mds drds-
ticas. Y como no se puede recurrir a las jubilaciones anticipadas, ni siquiera
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incentivadas, pues la crisis afecta igualmente al equilibrio de las cuentas de la
Seguridad Social, empiezan a multiplicarse los ERE relativos al empleo piblico
laboral. En razén de la duracién de la crisis no se puede saber si bastaré
con ese fipo de medidas para afrontar la situacién o si serd preciso arbitrar
otras que permitan reducir también el volumen de personal funcionario, como
ya se intenté —con éxito muy relativo por cierto— mediante el procedimiento
de reasignacién de efectivos introducido por la Ley 22/1993 para responder
a ofro momento de crisis econémica —menos honda que la actual— y de
desbocado déficit piblico.

Es obvio que las diferentes Administraciones publicas intentardn todas las
medidas posibles e imaginables antes de suprimir efectivos, mdxime con estatuto
de funcionario, y asi estd sucediendo en la actualidad: retrasos importantes en
el pago a proveedores, reduccién de subvenciones y contratos y de algunos ser-
vicios y prestaciones, amen de una radical disminucién del gasto en inversién,
medidas de reordenacién administrativa, incremento de la movilidad, supre-
sién o aplazamiento del pago de algunos complementos salariales, reduccién
del nimero de liberados sindicales, inclusive el incremento de la deuda con
Hacienda y al Seguridad Social (que afecta ya a no pocos municipios), etc.
Las reformas y mejoras retributivas no hace mucho acordadas por via legal
—como el complemento de carrera de la Ley de funcién piblica valenciana—
o por via de negociacién colectiva se van difiriendo en su aplicacién o se
van revocando, como ha hecho por ejemplo, la Comunidad Auténoma de la
Regién de Murcia mediante su Ley 5/2010. Medidas semejantes, con una
u ofra extensién y alcance, se habrdn de adoptar probablemente por otras
Administraciones tras las préximas elecciones municipales y autonémicas.

No solo eso sino que es igualmente previsible, no obstante la conflictividad
sindical que se pueda generar, que algunos servicios y entidades hasta ahora
pUblicas —como ha sucedido en parte con AENA y Loterias y Apuestas del
Estado— se privaticen en un futuro préximo, como férmula de obtencién de
nuevos ingresos o de reduccién de gastos del sector piblico. Todo dependerd
de la evolucién de una situacién econdmica cuyo fin estd lejos de avistarse.

Ahora bien, las medidas que sobre el empleo pdblico o con directa inci-
dencia en él se estdn adoptando por legisladores y gobernantes y que suma-
riamente se han descrito son, en general, medidas de ajuste. Imprescindibles y
dolorosas, pero simples medidas de ajuste que no afectan de manera estructural
al nudo de los problemas, que son los defectos de eficiencia y productividad
de nuestras Administraciones Piblicas que hemos glosado con anterioridad.
Sin embargo, para salir de la crisis actual y, més aun, para salir con nueva
fortaleza y garantizar un futuro mds sostenible de las cuentas piblicas y de
los mismos servicios publicos harian falta, a mi modo de ver, no solo simples
medidas de ajuste, sino también reformas.
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Las reformas estructurales no son, por lo demds, en estos momentos mero
fruto de un planteamiento voluntarista. Son medidas que nos exige la pertenen-
cia a la Unién Europea y que se vinculan directamente a la competitividad del
pais en su conjunto, sector privado y sector publico incluidos. Reformas que,
como las que se han empezado a acometer, con mejor o peor fortuna, en el
&mbito laboral o de la negociacién colectiva privada, o en el sector financiero,
serd igualmente necesario abordar por las Administraciones publicas y, en
concreto, en el régimen del empleo piblico.

Bien es verdad que las reformas de la Administracién siempre han sido
mds dificiles de llevar a cabo en nuestro pais que cualesquiera otras. Pero
habida cuenta de nuestro compromiso europeo —cada vez sujeto a vigilancia
mds estricta— y a los mismos retos de nuestra economia, las soluciones a la
crisis particular de nuestro sector pdblico solo pueden ser de dos tipos: o se
reduce de manera muy importante ese sector piblico mediante la privatizacién
o el abandono y reduccién de la oferta actual de servicios, o se aceleran las
reformas internas que nos permitan contar con unas Administraciones y entes
pUblicos més eficientes y productivos, es decir, capaces de mantener las pres-
taciones actuales o al menos el grueso de las mismas con costes muy inferiores.
De una u ofra manera, el sisema de empleo publico va a quedar afectado.
Quizd la salida mas fécil —y puede que la mds probable si se confirman las
expectativas electorales que anuncian los sondeos de opinién cuando escribo
estas lineas— sea la primera.

Quienes entendemos en cambio que es conveniente mantener un conjunto
de servicios pUblicos suficiente y de calidad, como factor de cohesién social,
estamos legitimados para pensar que mereceria la pena abordar de una vez las
reformas pendientes, con coraje politico y decisién, superando las tentaciones
clientelares y partidistas y las presiones gremiales, sindicales o corporativas
que las dificultan.

Sin agotar el catdlogo de las medidas de reforma posibles y sin perjuicio
de la critica constructiva que pueda hacerse, el citado Informe de la Comisién
de preparacién del EBEP apunté ya muchas medidas oportunas, que no se han
llevado a la prdctica. Y sobre todo sefialé los ejes de las reformas necesarias:
profesionalidad frente a politizacién, flexibilidad frente a rigidez, planificacién
frente a improvisacién y, sobre todo, valoracién de méritos y estimulos adecua-
dos frente a una concepcién estdtica e igualitarista del empleo publico, que
se deberia abandonar por obsoleta. Replantear aquel conjunto de propuestas,
seis afios después, no me parece fuera de lugar.
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Empleo Publico y Cédigo ético:
la necesidad de reforzar los valores publicos
de una institucion cuestionadal’)

MANUEL VILLORIA MENDIETA

SUMARIO: I. INTRODUCCION.- II. EL PROBLEMA: DESAFECCION, DESCON-
FIANZA, RECHAZO.- lll. BUSCANDO SOLUCIONES: MARCOS DE INTEGRIDAD.-
IV. LOS CODIGOS COMO PARTE DE LAS POLITICAS DE INTEGRIDAD: EL CASO DE
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RESUMEN: El articulo parte de la existencia de un problema de fuerte desafeccién
institucional en Espafia. Desafeccién que ya forma parte de nuestra cultura politica «duras,
pero que, con los multiples escdndalos de corrupcién sufridos en los Gltimos afios, se
estd reforzando. La corrupcién es un problema importante para la democracia espafiola
y estd generando efectos en la economia y sociedad espafiola bastante negativos. La
respuesta no es sencilla, pero el disefio e implantacién de marcos de integridad nacio-
nales, autonémicos, locales y organizacionales podria ser una respuesta idénea. Dentro
de estos marcos, los cédigos éticos juegan un papel muy importante. Eso si, siempre que
junto a su redaccién, se implementen mecanismos de formacién, consulta, seguimiento
e, incluso, sancién adecuados. En suma, fomentar la integridad y prevenir la corrupcién
exige instrumentos, procesos y estructuras coherentes, holisticamente disefiados. El cédigo
de la ley aragonesa es un primer paso en ese sentido.

Palabras clave: ética piblica; cédigos éticos; desafeccion politica; Anteproyecto
de Ley de Empleo Pdblico de Aragén.

ABSTRACT: This article starts with the existence of a problem of strong institutional
disaffection in Spain. Disaffection that is already part of our «hard» political culture
but, with sustained multiple corruption scandals in recent years, is being strengthened.

(*) El presente articulo ha sido posible gracias a la Concesién de un Médulo de Encuesta
al autor, en colaboracién con Fernando Jiménez, en la Convocatoria 2009 del CIS y gracias al
proyecto CSO2008-03663/CPOL de CYCIT, dirigido por Fernando Jiménez (Universidad de Mur-
cia). La primera parte del articulo se basa, precisamente, en investigaciones conjuntas de Fernando
Jiménez y Manuel Villoria.
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Corruption is a major problem for Spanish democracy and generates negative impacts
on the economy and Spanish society. The answer is not simple, but the design and imple-
mentation of national, regional, local and organizational integrity framework might be
an appropriate response. Within these frameworks, ethical codes play an important role.
This necessarily requires that, with his writing, are implemented mechanisms for training,
consultation, monitoring and even appropriate sanction. In addition, to promote integrity
and prevent corruption requires instruments, processes and coherent structures, holistically
designed. The Aragonese law code is a first step in that direction.

Key words: public ethics; codes of ethics; political disaffection; Draf Law on Public
Employment of Aragon.

I. INTRODUCCION

Es obvio que la crisis econdmica, unida a factores como las abundantes
noticias de corrupcién y la recuperacién del discurso antiestatal en las tertulias
radiofénicas vy televisivas, estdn reforzando la tradicional desafeccién institu-
cional de los espafioles. El cuestionamiento de la Administracién se produce
por varias vias, por una parte con la presuncién de despilfarro y corrupcién
generalizados, por ofra, con la creencia en la existencia de un nimero de
empleados puiblicos excesivo para las posibilidades de financiacién de nuestra
economia. Mds adelante intentaremos ver qué hay de verdad detrds de estas
creencias, aunque inicialmente tenemos que reconocer que las posibilidades
de mejora en eficiencia, integridad y buena organizacién de nuestras Admi-
nistraciones pdblicas son enormes, como nos demuestra en ofro texto Koldo
Echeverria.

En este articulo buscaremos, ante todo, dar respuesta a la pregunta de
cémo estructurar un marco de integridad que aporte legitimidad a las Admi-
nistraciones y, en concreto, qué afiade la norma aragonesa al proceso de
relegitimacién que las Administraciones deben emprender. Para responder a
esta pregunta el texto se estructura en tres partes. En primer lugar, analizaremos
el problema de origen, es decir, el de la corrupcién en las Administraciones,
tratando de ver si existe realmente tal debilidad en nuestro sistema. En segundo
lugar, expondremos los rasgos esenciales de la respuesta ética al discurso de
desconfianza existente. Finalmente, comprobaremos si el texto del anteproyecto
de Ley de Funcién publica aragonesa nos ofrece un aporte positivo en la materia
objeto de estudio. Concluiremos con algunas propuestas para el desarrollo de
una politica de infegridad en la funcién piblica.
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Il. EL PROBLEMA: DESAFECCION, DESCONFIANZA, RECHAZO

En un momento en el que la democracia ha alcanzado una extensién des-
conocida en la historia de la humanidad (HUNTINGTON, 1991; MARKOFF, 1999),
se observa, paradéjicamente, un creciente debilitamiento de la legitimidad de
los gobiernos, las Administraciones y, en general, las instituciones representa-
tivas de las democracias contempordneas, como diversos estudios empiricos
demuestran (DALTON, 2004; LINDE y EKMAN, 2003; MONTERO, GUNTHER y TORCAL,
1997; Norris, 1999; PHARR y PUTNAM, 2000; ToRCAL y MONTERO, 20046). Es lo
que ha venido denomindndose, desde la creacién del concepto por Di Palma
(1970), «desafeccién». Algunas investigaciones sefialan la corrupcién como
una de las variables causales de tal fenémeno de desafeccién. Por ejemplo,
PHARR y PuTNAM (2000) consideran que, al menos para los paises mds avan-
zados econdmica y socialmente, la baja confianza en los lideres democrdticos
es una funcién del rendimiento de éstos, el cambio de expectativas sociales y
el papel de la informacién y comunicacién actuales. En cuanto al rendimiento,
un factor clave para explicar el deterioro en la percepcién de confianza es el
declive de la fidelidad o de la ética con la que los politicos actian en repre-
sentacién de los ciudadanos/as. En cuanto al cambio de expectativas sociales,
algunos autores consideran que una ciudadania mds educada y més escéptica
es mds rigurosa en el juicio a sus dirigentes ademds de ser mds sensible a
cuestiones éticas (PARKER, SPIRES, FAROOK, & MEAN, 2008).

Por ahora, no se observa en las democracias consolidadas un peligro
cierto para la subsistencia de los regimenes democrdticos derivada de tal
fenémeno perceptivo, aunque en paises con democracias j6venes si pueden
darse regresiones o deterioros serios en la calidad de la democracia si la
desafeccién continda su progreso (TorcAL, 2003). De acuerdo a una reciente
auditorla democrética, siguiendo la metodologia del Human Rights Center de
la Universidad de Essex (encuesta a expertos), la calidad de la democracia
espafola estd decayendo y la razén mds importante para ello es la corrup-
cién (EsTeFANia, 2010). Precisamente, y en consonancia con lo anterior, en
ese estudio los expertos consideran la corrupcién el déficit mayor de nuestra
democracia. En otra reciente encuesta, hecha esta vez a ciudadanos/as, la
«Auditoria ciudadana de la calidad de la democracia en Espafia» (Encuesta
2701 del CIS) (1), se puede comprobar que existe una percepcién generalizada
de las carencias de la democracia espafiola para detectar la corrupcién.

Aunque la desafeccién en Espaiia es un fenémeno muy persistente y la
corrupcién afecta poco a la denominada parte dura (thick) de la cultura politica

(1) Encuesta fruto de un convenio entre el CIS y el Instituto de Estudios Sociales Avanzados del
CSIC. Se entrevistaron 2983 personas mayores de edad entre el 5 y el 20 de mayo de 2007.
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(MISHLER y Pollack, 2003), lo cierto es que los escdndalos de corrupcién con-
solidan tendencias casi estructurales y «vacunan» contra la respuesta civica. Al
justificar la frase «todos son iguales», los multiples escéndalos de corrupcién que
hemos conocido en Espafia generan un cierto fatalismo que lleva a descontar
tal fenémeno en el momento de depositar el voto (JiméNEz, 2008). Pareciera
que se da por descontado este problema en un sistema que se muestra incapaz
de anticiparse a aquél con medidas eficaces (GOMEz FORTES et al.: p. 145). En
todo caso, probablemente, la corrupcién también afecta, esta vez fuertemente,
a la parte mds maleable de la cultura politica y desarrolla actitudes que son
dafinas para la calidad democrdtica.

Intentaremos ahora demostrar brevemente dos hipétesis, la primera es que
las noticias de corrupcién afectan negativamente a rasgos de la cultura civica
de los espafioles, y la segunda, que existe una imagen distorsionada de la
corrupcién funcionarial, en base a esas variables de desafeccién. Empezaremos
por la primera. Las noticias de corrupcién en los dltimos tres afios han sido una
constante en las portadas de los periédicos espafoles de mayor difusién. Segin
un estudio del Grupo de trabajo «Agenda y Votox» del CIS, las noticias sobre
corrupcién han supuesto desde septiembre de 2008 a junio de 2010 casi el
12% de las portadas de los seis diarios de informacién general mds leidos de
Espafia, en su conjunto han ocupado 897 portadas, siendo tras las noticias
de crisis econémica (21,6%) y partidos politicos (15,8%) las mds numerosas.
Ello ha influido notablemente en la percepcién de corrupcién. Basdndonos en
la encuesta 2826 del CIS, creemos poder demostrar que existe una correlacién
significativa entre la percepcién de corrupcién y ciertas consecuencias sociales
vinculadas a la desafeccién (VAN RyziN, VILORIA y LAVENA, 2010).

Dicha encuesta, elaborada por el autor de este articulo junto a Fernando
Jiménez y al equipo de investigacién del CIS, se centré en opiniones rela-
cionadas con la ética pdblica y en actitudes hacia la corrupcién piblica en
Espafia, ademds de incluir preguntas sobre actitudes politicas tradicionalmente
incluidas en estudios y barémetros del Centro. Tras realizar un andlisis fac-
torial (2), consideramos que se pueden definir tres factores que explican el
70% de la variable corrupcién, los denominamos corrupcién en el Estado de
derecho, corrupcién regulatoria y corrupcién politica. Pues bien, dichos factores
correlacionan significativamente con las siguientes variables independientes
extraidas de la propia encuesta: Satisfaccién con la democracia, satisfaccién
con el gobierno, satisfaccién con el partido de oposicién, justificable incumplir
normas, confianza Interpersonal, confianza institucional e interés en la politica

(2) El andlisis factorial utilizé «principal component», «varimax rotation», y el «eigenvalue>1
criteriium» en relacién al nimero de factores. La solucién de tres factores explica el 70% de la
variable.
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(tabla 1). Estas asociaciones se sostienen una vez controladas variables como
exposicién a los medios, identificacién con partidos politicos, ideologia poli-
tica, sexo, edad, educacién, religiosidad y estatus socioeconémico. Todo ello,
en su conjunto, crea un circulo vicioso de desconfianza institucional. Mayor
persecucién de corrupcién produce mayor ndmero de noticias de detenciones
de politicos que, a su vez, producen mayor percepcién y refuerzan elementos
culturales de desafeccién institucional.

Tabla I: Regresiones OLS (con coeficientes estandarizados). Relaciones
entre corrupcién percibida y consecuencias sociales potenciales

Satisfaccion | Satisfaccion | Satisfaccion | Justificable X X ,
. N . Confianza | Confianza | Interés en
con la conel | con el partido | incumplir 1 | institucional | Ia politi
d : bi d i 2 Interpersonal | institucional | la politica
lemocracia | gobierno e oposicion | normas
Vars.
Independiemes * KK - * Kk * % *HK* * Kk *
Corruption -.1114 1200+ %% -1114 .0453 -.1008 -.3054 -.0341
percibida
Corpcidnen el | _ o jocun | _osa7+s | 0496+ | —0260 | —1052%%* | ~0919%** | 0866+ **
Estado de derecho
Cortupcién ~0618*** | 0644*** | —0618*** | 0149 0361 | -1356%** | 0254
regulatoria
Corrupcién politica -0.023 -.0372* -.0231 .0668*** | —.0605** | - 1453*** 0167

Note: *p<10, **p<05, ***p<01
Fuente: VAN RvzIN, VILLORIA Y LAVENA, 2010

Analizada la primera hipétesis, pasemos a la segunda. De los casos de
corrupcién importantes, en términos cuantitativos y cualitativos, analizados en
los dltimos seis afos, lo que se observa es que la participacién funcionarial es
muy minoritaria. Puede haber intervenido algin secretario municipal, arquitecto
municipal o algin asesor juridico, pero no suelen ser funcionarios de carrera.
Las causas abiertas por delitos contra la Administracién Pdblica que pueden
relacionarse claramente con corrupcién y que llegaron o llegardn a juicio oral
no superan las 400 en estos seis afios, ello nos daria unas 50 o 60 condenas
anuales en el més pesimista de los casos. En Espafia habia, en enero de 2010,
2.698.628 empleados puiblicos segin el Registro Central de Personal, a los
que habria que afiadir los mds de 150.000 empleados de las 2347 empre-
sas poblicas que el Ministerio de Economia y Hacienda tiene computadas. En
total, estariamos un poco por encima de los 2.850.000 empleados. La tasa
de criminalidad del funcionariado espafiol en estos dltimos seis afios, segin
estos datos, sobre la base de un empleado pdblico por condena, seria casi
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inexistente, un 0,014% de corruptos condenados, apenas uno entre 10.000
si considerdramos que todas las causas son imputables a empleados publicos,
lo cual es imposible conociendo los datos sobre politicos imputados (el Fiscal
General del Estado, Céndido Conde-Pumpido, hablando de la corrupcién poli-
tica, revelé en el Congreso que las causas que se estaban investigando en la
Fiscalia en ese momento eran 730 (3), datos obtenidos a partir de un muestreo
de los asuntos relevantes que afectaban a cargos piblicos electos o de desig-
nacién politica por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones).

A ello habria que afiadir, de nuevo, que los delitos de prevaricacién no
siempre son delitos que expresen una actuacién corrupta en sentido estricto, con
lo que los casos de corrupcidn se reducirian adn més. Para cerca de 3.000.000
de personas trabajando en el sector publico espafiol no puede considerarse, en
principio, un dato preocupante esos 50-60 casos anuales. Pero 3son esos casos
todos los casos? Seguramente no, pero tampoco podemos saberlo con certeza
en estos momentos. Una comparacién (con todos sus problemas metodolégicos)
con Estados Unidos permite comprobar que los 50-60 casos por afio son muy
bajos. En 2009 se acusé de corrupcién en EE.UU. a 425 empleados federales,
93 estatales y 270 locales, y el nimero total de empleados es de 19.145.431
(U.S. Census Bureau, 2009). Las condenas finales suelen ser superiores al
90% (4) Es muy dudoso que en Espafia haya menos corrupcién administrativa
que en Estados Unidos. Muy posiblemente, se persigue menos. Una razén es
que estas investigaciones son costosas y complicadas, por lo que sélo las causas
mds graves acaban generando un proceso en los juzgados. En todo caso, los
datos objetivos expresan una corrupcién administrativa muy baja.

Estos datos son en gran medida coherentes con los propios de las encuestas
de victimizacién (personas que reconocen haber tenido que pagar un soborno
en el Oltimo afio). Asi, en Espafia, en 2009 y 2010, segin los encuestados, los
sobornos a la policia son précticamente inexistentes (1%-2%), los sobornos en
el drea educativa, sanitaria, tributaria y judicial apenas llegan al 2%-3% y los
sobornos en el drea urbanistica y de permisos de construccién suben hasta el
3%-6%. Es decir que, como era de prever, aparece el drea urbanistica como el
espacio privilegiado para la corrupcién en Espaiia (5). En todo caso, los datos
de victimizacién de Espafia, como los de Portugal, no son muy coherentes con
la percepcién de corrupcién (ver tabla ll), lo que refuerza la idea de un cierto

(3) Comparecencia, a solicitud de varios Grupos Parlamentarios, ante la Comisién de Justicia
del Congreso de los Diputados, del Fiscal General del Estado, Don CANDIDO CONDE-PUMPIDO,
para dar cuenta de la Memoria de actividad de la Fiscalia General del Estado correspondiente al
afo 2008 (Congreso de los Diputados, Sala Cénovas, 18 de noviembre de 2009, 16:00 h.).

(4) REPORT TO CONGRESS ON THE ACTIVITIES AND OPERATIONS OF THE PUBLIC INTEG-
RITY SECTION FOR 2009. Public Integrity Section, Criminal Division, US Department of Justice

(5) Ver Barémetro Global de la Corrupcién, Transparency International, 2009, 2010.
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componente cultural en las respuestas, vinculado a la desafeccién institucional
en ambos paises (TORCAL y MAGALHAES, 2010).

Tabla II: Porcentaje de personas que reconocen haber pagado un
soborno en los Ultimos 12 meses en Espaiia y paises de Europa
Occidental y su relacién con la percepcion

Puntuacién Eurobarémetro 2009. Acuerdo
2009 | 2010 en CPI con: .«Corrupcién es un pr'oblemu
importante en mi pais».
Austria 2% 9% 7,9 61%
Rep.Checa 1% | 14% 4,6 88%
Dinamarca 1% 0% 9.3 22%
Finlandia 2% 2% 9,2 51%
Francia 2% 7% 6,8 73%
Alemania 2% 2% 7.9 75%
Grecia 18% | 18% 3,5 98%
Hungria 14% | 24% 4,7 96%
Holanda 2% 2% 8,8 51%
Polonia 4% | 15% 5,3 81%
Portugal 2% 3% 6,0 93%
R.U. 3% 1% 7,6 74%
Rumania 14% | 28% 3,7 93%
Espaia 2% 5% 6,1 88%

Fuente: Barémetro Global TI, CPI-Tl y Eurobarémetro 325

Sin embargo, a pesar de todo ello, en enero de 2007, el 34,3% de los
encuestados consideraba que bastantes o casi todos los funcionarios publicos
estaban implicados en casos de corrupcién en Espafa (CIS 2671). En una
encuesta muy reciente, de diciembre de 2010, sélo en Catalufia, el 34% con-
sideraba que los funcionarios eran poco o nada honestos (6). En la encuesta
2826 del CIS, sobre ética piblica y corrupcién, de diciembre de 2009, esos

datos siguen reproduciéndose con sorprendente similitud. Asi, ante la pregunta:

(6) «la corrupcié a Catalunya:percepcions i actituds ciutadanes», elaborada por el Centre
D’Estudis D'Opinié para la Oficina Antifrau de Catalunya.
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«Me gustaria que me dijera si cree que la corrupcién estd muy extendida,
bastante, poco o nada extendida en/entre...», quienes consideran que estd
muy (1) o bastante (2) extendida son un 35,5% (ver tabla ll).

Tabla lll. Extensién de la corrupcién

1 2 3 4 5 6 | N.S. | N.C.

Las fuerzas de seguridad 12.1 [ 299|122 | 26.6| 5.1 1.0 | 13.0| .1
La administracién de justicia | 12.2 | 32.3 | 13.0 | 24.8 | 4.0 6 | 125
Los/as politicos/as 38.6 | 40.6 8.8 5.8 7 .0 5.2 4

Las autoridades que
otorgan contratos publicos/ 33.2 | 39.4 84| 82| 1.1 2 93| .2
subvenciones

Los/as inspectores/as (de 212|328
sanidad, urbanismo, etc.) ’ ’

113169 | 2.8 4 1144 2

Las autoridades que conceden

. . : 35.6 403 | 75| 70| 1.0 . 83| .2
permisos y licencias de obras

Los/as trabajadores/as de las

. . ey 10.7 | 24.8 | 13.2 | 28.7 | 8.5 1.2 | 13.0| .1
administraciones piblicas

Fuente: CIS 2826

Creemos que este tipo de respuestas tienen que ver con factores culturales
«thick» —desafeccién institucional— mds que con la realidad de los datos y
encuestas de victimizacién. En todo caso, probablemente, la percepcién sobre
la corrupcién de los funcionarios estd también contaminada por la percepcién
de la corrupcién de la clase politica que ofrece datos bastante mds extremos.
Por ejemplo, en la citada encuesta 2826 del CIS, ante la pregunta: «Me gustaria
que me dijera si cree que la corrupcién estd muy extendida, bastante, poco o
nada extendida en/entre... los politicos», el 79,2% de los encuestados creia
que estaba muy o bastante extendida, y sélo un 6,5% creia que lo estaba poco
o nada. Estos datos empeoran bastante los de la encuesta del CIS 2671, de
2007, en donde «sélox» el 51,9% de los encuestados consideraba que bastantes
o casi todos los politicos estaban implicados en cuestiones de corrupcidn.

lll. BUSCANDO SOLUCIONES: MARCOS DE INTEGRIDAD

Ante esta situacién, creemos que es necesario dar respuestas relegitimado-
ras que nos acerquen a una democracia de mayor calidad. Una democracia
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de calidad es esencial para que se desarrolle un buen gobierno, y un buen
gobierno debe preocuparse de construir calidad democrdtica. Pero, en el marco
de una democracia de calidad, existe también la conveniencia de construir
marcos institucionales especificos que fomenten la integridad de los pilares
esenciales de tal democracia y que prevengan la corrupcién. Un marco de
integridad nacional toma los pilares esenciales de una sociedad democrdtica
y los disefia de forma que, ademés de cumplir su funcién sistémica, cumplan
una funcién de promocién de la integridad y prevencién de la corrupcién.

En concreto, los sistemas nacionales de integridad es un modelo de Trans-
parency International (Tl) con el que se pretende analizar y evaluar los sistemas
de integridad existentes en muy diferentes paises para, a partir del andlisis,
proceder a realizar toda una serie de propuestas de mejora y consolidacién
de marcos estables de integridad y anticorrupcién. Los sistemas se basan en
un esquema de trabajo en el que se parte del andlisis de las «foundations»
o cimentaciones, que constituyen los elementos sociales y estructurales sobre
los que se asientan las columnas del sistema. Dichas cimentaciones son politi-
cas, como el desarrollo del Estado de Derecho y el desarrollo sustentable de
politicas y servicios publicos eficaces y eficientes; socio-econémicas, como la
calidad de vida del pais estudiado; y socio-culturales, como la cultura civica y
la conciencia del problema de la corrupcién entre la ciudadania. Cuando el
sistema de valores civicos es sélido la indignacién con la corrupcién es mayor
y los pilares se asientan mds sélidamente. También un Estado de Derecho
consolidado correlaciona con mds baja corrupcién, al igual que unas politicas
pUblicas eficaces proporcionan un mayor nivel y calidad de vida, lo cual, a su
vez, incentiva la confianza intersubjetiva y en las instituciones publicas, con lo
que la cultura civica tiene a reforzarse.

Por su parte, los pilares del sistema son, esencialmente, la voluntad poli-
tica en el ejecutivo de prevenir y combatir la corrupcién; un sector piblico
competente, objetivo e imparcial, con adecuados sistemas de contratacién
y distribucién de subvenciones; la existencia de un Parlamento activo en la
promocién de buena gobernanza y en el combate a la corrupcién; un eficaz
sistema de auditoria y control contable y financiero; un conjunto de érganos
de investigacién y represién del crimen coordinados y eficaces, ademds de
responsables ante la sociedad y el gobierno; partidos politicos comprometidos
con la lucha anticorrupcién y que se financian limpiamente; un poder judicial
independiente e imparcial, ademds de competente en la lucha anticorrupcién;
una defensoria del pueblo y/o varios sistemas de defensa del ciudadano frente
a abusos y mal funcionamiento del servicio pdblico; un organismo central en
la deteccién e investigacion de la corrupcién, asi como en la promocién de
medidas de prevencién de la misma; unos medios de comunicacién que se
toman en serio la corrupcién y la combaten con la investigacién y la denuncia;
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unas empresas que se foman en serio la responsabilidad social; y una sociedad
civil bien informada e implicada en la lucha contra los abusos de los poderes
pUblicos y privados (ver figura 1).

Figura 1. Transparency International. National Integrity Framework

Fuente: Porg, 2000

Cada uno de los pilares es evaluado en tres dimensiones: 1. La capacidad
global de funcionamiento-eficacia de cada institucién, para lo que existen indi-
cadores como los recursos que consume y su independencia; 2. Su gobernanza
interna, es decir, en qué medida es transparente, rinde cuentas, promueve la
integridad; 3. Su papel en la contribucién a la integridad global del sistema
nacional. La mayor parte de los indicadores se descomponen en dos elementos
de andlisis, por una parte el andlisis de los elementos formales, es decir, de
sus leyes y, por ofra, el funcionamiento de sus prdcticas reales y su conducta
concreta. Con esta Gltima estrategia lo que se busca es comprobar las lagunas
entre lo declarado y lo real, entre lo formal y lo existente.

Obviamente, donde el sistema nacional de integridad, tras su evaluacién,
es s6lido, las posibilidades de corrupcién son mucho menores y la ética en la
accién de gobierno estd claramente fomentada. Desde el punto de vista de
este modelo, es importante considerar que la existencia de un contexto lo mds
cercano al marco ideal hard que los cédigos éticos en el sector piblico puedan
cumplir con su funcién de una manera mucho mas efectiva. No obstante, los
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marcos de integridad nacionales convienen que sean completados, dentro de
la Administracién y el Gobierno, por marcos organizativos més especificos.
Veamos en qué consisten los marcos organizativos de integridad de acuerdo
al modelo definido recientemente por la OECD.

Situados en el marco de integridad nacional, tomamos el pilar sector
pUblico y, a partir de ahi, desarrollamos ahora el marco de integridad que
todas las organizaciones de dicho sector deberian instaurar para fomentar la
integridad. La razén fundamental de este desarrollo del marco nacional es
que, en el contexto del sector piblico, la implantacién real de las medidas e
instrumentos de integridad para el poder ejecutivo se realiza en cada orgo-
nizacién, no en el abstracto sistema. Por ello, la OCDE (2009) ha disefiado
un nuevo marco que deberia ser asumido por todas las organizaciones publi-
cas e implantado de forma coordinada y sistémica. Un marco de integridad
organizacional incluye todos los instrumentos, procesos y actores que influen-
cian la integridad de los miembros de una organizacién. El marco de gestién
de la integridad organiza los instrumentos de gestién en cuatro categorias:
los que sirven a la determinacién y definicién de la integridad (por ejemplo,
un cédigo ético), los que guian hacia la integridad (por ejemplo un curso de
formacién en ética del servicio pablico), los que monitorean la integridad (por
ejemplo una auditoria anual sobre el cumplimiento del cédigo ético) y los que
hacen cumplir la integridad (por ejemplo un sistema de sanciones por incum-
plimiento de las normas del cédigo). Para que un marco de integridad sea
eficaz es preciso que exhiba un equilibrio saludable entre los cuatro tipos de
instrumentos y que el «mix» entre ellos sea apropiado para el peculiar contexto
y necesidades de cada caso.

En la gestién del marco de integridad hay toda una serie de instrumentos,
procesos y estructuras que son esenciales y otros que son complementarios.
Los esenciales son aquellos que tienen como objetivo esencial mejorar la inte-
gridad en sentido estricto, es decir, que definen deberes éticos, establecen los
esténdares morales del servicio publico, organizan el monitoreo y control del
comportamiento ético en la organizacién, etc. Los complementarios son instru-
mentos, procesos y estructuras que cumplen otra funcién en la organizacién,
pero que son esenciales para la integridad de la misma. Por ejemplo, el sistema
de recursos humanos tiene una funcién que es la de atraer, retener y motivar
personal competente y que trabaje eficazmente junto, pero los resultados de su
gestién son esenciales para la integridad de la organizacién; lo mismo ocurre
con los sistemas de contratacién o la gestién presupuestaria (ver tabla V).
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Tabla IV. Marco de integridad organizacional de la OCDE
MARCO DE INTEGRIDAD OCDE

Gestion del Marco de integridad C.oniex.t o de
integridad
Esenciales Complementarios Interno | Externo
Instrumentos Procesos Estructuras | Instrumentos | Procesos | Estructuras Clima Ver NIS
Para: laboral
Cédigos, Determinar | Responsables | Evaluacién Planificacién, | Gestores de
evaluaciones y definir de la del sistema de | implantacién, | RR.HH
de riesgos, integridad | gestion de la | RR.HH evaluacién y | Inspectores,
formacion, Guiar hacia | infegridad. | Procedimientos | adaptacién. | Interventores,
gestion de los la infegridad de contratacién efc.
conflictos de Confrolar Gestion
interés, consultas | Sancionar e Presupuestaria
de éfica, imponer Gestion de la
inspecciones Evaluar y calidad
internas, politica | adaptar Control interno
de denuncias, y externo de
encuestas de eficacia y
clima éfico, efc... eficiencia

Fuente: OCDE (2009) y elaboracién propia

Ademds, como se ve en la tabla IV, un marco de integridad implica una
gestién de la integridad del marco y una integridad del contexto. La gestién
de la integridad del marco de una organizacién se refiere al conjunto de
instrumentos que fomentan especificamente la integridad, tomando en conside-
racién su interdependencia, asi como al conjunto de procesos y érganos que
los implantan y actualizan. La integridad del contexto de una organizacién se
refiere al conjunto de los factores, distintos de los propios de la gestién de la
integridad, que pueden tener un impacto sobre la integridad de los servidores
pUblicos de la organizacién. Este contexto puede ser externo. Por ejemplo, el
sistema de financiacién de los partidos puede tener una influencia indebida
sobre la imparcialidad de la Administracién. La presién partidista sobre los
responsables politicos puede llevar a que quiebren normas de mérito en el
acceso, o, a que favorezcan a financiadores del partido en concursos de
contratacién. El contexto externo es evaluado por el NIS, como antes vimos,
mas en todo caso afecta a cada organizacién piblica en sentido positivo, si
el sistema es completo y estd bien coordinado, o en sentido negativo, si estd
infradesarrollado. Dicho contexto puede ser también interno. Dentro del cual,
lo esencial es el clima ético existente; diversos estudios demuestran que el clima
ético es un buen predictor del nivel de corrupcién existente en las organiza-
ciones. Una organizacién donde sus integrantes perciban inequidad en los
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ascensos y retribuciones, inexistencia de sistemas de control de los conflictos
de interés, clientelismo y ausencia de incentivos para rendir eficazmente, es
una organizacién donde los empleados tendrdn incentivos para actuar des-
lealmente, incumpliendo sus deberes de servicio piblico.

Volviendo a la gestién de la integridad, sin perjuicio de lo importantes
que puedan ser los instrumentos de integridad, éstos instrumentos necesitan
ser implantados y gestionados, necesitan ser mantenidos con buena salud a
través de un proceso de desarrollo, lo cual constituye el segundo pilar del
marco de integridad de gestidn. Los procesos necesitan ser continuos, con un
recurrente proceso de planificacién, implantacién, evaluacién y adaptacién,
tanto individualmente como en su relacién con el resto de procesos del marco
de integridad. Esto es muy importante porque las posibilidades de que los
instrumentos se implanten efectivamente depende mucho de que los procesos
se mantengan vivos (JOHNSTON, 2009). En la evaluacién es importante consi-
derar qué medidas estén implantadas, clarificar por qué evaluar, definir qué
ha pasado, quién evalia, cémo evaluar y cémo asegurar impacto

Finalmente, el anclaje estructural de la gestién de la integridad es una
cuestién crucial para el éxito a largo plazo. Es decir, es importante evaluar qué
érganos estdn implicados en gestionar estos instrumentos y procesos, qué nivel
de competencia e independencia tienen y cémo se coordinan entre ellos. Este
anclaje puede ser evaluado a un nivel macro (nacional e inter-organizacional)
y a nivel meso (intra-organizacional). Por ejemplo, puede existir un érgano
centralizado para controlar los conflictos de interés en el poder ejecutivo, el
cual tiene una naturaleza interorganizacional. Los Tribunales de Cuentas pueden
tener naturaleza nacional y controlar las cuentas de todas las organizaciones
pUblicas, centrales y locales. Un inspector interno puede controlar las activida-
des de gestién de todo un Ministerio y tiene una naturaleza intra-organizacional.
En cualquier caso, lo importante es ver qué independencia tienen para desa-
rrollar su trabajo, cudn ajenos estdn a las presiones politico-partidistas y qué
competencia y recursos tienen.

Tras este andlisis macro, tal vez se entienda mejor el papel que un cédigo
puede desempefiar en la promocién de la ética en la Administracién. Logi-
camente, si el sistema nacional de integridad tiene problemas tanto en sus
normas como en la implantacién de las mismas, serd muy dificil que desde
un sistema autonédmico se puedan compensar los efectos negativos y menos
con un cédigo ético. Los pilares antes expuestos en el marco de integridad
nacional pueden analizarse también a nivel autonémico, aunque algunos de
ellos necesitarian adaptaciones y reconversiones. En todo caso, ese marco
macro influye enormemente en el éxito de las politicas de promocién de la
integridad y prevencién de la corrupcién en el sector piblico subnacional. El
sistema nacional de integridad en Espafia tiene déficits importantes, sobre todo
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en la implantacién de normas y en la asuncién de principios de transparencia,
rendicién de cuentas e independencia de los érganos de control. Estos déficits
se trasladan al dmbito autonémico casi siempre. En la lucha contra la corrupcién
y la promocién de integridad es necesario mejorar el marco nacional para
tener mayor éxito en el nivel subnacional.

Dicho esto, y dado que estd fuera del dmbito de control del gobierno
auténomo de Aragén mejorar el marco nacional, la adopcién de un cédigo
ético en la ley aragonesa de Funcién piblica hay que reconocerlo como
positivo. Ciertamente, para que este cédigo pueda desempefar su funcién
adecuadamente es preciso que el marco de integridad autonémico mejore en
su conjunto, con mds transparencia y rendicién de cuentas en las instituciones
pUblicas, con mds responsabilidad social en las empresas, con més indepen-
dencia en los érganos de control, con més compromiso ético en los partidos,
efc. Pero, sobre todo, a nuestros efectos, con el compromiso por parte de las
diferentes organizaciones puiblicas del Gobierno de Aragén de establecer
marcos de integridad organizacionales, de acuerdo a la metodologia que
hemos expuesto anteriormente.

IV. LOS CODIGOS COMO PARTE DE LAS POLITICAS DE INTEGRIDAD:
EL CASO DE ARAGON

A continuacién, procederemos a ir analizando el cédigo ético del antepro-
yecto de Ley, en base a una serie de pardmetros que suelen ser los usados para
catalogar y analizar cédigos de esta naturaleza. En primer lugar, un cédigo
puede ser normativo y detallado o simplemente basado en valores. En esta
linea de trabajo, es importante destacar que el Estatuto Bdsico del Empleado
Péblico (EBEP) establece ya un Cédigo aplicable a todas/os las empleadas/
os publicos del Estado con principios, valores y deberes, un cédigo que se
situaria mds cerca de lo normativo que de lo puramente axiolégico o basado
en algunos valores de referencia pero sin normas y deberes concretos. De
forma coherente con el modelo bdsico, el cédigo de Aragén estd mds cerca
de lo normativo, pero simplifica bastante lo definido en el EBEP.

En general, creemos que antes de enunciar los valores es importante
establecer unos principios que guien la conducta del servidor pdblico; estos
principios deben expresar una ética de fines y no de meros medios. Una
ética basada en valores instrumentales, desconectada de los fines a los que
sirve el Estado, puede generar funcionarios eficaces pero que, en base a la
obediencia debida, pueden pisotear derechos humanos o incumplir principios
de legalidad y objetividad. Un buen gobierno no es meramente el gobierno
eficaz. En el marco de una consideracién meramente eficaz y eficiente del
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Estado, un buen funcionario seria aquel que es leal, eficaz y objetivo, fiel
cumplidor de las érdenes y entregado en cuerpo y alma al deber profesional,
mas, sobre todo, alguien que no se pregunta por la moralidad de las deci-
siones, alguien que no se plantea los fines, sino que los asume ciegamente
sin ninguna veleidad intelectual. No creemos que ese deba ser el modelo
de este cédigo ético.

Adela CorTINA (1997: p. 265), basdndose en MCINTYRE (1984), nos dice:
«Cada préctica cooperativa humana cobra todo su sentido por intentar alcanzar
unos bienes especificos —unos bienes internos». Esos «bienes internos» son
aquellos bienes que justifican socialmente esa profesién, aquellos bienes que
son la razén de ser de cada profesién. Puede ser, entre otros, «defender y
asesorar legalmente a sus clientes» para un abogado o «prevenir y combatir
el crimen» para un policia... En cualquier caso, esos bienes internos tienen
que ser sacados a luz, ser conocidos y comprendidos, para que, después,
los profesionales intenten «desentrafiar qué principios de conducta permitirdn
alcanzarlos, qué valores y hdbitos es preciso incorporar para llegar a ellos»
(CorTINA, 1997, p. 265). Obviamente, estas actividades profesionales —y
cooperativas— permiten obtener a cambio ingresos econémicos, y, en algunos
casos, fama, poder, reconocimiento social... pero esos son bienes externos,
consecuencias deseadas y deseables del trabajo bien hecho, pero no el fin
de la profesién. Si un médico, cuando recibe a un paciente, considera a éste
como un objeto al que sacar el maximo dinero posible, dicho médico es una
deshonra para su profesién, porque estd traicionando el bien interno de la
misma, lo que la justifica socialmente. Y si todos los médicos actuaran asi,
la profesién dejaria de tener sentido o razén de ser, por muy necesaria que
fuera. Y no serviria socialmente.

Llegados a este punto, podemos decir que la ética del empleado piblico
trata de clarificar, post-convencionalmente, el bien interno de trabajar como
servidor pUblico, lo que justifica la existencia de esta profesién. Y, a partir de
ahi, definir los principios, valores, normas de conducta y hdbitos que permitiran
construir empleados piblicos virtuosos, es decir, empleados que han asumido
e interiorizado la forma de servir justa y decentemente a su sociedad. No
obstante, es muy importante no olvidar que la profesién de servidor piblico
va unida, en muchas ocasiones, al ejercicio de potestades y privilegios que
no tienen el resto de profesiones, de ahi la importancia de enmarcar su labor
dentro de una légica de lo correcto que supere la mera asuncién del sistema
de valores instrumental. Los empleados piblicos sirven al interés general obje-
tivamente, pero lo deben servir respetando una ética de nivel superior que
sea general y universalizable: una ética piblica. Etica que, por fortuna, la
Constitucién espafola vigente y el Estatuto de Autonomia de Aragén han
juridificado de forma bastante escrupulosa y coherente.
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Un funcionario del Gobierno de Aragén debe asumir los valores demo-
crdticos y el respeto a la dignidad del ser humano, debe buscar el interés
general y, si considera con fundamentos sélidos que la orden superior fomenta
la ilegalidad, la corrupcién, el abuso, el fraude o el despilfarro, debe asumir
la responsabilidad de la discrepancia (de ahi la importancia de que el Cédigo
sea auxiliado por normativa de proteccién de la discrepancia argumentada y,
en casos graves, de la denuncia sélida). Por ello, creemos que el cédigo ético
debe comenzar con un compromiso con los principios democrdticos y con el
bien interno o razén de ser de la profesién. En consecuencia, a los encomiables
principios que el anteproyecto incorpora, creemos que seria necesario afadir,
en primer lugar, el del «respeto y reconocimiento de la dignidad de la persona
humana», y a éste los de «la aceptacién explicita del gobierno del pueblo y
la igualdad politica de todos los ciudadanos» y el «respeto y promocién de
las instituciones del Estado social y democrdtico de Derechos.

Muy a menudo, los cédigos incorporan también una serie de valores.
Segin GORTNER (1994), los valores son concepciones de lo deseable que
influencian la seleccién de fines y medios para la accién. Definir unos valores
apropiados y socializar a los miembros de la organizacién en los mismos se
puede convertir en una labor de la méxima importancia, pero sélo funciona si
ademdés de los valores de referencia se definen los principios que permiten ar-
ticular y priorizar valores y transformarlos en conductas moralmente deseables.
Los valores cumplen tres funciones esenciales: 1. Son muy importantes para la
selectividad de la percepcién, pues aumentan o disminuyen la posibilidad de
que un estimulo sea percibido. 2. Influyen en la interpretacién de los produc-
tos de las respuestas, de forma tal que algunos productos son considerados
positivamente y ofros negativamente. 3. Proporcionan guias no detalladas para
la seleccién de fines.

De acuerdo con Victoria CamPs (2010), los valores que deben guiar la
conducta del servidor publico serian:

e Imparcialidad, que permite realizar la justicia distributiva o redistributiva,
propia de la accién del Estado.

o Competencia cientifica y técnica, que implica tratar de mejorar lo que
se hace cada dia.

e Eficacia-eficiencia y diligencia. Hacer lo que debe hacerse, al menor
coste y en el tiempo oportuno.

e Integridad y honradez, que implica no sélo el ser honrado, sino tam-
bién el parecerlo. No es vélido aparentar falsamente, pero tampoco
es aceptable el permitir la generacién de sospechas, aunque sean
infundadas.

o Austeridad, de las personas y, a través suyo, de la institucién.
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e Disponibilidad, que implica asumir un sentido de servicio, un estar
disponible.

e Flexibilidad, que exige una aceptacién de la discrecionalidad impres-
cindible para adecuar la conducta a las circunstancias y tensiones. No
se puede actuar como mdquinas, pretendiendo aislarse de una realidad
que es compleja y donde existen contextos que hay que considerar
seriamente.

En cualquier caso, como antes dijimos, la organizacién también debe
asumir unos valores, y adoptar las reformas institucionales necesarias para
implantarlos en el marco de integridad organizacional correspondiente. Los tres
valores clave en este momento serian (ademds de los que aportan los servidores
pUblicos, que se deberdn reflejar en su actuacién colectiva):

e Transparencia

e Rendicién de cuentas (accountability, palabra en inglés que expresa
mejor lo que implica esta actitud proactiva hacia la explicacién y el
sometimiento al control institucional y social).

e Participacién.

Cuando los valores que se asumen como vdlidos son muy numerosos,
como en el EBEP, se podrian agrupar en lo que se podrian definir como «roles
o conjuntos de valores» (VAN WART 1996: p. 526), o también como «polos
de integridad». Estos polos de integridad agrupan diversos valores que tienen
cercania en cuanto a sus fines y que exigen del destinatario el desempefio de
un papel concreto y coherente en la organizacién o sociedad correspondiente.
Los diversos polos de integridad exigen el desempefio de roles diferentes a los
empleados publicos, roles que entran en conflicto de forma inevitable en el
momento en que se desarrolla la conducta por ellos requerida. La solucién de
dichos conflictos no permite respuestas matemdticas, sino que debe buscarse,
en cada caso, prudencialmente, un justo medio que evite que el desarrollo de
un rol implique el sacrificio completo de ofro.

El c6digo aragonés ha optado por unir principios y valores bajo el rétulo
global de «principios», con ello se pierde calidad técnica pero, al tiempo, se gana
en simplicidad. Sus valores se sitian en torno a tres polos: eficacia, imparcialidad
e integridad. Por ofra parte, creemos que incorpora tres principios plenamente
defendibles: servicio efectivo al ciudadano, promocién del entorno cultural y
medioambiental y fomento y garantia de la igualdad entre hombre y mujeres. En
torno al polo de eficacia se sitdan los valores de «dedicacién al servicio publico»,
«accesibilidad» y, obviamente, «eficacia». En torno al de imparcialidad los de
«objetividad», «neutralidad», «imparcialidad», «confidencialidad» y «legalidads».
Finalmente, en torno al de integridad los de «ejemplaridad, austeridad y honra-
dez» y los de «integridad, responsabilidad y transparencia».
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De forma coherente con los principios y valores esenciales, se definen
después toda una serie de principios de desarrollo que guian las actuaciones
de los servidores publicos. En el cédigo aragonés las actuaciones requeridas
estédn marcadas por dichos principios de desarrollo, los cuales también se distri-
buyen en los tres polos citados, aun cuando el peso del polo imparcialidad es
mayor al resto. Ello es normal y coherente con una Administracién democrdtica
en la que el Estado de Derecho se presume que se respeta y guia la accién
de los poderes publicos. En todo caso, de cara a una mayor simplicidad y
coherencia, tal vez seria mejor eliminar estos principios y reforzar el articulo
dedicado a los deberes (art. 84) con alguna de las actuaciones definidas en
el articulo 83.

Ahora bien, una vez definidos los principios y valores, las posibilidades
de conflictos, por desgracia, no se limitan a los conflictos entre polos —por
ejemplo, entre eficacia y legalidad—, sino que, incluso, pueden darse dentro
de un mismo polo. Y en estos casos la prudencia y el consiguiente equilibrio de
valores no son més sencillos de encontrar. Un ejemplo, siguiendo el articulo 83 e)
—«Actuardn con lealtad, buena fe y respeto en relacién con la Administracién
en la que presten sus servicios, sus superiores, asi como en la que respecta a su
trato con el resto de empleados publicos y ciudadanos»—, la lealtad al superior
y a los subordinados puede entrar en conflicto, y el justo medio no es tan facil
de hallarse. De todas formas, los conflictos mds importantes son los que se pro-
ducen entre polos diferentes, pues en esos casos los valores de referencia pueden
referirse a concepciones de lo deseable bastante diversas. Para auxiliar en la
solucién a estos problemas, lo mejor es tener un comité de ética que analice con
el/la afectada la situacién y busque con él/ella la mejor solucién.

En general, es muy importante considerar, de cara a la implantacién
efectiva del cédigo, los factores culturales existentes y las inercias que con-
llevan. Muy probablemente, la Administracién de Aragén, como las del resto
de Espafa, tenga una tradicién juridicista que centra en el cumplimiento de
la ley todo comportamiento ético. Es obvio que un funcionario debe respetar
la ley, pero ademds debe preocuparse de ser eficiente, eficaz, transparente,
efc. Por ello, si se quiere que el cédigo sirva a una mejora en los niveles de
integridad serd necesario considerar de donde se parte. En consecuencia, los
valores que el cédigo proclama necesitardn de estrategias de cambio cultural
para que puedan convertirse en guias efectivas de conducta. Si no, la légica
de lo apropiado, las rutinas e inercias del trabajo hardn que las personas
que trabajan para el gobierno de Aragén continden priorizando los valores
culturalmente asentados y dejando en segundo lugar los otros valores desea-
bles; todo ello cuando lo importante, como hemos dicho, es que se busque
un justo término entre todos los valores que se consideran importantes, sin
que se sacrifiquen unos para dar total prioridad a ofros. Este cambio cultural
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requiere, ante todo, liderazgo. Ello exige la implicacién de los mds altos res-
ponsables en este cambio y la seleccién adecuada de los directivos pdblicos
para llevarlo a efecto.

En la teoria ética contempordnea existen tres grandes corrientes: deonto-
logismo, utilitarismo y teoria de la virtud. En la ética del servicio piblico seria
deseable realizar una sintesis de las tres que nos permitiera definir la ética como
la accién de cultivar una serie de virtudes, entendidas como disposiciones a
actuar de acuerdo a una serie de principios, pudiendo hacerse responsable de
lo que uno ha elegido (Camps, 2010). Por ello, no hay que olvidar el cultivo de
las virtudes como un elemento esencial del comportamiento ético. Entre éstas,
deberian considerarse, siguiendo la categorizacién aristotélica: la prudencia o
phronesis, que implica una capacidad de hacer en cada momento lo que hay
que hacer, una sabiduria préctica basada en la intuicién y la experiencia; la
justicia o bisqueda de una conducta equitativa; la valentia o la capacidad de
arriesgarse por ser integro; y la templanza o saber encontrar el justo término
alejéndonos de extremos. Estas virtudes son responsabilidad de cada persona,
la cual ha de cultivar las mismas a través de una auto-disciplina y una actitud
favorable a la auto-educacién, y la auto-reflexién. Estas virtudes son las que
nos permiten tener unas actitudes que facilitan el compromiso con una serie de
valores necesarios para el servidor pdblico. Y el compromiso con los valores
llevaré al cumplimiento de unos deberes que, si se respetan, quebrardn este-
reotipos negativos hacia el servicio publico y relegitimardn la accién piblica.
De ahi la conveniencia de incorporar las virtudes al cédigo o, al menos, a la
formacién del funcionario pdblico.

De cara a la formacién en estas virtudes, podriamos considerar la pru-
dencia como la capacidad de actuar con pleno conocimiento de causa, con la
misma diligencia con la que un buen administrador emplearia con sus propios
bienes. Un empleado prudente genera confianza entre la comunidad donde
actia. La justicia como virtud implicaria una actitud de alerta para intentar ser
justo en las actuaciones, otorgando a cada uno lo que le es debido, tanto en
sus relaciones con el propio Estado, como con los subordinados, superiores,
compaifieros y ciudadania. La templanza implica desarrollar las funciones con
respeto a los intereses en juego y con sobriedad, usando las prerrogativas
inherentes al cargo y los medios disponibles para el exclusivo cumplimiento de
sus deberes, equilibrando los valores en liza. La valentia implica la capacidad
de tomar iniciativas cuando las cosas no funcionan como es debido, impulsar
el cambio y la adaptacién al entorno y promover la creatividad cuando las
ideas en juego ya no sirven.

En cuanto a los deberes, parece 16gico que un cédigo ético autonémico,
una vez aprobado el cédigo del EBEP, deberia incluir los deberes ya insertos
en la normativa aplicable, sobre todo para evitar indefiniciones juridicas y
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conflictos inferpretativos. Todos ellos son reglas instrumentales de accién, de
indudable valor pero subordinadas a los principios éticos superiores. En estos
casos los conflictos practicamente ya no se producen, pues los deberes son
lo suficientemente explicitos y coherentes como para evitar tales situaciones.
Lo importante ademds es, a efectos juridicos, que ya marcan conductas muy
claras, cuyo incumplimiento podria dar lugar a sanciones disciplinarias, con
alguna excepcién.

V. CONCLUSIONES

Finalmente, como ya dijimos previamente al hablar de los marcos de inte-
gridad organizacionales, el hecho de tener un cédigo ético no nos garantiza
mejoras si el mismo no va unido a procesos y estructuras que auxilien en la
implantacién. Ademds, l6gicamente, es imprescindible el impulso politico para
apoyar los cambios culturales e institucionales que se requieren. En esta linea
de trabajo, creemos que la experiencia de algunas organizaciones puiblicas
es muy interesante. Por ejemplo, en algin departamento de la Generalitat
de Cataluia, se han incluido toda una serie de instrumentos para asegurar
la implantacién y la mejora permanente de su cédigo ético. Asi: Un plan
de acogida, que incorpora la figura del mentor para el personal de nuevo
ingreso; una formacién de seguimiento; la creacién de un buzén de quejas y
sugerencias sobre la aplicacién del cédigo; la creacién de un érgano interno
para la difusién, dinamizacién y seguimiento del cédigo; la difusién de cartas
de servicio; la difusién de una memoria de sostenibilidad...

Si, una vez aprobado el cédigo ético general, estas medidas se gene-
ralizaran, probablemente seria muy Util generar en cada departamento un
comité de ética que resolviera dudas y que analizara los supuestos que, sin
caer en el régimen disciplinario, pudieran considerarse no éticos. Ante ellos, si
se probaran las conductas no éticas, seria tal vez conveniente disponer de un
sistema de sanciones que desincentivara la falta de ética y algin sistema de
incentivos que premiaran la integridad. Las sanciones podrian ser simplemente
reprimendas por escrito a incorporar al expediente por un afo, de forma tal
que formen parte de los datos a considerar para la evaluacién del rendimiento
anual. Los miembros de los comités de ética, que podrian participar en ellos de
forma voluntaria, siempre que superaran los cursos de formacién necesarios y
no tuvieran veto justificado de los compaferos o superiores, podrian constituir
una red que se reuniese periédicamente para debatir las mejoras a introducir
en el cédigo, para validar los ejemplos de mejores précticas y para definir
las soluciones compartidas a dilemas éticos producidos en el servicio pdblico,
dichas soluciones se publicarian periédicamente e incorporarian como anexo
al Cédigo ético.
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Tras este repaso sumario por los temas que se consideran clave para la
definicién e implantacién de un cédigo ético, podemos concluir recordando
alguno de los criterios que consideramos esenciales para el buen desarrollo
de este cédigo:

Los principios y valores de referencia deberian ser los bdsicos, no expan-
diendo de forma exhaustiva principios que, al final, generen mas confusién que
guia. La definicién de los valores es muy importante. También podrian indicarse
algunas virtudes que los empleados piblicos deberian encarnar.

En la gestién del cédigo es esencial la participacién de los empleados
afectados. De acuerdo al articulo 84.2 del anteproyecto se establece que: «Los
érganos de gobierno de las Administraciones Piblicas podrdn aprobar otros
cédigos de conducta especificos que desarrollen lo previsto en este capitulo,
para colectivos de empleados piblicos que, por las peculiaridades del servicio
que presten o por el cardcter directivo del puesto que ocupan, asi lo conside-
rasen necesario». Pues bien, esta acertada regulacién se debe completar con
la idea de que los cédigos de desarrollo o especificos deben elaborarse con
participacién de los empleados. En todo caso, la direccién debe tener claros
los obijetivos finales a alcanzar y los requisitos a cumplir, de ahi que sea
légico que los érganos de gobierno los aprueben. En suma, la gestién debe
ser participativa, y la elaboracién de los cédigos especificos también.

Una vez elaborado el cédigo es esencial la formacién en el mismo y la
integracién del mismo en la cultura de la organizacién. La gestién del cambio
cultural serd la clave del éxito en la implantacién.

El cédigo exige, ademds del documento en si, un sistema de procesos
que aseguren la formacién, la guia en caso de dudas, la deteccién de incum-
plimientos, la sancién por los incumplimientos, y la evaluacién del modelo y
su mejora continua.

Para poder evaluar la eficacia del cédigo deben tenerse claras las fina-
lidades a cubrir con el mismo, sus objetivos Ultimos. Siendo conscientes de
la dificultad de que objetivos muy ambiciosos se puedan alcanzar con este
modesto instrumento.
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CRISIS FISCAL Y EMPLEO PUBLICO EN ESPANA:
ALGUNOS DATOS PARA LA REFLEXION
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SUMARIO: . INDICADORES CUANTITATIVOS.- II. INDICADORES CUALITATIVOS.

RESUMEN: El articulo presenta una serie de estadisticas comparativas para ilustrar
sobre la situacién del empleo publico en Espaiia en relacién a ofros paises de la OCDE.
El objetivo es brindar informacién 0til para el andlisis, tanto de las politicas fiscales apli-
cadas en el contexto de la crisis y su impacto sobre el empleo, como de las reformas que
se puedan llevar a cabo més alld del ajuste presupuestario. Empezaremos por ofrecer
un conjunto de indicadores cuantitativos: tamafio y coste relativo del empleo puiblico,
asi como su evolucién en los Gltimos afios. A continuacién, nos detendremos en sefialar
algunos indicadores cudlitativos, que se refieren al grado en el que el sector publico ha
ido incorporando en sus formas de organizacién y gestidn y en relacién a otros paises
de nuestro entorno, innovaciones institucionales que la experiencia acumulada asocia a
una de eficacia y eficiencia. De los datos se deduce, la necesidad de abordar reformas
en profundidad del sistema de empleo que combinen incrementos de productividad, junto
a mejoras en las formas de organizacién y gestién.

Palabras clave: empleo piblico en Espafia; administracién publica; indicadores
de eficacia y eficiencia

ABSTRACT: The article presents a series of comparative statistics to illustrate the
situation of public employment in Spain in relation to other OECD countries. The purpose
is to provide information useful for the analysis of both fiscal policies in the context of the
crisis and its impact on employment, and of the reforms that can be carried out beyond
budgetary adjustment. First, a set of quantitative indicators are presented: size and relative
cost of public employment and its evolution over the last years. We continue by pointing
out some qualitative indicators, which relate to the degree to which the public sector
has incorporated, into its organizational structure, management practices and relations
to countries in our environment, institutional innovations that past experience associates
with effectiveness and efficiency. From the data we identify the need to design reforms
of the employment system that combine productivity gains, along with improvements in
organizational structures and management methodologies.

Key words: public employment in Spain; public administration; efficiency and effec-
tiveness indicators

(*) Las opiniones expresadas en este articulo son de cardcter exclusivamente personal. El autor
agradece el apoyo de César Rodriguez Mosquera en la elaboracién de este trabajo.
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La crisis fiscal en la que se ha sumido Espafia como consecuencia de la
Gran Recesién de 2008-2009, estd teniendo importantes repercusiones sobre
el empleo publico. No es algo que deba resultar extrafio, ya que las crisis de
esta naturaleza hacen del empleo piblico un espacio de oportunidad para el
ajuste. La alta proporcién del gasto que se dedica a pagar los salarios de los
trabajadores del sector piblico y la relativa discrecionalidad que conservan los
poderes pUblicos en su determinacién, explican el recurso al gasto de personal
como variable de ajuste. Todos los paises han concentrado su ajuste por el
lado del gasto, en reducciones de salarios e inversiones pdblicas.

El impacto sobre el empleo publico se ha producido, en primer lugar, a
través de paquetes excepcionales de medidas, que combinan la de reduccién
de salarios (que han llegado hasta el 15% en algdn pais), la congelacién o el
recorte de plantillas y la minoracién de beneficios no salariales. El panorama
de una situacién fiscal restrictiva prolongado en el tiempo, va a obligar, en
segundo lugar, a profundizar en estas medidas a través de presupuestos res-
trictivos, que van a desgastar paulatinamente el gasto en recursos humanos,
empeorando aun mds los efectos antes descritos en plantillas, salarios reales,
beneficios no salariales y oportunidades de desarrollo y promocién.

En el contexto descrito, este articulo tiene por objeto poner a disposicién
del lector una serie de datos comparativos que ilustran sobre la situacién del
empleo piblico en Espafia en relacién a ofros paises. El objetivo es brindar
informacién otil para el andlisis y consideracién, tanto de las politicas fiscales
aplicadas en el contexto de la crisis y su impacto sobre el empleo, como de las
reformas que se puedan llevar a cabo mds alld del puro ajuste presupuestario.
Empezaremos por ofrecer un conjunto de indicadores cuantitativos sobre la
situacién del empleo piblico en nuestro pais: tamafio y coste relativo, asi como
la evolucién de los mismos en los Gltimos afios. A continuacién, nos detendremos
en sefalar algunos indicadores cualitativos, que se refieren a la manera en la
que el sector publico ha ido incorporando en sus formas de organizacién y
gestidn, innovaciones institucionales que la experiencia acumulada asocia a
mejores resultados de eficacia y eficiencia.

I. INDICADORES CUANTITATIVOS

El primer dato relevante tiene que ver con el tamafio relativo del empleo
pUblico en nuestro pais, en comparacién con los paises de nuestro entorno.
Una rdpida observaciéon del Grdfico 1 permite ver que Espafia es un pais
intermedio entre los desarrollados, en cuanto al tamafio de su empleo piblico.
El indicador del grafico mide el tamafio del empleo en el conjunto del sector
pUblico como porcentaje de la poblacién ocupada. Esta Gltima, en el momento
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en el que se levanta la informacién, se hace eco de su caida como conse-
cuencia de la fuerte elevacién de la tasa de desempleo a raiz de la crisis.
Esto supone que el crecimiento de la proporcién en el periodo es més una
consecuencia de la disminucién de la poblacién ocupada, que del incremento
del empleo publico. Este dato es consistente con el que arroja la proporcién
de gasto piblico sobre el PIB, que también sitia a nuestros paises en un lugar
intermedio en el conjunto de la OCDE. Otros indicadores de tamafio, como
los que miden la tasa de empleo piblico en relacién al nimero de habitantes
ofrecen resultados ligeramente inferiores para Espafia. No es posible sostener,
por tanto, en términos agregados, que Espafia sea un pais en el que empleo
pUblico tenga un tamafio desproporcionadamente alto o bajo en relacién a
sus comparadores.

Grdfico 1
Empleo en el sector publico
(Gobierno general, % de la poblacién ocupadal)

Fuente Laborista, OIT

El segundo de los datos recopilados es el porcentaje del gasto piblico
total dedicado al pago de salarios. El Gréfico 2 ilustra un posicionamiento
para Espafia un poco mds elevado que el anterior en la comparacién con
ofros paises, situdndose un poco por encima de la media de la OCDE. De los
paises analizados, Espafia es el Gnico en el que el componente salarial del
gasto pUblico asciende en el periodo analizado. Es de destacar igualmente que
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Espafia, Portugal y Grecia, especialmente este Gltimo, coinciden en guardar
una cierta desproporcién entre el tamafo del empleo piblico (medio-bajo)
y su coste relativo para las arcas piblicas (medio-alto). Este es un dato que
inclina a pensar en la necesidad de una mayor moderacién en los salarios
que en el volumen de la fuerza de trabajo, aunque su impacto fiscal pueda
ser el mismo.

Gréfico 2
Gasto en salarios en el sector publico
(% del gasto publico total)

Fuente: Eurostat y base de datos de la OCDE

El siguiente gréfico nos lleva a analizar la cuantia relativa de los salarios
y su evolucién en los Gltimos afios. El Grdfico 3 presenta una medida que se
utiliza habitualmente para analizar el valor relativo de los salarios piblicos en
relacién al grado de desarrollo del pafs. Esta consiste en comparar el valor del
salario pdblico medio en relacién al PIB per cépita en cada pais. El cuadro
ofrece un panorama que se repite en este tipo de comparaciones, segin el cual,
a medida en que aumenta el desarrollo de un pais, su PIB per cdpita tiende
a acercarse a los salarios piblicos promedio (Suecia seria el mejor ejemplo).
No obstante, datos como el de Grecia sugieren que los salarios publicos en
este pafs reciben un premio sobre el PIB per cdpita excesivamente elevado y
no justificado por su grado de desarrollo relativo. Espafia, Italia o Portugal
también presentan valores méds altos de lo que seria esperable por el PIB per
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cépita, aunque mucho menos exagerados. Como repetiremos mds adelante,
este efecto es mds una consecuencia del premio que otorga el sector piblico
a los trabajadores menos cualificados, que se acentia en los paises de menor
desarrollo relativo o con ingresos mds bajos en el resto de la economia.

Graéfico 3
Evolucién de los salarios en el sector publico
(Ratio de salarios a PIB per cépita, a precios constantes)

Fuente: Laborsta, OIT y World Development Indicators, Banco Mundial

La evolucién de los salarios en los Gltimos afios (Gréfico 4) también ofrece
algin motivo de preocupacién. Espaiia es uno de los paises en los que los
salarios pUblicos mds crecieron en la pasada década, tanto en relacién a la
evolucién de los salarios privados en nuestro propio pais (el crecimiento es
de 20 puntos en el sector poblico frente a 10 puntos en el privado), como
en relacién a los salarios piblicos en los restantes paises analizados, donde
Espafa se sitia solo por detrds de Irlanda. El diferencial de inflacién de nuestro
pais, junto a la indexacién a la misma de los salarios publicos, es la causa de
una mayor apreciacién comparativa de los salarios piblicos en Espafia con
respecto a los ofros paises, menos Irlanda.

En cualquier comparacién entre salarios publicos y privados, hay que
advertir sobre la paradoja que se produce entre los salarios del personal mas
cualificado y menos cualificado. Es normal que el primer grupo, que es mucho
mds reducido y una parte proporcionalmente mds baja de la masa salarial,
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obtenga condiciones retfributivas comparativamente mds bajas que en el sector
privado. Lo contrario ocurre para los trabajadores menos cualificados, cuyo
tratamiento salarial tiende a ser mucho mds ventajoso en el sector piblico. El
indice de compresién vertical de salarios en el sector piblico (la diferencia entre
el peor pagado y el mejor pagado) raramente excede de 1 a 5, cuando no es
inferior. En el sector privado no es extrafio encontrar diferencias de 1 a 15.

Grdfico 4

Fuente: LABORSTA y Eurostat, 2011

En la evolucién de los Gltimos afios estas diferencias se han acentuado en
Espafia. Mientras que los salarios reales de los profesionales mas cualificados
y de los puestos de més responsabilidad, han crecido en el sector privado, sus
retribuciones se han visto congeladas en el sector piblico. No es indiferente
a este fenémeno el hecho de que al ocupar responsables politicos los puestos
de mayor responsabilidad, la discusién sobre los salarios queda a merced de
la opinién pdblica, repercutiendo negativamente en la remuneracién de los
altos funcionarios y directivos publicos. Lo contrario ha ocurrido en relacién
a los trabajos menos cudlificados, que se tienden a igualar hacia arriba con
el benepldcito de la opinién publica, pero en contra de las tendencias de
mercado. El resultado es una creciente inequidad relativa entre el grado de
cudlificacién y experiencia y el premio salarial obtenido en el sector piblico
versus el privado.

El Gréfico 5 es, sin embargo, el que mds llama la atencién desde el punto
de vista relativo en el caso de Espafia. En el mismo se incluye una comparacién
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de las horas trabajadas en los sectores publico y privado y su evolucién en
los Gltimos afios para un grupo de paises, de acuerdo con los datos ofrecidos
por la Organizacién Internacional del Trabajo. Es importante aclarar que este
dato se refiere a las horas de trabajo regladas y no a las horas efectivamente
trabajadas, que descontaria el efecto del absentismo. Espafia aparece como
el pais en el que el nimero de horas trabajadas en el sector publico por
semana es mds bajo y en el que, junto con ltalia, se ha producido una mayor
reduccién de horas en los ltimos afios. Aunque en casi todos los paises, las
horas trabajadas en el sector piblico son algo inferiores a lo que ocurre en el
sector privado, es mucho mds significativa la diferencia en el caso de Espaiia,
asi como su dispar evolucién en los Gltimos afios.

Grafico 5

Fuente: LABORSTA y Eurostat, 2011

La ponderacién de los salarios en funcién de las horas trabajadas obligan
a matizar la conclusién anterior sobre el coste relativo de la factura salarial
entre los paises analizados. Al reducirse las horas trabajadas en el caso de
Espafia hasta un 30% en relacién a algunos paises, el salario efectivo por
hora trabajada deberia aumentarse en el mismo porcentaje. Este aumento
significa un coste relativo mucho mayor del empleo piblico en Espafia y de
muy dificil justificacién.

La Onica forma de asumir la defensa de salarios efectivos comparativa-
mente mds altos serian datos que pongan de manifiesto una mayor produc-
tividad de los servicios publicos en Espafa. Desafortunadamente, los datos
disponibles, tanto generales, como mds especificos, por sector o por institucién,
no nos permiten defender la existencia de una productividad més alta en el
sector pUblico espafiol en comparacién a ofros paises. Mds bien al contrario,
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como se muestra en el Grdfico 6, la productividad agregada del sector piblico
en Espafia parece ser mds baja que la de una buena parte de nuestros com-
paradores y su evolucién es prdcticamente plana en los Gltimos afios. Estudios
realizados por la OCDE en el dmbito de educacién o salud, también nos
inclinan a pensar que la productividad relativa en nuestro pais es mds baja.

Grdfico 6

Fuente: Elaboracion propia en base a GGDC 60-Industry Database

La conclusién que podemos extraer de estos datos es que, si bien el
tamafio del empleo piblico no es grande en relacién a ofros paises, su coste
es relativamente alto, especialmente si se consideran las horas trabajadas.
La evolucién indica un pacto implicito de rentas en el que el crecimiento del
nimero de trabajadores y de los salarios reales han quedado contenidos, a
cambio de reducir los horarios de trabajo, lo que resulta en un crecimiento muy
sustancial de la remuneracién efectiva por hora de trabajo. No es indiferente
a esta evolucién el peso de los sindicatos a la hora de fijar las condiciones
del empleo publico, ni la posicién de debilidad relativa de sus interlocutores,
procedentes, en su mayoria, de la esfera de representacién politica. Pare-
ciera que los sindicatos han sabido extraer en la negociacién colectiva rentas
considerables para los trabajadores piblicos en forma de elevacién de sus
retribuciones efectivas por hora trabajada. El resultado de esta negociacién
podria haber sido diferente con el mismo impacto fiscal, pudiendo haberse
aumentado la fuerza laboral piblica, con salarios efectivos mas reducidos, en
la linea de ofros paises.
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Oftra conclusién relevante es la falta de conexién entre salarios efectivos
y productividad. Es mds, el dato de la reduccién de horas trabajadas con el
mantenimiento de los salarios reales, apunta en la direccién contraria, si las
horas trabajadas se asocian, como es normal en los servicios, al producto obte-
nido. De hecho, si, como apuntdbamos mds arriba, se hubiera incrementado
la fuerza laboral con salarios efectivos mds bajos, lo normal es que hubiera
crecido la produccién y con ella la productividad total del gasto.

No es facil, sin embargo, obtener conclusiones definitivas sobre la evo-
lucién de la productividad de los servicios pdblicos, en ausencia de una con-
tabilidad de identifique de manera normalizada los outputs de los servicios.
Esta es una de las asignaturas pendientes hacia el futuro, a partir de los datos
recogidos en este breve andlisis. Un panorama de restricciones fiscales en un
horizonte de largo plazo obliga a enfatizar la mejora de la productividad como
una de las grandes prioridades del sector piblico en Espafia, en sintonia con
el conjunto de la economia.

Il. INDICADORES CUALITATIVOS

Hablar de productividad en el sector piblico nos lleva a considerar indi-
cadores diferentes de los meramente cuantitativos. La experiencia nos dice que
los costes de produccién de los servicios pUblicos son relativamente rigidos a la
baja y que, en ausencia de reformas que cambien los incentivos, la evolucién
de la productividad en el sector piblico puede ser negativa. Esto nos lleva a
analizar en que medida el sector pdblico ha ido incorporando innovaciones
institucionales que se han demostrado efectivas para mejorar la productividad.
En relacién al empleo, estas reformas han tenido que ver en las Gltimas décadas
con dos grandes transformaciones: por un lado, la bisqueda de mayor flexibi-
lidad en las condiciones de empleo, y, por otro lado, la introduccién de una
funcién directiva profesional con fuertes incentivos a mejorar la racionalidad
econdémica en la gestién de los servicios.

Con objeto de obtener alguna informacién comparativa sobre las caracte-
risticas cualitativas del empleo publico, puede recurrirse a los indicadores que
ha recopilado la OCDE. Este organismo ha realizado recientemente una serie
de trabajos para capturar empiricamente las variables de disefio de los servi-
cios pUblicos que la experiencia nos dice contribuyen a una mayor eficiencia.
Veamos como aparece comparado el empleo piblico en Espafa en relacién
a las dos dimensiones identificadas anteriormente. Hay que advertir que el
andlisis en este caso solo abarca la Administracién General del Estado.
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Grafico 7 Grafico 8

En el dmbito de la flexibilidad, la OCDE valora dos caracteristicas del
empleo publico (ver los gréficos 7 y 8). Por un lado, el grado de delegacién
de las prdcticas de recursos humanos, bajo el supuesto de que una gestién
mds descentralizada del personal (seleccién, carrera, compensacién, etc.) con-
lleva una mayor capacidad de adaptacién de las mismas a las necesidades
especificas de cada dmbito de trabajo. La segunda es el grado de apertura
al exterior de los puestos de trabajo, que valora las posibilidades de atraer
talento del exterior y alinear el mercado de trabajo del sector piblico con sus
referentes externos. En el caso de Espafia, como en el de Francia, que operan
bajo un sistema de funcién piblica de carrera, relativamente centralizado y
que recluta a los trabajadores piblicos por cuerpos de funcionarios que cubren
internamente las vacantes disponibles, la valoracién que se atribuye a esta
dimensién de flexibilidad es relativamente baja en relacién a los paises, como
Holanda, los paises nérdicos o el Reino Unido, cuyas estructuras de empleo
estdn basadas en puesto de trabajo, encuadrados en unidades administrativas
con autonomia de gestién.

La segunda caracteristica valorada es el grado de institucionalizacién de
una funcién directiva profesional. No es posible hablar de gestién eficaz y
eficiente sin directivos con incentivos asociados a estos fines. Esto requiere algo
mds que actores politicos, administrativos o técnicos (médicos o ensefantes),
disfrazados de gerentes. La institucionalizacién de la direccién necesita reunir
determinadas condiciones: (i) definicién especifica de puestos y perfiles; ({ii)
seleccién basada en el cumplimiento de los requisitos; v, (iii) condiciones de
trabajo que delimiten incentivos coherentes con el logro de resultados. En el
Gréfico 8 se puede observar el grado en el que los diversos paises miembros
de la OCDE cumplen estos requisitos, que miden el grado en el que los paises
han incorporado en sus reglas y précticas, las caracteristicas de una estructura
de directivos en el sector publico. No es una sorpresa que Espafia ocupe el
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dltimo lugar entre los paises analizados, a la vista de la falta de un régimen
especifico para los puestos de esta franja de responsabilidad, que evite su
colonizacién por personas designadas por criterios politicos y sin un marco
de responsabilidad gerencial.

Grdfico 9

Las restricciones fiscales han sido histéricamente el contexto en el que
la transformacién del sector poblico y, en particular del empleo publico, ha
ganado traccién. Las reformas han cobrado sentido y verosimilitud, asociadas
a objetivos mds amplios de politica econémica. Ahora bien, ajuste fiscal no
equivale a reforma y, sin reforma, las medidas de ajuste, tienden a empeorar
la calidad de la gestién poblica. Un recorte indiscriminado de salarios, planti-
llas, beneficios y oportunidades de desarrollo profesional, especialmente si se
prolonga en el tiempo, produce un servicio piblico envejecido, desmotivado
y desprofesionalizado. Adicionalmente, desfigura las plantas de efectivos, que
pierden su conexién con la demanda de trabajo. También, al dejar sin espacio
la correccién de disfunciones organizativas preexistentes, tiende a exacerbarlas.
El coste, ademds de los propios trabajadores piblicos, lo pagan los ciudadanos
cuyas necesidades quedan desatendidas.

Solo cuando el ajuste viene acompafado de reformas, se pueden asegurar
al mismo tiempo, tanto la sostenibilidad fiscal, como la mejora en la calidad
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del gasto publico. Espafia tiene pendientes reformas institucionales en la orga-
nizacién y funcionamiento de las administraciones publicas, que produzcan
una fuerte inyeccién de gestién a los servicios piblicos. Estas reformas deben
partir de un marco fortalecido de disciplina fiscal, mediante reglas e institu-
ciones que hagan creible y duradero el objetivo de sostenibilidad en el medio
plazo. En este contexto, es deseable apostar por una mayor flexibilidad en
la gestién de las organizaciones publicas, bajo mecanismos de rendicién de
cuentas por resultados. La legitimacién de directivos piblicos profesionales,
equipados con un mandato de eficacia y eficiencia, bajo un modelo organi-
zativo, que separe responsabilidades de elaboracién y ejecucién de politicas,
es un elemento central de cualquier disefio que apueste por la flexibilidad
micro. El empleo piblico debe buscar, desde pautas de sostenibilidad fiscal,
formulas més flexibles de empleo, seleccién, desarrollo y compensacién, que
permitan a los directivos explotar economias de escala y de flexibilidad en la
gestién de los servicios pUblicos.
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RESUMEN: Este articulo pretende servir como introduccién general al conjunto del
monogréfico y expone brevemente las lineas generales del Anteproyecto de la Ley de
Empleo Piblico de Aragén. Se realiza una descripcién sucinta de los principales ejes
que articulan el proyecto normativo como son la conformacién de un modelo comin,
global, completo y sistemdtico del empleo piblico aragonés, la incorporacién de un nuevo
sistema de coordinacién y cooperacién interadministrativa en la materia, la renovacién
de la estructura de la funcién poblica aragonesa, el desarrollo de un nuevo sistema de
carrera administrativa o la conformacién de un nivel de direccién piblica profesional.
En este breve estudio se analizan las principales motivaciones que han guiado todo el
proceso de elaboracién del citado Anteproyecto, un proceso participado que tenia como
fin principal la necesaria puesta al dia de una regulacién que debe servir a los retos
que debe afrontar el empleo piblico aragonés en las préximas décadas, aprovechando
el impulso modernizador ofrecido por el Estatuto Basico del Empleado Piblico.

Palabras clave: Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico; reforma del empleo pablico;
funcién poblica; direccién poblica profesional; carrera profesional; renovacién de la
estructura de la Funcién Poblica; Estatuto Bésico del Empleado Piblico.

ABSTRACT: This article is intended to serve as a general introduction of the whole
monograph, which briefly describes the outline of the Draft Law on Public Employment
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of Aragon. We present a brief description of the main strands of the draft legislation
such as the incorporation into the draft of a new system of coordination and intergover-
nmental cooperation in public employment Aragon, the inclusion in the scope of Local
Government, the necessary renovation of the civil service structure, the development of
a new administrative career system or the creation of a professional public management
level. In this brief study explores the motivations that have guided the entire process
of the aforementioned Draft, an involved process that had as their principal aim the
necessary updating of a regulation must serve the challenges facing public employment
of Aragon in the coming decades, modernizing the momentum provided by the Basic
Statute for Civil Servants.

Key words: Draft law on Public Employment of Aragén; civil service reforme;
professional public management; professional careers; renovation of the structure of the
Civil Service; Basic Statute for Civil Servants.

I. INTRODUCCION

El pasado dia 16 de marzo de 2010 se inici6 el procedimiento de trami-
tacién del anteproyecto de Ley del Empleo Piblico de Aragén, que pretende
constituir el marco normativo general para afrontar una reforma del modelo
del empleo piblico aragonés.

La legislacién actual reguladora de la funcién piblica aragonesa, que
data de 1986 (Ley de 20 de febrero de 1986), en la versién vigente del Texto
Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de febrero, ha
constituido un instrumento bdsico para el desarrollo de la Comunidad Auténoma
de Aragén, permitiendo institucionalizar un modelo autonémico de funcién
pUblica en los albores de la autonomia.

No obstante, como se pondria de manifiesto en el «<Documento de andlisis
de diagnéstico de la Funcién Poblica en la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén» del afio 2009 (en adelante, «Documento de Diag-
ndstico»), que resultaria del proceso de participacién previo al inicio de la
elaboracién del anteproyecto y que serviria de base para la redaccién de
éste, la Ley de Medidas de Ordenacién de la Funcién Piblica de 1986 se
promulgaria en un momento del desarrollo de la funcién piblica aragonesa
muy diferente al actual. Después de treinta afios de construccién autonémica
y de democracia local, las Administraciones piblicas aragonesas en general,
y la Administracién de la Comunidad Auténoma, en particular, ha sufrido una
profunda transformacién derivada no sélo por el nimero de efectivos incorpo-
rados, procedentes de los sucesivos procesos de transferencia (especialmente,
a partir del afio 1999), sino especialmente, por la importancia de los nuevos
dmbitos competenciales asumidos.
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El mencionado Documento de Diagnéstico consideraria «inaplazable una
actualizacién en profundidad del modelo articulado en 1986 que, en su momento
sirvié como herramienta eficaz para constituir una funcién poblica autonémica,
pero que en la actualidad se vuelve limitado y limitante para afrontar los retos
de un modelo global y eficaz de empleo publico del siglo XXI» (pag. 11).

Por su parte, la Ley 7/2007, de 12 de Abril, por la que se aprueba el
Estatuto Bdsico del Empleado Piblico (en adelante, EBEP) ha constituido un
verdadero catalizador para un movimiento de reforma generalizado del modelo
de empleo publico en Espafia, incorporando a nuestro pais al marco de la
reforma de los sistemas de servicio civil mds avanzados de nuestro entorno.
No obstante, el éxito de la finalidad incorporada en el EBEP depende, en gran
medida, de los legisladores de desarrollo, debido al amplio margen de decisién
que la nueva legislacién bésica otorga a las Comunidades Auténomas para
regulacién de su funcién poblica. La reforma que el EBEP incorpora quedaria
inédita sin un compromiso firme por parte de los legisladores autonémicos en
la aplicacién de sus principios informadores.

Por ofra parte, la promulgacién del EBEP ha venido a desplazar, en
algunos casos y a derogar técitamente, en otros, miltiples preceptos de la
legislacién sobre funcién poblica precedente, otorgando a la normativa de
una relevante dosis de inseguridad juridica.

Conscientes de ello, la mayoria de las Comunidades Auténomas han
afrontado un proceso de reforma de sus respectivos modelos de empleo piblico,
al amparo de los principios incorporados en la nueva legislacién bdsica. En
algunas de ellas, este proceso ya se ha materializado en una renovacién
general de su legislacién sobre la materia. La dltima ley aprobada en desa-
rrollo del EBEP ha sido la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Piblico
de Castillo-Lla Mancha.

En Aragén, este proceso, como hemos sefialado, se iniciaria formalmente
a través de la Orden del Consejero de Presidencia de 16 de marzo de 2010,
sin que al dia de la fecha, su contenido se haya convertido todavia en dere-
cho positivo.

Il. PROCESO DE ELABORACION

El Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén (en adelante ALEPA)
ha sido el fruto, como hemos sefialado, de un amplio debate colectivo, articu-
lado entre los diferentes actores implicados en la reforma del empleo pdblico.
Este debate se conformé a través de un proceso participativo compuesto por
tres fases fundamentales:

67



JOSE MARIA RECIO SAEZ DE GUINOA Y LUIS FERNANDEZ-CABALLERO LAMANA

— Una primera fase, consistente en la elaboracién de un documento de
diagnéstico de la situacién actual de la funcién piblica aragonesa.

— Un segunda fase, dirigida a la redaccién y el debate sobre el primer
borrador ALEPA.

— Una tercera, relativa al procedimiento formal de elaboracién del ante-
proyecto de ley propiamente dicho.

La primera fase de ese proceso tuvo como objetivo elaborar el «Docu-
mento de andlisis y diagnéstico de la funcién piblica de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragdn», que permitié identificar las principales
necesidades y problemas que la nueva regulacién debe abordar, en cumpli-
miento de la Proposicién no de ley n° 125/08 de la Comisién Institucional de
las Cortes de Aragén y como presupuesto para la redaccién del ALEPA.

Para ello se desarrollé6 un proceso de participacién que comenzd en
septiembre de 2008 con la constitucién de grupos de trabajo. Se elaboraron
siete ponencias que recogian una valoracién de los principales problemas del
empleo plblico de Aragdn. Fueron presentadas y debatidas con responsables
de todos los Departamentos de la Administracién autonémica en 14 sesiones
y con las Organizaciones Sindicales mds representativas en 7 sesiones mds.

Culminado ese debate, en enero de 2009 la Direcciéon General de la
Funcién Publica organizé un panel en el que participaron expertos de presti-
gio en la materia procedentes de la Administracién General del Estado, del
dmbito universitario, y de las Administraciones autonémicas y locales, con-
tribuyendo con sus aportaciones a identificar los elementos clave y proponer
soluciones.

Las conclusiones resultantes de todos estos debates sirvieron posteriormente
para elaborar el documento de diagnéstico que fue presentado por el Director
General de la Funcién Piblica en su comparecencia ante la Comisién Institu-
cional de las Cortes de Aragén el 28 de septiembre de 2009.

En la segunda fase, que comenzé en octubre de 2009, se acometié la
redaccién del texto del ALEPA, en el marco de un proceso igualmente partici-
pativo y que esta vez se estructuré en tres niveles: el institucional (Universidad
de Zaragoza, diputaciones provinciales, el Ayuntamiento de Zaragoza, la
FAMCP, COSITAL, y CERMI), el directivo (responsables de personal de los
departamentos y organismos publicos de la Administracién autonémica) y el

sindical (UGT, CC OO, CSI CSIF y CEMSATSE).

La dltima fase del proceso comenzaria con la iniciacién del procedimiento
formal de elaboracién del ALEPA por Orden del Consejero de Presidencia de
16 de marzo de 2010.
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lll. UN NUEVO MODELO COMUN, GLOBAL, COMPLETO Y SISTEMA-
TICO DEL EMPLEO PUBLICO ARAGONES

El ALEPA pretende configurar un verdadero régimen comin de empleo
pUblico aragonés, estableciéndose, en la misma linea que el Estatuto Bésico
del Empleado Pdblico, como el régimen general y comin de las relaciones de
empleo pUblico en las administraciones piblicas aragonesas, sin perjuicio de
la existencia de regimenes especiales de personal.

Entre los regimenes especiales que contempla pueden destacarse los
siguientes:

— Para el personal investigador, el articulo 3.3 ALEPA prevé la posi-
bilidad de establecer singularidades con el fin de adecuarlo a sus
peculiaridades.

— Al personal docente universitario, al personal funcionario perteneciente
a los cuerpos al servicio de la Administracién de Justicia cuya ges-
tién corresponda a la Administracién de la Comunidad Auténoma y
al personal de las Cortes de Aragén, de la Cémara de Cuentas de
Aragén y del Justicia de Aragén sélo le resultard de aplicacién directa
«cuando asi lo disponga su legislacién especifica».

— Por lo que se refiere al personal docente no universitario y estatutario
de la Administracién de la Comunidad Auténoma, el ALEPA seria de
aplicacién supletoria, a excepcién de los articulos relativos a las retri-
buciones complementarias, la movilidad interadministrativa y la pro-
mocién profesional (art. 3.2 ALEPA). Por ello, en aquello que le fuera
de aplicacién directa o supletoria, todas las referencias incorporadas
en el ALEPA al personal funcionario, deberdn entenderse aplicables
también al personal estatutario del Servicio Aragonés de Salud (art.
3.5 ALEPA).

A su vez, miltiples previsiones del ALEPA serian de aplicacién también al
personal laboral. En concreto, en aquellos extremos que afectan a cuestiones
de cardcter organizativo y que puedan considerarse elementos separados de
la relacién laboral; materias sobre las que, tras la Gltima reforma estatutaria, la
Comunidad Auténoma ostenta competencia legislativa (articulo 75.13 Estatuto
de Autonomia de Aragén).

En segundo lugar, el ALEPA persigue la articulacién de un modelo global
de empleo publico, cuya aplicacién alcance al conjunto de las Administraciones
Péblicas aragonesas (con la excepcién de la Administracion General del Estado
en Aragén a la que, obviamente, le resultaria de aplicacién la ley estatal de
desarrollo del Estatuto Bdsico del Empleado Piblico). En concreto, el ALEPA
incluye dentro de su dmbito de aplicacién, el personal de la Administracién
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Autondmica (art. 3.1.a ALEPA), Entidades Locales (art. 3.1.b) ALEPA) asi como
de las entidades institucionales dependientes de las anteriores (art. 3.1.c) y d)
ALEPA). También se incluye a la Universidad de Zaragoza (art. 3.1.e) ALEPA),

si bien sélo en cuanto al personal de administracién y servicios.

La inclusién del mundo local en el dmbito de aplicacién de la ley es
considerada por la propia Exposicién de Motivos como «una oportunidad
para afrontar los retos actuales del régimen del personal de las Administra-
ciones locales aragonesas con el doble objetivo de sistematizar y ordenar el
régimen del personal local, actualmente disperso y parcialmente derogado
o desplazado y, al mismo tiempo, de incorporar en el dmbito local las prin-
cipales medidas de renovacién y reforma previstas en esta ley». Por una
parte, el Estatuto Bdsico del Empleado Piblico ha venido a desplazar, en
algunos extremos, y derogar, en otros, la regulacién de la Ley de Medidas de
Reforma de 1984. Ello ha colocado al dmbito local en una situacién de cierta
inseguridad juridica. El ALEPA ha pretendido en este sentido, sistematizar el
régimen local para dotarlo de un marco juridico estable con el objetivo de
posibilitar una visién mds avanzada de la autonomia local en la gestién de
sus recursos humanos. Por ofra parte, el ALEPA intenta incorporar al mundo
local en el proceso de renovacién del modelo de empleo pdblico, iniciado
por el Estatuto Bésico del Empleado Piblico. No obstante, debe destacarse
que la ALEPA no agota las especialidades en el régimen de empleo piblico
local. Su regulacién estd llamada a ser desarrollada o, incluso, modulada
tanto por la regulacién especial del personal local como por el dmbito regla-
mentario local.

Ademds, el ALEPA ha incorporado en su dmbito de aplicacién a las
administraciones institucionales vinculadas a las Administraciones territoriales.
Esta inclusién responde a la necesidad, puesta de manifiesto por el Documento
de Diagnéstico, de incorporar en el marco regulador del empleo piblico a
un fenémeno sobrevenido de la realidad de las administraciones pdblicas, la
descentralizacién funcional en entes institucionales que han venido a constituir
un elemento muy relevante del modelo general del empleo publico. En el dmbito
de la Administracién Poblica autonémica, este proceso de descentralizacion
funcional se ha materializado en la creacién de los Organismos Piblicos y de
empresas poblicas de la Comunidad Auténoma.

No obstante, esta nueva realidad organizativa ha sido reflejada hasta
ahora de forma muy incidental en la legislacién aragonesa. El Decreto Legisla-
tivo 2/2001, de 3 de Julio, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba
el Texto Refundido de la Ley de Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén (en adelante, TRLACA) regula los organismos piblicos dependientes de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén distinguiendo dos
tipos de entidades. Por una parte, los organismos auténomos, que no tienen

70



LINEAS GENERALES DEL ANTEPROYECTO DE LA NUEVA LEY DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON

funcién publica propia (art. 74 TRLACA), por lo que sus puestos de trabajo son
ocupados por funcionarios piblicos y por personal laboral de la Administracién
de la Comunidad Auténoma.

A diferencia de los organismos auténomos, las entidades de derecho
pUblico ostentan la posibilidad de contratar personal sometido al régimen de
derecho laboral. Como sefiala el Documento de Diagnéstico, «ello produce
importantes efectos en el modelo de funcién publica aragonesa, convirtiendo
al sistema de empleo piblico autonémico en un sistema polinuclear en el que
ademds del personal piblico vinculado a la Administracién de la Comunidad
Auténoma, existen ofros colectivos de empleados publicos seleccionados por
las diferentes Entidades de Derecho Publico dependientes de aquéllax.

Sin perjuicio de las diferentes leyes de creacién de las Entidades de Dere-
cho Puiblico, la regulacién general del personal propio de estas entidades se
reduce al articulo 81 TRLACA. Este precepto se limita establecer los extremos
mds generales de su regulacién.

El ALEPA afronta una regulacién mds sistemdtica del personal propio
de las Entidades de Derecho Piblico que pretende cohonestar el régimen de
autonomia organizativa que caracteriza a este tipo de entidades con la garan-
tia del respecto a los principios generales de acceso al empleo puiblico, a la
transparencia de la gestién y a la coherencia general del modelo de empleo
publico en su conjunto. En este sentido, debe advertirse que la aplicacién a
las entidades puiblicas vinculadas a las Administraciones territoriales de las
previsiones del ALEPA se reduciria a aquellas materias que afectaran al personal
sometido al Derecho Laboral, ya que es a este ordenamiento al que se sujeta
el personal contratado por este tipo de entidades.

Tales materias se reducen a la regulacién general de la ordenacién de

los puestos de trabajo (capitulo Il del titulo Ill), la planificacién de los recursos
humanos (capitulo Il del titulo 11}, la evaluacién del desempefio (capitulo VII
del titulo 1ll), la regulacién de acceso al empleo pdblico (capitulo | del titulo

IV) y el régimen disciplinario (titulo X).
Ademds se incluye algunas previsiones especificas para tales entidades:

— Su inclusién en el dmbito de negociacién de la Mesa Comin de
Negociacién de las Administraciones Piblicas de Aragén (art. 95) en
aquellas materias que se refieran al personal funcionario, estatutario
y laboral del conjunto de las Administraciones incluidas en el dmbito
de aplicacién de la Ley.

— La previsién de que la Oferta de Empleo Poblico de la Administracién
de la Comunidad Auténoma deberd incluir las necesidades de personal
de tales entidades.
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— La posibilidad de incorporar en el Registro General de personal las
inscripciones referidas al personal propio de tales Entidades.

— Laincorporacién de los datos agregados de su personal en el Sistema
Aragonés de Informacién en el Empleo Pdblico (art. 56) asi como la
publicidad de las convocatorias de procesos selectivos en el Portal del
Empleo Piblico de Aragén.

Por lo que se refiere al resto del sector piblico aragonés, el empresarial
y fundacional, el articulo 4 del ALEPA prevé que le resultardn de aplicacién
los principios de acceso a lempleo publico (cf. art. 60 ALEPA), la regulacién
de los deberes y cédigo de conducta (cf. arts. 82 a 84 ALEPA), las normas
generales sobre directivos publicos profesionales (cf. articulo 31.7 ALEPA) y
a las personas con discapacidad (cf. art. 64). El ALEPA entiende incluido al
sector pdblico empresarial y fundacional cuando las Administraciones Poblicas
en su conjunto, directa o indirectamente, aporten mds del cincuenta por ciento
de su capital, «tales como sociedades mercantiles y funciones publicas, asi
como consorcios que adopten formas de sociedad mercantil».

En tercer lugar, el ALEPA pretende la conformacién de un modelo completo,
ya que incorpora en su articulado, al contrario de lo que ocurre en la legis-
lacién actual, la regulacién de todos los elementos bdsicos de la ordenacién
de empleo publico:

— La organizacién institucional comin del empleo piblico aragonés y, en
particular, la organizacién propia de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma en esta materia

— El régimen de clases de empleados pdblicos

— La estructura y ordenacién del empleo piblico, la regulacién de los
cuerpos y escalas y ordenacién de puestos de trabajo

— La planificacién de los recursos humanos y la regulacién de la oferta
de empleo puiblico y de los registros de personal

— Los principios generales del sistema de evaluacién del desempefio
— El régimen general de acceso al empleo piblico

— La regulacién de los derechos y deberes de los empleados publicos
— El sistema retributivo funcionarial

— La configuracién general del sistema de carrera administrativa y de
provisién de puestos de trabajo y movilidad

— El régimen general de situaciones administrativas

— El régimen disciplinario de los funcionarios publicos.
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Al contrario que en el ALEPA, la ley de 1986 apostaria por un desarrollo
parcial del estatuto funcionarial articulado por la legislacién estatal. El alcance
del dmbito material de regulacién constituyé uno de los elementos mds rele-
vantes del debate parlamentario de aquel momento, imperando finalmente la
opcién por una ley parcial que redujera su intervencién a lo «imprescindible»
frente a la apuesta alternativa por una regulacién completa de la materia. En
concreto, la Ley 1/1986 regularia exclusivamente la regulacién de las clases de
personal, la organizacién institucional de la funcién piblica, su estructura gene-
ral, algunos aspectos de la movilidad, la provisién de puestos de trabajo y la
carrera administrativa asi como una escueta regulacién del régimen retributivo,
convirtiendo a la regulacién autonédmica en materia de funcién piblica en una
norma dependiente de la regulacién estatal (no sélo en materia de regulacién
bdsica, también en cuanto a la regulacién de desarrollo).

La realidad actual del Estado Autonémico y la madurez de la Administra-
cién publica aragonesa hacia necesario, en opinién del Documento de Diag-
néstico del afio 2009, la aprobacién de una norma funcionarial completa, que
alcanzara el conjunto de los elementos que conforman el modelo de empleo
pUblico, evitdndose asi aplicaciones por via de supletoriedad de norma juridicas
estatales (la normativa de desarrollo del EBEP para la Administracién General
del Estado) dirigidas a la regulacién de una funcién piblica (la estatal) ajena
a la autonémica. En este sentido, el ALEPA ha pretendido evitar remisiones,
por via supletoria, a ordenamientos externos, cuyas consecuencias son cada
vez mds imprevisibles.

IV. UN NUEVO SISTEMA DE COORDINACI’éN Y COOPERAC!éN INTE-
RADMINISTRATIVA EN EL EMPLEO PUBLICO ARAGONES

El modelo institucional incorporado a la ALEPA pretende constituir un
modelo que fomenta aunar esfuerzos entre las Administraciones publicas,
promoviendo y potenciando los cauces institucionales que hacen posible la
coordinacién y la colaboracién en materia de empleo publico.

Por una parte, la progresiva incorporacién de personal procedente de los
diferentes procesos de transferencias, que se encuentra sometido a regimenes
funcionariales de cardcter especial (el personal funcionario docente no uni-
versitario y el personal estatutario del Servicio Aragonés de Salud) ha hecho
variar profundamente la configuracién interna de la gestién de los recursos
humanos de la Administracién Autondémica, sectorializando la dindmica y la
propia realidad de la funcién pdblica autonémica, fenémeno sobrevenido y no
incorporado a la legislacién vigente de la funcién piblica de la Comunidad
Auténoma. Los traspasos en materia de administracién de justicia, mds reciente,
han pronunciado esta situacién.
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Tal fenémeno de sectorializacién impone un especial esfuerzo en la coor-
dinacién entre los diferentes sectores de gestién. Consciente de esta necesi-
dad, el ALEPA ha incorporado a esta realidad la regulacién de un entramado
institucional con la finalidad de establecer los diferentes procedimientos de
comunicacién interna que permitan hacer efectiva la coordinacién entre los
diferentes 6rganos de la Comunidad Auténoma competentes en esta materia.

En concreto, el ALEPA prevé la constitucién de la Comisidn Intersectorial
del Empleo Piblico de la Administracién de la Comunidad Auténoma (art.
10 ALEPA), como érgano técnico de coordinacién e informacién a través del
cual se instrumenta la interlocucién entre dmbitos sectoriales con el objetivo
de favorecer la coordinacién la ordenacién, gestién y negociacién colectiva
del personal del conjunto de la Administracién de la Comunidad Auténoma
(art. 10.1 ALEPA) ; concretamente, la citada Comisién estard compuesta por
representantes del Departamento competente en materia de empleo piblico
(actualmente, el Departamento de Presidencia) y de los érganos gestores de
los diferentes dmbitos sectoriales en sanidad (personal estatutario del Servicio
Aragonés de Salud), educacién (personal docente no universitario) y adminis-
tracién de justicia (cuerpos especiales de administracién de justicia).

En el plano de las relaciones interdepartamentales, el Documento de
Diagnéstico advertiria la necesidad de profundizar en la coordinacién e infor-
macién reciproca entre el departamento competente en la materia (actualmente,
el Departamento de Presidencia) y los diferentes érganos gestores del personal
(los Departamentos y Organismos piblicos) en un contexto de organizacién en
el que aquél asumiria de forma progresiva un mayor papel de planificacién y
de estrategia y no tanto de gestién, en el marco del proceso progresivo de des-
centralizacién en la gestién de personal de la Administracién autondmica.

Hasta ahora, la participacién interdepartamental en la politica de recur-
sos humanos se ha venido arbitrando a través de la Comisién de Personal,
como érgano «de informacién, coordinacién, asesoramiento y consulta en la
politica de personal». No obstante, su funcionamiento se torna, de acuerdo
con lo que advertia del Documento de Diagnéstico, sensiblemente mejorable.
El balance de su actividad hace preciso un replanteamiento de la naturaleza
y composicién de este érgano consultivo. Segin este Documento, «la utilidad
de las funciones de la Comisién de personal, érgano de cardcter consultivo
en esta materia de la Administracién de la Comunidad Auténoma, con la
participacién de las organizaciones sindicales ha sido cominmente puesta en
entredicho. La negociacién previa de las cuestiones que en la Comisién se
plantean hace indtil la participacién de las organizaciones sindicales y muy
limitada la de los Departamentos. El papel que le resta a los representantes de
los Departamentos es ratificar o en su caso, disentir formalmente, de una deci-
sién que se ha tomado previamente. Por ello, procede articular un érgano que
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permita la participacién de los Departamentos de forma previa a la negociacién
con las Organizaciones Sindicales que permita el intercambio de informacién
entre los actores internos de la Administracién autonémica». Con este interés,
el ALEPA persigue la creacién de la nueva Comisién Interdepartamental del
Empleo Piblico de la Administracién de la Comunidad, que viene a sustituir a
la actual Comisién de Personal, con la finalidad de potenciar y hacer efectiva
la interlocucién entre el Departamento competente en la materia (actualmente,
el Departamento de Presidencia) y los érganos gestores de personal (los dife-
rentes Departamentos y Organismos Piblicos),

La nueva Comisién Interdepartamental se constituye, de acuerdo con lo
previsto en el articulo 11.1 ALEPA, como un dérgano técnico de coordinacién e
informacién sobre la ordenacién y gestién del personal de la Administracién de
la Comunidad Auténoma del dmbito sectorial de administracién general y carece
de representacién sindical. En este sentido, el ALEPA ha concentrado fundamen-
talmente la participacién sindical en el marco de la negociacién colectiva.

Debe recordarse que la tradicional participacién de los representantes
sindicales en el seno de la Comisién de Personal tiene su origen en un momento
de la historia de la funcién piblica en el que el derecho funcionarial a la nego-
ciacién colectiva era todavia incipiente. La consolidacién de un modelo efectivo
de negociacién colectiva en el ambito de la funcién publica hace innecesaria,
por reiterativa, su participacién en este tipo de érganos de participacién.

Por lo que se refiere a las funciones del nuevo érgano, segin prevé el
apartado tercero del articulo 11 ALEPA, esta comisién conoceria e informaria
cualquier tipo de propuestas de disposiciones de cardcter general que inci-
dieran en el dmbito del empleo piblico, con cardcter previo a su aprobacién
por el érgano competente de la Administracién de la Comunidad Auténoma;
seria competente para realizar propuestas dirigidas a mejorar la organizacién,
las condiciones de trabajo y el rendimiento del sistema de recursos humanos,
asi como para conocer la programacién anual de objetivos del Departamento
competente en materia de empleo piblico y su desarrollo y para recibir y ana-
lizar la informacién relativa a su ejecucién y resultados; ademds, se le atribuye
funciones de asesoramiento y participacién en los procedimientos de disefio e
implantacién de medidas de mejora y organizacién del sistema'y, en particular,
de la planificacién estratégica de recursos humanos de la Administracién. Se
trata, por tanto, de funciones que convergen en la necesidad de una mayor
participacién e involucracién de los érganos gestores en la formulacién de la
politica y la estrategia en materia de personal formulada por el Departamento
competente en la materia.

Por ofra parte, el ALEPA ha pretendido, como novedad en el dmbito de la
Comunidad Auténoma, fortalecer los mecanismos de interlocucién entre las dife-
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rentes Administraciones piblicas. La reforma del empleo piblico que el Estatuto
Bdsico del Empleado Piblico impulsa, se conforma como un auténtico reto para
todas las administraciones piblicas y, entre ellas, para las entidades locales.
La introduccién de sistemas de evaluacion del desempefio, la implantacién de
sistemas mds avanzados de ordenacién de puestos de trabajo, seleccién de
personal o provisién de puestos de trabajo exige un espacio institucional donde
las Administraciones implicadas compartan experiencias y articulen soluciones
que, en muchos casos, pueden resultar comunes. Con este convencimiento, el
ALEPA pretende constituir un érgano inédito en la Comunidad Auténoma, el
Consejo de Empleo Piblico de Aragén, con el objetivo de reforzar la coor-
dinacién, informacién, cooperacién, asistencia y consulta entre las diferentes
Administraciones publicas aragonesas sobre aquellas materias comunes que
afecten a su personal (art. 5.1 ALEPA). En concreto, el articulo 5.3 ALEPA prevé
una composicién multilateral, que incluye la representacién de la Administra-
cién autondémica, de la Universidad de Zaragoza y de las entidades locales
aragonesas. Se trata de un érgano que pretende ser eminentemente técnico
por lo que el ALEPA establece que sus miembros no serdn cargos politicos,
sino titulares de los érganos directivos o responsables de la politica de recursos
humanos o de empleo piblico de su respectiva Administracién.

V. LA RENOVACION DE LA ESTRUCTURA DE LA FUNCION PUBLICA

Por ofra parte, el ALEPA ha afrontado una renovacién general de la
estructura general de la funcién piblica. En concreto, ha perseguido un cierto
aligeramiento de la verticalidad de la estructura de grupos profesionales de la
funcién poblica autonémica en la linea iniciada por el propio Estatuto Bdsico
del Empleado Piblico.

La nueva legislacién bésica ha incorporado, en su articulo 76, una nueva
regulacién del sistema de clasificacién profesional de los funcionarios poblicos,
reduciendo el nimero de grupos profesionales de cinco (A, B, C, Dy E) a
tres (A, By C).

No obstante, este cambio ha sido mucho menos ambicioso en la prdctica
ya que el nuevo grupo de clasificacién profesional A ha sido subdividido en
dos subgrupos (A1 y A2) equivalentes, en el régimen transitorio, a los antiguos
A'y B (Disposicién Adicional Tercera EBEP). La misma solucién se ha adoptado
en el caso del grupo C que ha sido subdividido en los subgrupos (C1 y C2).
Si bien es cierto que esta modificacién del sistema de clasificacién profesio-
nal ha sido motivada, fundamentalmente, por la necesaria adaptacién de la
regulacién anterior a la nueva estructura de titulaciones universitarias propi-
ciada por el Espacio Europeo de Educacién Superior, la reduccién de grupos
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profesionales por el nuevo legislador bdsico propicia mdltiples innovaciones
en esta materia.

La reduccién de escalones jerdrquicos en los sistemas de clasificacién
profesional ha sido una constante en las dltimas reformas de los sistemas
comparados de carrera funcionarial, especialmente en el dmbito europeo,
con el objetivo de reducir la excesiva verticalidad de los modelos funciona-
riales y propiciar la polivalencia funcional y la movilidad funcionarial. Asi,
por ejemplo, la reforma operada en el reglamento funcionarial de la Unién
Europea ha venido a reducir los cuatros grupos profesional tradicionales (A,
B, C y D) a meramente dos, el de los administradores (dedicados a la elabo-
racién de politicas y aplicacién de la legislacién de la UE, tareas de andlisis
y asesoramiento) y el de los asistentes (destinados a tareas de apoyo tales
como secretaria, tareas administrativas y contables, comunicacién, desarrollo
y aplicacién de medidas, efc.).

En esta misma linea, el ALEPA ha venido a realizar una revisién global
del sistema de clasificacién profesional, recogiendo, en este sentido, la misma
idea de simplicidad organizativa incorporada en la Ley de 20 de febrero de
1986.

El legislador del afio 1986 ya apostaria decididamente por la simplicidad
en la estructura de cuerpos funcionariales de la Comunidad Auténoma de Arc-
gé6n y configuraria un modelo en el que sélo existiera un cuerpo funcionarial
en cada grupo profesional.

Tabla 1. Grupos profesionales y cuerpos funcionariales segin la Ley
de 20 de febrero de 1986

Grupo Titulacién Cuerpo
Doctor, Licenciado, Ingeniero o Cuerpo de Funcionarios
Grupo A Arqui .
rquitecto Superiores

Diplomado universitario, Ingeniero
Grupo B Técnico, Arquitecto técnico, Formacion
Profesional de tercer grado o equivalente

Cuerpo de Funcionarios
Técnicos

Bachiller, Formacién Profesional de

Grupo C segundo grado o equivalente Cuerpo Ejecufivo
Grupo D Gradléodo bEscoIar, Formoao'n Profesional Cuerpo Auxiliar
e primer grado o equivalente
Grupo E Certificado de Escolaridad Cuerpo de Subalternos y
Conductores
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El propio Predmbulo de la Ley de 1986 explica la intencién del legislador:
«la estructura corporativa de los funcionarios corresponde con precisién a la
de los grupos creados por el articulo 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.
Pero se ha optado por una solucién que, exigida para el ingreso y, consecuen-
temente, las funciones que se estd capacitado para desarrollar dentro de la
organizacién de la Administracién Piblica de la Comunidad Auténoma, evite
los inconvenientes de un corporativismo rigido que produzca las disfunciones
y criticas detectadas en el anterior modelo estatal»; con ello, se pretendia
«fomentar la igualdad de oportunidades, permitir un eficaz desarrollo de los
principios de mérito y capacidad, facilitar la adaptacién progresiva a un sis-
tema de puestos de trabajo y optimizar los recursos humanos de la Comunidad
Auténoma de Aragdn, a través de una flexible, razonable y eficaz movilidad
de sus funcionarios».

La experiencia acumulada durante sus veinte afios de vigencia ha demos-
trado la utilidad de la solucién adoptada y ha propiciado la intensificacién
de esta idea en el anteproyecto LEPA. En concreto, con la misma intencién ya
explicitada en el afio 1986, el anteproyecto retoma el proceso de simplifica-
cién estatutaria reduciendo el nimero de cuerpos funcionariales de cinco a
tres, coincidentes con los tres grupos profesionales articulados en el Estatuto
Bdsico del Empleado Pdblico:

— el Cuerpo Superior de la Administracién (coincidente con el grupo de
clasificacién profesional A), al que corresponde el desempefio de las
funciones de administracién o profesionales correspondientes al titulo
de grado universitario (o, en su caso, méster universitario),

— el Cuerpo Técnico de la Administracién (coincidente con el grupo
de clasificacién profesional B), al que corresponde el desempefio de
funciones de administracién o profesionales correspondientes a la titu-
lacién de Técnico Superior de Formacién Profesional

— y el Cuerpo Ejecutivo de la Administracién (coincidente con el grupo
de clasificacién profesional C), cuyos funcionarios realizan las tareas
de apoyo administrativo o especializado.

Si bien es cierto que el Cuerpo Superior y el Ejecutivo albergan esca-
las funcionariales en cada uno de los subgrupos, el propio articulado de la
norma parece favorecer una mayor permeabilidad entre las escalas de distinto
subgrupo pero incorporadas al mismo grupo de clasificacién profesional. Res-
pecto al grupo A, el articulo 34.a) no establece diferencia alguna de titulacién
para el acceso a las escalas del subgrupo Al y del subgrupo A2. En ambos
casos se exige el titulo universitario de grado. Sélo en el supuesto de que la
ley exija ofra titulacién (p.ej. en aquellos supuestos de profesiones para cuyo
ejercicio se exige un mdster universitario) serd ésta la que se requiera para
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el acceso a la correspondiente escala funcionarial. La Onica diferencia que se
aprecia entre las escalas funcionariales correspondientes al subgrupo A1 vy el
subgrupo A2 es precisamente las funciones que se reservan a los funcionarios
adscritos a cada una de ellas: mientras que las escalas del subgrupo A1 les
corresponden las funciones de administracién o profesionales de nivel supe-
rior, las escalas del subgrupo A2, les corresponden las funciones de cardcter
profesional correspondientes a su titulacién académica (es decir, la titulacién
universitaria de grado).

En el caso de las escalas de diferente subgrupo dentro del grupo C, el
ALEPA si prevé una diferencia de titulacién de acceso (art. 34.c) ALEPA de
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 76 EBEP): para el acceso al subgrupo
C1 se requerird el titulo de bachiller, técnico o titulacién equivalente y para el
ingreso en el Subgrupo C2 se requerird el titulo de Graduado en Educacidn
Secundaria Obligatoria o titulacién equivalente. No obstante, el articulo 113.1,
segundo pérrafo ALEPA contempla la posibilidad de promocién directa de las
escalas del subgrupo C2 a las del C1 sin necesidad de la titulacién exigida,
siempre que los participantes acumulen diez afios en la escala del subgrupo
inferior o cinco afos y la superacién de un curso especifico de formacién
(tal previsién ya se preveia en la ley de Medidas de Reforma de la Funcién

Pdblica de 1984).

Por ello, parece légico prever con este sistema una mayor movilidad
vertical entre las escalas funcionariales de distinto subgrupo dentro del mismo
cuerpo funcionarial y con una cierta identidad funcional (especialmente, a
través de pruebas especiales de promocién interna) tal y como en su dia fue
propuesto por el Documento de Diagnéstico, en el que se proponia expresa-
mente «la posibilidad de incentivar de forma especial la promocién interna al
subgrupo superior del mismo grupo profesional para que, en la prdctica, se
convierta en una expectativa profesional razonable dentro de la carrera de
aquellos funcionarios que se encuentre en el subgrupo inferior».
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. Escal
Escala Superior Escala Escala Letsrzczizsd:e Escala
Sub A1 | de Administracién | Facultativa Sanitaria los Servici Superior de
G Cuerpo General Superior Superior 08 vervicios Investigacion
Tupo : Juridicos
A Superior de la
Adminisfracién Escala Media de ' .
L Escala Media | Escala Media
Sub A2 | Administracién ) o
Facultativa Sanitaria
General
Cuerpo Escala Técnica de Escala Escala
Grupo - T _ -
B Técnico de la Administracién Técnica Técnica
Administracién General Facultativa Sanitaria
Escala Ejecutiva Escala Escala
Sub C1 | de Administracién | Facultativa Ejecutiva
Grupo Cuerpo General Ejecutiva Sanitaria
C Ejecutivo de la
Administracién Escala Auxiliar Escala Escala
Sub C2 | de Administracién | Auxilior Auxiliar
General, Facultativa Sanitaria

Con ello, la nueva ley de empleo pretende conformar una estructura de
carrera basada en una divisién funcional bdésica: por una parte, graduados
universitarios (grupo A) y técnicos superiores (grupo B) y, por ofro, personal
de apoyo (grupo C). Se advierte, en tal divisién funcional, una clara inspi-
racién comunitaria, configurdndose una estructura en forma de «Y» griega,
donde se distingue los grupos profesionales del personal técnico (grupo Ay
B) y el grupo profesional del personal de apoyo (grupo C). De acuerdo con
esta visién, los funcionarios del subgrupo C2 que rednan la titulacién exigida,
podrén promocionar al grupo A, subgrupo A2, sin necesidad de pasar por el

grupo B (art. 110 ALEPA).

Vi. MEJORA DE LAS HERRAMIENTAS DE SEI:ECCION DE PERSONAL
Y PROVISION DE PUESTOS Y GARANTIA DE LOS PRINCIPIOS
DE ACCESO AL EMPLEO PUBLICO

El ALEPA pretende mejorar los procedimientos de seleccién de personal
incorporando nuevas herramientas, que no sustituyen sino que perfeccionan
las tradicionales. Desde la aprobacién de la Ley de Ordenacién de la Fun-
cién Piblica de Aragén de 1986, se han producido numerosas innovaciones
en los sistemas selectivos de mdltiples Administraciones Piblicas. Es opinidn
generalizada entre los expertos que el concepto tradicional de «oposicién»
como prueba eminentemente memoristica ha entrado hace tiempo en crisis.
Las nuevas técnicas de seleccién del personal realizan un diagnéstico de las
habilidades, capacidades, competencias y destrezas de los aspirantes antes
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que sus conocimientos técnicos. El EBEP, sensible a estas apreciaciones, ha
incorporado ciertas innovaciones al concepto tradicional de oposicién intro-
duciendo elementos de valoracién tales como «la exposicién curricular por los
candidatos», «pruebas psicotécnicas» o la «realizacién de entrevistas».

Pero, al mismo tiempo, se reconoce que la oposicién ha sido un método de
seleccién que ha conseguido un elevado rango de legitimacién social debido
al alto nivel de objetividad de sus resultados. Lo cierto es que, a pesar de la
generalizacién del sistema de oposicién en la Administracién autondmica, se
han introducido ciertos elementos de flexibilizacién en las pruebas selectivas,
tales como pruebas précticas o de idiomas.

El ALEPA pretende continuar este proceso incorporando las necesarias
prevenciones que garanticen el cumplimiento efectivo de los principios de
acceso al empleo publico asi como la profesionalidad e imparcialidad de los
érganos de seleccién y la fiabilidad de los instrumentos aplicables.

En concreto, el articulo 69 ALEPA dispone expresamente que «los pro-
cedimientos de seleccién cuidarén especialmente la conexién entre el tipo de
pruebas a superar y la adecuacién al ejercicio de las funciones que deben
desarrollar en el puesto de trabajo, en el drea de especializacién o, en su
caso, en los cuerpos o escalas, y el desempefo eficaz de las tareas corres-
pondientes a aquéllas». Con este fin, se proponen una serie de herramientas
o instrumentos de seleccién:

— El andlisis del curriculo académico y profesional de los candidatos;
— La exposicién curricular por los candidatos;
— La realizacién de pruebas de conocimiento orales y escritas;

— Lo realizacién de pruebas de capacidades cognitivas y de
personalidad;

— La superacién de pruebas fisicas;
— La comprobacién del dominio de lenguas extranjeras;

— La redlizacién de ejercicios y simulaciones demostrativos de la posesién
de habilidades y destrezas;

— La redlizaciéon de entrevistas de seleccion;

— La superacién de pruebas relacionadas con las tecnologias de la
informacién y comunicacién;

— Lo superacién de reconocimientos médicos.

El propio ALEPA enfatiza que tales instrumentos deberdn aplicarse con la
metodologia necesaria para garantizar la objetividad de sus resultados.
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Por ofra parte, en aplicacién del principio de agilidad en el desarrollo
de los procesos selectivos, se ha previsto la posibilidad de convocar pruebas
de habilitacién previa o reclutamiento (art. 68 ALEPA). Se trata de articular
herramientas de seleccién que permitan agilizar los procesos selectivos de gran
concurrencia y facilitar la participacién de los aspirantes en tales procesos. La
propia ALEPA prevé que tales pruebas, que en todo caso deberdn ajustarse
a los principios generales de acceso al empleo publico, se realizarén, prefe-
rentemente, a través de aplicaciones informdticas puestas a disposicién de los
aspirantes. Se prevé, ademds, que tales pruebas podrdn realizarse auténoma-
mente para la seleccién de personal funcionario inferino o laboral temporal.

En el plano de la provisién de puestos de trabajo, se han incorporado
previsiones similares, que permiten, para aquellos puestos de trabajo que asi
lo requieran, la valoracién de la adecuacién de los candidatos al puestos de
trabajo a través de pruebas de conocimiento, pruebas psicométricas, ejercicios
o simulaciones o entrevistas (art. 121 ALEPA). Tales pruebas se celebrardn
acumuladamente a la valoracién de los méritos relativos a la evaluacién del
desempefio, la carrera profesional o la formacién académica y profesional.
Se incorpora, ademds, la regulacién de otros procedimientos excepcionales
de provisién de puestos de trabajo, cuya regulacién se inspira, en términos
generales, en la regulacién vigente.

Al tiempo que pretende una mejora de los instrumentos de seleccién de
personal, el ALEPA apuesta decididamente por el reforzamiento de las garantias
para el cumplimiento de los principios constitucionales de acceso al empleo
pUblico en el conjunto del sector piblico aragonés.

En primer lugar, el ALEPA dedica el articulo 60 a la afirmacién de los prin-
cipios rectores de acceso al empleo publico en el conjunto del sector piblico.
Debe recordarse que este precepto se aplicaria al conjunto del sector piblico
aragonés, incluyéndose también al sector piblico empresarial, consorcial y

fundacional (art. 4 ALEPA).

Por otra parte, se crea el Portal del Empleo Piblico de Aragén, como
plataforma electrénica a través de la cual se garantiza una adecuada publici-
dad de los procesos selectivos convocados para el acceso al empleo pdblico
en el conjunto del sector piblico aragonés. En concreto, con el objetivo de
garantizar al méximo el principio de transparencia y publicidad de las con-
vocatorias de los puestos de trabajo de cualquier entidad del sector piblico,
el articulo 73.2 ALEPA impone tanto a las Administraciones territoriales, como
al conjunto del sector piblico, ya sea institucional, empresarial, consorcial y
fundacional, la obligacién de difundir a través esta plataforma las convocatorias
de los procesos selectivos con el contenido previsto en el propio ALEPA (cf.
art. 65 ALEPA). El ALEPA también contempla, si bien con cardcter meramente
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potestativo, la posibilidad de difundir a través del Portal del Empleo Piblico
de Aragén las convocatorias de procedimientos de provisién de puestos de
trabajo (art. 73.3 ALEPA).

Ademds, la Disposicién Adicional quinta prevé un régimen especial de
recurso de alzada impropio para las resoluciones de los érganos de seleccién
no sélo de la Administracién Autonémica sino también de las entidades vin-
culadas a ésta, estableciéndose la competencia para conocer de los recursos
que se inferpongan contra resoluciones de los 6rganos de seleccién a favor
del Departamento competente en materia de empleo publico.

Finalmente, el articulo 16.7 contempla un sistema de acreditacién por el
Instituto Aragonés de Administracién Piblica, a solicitud de la Administracién
convocante, del cumplimiento de las condiciones o estdndares de calidad en
los procesos selectivos del conjunto del sector piblico.

VII. ACTUALIZACION DE LA VISION ESTRATEGICA DE LA GESTION
DE LOS RECURSOS HUMANOS.

La ALEPA viene a potenciar la planificacién estratégica de recursos huma-
nos como instrumento bdsico que permita afrontar de forma proactiva la admi-
nistracién de los recursos personales, anticipdndose a los cambios, evolucién
y necesidades de una gestién eficaz del personal de las Administraciones
pUblicas.

Como sefiala el Documento de Diagnéstico, a diferencia de otros secto-
res administrativos en los que la planificacién de la accién poblica estd pro-
fundamente asentada (p.ej. urbanismo o administracién sanitaria), el sistema
de gestion de recursos humanos adolece de una planificacién estratégica y
operativa. Si bien han existido experiencias de planificacién de ordenacién
de recursos humanos, al amparo de las previsiones incorporadas en la Ley
22/1993, de 29 de diciembre, que introduciria la figura de los Planes de
Empleo en el dmbito de la funcién piblica espafola, la utilizacién de esta
figura planificadora — sefiala el mencionado Documento— ha sido superficial y
limitada, mds empleada como instrumento para resolver problemas puntuales de
gestion que como una herramienta de previsién y anticipacién de la estrategia
de los recursos humanos de la organizacién a medio y largo plazo.

Por ello, el ALEPA pretende incorporar, en esta linea, una serie previsiones
que implanten de forma efectiva, regular y consolidada una visién proactiva
de la organizacién y no meramente reactiva a través de la utilizacién regular
de medios de planificacién de los recursos que permitan una mayor eficiencia
en su gestion.
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Asi, el ALEPA regula los principales instrumentos de planificacion, los planes
de ordenacién de recursos humanos, ya sea a nivel estratégico, a través de los
denominados «planes de estratégicos de recursos humanos» (art. 52 ALEPA),
como a nivel operativo, mediante los «planes operativos» (art. 53 ALEPA). Para
promover la consolidacién de tales instrumentos, los primeros serdn imperativos
para aquellas Administraciones Piblicas donde presten servicios un nimero de
empleados igual o superior a cincuenta. Por su parte, el ALEPA también conforma
a la Oferta de Empleo Pdblico, al Registro de Personal, al Sistema Aragonés de
Informacién sobre el empleo piblico y a la propia evaluacién del desempefo
como elementos claves para la planificacién de los recursos humanos.

VIil. CONFORMACION DE UN NIVEL DE DIRECCION PUBLICA PRO-
FESIONAL

La profesionalizacién de la direccién piblica es una constante en los paises
democrdticos mds avanzados en los que, a través de reformas generalizadas
desarrolladas en las Gltimas décadas, han introducido elementos de profesio-
nalidad en los puestos directivos de las Administraciones Piblicas.

El Estatuto Basico del Empleado Piblico regula en su art. 13 la figura del
directivo publico profesional. La regulacién juridica de este personal incluido
en el Estatuto Bdsico incorpora elementos que van a dirigidos a posibilitar la
incorporacién de esta figura clave en la modernizacién de las Administracio-
nes Publicas.

No obstante la regulacién intenta ofrecer una transicién pacifica respe-
tando la libre designacién como forma de provisién del directivo pdblico,
en atencién a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad,
acudiendo a procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia y
estableciendo como innovacién que su evaluacién con arreglo a los criterios
de eficacia y eficiencia, responsabilidad por su gestién y control de resultados
en relacién con los objetivos que les hayan sido fijados.

Con estas premisas, el ALEPA apuesta por una regulacién novedosa de la
direccién piblica profesional al situarla directamente dentro de la regulacién de
la libre designacién en el articulo 127, pero con un conjunto de innovaciones
en los apartados 4, 5y 6.

En el apartado cuarto se contempla la posibilidad de que los puestos
directivos y aquellos que aunque no tengan tal cardcter tengan una especial
responsabilidad puedan ser provistos, cuando asi lo decida el érgano compe-
tente para su designacién, mediante la intervencién de un érgano técnico de
provisién de puestos. En este supuesto, el drgano técnico elaborard una relacién
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de personas que acrediten las competencias requeridas por el perfil del puesto
de trabajo y propondrd al érgano competente para el nombramiento, una lista
de un minimo de tres personas y un mdximo de cinco, de entre las cuales se
procederd discrecionalmente a designar a la persona que debe cubrir el puesto
de trabajo o a declarar desierto el proceso.

La formacién en competencias directivas es considerada como un elemento
fundamental en la profesionalizacién de los directivos de la Administracién
autondmica; por ello, el apartado cuarto establece que para acceder a un
puesto de cardcter directivo se podrd exigir o valorar como mérito la realizacién
de programas de formacién de directivos que sean organizados por el Instituto
Aragonés de Administracién Publica. Asi mismo, dicho Instituto serd el érgano
competente para acreditar y homologar otros cursos de formacién impartidos
por instituciones publicas o privadas (cf. art. 16.1.e) ALEPA).

En el apartado quinto, establece que en la resolucién de adjudicacion del
puesto constard expresamente si el drgano competente para el nombramiento
ha encargado la propuesta al érgano técnico de provisién de puestos de
trabajo previsto en el apartado anterior, lo cual tiene efectos que condicionan
tanto la designacién como el cese posterior, tal y como se contempla en el
apartado sexto.

Asi, este Gltimo apartado mantiene que el cese en puestos de libre desig-
nacién seguird siendo discrecional por el érgano competente, con la salvedad
prevista en el apartado anterior consistente en que cuando para la provisién
de un puesto de cardcter directivo o de especial responsabilidad se haya
recurrido al érgano técnico de provisién, sélo podrd resolver su cese cuando
hayan transcurrido, al menos, seis meses desde el nombramiento de un nuevo
titular del érgano administrativo del que dependan orgdnicamente.

Sin embargo, no sélo se contempla la introduccién de la figura del direc-
tivo pdblico profesional para el personal funcionario de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén. En consonancia con el articulo 13 del
citado Estatuto Bésico del Empleado Piblico en el articulo 31 se regula el
personal laboral en cuyos apartados 5, 6 y 7 se contempla como novedad
una regulacién exhaustiva del personal directivo que presta servicios bajo la
modalidad de relacién laboral especial de alta direccién.

No obstante, la ley limita la posibilidad de contratacién laboral del per-
sonal de alta direccién a aquellas funciones no reservadas a funcionarios
pUblicos, es decir, que no comporte el ejercicio de potestades publicas, de
acuerdo con lo que el propio ALEPA dispone en su articulo 30.

Asimismo, como novedad respecto a la regulacién de la Disposicién Adi-
cional Primera del EBEP, el proyecto considera también de general aplicacién
las reglas sobre directivos piblicos profesionales al personal comprendido en el
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dmbito especial de aplicacién referido al personal de las sociedades mercantiles
y fundaciones pdblicas en las que las Administraciones Piblicas en su conjunto,
directa o indirectamente, aporten mds del cincuenta por ciento de su capital,
asi como consorcios que adopten formas de sociedad mercantil.

En definitiva, la regulacién del personal directivo que se recoge en el
ALEPA intenta responder a la necesidad de incorporar esta figura clave en
todo proceso de modernizacién, atendiendo a la diversidad de regimenes
de personal que existe en la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén, con la voluntad de introducir elementos de racionalidad gerencial en
la profesionalizacién de la figura del directivo piblico.

IX. AUTONOMIA LOCAL Y REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO

Tomando como referencia al Estatuto Basico del Empleado Poblico, el
ALEPA incluye en su dmbito subjetivo de aplicacién, como hemos adelantado,
no sélo a la Administracién de la Comunidad Auténoma y a la Universidad de
Zaragoza, sino también a las Administraciones Locales, asumiendo la recomen-
dacién de la Comisién de Expertos para la preparacién y estudio del Estatuto
Bdsico del Empleado Piblico, cuyo informe sefialaba que «parece conveniente
que la legislacién aplicable a los funcionarios de las Administraciones Locales
sea, salvo excepcién justificada, la que regule la funcién piblica de la res-
pectiva Comunidad Auténoma para mayor seguridad juridica y por la mayor
comunicabilidad existente entre funcionarios de ambas Administraciones».

La incorporacién de este escalén territorial bdsico que coadyuva en la
conformacién de un modelo de empleo piblico completo para la Comunidad
Auténoma de Aragén, se convierte asi una necesidad ineludible en cualquier
reforma del empleo pdblico que se quiera acometer.

De este modo, el ALEPA ofrece una regulacién que aporta mayor sistema-
ticidad y seguridad a la regulacién del empleo piblico local, y con respeto a
la autonomia local, garantiza una especial atencién por parte del legislador
aragonés en los problemas de la funcién publica local evitando disfunciones e
incoherencias con la regulacién general de los empleados publicos, y contribu-
yendo a la formacién de espacios de confianza, colaboracién y voluntariedad
entre las diferentes Administraciones publicas.

Asi, bajo los principios de la colaboracién y cooperacién, el ALEPA con-
sagra en su articulo 26 el principio general de cooperacién entre las Adminis-
traciones Piblicas aragonesas para la adecuada ordenacién y gestién de su
personal y confirma el papel del nuevo Instituto Aragonés de Administracién
Piblica como el principal proveedor de servicios de seleccién y de formacién
profesional en el dmbito de la Comunidad Auténoma.
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Debido a que, en numerosas ocasiones, se plantean en las diferentes
Administraciones Piblicas, problemas comunes y pueden encontrarse también
soluciones compartidas, se ha reforzado en el ALEPA los mecanismos de coor-
dinacién en materia de empleo piblico, hasta ahora précticamente inexistentes,
que se encarnan, como se ha sefialado anteriormente, en el Consejo de Empleo
Piblico de Aragén.

Por otra parte, del articulado del ALEPA se desprende que los principios de
cooperacién y colaboracién institucional se hacen efectivos fundamentalmente
en la voluntariedad por parte de las Administraciones Locales en su adhesién
a las principales innovaciones y lineas de reforma y modernizacién incorpo-
radas al ALEPA, sin perjuicio de la obligatoriedad de aquellos extremos que
prefija la legislacién bdsica y que es de comin cumplimiento para todas las
Administraciones Piblicas aragonesas.

Teniendo en cuenta la gran diversidad del mapa municipal existente en
Aragén, el ALEPA ha pretendido cohonestar las miltiples realidades del démbito
local con base en el principio de voluntariedad. Por una parte, se reconoce
amplias posibilidades de gestién a las Entidades Locales para conformar su
propio modelo de empleo piblico, en ejercicio de su autonomia organizativa.
En sentido, no existen en el ALEPA soluciones diferentes para administraciones
diferentes sino que se habilita a cada Administracién para perfilar, por si misma,
la solucién que méds convenga en atencién a sus peculiaridades organizativas
e institucionales. El ALEPA pretende, en esta lineq, fortalecer la autonomia local
en la ordenacién y gestién de los recursos humanos aumentando la potestad
normativa de las Entidades en desarrollo de la Ley asi como su potestad de
autoorganizacion.

No obstante, el ALEPA articula cauces de colaboracién para que aque-
llas Entidades Locales, que, por su tamafio o por cualquier otfro motivo, asi
lo soliciten, puedan acceder a cauces de colaboracién con la Administracién
autonémica o con las entidades supramunicipales competentes en la mate-
ria. Estos cauces de colaboracién se plasman, entre ofras, en las siguientes
previsiones:

— La puesta a disposicién a favor de las entidades locales de ordenanzas-
tipo sobre carrera, evaluacién del desempefio, clasificacién de puestos
de trabajo.

— Convenios con el Instituto Aragonés de Administracién Publica para

la seleccién de empleados publicos (art. 16.4 ALEPA).

— Convenios con el Instituto Aragonés de Administracién Piblica, para
la formacién, acreditacién de la formacién externa y la acreditacién
de las competencias de sus empleados asi como para el apoyo a la
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Administracién conveniente en relacién con la evaluacién del desem-
pefio de aquéllos (art. 16.5 ALEPA).

— Encomienda por la Entidad Local, mediante convenio, al correspon-
diente 6rgano técnico de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma, la propuesta de reconocimiento de nuevos tramos de carrera
horizontal (art. 107.3 ALEPA).

— La solicitud por la Entidad Local de la constitucién de una comisién
disciplinaria para la instruccién de los procedimientos disciplinarios
que incoen a empleados publicos de su Administracién.

— Lo acreditacién del cumplimiento de las condiciones de publicidad y
transparencia, pruebas homogéneas y temarios bdsicos a efectos de
facilitar la movilidad interadministrativa entre aquéllas.

El ALEPA posibilita que las Administraciones Locales puedan aprovechar
la oportunidad de sumarse al impulso modernizador del Estatuto Bésico del
Empleado Piblico que atraviesa el ALEPA. En este sentido, bajo el prisma del
méximo respeto al principio de autonomia local, la decisién de recurrir a este
tipo de mecanismos de apoyo corresponde a cada Administracién Local, sin
que quepa, en ningln caso, infervencionismo alguno por parte de la Admi-
nistracién autonémica.

El ALEPA busca asi hacer posible que las Entidades Locales afronten con
mayor seguridad los retos que se plantean al mundo local que, al igual que en
el &mbito autondmico, se traducen en miltiples materias de importancia critica
como la introduccién de sistemas de evaluacién del desempefio, la implan-
tacién de sistemas mds avanzados de ordenacién de puestos de trabajo, la
seleccién de personal o la provisién de puestos de trabajo, la introduccién de
la figura del directivo piblico profesional, el fomento de la consolidacién de
férmulas de planificacién de recursos humanos, el establecimiento de un marco
de negociacién colectiva para el mundo local, la configuracién de un estatuto
funcionarial bésico del personal local, la actualizacién y mejora del sistema
general de acceso al empleo publico, la renovacién del sistema de clasificacion
profesional y del sistema retributivo, la flexibilizacién de la ordenacién de los
puestos de trabajo o la mejora de los sistemas acceso al empleo publico y de
provisién de puestos de trabajo.

X. SISTEMATIZAC[ON DE UN ESTATUTO DE DERECHOS PARA LOS
EMPLEADOS PUBLICOS

La incorporacién al EBEP de un catdlogo de derechos para los empleados
pUblicos, tanto para el personal funcionario como personal laboral, constituye
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una de las luces del texto normativo y fue saludada positivamente por buena
parte de la doctrina.

El EBEP ofrece una sistematizacién en la regulacién de los derechos tanto
individuales como aquellos que se ejercen colectivamente, que mejora sus-
tancialmente la regulacién anterior dada su enorme fragmentacién y escasa
coherencia. EI EBEP establece una regulacién muy minuciosa y de detalles al
dedicar los articulos 14 a 54 a regular esta materia.

Tomando como base esta regulacién, el ALEPA incorpora en los Titulos V
y VI un estatuto de derechos y deberes de los empleados piblicos, que viene
a poner fin a una de las principales debilidades de la regulacién aragonesa
hasta la fecha, pues los derechos funcionariales han sido tradicionalmente
reconocidos mediante la negociacién colectiva en atencién a la legislacién
estatal.

El ALEPA establece una regulacién de derechos y deberes que se adapta
a la realidad aragonesa del empleo publico [y, en concreto, a la legislacién
convencional vigente hasta la fecha), sin perjuicio de la competencia exclusiva
del Estado en la regulacién basica en la materia.

El Titulo V hace referencia a los deberes éticos y de conducta, a los que
se hard mencién con en otro apartado, por lo que sélo de forma incidental,
es necesario precisar que su ubicacién sistemdtica no es baladi sino que
responde al objetivo de situar a los deberes de los empleados y al cédigo
de conducta como el pértico de entrada de los derechos de los empleados
pUblicos aragoneses.

El Titulo VI, complemento del anterior, contiene el elenco de derechos
profesionales que integran la condicién de empleado piblico en Aragén.

En especial se regula, en desarrollo de las previsiones de la legislacién
bdsica estatal, el derecho a la negociacién colectiva y a la representacién del
personal, articulando la estructura bésica de la negociacién colectiva piblica
en Aragén. Mediante la creacién de la Mesa Comin de Negociacién de las
Administraciones Pdblicas de Aragén, se pretende conformar una instancia
negociadora para la participacién del personal en la determinacién de aque-
llas condiciones de trabajo que resulten comunes al conjunto de empleados
pUblicos de las Administraciones Pdblicas de Aragén. Ademds, se articula
la estructura de negociacién colectiva en el dmbito local, con el objetivo de
promover la efectividad de este derecho entre los empleados publicos locales
asi como dotar de mayor seguridad juridica a esta materia, insuficientemente
tratada en otros niveles normativos.

Debe destacarse, en este sentido, que, si bien son reconocidos expresa-
mente como derechos de los empleados piblicos (art. 91. ¢) y d) ALEPA), el
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sistema de carrera profesional y de provisién de puestos asi como el régimen
retributivo son regulados en titulos diferentes del dedicado a los derechos de
los empleados piblicos, posicionando a tales materias no sélo como derechos
funcionariales sino como verdaderos elementos generales de la organizacién
administrativa y del empleo piblico.

En concreto, el Titulo VIl se dedica a la carrera profesional de los fun-
cionarios pUblicos y a la ordenacién de los sistemas de provisién de puestos
de trabajo.

Uno de los ejes de este proyecto normativo es el reconocimiento profesional
de los funcionarios publicos y el aumento de sus expectativas de progresién
profesionales. La regulacién contenida en el ALEPA, aprovechando las posibili-
dades abiertas por el EBEP, intenta superar la regulacién actual que centra casi
de forma exclusiva las expectativas de progresién profesional en el cambio de
puesto de trabajo, que genera una excesiva movilidad artificiosa, provocando
disfunciones relacionadas con el desplazamiento de la presién vertical sobre
la organizacién, ademds de una marcada disparidad de expectativas profesio-
nales para un conjunto amplio de colectivos de empleados de cardcter técnico
por la ausencia de puestos de trabajo a los que pueden acceder.

Con el objetivo de articular una sistema de carrera profesional basado en
el desarrollo profesional en el puesto de trabajo y no volcado en la movilidad,
el ALEPA apuesta, por inspiracién de los principios contenidos en el EBEP, por
un modelo de carrera profesional articulado sobre la carrera horizontal, es
decir, la que permite la promocién profesional sin necesidad de cambiar de
puesto de trabajo, aumentando las posibilidades de promocién interna, en sus
diferentes modalidades.

En concreto, en aras de garantizar una mayor especializacién de los
empleados piblicos y consolidar una carrera profesional articulada sobre
el reconocimiento del desempefio real de los empleados puoblicos, el ALEAP
insiste con meridiana preferencia en un modelo de carrera horizontal con
vocacién de universalidad, que evite los problemas de relacionar la carrera
con la necesaria e inexcusable consolidacién del grado personal. La nueva
regulacién permitiria al funcionario publico progresar profesionalmente en su
puesto de trabajo, aportando valor al mismo y obteniendo reconocimiento por
ello. Por este motivo, la conexién de la carrera profesional con la evaluacién
del desempefio deviene imprescindible, constituyendo un factor de motivacién
profesional, al tiempo que permite aumentar efectivamente la eficacia en la
prestacién del servicio por el funcionario pdblico.

Por su parte, el Titulo VIII se dedica al régimen retributivo de los funcio-
narios pdblicos. El ALEPA renueva, actualizdndolo, el sistema retributivo de los
funcionarios pdblicos. El nuevo sistema retributivo pivota sobre el puesto de
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trabajo, la carrera profesional y el rendimiento profesional. Asi, se contemplan
los siguientes complementos retributivos:

— El complemento de puesto de trabajo, que retribuye al funcionario en
atencién a las caracteristicas del puesto de trabajo que desempefia.

— El complemento de carrera profesional, que retribuye la progre-
sién alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera
horizontal.

— El complemento variable vinculado a objetivos

— Las gratificaciones por servicios extraordinarios, que retribuyen los
servicios excepcionales prestados por los funcionarios piblicos fuera
de la jornada de trabajo.

Desde el punto de vista cuantitativo se trata de una regulacién sensi-
blemente més amplia que la actual y que es expresién de la evolucién en el
concepto de legislacién bdsica que establece el EBEP al incorporar un modelo
retributivo propio en el sistema de la funcién piblica aragonesa.

Desde el punto cudlitativo el sistema retributivo incorpora la creacién de
un complemento de carrera profesional, pieza clave que materializa en el
plano retributivo el modelo de carrera horizontal regulado en la ley, asi como
el establecimiento de un nuevo complemento variable vinculado a objetivos,
sucesor del hasta ahora denominado complemento de productividad, con el
objetivo de dotar de fundamento un concepto retributivo que debe gozar de la
importancia que merece en el marco de un interés preferente por la priorizacién
de los resultados profesionales.

XI. HACIA UN MODELO DE ETICA POSTCONVENCIONAL PARA LOS
EMPLEADOS PUBLICOS

La regulacién de un conjunto de principios éticos y de conducta que
guiasen la conducta profesional de los empleados pdblicos era claramente
mejorable hasta la aprobacién de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto

Bdsico del Empleado Pdblico.

Hasta ese momento Gnicamente podemos encontrar en la Ley de Funcio-
narios Civiles del Estado de 1964 una relacién de deberes en el capitulo VII
(articulos 76 a 81), muchos de los cuales eran deducidos del catélogo de
infracciones en que podian incurrir los funcionarios, y que obviamente no
respondia a los retos y transformaciones que requiere el empleo publico en
la actualidad. En el dmbito de la Administracién Local cabe sefialar alguna
referencia muy vaga y de reenvio en el articulo 144 del Texto Refundido de
la Ley de Bases de Régimen Local.
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A nivel general, la incorporacién de la ética al sistema administrativo y mds
concretamente de la ética administrativa forma parte de la llamada corriente
neopUblica de la Nueva Gestién Piblica, que pone énfasis en la ética publica,
la transparencia y la participacién ciudadana y que es la corriente claramente
minoritaria, tanto en el dmbito académico como en la aplicacién prdctica en
las Administraciones Poblicas, frente a otras corrientes neoempresariales que
se impondrén en la redefinicién del paradigma burocrético. Sin embargo, la
impronta ideolégica de estos planteamientos iniciales provocé rechazos y rece-
los por su sesgo claramente economicista y antiestatal. Dichos planteamientos
se van a ir sustituyendo por posiciones mds matizadas, poniendo el acento en
el servicio a los ciudadanos y la democratizacién de los servicios publicos.

Es aqui donde surgen iniciativas como el Informe Nolan (1993) que
se convertird en el valor referencial de primer orden para las democracias
europeas en la incorporacién de la ética al sector publico, y que supuso la
implantacién de Cédigos Eticos y de Conducta en los paises de la OCDE o
en la Unién Europea.

En nuestro pais la incorporacién de la ética al sistema administrativo
comienza con el Cédigo de Buen Gobierno, la Ley 5/2006, de 10 de abril,
de regulacién de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de
los Altos Cargos de la Administracién General del Estado y para los emplea-
dos publicos con la aprobacién del mencionado Estatuto Bésico del Empleado
Péblico, en sus articulos 52, 53 y 54.

El Estatuto Bésico del Empleado Pdblico ha asumido una nueva perspec-
tiva de la ética piblica en consonancia con las iniciativas desarrolladas tanto
en el dmbito europeo como en el nacional, introduciendo como una de sus
principales novedades la relacién de un elenco de principios éticos y de con-
ducta que conforman lo que la propia ley basica configura como un «Cédigo
de conducta» de los empleados piblicos (art. 52 y ss. EBEP), incluyendo aqui
tanto al personal funcionario como al laboral.

El EBEP, como ha venido a sefialar la doctrina, asume una nueva perspec-
tiva de la ética pdblica por cuanto establece a través de los articulos 52, 53 y
54 el planteamiento de una ética administrativa posconvencional, en el que el
comportamiento de los empleados piblicos debe basarse, para el cumplimiento
de los principios de legalidad, eficacia y eficiencia, en una fundamentacién
ética superior que dé sentido a los mismos y que encuentra su razén de ser
en la defensa de la democracia y de los derechos humanos.

En este sentido, la importancia de la regulacién de los deberes de los
empleados pdblicos y su cédigo de conducta radica en el sentido de que los
principios y reglas que lo integran «informardn la interpretacién y aplicacién
del régimen disciplinario de los empleados pdblicos» (art. 52.2 EBEP).
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El articulo 53 del EBEP se dedica a los principios éticos, mientras en
el art. 54 se incluyen los principios de conducta, siendo en puridad este
dltimo el que prevé un listado mds tradicional de los deberes basicos de
los empleados puiblicos. En conjunto, los denominados principios del art.
52 son en realidad, valores; algunos de ellos estdn vinculados a los valores
democrdticos que establece la Constitucién Espafiola, otros son claramente
instrumentales para favorecer el cumplimiento de fines propios de la Admi-
nistracién como institucién. En cualquier caso parece deducirse de la regu-
lacién contenida en el Estatuto Bésico del Empleado Piblico una regulacién
que puede provocar cierta confusién sobre la verdadera naturaleza de tales
principios y deberes.

El ALEPA no puede ser ajeno a la necesidad de establecer un cédigo
de conducta para los empleados piblicos en su dimensién postconvencional,
incorporando en el Titulo V (capitulo |, articulos 82 a 84) una regulacién que
pretende aclarar la regulacién contemplada en el mencionado Estatuto Bésico,
y que persigue ser fiel a la propuesta de la Comisién para el estudio y pre-
paracién del EBEP, que proponia establecer, junto a los principios éticos y de
conducta que informasen la materia, un catdlogo de deberes mds concretos,
actualizados y especificos.

El articulo 72 establece los principios conforme a los cuales los emplea-
dos publicos ajustardn su actuacién, sefialando en el articulo 72.2 que «los
principios y reglas establecidos en el presente capitulo informardn la interpre-
tacién y aplicacién del régimen disciplinario de los empleados puiblicos de
las Administraciones Piblicas» recogiendo la misma cldusula que figura en el
articulo 52.2 del Estatuto Bdsico del Empleado Publico.

El articulo 73 establece el Cédigo de Conducta conforme a una serie
de principios que podemos relacionar con el articulo 53 del EBEP, relativo a
los principios éticos y que se refieren a comportamientos de cardcter general
vinculados con la promocién de la ética piblica, la objetividad en el ejercicio
de sus funciones y la eficacia.

Por fin, el articulo 74 establece el catdlogo de deberes, basada en los
valores democrdticos de la Constitucién Espafola de 1978 y del Estatuto de
Autonomia de Aragén que refuerza los deberes de los empleados piblicos en
sus relaciones con los ciudadanos, y en particular los que obligan a respetar
escrupulosamente el ejercicio de derechos fundamentales asi como los que
hacen referencia a la estricta definicién del vinculo profesional que configura
una funcién pdblica profesional y son prefijados en el Informe de la Comisién
de Expertos del EBEP. Se tratan mds bien de reglas —mds que principios—
derivadas y subordinadas de los principios éticos superiores que podemos
situar en el articulo 73 ALEPA.
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Todo ello sin perjuicio, sefala el apartado segundo del articulo 74, de
que en el futuro se decida la elaboracién de un Cédigo de conducta, ya sea
para el personal de la Administracién General o bien para sectores o grupos
determinados que completen o especifiquen sus deberes éticos de servicio, con
respeto a la legislacién basica en vigor.

En el articulo 85 ALEPA (capitulo Il del mismo Titulo) se establece como
novedad la responsabilidad por la gestién de los servicios, en el sentido de
que el personal al servicio de la Administracién autonémica serd responsable
de la buena gestién de los servicios encomendados y procuraré resolver los
obstdculos que encuentre en el cumplimiento de su funcién, sin perjuicio de la
responsabilidad que corresponda al personal superior jerdrquico.

XIll. CONCLUSIONES

El ALEPA pretende, en definitiva, una puesta al dia de la legislacién ara-
gonesa sobre funcién publica aprovechando las potencialidades de desarrollo
que ofrece el Estatuto Bésico del Empleado Pdblico.

No obstante, esta adaptacién no puede reducirse a una mera renovo-
cién del ordenamiento juridico, necesaria pero no suficiente, de la que puede
resultar exclusivamente un mero cambio de fachada, si no va acompafada
de un compromiso politico reforzado y de un cambio efectivo en los hdbitos
organizativos y en los instrumentos de gestién.

La reforma de la Administracién aragonesa vy, con ella, de su funcién
pUblica, se configura como un proyecto de largo alcance, no sélo legislativo,
también politico, organizativo e, incluso, cultural, que se convierte, hoy mds
que nunca, en un presupuesto necesario para la sostenibilidad de lo pdblico
y, por tanto, para su fortalecimiento y legitimidad.

En este sentido, el modelo social no puede desconectarse de la reforma
del empleo piblico porque ella redundaré sin duda en una mejor prestacién
de servicios pUblicos. No se puede concebir un Estado del bienestar renovado
si no se aprecia la importancia de prestigiar la funcién piblica, si no se tiene
en cuenta la necesidad de una carrera profesional que dote a los empleados
pUblicos de unas expectativas de futuro profesional basadas en la calidad
de su actividad profesional y en su propio desarrollo; no puede imaginarse
un disefio de las politicas pUblicas sin tener en cuenta la necesidad de profe-
sionalizar la funcién directiva y no podrén prestarse mejores servicios sin un
disefio organizativo y herramientas de gestién que nos dote de estructuras mds
dindmicas que permita abrir el camino hacia una modelo més eficaz, eficiente
y competitivo de empleo publico.
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Al dia de la fecha, el articulado del ALEPA no se ha convertido todavia
en derecho positivo y su futuro dependerd de mdltiples variables. No obstante,
el debate acaecido en su proceso de elaboracién ha sido una instancia muy
fructifera de intercambio de ideas y experiencias sobre el modelo actual y
futuro de la funcién piblica aragonesa, un debate compartido y enriquecedor.
Sélo por ello, el camino ha merecido la pena.

95






EL EMPLEO PUBLICO LOCAL:
SITUACION ACTUAL Y PERSPECTIVAS
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SUMARIO: I. INTRODUCION: LAS DIFICULTADES NO RESUELTAS DEL PASADO Y
LAS EXIGENCIAS DEL PRESENTE (Y DEL FUTURO INMEDIATO).- II. EL NECESARIO ESTA-
BLECIMIENTO DE UN NUEVO MARCO NORMATIVO: LA RESPONSABILIDAD DE LAS
COMUNICADES AUTONOMAS.— lil. LA CLAVE TERRITORIAL COMO ELEMENTO PARA
AFRONTAR CON EXITO LA REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO LOCAL: LA NECESARIA
COOPERACION INTERADMINISTRATIVA.— IV. LAS OPCIONES DE CAMBIO PLANTEA-
DAS TRAS LA REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO Y LAS OPORTUNIDADES QUE ABRE
EN MOMENTOS DE DIFICULTADES.- V. BIBLIOGRAFIA

RESUMEN: El trabajo que se presenta constituye una reflexién sobre los retos y
dificultades que presenta la gestién del empleo piblico local en estos momentos en
que, sin haberse desarrollado el EBEP, y con ello el esfuerzo transformador que éste
representa, subsisten en el sistema de empleo piblico local muchas de las rémoras que
han dificultado, al menos hasta ahora, una adecuada gestién de los recursos humanos
en los gobiernos locales.

Palabras clave: empleo piblico local; déficits de gestién; desarrollo de legislacion
bdsica; crisis econdmica; oportunidades; retos.

ABSTRACT: The work presented is a reflection on the challenges and difficulties in the
management of local public employment in these times when, without having developed
the EBEP, thereby transforming the effort it represents, remain in the public employment
system many local remoras have hampered, at least so far, adequate human resource
management in local government.

Key words: local public employment; management problems; development of basic
legislation; economic crisis; opportunities; challenges.
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I. INTRODUCCION: LAS DIFICULTADES NO RESUELTAS DEL PASADO
Y LAS EXIGENCIAS DEL PRESENTE (Y DEL FUTURO INMEDIATO)

No son tiempos fdciles. Para nadie, pero menos para todos aquellos que,
como la cigarra, confiaron en ingresos faciles y especulativos y en una visién
cortoplacista la articulacién de las instituciones responsables de las politicas
pUblicas locales. De aquellos barros estos lodos.

Todavia hoy, y tras varios afios desde la aprobacién de la reforma del
empleo publico, nos encontrarmos, salvo honrosas excepciones, en el limbo
de la definicién de un modelo de empleo piblico que, de acuerdo con nuestra
Constitucién y el bloque de constitucionalidad, requiere no sélo el impulso
de reforma del legislador bdasico, sino la contribucién leal y coherente del
legislador autonémico y de la colaboracién de los entes terrritoriales locales
para la efectiva implantacién del modelo. Los efectos de esta, seguramente
irresponsable, actitud es que nuestro modelo de empleo publico local sigue
apareciendo —si de una foto fija se tratase— como insuficiente, rigido, uniforme
y, en suma, no favorecedor de una mayor eficiencia en la gestién (sirvan de
botén de muestra los procesos de externalizacién y privatizacién de amplios
sectores del empleo pdblico realizados por tirios y troyanos) (1).

Y es que la realidad en que se desenvuelve la gestién de recursos huma-
nos en nuestros Gobiernos locales, como es notoriamente conocido, presenta
amplios y diversos déficits agravados, ahora, por una situacién econémica
que ha acabado por poner de manifiesto la irresponsabilidad de mds de un
gestor publico. Las dificultades en la gestién cotidiana de este sector estratégico
de actuacién para disponer de un buen gobierno de la comunidad local, el
sobredimensionamiento de las plantillas, la patologia que muestran los procesos
selectivos cuando se celebran, la inexistencia de planificacién alguna, la ausen-
cia de carrera profesional, incentivos y politica retributiva (cuando alcanza a

(1) Y, desde luego, eso no lo ha salvado la denominada «laboralizacién» del empleo piblico,
especialmente importante numéricamente en el régimen local, ya que la flexibilidad de este régimen
es puro misticismo cuando lo confrontamos con los convenios y la prdctica cotidiana y, al menos
hasta el momento, sélo confusién, diversidad de regimenes juridicos y fuente de desigualdad ha
sido su balance. La Comisién de Expertos para el estudio y preparacién de un Estatuto Bésico para
el Empleado Piblico, aunque como es légico en forma més mesurada, coincide en lo problemdtico
del actual sistema y asi apunta que: «...lo cierto es que la coexistencia de dos regimenes juridicos
diferentes en el empleo publico, que no siempre se apoya en razones funcionales (de hecho pueden
encontrarse funcionarios y contratados laborales que realizan funciones idénticas incluso en una
misma Administracién), plantea problemas de gestién de personal, ya que es necesario tener en
cuenta marcos legales distintos cuando se determinan o negocian sus condiciones de empleo o se
distribuyen las funciones. También supone algunas inevitables desigualdades de trato que, a su vez,
generan sentimientos de diferenciacién o de agravio comparativo que perjudican el clima laboral
en el seno de la Administracién y, por tanto, la eficacia de los servicios».
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pagar la némina), asi como la larga serie de conflictos jurisdiccionales en que
se ven inmersas nuestras entidades locales, entre ofras patologias que resultan
un punto comin entre quienes conocen el sector, son la mejor muestra de que,
en su momento, no se han realizado las tareas y que ahora, en septiembre y
cuando las urgencias aprietan, habremos de enfrentarnos a realizar, esperemos
que no de forma improvisada, lo que en tiempos de bonanza hubiese sido
quizds menos traumdtico de afrontar.

Lo cierto es que, si indagamos en esa realidad, en la auténtica realidad
de nuestras entidades locales permitasenos la repeticién, puede decirse como
algdn autor ha subrayado, que ha habido una desgana «politicamente com-
partida» de encontrar soluciones a los problemas y conflictos que en éstas se
generan y que, como bien saben los gestores de recursos humanos en este
dmbito y las organizaciones sindicales presentes en el mismo, no son pocos
ni encuentran fécil respuesta en el marco juridico actual (2). Hay, a pesar
de que cueste reconocerlo, demasiados intereses creados para poder creer
que verdaderamente se quieren encontrar soluciones a los problemas que se
plantean cotidianamente. Y esto, como se podrd imaginar facilmente, en nada
ayuda a la mejora de la institucionalizacién del pais en momentos en que la
confianza en nuestras instituciones, financieras por supuesto pero no sélo, es
clave para la superacién de las dificultades actuales.

El sistema normativo tampoco ha ayudado mucho a mejorar la situacién.
Junto al denso, y a veces contradictorio y confuso, marco de regulacién hete-
rénoma procedente de los titulos competenciales relativos al empleo piblico
del Estado y de las CCAA (3), ha de afadirse la que derivaba de la normativa
bdsica y autonémica de régimen local que, con carécter general, poco ha
afadido. Mejor no poner ejemplos (4).

(2) Uno de los pocos estudios empiricos realizados en la gestién de los recursos humanos de
las entidades locales se ha hecho en Andalucia. Y sus datos son mds que indicativos de lo que se
expone en el texto. Véase ANDALUCIA. DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION LocaL (2003)

(3) Precisamente, por ello, se entiende perfectamente que la Comisién de Expertos para el
estudio y preparacién de un Estatuto Bésico del Empleado Piblico haya sefialado, coincidiendo
en el diagnéstico con los expertos en gestién de recursos humanos que «...en la mayoria de las
Entidades locales es muy dificil aplicar los sistemas e instrumentos de gestién de recursos humanos,
concebidos para Administraciones mds voluminosas, y que requieren el empleo de nuevas tecnologias
aplicadas a la gestién de recursos humanos que no estdn al alcance de aquéllas. Por ejemplo, no
tiene sentido aprobar planes de empleo en los pequefios municipios, que incluso tienen dificultades
para aprobar periédicamente sus ofertas de empleo publico y hasta para mantener actualizados
sus registros de personal».

(4) Al menos en los déficit normativos relativos a esta normativa y a los que debe atribuirse
también alguna responsabilidad en la patologia denunciada, la Comisién para el estudio y prepara-
cién de un Estatuto Basico del Empleado Piblico, coincidié con los planteamientos aqui realizados. A
juicio de ésta «...los casi dieciocho afios transcurridos desde la entrada en vigor de la Lley 9/1987
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Y todo ello, con una escasa inversién en la gestién de recursos huma-
nos —dejando a salvo los irrazonables incrementos de plantillas y lo conve-
nios y acuerdos pantagruélicos e injustificados sin lograr a cambio mejoras
organizacionales significativas— que ha sumido en un cierto caos sobre todo
organizacional (resulta extremadamente dificil encontrar en sus plantillas y
puestos de trabajo dosis suficientes de racionalidad y orientacién estratégica
alguna), la actuacién en este dmbito a gran parte de nuestros Gobiernos locales.
Y no me refiero ahora a pequefios y medianos municipios. Pero no pasa nada,
la hasta estos momentos autocomplacencia generalizada de lo conseguido
ocultando las deficiencias en esta materia, las invenciones copiadas e inservi-
bles de aparentes modelos de nueva gestién basados, a los mds, en simples
reformas puntuales cuyo éxito estd por demostrar, el incremento exponencial,
en demasiados casos, de las plantillas de personal eventual al que ahora se
han afadido los «pseudodirectivos» de la infausta Ley de Modernizacién del
Gobierno Local (5), si que parecen merecer un incremento del gasto. El que
se haya presentado necesario y, hasta ahora, sin aparentes limites (cosas de
la politica, segin algunos) y que no haya servido en nada para solucionar los
graves problemas acumulados y de los que todos los actores son, en mayor
o menor medida, responsables, si que parece que es un argumento ahora
superado cuando se torna en demasiado cierto el refrén espafiol que predice
que «a la corta y a la larga el burro cae con la carga».

Las quejas, desde luego, son constantes y por todos, vienen de los poli-
ticos responsables y sus gestores, que los hay y muchos; de los responsables
sindicales que ejercen su labor con seriedad y rigor, que también los hay y
muchos; del personal al servicio de las entidades locales y, lo que es mds grave
ain, de la propia ciudadania destinataria Oltima del quehacer de nuestras
Administraciones publicas que, con excesiva frecuencia, se ha de preguntar
aténita cuando algin hecho adquiere notoriedad piblica 3Cémo es posible?
También los estudiosos que se han acercado al tema, aunque légicamente sea

han puesto de manifiesto una serie de disfunciones que es preciso abordar en la futura norma. A
juicio no sélo de esta Comisién, sino también de muchos de quienes han formulado sus opiniones
ante ella, la experiencia de estos afios no ha sido excesivamente positiva. Asi lo demuestra, por
ejemplo, la ausencia de negociacién en algunas Administraciones (gran parte de las Entidades
Locales), la inseguridad juridica derivada de la actual configuracién de los acuerdos, la confusién
entre los supuestos en los que se requiere la negociacién y en los que cabe una mera consulta a los
sindicatos, la deficiente articulacién de la negociacién entre las mesas, o la escasa coordinacién de
la posicién negocial de las diferentes Administraciones. La imprecisién de la Ley, en estos y ofros
aspectos, ha dado lugar a una copiosa jurisprudencia, en algunos extremos contradictoria. Todo ello
demuestra la necesidad de acometer una revisién parcial del vigente régimen legal, que clarifique
las dudas y puntos conflictivos hoy existentes.

(5) Puede verse, en este punto, concreto JIMENEZ ASENSIO (1997); LoNGO (1999); CAsTiLLO
BlaNcO (2003q).
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algo habitual en éstos, lo hacen, y lo hacen en ocasiones, en forma adn mas
contundente, y sin duda con mds lamento, que la expresada en estas lineas (6).
Algo no parece contentar. ;Qué estd sucediendo? ;Qué falla? 3Hay alternativas
a la actual situacién?

Desde luego, y para ser ecudnimes, esa situacién no sélo afecta a las
entidades locales. También las Administraciones superiores se ven enfrentadas a
desajustes y mds de un déficit y los datos, aunque ciertamente circunstanciales
y sociolégicos, son mds que concluyentes al respecto. En efecto, los estudios
realizados han puesto de manifiesto, en mds de una ocasién, el desencuentro
que, con justificacién o no, existe entre nuestra ciudadania y el empleo pdblico
espanol. De esta forma, se ha puesto de relieve la percepcién de la civdadania
de que el funcionamiento de la Administracién es uno de los elementos que
menos se ha transformado en Espafia en los Gltimos afios; que los funcionarios
son, en una proporcién importante, autoritarios y lentos en su trabajo; que los
aspectos que menos han mejorado en la Administracién piblica en los Gltimos
afios son la rapidez, la sencillez del procedimiento o la actitud del funcionario
al ciudadano; o, por ofrecer un Gltimo dato, que los ciudadanos no perciben
nitidamente la imparcialidad de los funcionarios en el ejercicio de sus funciones
y estiman que suelen establecer distinciones tratando mejor a las personas de
clase alta, a familiares y amigos (7).

El objetivo de la «buena administracién» al que la Europa en la que nos
desenvolvemos se refiere, y del que se hizo eco el Informe de la Comisién para
el Estudio y Preparacién del Estatuto del Empleado Piblico, es dificil de alcan-
zar con un modelo de empleo pdblico que presenta fortalezas, precisamente
mds en mayor medida que somos rigurosos en su aplicacién, mas alld de las
criticas muchas veces no totalmente justificadas de la ciudadania a las que
nos referiamos con anterioridad, pero que a la vez, y es preciso reconocerlo,
también pone de relieve debilidades que es preciso atender y subsanar. En
palabras de la propia Comisién a la que hemos hecho referencia: «No puede
existir una buena Administracién alli donde el sistema de empleo pdblico es
deficiente. Por ello, el régimen juridico aplicable a los empleados puiblicos
debe hacer posible la seleccién de los mejores candidatos, proporcionarles
unas oportunidades de promocién profesional y una compensacién por su
trabajo que estimulen su dedicacién al servicio publico, asi como la formacién

(6) Para comprobar dicho extremo y sin necesidad de referirnos a ningin autor en concreto,
puede consultarse la Revista de Estudios Locales o El Consultor de los Ayuntamientos y los Juzgados
para comprobar la veracidad de lo afirmado, las resoluciones de la FEMP o, mejor ain, asistir a
cualquier Seminario o Jornadas que sobre este tema se realicen para comprobar los extremos citados
y el «clima» que se respira.

(7) Puede verse, a este respecto, las encuestas CIS y PINO (2004)
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mds apropiada para atenderlo, y establecer un equilibrio adecuado entre sus
derechos e intereses legitimos y sus deberes, obligaciones y responsabilidades,
teniendo en cuenta que lo primordial es siempre garantizar el mejor servicio
al conjunto de la ciudadanias.

Todo este conjunto de circunstancias nos hace concluir que no es un
estribillo, ni una inercia injustificada, las quejas que desde todos los &dmbi-
tos se hacen al actual modelo al menos hasta tanto se desarrolle el Estatuto
Bdsico del Empleado Pdblico por parte de las Comunidades Auténomas. Algo
hay y algo ha de intentar resolverse pues éste, como tantos otros, no es un
laberinto inexpugnable. Y, precisamente, por ello parece que deberemos
preguntarnos si es preciso, o al menos merece la pena, intentar una recons-
truccién del modelo sin volatilizar, por supuesto, este sistema institucional que
resulta ser el empleo pdblico y que garantiza la permanencia de las politicas
pUblicas ante los cambios rotatorios del subsistema politico, la objetividad,
la imparcialidad y la independencia al servicio de los intereses generales
de la ciudadania.

Algunas soluciones aireadas por algunos, en estos momentos de crisis
econémica, y aprovechando que el Pisuerga pasa por Valladolid, no me pare-
cen, sinceramente la mejor solucién. El régimen profesional y de carrera del
empleo publico, conseguido tras largos esfuerzos a lo largo de casi dos siglos,
es una ventaja comparativa de nuestro sistema institucional que no podemos,
ni debemos, dejar escapar asi como asi, sino que el camino necesariamente
tendrd que ser reinterpretar, renovar y actualizar ese régimen, no destinarlo
al badl de los recuerdos cémo algo anticuado y viejo.

Sin embargo, lo cierto es que, en estos momentos, todo un conjunto
de elementos, que pareceria ocioso significar en estas lineas, nos obligan
a replantear nuestro sistema de empleo publico local, o al menos a ensayar
otras alternativas al modelo aplicativo actual de los titulos competenciales,
que, con cardcter general, se diseiéd en mayor medida pensando en una
Administracién que hoy, tras tres décadas de su recuperacién democrética,
presenta perfiles sustancialmente distintos a los que vieron nacer el sistema
actualmente establecido (8).

Por de pronto, y sin entrar en mayores consideraciones, el propio entorno
politico, econémico y sociolégico de nuestras entidades locales en una era
postindustrial, tecnolégica, integrada en espacios geopoliticos altamente com-
petitivos, cambiantes y de incertidumbre en que nos movemos en la actualidad,
no es exactamente idéntico al que viera nacer el modelo actual.

(8) Pueden verse al respecto las atinadas reflexiones que sobre este punto realiza en un libro
de reciente aparicién PALOMAR OLMEDA (2005: p. 11 vy ss)
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La exigencia de resultados dista mucho de ser la que la ciudadania exi-
gia al comienzo de la transicién democrdtica. La necesidad de racionalizar
la estructura y disponer de una Administracién «barata» y que funcione bien
es una exigencia inexcusable. La madurez y el desarrollo organizacional de
nuestras entidades locales tampoco es igual, ni asimismo el grado de desarrollo
competencial de las mismas que en su ejercicio manifiestan una variedad noto-
riamente mds acusada que otras Administraciones territoriales. Tampoco, como
es conocido, la diversidad. Y es que, efectivamente, un conjunto de elementos
condicionan el modelo de organizacién ferritorial local y ponen en jaque una
visién estdtica de la organizacién del territorio, a saber: una realidad municipal
heterogénea en la que conviven municipios con una dimensién que no le permite
gestionar con eficiencia las competencias a ellos atribuidos vy, junto a éstos,
municipios de gran tamafio que gestionarian con mayor eficacia competencias
atribuidas a otras Administraciones pUblicas; aceptacién de la existencia de
entes territoriales de idéntico nivel, pero con una necesidad de prestacidn
de servicios distinta determinada por la existencia de factores especificos que
los singularizan (municipios turisticos, de montafia, metropolitanos, efc,,,); la
existencia de realidades urbanas integradas por varios términos municipales
y que crean una problemdtica urbana comin; las infraestructuras de trans-
porte terrestre que facilitan la movilidad y la residencia en lugares distintos;
las dindmicas ambientales derivadas de la existencia de espacios naturales
y que exigen un tratamiento conjunto mds alld de los limites municipales o
provinciales; las nuevas necesidades que la sociedad en materia de ocio y
consumo plantea; o, por poner un Gltimo ejemplo, las necesidades asimétricas
en relacién a su dimensién geogrdfica y humana que exigen la prestacién
de ciertos servicios publicos (agua, residuos, transportes, etc...). Todo ello,
aparentemente ajeno al empleo piblico, no lo es. Y las adecuadas soluciones
que hayan de encontrarse habrdn de tener en cuenta esta realidad.

La bisqueda de soluciones es ahora, como ya hemos apuntado més
arriba, inexcusable. En muchos de nuestros territorios el peso del sector pdblico
es fundamental. Mds adn, su funcionamiento adecuado resulta ser estratégico
para el adecuado desenvolvimiento de los gobiernos locales en ese nuevo
espacio econdmico, politico y social generado en Europa y que tiende, en los
nuevos marcos que se avecinan y que esta crisis financiera estd obligando
a renovar, a establecer como una exigencia inaplazable la reforma de todo
nuestros sector pUblico.

Y es que, efectivamente, los gobiernos occidentales han reconocido el
especial vinculo que existe entre el sector piblico y la economia nacional.
Puede verse, a este respecto, el Informe «Public Management Development
Survey» 1990, Paris (OCDE), en el que como conclusién puede afirmarse que
la competitividad de la economia depende en gran medida de la eficacia de
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la Administracién publica. E, inclusive més alld de dicha cuestién, la adecuada
insercién de nuestro pais en el nuevo escenario europeo que se avecina va
a depender en gran medida de la capacidad de nuestras Administraciones
pUblicas para hacer factibles los cambios necesarios que nos permitan introdu-
cirnos con éxito en ese nuevo espacio. The Economist, hace ya algin tiempo
refiriéndose con cardcter general al caso espafiol, ponia de relieve en uno
de sus informes periédicos que la falta de modernizacién de las estructuras
administrativas publicas era uno de sus principales handicaps para estar en
una Europa integrada, econémica y monetariamente, y a pleno rendimiento.

La necesidad de contar con un sector publico, y en lo que nos afecta de
un sector publico local, que desarrolla funciones estratégicas de articulacién,
cohesidn territorial y progreso social y econémico sostenible en un espacio
econémico altamente competitivo es una condicién ineludible para nuestra
pais dadas las carencias que todavia presenta, en muchos de sus territorios,
en términos de desarrollo nuestro pais en el contexto europeo. Y no debemos
olvidar el peso que el sector piblico representa en la mayoria de las Comuni-
dades Auténomas, asi como la incidencia directa que un buen funcionamiento
de éste tiene en la competitividad de esos espacios. Por extractarlo en una
Unica reflexién en la mayoria de nuestros territorios no sélo debe importarnos
que el peso del gasto publico sobre el PIB presente un nivel razonable, sino,
asimismo, y con la misma intensidad es la solvencia de éste lo que nos debe
preocupar en términos de desarrollo.

Dicha situacién implica el replanteamiento y renovacién de las formas de
actuacién y organizacién de las Administraciones puiblicas andaluzas consi-
guiendo unas organizaciones mds flexibles y dgiles que no sélo garantizan la
defensa de los derechos de los ciudadanos sino que son capaces de adoptar
en forma proactiva la mejor decisién posible. Propiciar una nueva cultura de
la accién pdblica que prime la consecucién de resultados e introduzca criterios
de calidad en la prestacién de los servicios, la integracién y participacién mds
activa de las ciudadania y de la sociedad civil en los procesos de adopcién
de decisiones y la adecuada estructuracién, profesionalizacién y motivacién
de los empleados publicos va a tener una incidencia decisiva en la efectividad
del ejercicio competencial que se realice, la ejecucién correcta del Derecho
comunitario y la consecucién de los objetivos seguidos por las distintas politicas
pUblicas. En definitiva, en conseguir lo que desde este espacio de gobierno,
en el actual momento, se requiere para salir de la critica situacién en que
parece que nos encontramos.

Propiciar un necesario debate y el consiguiente proceso de adopcién de
decisiones e implementacién de proyectos que eleven la calidad del ejercicio
de gobierno y de implementacién de politicas piblicas en la sociedad espafiola
es una exigencia que, me temo, en esta ocasién no podremos rehusar.
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Il. EL NECESARIO ESTABLECIMIENTO DE UN NUEVO MARCO NOR-
MATIVO: LA RESPONSABILIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTO-
NOMAS

Seguramente no sorprenderd a nadie, tras lo hasta aqui expuesto, la
afirmacién de que la existencia en el dmbito local de un esquema de fuentes
normativas multiple y disperso —contradictorio en ocasiones—, excesivamente
uniforme, con grave quebranto de la seguridad juridica en normas que sub-
sisten sin derogacién expresa y con una aplicacién casi generalizada de la
normativa estatal pensada para una Administracién con competencias sustan-
cialmente distintas a las que se prestan desde nuestros municipios y provincias
y el correspondiente olvido de la realidad local, y un largo etcétera de vacios
que podriamos relatar, determina en el mundo local un panorama normativo
complejo y dificil de gestionar. Y si bien el sistema normativo no puede ser
imputado como el dnico responsable de los problemas que aquejan nuestro
sistema de empleo piblico local, lo cierto es que, al menos hasta tanto se aborde
su reforma, el mismo no ayuda en nada. Y es que abrir, aunque como hemos
apuntado no sélo, nuevas perspectivas también exige que nos preguntemos
por el sistema normativo hasta ahora establecido.

Al menos desde mi punto de vista, el pleno desarrollo de nuestro Estado
Autonémico, y légicamente las respuestas a las cuestiones que dificultan una
mejora significativa de la gestién de los recursos humanos en las entidades
locales, creo que nos obliga, también, a preguntarnos respecto de este punto,
y si el carécter bifronte de nuestro régimen local en esta materia ha de replan-
tearse mds decisivamente, al menos en la mayoria de sus aspectos, con una
mayor infegracién en la funcién piblica autonémica del subsector local que
permita el ensayo de otras politicas en materia selectiva, de promocién profe-
sional, de negociacién colectiva, de movilidad, efc...

Y es que un Estado descentralizado como el que preconiza la Constitucién
de 1978 necesariamente ha de manifestarse, y ello como consecuencia légica
de su propia definicién y atn mds tras la reciente reforma de los denominados
Estatutos de segunda generacién, en la posibilidad por parte de las Administra-
ciones publicas territoriales de articular su estructura orgdnica vy, por ende, su
empleo piblico como elemento éste Gltimo instrumental para la consecucién de
sus objetivos materializados, con cardcter general, en el abanico competencial
a éstas atribuido.

Ciertamente, los titulos competenciales establecidos, en la actualidad en
el texto constitucional y en los distintos Estatutos de Autonomia, atribuyen
competencias al Estado y a las Comunidades Auténomas sobre el Gobierno
local y, ademés, y en forma especifica sobre el empleo piblico local. La gran
pregunta, que debemos hacernos ahora en el trance del efectivo desarrollo del
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Estatuto Bdsico del Empleado Pdblico, es si el ejercicio de dicha competencia
tanto por uno como por otras sobre esta esfera de la Administracién territorial
ha sido hasta el momento la adecuada o si, alternativamente, y habiendo
cambiado sustancialmente la fisonomia de nuestros gobiernos locales en los
Gltimos treinta afios afios y el marco normativo que, en su momento, inspird
la legislacién estatal y autonédmica sobre régimen local y empleo publico, el
ejercicio concreto de esas competencias ha terminado por romper las «costuras»
que se perfilaron en la década de los ochenta (9).

Seguramente lo primero que se exige para una adecuada reforma es la
clarificacién del marco normativo en que ésta se asiente. De esta forma, es
a mi juicio preciso abandonar la inercia que, hasta ahora, ha permitido que
tanto los titulos competenciales referidos al empleo publico, como los relati-
vos a los entes locales con cardcter general, descarguen sobre este sector, a
nivel estatal y autonédmico, un conjunto de regulacién que, como hasta ahora
ha acontecido, puede tener escasos resultados y generar una considerable
confusién. Desde luego caben mejores alternativas respecto de la normativa
funcionarial establecida en la legislacién local sobre la que es pertinente que
nos preguntemos 3si es ese el lugar, me refiero como digo a la legislacién de
régimen local, para regular la materia de empleo piblico o, alternativamente,
hay que pensar que sélo las peculiaridades que introduzca el titulo competencial
régimen local en el régimen del empleo pdblico, como son casi exclusivamente
los funcionarios con habilitacién de cardcter estatal u otras singularidades muy
especificas de cardcter organizativo y en relacién a la necesaria e imprescindi-
ble supramunicipalidad en este dmbito, debieran de ser objeto de regulacién
en éste texto dejando a la legislacién de empleo piblico fundamentalmente
autonémica ese papel?

Y algo mds y necesario 3Qué papel queda a las entidades locales, tras esta
marafa normativa profusa, difusa y densa para organizar su empleo piblico?
2Tendrdn algo que decir las propias entidades locales sobre su empleo piblico
si les ha sido reconocida y garantizada la autonomia local, sin perjuicio de
que, en forma simultdnea, busquemos férmulas para superar los déficits que
éstas presentan? Por lo que puede ser apreciado, y en el todavia sistema
actual, hasta el momento no.

Prdcticamente no existia, al menos hasta la aprobacién del Estatuto Bdsico
del Empleado Piblico, espacio normativo alguno donde pudiera desplegarse
verdaderamente la potestad reglamentaria local si dejamos a un lado, como es
necesario hacer, el facil recurso a normas «repetitae» frecuentemente utilizado.
Tampoco los acuerdos con la representacién sindical presentaban, ni podian en

(9) En concreto, en algin trabajo, me he referido a ello. Véase CasTio Blanco (2003b: p.
154 y ss.). Asimismo, CAsTILLO BLANCO (2003c: p. 23 y ss.)
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el sistema establecido hasta ese momento hacerlo, avance normativo alguno.
Los mismos eran de forma reiterada seriamente mermados, bien es cierto que en
la mayoria de las ocasiones por su falta de respeto a la legalidad vigente (10),
por la jurisprudencia de nuestros tribunales a la que también hay que tachar de
excesivamente restrictiva y poco respetuosa del principio de autonomia local,
aunque lo mismos no alcanzaban sino a ser, con demasiada frecuencia, la
repeticién de normas estatales o autonémicas sazonadas con una larga lista
de ventajas econdémicas, sociales y de condiciones de trabajo en relacién a
otras Administraciones territoriales.

La Comisién reiteradamente aludida fue consciente de dicha situacién vy,
en este sentido, expone que «Careciendo las Entidades Locales de un poder
legislativo propio, es opinién extendida y acertada que la legislacién del Estado
y de las Comunidades Auténomas en materia de funcién pdblica no ha tenido
demasiado en cuenta las necesidades y peculiaridades de la Administracién
Llocal a estos efectos. Mds bien, aquellas leyes estdn pensadas de manera
exclusiva para la Administracién General del Estado y de las Comunidades

(10) Las consecuencias de dicha doctrina jurisprudencial se han plasmado en la anulacién de
moltiples Acuerdos en los que se ha declarado que no cabe en determinados supuestos la negociacién
colectiva: vacaciones, licencias, permisos (STS de 16 noviembre 1994, RJ 555 de 1995, cambio de
grupo de funcionarios, desaparicién de conceptos retributivos y su sustitucién por ofros distintos STS de
7 de marzo de 1986, RJ 1771 y STS de 22 febrero 1997, RJ 1497), reconocimiento de cladsulas de
garantia salarial (STS de 2 de marzo de 2004), establecimiento de sistemas de provisién de puestos
de trabajo y movilidad funcional (Sentencia de 23 octubre 2000, RJCA 233, del Tribunal Superior
de Justicia de Catalufia), establecimiento de condiciones mds ventajosas en la jubilacién voluntaria
incentivada (Sentencia de 23 noviembre 1999, RICA 3791, del Tribunal Superior de Justicia de
Baleares), sistemas de previsién social complementarios con aportaciones de la Corporacién (STS de
23 abril 1991, RJ 3515), situaciones administrativas (Sentencia de é de junio de 1997, RICA 2097,
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias), efc... cuando ésta afecta a materias que quedan bajo
la esfera de la reserva legal, teniendo en cuenta que la reserva de ley del articulo 103.3 no es una
reserva absoluta y admite la colaboracién reglamentaria y la negociacién colectiva (STC 99/1987),
Si bien, cabe advertir, que de acuerdo con la SSTS de 16 de noviembre de 1994 (R). 9254) y 4
de diciembre de 1995 (R). 1564), entre otras «las caracteristicas de pormenorizacién, rigidez y
uniformidad inherentes al régimen estatutario emanado de la legislacién bdsica del Estado y, en su
caso, de los érganos legislativos de las Comunidades Auténomas, no permiten que por analogia
con el sistema de relaciones laborales tal bloque legislativo sea identificable como plataforma de
minimos, sobre la que pueda pivotar una constelacién de unidades negociadoras pactando cada una
a su libre albedrio, bajo el lema de que lo que no estd prohibido por la Ley debe presumirse que
estd permitido y puede ser objeto de regulacién con arreglo al buen criterio de la Mesa de Nego-
ciacién...». En este sentido, las entidades locales han de moverse en el marco que les proporciona
la legislacién estatal y autonémica de aplicacién (sentencia de 9 de junio de 1999 del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucia, RICA 1466).

Véase en cuanto a la obligacién de negociacién en las materias contenidas en el articulo 32 de
la Ley 7/1990, ROQUETA Buj (1996: p. 66) y FERNANDEZ DOMINGUEZ y RODRIGUEZ ESCANCIANO (1997:
p. 137 y ss.). Ya con referencia a la regulacién establecida en el EBEP y su incidencia en el dmbito
local el n° 2 de la Coleccién Documentos CEMICAL (2009)
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Auténomas, Administraciones voluminosas y complejas, a las que si acaso tan
solo son equiparables las de algunos grandes Ayuntamientos. Por el contrario,
las singularidades del régimen del empleo publico de las Administraciones
Locales se han regulado hasta ahora, sobre todo, en la legislacién de régimen
local y no en la de funcién pdblica. Pero siempre manteniendo la aplicacidn
supletoria de la legislacién estatal o autonémica sobre esta dltima materia».

A partir de dichas consideraciones dicha Comisién propuso dos tipos de
medidas en las que coincidimos plenamente: la primera, relativa a que la legis-
lacién aplicable a los funcionarios de las Administraciones Locales sea, salvo
excepcién justificada, la que regule la funcién poblica de la respectiva Comu-
nidad Auténoma, para mayor seguridad juridica y por la mayor proximidad
y comunicabilidad existente entre los funcionarios de ambas Administraciones.
Esta legislacién, sin embargo, no debe contener una regulacién tan exhaustiva
que imposibilite el despliegue de la autonomia de cada entidad local para
adoptar las medidas sobre empleo piblico que considere apropiadas a sus
necesidades; y la segunda, en relacién a los funcionarios con habilitacién de
cardcter nacional, en que se recomienda que la regulacién de este tipo de
personal constituye, mds bien, una pieza importante y diferenciada del régi-
men local, por lo que la Comisién considera oportuno que sea la legislacién
correspondiente la que aborde su estatuto propio, como ha sucedido hasta
ahora. Més sencillez, més cercania y més sentido comin, en definitiva, es lo
que se propone. Falta, lé6gicamente, su plasmacién y la sensibilidad de las
Comunidades Auténomas para no «sepultar» las capacidades normativas de
los Gobiernos locales.

De esta forma, la propuestas que en su dia formulé la Comisién para el
Estudio y Preparacién del Estatuto Basico del Empleado Pdblico, junto a otras
razones de cardcter sustancial en el empleo publico (11), obedecian a una

(11)  SANCHEZ MORON (2008: p. 32) no obstante explica que la opcién de reducir y flexibi-
lizar el contenido de la legislacién bésica tiene, junto al respeto al ejercicio competencial de ofras
Administraciones, ofra explicacién mds profunda, pues se conecta con el proceso de diversificacién
organizativa al que venimos asistiendo en el dmbito de las Administraciones Piblicas.

De esta forma, sigue diciendo este autor, «la legislacién general sobre funcién poblica del siglo
pasado, desde el Estatuto de Maura, se habia venido elaborando sobre la imagen de una Administra-
cién del Estado voluminosa, organizada basicamente en Departamentos ministeriales y esencialmente
jerarquizada, conforme al modelo weberiano». Y, asimismo, apunta «Pero es que, ademds, la plura-
lidad de organismos, entidades, agencias y ofras estructuras de régimen especial y de sociedades y
fundaciones del sector piblico en que se viene fragmentando la Administracién tradicional tienen sus
propias necesidades en materia de personal y sus peculiaridades de gestién de recursos humanos.
Més ain, con frecuencia es la busqueda de esas peculiaridades lo que explica la creacién de nuevos
entes, mediante la que se persigue salir del régimen comdn de la funcién poblica».

Y, en este sentido, concluye que «ante ese panorama, no parecia realista imponer mediante la
legislacién bésica general una especie de modelo Gnico y més o menos cerrado para todo el amplio
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nueva visién, a mi juicio mds respetuosa del ejercicio competencial autonémico
y local, en esta materia.

Las propuestas formuladas partian de elaborar un Estatuto Bdsico de
menor extensién, que contuviese normas de aplicacién directa, pero con una
eminente funcién directiva, susceptible de ser adaptado por la legislacién de
desarrollo a las caracteristicas propias de cada Administracién, de acuerdo
con las opciones de los érganos parlamentarios y de gobierno competentes; un
Estatuto, como se indica en el Informe, «que contenga solamente aquello que
convenga regular para el conjunto de las Administraciones Publicas» (12).

En el sentir de la Comisién aludida el Estatuto deberia constituir una norma
bdsica que permitiese a todas y a cada una de las Administraciones, sobre la
base de un sustrato comin de derechos y deberes de los empleados puiblicos,
acometer las reformas especificas que requiriese la modernizacién de su sis-
tema de empleo piblico permitiendo adaptar su modelo de empleo piblico a
los requerimientos y las finalidades de su propia organizacién. Las propuestas
de la Comisién, por tanto y en esta linea, acogian distintas posiciones de lo
que debia ser entendido como bdsico, verbigracia (13): en unos supuestos, el
Estatuto deberia contener normas de obligado cumplimiento; pero en otros casos
dichas normas no tendrian sino un cardcter habilitador, de directriz o mera-
mente orientativo. Inclusive el texto final, y segin lo ya expuesto, ha acogido
otras funciones de lo bdsico, ciertamente mds discutibles, como norma o ment
dispositivo (véase, a titulo de ejemplo, las retribuciones complementarias) (14)
o de configuracién de un stdndar minimo o supletorio.

Es decir lo que se pretendia era separar netamente la funcién constitucio-
nal especifica de ordenacién competencial atribuida al Estado a través de la

espectro del empleo piblico, ni siquiera para todo el personal sometido a un régimen estatutario. Lo
que si puede y debe hacerse es, por un lado, establecer para todos unas reglas y principios comunes,
no muy numerosas pero si claras y firmes, y, por otro, habilitar a los legisladores y a los gobiernos
para que las desarrollen en el dmbito de sus respectivas competencias, sefialando las directrices o,
por usar una expresién a la moda, la «hoja de ruta» de las reformas que deben acometerse».

(12) Con este mismo sentido ha de operar, en opinién de MONTILLA MARTOS (2006: p. 118), la
legislacién bésica ya que en su opinién «...las bases delimitadoras de las competencias autonémicas
deben constituir una regulocién de minimos. Ese minimo normativo tiene, a su vez, un rasgo estruc-
tural, al menos con cardcter tendencial, cual es su cardcter principialista, no tanto como exigencia
constitucional sino funcional, esto es, como limite estructural al detallismo. El cardcter normativo de
lo bésico, de forma que pueda ser directamente aplicable y no a través de las normas autonémicas,
no obsta, a mi juicio, para sostener que la estructura de esas normas debe evitar el tratamiento
detallado y hacer mds hincapié en los criterios ordenadores de carécter general».

(13) Puede verse a este respecto TORNOS MAs (1999: p. 158 y ss.)

(14) Lo que, por otro lado, tampoco ha sido una novedad en este texto legal ya que, como
puede comprobarse, el Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud también
asi lo contempla.
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legislacién bdasica, de la funcién de regulacién ordinaria en el ejercicio de sus
competencias que no puede ni debe confundirse con la anterior (15). Se ha
producido, con ello, un efecto indirecto en el legislador estatal de contencién
a la hora de establecer las bases del sistema de empleo publico (16).

En este sentido, el EBEP ha utilizado, hagamos un paréntesis ahora en
cuanto al acierto de sus soluciones, una técnica novedosa en la plasmacién
y delimitacién de esa legislacién bdsica. De un lado, como ya se ha adelan-
tado, el legislador del EBEP segrega la funcién de legislador bésico de la
de legislador ordinario. Es decir, sélo y exclusivamente se refiere a aquellos
aspectos que considera estructurales del sistema de empleo piblico de todas
las Administraciones piblicas y remite a leyes del Estado y de las Comunidades
Auténomas el desarrollo de dichas previsiones a fin de que completen el modelo
de empleo piblico que, por definicién constitucional, es un modelo que ha de
ser definido en su integridad con la colaboracién de estas Administraciones.
De otro, y por esa misma razén, hace descansar la responsabilidad, ahora
sin excusas, de la mejora del modelo respecto de su propio empleo pdblico
en las Comunidades Auténomas y los entes locales.

De otro lado, la situacién ahora, y tras la aprobacién del EBEP y de las
distintas reformas estatutarias, parece de nuevo ser singularmente distinta. Y es
que una cuestién de especial trascendencia es la que se refiere a la aplicacién
del EBEP y la normativa de desarrollo autonémica a otras Administraciones
publicas en el territorio de la Comunidad Auténoma y, mds especificamente,
en lo que se refiere a la Administracién local y al personal de administracién
y servicios de las Universidades que, en este sentido, se encuentra en una
situacién similar (17).

(15) En torno a este punto es muy acertado desde nuestro punto de vista el andlisis que
realiza BALAGUER CALEJON (2005)

(16) Si bien se discute si las previsiones estatutarias determinan o no un cierto «blindaje» de
las competencias autonémicas, mi opinién en este punto es que el legislador basico estatal no resulta
obligado por la delimitacién negativa efectuada. Como ha expuesto MONTILLA MARTOS (2006), «ain
cuando el Estatuto no pueda condicionar lo bésico, la reforma estatutaria incide en ese proceso de
delimitacién, aunque de forma indirecta, pues al detallar con exhaustividad las competencias auto-
némicas condiciona la delimitacién de lo basico que corresponde al Tribunal Constitucional. Y eso
por dos razones: en primer lugar, por la alteracién del pardmetro de constitucionalidad que supone
y, en segundo lugar, por lo que podemos denominar la doble deferencia del Tribunal, no sélo al
legislador basico sino también al Estatuto».

(17) En efecto, el articulo 73.3 de la Ley Orgdnica de Universidades remite a esta Ley y
sus disposiciones de desarrollo, en primer término, la regulacién del personal de administracién
y servicios de las Universidades, pero, en segundo término, establece de aplicacién a éstos a la
legislacién de funcién piblica. Por Gltimo, y este no es un dato menor, remite a los Estatutos de
las Universidades como no podia ser de otra forma dado el principio de autonomia universitaria
recogido constitucionalmente.
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Desde luego, no parece que pueda ponerse en duda la trascendencia
que ello tiene respecto de la Administracién local. Y no sélo por el nimero e
importancia de éstas —su personal constituye ya aproximadamente la cuarta
parte del total de los empleados publicos del pais—, sino porque al carecer
de potestad legislativa, las leyes de funcién piblica local se aprueban por el
Estado o las Comunidades Auténomas y, ciertamente, no siempre han tenido
como referencia las caracteristicas singulares que concurren en empleo piblico
en el dmbito local.

Pero el debate no se ha cerrado ahi. Y es que, efectivamente, la deter-
minacién de la legislacién de desarrollo aplicable a la Administracién local
ha sido una cuestién conlflictiva en el proceso de elaboracién y aprobacién
legislativa del EBEP y lo sigue siendo en el proceso de desarrollo de éste. La
problemdtica se ha centrado, y en cierta medida sigue centrada al no haber
tenido buen término la elaboracién de la nueva legislacién estatal de régimen
local, en la aplicacién o no, y hasta qué punto, de la legislacién de funcién
pUblica de las Comunidades Auténomas a los entes locales de su territorio y
en determinar si (18), una vez aprobado el EBEP, el Estado ha culminado su
tarea legislativa sin que pueda utilizar ofro titulo competencial, en este caso
el de régimen local, para volver a establecer normas bdsicas de contenido
sustantivo respecto de la funcién publica local.

Pues bien, partamos del precepto del EBEP, y en concreto de su articulo
3.1, que establece que «El personal funcionario de las Entidades Locales se
rige por la legislacién estatal que resulte de aplicacién, de la que forma parte
este Estatuto, y por la regulacién de las Comunidades Auténomas, con respeto
a la autonomia local.

Una primera interpretacién del precepto podria llevar a pensar que la legis-
lacién de funcién poblica aplicable a los funcionarios locales seguird estando,
como hasta ahora, en manos del Estado y de las Comunidades Auténomas,
respetando, eso si, la autonomia local constitucionalmente garantizada (19).

(18) A este respecto, el debate politico se ha visto condicionado también por la competencia
atribuida a la Generalitat de Catalufia en su nuevo Estatuto de Autonomia (art. 136) sobre el régimen
estatutario del personal al servicio de las Administraciones Piblicas catalanas (y no sélo de la Generalitat)
y sobre la ordenacién y organizacién de la funcién piblica, a la que ya se aludié en su momento.

(19) En este sentido, para SANCHEZ MORON (2008: p. 70) no parece haber duda de que la
legislacién seguird siendo bifronte por lo que, a su juicio, «... por lo que se refiere a la legislacién
del Estado aplicable, no sélo parece limitarse a la establecida en el Estatuto Bdsico del Empleado
Péblico. Esta Ley es, en todo caso, legislacién bdsica en materia de funcién publica y de aplica-
cién en todas las Comunidades Auténomas, como se ha dicho ya. Pero, ademds, el articulo 3.1
del EBEP prevé que pueda existir ofra legislacién estatal que resulte de aplicacién a las Entidades
Llocales en la materia. El EBEP, pues, no tiene por qué agotar la legislacién del Estado aplicable a
los funcionarios locales.
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No obstante, también cabe una segunda interpretacién o posibilidad legis-
lativa, con una orientacién a una mayor interiorizacién del régimen de funcién
pUblica en el escalén autonémico, y la misma no es otra que la derivada de
Disposicién Final Segunda del propio EBEP que, como se sabe, establece que
las previsiones del EBEP son de aplicacién a todas las CCAA respetando las
competencias exclusivas y compartidas en materia de funcién piblica y de
autoorganizacién que les atribuyen los respectivos Estatutos de Autonomia. Y,
por tanto, puesto dicho precepto en relacién, también, con las previsiones de
los distintos Estatutos ya aprobados (especialmente interesante en el supuesto
resultan ser los Estatutos de Catalufia y el de Andalucia), llevarnos a concluir
que el resultado final serd una mayor interiorizacién autonédmica, en importantes
aspectos, de la funcién puoblica local.

No parece que haya duda de que es preciso admitir que una futura legis-
lacién de régimen local estatal o autonémica también puede pronunciarse sobre
la funcién publica local, lo decisivo, sin embargo, es determinar si lo puede
hacer con cardcter sustantivo o no y, como hemos dicho, con qué alcance.
La cuestién ha sido abordada, bien que tal vez no con la profundidad que
requeriria la problemdtica que plantea la misma, por la STC 37/2002 que
cuando, al referirse a las disposiciones del Texto Refundido de las Disposiciones
Legales vigentes en materia de Régimen Local como pardmetro para determinar
la constitucionalidad o no de preceptos de leyes autonémicas, ha optado por no
considerarlo un término vélido de comparacién ya que, en opinién del Tribunal
(que realiza dichas aseveraciones a tenor de la asuncién de competencias
establecida en un Estatuto de Autonomia), en materia de régimen estatutario
de sus funcionarios las CCAA estdn sujetas a las bases estatales del régimen
estatutario de los funcionarios de todas las Administraciones publicas, pero
no a las bases derivadas de la funcién piblica local ya que éstas Gnicamente
«podrdn delimitar la competencia de desarrollo legislativo que en materia de
funcién pdblica local corresponden a las CCAA» (20). Lo que parece avalar
una funcién més limitada del legislador estatal en materia de funcién piblica
local cuando haga uso del titulo competencial sobre régimen local para abordar
materias de empleo publico.

Cabe sefalar desde luego, desde nuestro punto de vista, que pareceria
un tanto contradictorio una regulacién sustantiva muy intensa en esta materia
en la legislacién de régimen local al menos por dos tipos de razones: por
un lado, porque si en relacién a los funcionarios con habilitacién de carécter
estatal el EBEP ha remitido casi integramente la definicién de la relacién de

(20) No obstante debe tenerse en cuenta que algunos preceptos del Titulo VII del TRRL —en
particular los articulos 167 y 169, que regulan Escalas y Subescalas de funcionarios de la Adminis-
tracién local— tienen cardcter bdsico y no han sido derogados por el EBEP.

112



EL EMPLEO PUBLICO LOCAL: SITUACION ACTUAL Y PERSPECTIVAS

servicio de éstos a las Comunidades Auténomas, no parece légico que en el
caso del resto del personal al servicio de las Corporaciones locales, en todo
caso con una singularidad menor que los anteriores, fuese donde la legislacién
de régimen local de cardcter estatal hiciese un tratamiento mds singularizado e
intenso de éstos reduciendo ahora el espacio normativo de las CCAA,; pero, en
segundo lugar, no parece que esto sea lo més adecuado, sobre todo si como
puede acontecer se produce la adopcién de diversos modelos por parte de
las Comunidades Auténomas y se pretende realizar con estas Administraciones
politicas comunes en diversos campos (selectivas, movilidad, etc...) que, en
algunos supuestos, ayuden a resolver las carencias de capacidad de gestién
de los sistemas de empleo pdblico en muchas de ellas.

Es, por ello, que, a nuestro juicio, si bien puede mantenerse a tenor del
EBEP que el Estado, ejerciendo su competencia, abordase en la legislacién de
régimen local una mds decidida regulacién de éstos, no creo que ésta sea la
mejor opcién de politica legislativa en esta concreta materia.

Con independencia de este punto, aunque a mi juicio de aconsejable
resolucién previa a fin de evitar posteriores conflictos (21), los planteamientos
establecidos respecto de este punto en las todavia vigentes normas sobre fun-
cién poblica en la mayoria de las Comunidades Auténomas son notoriamente
insuficientes para su aplicacién a otros colectivos, léase principalmente personal
al servicio de los Gobiernos locales y de las Universidades.

Ni tenian esa vocacién ni estaban concebidas con esa funcién (22). Pero
es precisamente ese punto el que debe ser precisamente un eje principal de
las reformas que hayan de acometerse. Por poner un solo ejemplo, el que
mejor conozco, en el caso de Andalucia el empleo piblico para el que se
pensd la actual ley de Funcién Piblica suma aproximadamente unos dos-
cientos mil efectivos, pero précticamente al margen de la misma, o al menos
sin atender especificamente a éstos, quedan de un lado mds de noventa mil

(21) Recuérdese respecto de este aspecto la cléusula de inconstitucionalidad sobrevenida de
normas autonémicas por la aprobacién de nuevas bases estatales de la que versa la STC 1/2003,
de 16 de enero [y junto a ello el voto particular contenida en la misma sobre la prevalencia del
Derecho estatal). Y es que desde luego, una primera reflexién que ha de realizarse se centra en torno
a quienes deben de ser los destinatarios de la norma y con qué alcance pues, en forma preceptiva,
se alude en el texto estatutario a la necesidad de respetar la autonomia local y su proyeccién en esta
materia. Desde luego, y dadas las consideraciones anteriores, ello plantea la problemdtica de que
podria ser prematuro abordar desde ya en la normativa autonémica la regulacién de este personal, sin
saber finalmente que opcién de politica legislativa se adopta en materia de funcién poblica local por
la legislacién de régimen local estatal.

(22) Y es que a idéntica conclusién puede llegarse respecto de la mayor parte de legislacién
autonémica, inclusive la que ha contemplado su aplicacién al personal al servicio de la Adminis-
tracién local.

113



FEDERICO A. CASTILLO BLANCO

efectivos de la Administracién local de Andalucia y mas de diesiete mil de las
Universidades andaluzas. Una nueva norma no parece que debiera dictarse
sin atender especificamente las problemdticas singulares de estos colectivos y,
mds que ello, con la intencién de dar respuesta a diversos puntos, a saber:
de un lado, delimitar aquellos aspectos que deben ser comunes al personal
de las Administraciones pdblicas andaluzas y, por tanto, posibilitar un cierto
equilibrio, que no necesariamente uniformidad, entre los distintos colectivos
en relacién a las condiciones de trabajo, en términos de equidad externa e
interna, con independencia de su adscripcién a una u otra Administracién
pUblica; de ofro, y en forma complementaria al anterior, determinar en qué
aspectos la norma autondémica ha de asumir un papel meramente directivo
dejando a estas Administraciones la posibilidad de optar entre diversas solu-
ciones o, simplemente, establecer su propio sistema en el marco de la norma
autonémica correspondiente haciendo efectivo el principio de autonomia uni-
versitaria y local (23); también, y a mi juicio de forma no menos relevante,
serd el fratamiento que esta norma haya de dar a la solucién de problemas
seculares en el dmbito de esas burocracias poblicas a través de la articulacién
de instrumentos de cooperacién y coordinacién que sean efectivos y permitan
superar problemas derivados de una insuficiente capacidad de gestién de los
distintos subsistemas del empleo pdblico; por Gltimo, y asimismo, dicha norma
estard llamada a establecer y desarrollar, también de forma equilibrada, un
sistema de movilidad interadministrativa en el marco del empleo pdblico de
cada Comunidad Auténoma y un desarrollo de las situaciones administrativas
que permita los procesos de reestructuracion que, a buen seguro, habrdn de
abordarse en los préximos afos.

Por tanto, serd ahora, y corresponde fundamentalmente a las Comunidades
Auténomas, el momento de continuar la senda emprendida en esta reforma

(23) A este punto se ha referido SANCHEZ MORON (2008: p. 70) precisando como el EBEP
también abre un espacio normativo a las entidades locales. En opinién de dicho autor «Ahora bien,
la legislacién de las Comunidades Auténomas, como la del Estado, debe respetar en todo caso la
autonomia local. Sucede, sin embargo, que éste es un limite impreciso (SSTC 31/1981, 27/1987,
21471989, 109/1998, 159/2001, 51/2004, 252/2005, etc.), que el texto del EBEP contribuye
muy poco a perfilar o a concretar en materia de funcién piblica. Por consiguiente, en el marco de
la legislacién bésica del Estado sobre funcién piblica local, de la que forma parte el EBEP, se abre
un margen importante para que las Comunidades Auténomas con competencia para ello puedan
regular el régimen de la funcién publica local. Y, desde luego, podrén hacerlo siempre que exista una
reserva de ley o cuando el propio EBEP se remite a lo que dispongan las leyes de funcién pdblica
aplicables a cada Comunidad Auténoma y el Estado no establezca nueva legislacién bdsica sobre
la funcién piblica local o no mantenga las normas legales vigentes. Por el contrario, en aquellos
preceptos en que el EBEP apodera a cada Administracién Piblica o a los Gobiernos respectivos
para desarrollar y aplicar su regulacién, puede entenderse, salvo excepcién justificada en la propia
literalidad del precepto, que confiere una facultad de decisién auténoma también a las Entidades
Locales sobre su propio sistema de empleo pdblico».
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que, sin embargo, se estd demorando en demasia, si dejamos a salvo algunas
Comunidades Auténomas que, como Valencia, Asturias, Castilla-la Mancha,
Aragén, etc., han emprendido, en mayor o menor medida, con mayor o menor
fortuna, y a mayor o menor velocidad, dicha labor (24). Y también, por ello,
es un buen momento para tener en cuenta nuevos elementos en relacién a la
prestacién de los servicios que, a buen seguro, deberian de ser tenidos en
cuenta en el desarrollo legislativo del EBEP.

Y es que, en su caso, numerosas cuestiones han de ser objeto de debate
en este dmbito. Desde la configuracién, mds funcionarial o mds laboral del
empleo piblico, hasta la racionalizacién de los cuerpos y escalas de funcio-
narios existentes y su mayor conexién con el sistema de puestos de trabajo, el
desarrollo del sistema de carrera y el establecimiento de un adecuado sistema
retributivo, el establecimiento de mecanismos adecuados para la distribucién
de efectivos, la ruptura del dogma de adscripcién indistinta de los puestos de
trabajo y un efectivo funcionamiento de las dreas funcionales, la afirmacién y
garantia de los principios constitucionales atinentes al empleo publico y espe-
cificamente a su seleccién, etc... son elementos, entre otros muchos, en los que
se deberd seguir insistiendo si se quiere que ese primer paso que significé el
EBEP, tenga ahora, como consecuencia de la promulgacién de la normativa
autonémica, su efectiva plasmacién en un funcionamiento mds éptimo del
sistema de empleo pdblico en general y, muy particularmente, del sistema de
empleo publico local.

Junto a ello, nuevas exigencias derivadas de la decidida incorporacién de
la mujer espafola al mundo del trabajo, y al sector piblico en particular, y las

(24) Esta demora, inexplicable ciertamente, puede encontrar explicacién, a juicio de JIMENEZ
ASENSIO Y CASTILLO BLANCO (2009: p. 104), en dos factores: «El primero, como se ha visto, es que el
EBEP es una norma compleja que hasta cierto punto supone un cambio de paradigma en el modo
y manera de configurar el empleo publico. Requiere un cambio de cultura de la organizacién, una
inversién en nuevos instrumentos y herramientas de gestién, asi como una potenciacién y refuerzo
institucional de las unidades de gestién de recursos humanos en las Administraciones Piblicas. En
suma, un cimulo de retos, pero que abren asimismo no pocas oportunidades para una mejora y
modernizacién de las vetustas estructuras y métodos de gestién de personas en nuestras organiza-
ciones publicas.

El segundo factor, mucho mds contingente (al menos eso esperamos), es la crisis econémica
que azota a las economias occidentales (aunque se puede afirmar que es una crisis globalizada) y,
especialmente, a Espafia. El EBEP es, y asi se debe reconocer, una norma «cara» en su aplicacién,
sobre todo depende como se haga esta. Dicho répidamente, poner en marcha un buen sistema de
evaluacién del desempeiio, asi como luego aplicarlo de forma dptima, requiere un gasto notable.
Lo mismo se puede decir de la implantacién de un sistema de carrera profesional horizontal, pues si
no se hace de forma escalonada y racional el incremento de gasto puede generar puntas insosteni-
bles que presionen sobre unos depauperados presupuestos. En menor medida, una buena direccién
publica profesional requiere de alguna necesaria inversién, asi como la puesta en marcha de una
potente unidad de recursos humanos exige gasto».
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nuevas exigencias que la prestacién de servicios requiere, imponen, asimismo,
la implementacién de nuevos desarrollos normativos que se plasmen en medidas
tales como la profundizacién en la conciliacién de la vida familiar y laboral; el
establecimiento de medidas de discriminacién positiva en la carrera adminis-
trativa a favor de la mujer en aquellos sectores de nuestra Administracién en
que las mismas no hayan alcanzado un minimo de puestos de responsabilidad;
nuevas formas de prestacién de trabajo y descentralizacién de la prestacién del
mismo; la participacién en la definicién de objetivos de unidades orgdnicas;
existencia de puestos de trabajo con multifunciones o polivalentes sin adscrip-
cién permanente a unidades orgdnicas permanentes; una reordenacién del
tiempo de trabajo con potenciacién del trabajo a tiempo parcial, flexible o en
jornada partida; el establecimiento de jornadas complementarias en momentos
punta de trabajo compensadas con dias de descanso en periodos de menor
intensidad laboral, un adecuado desarrollo de las situaciones administrativas
que responda a los requerimiento de reestructuracién de plantillas, a buen
seguro, hemos e abordar en los préximo tiempos, efc..., pero sin olvidar, tam-
bién, la necesidad de estructurar también claramente una tabla de deberes y
de exigencias éticas que materialice las previsiones en este caso recogidas en
el EBEP y responda a las exigencias de servicio que el ciudadano plantea a
nuestras Administraciones piblicas (controles de calidad, cartas de servicios,
reestructuracién de los sistema de responsabilidad, plena introduccién de los
sistemas de evaluacién del rendimiento, etc...).

La respuesta a estas cuestiones debiera pasar desde luego, en primer
lugar y antes de adentrarnos fervorosamente y sin suficientes criterios por el
iter legislativo, en realizar necesariamente un andlisis més exhaustivo de los
problemas que aquejan a la funcién piblica autonémica y al empleo piblico en
la Administracién local y universitaria de las distintas Comunidades Auténomas.
Y en qué medida, cémo y en qué aspectos la existencia de una legislacién
autondmica en la materia puede ayudar a resolver éstos. Desde luego, y en la
actualidad, no puede argumentarse para afrontar estos retos la inexperiencia
o la falta de competencia. Ambas cuestiones han quedado definitivamente
superadas tras la reforma estatutaria, y especialmente tras la aprobacién del
EBEP, y solo queda el reto de abordar este objetivo con serenidad, reflexién
y la suficiente visién de futuro.

lll. LA CLAVE TERRITORIAL COMO ELEMENTO PARA AFRONTAR CON
EXITO LA REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO LOCAL: LA NECESARIA
COOPERACION INTERADMINISTRATIVA

La heterogeneidad del mundo municipal determina, por la propia natura-
leza de las cosas, que los andlisis que se ofrecen, y en su caso las soluciones
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legislativas a adoptar, hayan de contemplar, asimismo, esa peculiaridad del
mundo local a la que antes haciamos puntual referencia y en la que si se
quieren resolver algunos problemas seculares deberemos hacer mayor hinca-
pié en la supramunicipalidad, en la cooperacién y en una voluntaria renuncia
al «cantonalismo» mal entendido. Y es que, como ha quedado reflejado en
recientes trabajos (25), también se pone de relieve en las entidades locales un
déficit importante en la gestién de los recursos humanos. Y en la actualidad,
y asi también se destac, permitasenos citar de nuevo este documento, por la
Comisién para el Estudio y Preparacién de un Estatuto Bésico del Empleado
Péblico, tan importante serd contar con un buen marco normativo como poseer
una alta capacidad de gestién si de verdad queremos conseguir los resultados
esperados. Y esto es dificilmente predicable de un gran nimero de entidades
locales. De demasiadas, diria yo.

Y es que, en efecto, en materia de empleo publico es preciso llamar la aten-
cién a dos facetas que a veces quedan en el olvido y que explican, en muchos
casos, el porqué de la incapacidad de las normas juridicas para dar respuesta
a los problemas planteados en la realidad cotidiana de nuestras entidades loca-
les: de un lado, que en esta materia la predeterminacién normativa de la entera
actuacién de la Administracién presenta déficits importantes (programacién
convencional de tipo condicional), es decir, que la solucién a los problemas del
empleo publico no radica exclusivamente en el ciclo tradicional de ejecucién
de normas, y en los esfuerzos dedicados a su perfeccién, que légicamente
también, sino que se hace preciso una programacién normativa finalista (como
la que se plantea en el EBEP), una correcta planificacién y ejecucién de ésta y
una adecuada capacidad de gestién por parte de los entes piblicos a que va
dirigida la norma; de otro, que el conjunto normativo se desenvuelve y opera
en el seno de una compleja constelacién de «relaciones sociales directivas»
en el que existen otros actores cémo las organizaciones sindicales que tienen
una decisiva incidencia en la definicién del propio sistema al alcanzar Pactos
y Acuerdos sobre el contenido de la propia relacién juridica.

Pero insistamos en el primer aspecto. Y es que la inviabilidad féctica de
abordar la mayoria de las medidas que se derivan del proceso de reforma
que impulsa el EBEP (ya se trate de la seleccién, como de la carrera, la
negociacién, la formacién, etc... y, en general, todos aquellos procesos de
gestién de los recursos humanos de una entidad local que requieren mayores
capacidades que la mera aplicacién de normas juridicas) si no se aborda,
en la misma medida y de forma previa, la articulacién de una organizacién
administrativa con capacidad suficiente para atender los requerimientos que
de estos procesos se derivan estdn llamados a fracasar.

(25) JIMENEZ ASENSIO Y CAsTILLO BLANCO (2009)
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Diversos mecanismos de cooperacién interadministrativa pueden idearse
para dar respuesta a dichos retos, sin embargo, y desde mi punto de vista al
menos en las Comunidades Auténomas pluriprovinciales, la mejor solucién por
excelencia resultaria de la actuacién concertada de municipios y Diputaciones
Provinciales a fin de habilitar una organizacién con la capacidad de gestién
de muchos de los procesos y procedimientos que se derivan de la adecuada
gestién de los recursos humanos de una entidad local.

Una opcidén, apuntada por algin autor (26), es aprovechar la actual
estructura de los Institutos y Escuelas de Administracién Pdblica y, modificando
su ley de creacién, reconvertirlos en el 6rgano de gestién de los procesos de
seleccién con cardcter obligatorio para la Administracién de cada Comunidad
Auténoma y con carécter voluntario para aquellas administraciones locales
que decidieran utilizar sus servicios via convenio. Me temo, sin embargo,
que sin perjuicio del papel coordinador y de validacién y homologacién a
nivel autonémico de dichos Institutos en determinadas Comunidades Auténo-
mas, dado el nimero de municipios o la extensién territorial de las mismas,
sean las Diputaciones Provinciales, que no se olvide es la entidad local de
segundo grado expresamente concebida para dicho papel y representativa de
la estructura municipal, bien que l6gicamente coordinadas a nivel regional,
quienes estdn en mejor condicién para abordar la asistencia técnica —como
competencia propia ademds de éstas segin lo dispuesto en la Ley Reguladora
de las Bases de Régimen Local— que requiere la puesta en marcha de las
previsiones del EBEP que no se cifien, advirtdmoslo ya desde ahora, dnico-
mente a los procesos de seleccién de personal aunque encuentren en éstos
un hito importante.

Sin duda eso supone, también, un cierto cambio en las formas de gestién
de las Administraciones provinciales, todavia hoy en gran ndmero instaladas
en el cdmodo campo de la beneficencia y del paternalismo, y su conversién
en las instituciones de segundo grado que reclama el inframunicipalismo de
nuestro pais, y que se encuentran en condiciones éptimas para plasmar a nivel
de ejecucién el gobierno multinivel que supone la concepcién de un empleo
pUblico autonémico que subyace ya en los Estatutos de Autonomia de los
denominados de segunda generacién (especialmente, y en lo que se refiere a
esta visién, el cataldn, el andaluz o el propio aragonés).

(26) Debemos resefiar, sin perjuicio de lo que diremos, que esta estd siendo la férmula esco-
gida bdsicamente por las distintas Comunidades Auténomas (Aragén, Castilla-la Mancha, efc...),
siempre celosas del papel provincial y renunciado a optimizar los recursos que el Gobierno Provincial
ofrece y su papel, determinado en el bloque de constitucionalidad, de entidad de asistencia técnica
a los municipios. Lo que sume, de nuevo, a las entidades provinciales en otro campo en el limbo y
pone en cuestién su existencia como entidad territorial obligatoria por su no utilizacién.
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No se trata, por demds, tan solo de crear una agencia —organismo
auténomo como soliamos llamarlas— especializada en la seleccién de personal
que también, sino, mds alld de ello, en constituir, a nivel provincial y coordi-
nado a nivel regional por los Institutos Autonédmicos, un érgano de asistencia
y asesoramiento en esta materia con capacidad de ejecucién de las politicas
de recursos humanos, de cardcter estructural y que requieren una masa critica
minima por naturaleza para ser realizados, y que afectan a las entidades
locales de su territorio. Procesos tales como la seleccién, implementacién de
instrumentos organizativos, formacién, informacién, estudio, negociacién, efc...
requieren capacidades técnicas que dificilmente pueden ser llevados a cabo
por pequefios y medianos municipios, al menos con el alcance y la definicién
de objetivos que la correcta aplicacién del EBEP requiere.

Todo ello conecta, arménicamente, con una de las principales funcio-
nes de los entes supramunicipales intermedios: conseguir que los municipios
presten los servicios que los ciudadanos les reclaman con mayor eficiencia y
conforme a los principios de solidaridad y de equilibrio territorial. Y para la
consecucién de ese objetivo no es un tema menor una adecuada gestién de
los recursos humanos.

Y es que, en efecto, si se coincide en que el éxito en la gestién y la
adecuada prestacién de los distintos servicios dependen, en alta medida, de
la calidad y motivacién de los recursos humanos de que disponen nuestras
entidades locales. Si se coincide, en la misma medida, en que las Diputaciones
Provinciales han de asumir de forma mds decidida el verdadero significado de
la asistencia técnica a los municipios de su dmbito territorial. Y si se acepta,
por Oltimo, la realidad de los déficits de gestién que en este dmbito padecen
nuestros municipios, no parece que haya la menor duda en que las Diputaciones
Provinciales pueden y deben hacer algo en este campo.

La provincia como entidad local, constitucionalmente garantizada, cuyo
papel esencial se define por el cardcter instrumental/funcional que juega con
respecto a los municipios es sin duda un instrumento idéneo, conocedor de
la realidad local y con unas dimensiones que la constituyen en un instrumento
apropiado para asumir dichas funciones. Este cardcter, que no debe ser inter-
pretado en clave jerdrquica, constituye precisamente una ventaja comparativa
de las Diputaciones provinciales para la prestacién de estos servicios a todas
las entidades locales incluidas en el dmbito provincial. Incluida ella misma 'y,
en conexién, con el resto de procesos de gestién de recursos humanos que se
establezcan en el dmbito autonémico.

El denominado gobierno en «red», al que se han dedicado relevantes
reflexiones en los dltimos tiempos tras la experiencia de la Diputacién de
Barcelona, y a la que se han adherido otras Diputaciones Provinciales en
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algunos casos presentdndola como propia, puede presentar también, en este
concreto aspecto, una de sus mds importantes expresiones. Y ello, al menos,
por tres razones: en primer lugar, por las economias de escala que podria
suponer la creacién de un organismo con una alta especializacién técnica y
suficientes capacidades para la puesta en marcha de los procesos que requiere
la direccién en la que apunta la reforma del empleo piblico apuntada en el
EBEP; en segundo término, por la horizontalidad que ofrece ese modelo que
no implica que ofro gestione, sino gestionar conjuntamente las politicas de
recursos humanos en el dmbito provincial en aquellos aspectos que requieren
de una cierta dimensién para que puedan ser optimizados; por ¢ltimo, por el
principio de voluntariedad que lo preside que descarta cualquier invasién del
contenido de la autonomia local constitucionalmente garantizada.

Reiteremos que en el planteamiento que se expone se trata de una accién
conjunta y concertada de los municipios y las Diputaciones Provinciales, no
jerdrquica, y cooperativa donde todos los entes locales del territorio son for-
talecidos por su capacidad de trabajar conjunta y solidariamente para la
resolucién de los problemas que plantea la implementacién de unos nuevos
modos de gestidn de los recursos humanos.

En cualquier caso, este planteamiento, que permite que los intereses loca-
les sean gestionados, justamente, en ese dmbito facilita el propio acuerdo
con instancias superiores y la coordinacién en el dmbito autondmico de las
distintas politicas de gestién de recursos humanos que supone la competencia
autonémica sobre el personal al servicio de las Administraciones piblicas de
su territorio.

En cuanto a la concreta férmula juridica a utilizar para plasmar esta idea se
debe partir, y con arreglo a los planteamientos expuestos, de un elemental prin-
cipio: simplificar lo complejo y no complicar lo sencillo. De tal forma, que junto
a la adecuada utilizacién de los entes territoriales intermedios existentes, dicha
opcién no suponga un desapoderamiento de la capacidad de decisién de los
municipios en la gestién de sus recursos humanos. En este sentido, la férmula del
Consorcio, como una organizacién especializada y de alto contenido técnico,
parece un instrumento adecuado para, junto a garantizar las fortalezas técnicas
y econdmicas necesarias para hacer frente a los procesos de gestién derivados
de las politicas de recursos humanos, conciliar los intereses de las propios entes
pUblicos que participan en el mismo y garantizar su participacién efectiva. Sin
olvidar la posibilidad de participacién en éste de las propias organizaciones
sindicales lo que facilitaria, también, el lograr acuerdos con los interlocutores
sociales y la participacién efectiva de éstos en dichos procesos.

La combinacién de dicha férmula organizativa con los correspondientes
procesos de delegacién de competencias y encomiendas de gestién, avalo-
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dos en determinadas materias por el propio EBEP, sin olvidar las necesarias
previsiones legislativas en la legislacién de desarrollo que se dicte, permitiria
desarrollar desde esta organizacién especializada, y para todos los municipios
del &mbito provincial incluida la propia Diputacién Provincial, procesos de
gestidon de recursos humanos que, en forma aislada, serian muy dificilmente
concebibles. A estos efectos, desde este punto de vista y a titulo de muestra
(sin olvidar otros como la asistencia juridica y técnica en la materia, formacién,
informativas, efc....), tres aspectos podrion encontrar una correcta solucién,
a saber: la seleccién, la negociacién colectiva y la solucién extrajudicial de
conflictos.

En conclusién, ciertamente puede y debe hablarse de un cierto déficit
normativo, a ello nos referimos con anterioridad, pero no exclusivamente nor-
mativo. A nadie se le escapa que trascurrido un periodo en que nuestros
municipios han tenido fundamentalmente que mirar hacia fuera para hacer
frente a necesidades perentorias, a una escasez de infraestructuras de todo
tipo y a la necesidad de afrontar la prestacién de nuevos servicios, se impone
necesariamente hoy una reflexién hacia el interior. Necesaria precisamente si
queremos seguir mejorando nuestro nivel de prestacién de servicios en contextos
de austeridad presupuestaria y de ausencia de ingresos extraordinarios y si,
lo que resulta mdés relevante, el Gobierno local quiere asumir su papel como
gobierno del ferritorio con misiones que van més allé de una pura y simple
prestacién de servicios.

IV. LAS OPCIONES DE CAMBIO PLANTEADAS TRAS LA REFORMA
DEL EMPLEO PUBLICO Y LAS OPORTUNIDADES QUE ABRE EN
MOMENTOS DE DIFICULTADES.

El Estatuto Bdsico del Empleado Pdblico abrié una nueva etapa en la
configuracién de nuestro empleo publico. Una segunda estd a punto de abor-
darse en lo que se refiere al empleo publico local con ocasién del desarrollo
de éste por parte de las Comunidades Auténomas que no debe demorarse ni
un momento mds. Me temo, sin embargo, que la ambicién de los estatuyentes
autonémicos de articular un empleo piblico autonémico sea, seguramente sin
mala voluntad pero si que con poca ambicién, traicionada por el legislador
autonémico de empleo piblico que, en vez de ver una oportunidad en la reso-
lucién de esos problemas, puede ser que, en mds de un caso y de dos, vea
ese reto como un «charco» en el que lo mejor sea pasar de puntillas. Craso
error pensar que los problemas del empleo piblico local no son problemas de
la Administracién autondmica. Desde luego normativamente no es asi, pero lo
que resulta clave: tampoco lo es desde un punto de vista practico dado que
los problemas de los «chicos» terminardn afectando al «grande».
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Mirar a ofro lado y no afrontar estos problemas ha contribuido, desde
nuestro punto de vista, a que en los Gltimos afios se hayan creado o agravado
un conjunto de problemas e ineficiencias de nuestro sistema de empleo piblico
local: la prdctica inexistencia de planificacién estratégica de recursos humanos
y la debilidad de los mecanismos de gestién; el aumento de la temporalidad en
el empleo pdblico; la desigualdad de condiciones de trabajo de funcionarios
pUblicos y personal laboral, incluso cuando realizan funciones idénticas; la
ausencia de un régimen especifico para los directivos publicos; la excesiva
rigidez de algunos procedimientos de acceso y promocién vy la falta de garan-
tias de objetividad de ofros; la excesiva movilidad voluntaria interna de los
funcionarios publicos, que contrasta con los estrictos limites de la movilidad
forzosa y con una reducida movilidad del personal entre Administraciones; la
escasa consideracién de los resultados y del rendimiento en la carrera y en el
sistema retributivo de los empleados pdblicos; la ambigiedad e imprecisién de
los procesos y los limites de la negociacién colectiva de los funcionarios, etc.
Factores, entre otros, que estdn contribuyendo a la huida del régimen comin
por parte de colectivos o sectores determinados de la funcién publica o al
desbordamiento de facto de las previsiones legales de obligado cumplimiento
en la préctica administrativa.

Dicho de otro modo, si el legislador autonémico no actia, las bondades
que en muchos aspectos, sin duda, tiene el EBEP permanecerdn inactivas
y todo el potencial modernizador que algunas de estas previsiones tienen
como elemento de cambio, seguirdn adormecidas. Piénsese, por ejemplo, que
los grandes motores de cambio del modelo hasta ahora vigente de empleo
pUblico o de funcién pudblica son principalmente tres: a) La carrera profesional
(sobre todo la implantacién de la carrera horizontal), b) La evaluacién del
desempefio; y c) La figura del directivo publico profesional. Pues bien, estos
tres motores de cambio requieren, con mayor o menor intensidad, que el
legislador de desarrollo del EBEP actie. Aunque, ciertamente y en el caso de
las entidades locales, esta Gltima por su directa conexién con la organizacién
administrativa, junto a la regulacién que haya de hacerse respecto de los
funcionarios con habilitacién de cardcter estatal, encuentre en la legislacion
de régimen local un mejor acomodo para afrontar las soluciones que hayan
de establecerse.

Sea como fuere, lo que si parece cierfo es que las potencialidades
modernizadoras que tiene el EBEP estardn en buena parte dormidas hasta el
momento en que el legislador autonémico apruebe la respectiva Ley de empleo
pUblico. Por tanto, esos retos que el propio EBEP recoge quedan pendientes
para su concrecién de una actitud activa del legislador autonémico que vaya
configurando un modelo de empleo piblico que, a su vez, sea también flexi-
ble y abierto en su disefio con el fin de no hipotecar las politicas de recursos
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humanos que las administraciones locales quieran poner en marcha. Quien
se escude en la situacién econémica para no poner en marcha un proceso de
reformas tal vez ignore que es precisamente en épocas de crisis econémica
o de desaceleracién cuando realmente las administraciones poblicas més
necesitan adaptarse a las necesidades del momento y abordar profundos
procesos de reforma.

Cualquier reflexién que se haga en este sentido, ademds, deberd partir
del necesario equilibrio entre los derechos de la organizacién a fin de hacer
efectivos los derechos de la ciudadania y el también necesario respeto a los
derechos que hacen recognoscible la relacién de empleo piblico y garantizan
una Administracién imparcial y objetiva. Y es que el excesivo desarrollo de la
dogmdtica poniendo el acento en los derechos de los empleados frente a la
organizacién y no articulando, en idéntica forma, los derechos de ésta frente
a sus empleados, incluida la flexibilizacién de mecanismos de reasignacién
de efectivos y la introduccién de mecanismos de evaluacién del desempefio,
ha determinado, en gran medida, el deficiente funcionamiento de los sistemas
de recompensa-sancién en el empleo piblico. A titulo de ejemplo puede verse
lo acontecido con la remocién de puestos de trabajo y los procedimientos
disciplinarios en que lo mejor que puede decirse de éstos es que, simple y
llanamente, no son utilizados por su lentitud, dificultad y complejidad. La
estructuracién de nuevos mecanismos de incentivacién y la flexibilizacién de
rigidos y vetustos paradigmas conceptuales en la relacién de empleo publico,
sin merma de las garantias necesarias para evitar arbitrariedades, junto a
la conjugacién de estos elementos con otros del sistema de empleo pdblico:
carrera, formacién, retribucién, etc... habrdn de ser necesariamente algunas
de las lineas maestras en las que se deberd incidir si se pretenden alcanzar
estos objetivos.

No es este el sitio, dada la extensién solicitada para este trabajo, para
abordar los distintos retos que habrd de abordarse en la legislacién autonémica
para dar respuesta a las carencias apuntadas en el sistema de gestién de recur-
sos humanos de las entidades locales (27), aunque si se pueden apuntar algunas
pinceladas en relacién a distintas cuestiones que estdn sobre la mesa.

De mds estd sefalar, al menos para el conocedor de la realidad local,
que los procesos selectivos en el empleo piblico local requieren, digamos que
con cierta urgencia si se pretende preservar los principios constitucionales de
acceso al empleo pdblico y mejorar la calidad de los procesos selectivos, de
soluciones que sélo se encontrardn, en lo que hace a la mayoria de las enti-
dades locales, en la agrupacién de procesos, homologacién y homogeneidad

(27) A estos efectos, me remito al trabajo ya resefiado JIMENEZ ASENSIO Y CASTILLO BLANCO
(2009)
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de éstos y garantias de imparcialidad en los érganos de seleccién (28). Pero
esto no es todo.

Creo que también hay que llamar la atencién sobre tres puntos relevantes,
amen de los ya mencionados a lo largo de estas lineas, que deben también
encontrar un reflejo normativo en la legislacién de desarrollo: la profesionali-
zacién del empleo piblico limitando la posibilidad de desempefio por parte
del personal eventual indiscriminadamente de puestos de trabajo que han de
ser desarrollados por el empleo puiblico profesional y reduciendo el dmbito
de aplicacién de la libre designacién (29); la carrera profesional que es casi
impracticable en el seno de cada corporacién, salvo en las de mayor dimensién,
si se sigue estructurando de forma vertical mediante la sucesiva ocupacién de
puestos de trabajo, de modo que, a falta de movilidad interadministrativa, la
inmensa mayoria de los empleados locales carece en realidad de expectati-
vas de carrera en el dmbito piblico local (30); y, por Gltimo, la negociacién

(28) Es esta, claramente, una preocupacién en los distintos textos legales autonémicos apro-
bados o en los distintos borradores presentados, bien es verdad que, con mayor o menor, alcance.
De esta forma, articulo 68.3 del Anteproyecto de la Ley de Empleo Piblico de Aragén permite
que mediante Convenio las entidades locales encomienden dicha funcién al Instituto Aragonés de
Administracién Piblica o las previsiones que, con cardcter general, se establecen en el articulo 16
referido a todas las materias relativas a la ordenacién y gestién de su personal y la aprobacién
de Ordenanzas tipo en materias como la carrera profesional, etc. Asimismo, el articulo 163 f) del
Borrador de Castilla-La Mancha atribuye a la Comisién de Coordinacién del Empleo Piblico promover
medidas de cooperacién y asistencia técnica con el fin de solucionar las carencias que, en razén
de su dimensién, puedan tener algunas Administraciones piblicas de Castilla-La Mancha en relacién
con los procesos selectivos o para la implantacién de la carrera profesional horizontal o de sistemas
objetivos de evaluacién del desempefio. Menos ambicién, y por ello seguramente menos soluciones,
aporta la recientemente aprobada Ley de Ordenacién y Gestién de la Funcién Piblica Valenciana
que tan sélo prevé en el articulo 95.2 d) la particiapacién del Instituto Valenciano de Administracién
Péblica en la formacién y perfeccionamiento del personal al servicio de las entidades locales y su
eventual participacién en los tribunales de seleccion.

(29) Un adecuado ejemplo en este punto es el articulo 32 del Anteproyecto de la Ley de
Empleo Publico de Aragén respecto del personal eventual y el articulo 127.3 referido al dmbito de
aplicacién del procedimiento de libre designacién, aunque en este Gltimo punto, y al menos desde
mi punto de vista, mayor limitacién deberia imponerse suprimiendo la posibilidad de utilizar este
sistema para los puestos de trabajo de cardcter directivo y de especial responsabilidad. En el primero
de los supuestos porque lo que debe ser afrontado es la articulacién de una funcién directiva y, en
el segundo caso, porque este tipo de cldusulas abiertas por excelencia produce, en la préctica, que
un sistema extraordinario termine convirtiéndose en ordinario. Menos adecuado y ambicioso son,
en este punto, tanto el Borrado conocido de Castilla-La Mancha (especialmente criticable en cuanto
al procedimiento de libre designacién) como el texto ya aprobado en Valencia.

(30) Materia en la que, desde nuestro punto de vista y a pesar de las distintas posibilidades
que el EBEP abre, la opcién entre carrera horizontal o vertical, o la posibilidad de combinar ambas,
puede ser una opcién a mantener por la legislacién de desarrollo, pero si asi se hace ambas deben
estar en conexién —lo que puede ser una via de solucién al problema de la combinacién de las dos
modalidades— y ambas deben abrir un horizonte profesional a medio y largo plazo sin posibilidad
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colectiva de los empleados pdblicos que plantea problemas peculiares en el
dmbito local, ya sea porque en muchas Entidades no existe, o bien porque
resulta dificil para cada corporacién, aisladamente considerada, hallar un
equilibrio adecuado entre las exigencias del interés pdblico y del servicio a
los ciudadanos y las demandas de su personal (31).

Y un punto, aparentemente mds coyuntural, pero que en momentos de
crisis econdmicas recurrentes no estd de mds prever. Me refiero a abordar,
de forma més decidida, en el empleo poblico la desvinculacién, aunque no
sea definitiva, del personal funcionario de carrera por motivos estrictamente
econdmicos. Las dificultades econémicas de muchos de nuestros Ayuntamientos
y Diputaciones deferminan, en los momentos actuales, que abordar la existencia
de expedientes de regulacién de empleo publicos combinando figuras, entre
otras, como los Planes de Empleo, la movilidad interadministrativa, las modu-
laciones en la jornada de trabajo, las excedencias forzosas y las excedencias
voluntarias incentivadas, entre ofras medidas, sean un hecho que podria y
deberia considerarse. Precisamente, y aunque pueda ser paraddjico, los dere-
chos de los empleados piblicos requieren que articulemos estos, en algunos
casos, necesarios procesos de readaptacién de las estructuras organizativas
y de personal a la realidad econémico-financiera de las distintas entidades
locales.

Pero, ademds, y desde el punto de vista de la gestién, también cabe
sefalar que el mejoramiento de la gestién de nuestros recursos requiere, en
la mayoria de los casos, una apuesta por la adopcién de nuevas formas de
gestién y de una nueva cultura organizativa en este sector y una inversién que,
como se ha puesto de relieve en estas pdginas, es hoy la mejor que puede
hacerse en aras de la consecucién del citado objetivo. Y no debe olvidarse, y
por poner un solo ejemplo la temporalidad en el empleo piblico lo pone de
manifiesto, de un mayor respeto del principio de legalidad. Por parte de todos
los actores. Ya sean sindicatos, gestores o responsables electos.

alguna de realizacién de carreras «expres» y, por el contrario, deberia valorarse hasta qué punto
se puede descender en la misma como consecuencia de motivos disciplinarios o de evaluaciones de
desempefio negativas. La viabilidad de la carrera profesional dificilmente podré articularse por otra
via que no sean los Cuerpos o Escalas, sin perjuicio de que el desempefio de puestos singularizados
permita, a su vez, realizar la adecuada progresién en el sistema de carrera horizontal por lo que,
de nuevo, se apunta que en caso de combinacién de ambas la visién ha de ser que existe una
Onica carrera administrativa con distintas modalidades de progresién en la misma o con la respectiva
repercusién en la nica carrera existente —la horizontal— del desempefio de puestos de trabaijo.

(31) Una loable solucién a este punto lo constituye el articulo 96 del Anteproyecto de Ley de
Empleo Piblico de Aragén que crea la Mesa de Administracién Local de Aragén y que da respuesta
a muchos de los problemas que se planteaban en este punto.
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RESUMEN: Este capitulo tiene por objeto analizar la diversidad de empleados
pUblicos que prestan servicios en las Administraciones Piblicas. En primer término se
acota el concepto «empleado piblico» para a partir de ahi, establecer las caracteristicas
fundamentales de los funcionarios publicos —de carrera e interinos— del personal even-
tual de confianza y asesoramiento especial y, finalmente, dedicar una parte significativa
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de las reflexiones a la presencia del personal laboral: las funciones que le pueden ser
atribuidas, en contraposicién a las previstas para el personal funcionario; su régimen
juridico especifico, derivado de su caracterizacién como «relacién laboral de empleo
plblico» segin el Estatuto Bésico del Empleado Piblico (EBEP) del 2007 y concluyendo
con una aproximacién a la figura del trabajador indefinido no fijo, fruto de la juris-
prudencia del Tribunal Supremo que transcurrida ya mas de una década, ha devenido
consolidada. A lo largo del capitulo se hacen diversas menciones al desarrollo que sobre
estas cuestiones efectia el Anteproyecto de Ley de la Funcién Piblica de Aragén.

Palabras clave: empleado piblico; funcionario; personal eventual; personal laboral
al servicio de la Administracién; trabajador indefinido no fijo.

ABSTRACT: This chapter aims to analyze the diversity of public employees serving
in the government. In the first term, it limits the term «public employee», establishes the
fundamental characteristics of public officials, and temporary personnel and advising
any special trust personnel. It devoted a significant part of the reflections to the Labour
personnel, the functions that can be attributed, in contrast to those provided for the
civil servants, their separate legal status derived from their characterization as «public
employment labor relations» as the Basic Statute for Civil Servants (EBEP) of 2007 and
concluding with an approach to the figure of no fixed permanent worker, the result of
the jurisprudence of the Supreme Court are now more than a decade, has become
consolidated. Throughout the chapter makes several references to development on these
issues made by the Draft Law on Public Employment of Aragon.

Key words: public employee; civil servant; advising any special trust personnel;
temporary staff; labour personnel; permanent workers not fixed.

I. LAS NUEVAS TIPO!.OGiAS DE PERSONAL EN EL ESTATUTO BASICO
DEL EMPLEADO PUBLICO (EBEP)

El titulo Il de la Ley del Estatuto del Empleado Publico (EBEP) describe
y también define las «clases de personal al servicio de las Administraciones
Piblicas», si bien debe distinguirse comprendido en tal Titulo Il un subtitulo |,
referido propiamente al «personal directivo». La distincién sistemdtica es fruto
del zigzagueante trdmite parlamentario del Estatuto. El texto final aprobado por
el Congreso, previo a su tramitacién por el Senado ya corrigié tal denomina-
cién del Titulo, pasando al actual de «clases de personals pero incorporaba al
personal directivo como una de tales clases, incrementédndose pues de cuatro
a cinco en la relacién. Finalmente, en el trdmite de enmiendas del Senado,
se suprimié al personal directivo como una clase de empleado publico, resi-
tudndose nuevamente la tipologia en la clasificacién inicial del primer texto
—aunque incorporando un tercer subgénero dentro del personal laboral, al
distinguir entre trabajadores fijos, indefinidos y temporales— y trasladando los
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directivos profesionales a un Subtitulo especifico (el ), que no obstante supone
una sistemdtica peculiar, pues los «<empleados publicos» se clasifican finalmente
en funcionarios de carrera, funcionarios inferinos, personal laboral y personal
eventual, despojdndose de tal condicién de «empleado» a los directivos, pese
a que el art. 13 del EBEP los acoge baijo el frontispicio de «personal directivo»
y regula su régimen juridico como tal «personal directivo profesional».

En este articulo que publica la Revista Aragonesa de Administracién
Péblica nos centraremos en la diversidad en la tipologia de empleados pdblicos
en el sistema espafiol y en especial, en el personal laboral al servicio de las
Administraciones, calificada su vinculo como una «relacién laboral de empleo
publico» segln la definicién de la Exposicién de Motivos del EBEP, novedosa
desde el punto de vista de la terminologia ius laboralista.

Il. LA DIVERSIDAD DE REGIMENES JURIDICOS Y EL CONCEPTO DE
EMPLEADO PUBLICO

El EBEP incorpora por vez primera en nuestro ordenamiento juridico un
concepto que la doctrina habia acufiado pero que propiamente era extrafio a
la definicién legal vigente —salvo algunas excepciones que podia localizarse
puntualmente en leyes especificas—: la del «empleado publico». EI EBEP se
define como una norma que pretende fijar los principios generales aplicables al
conjunto de «las relaciones de empleo piblico» y busca que en su contenido se
incorpore aquello que es comin al conjunto de los funcionarios y trabajadores
al servicio de la Administracién, y también al personal eventual. De ahi que
la Exposicién de Motivos se refiera a tal Estatuto como la sintesis de «aquello
que diferencia a quienes trabajan en el sector publico administrativo, sea cual
sea su relacién contractual, de quienes lo hacen en el sector privado».

Hasta la aprobacién del EBEP, las normas de funcién piblica no se referian
propiamente al «empleado publico» como concepto juridico definido, salvo
algunas normas especificas o preceptos puntuales. Por lo general, la diccién
era la de «personal al servicio de las Administraciones Piblicas» —en el caso
de Aragén—, «personal al servicio de la Administracién de la Comunidad
Auténoma...» segin el Decreto legislativo 1/1991 de Ley de Ordenacién de
la funcién piblica de la Comunidad Auténoma de Aragén y a partir de alli
se fijaba la ya tradicional distincién entre funcionarios de carrera, inferinos,
personal laboral —fijo y temporal— y personal eventual. Sin embargo, si la
finalidad del nuevo Estatuto, y la propia denominacién del mismo, es aunar
en una misma norma muchos de los aspectos que afectan a los diferentes
servidores publicos con independencia de su vinculo juridico, era imprescin-
dible que, denominado aquel como Estatuto Bdsico del Empleado Piblico, se
procediera a su definicién.
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Definicién no pacifica y que también sufrié modificaciones a lo largo del
trémite parlamentario. Frente a la descripcién inicial, que se calificaba a tal
empleado como la persona que accede al desempefio retribuido de una funcién
o un puesto de trabajo en la Administracién Piblica al servicio de los intereses
generales, la definicién finalmente aprobada fue mas escueta, al suprimir la
referencia al puesto de trabajo. Asi, se entiende como tal empleado publico a
aquél que desempefa una funcién retribuida en la Administracién Piblica al
servicio de los inftereses generales (art. 8.1)

Nos parece evidente —y justificada— la parquedad e imprecisién de tal
definicién. Si no fuera por la descripcién que efectia el 8.2 de cudles son los
empleados publicos, en aquél primer concepto podria incorporarse un amplio
abanico de servidores piblicos, incluido naturalmente el personal directivo pero
también aquél que tiene la consideracién de alto cargo. Por tanto, se hacia
necesario resituar el concepto a través de la relacién del art. 8.2 del EBEP.

Sin embargo, tal concepto tiene su légica —en lo que se refiere a ambigie-
dad e imprecisién— en la dificultad misma de definir al «empleado publico».
Es précticamente imposible casar en un Gnico concepto toda una diversidad
de «empleados» vinculados con la Administracién por regimenes juridicos
diferentes e, incluso dentro de ellos mismos, con sustanciales diferencias en
cuanto a derechos y obligaciones.

Asi, puede colegirse que si una de las notas caracteristicas del funcionario
de carrera es el derecho al cargo, ésta no se predica del funcionario interino
o del personal eventual, por lo que aquella no podia incorporarse a la defi-
nicién comin. Tampoco las notas de estabilidad sirven de elemento comun,
habida cuenta que la norma se refiere a trabajadores temporales, trabajadores
indefinidos —diferencidndolos de los fijos—, funcionarios interinos y personal
eventual, frente a los que si tienen derecho de permanencia (funcionarios de
carrera y personal laboral fijo), permanencia esta que no puede calificarse
con igual alcance y contenido para ambos colectivos. Igualmente el régimen
juridico no podia servir de comdn denominador, al incorporar a funcionarios
y personal laboral bajo el mismo concepto, pese a los intentos de aunar en
algunos aspectos una regulacién similar o idéntica. En cuanto a la voluntad
de incluir al personal eventual, de libre nombramiento y cese y desarrollando
funciones de confianza o asesoramiento especial, era de hecho imposible
cohonestarlo en cuanto su propia esencia con la que sustenta a funcionarios
y trabajadores al servicio de la Administracién.

Por ello entendemos que la definicién finalmente establecida para el
«empleado publico» ha incorporado aquello que desde el punto de vista juri-
dico puede identificar a toda la relacién juridica: el desempefio de una funcién,
con cardcter refribuido —lo que excluye prestaciones personales voluntarias—,
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que tal ejercicio sea en el seno de la Administracién Piblica y que aquella
tenga por finalidad el servicio de «los intereses generales».

Lo dicho nos permite efectuar algunas consideraciones iniciales.

En primer término, el EBEP estructura el personal al servicio de la Admi-
nistracién bajo el concepto de «clases de personal» delimitdndolos a los ya
referidos. El anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén (en lo sucesivo,
ALEPA) (1) sigue la misma linea, en su art. 27.4.

En segundo lugar, el EBEP opta por un régimen general funcionarial para
los empleados publicos, aunque no de forma exclusiva; al contrario, creemos
que esa preferencia se diluye, aunque no sea de forma decidida, y a salvo que
se inferprete los preceptos que tratan de la cuestidn desde la l6gica de nuestra
propia Constitucién, como tendremos ocasién luego de valorar. Recordemos que
el Informe de la Comisién de Expertos de 2005 defendié que la preferencia
de la CE por el régimen funcionarial marcada por la STC 99/1987 no se ha
respetado en la préctica —conclusién que compartimos— y se ha flexibilizado
por la jurisprudencia posterior (2), lo cual ha permitido al legislador no incli-
narse por un régimen funcionarial mds expansivo. Ello se denota en la propia
estructura del Titulo II: la clasificacién y definicién del personal es hasta un
cierto punto aséptica, con la salvedad del art. 9.2y, por ofro lado, no se fijan
fronteras precisas a la incorporacién del personal laboral, excepcién hecha
de la remisién que el art. 11.2 efectia aquél art. 9.2.

Finalmente, como tercera reflexién, consideramos que el Titulo Il es escasa-
mente innovador ya no sélo en la definicién de conceptos de los distintos tipos
de empleados, sino incluso impreciso juridicamente en aquellos aspectos en
donde pretende introducir novedades, como tendremos ocasién de estudiar.

lil. LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS

1. Clasificaciéon de los funcionarios publicos que pueden prestar
servicios en las Administraciones Publicas

Como hemos ya sefialado, el EBEP clasifica a los funcionarios publicos en
dos modalidades: los funcionarios de carrera (art. 9) y los funcionarios interinos
(art. 10), si bien a nuestro juicio ambos son funcionarios aunque la ausencia

(1) Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén, borrador 290310, del afio 2010.
Todas las referencias a ALEPA lo serdn a este texto.

(2) Tesis de la Comisién que se ampara en la STC 37/2002, de 14 de febrero. Planteamiento
que, sin embargo, no compartimos, sino que al contrario, entendemos que la mencionada sentencia
confirma el pronunciamiento del Alto Tribunal de 1987. Vid., al respecto, BOLTAINA BoscH (2006)
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del derecho al cargo de los dltimos permite modular su régimen juridico, al
quedar exceptuados de algunos derechos, aunque al distinguir de tal manera
como acontece en el Estatuto éste se ha eco de un criterio diferente, segin el
cual al carecer del derecho a la inamovilidad, los funcionarios interinos no son
propiamente funcionarios o, cuanto menos, es licito —en opinién del Informe
de la Comisién de Expertos de abril 2005— poner en duda, desde un punto
de vista sustantivo, su condicién de verdaderos funcionarios, si bien para evitar
confusiones juridicas, plantea finalmente aceptarles tal caracteristica (3).

2. Funcionarios de carrera

La definicién de funcionario de carrera que efectia el EBEP se ha mante-
nido inalterable a lo largo de todo el tramite parlamentario y el mismo esquema
asume el art. 28 del ALEPA. Asume una definicién ya cldsica en nuestro dere-
cho de la funcién publica, en donde destacan cuatro notas: nombramiento
legal, de cardcter permanente, que implica un vinculo estatutario regido por el
Derecho Administrativo y que supone un desempefio de servicios profesionales
retribuidos. Concepto que en gran medida ya aparecia en la preconstitucional
Ley de Funcionarios Civiles del Estado pero que supone distinguir con claridad
la figura del funcionario de carrera de las restantes recogidas en el Titulo II:
del personal laboral, porque éste se vincula por un contrato de trabajo y no
por un nombramiento legal y porque el Derecho Administrativo no le es de
aplicacién —afirmacién esta que debe relativizarse en no pocas ocasiones—;
del personal interino porque fundamentalmente éste carece del derecho al
cargo y todas las manifestaciones consecuentes; y del personal eventual por
la misma razén que en el funcionariado interino mds la tipologia de funciones
que desempefia.

Con mucho mds interés hemos de analizar el art. 9.2 EBEP. Fundamental-
mente porque supone el encaje del funcionariado dentro de nuestro sistema de
empleo publico, al definir cudles son las funciones que necesariamente deberdn
ser desempefiadas por tal tipo de personal. Precepto que debe relacionarse, en
el dmbito local, con la DA 2° que también prescribe el recurso al funcionariado
en las Corporaciones locales.

(3) Expresamente, el Informe sefiala que mientras ejerzan transitoriamente funciones atribuidas
a funcionarios de carrera y en tanto en cuanto su nombramiento legal —y no contractual— haya
respetado previamente los principios de mérito y capacidad en el acceso, «no existe reparo alguna
en que conserven su condicién de funcionarios...»
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3. Funcionarios interinos: ¢la laboralizacién de la figura del fun-
cionario interino?

El EBEP formula una definicién de funcionario interino que dado su cardcter
de norma bdsica es aplicable a todas las Administraciones Piblicas espafiolas
afectadas por el Estatuto. Con ello se supera una cierta disfuncién, como la que
acontecia en la normativa catalana, castellano-manchega o vasca, al articularse
una figura de inferinidad no recogida en la norma estatal. Igualmente plantea
en qué supuestos se puede recurrir al funcionario interino, se regula su seleccién
y cese, se establecen medidas relativas a la reduccién de la precariedad y se
fija una cldusula general de cierre en cuanto a su régimen juridico.

Sin embargo, nuevamente hemos de llamar la atencién sobre la falta de
sistemdtica del precepto. El art. 10 hubiera debido limitarse a definir al fun-
cionario interino y, en todo caso, remitir toda regulacién restante a un Titulo
o Subtitulo especifico. Sin embargo, opta por normar aspectos muy trascen-
dentales, que deben conjuntarse con otros preceptos a lo largo del texto que
tratan de las mismas cuestiones [reduccién de la precariedad, por ejemplo (4)]
o de ofras especificas [retribuciones (5)].

A) Concepto de funcionario interino

El funcionario interino se define en el EBEP no tanto por su propia natu-
raleza juridica (la precariedad) como por las razones que motivan su recurso,
aunque sin obviar aquella primera circunstancia que es bdsica: son aquellos
«funcionarios» que se impregnan de transitoriedad —de ahi que sean califica-
dos como «interinos»—, los cudles pueden ser incorporados a la Administracién
siempre y cuando haya razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. El cardcter provisional o transitorio es su principal caracteristica y
de ahi que el art. 10.3 EBEP indique que cesardn cuando findlice la causa
que dio lugar a su nombramiento, aunque ésta no es la dnica.

La segunda caracteristica es que se requiere una razén que comporte
necesidad y urgencia, si bien el EBEP no define a una y otra. Como tales
conceptos juridicos indeterminados, parece légico entender que en primera
instancia corresponderd a la propia Administracién, y sélo a ella, precisar las
razones mencionadas, si bien se deduce razonable entender que podrd recu-

(4) Lla DT 4° sobre «consolidacién de empleo temporal» fija todo un conjunto de medidas
orientadas a consolidar en puestos o plazas de carécter estructural al personal interino o temporal
incorporado con anterioridad al 1 de enero de 2005.

(5) Elart. 25.2 del EBEP reconoce el derecho a percibir trienios por parte de los funcionarios
interinos, finalizando asi una exclusién ya clésica en el derecho de la funcién piblica espafiola en
donde las Leyes de Presupuestos siempre los habian exceptuado de tal percepcién.
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rrirse en via administrativa y jurisdiccional contra tal calificacién. Una tercera
nota es preciso afadir a estas dos primeras, y no de menor importancia: las
funciones que desempefien deberdn ser «propias de funcionarios de carrera»,
estableciéndose asi un claro vinculo entre unos y ofros, de tal manera que, a
nuestro juicio, no deberia tratarse a la funcionario interino como una especie de
empleado distinto al funcionario de carrera, sino que ambos estatus debieran
formar parte de un género, el del funcionario, del cual se predica en un caso
la plena estabilidad y en otro la provisionalidad.

El concepto de funcionario interino, que pivota en las notas mencionadas,
supone una condicién necesaria pero no son datos suficientes para clarificar
la figura. Pese a la existencia de la necesidad y urgencia, de la transitoriedad
y del ejercicio de funciones propias del funcionariado, el EBEP obliga a que
concurran ofras «circunstancias», que a continuacién analizaremos, y que nos
sitian en un marco juridico no precisamente seguro, cuanto menos sin desarrollo
legal autonémico del EBEP.

B) Circunstancias de la interinidad funcionarial. La parcial «labo-
ralizacién» del funcionario interino

A nuestro juicio, podemos distinguir entre dos grupos de circunstancias,
en funcién de la novedad que supone el Estatuto: aquellas clasicas en nuestro
sistema juridico de empleo publico (la interinidad por sustitucién y la interini-
dad en plaza vacante) y las nuevas modalidades incorporadas al texto ahora
comentado, que analizaremos con mayor detalle, si bien la ALEPA amplia las
circunstancias a una quinta.

Dado que las dos primeras son ampliamente conocidas, nos centraremos
en las dos dltimas por su novedad y por las particularidades que comportan,

dada su ligazén con el derecho laboral y efectuaremos una referencia a la
prevision del art. 29 del ALEPA.

Las nuevas modalidades que permiten el recurso al funcionario interino
vienen encabezadas por la posibilidad de recurrir a esta figura para «la ejecu-
cién de programas de cardcter temporal» (art. 20.1.c, coincidente con el art.
29.1.c del ALEPA), supuesto que no es extrafio a nuestro derecho de empleo
pUblico, pues ya diversas normas autonémicas lo habian instituido, y tampoco
extrafo al derecho laboral —en concreto, al contrato temporal por obra o
servicio determinado—, y que puede ser de gran interés en Administraciones
—como las locales— que a menudo trabaja por programas.

Esta opcidn nos parece una incursién a un nuevo concepto juridico inde-
terminado. La norma no fija ni la duracién de estos programas, ni el alcance
de los mismos, ni quien debe aprobarlos ni las medidas de control sobre los
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mismos. Incluso juridicamente puede debatirse sobre el alcance mismo del
concepto «programas de cardcter temporal», que entendemos en todo caso
que no podrdn responder a actividades habituales de la Administracién.

Creemos que el EBEP deberia haber incorporado una mayor concrecién, o
que en todo caso asi se haga en las leyes estatal y autondmicas de desarrollo,
en linea a lo que algunas normas ya preexistentes habian efectuado, como
es obligar a la Administracién a que fije con claridad el programa temporal,
las caracteristicas profesionales de los funcionarios interinos vinculados, los
objetivos que se pretendan alcanzar, la relacién detallada de las actividades
a realizar, con especial referencia a su condicién de actividades ordinaric-
mente no habituales y con una duracién méxima no superior a un determinado
periodo, y no prorrogable (6). En este sentido nos parece absolutamente ade-
cuado en que en el ALEPA, se fije el plazo mdximo en 24 meses (art. 29.1.c),
pues ello evita el uso fraudulento temporal indefinido de estos programas y
se acerca a los limites (3 6 4 afos, que fija la ley laboral para los contratos
de obra o servicio determinado, tras la reforma del 2010 a través de la Ley

35/2010).

Debe destacarse, sin embargo, que el supuesto del art. 10.1.c del EBEP
es un ejemplo més de la laboralizacién que, a nuestro juicio, ha sufrido la
figura del funcionario inferino y que alcanza su mayor intensidad en el art.
10.1.d. Tradicionalmente, uno de los contratos laborales temporales més uti-
lizados en nuestro sistema econémico privado pero también por parte de las
entidades publicas es el denominado contrato de obra o servicio determinado
(art. 15.1.a del ET), objeto constante de litigiosidad en los Tribunales y al que
la Ley 35/2010 ha decidido poner coto, tras diversos intentos fracasados, al
sefialar que un trabajador con esta modalidad de contrato ser convertird en
fijo transcurridos 3 afios.

Esta figura tipica de las relaciones laborales temporales se extiende ahora
al funcionariado, quizd para proteger juridicamente a las Administraciones
Piblicas frente a las dificultades en la gestidn de tal contrato y las irregularida-
des en las que a menudo se incurren y salvaguardarlas de sus consecuencias.
El precepto, en este sentido, permitird a las Administraciones quedar protegidas
frente a dos consecuencias, una de ellas legal y ofra jurisprudencial, resultado
esta Gltima de la reforma laboral del 2001 y fortalecida en el 2010.

(6) Con anterioridad al EBEP, puede consultarse el art. 3 del Decreto 110/2002 de 30 de
julio de nombramiento de funcionarios interinos de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha:
el programa temporal que se estipule tendrd una duracién improrrogable y en ningdn caso superior
a dos afios. Un periodo este que parece consolidarse como referencia temporal para el uso de esta
interinidad.
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En primer término, este precepto permitird a la Administracién quedar
salvaguardada del nuevo art. 15.5 del ET, segin redactado dado origina-
riamente por la Ley 43/2006 de 29 de diciembre y reforzado ain mds por
la Ley 35/2010 de medidas sobre el mercado de trabajo (7) por la cual el
sumatorio de 2 o mds contratos temporales plenamente vdlidos (incluidos los
contratos de obra o servicio) que supongan una acumulacién de més de 24
meses de temporalidad dentro de un periodo de 30 conlleva la transformacién
del dltimo vinculo en fijo (en las Administraciones Pdblicas, en indefinido no
fijo, de acuerdo con la DA 15° del ET, también segin el redactado vigente

fijado por Ley 35/2010).

Sin embargo, la Administracién podrd recurrir al funcionario interino para
ejecutar programas de cardcter temporal que hasta el momento se incluian en
la diccién del art. 15.1.a del Estatuto de los Trabajadores segin el cual era
posible el contrato de obra o servicio para llevar a cabo una u ofro si gozan
de autonomia y sustantividad propia dentro de la actividad de la entidad
publica y cuya ejecucién, limitada en el tiempo, es en principio incierta. Por
otro lado, la nueva redaccién del art. 15.1.a) del ET segin la Ley 35/2010,
que convierte en fijos los contratos temporales de obra o servicio que superen
los 3 afios (en nuestro supuesto, la conversién es a indefinido no fijos) también
queda salvada por la interinidad del precepto aqui estudiado.

Y ello es asi porque el EBEP no incorpora las medidas limitativas y de control
que la ley laboral si fija para los contratos temporales de tales caracteristicas;
creemos en este sentido que hubiera sido deseable incorporar las recomenda-
ciones efectuadas por el Informe de la Comisién de Expertos con la finalidad
de evitar que fuese posible la prérroga o reiteracién de programas temporales
de contenido similar, sin que medie un informe previo sobre su eventual justifi-
cacién o si, por el contrario, lo razonable es la creacién de plazas de carécter
permanente. Saludamos positivamente por tanto la previsién del art. 15.1.c) del
ALEPA, si bien el término mejor quizd fuera de 3 afios o si acaso, como méximo,
de 4, coincidente con los mandatos electorales en el dmbito autonémico y muni-
cipal, previsién de duracién méxima esta que la Ley 35/2010 si permite para
el régimen laboral si asi lo prevé la negociacién colectiva sectorial.

En segundo lugar, la nueva posibilidad permite resolver en gran medida
la problemdtica originada por el art. 52.e) del ET, incorporado por la Ley

12/2001 de 9 de julio.

Hasta ese momento, las Administraciones Pdblicas podian recurrir al con-
trato de obra o servicio para ejecutar planes y programas publicos determi-

(7) Inicialmente, sin embargo, la previsién ya se impuso a través del Real Decreto-Ley 5/2006,
de 9 de junio.
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nados, sin dotacién econémica estable y financiados a través de consignacio-
nes presupuestarias o extrapresupuestarias anuales consecuencia de ingresos
externos de cardcter finalista. La jurisprudencia lo habia aceptado, justificando
que el contrato era vdlido habida cuenta que la entidad poblica, dependiente
de tal consignacién externa —generalmente con origen en otra Administra-
cién, de &mbito superior, o de la Unién Europea— no podia comprometerse
al mantenimiento del empleo que se derivaba de tal ingreso. Sin embargo,
tras la Ley 12/2001, al posibilitar el recurso al despido por causas objetivas
cuando la consignacién fuese insuficiente o desapareciese, el Tribunal Supremo
ha coartado la opcién del contrato temporal cuya causa fuese exclusivamente
tal ayuda o subvencién, debiendo recurrirse en este caso al contrato fijo (8).
Solamente tras la Ley 35/2010 se ha tenido en cuenta una mayor sensibilidad
hacia las Administraciones Publicas, al indicar que no acontece tal conversién
en fijo o indefinido si se trata de contratos de obra o servicios celebrados
por una Administracién o sus organismos pUblicos vinculados o dependientes,
o una Universidad, si estdn vinculados a un proyecto especifico de investi-
gacién o, para nuestro caso, vinculado a un «proyecto |...) de inversién de
duracién superior a tres afios» (DA 15°% apartado 2, in fine del Estatuto de
los Trabajadores).

Nos parece, no obstante, que mds alld de las conclusiones juridicas, el
legislador acredita un vaivén en su voluntad de reordenacién de las relaciones
laborales en el empleo publico. Si tanto el art. 15.5 como el art. 52.e y DA
15° del ET han sido medidas orientadas para reducir la precariedad en la
Administracién, el art. 10.1 del EBEP, y en concreto la opcién aqui analizada,
se orienta para salvaguardar a aquella de las consecuencias buscadas por
la legislacién laboral. Critica que formulamos al entender que el EBEP no ha
sabido coordinar o dar una respuesta uniforme y que supone que normas
aprobadas en un plazo temporal préximo (2001 y 2006 para las relaciones
laborales, 2007 para el EBEP) tienen obijetivos y logran consecuencias no sélo
diferentes, sino distantes en cuanto a su intencién final.

En segundo término, el art. 10.1.d) prevé una posibilidad (reconocida
para Aragén en el ALEPA en su art. 29.1.d), novedosa también en nuestro
sistema, de funcionario interino cuando acontezca un «exceso o acumulacién
de tareas por plazo méximo de seis meses, dentro de un periodo de doce
meses». Precepto que habiendo permanecido inalterado a lo largo del trémite
parlamentario, no es dificil encontrar su origen en una norma y contrato tam-
bién tipicamente laborales. Asi, el art. 15.1.b del Estatuto de los Trabajadores
prevé ofro contrato cldsico: el denominado eventual cuando las circunstancias
del mercado, acumulacién de tareas o exceso de pedidos asi lo exijan, adn

(8) STS de 30 de abril de 2001 y 7 de julio de 2003.
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tratdndose de la actividad normal de la empresa. La duracién mdxima del
contrato es de 6 meses, dentro de un periodo de 12. No es ajena a esta
previsién la recomendacién del Informe de la Comisién de Expertos, segin
la cual para supuestos como los detallados el plazo mdximo razonable era
el que fijaba ya la legislacién laboral, y de ahi que casi miméticamente se
haya trasladado el precepto del Estatuto de los Trabajadores al EBEP, si bien
aplicado ahora a los funcionarios interinos.

Esta modalidad de contrato temporal ha sido empleado de forma masiva
por las Administraciones Publicas y, tras la reforma laboral del 2006 y de
nuevo del 2010, le es de aplicacién también, aun cuando el contrato sea
correcto y adecuado al ordenamiento juridico, la cldusula de conversién en
fijo (o indefinido no fijo, en nuestro caso) del art. 15.5 del Estatuto de los
Trabajadores. A partir de aqui, no es dificil deducir que el legislador pretende
trasladar esa modalidad a los vinculos funcionariales interinos, salvaguardando
a los entes publicos de las consecuencias del referido art. 15. Incluso la fer-
minologia usada en el EBEP («exceso o acumulacién de tareas») es casi una
traslacién mimética de la redaccién del ET («acumulacidn de tareas o exceso
de pedidos...»). El nuevo art. 10.1.d del EBEP acota el dmbito —excluye las
«circunstancias del mercado»— de dificil incardinacién en la Administracién
Piblica pero claramente laboraliza esta férmula de interinidad funcionarial,
en una linea seguida igualmente por el ALEPA.

Sin embargo, el EBEP tampoco ha asumido las medidas de control y limi-
tacién del contrato eventual que la legislacién laboral prevé. Muchas son las
cuestiones que al respecto pueden plantearse, algunas de las cuales creemos
aqui oportuno mencionar. Entre otras, destacaremos que el art. 15.1.b del ET
indica que el periodo de 12 meses de referencia se cuenta a partir del momento
en que se produzcan las causas que justifican la eventualidad, previsién que
no recoge el EBEP. Tampoco se ha regulado la posibilidad de una modifi-
cacién de las dos referencias temporales a través de negociacién colectiva,
circunstancia que si sucede en el Estatuto de los Trabajadores cuando sea el
convenio colectivo sectorial el que lo prevea. No se incorporan igualmente
—ya lo hemos indicado— las limitaciones al uso de esta férmula que instituye
el art. 15.5 del ET, de tal manera que una Administracién se verd limitada
si recurre al contrato eventual pero no asi al funcionario interino «eventual».
Finalmente, tampoco se prevé lo que serd sin duda el nudo gordiano de la
problemdtica de estos nombramientos: el uso excesivo, descontextualizado o
reiterado, o incluso las prérrogas de aquellos.

No hay, en nuestro ordenamiento de empleo publico surgido del EBEP,
sancién o consecuencia a un mal uso de esta interinidad eventual: ni cuando
no se acredite el exceso o acumulacién de tareas —circunstancia sobre la
cual la jurisdiccién social ha tenido ocasién de pronunciarse en multitud de
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ocasiones—, ni cuando se incumplen los términos de referencia o, lo mds sig-
nificativo, cuando el (ahora) nombramiento eventual se prolongue mds alld de
los seis meses. No somos capaces de entrever la respuesta judicial, pues si bien
la consecuencia mds coherente seria que, ante un funcionario eventual de seis
meses reiteradamente nombrado o prorrogado en el tiempo se transformase en
un interino en plaza vacante, puede ser que tal plaza no exista en la plantilla.
Quizd plantear que una infraccién del art. 10.1.d del EBEP se reconduce a un
funcionario por ejecucién de programa de cardcter temporal seria la respuesta
juridica mds légica si ciertamente hay, tras el nombramiento, un real programa
con tal cardcter. Pero en ausencia de tal circunstancia, y también faltando un
puesto vacante en la plantilla, el EBEP no da respuesta a la irregularidad vy,
por tanto, parece como conclusién mds factible que el empleado continuaré
siendo funcionario interino, en una situacién de irregularidad evidente, pero
sin mayor consecuencia que la pendencia en este estado y, en todo caso, su
hipotético cese cuando el funcionario afectado supere algdn proceso selectivo,
cause baja por amortizacién o por finalizacién del vinculo, decretado por la
autoridad administrativa competente (9). Debemos tener en cuenta, ademds,
que la jurisdiccién es constante al tratar supuestos de contratos laborales de
las tipologias antes mencionadas (obra o servicio y eventuales, aunque mds
en el primer supuesto), en los que las irregularidades son palmarias en el
caso de las Administraciones, en especiales las locales, por lo que las nuevas
alternativas que ofrece el EBEP pueden permitir sortear estas dificultades y
sanciones juridicas.

Finalmente, queremos referirnos a la propuesta del ALEPA, que sefiala una
quinta circunstancia de inferinidad, al prever que serd posible la interinidad
funcionaria para los supuestos de reduccién de jornada del personal funcio-
nario, procesos de formacién o en el caso de jubilacién parcial, cuando las
necesidades del servicio lo requieran, y permitiendo también la generalizacién
del funcionario a tiempo parcial interino cuando se trate de sustituir a un
funcionario de carrera con ese régimen o bien para proveer interinamente un
puesto vacante proceso de cobertura que tenga la consideracién de a tiempo
parcial. Esta opcién del art. 29.1.) del ALEPA nos parece muy razonable, ya
que técnicamente, en ninguna de las cuatro causas del EBEP expresamente
no se prevé una solucién a esta circunstancia, cada vez mds presente en la
Administracién, en concreto la del tiempo parcial.

(?) Para evitar circunstancias parecidas, algunas normas autonémicas han recurrido al esta-
blecimiento de periodos mdximos de interinidad. Asi la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de funcién
P! Y y
piblica de la Administracién de Castilla y Ledn prevé el cese automdtico en su puesto de trabajo
del funcionario interino cuando transcurra el plazo méximo de dos afios desde la toma de posesién
(art. 15.4.¢).
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En conclusién creemos que en el uso de la interinidad funcionarial, tanto
en las cldsicas circunstancias de plaza vacante o sustitucién del titular como
en las novedosas incorporadas por el EBEP y también si se concreta el art.
29.1.) del ALEPA, pero también en cuanto se plantee en el dmbito laboral
temporal en la Administracién, hubiera sido deseable la incorporacién al EBEP
de tres ideas reguladoras del uso del empleo precario, que fueron sugeridas
por el Informe de la Comisién de Expertos de 2005 y que sin duda hubieran
dificultado todas las perversiones que hemos sefialado:

1°.— fijar con claridad la responsabilidad de las autoridades y funciona-
rios a los que se atribuya la irregularidad en la prolongacién del
nombramiento interino —o laboral temporal—;

2°.— la exigencia de informe previo del titular del érgano que tenga a su
cargo el asesoramiento legal de la Administracién en cuanto a la
correccién o no de la prérroga expresa o implicita del nombramiento
—o del contrato temporal —;

3°.— que tras el referido informe, el titular del 6rgano de contratacién o
nombramiento del funcionario quede sometido a la asuncién de res-
ponsabilidad por la comisién de irregularidades, en los tres ambitos
posibles (patrimonial, disciplinario o incluso penal) (10).

IV. EL PERSONAL EVENTUAL

Aunque con necesaria brevedad, queremos referirnos también al personal
eventual, de mucha menor importancia cuantitativa aunque no necesariamente
cualitativa, para que el lector pueda configurarse el conjunto normativo regu-
lador de las diferentes tipologias de personal que incluye el EBEP, aunque sin
animo de exhaustividad y dado también porque no es nada inhabitual que
directivos de Administraciones Piblicas, en especial las locales, ostenten esta
condicién de personal eventual

Regulado en el art. 12 del EBEP, el personal eventual ha mantenido a lo
largo de todo el tramite parlamentario idéntico redactado en cuanto a aquél
precepto regulador. Considerado empleado pdblico por el art. 8.2, tal como
venia sucediendo hasta el momento presente en que las leyes de funcién publica

(10) El Informe de la Comisién de Expertos era consciente del uso irregular de las figuras
de la interinidad funcionarial y la contratacién temporal y entre sus propuestas (vid. la propuesta
nom. 23, p. 67) se insisti6 mucho en estas medidas de cautela y de responsabilidad. En concreto,
y como conclusién final, se pretendia que quedara reflejado en el EBEP que «emitido dicho informe,
el titular del érgano de contratacién asume la responsabilidad personal de naturaleza disciplinaria,
patrimonial o, en su caso, penal, que le corresponda segun la legislacién vigente por la prolongacién
irregular de la relacién de servicio o laboral»
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lo incluian en la categoria de «personal al servicio de las Administraciones
Piblicas», el régimen juridico de tal tipologia de personal no ha sufrido sus-
tanciales modificaciones en cuanto a la regulacién prevista en el art. 20.2 y
3 de la LMRFP.

Aunque se trata de un colectivo de empleados poco numeroso, las funciones
que tienen atribuidas y su proximidad al poder politico lo hacen especialmente
significativo desde una perspectiva cudlitativa, hecho que se evidencia con mayor
claridad en el caso de las entidades locales que han incorporado desde el
afio 1986 numeroso personal eventual con funciones directivas, al amparo del
Texto Refundido de Régimen local (11), y, como hemos sefialado, es habitual
que los gerentes o directivos en la Administracién local ostenten tal condicién.
Sin embargo, muy acertadamente, esta posibilidad parece que se prescribird
en Aragén, ya que el art. 32.7 del ALEPA sefiala que tal personal eventual no
podrd desempefiar funciones directivas ni tampoco ejecutivas asi como tampoco
funciones reservadas a funcionarios o laborales; el texto de Anteproyecto resitia
muy acertadamente las reglas del juego hacia el futuro del personal eventual.

Las notas bdsicas que caracterizan este tipo de personal son las funciones
que desarrollan y el procedimiento de nombramiento y cese. En cuanto a las
primeras —funciones expresamente calificadas como de confianza o asesora-
miento especial—; en relacién al nombramiento y cese, uno y ofro contindan
siendo libres, esto es discrecionales por parte de la «autoridad» que tiene
competencia para ejercer tal competencia, aunque también se produce el cese
automdticamente cuando acontezca el fin del mandato o cese aquella autoridad
que lo nombré. En este sentido se mantiene el mismo régimen juridico existente
hasta el momento y asi se recoge en el art. 32 del ALEPA.

Igualmente, el EBEP mantiene la previsién de que los servicios prestados
como personal eventual no puedan computarse como mérito para acceder a
la funcién piblica o para la promocién interna. Creemos que debiera haberse
perfilado mejor esta regulacién, entendiendo que el concepto «funcidn piblica»
lo es en un sentido amplio —comprensiva también del personal laboral—, para
que ciertamente la finalidad del precepto —evitar que personal de libre nombra-
miento consolide con posterioridad una estabilidad como funcionario mediante

(11)  La dificultad de concretar el porcentaje de personal eventual se deriva de la ausencia de
datos contrastados y de la opacidad con que actéan muchas Administraciones en su nombramiento y
publicidad. Sin embargo, a titulo orientativo, puede sefialarse que en Catalufia, la encuesta llevada
a cabo para elaborar el Libro Blanco de la Funcién Piblica acredité que mientras sobre un total
de 143.946 empleados de la Generalitat, nicamente habia 189 empleados con tal condicién de
eventual, las Corporaciones locales, que sumaban un total de 77.182 efectivos, contabilizaban 823
efectivos como personal eventual asi como 456 empleados més que bajo la calificacién de «direc-
tivos», posiblemente en un porcentaje muy elevado también estaban vinculados a la Administracién
como personal eventual. GENERALTAT DE CATALUNYA (2005: pp. 257-259)
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la valoracién en la fase de concurso de aquellos servicios prestados— impida
también el acceso a la condicién de trabajador. Asi lo efectia saludablemente
el ALEPA, que incluso la exclusién de este mérito tanto para ser funcionario,
contratado laboral o para la promocién interna (art. 32.5).

Tampoco ha sufrido modificacién la regla que prevé el régimen juridico
que regird su relacién con la Administracién. Con idéntica redaccién que la
prevista para el funcionariado interino, al personal eventual le es aplicable,
en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condicidn, el régimen general
de los funcionarios de carrera (art. 12.5 EBEP). Fundamentalmente las excep-
ciones vendrdn determinadas, también aqui, por la inexistencia del derecho
al cargo —recuérdese que una de sus principales notas caracteristicas es el
«cardcter no permanente» del mismo, ex art. 12.1 EBEP—, si bien el régimen
de excepciones es mucho mds amplio que las aplicables al funcionario interino,
y se derivan del cardcter de las funciones desarrolladas y su especial relacién
intuitu personae con la autoridad que lo nombra.

En donde si se han producido una modificacién significativa es en el
conjunto normativo que se recoge en el art. 12.2 de la LEBEP, y que flexibiliza
la estructura prevista hasta el momento por el art. 20.2 de la LMRFP.

En la LMRFP se indicaba que correspondia al Gobierno central y en el
dmbito de sus competencias al Gobierno autonémico y al Pleno de las Cor-
poraciones locales determinar el nimero de puestos de personal eventual, sus
caracteristicas y sus retribuciones. El EBEP flexibiliza esta previsién, derivando
a la ley de funcién piblica de la Administracién del Estado y a las correspon-
dientes leyes autonémicas, que se promulguen en desarrollo del EBEP, la deter-
minacién de qué érganos de gobierno de cada Administracién piblica podrén
disponer de este tipo de personal. En este primer apartado pues, acontece una
remisién a futuras normas, pero con rango de ley, lo que impedird un desarrollo
por via reglamentaria en esta cuestién concreta. En concreto, el ALEPA indica
que el asesoramiento lo serd al Presidente y los Consejeros del Gobierno, o
al Alcalde o Presidente de la entidad local. El nimero méximo de personal lo
deberd establecer cada Administracién aragonesa (arts.32.1 y 2).

Debemos sefialar, no obstante, que el redactado ambiguo del art. 12.2 de
la LEBEP nos permite deducir que la restriccién que fijaba el art. 20.2, segundo
pdrrafo de la LMRFP ha desaparecido correspondiendo en el futuro a cada
ley de funcién publica de desarrollo establecer qué érgano podré nombra o
cesar. Téngase en cuenta que el referido articulo de la LMRFP indicaba que el
nombramiento y cese correspondia «exclusivamente» a los Ministros y Secreta-
rios de Estado, a los Consejeros de Gobierno de cada Comunidad Auténoma
y a los Alcaldes y Presidentes de las Corporaciones Locales. Nada de ello ya
se regula en el art. 12.2 del EBEP, sino que la remisién a la ley de desarrollo
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indica que ésta determinaré «los érganos de Gobierno de las Administraciones
Piblicas que podrdn disponer de este tipo de personal»; si bien no se esta-
blece que en esta remisién también deberd concretarse quien podrd nombrar
y cesar, parece légico que asi sea, habiendo renunciado el Estado a través
de una norma bdsica —como hasta ahora acontecia— a efectuarlo, lo cual
permitird solventar las dudas existentes hasta el momento sobre nombramientos
y ceses llevados a cabo por autoridades u érganos diferentes a los que fijaba
la norma bdsica estatal, que entenderemos quedardn plenamente ajustados
a Derecho si asi se prevé (12). En este ltimo sentido se manifest6 el Informe
de la Comisién de Expertos de marzo de 2005 al sefialar que deberia corres-
ponder a la Administracién del Estado, a las Comunidades Auténomas y a las
Corporaciones locales asi como a otras entidades administrativas, dentro de
los mdrgenes de la legislacién que les pueda ser aplicable, «especificar {....)
los altos cargos que pueden disponer de este tipo de personal».

En un segundo apartado, sin embargo, se mantiene la previsién actual
de que el nimero méximo de empleados en régimen eventual es fijado por el
érgano de gobierno de cada Administracién, y hemos de deducir también que
sus retribuciones y las caracteristicas de los puestos. En esta linea, el art. 32.1
y 2 del ALEPA deriva a la Administracién respectiva su concrecién.

Finalmente, el art. 12 del EBEP intenta limitar la opacidad que caracteriza
el nombramiento, cese y las condiciones —sobre todo retributivas— de este
personal, aunque se queda a medio camino de las propuestas que efectué en
su momento el Informe de la Comisién de Expertos. En tanto que en éste se
sefialaba que la Ley debia establecer la obligacién de cada Administracién
de informar periédicamente «al piblico» del nimero de empleados eventua-
les con que cuentan, funciones que llevan a cabo, érganos en que prestan
sus servicios y la retribucién global, y todas las variaciones que acontezcan
sobre estos datos, el EBEP concreta Unicamente que el nimero y condiciones
retributivas del personal eventual deberdn ser piblicas (art. 12.2 in fine). Sin
embargo, nos parece que las recomendaciones del Informe de la Comisién
pueden ser perfectamente asumidas por las respectivas Leyes de funcién piblica
que desarrollen el EBEP, opcién que no sélo creemos correcta juridicamente
sino también saludable desde el punto de vista de la gestién de los recursos
humanos y de la actuacién politica derivada de aquella, para el caso de un

(12)  Asi, las leyes de funcién piblica autonémicas ampliaban —como mucha légica juridica,
pero con dudas sobre su adecuacién a la norma bésica estatal— la competencia de nombramiento
y cese al Presidente de la Comunidad (vid.art. 12 de la Ley de funcién piblica catalana Decreto
Legislativo 1/1997, de 31 de octubre). El art. 9.1 del Decreto 214/1990, de 30 de julio, de Regla-
mento de Personal al servicio de las entidades locales de Catalufia atribuye también al Pleno o al
6rgano maximo de la entidad local la competencia para nombrar personal eventual que no sea de
confianza o asesoramiento especial —esto es, el personal eventual directivo—.
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colectivo tan singular pero significativo como es el eventual. El ALEPA sefala
que el nombramiento, condiciones retributivas y cese se publicardn en el BOA,
lo cual permite cuanto menos un mayor grado de publicidad.

V. UNA REFLEXION PREVIA AL ESTUDIO DEL PERSONAL LABORAL:
FUNCIONES ATRIBUIDAS A PERSONAL FUNCIONARIO Y FUN-
CIONES DE POSIBLE ATRIBUCION A PERSONAL LABORAL SEGUN
EL EBEP Y EL ANTEPROYECTO DE LEY DE EMPLEO PUBLICO DE
ARAGON

De conformidad con el art. 9.2, con cardcter de norma bdsica, corres-
ponde al personal funcionario, en exclusiva, el ejercicio de las funciones que
impliquen la participacién directa o indirecta en el ejercicio de las potestades
pUblicas o en la salvaguarda de los intereses generales del Estado y de las
Administraciones Publicas. No obstante, a esta primera redaccién se incorporé
en el trémite parlamentario un pérrafo final in fine: tal reserva en exclusiva se
efectuard «en los términos que en la ley de desarrollo de cada Administracién
publica se establezca». A esta previsién debe afiadirse la que efectia —con
escasa sistemdtica (13)— la DA 2°.1 del EBEP, segin la cual en las Corpora-
ciones locales, son funciones piblicas, reservadas en exclusiva a funcionarios,
las que impliquen ejercicio de autoridad —a través de funcionarios propios— y
aquellas que tradicionalmente son atribuidas a los funcionarios con habilitacién
de cardcter estatal, manteniéndose asi la redaccién del art. 92 de la Ley de
Bases de Régimen Local de 1985 (LBRL) —precepto derogado por el EBEP—,
aunque suprimiéndose la diccién final in fine del articulo de esta Ley, que tam-
bién incluia la reserva funcionarial a los puestos que por su propia naturaleza
debian adscribirse a tal tipo de personal en garantia de una mayor objetividad,
imparcialidad e independencia (14).

Con esta previsién, parece claro que la resultante es, que por un lado,
hay un nicleo de reserva forzosa a favor del personal funcionario, si bien tal
descripcién —aparentemente rotunda— puede ser moldeada porque cada ley
de funcién publica que se apruebe podrd concretar y desarrollar tal reserva.

(13) La sistemdtica nos parece ausente porque en realidad la DA 2° se titula «funcionarios con
habilitacién de cardcter estatal», en tanto que su primer apartado, punto 1, incorpora las funciones
que impliquen ejercicio de autoridad, que conjuntado con el apartado 1.2, vienen referidas a los
funcionarios propios y no a los habilitados.

(14) Supresién que nos parece inadecuada, porque interpretada como lo habia hecho la
jurisprudencia, reforzaba la atribucién a personal funcionario de muchos puestos de las Corporaciones
locales. En concreto, la STS de 19 de octubre de 2005 razoné que corresponde a la Administracién
la carga de demostrar que en las funciones de un determinado puesto resultan indiferentes las referidas
notas de obijetividad, imparcialidad e independencia.
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En consecuencia, se abre al desarrollo legislativo la interpretacién y disefio
del alcance de la descripcién inicial del art. 9.2 del EBEP.

Por otro lado, el art. 11.2 no efectia ninguna descripcién especifica de
qué puestos podrén ser desarrollados por personal laboral (15). Al contrario,
la remisién es clara y rotunda a favor de las leyes de funcién piblica que en
el futuro se aprueben, en donde se fijardn los criterios para la determinacién
de qué puestos «pueden ser desempefiados por personal laboral», con los
limites del antes mencionado art. 9.2. Por tanto, el desarrollo legislativo deberd
respetar el nicleo esencial de este Gltimo precepto, pero a partir de alli cada
norma legal tendré el margen de maniobra que considere adecuado.

La entrada en vigor del EBEP permite pues mantener plenamente vigente
la Ley de Medidas para Reforma de la funcién poblica (LMRFP) y las leyes
autonédmicas que han previsto un régimen general de reserva de puestos a
personal funcionario y la posible adscripcién a personal laboral de un listado
de puestos especifico. Se mantiene asi en vigor —pues no se ha derogado
expresamente— el art. 15.1 de la LMRFP, para el dmbito estatal y las enti-
dades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social (que no tenia ni
tiene cardcter bdsico)— y naturalmente también las leyes autonémicas que han
seguido, prdcticamente todas, el sistema de listado de la ley estatal.

A partir de aqui, es evidente que se configura un panorama en el empleo
pUblico transitorio y otro de evolucién futura. Tras la entrada en vigor del EBEP
entendemos que, permaneciendo vigentes las leyes que regulan los puestos
de atribucién funcionarial y laboral, el régimen se mantiene en gran medida
idéntico. Para el Estado y la Seguridad Social se mantendré el dmbito del art.
15.1.c de la LMRFP y, en las Comunidades Auténomas, regirén las leyes auto-
némicas y las que se hayan aprobado para el régimen local. Ademds, en esta
Gltima esfera, la disposicién derogatoria tnica del EBEP afecta al Capitulo 11l del
Titulo VII, pero no asi el Capitulo IV, y alli se califican como normas bésicas los
arts. 167 y 169, por lo que con cardcter general, también las Corporaciones
locales mantienen un régimen claramente funcionarial (16).

(15) A diferencia de lo que si planteé en su momento el decaido proyecto de ley de Estatuto
bésico de la funcién piblica de 1999, y como también lo han pretendido algunas enmiendas, recha-
zadas en el trdamite parlamentario, del vigente EBEP. Vid., en este sentido, la enmienda num. 342 del
grupo parlamentario popular en el Congreso (BOCG 24-11-2006) y ndm. 61 del mismo grupo parla-
mentario en el Senado (BOCG, Senado, 21-2-2007), cuyo objetivo era asegurar y complementar el
principio general establecido en el art. 9.2 del EBEP plasmando «la doctrina establecida por el Tribunal
Constitucional al concretar las actividades que pueden ser desempefiadas por el personal laboral».

(16) Asi, el art. 169 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, sefiala que
los puestos de trabajo predominantemente burocrdticos de las Corporaciones locales habrén de ser
desempefiados por funcionarios técnicos, de gestién, administrativos o auxiliares de administracién
general, segin el redactado dado por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, que atribuyé ademds
a este precepto el caracter de norma bésica.
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1. Las funciones del personal funcionarial ex. art. 9.2 del EBEP
y en el Anteproyecto de Ley de Empleo Publico de Aragén de
2010

La descripcién de funciones del art. 9.2 del EBEP trae su origen en el
derecho comunitario europeo. Debemos pues, aqui, plantear cual es el contorno
interpretativo del alcance de este precepto e intentar fijar si tal interpretacién
debe cefirse también a la que ha efectuado el Tribunal de Justicia de la Unién
Europea.

Al respecto, es importante llamar la atencién sobre lo que, a nuestro
juicio, una posible fuente de equivocos La insercién de la nocién de empleo
publico a los efectos de la libre circulacién de trabajadores en la Unién Euro-
pea como férmula para definir el nicleo esencial de la funcién piblica de
carrera, atribuyéndola a funcionarios —opcién acogida por el EBEP— supone
que se materialice en un casi absoluto mimetismo con el precepto regulador
del acceso al empleo publico espafiol de nacionales de otros paises, de tal
manera que la redaccién de aquél (art. 57 del EBEP) afirma que «los nacio-
nales de los Estados miembros de la Unién Europea podrdn acceder, como
personal funcionario {...) a los empleos publicos, con excepcién de aquellos
que directa o indirectamente impliquen una participacién en el ejercicio del
poder publico o en las funciones que tienen por objeto la salvaguardia de los
intereses generales del Estado o de las Administraciones Piblicas». La Gnica
leve distincién existente entre el art. 9.2 y el art. 57.1 es que en un supuesto
se refiere a la participacién directa o indirecta en el ejercicio de potestades

publicas (art. 9.2) y en otro del poder publico (art. 57.1).

Nos obliga a ello a considerar cudl es la interpretacién que ha efectuado
la jurisprudencia comunitaria sobre tal literal descripcién acogida por el art.
57.1 y miméticamente asumido por el art. 9.2, para plantear si aquella ha de
ser la misma en un supuesto u ofro. Avanzamos aqui nuestra opinién: la que
debe darse al art. 57.1 tiene que ser acorde con el derecho comunitario, y por
tanto de cardcter restrictivo, en tanto que la interpretacién del art. 9.2 debe
hacerse de conformidad con la doctrina del Tribunal Constitucional.

El redactado del art. 57.1 —y de su antecedente, en la Ley 17/1993,
de 23 de diciembre— tiene su razén de ser en el derecho comunitario y en
la decidida apuesta por la libre circulacién de trabajadores, también en el
empleo piblico. El Tratado por el que se instituyd la CEE en 1957 exceptud,
en su art. 48.4, de la libre circulacién de trabajadores en el interior de la
entonces Comunidad a los «empleos en la Administracién Péblica». A partir
de aqui, el Tribunal de Justicia de la UE ha interpretado de manera restrictiva
la excepcién relativa a los empleos en la Administracién, de tal manera que
ese nicleo esencial del empleo piblico, desde la 6ptica comunitaria, lo es en
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tanto en cuanto a la posibilidad de acceso de ciudadanos de otros paises de
la Unién.

Asi, en sus inicios, ya fij6 que la excepcién sélo afectaba a los empleos
que supusieran la ya referida participacién directa o indirecta en el ejercicio
del poder publico y en funciones de proteccién de los intereses del Estado
u ofras colectividades puiblicas, y que ello comportara también por parte de
tales empleados, la existencia de una relacién particular de solidaridad con
el Estado (17).

Desde la éptica del Tribunal, quedan fuera de la interpretacién un ingente
nimero de funciones que aunque desempefiadas por el poder piblico no
implican ejercicio de autoridad ni tampoco actuacién de ningln tipo en bene-
ficio del interés general o pdblico; en ese mismo sentido se ha pronunciado
la Comisién Europea, a quien el Tratado de la CEE confié la tarea de garan-
tizar la aplicacién correcta de las reglas comunitarias. Esta misma Comisién
emprendié en los afios 80 del pasado siglo XX la tarea de enumerar, por un
lado, aquellas actividades excluidas de la libre circulacién y por otro, aquellas
que no lo estén (18). Segin el criterio impulsado por el érgano comunitario,
este tipo de puestos es muy reducido. Sentencia a sentencia, o a través de
las comunicaciones de la Comisién, se ha ido delimitando el alcance de la
restriccién, y asi se incluyen en este nicleo esencial las Fuerzas Armadas, la
policia y otras fuerzas del orden, el poder judicial, la administracién fiscal y
la diplomacia, asi como también los empleos del dmbito de los ministerios del
Estado, Gobiernos regionales, colectividades territoriales u otros organismos
asimilados siempre que ejerzan actividades ordenadas en torno a un poder
juridico publico del Estado o de una persona moral de derecho piblico, como
es la elaboracién de actas juridicas, ejecucién de estas actas, el control de
su aplicacién y la tutela de los organismos independientes; sin embargo no
todos los puestos lo serdn, por cuanto no todos ellos comportan ejercicio de
autoridad puiblica o la responsabilidad de atender los intereses generales de
la Administracién.

En conclusién, la jurisprudencia actual del Tribunal de Justicia de la UE
deduce que todos aquellos puestos que impliquen funciones de ejecucién de
labores instrumentales, de apoyo, asesoramiento, tareas administrativas, ase-
soramiento técnico, entre otras, deben permanecer abiertos a los ciudadanos
comunitarios. Igualmente, en cuanto a sectores concretos, se considera que
no hay motivos para la exclusién —por aparecer claramente alejados de las
actividades especificas de la Administracién Piblica en el sentido definido por

(17) STICE de 17 de diciembre de 1980 (Comisién vs. Reino de Bélgica, nim.149/1979).
(18) Nos referimos, en especial, a la relevante Comunicacién de la Comisién de 18 de
marzo de 1988.
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el Tribunal de Justicia de la Unién, salvo casos muy excepcionales (19)— los
puestos de organismos que gestionan servicios comerciales, servicios operativos
de sanidad publica, ensefianza en establecimientos publicos y la investigacién
con fines civiles. Todo ello comporta que para cada supuesto serd preciso
«investigar si son o no caracteristicos de actividades especificas de la Admi-
nistracién» en el sentido remarcado por la jurisprudencia comunitaria, lo que
conlleva que el criterio de aplicabilidad del art. 48.4 del Tratado de la CEE
es funcional, al tener en cuenta la naturaleza de las tareas y responsabilidades
del empleo especifico (20). En resumen, si esta interpretacién del Tribunal de
Justicia, elaborada para resolver una cuestién concreta y especifica, se exten-
diera al art. 9.2, podria afirmarse que ciertamente el EBEP abre la puerta a la
laboralizacién masiva de nuestras Administraciones publicas, por cuanto ese
nicleo esencial serd muy reducido y supone que la mayoria de los empleos en
los sectores de investigacién, sanidad, transporte, correos o ensefianza (21),
entre ofros muchos, quedarian ajenos a la funcionarizacién.

Sin embargo, a nuestro juicio, la interpretacién que debiera hacerse del
art. 9.2 no es la misma que la que debe discurrir en torno al art. 57. Al
contrario, aunque la diccién literal sea idéntica, la finalidad y alcance de uno
y otro precepto son distintos. Aquél dltimo debe interpretarse forzosamente
de conformidad con el derecho comunitario, mientras que el primero de los
preceptos debe hacerse de acuerdo con nuestra Constitucién. En este sentido,
creemos plenamente vigente la posicién del Tribunal Constitucional, emanada
de la STC 99/1987, y en este sentido, que la CE ha efectuado una opcién,
con cardcter general, a favor del régimen estatutario de los servidores publicos,
debiendo ser la Ley, de conformidad con el art. 103.3 de la Carta Magna, la
que establezca en qué casos y con qué condiciones son posibles otras férmulas
juridicas de empleo publico (FJ 3°.c STC 99/1987). La doctrina constitucional
espafola se orienta, por consiguiente, a que el régimen general debe ser el
funcionarial y entendemos que se confirma en la STC 37/2002 pues aun
cuando salva la constitucionalidad del ya derogado art. 92.2 de la LBRL, no
impide considerar que precisamente este precepto debia interpretarse en el

(19)  En cuyo caso, la Comisién reserva a los Estados la posibilidades de demostrar que, para
un trabajo preciso, existe una relacién con actividades especificas de la Administracién piblica, lo
que justifica, por excepcién la aplicacién de la derogacién.

(20)  Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad de 2 de julio de 1996 (Comisién
Europea vs. Gran Ducado de Luxemburgo, C.473/1993).

(21) Asi, el requisito de excepcién no se puede aplicar a los profesores en précticas (Sen-
tencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad de 3 de julio de 1986, Lawrie-Blum 66/1985) o
de los profesores de ensefianza secundaria (Sentencia del Tribunal de 27 de noviembre de 1991
Allué y Coonan 33/1988) o primaria (sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 8
de diciembre de 1999, demanda contra la Repiblica Francesa).
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sentido de que sélo puede quedar reservado al personal laboral dentro de la
Administracién —en este caso, la local— el ejercicio de aquellas funciones no
decisorias o que no impliquen una especial responsabilidad (22).

Ello nos permite plantear dos consideraciones como conclusién: en pri-
mer lugar, que el art. 9.2 del EBEP debe interpretarse de conformidad con la
doctrina del Tribunal Constitucional espafiol, y no con los criterios del Tribunal
de Justicia de la Unién Europea; y en segundo término, que las leyes de desa-
rrollo tanto estatales como autonémicas (art. 9.2 in fine y art. 11.2 del EBEP),
al momento de instituir los criterios para la determinacién de los puestos de
trabajo que pueden ser desempefiados por personal laboral, aunque pueden
asumir un margen ciertamente amplio, no deben sobrepasar los limites que la
referida jurisprudencia constitucional ha fijado y que la Exposicién de Motivos
del EBEP establece también con claridad: «principio constitucional de que el
régimen general del empleo publico en nuestro pais es el funcionarial», que
supone que «por imperativo constitucional no puede ser éste [el laboral] el
régimen general del empleo publico en nuestro pais, ni existen razones que
justifiquen hoy una extensién relevante de la contratacién laboral en el sector
publico...». En este sentido, por ejemplo, por aplicacién de la Ley 55/2003
de 16 de diciembre, el personal de los servicios publicos de salud serd esta-
tutario (relacién funcionarial especial) y el personal de los servicios pdblicos
de ensefianza ostenta mayoritariamente la condicién de funcionario porque
asi lo ha previsto la legislacién especifica espafiola (23), lo que no impide en
un caso y otro que sea posible el acceso a ciudadanos comunitarios, en base
al principio que hemos planteado de interpretacién diferente —aunque sobre
una redaccién literal casi idéntica— de los arts.9.2 y 57 del EBEP.

(22) FJ 6°, en relacién con el antecedente 4° de la STC 37/2002. También entendemos que en
este sentido se ha manifestado el Tribunal Supremo. Asi, la STS de 29 de noviembre de 1994 afirma
la existencia de un principio general en la elaboracién de las RPT en virtud del cual el personal de
las Administraciones Piblicas debe tener la condicién de funcionario, salvo puestos muy concretos.
Incluso se ha afirmado, aun al fratar el concepto de ejercicio de autoridad, que éste debe interpretarse
en un sentido amplio para quedar reservado a funcionarios, de tal manera que los puestos de jefe
de negociado, seccién y en general de mando o direccién suponen tal ejercicio de autoridad (SSTS)
Andalucia/Granada de 7 de octubre de 1996 y 5 de mayo de 1997) y, con mayor extensién, que
«de la jurisprudencia expuesta se deduce que todos aquellos puestos de jefatura que se establezcan
en una relacién de puestos de trabajo de una Administracién no pueden desempenarse por personal
laboral que preste servicios en la misma...» (SSTS) Andalucia/Granada de 21 de julio de 1997, en
dos pronunciamientos de igual fecha; también STS) Andalucia/Granada de 9 de marzo de 1998).
La Abogacia del Estado, en el recurso sustanciado que dio como resultado la STC 37/2002, tam-
bién argumenté que restarian excluidos los puestos con funciones decisorias y los que impliquen una
especial responsabilidad.

(23) La opcién por el régimen funcionarial es clara en la ensefianza piblica espafiola a
nivel no universitario, como lo acredita la Ley Orgdnica 2/2006, de 3 de mayo, de Educacién (DA
6%y siguientes).
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Por ello saludamos muy positivamente la opcién del ALEPA y que en su
trémite parlamentario la propuesta que efectia llegue a buen término.

En el caso de Aragén, si el texto del ALEPA entrara en vigor, debemos
destacar que el entframado y concrecién es mucho mds perfecto y seguro que el
que se deriva del EBEP. Se efectia una clara reserva de funciones en su art. 30,
que recoge la redaccién del EBEP, y matiza que salvo supuestos excepcionales,
los puestos de trabajo con funciones instrumentales no participan del ejercicio
indirecto de potestades publicas, abriendo la via a su laboralizacién.

Por ofro lado, se concreta con mucha precisién que puestos son los de
reserva previstos en el EBEP: participacién directa en procedimientos admi-
nistrativos sancionadores, de inspeccién, fiscalizacién o control, ejercicio de
funciones de autoridad —concretando estas funciones, por lo que el concepto
deja de tener en gran medida un cardcter indeterminado—, la exaccién de
tributos, y las tradicionales funciones reservados a los habilitados estatales de
las corporaciones locales, pero con una definicién que es aplicable a cualquier
Administracién aragonesa. Por otro lado, siguiendo el modelo surgido de la
reforma del 1988 de la Ley 30/1984 estatal, se detallan hasta 12 supuestos
en donde las Administraciones aragonesas podrdn, potestativamente, recurrir
al contrato de trabajo. Algunas ya cldsicas, previstas en la Ley 30/1984 y en
la LFPA vigente al momento de redactar estas lineas y ofras novedosas, como
los contratados en prdcticas, los puestos vinculados a nuevas tecnologias de
comunicacién e informacién —con el limite de que no incurran en la reserva de
funciones del art. 30, la muy saludable excepcién a favor de la laboralizacién
para puestos de trabajo reservados para personal con discapacidad intelectual
moderada, ligera o limite y a las personas con sordera prelocutiva profunda,
severa o media, entre otras. (vid., art. 31.3 del ALEPA).

VI. ESPECIAL REFERENCIA AL PERSONAL LABORAL AL SERVICIO DE
LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS

Entre las razones que justifican la elaboracién de una nueva ley, que se
denomina Estatuto Bdsico del Empleado Piblico, quiza la més significativa y de
mayor trascendencia, es que frente a la dicotomia entre personal funcionario
y personal laboral, que ha lastrado el debate sobre el empleo publico en las
dos ¢ltimas décadas en Espaiia, es la existencia de un colectivo muy relevante,
cuantitativa y cualitativamente, de personal vinculado por un contrato de trabajo
y sometido, en mayor o menor intensidad, al Estatuto de los Trabajadores y a
la legislacién laboral, incluida la convencional.

No es poca la extensién que la Exposicién de Motivos del EBEP dedica
a la cuestién, y en el propio inicio de la misma, al referirse a que tal EBEP
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contiene aquello que es comin al conjunto de funcionarios espafioles, «mds las
normas legales especificas aplicables al personal laboral a su servicio», para
acto seguido afirmar que pese a la existencia del principio constitucional de
que el régimen general del empleo piblico en Espafia es el funcionarial, con
el Estatuto se «reconoce e integra la evidencia del papel creciente que en el
conjunto de las administraciones publicas viene desempefiando la contratacidn
conforme a la legislacién laboral».

Aunque el EBEP parte de la primera premisa sefialada y que haga un
ejercicio dialéctico peculiar —en el sentido de que no «existen razones que
justifiquen hoy una extensién relevante de la contratacién laboral en el sector
publicor—, plantea dos afirmaciones que ciertamente deben destacarse. En
primer término, lo que la Exposicién de Motivos denomina «porcentaje signi-
ficativo» de empleados laborales, que compartimos plenamente. La segunda,
que el personal laboral incorpora, por razén de su estatuto juridico, una mayor
flexibilidad y «una mayor proximidad a los criterios de gestién de la empresa
privada», afirmacién que puede ser cuestionable, pero que en todo caso asi
se entiende por parte del legislador del momento.

Segun los datos a fecha 1 de enero de 2004, la Administracién espafola
se componia de 2.342.687 efectivos. En la Administracién del Estado, el 24,1%
eran trabajadores, frente a un 73,1% de funcionarios (136.000 empleados
sujetos a vinculos laborales). En las Comunidades Auténomas, los servicios
generales —esto es, todos los prestados excepto docencia no universitaria,
instituciones sanitarias, fuerzas de seguridad y justicia— suponian una casi pari-
dad entre personal laboral y funcionario. En esa misma fecha, el profesorado
universitario espafiol ya ascendia —con sélo dos afios de aplicacién de la Ley
Orgdnica 6/2001 de 21 de diciembre de Universidades— al 24,2% del total
de las plantillas, y suponia al 43,5% en el colectivo de personal de administra-
cién y servicios. Finalmente, segun las cifras del Informe del CES de 2004, el
80,3% de los empleados de las Corporaciones locales eran trabajadores frente
a un reducido 22,1% de funcionarios, cifras nada insignificantes si se tiene en
cuenta que en ese afo el personal al servicio de los entes locales sumaba en
Espafia un total de 545.557 efectivos. 5 afios mds tarde, el panorama de la
laboralizacién sigue igual de intenso y significativo, colindante al crecimiento
del empleo piblico. Segin las estadisticas consolidadas a julio del 2009, el
empleo piblico total en Espafia ascendia a 2.660.000 empleados, la mitad
de los cuales corresponde a las Comunidades Auténomas y casi el 24 por
ciento a las Corporaciones Locales. El indice de laboralizacién es muy intenso,
como lo acreditan los 130.000 trabajadores de la Administracién del Estado
frente a los 441.000 funcionarios ptblicos. En el caso de Aragén, los efectivos
pUblicos sumaban 92.000 empleados, distribuidos fundamentalmente entre la
Comunidad, con 44.000 y las Administraciones locales, con 19.000, si bien la
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Universidad de Zaragoza sumaba por si sola algo més de 5.300 empleados.
Aunque carecemos de datos exactos, puede afirmarse que la laboralizacién
estd muy extendida en el mundo local, como lo acredita la intensisima nego-
ciacién colectiva que el personal laboral de las entidades locales aragonesas
lleva a cabo. La importancia del estudio y de las propuestas del personal
laboral es clave e ignorarlo es no llevar a cabo una auténtica reflexién sobre
el empleo pdblico en Espaiia.

1. ¢El personal laboral como relacién laboral especial?

El debate que desde 1984 ha habido entre la doctrina laboralista espafiola
ha sido la de convenir si el personal laboral al servicio de las Administraciones
Piblica debia configurarse como una relacién laboral especial o si, de facto,
ya lo era. No son escasos los autores que han postulado tal opcién, pero tam-
bién muchos los que se han opuesto. También la jurisprudencia ha planteado
que no pocas son las peculiaridades que podrian obligar a considerar que,
en la prdctica, el vinculo del trabajador poblico era una relacién especial y
el propio Informe de la Comisién de Expertos ya destacaba como engafiosas
las previsiones legales que afirmaban —ain hoy— que al personal laboral le
es plenamente aplicable la legislacién laboral (24).

El EBEP no responde a la cuestidn, y en este sentido creemos que el legis-
lador ha sido excesivamente prudente. A nuestro juicio, existen razones —no
pocas y de gran importancia— que permiten contemplar al vinculo laboral
como una relacién laboral especial, méxime cuando en este sentido se han
desarrollado otras cuantitativamente no tan relevantes en el seno mismo de la
Administracién, cual es el caso de minusvdlidos ocupados en centros especiales
de empleo —muchos de ellos insertos en entidades piblicas— o los médicos
internos residentes (25).

Sin embargo, el EBEP plantea, en la préctica, una respuesta afirmativa al
debate, si bien sin concretarlo de manera expresa. Dos son las razones que
nos permiten esta conclusién.

(24)  Asi, la LFCE indicaba que los trabajadores de la Administracién Pblica son contratados
«de acuerdo con la legislacién laboral, que les seré plenamente aplicable» (art. 7.1). El art. 177.2,
segundo pdrrafo, del Real Decreto Legislativo 781/1986 continia afirmando —precepto no dero-
gado por el EBEP— que, en las Corporaciones locales, «el régimen de tales relaciones serd, en su
integridad, el establecido en las normas de Derecho laboral»

(25) Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenacién de las profesiones sanitarias, desa-
rrollada por el Real Decreto 1146/2006, de 6 de octubre, aplicable a todos los establecimientos
sanitarios publicos —también privados— de Espafia donde se encuentren ubicados los centros o
unidades docentes acreditados para la formacién de especialistas en Ciencias de la Salud.
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En primer lugar, los giros terminolégicos que efectia la Exposicién de
Motivos del EBEP. No se esconde al legislador que tanto el conjunto normativo
ya vigente antes del Estatuto Bdsico como el propio tratamiento de la juris-
prudencia, han conformado una «relacién laboral de empleo piblico», que
asume «especificidades» y «normas de derecho publico» que la aproximan o
confunden con la funcionarial. Sin afirmar, pues, que la relacién laboral que
ahora estudiamos es especial, si puede deducirse que para el EBEP supone una
regulacién conjunta de determinadas peculiaridades que propias del funciona-
riado, afectan también a los trabajadores, de tal manera que el Estatuto Bdsico,
desde la perspectiva del art. 149.1.17° de la CE —esto es, la competencia
exclusiva estatal en materia laboral— incorpora «las normas que configuran
esta relacién laboral de empleo piblico».

Ello nos lleva a la segunda de las reflexiones, que nos permite afirmar lo
que hemos mantenido, cudl es que el estudio pormenorizado del EBEP supone
que no son pocas las cuestiones que se incorporan al vinculo laboral del
empleado publico y que sobrepasan a una simple modulacién para convertir
realmente a tal vinculo en esta relacién laboral de empleo piblico. No nos
extenderemos aqui, si en los siguientes apartados, pero que nos permiten con-
cluir las sustanciales diferencies que hay entre un contrato en el sector privado
y un contrato en la Administracién.

Por consiguiente, no habiéndose recogido expresamente como relacién
laboral especial, si creemos podria incluirse ya como una relacién que, sin
merecer tal calificativo legal, posee unos indiscutible rasgos peculiares; si
bien doctrinalmente se ha planteado la existencia de vinculos «comunes con
peculiaridades» en nuestro Derecho del Trabajo, creemos que el personal
laboral superaria tal estadio para insertarse a medio camino entre esa Gltima
calificacién y la relacién laboral especial, siguiendo asi la misma légica que
acontece con el contrato de trabajo del personal civil no funcionario al servicio
de los establecimientos militares. En nuestro supuesto, aceptando la diccién de
«relacién laboral de empleo piblico», el EBEP conforma al personal laboral
como un colectivo de empleados sujeto a un régimen juridico laboral cierta-
mente singular que merecerd, en el futuro, un estudio pormenorizado dentro
del andlisis propio del empleo piblico en Espafia.

2. Concepto de personal laboral

Conceptualmente, el EBEP no aporta, en su art. 11.1, una definicién de
personal laboral diferente a la ya existente hasta su entrada en vigor, si bien
se incorpora —fruto de una enmienda en el Senado— una previsién, aparen-
temente, de gran importancia que no obstante no es tal, vista la justificacién
dada a la referida enmienda.
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Juridicamente, el concepto de trabajador o personal laboral al servicio de
la Administracién continta derivandose de la definicién dada por el Estatuto de
los Trabajadores, esto es, se trata de un empleado vinculado con un empresario
por una relacién de servicios por cuenta ajena, retribuida, sometido al dmbito
de direccién y organizacién de tal entidad pdblica.

No se manifiesta asi el EBEP ni tampoco el ALEPA —excepcién hecha de
la referencia expresa al cardcter retribuido de los servicios prestados— pero
debemos deducir que tal conclusién es ésta por cuanto explicitamente se define
al personal laboral como aquel que estd vinculado con la Administracién por
un «confrato de trabajo». Por consiguiente, el EBEP — tampoco el ALEPA, que
no podria por no ser materia competencia de la Comunidad de Aragén— no
configura un contrato especial para el personal laboral sino que, como a con-
tinuacién sefialaremos, claramente en este sentido el Estatuto nos remite a las
modalidades de contratacién existentes en Espafia. Puede haberse perdido la
oportunidad de configurar un contrato de trabajo tipico para la Administracién
Piblica que superase las dificultades de insercién —no pocas— que el contrato
de trabajo ordinario implica.

A continuacién expondremos algunas de las caracteristicas propias del
régimen laboral del personal al servicio de las Administraciones que moralizan
tal vinculo precisamente por ser quien es la «empresa» contratante.

VIl. UNA APROXIMACION AL REGIMEN JUBiDICO DEL PERSONAL
LABORAL DE LOS ADMINISTRACIONES PUBLICAS: NACIMIENTO,
CONTENIDO Y EXTINCION DEL CONTRATO

Como hemos tenido ocasién ya de sefialar extensamente, el EBEP reco-
noce el papel creciente del personal laboral de las Administraciones Pdblicas
por lo que procede a regular muchos aspectos de los trabajadores puiblicos,
prevaleciendo en algunos supuestos sobre lo que prevé el Estatuto de los Tra-
bajadores y otras normas laborales.

En este apartado queremos destacar aquellos aspectos més relevantes en
que los trabajadores publicos se han visto afectados por el EBEP, especialmente
en cuanto al nacimiento, contenido y extincién, y haciendo una detallada
mencién a la singularidad del vinculo del denominado trabajador indefinido
no fijo, simbolo precisamente de esta particular adaptacién del derecho del
trabajo al dmbito piblico.
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1. El personal laboral de la Administracién Piblica: normativa
aplicable

El EBEP reconoce su importancia cuantitativa y su presencia en todas las
entidades publicas, especialmente en la local —hay que recordar que segin
el CES, en informe de 22-12-2004, el 80 por ciento del personal de los
entes locales espafioles es laboral, si bien estadisticas mds fiables del Registro
Central de Personal sitéan la laboralizacién en el mundo local en el 60 por
ciento—. Aunque no se prevé la existencia de una relacién laboral especial
como hemos tenido ocasién de estudiar, el EBEP define a este personal como
una «relacién laboral de empleo publico», sujeta a especificidades, que la
aproximan a los funcionarios y la alejan de los trabajadores privados. Por
ello, desde la entrada en vigor del EBEP, el personal laboral se rige, ademas
de por la legislacién laboral y las normas fruto de la negociacién colectiva,
por el EBEP cuando asi se disponga.

2. Personal funcionario y personal laboral

Ya hemos tenido ocasién de indicar que el EBEP opta por un modelo
funcionarial y esta es la linea también seguida por el ALEPA. Afirma que el
personal laboral no puede ser el régimen general de empleo y que no hay
razones que justifiquen su extensién, aunque reconoce su presencia significa-
tiva. Nos remitimos a lo anteriormente dicho en cuanto a los limites del uso
del personal laboral.

3. Garantias para el personal laboral que ocupe un puesto corres-
pondiente a funcionario

A modo de resumen, destacaremos que el EBEP fija una doble garantia,
con cardcter de norma bdsica:

— los trabajadores fijos que, a fecha de 13 de mayo de 2007, desarrollen
funciones que corresponden a personal funcionario, o pasen a desem-
pefiarlas por haber superado un proceso de seleccién o promocién
convocado antes de dicha fecha, podrdn seguir desempefidndolas.

— se habilita la posibilidad de que el personal laboral pueda promocionar,
internamente, mediante una convocatoria independiente a la del turno
libre, para acceder a un Cuerpo o Escala funcionarial, a la que estén
adscritas las funciones o puestos que desempefien. Para poder partici-
par en este proceso de promocién deberdn ostentar la titulacién nece-
saria y reunir los requisitos exigidos en la convocatoria. Expresamente
se valorardn, entre otros méritos, en la fase de concurso-oposicién, los
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servicios prestados como personal laboral fijo y las pruebas superadas
en su momento para acceder a tal condicién de fijeza (DT 29).

El ALEPA fija, en su DT 3¢, el régimen juridico de estos empleados labora-
les, con mucha mds extensién que el EBEP. En primer lugar, desvirtta la fecha
del 13 de mayo del 2007, que queda ya descontextualizada a la vida del
paso del tiempo, para ignorar la fecha de referencia, al sefalar solamente que
«el personal laboral fijo que, en aplicacién de la presente ley, se encuentre
desempefiando puestos....», lo cual puede implicar que la fecha de referencia
serd la entrada en vigor futura de la ley aragonesa, perfectamente légico
desde la perspectiva de gestién y juridica, pero de dificil encaje con el mal
redactado de la DT 2 del EBEP.

Por ofro lado, instituyese en la DT 3® del ALEPA un régimen de funcio-
narizacién mucho mds nitido y perfilado que el ambiguo del EBEP, al sefialar
claramente que se trata de un proceso de tales caracteristicas —a diferencia
de la ley estatal basica, que se refiere a un proceso de promocién interna de
confusos contornos— y también fija con rango de ley algunas de las conse-
cuencias de este proceso, ausentes en el EBEP.

4. Modalidades contractuales

El EBEP acepta todo tipo de modalidades contractuales (art. 11.1), incluido
el contrato de alta direccién para el caso de personal directivo profesional
(art. 13.4). Determina que el personal podrd ser fijo o temporal. También se
refiere al personal indefinido, al cual dedicaremos un apartado especifico en
este articulo.

El EBEP establece —con mucha légica— que todo contrato de trabajo
que se formalice en lo sucesivo por parte de una Administracién deberd ser
siempre por escrito, lo que implica la derogacién de las reglas del derecho
laboral que prevén el posible contrato verbal.

Como hemos sefialado anteriormente, el EBEP no se ha planteado una
modalidad de contrato de trabajo propio para la Administracién, tanto con
cardcter permanente como temporal, méxime cuando en este Ultimo caso las
modalidades ad hoc para los entes piblicos —caso del derogado contrato
de insercién— han desaparecido de nuestro ordenamiento juridico. Por tanto,
el legislador ha optado expresamente por no instituir un contrato de trabajo
especifico y si, como ya hemos tenido ocasién de ver, de modular las reglas
juridicas que le son de aplicacién. No nos parece una buena opcién, porque
no son pocas las particularidades que ya sea a través de normas reglamentarias
especificas o por conformacién de la jurisprudencia deben mencionarse y que
ciertamente aconsejarian, por un principio de seguridad juridica, una moda-
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lidad de contrato de trabajo permanente o temporal para la Administracién
que se adaptara mejor a las peculiaridades del sector publico.

Sin embargo, el EBEP ha optado por una equiparacién entre sector privado
y pdblico, no restringiendo en modo alguno el uso del contrato de trabajo en la
Administracién. Asi, se prevé la incorporacién de trabajadores «en cualquiera
de las modalidades de contratacién de personal previstas en la legislacién labo-
ral» (art. 11.1), sin ningdn tipo de limites, que incluye también al personal de
alta direccién (art. 13.4) y el contrato a tiempo parcial. Por tanto, con el EBEP
se cierran los resquemores que pudieran existir sobre el empleo de cualesquiera
de las modalidades existentes o que puedan darse en el futuro, tesis por otro
lado acorde con la jurisprudencia que ha avalado siempre el empleo de todo
tipo de modalidades —incluso aquellas que en su diccién y descripcién tenian
una 6ptica claramente privada, como es el contrato eventual —.

5. Derechos y deberes. Cédigo de Conducta

Se instituye un conjunto de derechos individuales y colectivos (art. 14y 15,
52 a 54) aplicables tanto a funcionarios como laborales, de gran importancia
en la aplicacién del régimen disciplinario como luego tendremos ocasién de
plantear. No existe excepcién para la Administracién, al contrario: la aplicacién
es plena y ademds también se extiende a las entidades del sector pdblico local
no incluidas en el dmbito de aplicacién del EBEP.

6. Estructura del personal laboral

El EBEP no fija una estructura de ningin tipo, a diferencia del personal
funcionario que sefiala los grupos de clasificacién y la agrupacién en cuer-
pos, escalas, especialidades u otros sistemas. La clasificacién del personal
laboral se remite, de forma genérica, a la legislacién laboral (art. 77). En
este sentido, el marco real de concrecién serd el convenio colectivo de cada
Administracién.

7. Promocién y carrera profesional

El EBEP regula Unicamente las regula para el personal funcionario; Gni-
camente reconoce el derecho a tal promocién profesional de los trabajadores
pUblicos y establece que serd el ET y los convenios colectivos los que fijen el
régimen de la carrera y la promocién (art. 19). Sin embargo, la evaluacién
del desempefio, como procedimiento a través del cual se medird y valorard la
conducta profesional, el rendimiento y el logro de objetivos (art. 20) serd de
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aplicacién también al personal laboral, lo cual supone un gran paso si ello se
concreta en cada Administracién. Igualmente, en este sentido, nos debemos
remitir al convenio colectivo.

8. Provision de puestos de trabajo

El EBEP, aunque aparentemente no incorpore una regulacién especifica,
pues sélo lo efectia para el personal funcionario (regulando el concurso,
la libre designacién y la movilidad intra e interadministrativa) introduce una
previsién de gran trascendencia: al personal laboral le serd aplicable, en
cuanto a la provisién de puestos y movilidad, la regulacién de sus respectivos
convenios colectivos; no obstante, en ausencia de tal, se aplica por defecto el
sistema regulado para los funcionarios. Acontece asi una funcionarizacién de
la provisién y la movilidad especialmente en aquellas Administraciones, sobre
todo las locales, que no cuenten con convenio colectivo propio o, teniéndolo,
no incorporen reglas especificas al respecto.

9. Situaciones administrativas del contrato de trabajo

Tampoco aqui el EBEP efectia una regulacién expresa, a diferencia de los
primeros anteproyectos que si lo pretendia. No obstante, la norma introduce
algdn matiz significativo; en primer término, las situaciones del personal laboral
se rigen por el ET y los Convenios Colectivos; en segundo lugar, se prevé que
aquellos Gltimos puedan aplicar a los trabajadores el régimen juridico de las
situaciones administrativas previstas en los arts. 85 a 91 del EBEP, siempre
que este régimen sea compatible con el ET. Debemos destacar, sin embargo, la
dificultad de esta aplicacién por via convencional, por cuanto algunos de los
aspectos previstos en el EBEP lo son claramente desde la éptica del derecho
funcionarial, como es la situacién de servicios especiales o el servicio en ofras
Administraciones Pdblicas.

10. Régimen retributivo

Se mantiene el sistema actual, por el que corresponde a la ley laboral,
al convenio colectivo y al contrato de trabajo determinar las retribuciones
del personal laboral (art. 27) y también las limitaciones en el incremento de
la masa salarial anual que deberd respetar siempre lo que prevea la Ley de
Presupuestos (art. 21). Deberemos de nuevo remitirnos al Convenio Colectivo
de cada Administracién.
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11. Negociacién colectiva

El Capitulo IV del Titulo Il regula mayoritariamente la negociacién colec-
tiva del personal funcionario (arts. 31 a 38) y los érganos de representacién
de éste (arts. 39 a 46). Con cardcter general se reconoce el derecho a la
negociacién colectiva, a la representacién y a la participacién institucional de
los empleados publicos, a la hora de determinar sus condiciones de trabajo
(art. 31), si bien en el caso del personal laboral se regiré por la legislacién
laboral (art. 32), con las novedades siguientes:

— independientemente de las Mesas de negociacién del personal funcio-
nario y de la negociacién propia del personal laboral, se instituye una
nueva Mesa, que podrd constituirse en cada Administracién Piblica,
para negociar fodas aquellas materias y condiciones de trabajo comu-
nes a funcionarios, estatutarios y laborales (art. 36.3). La representa-
cién en la Mesa estd claramente sindicalizada. Esta previsién serd un
foco futuro de conflictos porque no se sefiala cuales son esas «materias
comunes» y porque se devalla, cara al futuro, el papel de los comités
de empresa y delegados de personal en la negociacién colectiva.

— se regula el derecho de reunién, con criterios comunes a funcionarios

y laborales (art. 46).

12. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Regulados en los arts. 47 a 50 y aparentemente referidos siempre al
personal funcionario (excepto art. 49, cuyo términos ambivalentes parecen
acoger también al personal laboral en algunos supuestos), el art. 51 ha
introducido un elemento de fuerte confusién, al indicar que el régimen de
jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se regira
por los establecidos en los referidos arts. 47 a 50 y en la legislacién laboral
correspondiente. Al situar al mismo nivel ambas regulaciones, se ha inter-
pretado por parte del Estado que estos preceptos son también aplicables al
personal laboral en algunos supuestos, destacando el art. 48.2, que indica
que se tendrd derecho a disfrutar dos dias adicionales de asuntos propios al
cumplir el sexto trienio, incrementdndose en un dia adicional por cada trienio
cumplido a partir del octavo. Sin embargo, esta interpretacién a dia de hoy
estd teniendo opiniones ya divergentes, que se sintetizan en un grupo de
pronunciamientos judiciales que niegan tal aplicacién, otros que lo postulan
y el criterio —hasta el momento— de la Audiencia Nacional y del Tribunal
Supremo que mediatiza una aplicacién extensiva y sin limites, al recordar que
la técnica juridica del «espigueo» no es aceptable y que debe establecerse
en términos de comparacién entre el conjunto normativo convencional de la
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Administracién y las previsiones del EBEP, no pudiéndose optar por aquel
aspecto mds favorable individualmente considerado.

13. Seleccién

El EBEP aplica los principios constitucionales de igualdad, mérito y capa-
cidad para el acceso a la condicién de personal laboral, a través de un
procedimiento que permita seleccionar a los mejores candidatos. Especifica-
mente, para el personal laboral de la Administracién establece entre otras las
siguientes reglas:

— No hay requisito de nacionalidad. Podrdn participar en las convoca-
torias los ciudadanos de cualquier nacionalidad de la Unién Europea
asi como aquellos otros extranjeros con residencia legal en Espafia.

— La edad minima para participar serd los 16 afios y la edad mdaxima
la de jubilacién forzosa.

— En los tribunales de seleccién no podrdn haber miembros que tengan
la condicién de electos o designados politicamente, los funcionarios
inferinos y el personal eventual. Si bien para la seleccién de funciona-
rios se fija también que no se podré ostentar la condicién de vocal en
representacién o por cuenta de nadie —lo cual limita la representacién
de los sindicatos o representantes del personal—, para el caso del per-
sonal laboral el EBEP permite que las Administraciones Piblicas podrén
negociar formas de colaboracién, a través del convenio colectivo, que
permitan la actuacién de las organizaciones sindicales en el desarrollo
del proceso selectivo.

— A diferencia del personal funcionario, en que el concurso de méritos
no podré ser utilizado salvo que una ley lo prevea de forma excep-
cional, para seleccionar personal laboral el EBEP permite recurrir a
la oposicién, el concurso-oposicién o el concurso de valoracién de
méritos, en aparente pie de igualdad.

14. Régimen disciplinario y extincién del contrato de trabajo

Posiblemente es uno de los aspectos mds afectados por el EBEP, por
cuanto incorpora al estatuto de los empleados laborales muchas de las reglas
vigentes para los funcionarios. Desde la entrada en vigor del EBEP el personal
laboral queda sujeto al régimen disciplinario previsto en el Estatuto y en las
normas de funcién piblica que se dicten en desarrollo del mismo. En lo no
previsto en el EBEP se aplicard la legislacién laboral (art. 93). Destacaremos,
al respecto:
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— La potestad disciplinaria del personal laboral de la Administracién
se ejercerd de acuerdo con los principios de legalidad, tipicidad de
faltas y sanciones, proporcionalidad, principio de culpabilidad y de
presuncién de inocencia y principio de irretroactividad de disposiciones
sancionadoras no favorables y de retroactividad de las favorables.

— Exigencia en todo caso en el supuesto de faltas muy graves y graves
de tramitacién de un expediente disciplinario. Las faltas leves no requie-
ren expediente pero sino un procedimiento sumario con audiencia del
trabajador interesado.

— Descripcién de una relacién de faltas muy graves (art. 95.2) que por
imperativo legal se afiaden a las que tuvieran previstas los convenios
colectivos. Esa relacién de faltas legales es idéntica para funcionarios
y trabajadores. Las faltas graves y leves se regirdn por el convenio
colectivo.

— Establecimiento de un régimen de sanciones que en algunos supuestos
es mds gravoso que el actual previsto en la legislacion laboral. Asi, el
despido disciplinario del personal laboral comportard la inhabilitacién
para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares
a las anteriores desempefiadas; la suspensién de empleo y sueldo podrd
alcanzar una duracién méxima de seis afios, entre otras novedades.

— Se fija unos términos de prescripcién de las faltas y sanciones idénti-
cos para laborales y funcionarios, més gravosos que el ET. Las faltas
infracciones y faltas muy graves prescriben a los 3 afios; las graves
a los 2 afos; las infracciones leves prescriben a los 6 meses y las
sanciones al término de 1 afio.

— Se modifica radicalmente el régimen del despido disciplinario impro-
cedente. Tal declaracién de improcedencia como consecuencia de un
expediente por comisién de falta muy grave obligaré a la readmisién
del trabajador, si éste era fijo en la Administracién. Tal garantia no
se aplica, pues, al despido improcedente disciplinario de trabajadores
temporales o indefinidos no fijos.

VIII. UNA CUESTION NO RESUELTA: LOS TRABAJADORES INDEFINI-
DOS NO FlIJOS: UN TERTIUM GENUS DE RELACION LABORAL
EN LA ADMINISTRACION PUBLICA

Se trata de una de las cuestiones quizd mds destacables del redactado

final del EBEP, tras su paso por el Senado. El texto inicial presentado ante el
Congreso establecia que en funcién de la duracién del contrato éste podré
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ser fijo o temporal. Sin embargo, el EBEP finalmente aprobado recoge una
enmienda del Senado que fija literalmente que segin esta duracién, el con-
trato «podrd ser fijo, por tiempo indefinido o temporal». Estd precisién del art.
11.1 del EBEP nos obliga a efectuar una reflexién sobre esta triple distincién,
su alcance vy si ciertamente pretende resolver uno de los problemas mds acu-
ciantes de nuestro empleo publico, el derivado de la contratacién irregular o
fraudulenta o aquella afectada por la previsién del art. 15.1.a, 15.5 y DA
15° del ET, segin han establecido las reformas laborales del 2006 y 2010.

Al respecto, debemos sefialar las siguientes consideraciones:

a) El EBEP asume con total normalidad la existencia de personal laboral
vinculado con la Administracién, a través de contratos de trabajo temporales
sin que haya, tal como ya hemos sefialado, limitacién alguna o exclusién de
alguno de esos tipos de vinculos para su hipotético uso por aquella.

b) En la legislacién laboral comdn no existe ninguna distincién entre tra-
bajadores fijos y trabajadores con contrato indefinido. La consulta a la norma
sefiera de nuestro marco de relaciones laborales —el Estatuto de los Trabajo-
dores— nos permite comprobarlo (26) y la conclusién que puede darse es que
tal como sefala el art. 15.1 del ET, el contrato de trabajo puede concertarse
por tiempo indefinido o fijo —esto es, sin una fecha de finalizacién, y como
términos ambos sinénimos— o por una duracién determinada —con fecha de
finalizacién fija o de duracién incierta pero limitada en el tiempo—.

c) Sin embargo la Administracién, cuando actia como empresario en
relacién a sus empleados sujetos a contrato de trabajo, no puede considerarse
simplemente como tal empresario, pese a que algunas normas anteriores al
EBEP asi lo indiquen. Como ya sefialé el Tribunal Constitucional hace casi dos
décadas, la contratacién laboral de la Administracién Piblica no se rige por
los mismos criterios que la contratacién que efectia un empresario privado,
pues su propio carécter —de entidad pUblica— es un factor de diferenciacién
relevante en especial en cuanto al acceso a la misma.

Desde esta éptica, uno de los debates mds cldsicos en el derecho del
trabajo es la colisién entre las normas laborales y las administrativas —y cons-
titucionales— en cuanto a determinadas consecuencias fijadas por aquellas

(26) Entre ofros, art. 8.2: de no observarse la exigencia de contrato escrito en los temporales
superiores a cuatro semanas, «el confrato se presumird celebrado por tiempo indefinido»; art. 12.2:
«el contrato a tiempo parcial podrd concertarse por tiempo indefinido o por duracién determinada...»;
art. 15.1: «el contrato de trabajo podrd concertarse por tiempo indefinido o por duracién determi-
nada...». Sin embargo, (art. 15.2), «adquirirdn la condicién de trabajadores fijos, cualquiera que
haya sido la modalidad de su contratacidn, los que no hubieran sido dados de alta en la Seguridad
Social....»; art. 43.3: «los trabajadores sometidos al tréfico prohibido tendrén derecho a adquirir la
condicién de fijos....». La lista de ejemplos es exhaustiva.
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primeras ante los contratos temporales irregulares y fraudulentos, a los que cabe
afadir la nueva previsién del art. 15.5 del ET, con contratos regulares, pero que
superan determinados periodos de tiempo. En concreto, vale la pena recordar
que la ley laboral indica que los contratos temporales deben considerarse fijos
en los siguientes supuestos de irregularidad: cuando el trabajador temporal
no haya sido dado de alta a la Seguridad Social durante un periodo igual o
superior al periodo de prueba, cuando el contrato temporal se prolongue mds
allé del periodo fijado o cuando aquél incurra en fraude de ley.

A todo ello cabe afadir ofros supuestos, como la cesién ilegal de trabajo-
dores —art. 43 — que permite al trabajador afectado optar por ser considerado
fijo en la empresa cedente o cesionaria y, tras la reforma laboral del 2006
(Real Decreto Ley 5/2006 y Ley 43/2006) y 2010 (Ley 35/2010) también se
considera fijo el trabajador que hubiera sido contratado durante un periodo
superior a 24 meses, dentro de uno de 30, para el mismo puesto de trabajo,
con o sin solucién de continuidad, mediante dos o mds contratos tempora-
les (27), aunque se trate de modalidades diferentes, incluido si el vinculo ha
sido a través de una empresa de trabajo temporal, regla de aplicacién a la
Administracién habida cuenta la DA 15° del ET segin la cual, tal criterio de
conversién se aplicard a aquéllas —Administraciones Piblicas y organismos
auténomos—, aunque con determinados limites. Con el mismo criterio, el art.
15.1.0) del ET segin redactado dado por la Ley 35/2010, en virtud de la
cual, el contrato de obra o servicio determinado que supere los 3 afios se
convertird en fijo —en nuestro caso, indefinido no fijo—.

Ante todo ello, debe indicarse que desde el 1996 y en especial desde enero
de 1998 (28), el Tribunal Supremo ha conformado una tesis jurisprudencial
ciertamente compleja, segin la cual si bien reconoce que el trabajador de la
Administracién, en situacién de irregularidad —y ahora también, cuando esté
afectado por el art. 15 del ET— goza de los derechos que atribuye en estos
casos la legislacién laboral, no puede obviarse que el acceso al empleo piblico
—también el laboral— debe instrumentalizarse a través de los principios de
igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

La consecuencia es que, la contratacién laboral, al margen del procedi-
miento legalmente establecido, supone que los trabajadores asi incorporados
se califican como «trabajadores vinculados por un contrato de trabajo por
tiempo indefinido», mientras que los que si que han superado el procedi-
miento reglamentario de seleccién —o promocién interna— se califican de

(27) No computdndose a estos efectos los contratos de interinidad, de relevo y formativos.
Sin embargo, si se computan los contratos de obra o servicio determinado y el eventual.

(28) Las dos mds paradigmdticas sentencias, a partir de las cuales la doctrina del Tribunal
Supremo se ha unificado, son las de 20 y 21 de enero de 1998.
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«trabajadores fijos de plantilla». A partir de esta premisa, nace la figura del
trabajador indefinido no fijo, que no estd sometido directa o indirectamente
a término, sin que ello suponga, no obstante, fijeza laboral, que sélo podrd
predicarse del trabajador que ha superado un proceso de seleccién para
adquirir tal condicién.

Esta tesis, que se ha mantenido como doctrina absolutamente consoli-
dada desde 1998 hasta el momento presente, ha sido objeto de aceradas
criticas, incluso en los votos particulares a las primeras y mds significativas
de las sentencias del Tribunal, pero se ha constituido ya como jurisprudencia
plenamente asumida, como asi acredita la DA 15° del ET, segin redactado
dado por la reforma laboral del 2006 y nuevamente en el 2010, en cuya
virtud, la antes sefialada regla de conversién en fijo de los contratos que
superen los 24 meses dentro de un periodo de 30 (art. 15.5 del ET), también
surtirén efectos en la Administracién, «sin perjuicio de la aplicacién de los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad en el acceso al
empleo publico, por lo que no serd obstdculo para la obligacién de proce-
der a la cobertura de los puestos de trabajo de que se trate a través de los
procedimientos ordinarios, de acuerdo con lo establecido en la normativa
aplicable».

No obstante, el choque entre la legalidad y la jurisprudencia se ha
hecho evidente en esta Gltima década, dado que los trabajadores indefini-
dos no fijos se sittan en un plano ambivalente, hasta el punto de que los
propios Tribunales los definen con un galimatias lingiistico considerable, al
referirse a interinidad indefinida o indefinidos temporales (29), a contrato de
trabajo temporal indefinido (30), a relacién laboral con ninguna consecuencia
prdctica diferente de las que se derivan de un contrato de interinidad (31),
o a empleado que se aproximada a un estatuto, precario, parecido a la
interinidad (32), entre otras muchas expresiones. Y evidentemente, como a
continuacién tendremos ocasién de plantear, debe dilucidarse cual es el
régimen juridico aplicable a estos trabajadores —no pocos en nimero—,
por cuanto la propia jurisprudencia ha mediatizado el conjunto de derechos
laborales y de empleo piblico a los que pueden acceder, y que el propio
EBEP también mediatiza (33).

(29) STS de 27 de mayo de 2002.

(30) STS de 27 de mayo de 2002 y STS]) de Cataluiia de 27 de enero de 2006.
(31) STS de 22 de septiembre de 1998.

(32) STS de 3 de mayo de 2006.

(33) Sirva como ejemplo el art. 96.2 del EBEP por el que procederd la readmisién del personal
laboral cuando sea declarado improcedente el despido acordado como consecuencia de la incoacién
de un expediente disciplinario por la comisién de una falta muy grave. El precepto remarca que tal
derecho se concede al «personal laboral fijo».
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d) a partir de aqui consideramos que el EBEP ha perdido una oportunidad
—quizd la mds ordenada en el tiempo— para regularizar esta situacién, esta
tierra de nadie, fruto de la jurisprudencia y a la cual la legislacién laboral ha
dado por buena, como acredita la ya antes referida DA 15° del ET aprobada
en el 2006 y reformulada en el 2010. Y ello es asi porque ni el EBEP ha tenido
en cuenta este tipo de trabajadores a la hora de conformar sus derechos y
obligaciones, ni tampoco la diccién literal de los arts.8 y 11 ayudan en nada
a resolver la cuestidn.

En primer término debemos sefalar que la anterior nuestra afirmacién
parece entrar en contradiccién con el redactado final del art. 8.2.c)y art. 11.1
in fine del EBEP. Asi, en un caso y ofro se proclama, fruto de la tramitacién
del proyecto en el Senado, que el personal laboral se clasifica, en funcién
de la duracién del contrato, en «fijo», «por tiempo indefinido» y «temporal».
Una primera lectura permitiria deducir que el legislador ha tenido en cuenta
la problemdtica sefialada y ha decidido incorporarla al Estatuto. Tal conclu-
sién, sin embargo, es errénea, aunque mucho nos tememos que en el futuro
tal circunstancia quedard en el olvido y se dard por bueno y asumido aquello
que no estuvo en mente de los parlamentarios.

Nuestra argumentacién se basa en el estudio de la tramitacién en el
Senado. Del andlisis detallado de tal proceso se desprende que los arts. 8.2.¢)
y 11.1, que tienen su origen en las enmiendas al respecto planteadas por el
grupo parlamentario de senadores nacionalistas vascos, incorporando a la
clasificacién inicial de fijos y temporales la de indefinido, que fueron finalmente
aceptadas como enmiendas transaccionales (34). En concreto, la voluntad de
las enmiendas (35) no era resolver el problema planteado en las lineas ante-
riores o ni tan siquiera incluir a este personal en el listado de personal laboral,
sino que —literalmente—, «se trata de introducir el término indefinido, que no
contempla el Proyecto, a fin de que también el profesorado de religién esté
contemplado en el articulo.

No podemos obviar nuestra sorpresa, pero tal enmienda tiene su origen
pues en la problemdtica derivada de los profesores de religion que prestan
servicios en centros docentes pUblicos y que ha dado pie a un debate judicial
largo y complejo sobre la tipologia de relacién laboral que los vinculaba con
la Administracién (36), y en modo alguno pretendia acoger a los trabajadores

(34) Vid., al respecto, el debate protagonizado en el dictamen del proyecto de LEBEP. Comi-
sién de Administraciones Poblicas. Debate celebrado el 12 de marzo de 2007. BOCG, Diario de
Sesiones, VIl legislatura, nom. 435.

(35) En concreto, las enmiendas nim.33 y 35 del grupo parlamentario de senadores nacio-
nalistas vascos (GPSNV). BOCG, Senado, VIl legislatura, nim. 85, de 21 de febrero de 2007.

(36) Al respecto, por lo que implica de finalizacién del debate judicial en torno a tal relacién
laboral del profesorado de religién con la Administracién Piblicas y los derechos y limitaciones de
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indefinidos no fijos. De hecho, debe indicarse que a lo largo del texto del EBEP
se olvida cualquier referencia mds a la problemdtica, por lo que nos permite
plantear la siguiente de las reflexiones que a continuacién detallaremos, por
cuanto entendemos que el EBEP ha perdido la oportunidad de regular el régi-
men de los trabajadores indefinidos no fijos, con las consecuencias ciertamente
perjudiciales que ello comporta y con el mantenimiento de la inseguridad
juridica que se deduce.

Sin embargo, el criterio de que el trabajador indefinido no es aquel
descrito por la voluntad de legislador y mds bien el instituido por la jurispru-
dencia ha sido adoptado incluso por el ALEPA, en su DA 3% al sefialar que
el contrato de trabajo del personal laboral por tiempo indefinido que haya
adquirido tal condicién e aplicacién de la ley laboral o por sentencia judi-
cial, verd extinguido su vinculo laboral «cuando el puesto de trabajo que se
venia desempefiando se provea a través de cualquiera de los procedimientos
legalmente previstos».

e) consideramos que hubiera sido deseable que el EBEP incluyera una
referencia expresa a este tipo de trabajadores y que tal inclusién fuera no deri-
vada de la voluntad peregrina de las enmiendas citadas, sino del conocimiento
real de una problemdtica que afecta a un ndmero considerable de empleados
laborales de nuestras Administraciones —es imposible de deferminar si son
decenas o centenares de miles los trabajadores en esta situacién en el dmbito
publico—, como lo acredita la abundante y constante jurisprudencia de los
Tribunales de todo orden. Esta falta de regulacién ademds, se conjuga muy
mal con el hecho de que al mismo tiempo, el legislador ha regulado aspectos
de estos trabajadores indefinidos no fijos a través de normas propiamente
laborales —caso de la Ley 43/2006 o la Ley 35/2010—. Nos parece una
pésima férmula, por la inseguridad juridica que comporta, por la ruptura de
la pretendida sistematicidad y uniformidad que pretende lograr el EBEP y por-
que ciertamente, el régimen de derechos y obligaciones de tales trabajadores
continuard, en el futuro, al albur de la jurisprudencia.

Ante ello, nos atrevemos a formular el marco juridico de aplicacién a los
trabajadores indefinidos no fijos. Creemos que la regla general debiera ser
—como ya han sefialado los Tribunales— la aplicacién de las normas laborales
en toda su extensién a los indefinidos no fijos, pero exceptuando expresamente
a través del EBEP —como también ha recogido la jurisprudencia, sin bien con
imprecisién— aquellos derechos, ventajas y expectativas que estdn vinculados,
en cuanto a su aplicacién, a un inicial acceso al empleo piblico a través de
los principios de igualdad, mérito y capacidad.

la misma, vid. STC 38/2007, de 15 de febrero.
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En concreto, entendemos que el EBEP podria haber concretado que a tales
trabajadores no les resulta de aplicacién las reglas sobre promocién profesional
y las relacionadas con la estabilidad en el empleo, evitando asi que el operador
juridico deba en el futuro continuar analizando si tal o cual expresién del EBEP
y del resto del ordenamiento juridico es de aplicacién o no al caso. El Estatuto
no siempre deja claro el alcance de sus preceptos, y asi en ocasiones se refiere
al personal laboral fijo, pero no en pocas ocasiones Gnicamente menciona el
personal laboral (37), sin que la mera diccién literal solvente las dificultades
de inclusién o no de los trabajadores indefinidos no fijos.

Finalmente, creemos que debiera haberse aprovechado el EBEP para sol-
ventar una de las circunstancias juridicas mds complejas y conflictivas, y que
ha sido resuelta también por la jurisprudencia —ante la inaccién del legislador,
el antiguo y el actual— cual es la indemnizacién que procede por extincién del
contrato del trabajador indefinido no fijo, que en estos momentos es negada (38)
independientemente de que la irregularidad, el fraude o la actuacién correcta
—o no— recaiga en la Administracién (39), frente a las posiciones defendidas
por un sector importante de la doctrina teérica, y de la propia jurisdiccién social,
de que les fuera aplicable la correspondiente a extincién por despido obijetivo
—arts. 52.c 6 51 del ET, segin el nimero de empleados afectados—.
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(37) Asi, el art. 19.1 establece que «el personal laboral tendrd derecho a la promocién profesio-
naly, circunstancia de la que precisamente los tribunales han excluido a los indefinidos no fijos. También
el art. 83 se refiere a la «provisién de puestos y movilidad del personal laboral» sin distinguir entre
unos y otros, cuando también estos derechos parecen quedar limitados —por exclusién— a los citados
empleados. Por el contrario, los procesos de funcionarizacién —por promocién— se circunscriben al
«personal laboral fijo» (DT 2°) o el derecho a la readmisién obligatoria en el supuesto de despido
disciplinario declarado improcedente también viene referido al «personal laboral fijo» (art. 96.2).

(38) En concreto, tras diversos pronunciamientos contradictorios, la STS de 27 de mayo de
2002 distinguié entre trabajadores indefinidos no fijos y trabajadores interinos, pero no en cuanto a
la extincién del contrato —que consideré de igual trato— sino en cuanto a la vigencia y al desarrollo
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equiparados en este caso a los interinos en plaza vacante.

(39) Valga como ejemplo la significativa STSJ La Rioja de 20 de junio de 2000, cuyo resul-
tado final es considerar como trabajador indefinido no fijo a un empleado de la Administracién con
23 afios de antigiiedad.
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SUMARIO: I. PRINCIPIOS RECTORES.- Il. SELECCION POR CUERPOS Y ESCA-
LAS.— lll. REQUISITOS DE ACCESO AL EMPLEO PUBLICO.— IV. PROCESOS Y SISTE-
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RESUMEN: La seleccién del personal es uno de los procesos clave en cualquier
organizacién. En las Administraciones Pdblicas estos procesos se han enfrentado, his-
téricamente, con dos grandes problemas. Las irregularidades de los mismos que, en
muchos casos, han supuesto la vulneracién de los principios constitucionales de igualdad,
mérito y capacidad y, por otro lado, los propios sistemas utilizados y su fiabilidad, en
cuanto a la eleccién de las personas mds idéneas para el desempefio de los puestos
de trabajo. El Estatuto Bdsico del Empleado Piblico y el ALEPA vuelven a reafirmar la
necesidad de garantizar el absoluto respeto a estos principios, cuyo éxito fundamenta
en gran medida la legitimidad del empleo publico y, a la vez, incorporan una serie
de elementos cuyo desarrollo debe impulsar cambios muy notables en los procesos de
seleccién y en los sistemas utilizados, con el fin de avanzar en la mejora de los resul-
tados de estos procesos.

Palabras clave: Seleccién empleo publico; competencias; Estatuto Bdsico del
Empleado Piblico; Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico; tribunales de seleccién;
sistemas selectivos.

ABSTRACT: The recruitment is one of the key processes in any organization. In
these processes the government has faced historically, with two major problems. The
irregularities of the same that in many cases, have led to violation of the constitutional
principles of equality, merit and ability and, secondly, the systems used and their reliability
in terms of choosing the best people to the job performance. The Basic Statute for Civil
Servants and the Draft Law on Public Employment of Aragon again reaffirm the need to
ensure full respect for these principles, whose success largely based on the legitimacy of
public employment, and one that incorporates a number of elements whose development
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must promote notable changes in the selection procedures and systems used, in order to
further improve the results of these processes.

Key words: recruitment for the Civil Service; competencies and skills; Basic Sta-
tute for Civil Servant; Draft Law on Public Employment of Aragon; recruitment bodies;
recruitment systems.

La necesidad de transformar la gestién de los recursos humanos en las
Administraciones Piblicas, premisa raramente negada ni por quienes se hallan
directamente concernidos por responsabilidades en la materia, ni por quie-
nes desarrollan en ellas funciones como empleados puiblicos, siquiera por
la poblacién en general, debe comenzar por un replanteamiento del acceso
a funciones y cargos piblicos, tanto en los principios rectores como en los
sistemas y procedimientos.

Punta de lanza en cuanto a los aspectos requeridos de revisién ha sido
la de dotar de mayor flexibilidad a esa gestién. El Estatuto Bésico del Empleo
Péblico, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril (al que nos referiremos
en adelante como EBEP), no ha sido ajeno a esta consideracién. La propia
Exposicién de Motivos hace alusién a ello, aseverando que: »El Estatuto Bésico
es un paso importante y necesario en un proceso de reforma, previsiblemente
largo y complejo, que debe adoptar la articulacién y la gestién del empleo
publico en Espafa a las necesidades de nuestro tiempo, en linea con las
reformas que se vienen emprendiendo Gltimamente en los demds paises de la
Unién Europea o en la propia Administracién comunitaria».

En consonancia con lo anterior, en el Anteproyecto de Ley de Empleo
Piblico de Aragén (en adelante ALEPA), se manifiesta consciencia en cuanto
a la necesidad de la renovacién del modelo de empleo piblico existente,
doténdolo de mayor flexibilidad, en aras a granjear mayor competitividad a
la gestién de recursos humanos, como medio, incluso parece, como Unica alter-
nativa posible, para seguir cumpliendo la finalidad de prestacién de servicios
de calidad a los ciudadanos de manera eficaz y eficiente.

Sin embargo el Estatuto Bdsico del Empleado Publico, en el texto final-
mente aprobado y vigente, por lo que a la seleccién de personal respecta,
sin ser tan ambicioso en sus planteamientos como cabria haber esperado de
un fexto que tiene como objetivo declarado ser el elemento de referencia de
ese proceso de transformacién de la gestion de los recursos humanos de las
Administraciones Piblicas, si que incorpora elementos importantes que, en la
medida en que las Comunidades Auténomas y el Estado los aprovechen en
sus desarrollos normativos, pueden servir para introducir importantes cambios
en ese proceso clave.
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En el presente trabajo vamos a analizar algunos de los principales pro-
blemas que tiene la seleccién de los empleados puiblicos y las posibilidades
de tratamiento que el EBEP y el ALEPA ofrecen.

I. PRINCIPIOS RECTORES

En un sistema selectivo en que el respeto a los principios de igualdad,
mérito y capacidad se encuentra constitucionalmente garantizado, dos son,
en materia de principios rectores, las principales novedades introducidas por
el EBEP (articulo 55), y por lo tanto recogidas en el ALEPA (articulo 60), sin
perjuicio, por supuesto, de los tradicionalmente reconocidos, a saber, la agi-
lidad en los procesos selectivos y la profesionalidad de los miembros de los
érganos de seleccién.

Antes de entrar a analizar estos dos nuevos principios debe realizarse
una mencién a los principios constitucionales que se han conformado como
verdaderos principios generales inspiradores y rectores de la gestién de cual-
quier aspecto de la politica de personal.

1.- Igualdad, mérito y capacidad. No se va a profundizar en los mismos
dada la numerosisima doctrina y jurisprudencia que existe sobre ellos y que
ha servido para facilitar su concrecién y ponderar su importancia.

Debe llamarse la atencién acerca de la necesidad de que cualquier cambio
que se pretenda acometer debe tener presente la aplicacién estricta de estos
principios. No puede olvidarse que la exigencia constitucional de igualdad
en el acceso a funciones y cargos pUblicos de acuerdo con los principios de
publicidad, mérito y capacidad trasciende el mero dmbito juridico y adminis-
trativo para constituir una exigencia de la sociedad y que, a la postre, del
respeto a estos principios proviene una parte de la legitimidad social de los
empleados.

El Informe de la Comisién de Expertos, tras reconocer que muchas Adminis-
traciones Piblicas han hecho un esfuerzo para preservar ante todo la vigencia
de estos principios en sus procesos de seleccién, puso de manifiesto la relajo-
cién que se observa en otras, pertenecientes principalmente al dmbito local.

Debe insistirse, por tanto, que cualquier propuesta de reforma debe
pasarse por el filtro de estos principios rechazando aquellas que puedan
suponer un riesgo de afectar a los mismos.

Dicho esto, no podemos quedarnos con meras declaraciones formales
sino que hay que dotar de un contenido real a estos principios. Haciendo
un paralelismo con lo dispuesto en el articulo 9 de la Constitucién, las Admi-
nistraciones estén obligadas a promover el ejercicio «real y efectivo de los
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mismos». No cabe duda de que se ha avanzado mucho en este aspecto pero
existen interrogantes importantes acerca de si efectivamente el sistema actual
garantiza la igualdad real de acceso a los grandes Cuerpos superiores,
especialmente, de la Administracién General del Estado. No todo el mundo
puede financiar los extensos y gravosos periodos de preparacién que estos
procesos exigen.

Por otra parte, los principios de mérito y capacidad se pueden ver también
seriamente afectados en los casos en los que se produce una desconexién
importante entre las pruebas de seleccién y las funciones y competencias de
los puestos a desempefiar. En estos casos, la mera superacién del proceso
selectivo no seria suficiente para poder afirmar que se han garantizado dichos
principios. Se habria garantizado que los candidatos seleccionados han sido
te6ricamente los que mds capacidad han demostrado en superar unas pruebas
concretas, pero no necesariamente los que mds méritos y capacidad tienen
para desempefiar los puestos.

2.— Entrando en el primero de los dos principios que se incorporan como
novedad en el articulo 55 EBEP, el principio de agilidad, parece claro que en un
contexto en el que transcurren meses, e incluso afios, desde que la publicacién
de la Oferta de Empleo de la Administracién correspondiente otorga oficialidad
a la existencia de una vacante que debe ser objeto de provisién hasta que la
misma es adjudicada a un empleado piblico con destino definitivo, no puede
negarse la necesidad de dotar al sistema de una mayor agilidad.

Entre las causas que motivan esta excesiva duracién pueden citarse:

a.— El elevado nimero de procesos y de aspirantes. Por ejemplo, una
Administracién de tipo medio como la de la Comunidad Auténoma
de Aragén, con alrededor de 12.000 empleados en el sector de
administracién general, cuenta con mds de 170 Escalas/Clases de
Especialidad/ramas de funcionarios y categorias laborales.

Algunos de estos procesos son muy masivos en cuanto al nimero
de aspirantes que se presentan. Asi, en las convocatorias de las
plazas de Administrativos y de Auxiliares de Enfermeria correspon-
dientes a la OPE de 2010, se han recibido 4.877 y 2.000 solicitudes,

respectivamente.

b.— La centralizacién en la gestién de los mismos. Se trata de procesos muy
centralizados que dependen de Unidades de seleccién, en muchos
casos, sin los recursos y especializacién minimos.

c.— La propia configuracién de las pruebas de seleccién que en la medida
en que deben ser muy garantistas cuentan con procedimientos muy
laboriosos.
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El EBEP es consciente de esa dificultad cuando defermina en su articulo
70.1 que la «ejecucién de la oferta de empleo publico o instrumento similar
deberd desarrollarse dentro del plazo improrrogable de tres afios».

La agilidad de los procesos pasa ineludiblemente por dotar a los Centros
encargados de la seleccién de mayores medios, de ahi la propuesta del ALEPA
de configurar el IAAP como un Organismo Auténomo, y de, como veremos,
adoptar modificaciones en los procesos.

En esta linea es interesante la novedad incluida en el ALEPA, de introducir
pruebas de habilitacién previa o reclutamiento, en aquellos que previsiblemente
susciten una amplia concurrencia de participantes, o cuando, por las carac-
teristicas de los puestos ofertados, asi se considere oportuno, como parte del
proceso de seleccién de los funcionarios de carrera o del personal laboral
fijo, o celebrédndose auténomamente, con la finalidad de seleccién personal
funcionario interino o laboral temporal (articulo 68).

Sin embargo, habida cuenta que el anteproyecto se detiene ahi, queda
abierto en qué han de consistir esas pruebas de reclutamiento, si en la reali-
zacién de pruebas tedricas, o prdcticas, o si se trata de un concurso.

Tampoco se despeja la duda de en qué situacién juridica queda el personal
previamente habilitado o reclutado, ni si desempefard o no funciones, mas
allé de los casos en que este sistema se emplee para la seleccién de personal
interino o temporal, en que la respuesta afirmativa es evidente.

Incluso habré de distinguirse de manera seria y rigurosa qué necesidades
de recursos humanos deben realmente satisfacerse mediante la incorporacién
de personal en destino definitivo, y cudles simplemente con cardcter temporal,
mediante este sistema de reclutacién previa, u otro diverso, y en ello realiza
con arrojo un paso adelante el EBEP, al reconocer, por fin, en su articulo 10,
una figura que venia siendo demandada por la realidad fdctica, y que dota
al sistema de una flexibilidad imprescindible: la seleccién de funcionarios
interinos, no sélo para la provisién de vacantes cuando no sea posible su
cobertura por funcionarios de carrera o la sustitucién transitoria de los titu-
lares, sino también para la ejecucién de programas de cardcter temporal y
el exceso o acumulacién de tareas por plazo maximo de seis meses, dentro
de un periodo de doce meses (la introduccién de limites temporales es sin
duda indispensable en orden a evitar la perversién del sistema mediante la
perpetuacién de situaciones temporales, a la que el devenir habitual nos tiene
no poco habituados, pero que no por ello dejan de constituir una anomalia
cuando no una flagrante irregularidad).

3.— Mencién aparte merece la introduccién en el Estatuto Bdsico del
Empleado Piblico, y por ende en el ALEPA, de la exigencia de la profesiona-
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lidad en los miembros integrantes de los érganos de seleccién (articulo 60 y
71 respectivamente).

El anteproyecto de texto legal exige que los miembros integrantes del
érgano de seleccidn cuenten con un nivel de conocimientos técnicos y en materia
de seleccién de personal que les permita valorar los méritos y la capacidad de
los candidatos. Ademds, aquéllos habran de pertenecer al grupo de clasifica-
cién profesional a la que corresponda una titulacién de igual o superior nivel
académico al exigido en la respectiva convocatoria (art. 72).

Transcurridos ya cerca de cuatro afios desde la aprobacién de esta norma
juridica, que exige profesionalidad en los miembros de los érganos de selec-
cién, causa en realidad estupor que hasta 2007 no se haya exigido este
requisito a todos los examinadores, sin excepcién, de modo que no fue infre-
cuente encontrar, en cualquiera de los Tribunales nombrados para el acceso a
cualesquiera cuerpos o escalas, miembros cuyo perfil profesional no guardaba
relacién alguna con ninguno de los conocimientos o aptitudes que se iban a
valorar a los aspirantes.

Sin duda este pequefio gesto del EBEP supuso un paso adelante més, ya
irrevocable, en la mejora de los sistemas de seleccién en aras a hacer posi-
ble el cumplimiento del objetivo de determinar qué aspirantes ostentan mayor
capacidad, a cuya consecucién puede contribuir la previsién del articulo 61
del texto bésico y 71.2 del ALEPA de autorizar la creacién de érganos espe-
cializados y permanentes para la seleccién de personal.

4.— No ofrece duda que la garantia del principio de publicidad resulta
relativamente sencilla actualmente, inmersos como estamos en el mundo de las
comunicaciones electrénicas y de la informacién globalizada, especialmente a
través de internet, instrumentos que también pueden coadyuvar a la consecucién
de una total transparencia, tanto en el desarrollo de los procesos selectivos
como en la actuacién de los érganos de seleccidn, cuestiones ambas a las
que se refiere expresamente el ALEPA.

Seria necesario, sin embargo, caminar hacia la homogeneizacién, hoy
inexistente, en la utilizacién de estos medios de comunicacién para la difusién
de la informacién relativa a las distintas fases de los procedimientos selectivos y
los resultados obtenidos por los aspirantes, en orden a evitar que una iniciativa
que nace con el objeto de reforzar la garantia de la publicidad y la transpa-
rencia acabe convirtiéndose en una vulneracién del principio de igualdad.

Interesa destacar que a fin de promover la publicidad legal y constitu-
cionalmente exigida se introdujeron en el ALEPA prescripciones como la de la
obligatoriedad (art. 65.3), para todas las Administraciones Piblicas incluidas
en su &mbito de aplicacién, de difusién de las convocatorias de procesos
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selectivos de acceso y sus bases mediante su inclusién preceptiva en el Portal
del Empleo Piblico de Aragén.

Il. SELECCION POR CUERPOS Y ESCALAS

Nuestro sistema de funcién publica se adscribe a los denominados sistemas
de carrera que tienen, precisamente, en el procedimiento de acceso una de sus
principales caracteristicas. En estos sistemas el funcionario seleccionado no lo
es para ocupar un determinado puesto de trabajo sino para ingresar en una
categoria funcionarial (lldmese Cuerpo, Escala o Clase de especialidad) a la
que estdn adscritos un conjunto de puestos de trabajo que se irdn ocupando
a lo largo de la vida laboral del empleado.

El EBEP es continuador del modelo de funcién publica cerrado o de carrera
pero, al igual que hacia el texto al que sustituye, introduce algunos elementos
importantes ajenos al mismo. De esta forma, el EBEP sigue imponiendo la exis-
tencia de Cuerpos y Escalas u otros sistemas de agrupacién de funcionarios (art.
75) vinculando su fundamento, precisamente, a los procesos selectivos: «que
incorporen competencias, capacidades y conocimientos comunes acreditados
a través de un proceso selectivo».

Y es ahi donde estd el nicleo del problema: cémo compatibilizar la
generalidad de estas agrupaciones con la especializacién de los puestos.
Cémo garantizar en los procesos de seleccién a estas agrupaciones el princi-
pio rector de «adecuacién entre el contenido de los procesos selectivos y las
funciones o tareas a desarrollar» (art. 55.2.f) especialmente cuando se trata
de competencias especializadas de nivel superior desarrolladas por puestos
ubicados en dmbitos sectoriales muy diferentes.

La complejidad de las politicas sectoriales ha llegado a un punto en el
que se necesitan verdaderos especialistas en la materia de que se trate. Ya
sea urbanismo, educacién, seleccién de personal, transportes, efc. Es cierto
que esta problemdtica es exclusiva de los puestos de nivel superior y no de
todos, ya que hay Escalas o Clases de especialidad que tienen adscritas un
gran nimero de dotaciones con funciones muy homogéneas.

La opcién de especializacién tiene opiniones contrarias que siguen consi-
derando que el actual sistema tiene en todos los casos mayores ventajas que
desventajas. Se argumenta que una formacién generalista, adn de cardcter
técnico, aporta a los empleados una visién global de gran valor en la gestién de
los asuntos pUblicos. Es una critica a tener en cuenta pero su superacién debe
venir, como veremos, de una mejora del perfil competencial de los puestos y
no de una difuminacién del mismo que es a lo que, en muchos casos, se llega
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con el actual sistema. A lo expuesto debe sumarse otro elemento que el Informe
de la Comisién de Expertos proponia elevarlo a la categoria de principio rector
de los procedimientos de seleccién pero que finalmente no figura en el texto:
el principio de eficiencia. Cualquier medida que se proponga dentro de la
politica de personal debe tener en cuenta su eficiencia. Desde esta perspectiva
deberia evaluarse en términos de coste econémico, del tiempo necesario para
la adquisicién de las competencias que el puesto requiere en un nivel medio
y, en definitiva, de calidad de desempefo, la seleccién de un empleado sin
formacién especializada para un puesto que la requiere.

Es posible que en la realidad de los afios sesenta — la Ley de Funcionarios
Civiles— o incluso de los afios ochenta —Ley de Medidas para la Reforma de
la Funcién Poblica— este déficit de especializacién no fuese especialmente pro-
blemético. Pero el importantisimo incremento del nivel de complejidad sectorial
(basta con analizar la reglamentacién de cada materia) unido a la evolucién
del papel que se demanda a las distintas Administraciones, de naturaleza
post-burocrdtica y que convierte a los empleados en interlocutores con los
actores sociales y protagonistas, por tanto, de esa Administracién relacional
y no en meros aplicadores de las normas, demanda un conocimiento sectorial
muy profundo.

El propio EBEP contiene alguna propuesta que puede permitir superar esta
situacién. Asi el articulo 73.3 establece que «los puestos podrén agruparse
en funcién de sus caracteristicas para ordenar la seleccién, la formacién y la
movilidad». Es decir, el EB consciente de esta tensién generalidad/especialidad
permite que se definan dreas de especializacién que jueguen como elementos
de referencia tanto en la seleccién como en la provisién o en la formacién.
Definidas estas dreas sectoriales, se podria seleccionar para un drea concreta
o0 un puesto concrefo de esa drea adquiriendo la condicién de funcionario de
una determinada Escala o Clase de especialidad. A partir de aqui la movilidad
futura se realizaria entre puestos adscritos a dicha Escala o Clase de especia-
lidad, si bien atendiendo a la especializacién del empleado. La regulacién de
los procesos de movilidad de los empleados ya recoge esta especializacién
(dos ejemplos: regulacion del concurso de méritos contenida en el art. 14 del
Decreto 80/1997, de 10 de junio, del Gobierno de Aragén por el que se
aprueba el reglamento de provisién de puestos de trabajo, carrera adminis-
trativa y promocién profesional de los funcionarios de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén —BOA de 13 de junio— o las propias éreas
funcionales establecidas por la Junta de Andalucia en el Decreto 65/1996, de
13 de febrero —BOJA de 7 de marzo— o por el Gobierno del Pais Vasco en
el Decreto 77/2005, de 12 de abril —BOPV de 4 de mayo—) por lo que el

salto no es tan grande como podria suponerse ni mucho menos.
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lil. REQUISITOS DE ACCESO AL EMPLEO PUBLICO

Ademds de los ya conocidos requisitos generales de acceso, el EBEP y
en consonancia con ello el ALEPA (articulos 56 y 61, respectivamente), prevén
una interesante novedad, a saber, que en la convocatoria puedan incluirse
ofros requisitos especificos que guarden relacién obijetiva y proporcionada con
las funciones asumidas y las tareas a desempefiar, sin perjuicio, por supuesto,
de su descripcién de manera abstracta y general, de forma que no suponga
la configuracién de un proceso selectivo al que a la postre Gnicamente pueda
aspirar una concreta persona o grupo de ellas.

IV. PROCESOS Y SISTEMAS DE SELECCION

1. Cuestiones generales

Como se ha dicho, la consecucién del objetivo de incorporacién de la
persona dotada de mayor mérito y capacidad, de la mds idénea para el
desempefio de las funciones de que se trate, no puede provocar la dilucién
de la alta legitimidad social de que gozan actualmente los vigentes sistemas
de seleccién.

La situacién de partida en cuanto a los sistemas de seleccién puede situarse
en la asimilacién de la triada ya cldsica prevista en las normas precedentes y
que el EBEP sigue recogiendo, con unas claras notas valorativas. Oposicién:
conocimientos tedricos, memoristica, formalista pero muy garantista con los
principios constitucionales. Concurso: sistema arbitrario y facilmente manipula-
ble. Concurso-oposicién: el sistema utilizado en los procesos de consolidacién
de empleo realizados.

Por lo tanto no es de extrafiar que con estos precedentes los érganos
jurisdiccionales hayan interpretado con dureza los requisitos que habian de
cumplimentar los procesos selectivos convocados por las distintas Administra-
ciones Piblicas. En el caso de la Comunidad Auténoma de Aragén, las sen-
tencias dictadas al efecto han recaido fundamentalmente sobre las Entidades
de Derecho Pdblico, no sélo en cuanto a la exigencia de una identidad en
los procedimientos respecto de la Administracién Territorial Institucional, sino
incluso en la forma de su cumplimiento, que una vez afirmada tal identidad
es por lo tanto extrapolable a cualquier Administracién Publica.

La valoracién como antijuridica de determinados actos dictados en tal sen-
tido por las Entidades de Derecho Piblico se ha basado, no sélo en una mera
vulneracién de la todavia vigente Ley de Funcién Piblica cuyo Texto Refundido
fue aprobado por Decreto Legislativo 1/1991, por su inaplicacién, lo cual no
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constituye, desde luego, el objeto del presente trabajo, sino incluso en que la
forma de interpretacién y aplicacién de la misma realizada en dichas ocasiones
infringia el articulo 23 de la Constitucién en cuanto reconoce el derecho de
acceso en condiciones de igualdad a funciones y cargos publicos.

Queremos con ello decir con ello que estos recelos jurisprudenciales,
manifestados por los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de Zaragoza
y confirmados después en apelacién por la Sala de dicha Jurisdiccién del
Tribunal Superior de Justicia de Aragén, no se vencen simplemente mediante
una reforma legislativa que establezca nueva reglas de juego, sino que es
necesario que el Juzgador valore que estas nuevas reglas y sobre todo la
aplicacién que se hace de las mismas son acordes con la Constitucién, cuyos
principios permanecen inalterados. En este sentido, a juzgar por la tendencia
actual, el juicio promete ser exigente.

Asi, los pronunciamientos judiciales han pasado por negar directamente
la posibilidad de una entrevista como prueba vélida en un proceso selectivo
o por admitirla si bien exigiendo un elevadisimo grado de precisién en la
descripcién de la misma.

Ya en el afio 2004, en el Procedimiento Abreviado 204/2004 seguido
ante el Juzgado Contencioso-Administrativo n° 3 de Zaragoza se enjuiciaba
una convocatoria para la seleccién de personal laboral por una Entidad de
Derecho Piblico.

Con independencia de la naturaleza juridica de la entidad convocante,
interesa destacar la minuciosidad con que se examina el contenido de la con-
vocatoria y el alto grado de exigencia que se impone para entender satisfecho
un grado suficiente de objetividad y por ende cumplidos los principios constitu-
cionales de igualdad, mérito y capacidad en el acceso a funciones piblicas.

Esta sentencia, en la que posteriormente se basardn otras del resto de
Juzgados de la misma jurisdiccién, en su fundamento juridico segundo, tras
valorar positivamente los extremos que si podian encontrarse en al convoca-
toria, sefala lo siguiente:

«Como se acaba de sefalar, nada dice la convocatoria sobre cudl va a
ser el criterio de valoracién que se va a emplear, ni las normas por las que se
va a regir la puntuacién, y ni siquiera lo hace mediante remisién a alguna otra
disposicién. La convocatoria desarrolla dentro de lo que determina «perfil solici-
tado» cudles son los méritos de que debe disponer el candidato para poder ser
elegido, pero guarda silencia sobre la forma en que se valorarén los mismos,
(...] se estd vulnerando el principio de mérito, ... pues no se articulan medios
en la convocatoria que permitan estimar que aquellos candidatos elegidos sean
los que ostenten unos mejores méritos, pues se desconoce cémo se produce la
valoracién...».
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En primer lugar debe quedar claro que éstos no fueron los Gnicos moti-
vos por los que se anulé la convocatoria, dado que adolecia de otros vicios.
No obstante, con la transcripcién de este fragmento se pretende destacar la
negativa valoracién juridica realizada por el juzgador de primera instancia
respecto de la falta de precisién de la convocatoria, de la que extrae una
vulneracién del principio de mérito.

Esta afirmacién de la sentencia, que podria parecer a priori evidente,
no lo es tanto, o al menos a mi juicio no de una manera absoluta, si obser-
vamos cualquier otra convocatoria de las que habitualmente se publican en
los boletines oficiales.

Examinemos, por ejemplo, la Orden 7 de septiembre de 2009, del Depar-
tamento de Presidencia, por la que se convocan pruebas selectivas para ingreso
en el Cuerpo de Funcionarios Superiores de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén, Escala Facultativa Superior, Arquitectos, publicada en

BOA n° 177, de 10 de septiembre de ese afio.

La base sexta de la convocatoria se refiere a la estructura de las pruebas
selectivas en los siguientes términos:

«6.1. El primer ejercicio consistird en desarrollar por escrito dos temas de
cardcter general que propondrd el Tribunal, uno relacionado, sin ser coincidente,
con el temario del programa de materias especificas y otro relacionado, sin ser
coincidente, con el temario de materias comunes.

El Tribunal sefialaré en el momento de proponer este ejercicio el tiempo
mdximo concedido para su realizacién, sin que su duracién pueda exceder de
tres horas.

El ejercicio serd leido literalmente por los aspirantes en sesién piblica ante
el Tribunal, que valorard la formacién general, la capacidad de andlisis, el orden
y la claridad de las ideas desarrolladas, asi como la correccién en la expresién
escrita...».

Los criterios de valoracién del primer ejercicio se hallan claramente expre-
sados y no ofrecen lugar a dudas. Sin embargo, a continuacién, se afade:

«6.2. El segundo ejercicio consistird en exponer oralmente en sesién publica
cuatro temas, sacados al azar, tres exiraidos del grupo de materias especificas y uno
del grupo de materias comunes. La exposicién, que no podré exceder de cuarenta
y cinco minutos, comenzard por los temas del grupo de materias especificas.

Los candidatos dispondrén de un periodo de veinte minutos para la preparacién
de este ejercicio, sin que puedan consultar ninguna clase de textos o apuntes, si bien
podrdn utilizar durante la exposicién el esquema o guién que hayan realizado.

Finalizada la actuacién del candidato, el Tribunal podré dialogar con él
durante un periodo mdximo de veinte minutos sobre las cuestiones expuestas o
relacionadas con los temas que haya desarrollado.
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6.3. El tercer ejercicio consistird en el desarrollo y resolucién de uno o varios
supuestos prdcticos propuestos por el Tribunal, que estardn relacionados con las
materias del programa.

El Tribunal sefialard en el momento de proponer el ejercicio el tiempo mdximo
concedido para su resolucién, pudiéndose utilizar cuantos libros, textos o documen-
tos, en soporte papel, se considere necesarios, aportados por los propios candidatos
o disponibles en el local escogido por el Tribunal para realizar el ejercicio.

El ejercicio serd leido literalmente en sesién piblica ante el Tribunal, que podrd
dialogar con el candidato durante diez minutos sobre las cuestiones relacionadas
con el planteamiento y resolucién del supuesto.

6.4. El cuarto ejercicio serd una prueba de conocimiento y comprensién
del idioma francés o inglés. Dicha prueba consistird en la traduccién directa, sin
diccionario, de un texto en el idioma elegido por el candidato en su solicitud y
durante el tiempo que se sefiale por el Tribunal».

Pues bien, scudles son aqui los criterios de valoracién, més alld de la
correcta ejecucién del ejercicio, de la demostracién suficiente de ostentar los
conocimientos requeridos, ademds de estar en posesién de la correspondiente
titulacién, cuestién esta Gltima que constituye un requisito para la participacién
en el proceso?

Dado que la convocatoria enjuiciada en 2004 por el Juzgado Contencioso-
Administrativo n® 3 de Zaragoza ofertaba puestos de auxiliar administrativo,
examinaremos, también a modo de ejemplo, la Orden de 5 de septiembre
de 2007, del Departamento de Presidencia, por la que se convocan prue-
bas selectivas para ingreso en el Cuerpo Auxiliar de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén Escala Auxiliar Administrativa, Auxiliares
Administrativos, publicada en BOA n° 116, de 1 de octubre.

En este proceso selectivo, tras una primera prueba consistente en un cues-
tionario de preguntas en forma de test, en el segundo ejercicio, sobre conoci-
mientos informdticos se especificaba que se valoraria su ejecucién correcta y se
penalizardn tanto los errores mecanogrdficos como la omisién o incumplimiento
de las normas de realizacién del mismo.

Sin embargo, el tercer ejercicio, de cardcter voluntario y de mérito para
mejorar la puntuacién en la relacién final de aprobados, consistié en una
prueba de taquigrafia o de conocimiento de los idiomas francés o inglés,
relatando la convocatoria Unicamente en qué consistia la prueba, a saber,
dictado y traduccién, respectivamente, sin mds precisién sobre los criterios
de valoracién.

A nivel estatal, la Orden del Ministerio de Justicia, de 18 de abril, por
la que se convoca proceso selectivo para el Ingreso por el sistema general de
acceso libre al Cuerpo de Abogados del Estado, publicada en BOE n° 103,
de 30 de abril, realiza, del mismo modo, Unicamente una descripcién del
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desarrollo del proceso selectivo con el contenido de las pruebas (exposicion
oral de temas extraidos del temario y ejercicios prdcticos).

En cualquier caso esta sentencia a la que nos hemos referido fue confir-
mada en apelacién por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Aragdn, en sentencia de 18 de diciembre de 2007.

Posteriormente, se han producido en Aragdn otros pronunciamientos judi-
ciales similares especialmente centrados en evitar «un dmbito innecesario de
incertidumbre en la valoracién de los candidatos que resulta contraria a los
principios de mérito y capacidad» y con imposicién un alto grado de exigen-
cia para entender satisfecha la objetividad exigible y por ende cumplidos los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad en el acceso a
funciones publicas.

Més optimista, en este sentido, es la conclusién a la que llega el Tribunal
Supremo, en sentencia de 28 de marzo de 2011, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Seccién Séptima, que al examinar la adecuacién a derecho de
la introduccién de la Entrevista Conductual Estructurada como prueba selectiva
en el procedimiento para la provisién de puestos de trabajo en comisién de
servicios en la administracién autonémica vasca sefiala que el método es idé-
neo en todas sus posibles formas para seleccionar a los empleados pdblicos
conforme a los principios de mérito y capacidad con respeto al de igualdad,
salvo en los casos en que se demuestre incompatible con las premisas cons-
titucionales sobre las que descansa la funcién piblica. Por lo tanto, dice el
alto tribunal, la cuestién se centra en la conformidad o no, en cada caso, de
este método con tales postulados de la Carta Magna, conformidad que ha de
suponérsele, ya que, segin esta sentencia, no hay razén para excluirla de la
presuncién de validez que se predica de los actos y disposiciones administra-
tivas a tenor del articulo 57.1 de la Ley 30/1992, y la carga de desvirtuarla
pesard sobre el recurrente.

Puede finalizarse este encuadramiento general sefialando las dificultades
de evolucién de los procesos de seleccién. Las referencias jurisprudenciales
nos muestran como los tribunales han aceptado unos importantes mdrgenes
de discrecionalidad técnica en las valoraciones realizadas por los érganos de
seleccién respecto a las pruebas utilizadas tradicionalmente en el sector piblico,
pero esfos mismos mdrgenes se cuestionan o simplemente no se admiten cuando
lo que se pretende es la utilizacidn de procesos empleados fradicionalmente
en el sector privado pero novedosos en el publico.
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2. Sistemas de Seleccién

La enumeracién y definicién de los sistemas selectivos introduce destaca-
bles variaciones respecto de la normativa derogada, comenzando por algunas
precisiones sobre los condicionantes que deban concurrir para la eleccién de
uno u ofro sistema (articulo 61 del EBEP y 66 del ALEPA).

En definitiva, seguimos contando, para el acceso al empleo piblico, con
el sistema de oposicién, que se consolida como el de utilizacién generalizada;
el de concurso-oposicién, de aplicacién preferente para aquellos puestos de
trabajo de especial dificultad técnica, responsabilidad y especializacién en
los que se considere necesaria la acreditacién de la suficiente formacién y
experiencia previa para el desempefo adecuado de las funciones y tareas que
le son propias; y el de concurso, al que puede recurrirse sélo con cardcter
excepcional y previa habilitacién mediante ley formal cuando se trate de la
seleccién de funcionarios de carrera.

A) Nos referiremos en primer lugar al sistema de oposicién

El EBEP y el ALEPA sin optar por una revolucién o cambio radical del
sistema, probablemente por los motivos y prevenciones ya mencionados, si
que prevén nuevas pruebas que valoren otros aspectos, ademds de los cono-
cimientos teéricos, como las habilidades prdcticas, destrezas y aptitudes, en
definitiva las competencias profesionales.

El sistema de oposicién debe dejar de ser un procedimiento para la
exclusiva demostracién de la posesién de unos conocimientos tedricos de tipo
técnico.

Cobra aqui singular relevancia la superacién del actual modelo de Relo-
ciones de Puestos de Trabajo para su evolucién paulatina hacia un sistema de
gestién por competencias, que pueda tener su reflejo tanto en la formacién,
como en la provisién de puestos de trabajo y también en el primer acceso al
empleo puiblico.

En el siguiente cuadro figuran las competencias definidas por la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma de Aragén —sector administracién
general— en el marco de un proyecto en fase desarrollo que tiene por objeto
incorporar la gestién por competencias a los principales procesos de la gestién
de personal.

184



LAS NOVEDADES EN LA SELECCION DE PERSONAL COMO PALANCA DE CAMBIO PARA LAS...

¢ Competencias institucionales:
CI.01. Orientacién al ciudadano.
Cl.02. Aprendizaje permanente.
Cl1.03. Compromiso con la calidad.
Cl.04. Desempefio transversal.

e Competencias personales:
CP.01. Andlisis de situaciones y foma de decisiones.
CP.02. Atencidn y servicio.
CP.03. Autocontrol.
CP.04. Autonomia personal.
CP.05. Direccién de personas.
CP.06. Flexibilidad.
CP.07. Liderazgo.
CP.08. Negociacién.
CP.09. Organizacién y planificacién.
CP.10. Orientacién a resultados.
CP.11. Relacién y comunicacién interpersonal.
CP.12. Resolucién de conflictos.
CP.13. Trabajo en equipo y cooperacién.

¢ Competencias técnicas

Las competencias institucionales se derivan de la misién de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén y estdn impregnadas de los principios de su cultura
organizativa. Representan aquellas caracteristicas que han de poseer y desarrollar
todas las personas que la integran porque condensan los valores de esta Administracién.
Estarén presentes en todos los puestos de trabajo de esta organizacién.

Las competencias personales integran las habilidades personales que han de
desempefiar los trabajadores de esta Administracién en su puesto de trabajo.
Estas competencias estdn graduadas en cuatro niveles de desempefo, definiendo,
de forma precisa y observable a través de ejemplos de conductas asociadas, el
significado de cada uno de ellos, de manera que, en el futuro, cada puesto de
trabajo llevard asociado un némero concreto de competencias a desempefiar y en
un nivel determinado.

Finalmente, las competencias técnicas integran los conocimientos y habilidades
técnicas o profesionales requeridos para desempefiar adecuadamente un puesto de
trabajo. La informacién para identificar estas competencias estd previsto que proceda
tanto del andlisis de puestos de trabajo que se estd llevando de forma paralela
como de las unidades de competencia identificadas por el Instituto Nacional de las
Cuadlificaciones (1)

(1) EmsiD IBANEZ, O., FERNANDEZ-VELLLA HERRANZ, B. y RUEDA SANCHEZ, |. (2011). Gestién por

Competencias en la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén. Zaragoza, Gobierno
de Aragén. Departamento de Presidencia. En dicha publicacién se contiene el Diccionario de Com-
petencias junto a una explicacién del proyecto y de sus principales aplicaciones a los procesos mds

importantes de la gestién de personal.
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Sélo tras una correcta configuracién de los puestos de trabajo y de las com-
petencias necesarias para su éptimo desempefio puede configurarse un proceso
selectivo adecuado o ajustado y determinar el tipo de pruebas que permitan valorar
la mayor o menor concurrencia en el candidato de esas precisas competencias. Se
trata, en definitiva, de identificar con claridad el mérito y la capacidad requeridas,
para hacer posible su precisa bisqueda, y por supuesto, su hallazgo.

En tal sentido resulta especialmente interesante como se ha anticipado la
prevision del articulo 73.3 del EBEP, que permite la agrupacién de puestos de
trabajo en funcién de sus caracteristicas para ordenar la seleccién, la forma-
cién y la movilidad. La definicién de dreas de especializacién mediante dichas
agrupaciones puede permitir afinar, en el momento de la seleccién, tanto los
conocimientos estrictamente técnicos exigibles como las idéneas competencias,
habilidades y destrezas.

No en vano introduce el articulo 61 del EBEP y 69 del anteproyecto de
LEPA la posibilidad de incluir no sélo las tradicionales pruebas que permitan
al érgano de seleccién la comprobacién de los conocimientos y la capacidad
andlitica de los aspirantes, el dominio de lenguas extranjeras o la superacién de
pruebas fisicas, sino también otras que consistan en la realizacién de ejercicios
que demuestren la posesién de habilidades y destrezas, la exposicién curricular
por los candidatos, la superacién de pruebas de capacidades cognitivas y de
personalidad o la realizacién de entrevistas.

Todo lo anterior cuidando especialmente la conexién entre el tipo de
pruebas a superar y la adecuacién al desempefio de las tareas de los puestos
de trabajo convocados, lo que exige, una vez mds, una correcta definicién
de dichas tareas y funciones.

En esta linea se han seguido las recomendaciones del Informe de la
Comisién de Expertos para el estudio y preparacién del Estatuto Bésico del
Empleado Publico de introducir en los procesos selectivos ademds de las tra-
dicionales pruebas orales y escritas de evaluacién de conocimientos tedricos,
otras orientadas a examinar «la aptitud y las capacidades cognitivas», o que
consistan en la realizacién de «ejercicios y simulaciones demostrativos de la
posesién de habilidades y destrezas y, en su caso, la superacién de pruebas
fisicas», completando las pruebas selectivas con «la superacién de pruebas
psicométricas o de exdmenes médicos», asi como con «instrumentos de infor-
macién biogrdfica de los candidatos y valoracién de méritos y referencias».

En este sentido debe destacarse que la Unién Europea acaba de modi-
ficar sus procesos de seleccién, introduciendo los criterios que figuran en el
siguiente cuadro (2).

(2) Datos de la Oficina de Seleccién de la Unién Europea.
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v oposiciones mucho més rdpidas y con menos fases de procedimiento
v ciclo anual de oposiciones para los perfiles de empleo mdas comunes
v’ pruebas por competencias.

Ademés de aptitudes y conocimientos profesionales especificos, se evalian las siguien-
tes competencias bdsicas:

v andlisis y resolucién de problemas

v' comunicacién

v trabajo de calidad y resultados

v aprendizaje y desarrollo

v determinacién de prioridades y organizacién
v resistencia

v trabajar con ofras personas.

En relacién a las distintas pruebas de seleccién no pueden desconocerse
los estudios cientificos que se han realizado sobre la validez predictiva de cada
método de seleccién. En el siguiente cuadro se recogen los datos elaborados
por J. F. Salgado (3) respecto a la validez operativa de distintos métodos de
seleccién.

Fiabilidad y Validez de diversos Métodos de Seleccién de Personal

Meropos FIABILIDAD VALIDEZ OPERATIVA

Seccién 1

Capacidad Cognitiva General .83 71
Razonamiento Matemético .85 .52
Razonamiento Espacial-Mecénico 77 51
Razonamiento Verbal .83 .35
Capacidad Perceptiva .67 .52
Memoria 77 .56
Personalidad — Conciencia .80 .30
Experiencia 1.0 25!
Personalidad — Estabilidad Emocional .85 .20
Personalidad — Amigabilidad 79 7

(3) SAlADO J. F., es catedrdtico de Recursos Humanos y Psicologia del Trabajo en la Univer-
sidad de Santiago de Compostela. Destacan sus aportaciones a la renovacién de los procesos de
seleccién en las Administraciones Piblicas, entre ellas: «El ingreso en las Administraciones Piblicas:
seleccién por competencias» presentada como ponencia al congreso Los Recursos Humanos en la
Administracién Piblica: Nuevos enfoques en la gestién de los Recursos Humanos en las Administra-
ciones Piblicas. 2005, Vitoria. «La entrevista conductual estructurada y el desempefio laboral en la
Administracién Poblica Espafiola: Propiedades psicométricas y reacciones de justicia», publicado en
la Revista de Psicologia del trabajo y de las organizaciones, 2007, vol. 23, n° 1.
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Seccion 2

Entrevista Conductual Estructurada .83 .63
Exdmenes (Tests) de Conocimientos .80 45
Assessment Center — Simulaciones .70 37
Entrevistas Convencionales Estructuradas .65 .33
Referencias Personales .60 .25
Inteligencia Emocional .70 .23
Entrevistas No Estructuradas .50 15
Valoracién de Méritos y Formacién .80 .16

Nota: Validez operativa = validez observada corregida por fiabilidad del criterio y restriccién
indirecta en el predictor.
! = validez operativa para una experiencia entre 5y 10 afios en el puesto de trabajo.

Llama la atencién los malos resultados de dos métodos ampliamente uti-
lizados por las Administraciones Piblicas en sus procesos de provisién de
puestos: la experiencia y la valoracién de méritos y formacién.

En relacién a la prueba puramente tedrica y al contenido del temario, el
anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén introduce una previsién muy
interesante, destinada a facilitar la movilidad administrativa, y que parece, en
realidad, una exigencia de sentido comin: la homogeneidad en las pruebas y
los temarios bdsicos que constituyan las condiciones minimas correspondientes a
procesos para acceso a un mismo tipo de puesto o cualificacién profesional.

Este de la ausencia de homogeneidad y proporcionalidad fue, por cierto,
uno de los argumentos esgrimidos a favor de la nulidad radical de las convo-
catorias en aquellos procesos selectivos de los que se ha hablado més arriba:
el elevado nivel de exigencia, mucho mayor que el reclamado habitualmente
por otras Administraciones Piblicas para puestos similares, por ejemplo, de
Auxiliar Administrativo. Sin insinuar aqui, por supuesto, que ello sea causa de
nulidad, y de hecho no fue valorado como tal por los érganos jurisdiccionales,
ello no es ébice para afirmar que seria deseable esa homogeneidad como
garantia de la racionalidad y adecuacién de los procesos selectivos, y a fin de
facilitar, ademds, la movilidad interadministrativa y coadyuvar a la resolucién
de los conflictos retributivos.

En cualquier caso, puede concluirse con la imperiosa necesidad de abor-
dar la reforma de los métodos de seleccién a la luz de las nuevas posibilida-
des que el EBEP ofrece, despojando a la «oposicién» de sus elementos mds
negativos, que incluso han llegado a configurar y lastrar el propio concepto,
e ir infroduciendo paulatinamente aquellos instrumentos previstos en el art. 69
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del ALEPA que ayuden a mejorar el resultado de la seleccién en funcién de las
competencias definidas en los puestos; y todo ello, con absoluto rigor y con la
mayor de las exigencias en cuanto al respeto de los principios constitucionales.
Al punto, incluso, de que en este proceso se produzca una suerte de «refun-
dacién» del concepto de oposicién que aumente, si cabe, la legitimidad que
actualmente tiene al mantener sus mejores valores (transparencia, objetividad,
efc) e incorporar ofros nuevos absolutamente necesarios (garantia de acierto
en el seleccién, seleccién del candidato mds «competente», agilidad, etc.).

B) Concurso-oposicién

Sobre este sistema selectivo se limita el EBEP a sefialar, en su articulo 61.3
que los procesos selectivos que incluyan, ademds de las preceptivas pruebas
de capacidad, la valoracién de méritos de los aspirantes, sélo podrdn otorgar
a dicha valoracién una puntuacién proporcionada que no determinard, en
ningin caso, por si misma, el resultado del proceso selectivo.

El articulo 66.3 del ALEPA afiade que la valoracién de los méritos se
efectuard conforme al baremo previsto en las bases de la convocatoria.

No podemos detenernos a examinar el alarmante grado de litigiosidad
alcanzado, no sélo en Aragén, por la aplicacién del sistema de concurso-
oposicién (cuya nada infrecuente calificacién como «proceso se consolidacién
de empleo» anticipa ya su configuracién y problemdtica asociada).

No obstante, sin dnimo de entrar en polémicas estériles, no podemos
dejar de comentar la previsién que del concurso-oposicién se contiene en el
ALEPA que sefiala que «El concurso-oposicién se utilizard como sistema de
seleccién preferente para aquellos puestos de trabajo de especial dificultad
técnica, responsabilidad y especializacidn en los que se considere necesaria la
acreditacién de la suficiente formacién y experiencia previa para el desempefio
adecuado de las funciones y tareas que le son propias.»

Pues bien, la utilizacién de esta argumentacién como base para la elec-
cién del concurso-oposicién como sistema de seleccién, Gnicamente tendré
sentido en los supuestos en que esos puestos de trabajo de especial dificultad
técnica no sean provistos en ningln caso por personal interino que carezca de
dicha contrastada formacién y experiencia previa, pues lo contrario supone,
no sélo una burla a la afirmacién misma de que el desempefio adecuado de
las funciones y tareas que le son propias exige formacién y experiencia, sino
que ademds implica una condena a la previa precariedad laboral, o mds
exactamente, precariedad en el nombramiento.

En definitiva, ni tiene sentido pretender que puede desempefiarse como
interino sin o con escasa experiencia previa un puesto al que no puede acce-
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derse como funcionario de carrera (o personal laboral o estatutario fijo) pre-
cisamente por esa falta de experiencia, ni por ende lo tendrd, a la hora de
fijar la puntuacién que ha de otorgarse en la fase de concurso, atribuir mayor
puntuacién a la experiencia obtenida en el sector pdblico que a la adquirida
en el sector privado (lo que hoy en dia es bastante frecuente en los procesos
de concurso-oposicién), dado que el sector privado seria el Gnico en que
puede obtenerse esta experiencia, fuera de los casos de empleados piblicos
que gozando de un nombramiento definitivo en otra Administracién decidan
participar en un proceso selectivo de nuevo acceso en lugar en uno de movi-
lidad interadministrativa.

C) Concurso

El Estatuto Bdsico del Empleado Publico incorpora una nueva definicién
del concurso, en su articulo 79, que si bien se refiere a él como procedimiento
de provisién de puestos en relacién a la movilidad de quienes ya gozan de la
condicién de empleados poblicos, y en tal sentido se encuentra sistemdticamente
situado en el texto legal, es extrapolable cuando su utilizacién tiene por objeto
la seleccién de aspirantes para su acceso a la Administracién piblica.

Se concibe, por lo tanto, en adelante, el concurso, como «la valoracién
de los méritos y capacidades y, en su caso, aptitudes de los candidatos».

Esta nueva definicién legal trae causa de la voluntad de incorporacién de
las recomendaciones formuladas por la Comisién de Expertos para el estudio y
preparacién del EBEP, que propuso «realizar entrevistas o «tests» de seleccidn,
siempre que se encomienden a profesionales especializados, o acudir a la
valoracién de memorias, proyectos o simulaciones».

Si bien es cierto que dichas propuestas se idearon en el marco del concurso
como procedimiento de movilidad del empleado piblico, y en cumplimiento de
la sugerencia de la propia Comisién de «revisar a fondo el sistema de provisién
de puestos de trabajo» y «flexibilizar la actual regulacién de los concursos,
de manera que se tengan en cuenta significativamente los resultados de la
evaluacién del rendimiento del rendimiento de los empleaos publicos, mds
que otros méritos o supuestos méritos mds formales», no es menos ciertos que
dichos instrumentos —«fests», entrevistas, valoracién de memorias, proyectos
o simulaciones— son igualmente aconsejables cuando de un proceso selectivo
se fratare.
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V. ACCESO AL EMPLEO PUBLICO DE PERSONAS CON DISCAPACI-
DAD

No puede dejar de mencionarse el reto que supone el acceso al empleo
pUblico de personas con discapacidad, que vaya mds alléd del mero cum-
plimiento estadistico de unos porcentajes predeterminados, para suponer un
compromiso social de las Administraciones Piblicas y que especialmente en
el caso de la discapacidad intelectual suponga un auténtico nuevo modelo
de acceso completamente adaptado tanto en el procedimiento como en la
valoracién del mérito y la capacidad.

Tanto el EBEP, en su articulo 59, como el ALEPA, en el 64, comienzan
con una prescripcién general de reserva en la Oferta de Empleo Piblico de
un cupo no inferior al cinco por ciento de las vacantes para ser cubiertas por
personas con discapacidad, afiadiendo ademds el texto aragonés el objeto
de alcanzar el 2 por ciento del total de los efectivos.

Por nuestra parte apostillaremos que, en orden a la real consecucién de este
objetivo y a fin de dotar de garantias a la reserva de puestos de trabajo a per-
sonas con discapacidad, parece aconsejable suprimir definitivamente la frecuente
previsién en las convocatorias segun la cual las plazas reservadas a discapacitados
que queden desiertas acrecen al resto de las ofertadas, para ser sustituida por una
obligacién de mantenimiento de la vacancia de dichas plazas que se afiadirdn a la
siguiente Oferta de Empleo Piblico, y por ende a la siguiente convocatoria como
reservadas para discapacitados, ademds de las que correspondan por aplicacién
en el ejercicio correspondiente de la misma norma legal.

Continuando con las medidas que hagan posible el acceso al empleo
pUblico de personas con discapacidad, tanto el EBEP como el anteproyecto de
LEPA disponen la necesidad de adopcién, «en funcién del tipo de discapacidad,
ya sea fisica, psiquica o sensorial», de «las medidas precisas para establecer
las adaptaciones y ajustes razonables de contenidos, tiempos y medios en el
proceso selectivo y, una vez superado el mismo, las adaptaciones en el puesto
de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad».

Mencién especial merece el pdrrafo quinto del articulo 64 del anteproyecto
aragonés, que reza como sigue:

«5. la seleccién para puestos reservados a discapacitados psiquicos podrd
realizarse a través de concurso de méritos o de concurso-oposicién. En todo caso,
los procesos de seleccién estardn dirigidos a comprobar que los aspirantes poseen
los repertorios bdsicos de conducta y los conocimientos imprescindibles que les
permitan el ejercicio de las funciones propias del puesto de trabajo. A tal efecto,
el proceso de seleccién podré incluir un periodo de adaptacién al contenido del
puesto y al entorno laboral de un méximo de dos afios, superado el cual se pro-
ducird su nombramiento definitivo o contratacién con cardcter fijo.»
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En tal sentido merece ser destacada la experiencia puesta en marcha en
la Administracién autonémica aragonesa mediante Orden de 15 de diciembre
de 2010, del Departamento de Presidencia, por la que convocan pruebas
selectivas para ingreso, por turno independiente para discapacitados intelec-
tuales, como personal laboral fijo de la categoria profesional de Personal de
Servicios Auxiliares y de Personal Especializado de Servicios Domésticos de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, publicada en BOA
n° 7, de 12 de enero de 2011.

En ella se comienza diciendo que el articulo 61 del EBEP y el articulo 27
de la Ley de Ordenacién de la Funcién Piblica de la Comunidad Auténoma de
Aragén, cuyo texto refundido fue aprobado por Decreto Legislativo 1/1991, de
19 de febrero, prevén el concurso de méritos como uno de los procedimientos
de seleccién del personal laboral, si bien, evidentemente, dicho sistema debe
ser objeto de una interpretacién muy restrictiva. No obstante en el caso de
pruebas de seleccién reservadas a personas con discapacidad intelectual éste
se revela, segln se explica, como el procedimiento mds adecuado, dado que el
procedimiento de acceso mediante pruebas basadas en la mera competitividad
intelectual puede resultar, segin expresa la Orden citada, contradictorio con
la discriminacién positiva que fundamenta la reserva de plazas a personas
con discapacidad intelectual.

En consecuencia, esta iniciativa perfilé una convocatoria consistente en
un proceso valorativo dividido en dos fases.

En la primera se atenderia a los méritos de preparacién y experiencia
laboral. Los aspirantes que superasen dicha fase, cuyo nimero no podria ser
un superior al de plazas convocadas, accederian a una segunda fase en la
que serian adscritos provisionalmente a los puestos objeto de la convocato-
ria durante un plazo de doce meses «al objeto de determinar si poseen los
repertorios bdsicos de conducta y los conocimientos imprescindibles que les
permitan el ejercicio de las funciones propias de los mismos».

Concluido el citado plazo, durante el cual los aspirantes desempefiardn sus
funciones bajo el régimen juridico del contrato temporal de interinidad, perci-
biendo las refribuciones integras del puesto, habrd de emitirse un informe relativo
a la integracién de cada candidato en el entorno laboral y a la posesién de
dichos conocimientos y conductas, formalizdndose los correspondientes contratos
laborales indefinidos con aquellos candidatos que obtengan informe favorable.

La convocatoria contempla, incluso, como instrumento para la garantia del
proceso selectivo y del éxito de los aspirantes, la colaboracién de un preparador
laboral, que, coadyuve a la insercién laboral de los participantes.

Si, no obstante, el resultado fuese de integracién desfavorable, no sélo
se contempla la posibilidad de la declaracién de no superacién del proceso
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selectivo, sino también, alternativamente, la repeticién de la fase de interinidad
en ofro centro de trabajo, con las adaptaciones procedentes.

VI. OFERTA DE EMPLEO

No es posible cerrar un tema como el del acceso al empleo piblico sin
referirnos a la sentencia de 29 de octubre de 2010 (notificada a los Servicios
Juridicos autonémicos el 26 de enero de 2011), del Tribunal Supremo, dictada
por la Seccién Séptima de la Sala de lo Contencioso Administrativo al resolver
el recurso de casacién interpuesto contra la Sentencia de 18 de mayo de 2008
del Tribunal Superior de Justicia de Aragén.

El proceso tenia por objeto el examen de la adecuacién a derecho de la
Oferta de Empleo Piblico aprobada y publicada en 2007, y que habia sido
impugnada por no haberse incluido en ella la totalidad de las vacantes existen-
tes en tal momento y provistas por interinos, interpretando la parte recurrente
que ello implicaba una vulneracién del derecho de acceso en condiciones de
igualdad a funciones y cargos publicos consagrado en el articulo 23.2 de la
Constitucion.

Pues bien, a pesar de haber resuelto el Tribunal Superior de Justicia de
Aragén en sentido desestimatorio, indicando que el precepto citado de la Carta
Magna no implica un derecho de acceso a la funcién pdblica, sino un derecho
a hacerlo en condiciones de igualdad, el Tribunal Supremo discrepa, y casa
la sentencia de instancia, razonando en su Fundamento Juridico Segundo lo
siguiente:

«Ha de acogerse este motivo de casacién por las razones siguiente. En primer
lugar, como sostiene la recurrente, el derecho de acceso al empleo publico es un
derecho fundamental de configuracién legal, tal como expresamente dispone el ar-
ticulo 23.2 de nuestra norma constitucional. Pues bien, ha sido en desarrollo de ese
derecho constitucional de acceso a la funcién piblica en condiciones de igualdad,
mérito y capacidad que el Estatuto Bésico del Empleado Publico dispone en su ar-
ticulo 10.4 que «En el supuesto previsto en la letra a) del apartado 1 de este articulo,
las plazas vacantes desempefiadas por funcionarios interinos deberdn incluirse en la
oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se produce su nombramiento,
y si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortizacién»; y en el
apartado 1 de este precepto se dispone que: «Son funcionarios interinos los que, por
razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como
tales para el desempefio de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando
se dé alguna de las siguientes circunstancias: a) La existencia de plazas vacantes
cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera».

Por su parte el articulo 7.4 de la ley de Ordenacién de la Funcién Piblica
de la Comunidad Auténoma de Aragén sostiene que «las plazas ocupadas por
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interinos serdn incluidas en la primera oferta de empleo piblico que se apruebe,
salvo los casos de sustitucién de funcionarios»

La claridad de estos preceptos no dejan duda de la ilegalidad del acuerdo
impugnado, en este punto, al que restringe la recurrente el recurso de casacidn,
y Unico en el que podemos entrar en consecuencia. Ahora bien, la cuestidn es si
nos encontramos ante una simple ilegalidad, o por el contrario la misma afecta al
derecho fundamental. Y hemos de admitir que asi es, pues no hay mayor negacién
del derecho consagrado en el articulo 23.2 de la Constitucién que la negacién de
los procesos publicos de seleccién legalmente establecidos. |...)

Tampoco cabe alegar motivos econdmicos y de autoorganizacién, pues las
plazas estén presupuestadas y ocupadas por funcionarios interinos. En consecuen-
cia, lo que no puede alegarse es el incumplimiento de la ley, cuando es clara
y precisa, en desarrollo precisamente del derecho fundamental alegado por los
recurrentes.»

Este pronunciamiento judicial resulta inquietante entre ofras considera-
ciones habida cuenta que nada sefiala en relacién a como armonizar estos
preceptos legales en que se basa para entender infringido el articulo 23.2
del texto constitucional y la ya habitual previsién de las sucesivas Leyes de
Presupuestos Generales del Estado en el sentido de limitar a todas las Admi-
nistraciones Publicas el nimero de plazas que cabe ofertar estableciendo un
porcentaje méximo sobre la denominada tasa de reposicién de efectivos (refe-
rida a los efectivos de personal que causan baja por fallecimiento, jubilacién
o declaracién de incapacidad permanente).

En tal sentido no fue una excepcién la Ley 42/2006, de 28 de diciem-
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 2007, en cuyo articulo 22
se prescribié que «Durante el afio 2007, el nimero total de plazas de nuevo
ingreso del personal del sector publico delimitado en el articulo anterior serd,
como mdximo, igual al 100 % de la tasa de reposicién de efectivos».

Esta orden legal, de aplicacién a todas las Administraciones Piblicas, y
por supuesto a la autonémica aragonesa, es absolutamente independiente y
ajena al nimero de vacantes presupuestadas y provistas por interinos en cada
Administracién.

Mds inquietante, si cabe, resulta la situacién si nos detenemos a examinar
las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado, que han limitado
cada vez mds el nimero de plazas susceptible de ser ofertado en las Ofertas
de Empleo Piblico, manteniéndolo para 2008 en un mdximo del 100% de
la tasa de reposicién de efectivos, en un 30% para 2009, en un 15% para
2010 y finalmente, por el momento, en un 10% para 2011.
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VIl. CONCLUSION

El incremento en la calidad de la prestacién de los servicios piblicos pasa
sin duda por una mejora en la gestién de los recursos humanos, més flexible
y dindmica, mdés permeable a las necesidades de la sociedad a la que sirve,
comenzando por una modificacién paulatina de la seleccién de los empleados
pUblicos, que sin perder su objetividad gane en agilidad y vaya introduciendo
nuevas herramientas e instrumentos que se han revelado eficaces en el sector
privado y que permitan reclutar realmente a los ciudadanos dotados de mayor
mérito y capacidad.
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RESUMEN: La direccién piblica profesional y la carrera profesional son, junto con
la evaluacién del desempefio, tres innovaciones importantes del EBEP que tienen por
objeto profesionalizar el empleo piblico. Sin embargo, estas tres instituciones no han
sido implantadas en el empleo piblico. Y esta ausencia de implantacién se debe princi-
palmente a que el legislador de desarrollo del EBEP no las ha regulado, pero también a
fuertes resistencias culturales, asi como en el caso de la carrera profesional al impacto
econémico que tiene. El presente estudio analiza el marco normativo bésico y el desarrollo
legislativo de la direccién piblica profesional y la carrera profesional, finalizando con
una reflexione sobre el Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén.

Palabras clave: funcién puiblica; empleo publico; Direccién Piblica Profesional;
carrera profesional; Estatuto Basico del Empleado Piblico; legislacién comunidades auté-
nomas en empleo piblico.

ABSTRACT: The Senior Civil Service, professional career and perfomance appraisal
are, three of the major innovations of EBEP, aimed to professionalize the civil service.
However, these three institutions haven’t been established in public employment. And this
lack of implementation is mainly due to the EBEP development has not regulated, but
also a strong cultural resistance as well as in the case of professional career to economic
impact. This study examines the basic legal framework and legislative development of
the Senior Civil Service and the professional career, ending with reflections on the Draft
Law on Public Employment of Aragon.

Key words: civil service; public employment; Senior Civil Service; professional
career; Basic Code for Civil Servants; regional legislation on civil service.
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I. PRESENTACION

El objeto de este trabajo es llevar a cabo una reflexién sobre dos aspec-
tos nucleares en el proceso de modernizacién del empleo piblico en Espafia
recogidos en el Estatuto Bdsico del Empleado Publico: carrera profesional y
direccién publica profesional. Estas dos instituciones previstas en el EBEP estdn
todavia inéditas en la mayor parte de nuestras organizaciones pdblicas. En
efecto, cuando este estudio vea la luz habrén transcurrido ya mds de cuatro
afios desde la entrada en vigor de la Ley 7/2007, de 12 de abril, y ciertamente
los elementos de mayor innovacién del empleo pidblico que alli se alojaban
(carrera profesional, evaluacién del desempefio y direccién piblica profesional)
siguen aln sin activarse en la préctica totalidad de nuestras Administraciones
Péblicas. Las «luces» del EBEP no han sido, por tanto, activadas, mientras que
no pocos elementos que representan «sombras» o, cuando menos, suponen
instituciones nada innovadoras, si que adquirieron vigencia efectiva a partir

del 13 de mayo de 2007 (1).

La pretendida «excusa» de esa anomia casi generalizada, o si se prefiere
la excusa formal, se basa en la diccién de la disposicién final cuarta del EBEP
donde se recoge expresamente la aplicabilidad diferida de algunas de sus
previsiones, y mds en concreto de lo establecido en el Capitulo lll, del Titulo Il
que regula precisamente la carrera profesional y la evaluacién del desempefio.
Esa aplicabilidad diferida se condiciona, como es sabido, al «desarrollo» que
lleven a cabo las respectivas Leyes de Funcién Pdblica y, mds precisamente,
las Leyes de las Comunidades Auténomas.

No cabe insistir en exceso que esa excusa formal es lisa y llanamente una
burda justificacién para no hacer efectiva la innovacién en el empleo pdblico,
pues si bien es cierto que —tal como se dird— la articulacién efectiva de un
nuevo modelo de carrera profesional exige imperativamente una Ley que le dé
cobertura, no lo es menos que no hay ningin tipo de obstaculo legal (no es
una materia reservada a la Ley) para implantar en nuestras Administraciones
publicas la evaluacién del desempefio. Incluso, depende cudl sea la regulacién
que se haga, algunos modelos de carrera profesional pueden perfectamente
implantarse con el marco normativo actualmente vigente. La «aplicabilidad
diferida» del EBEP a lo que determinen las Leyes de desarrollo no debe ser
impedimento alguno para llevar a cabo, por tanto, avances en esas materias
y mucho menos puede ser excusa —como también se insistird— para no poner
en marcha un modelo de direccién piblica profesional en nuestras Adminis-
traciones Pdblicas.

(1) Sobre los aspectos positivos y negativos del EBEP: TONA GUENAGA et all. (2007). También
nuestro trabajo: JIMENEZ AsENsIO (2008).
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Efectivamente, el problema, se mire como se mire, es exclusivamente de
definicién de modelo y de voluntad politica. Dos cuestiones que, ciertamente,
no han estado presentes en nuestro panorama institucional del empleo piblico
en estos Ultimos afos. El EBEP, en estas materias al menos, es una norma bdsica
con un alto componente dispositivo, que permite unos desarrollos legislativos o
normativos muy abiertos. Y, en consecuencia, el poder de configuracién —por
lo que ahora interesa— de las Comunidades Auténomas a la hora de concretar
el sistema de carrera y de direccién piblica profesional es muy amplio. Esa
amplitud exige ineludiblemente disponer con carécter previo de un «modelo»
predefinido con el fin de articular efectivamente ambas instituciones en un
marco coherente de un sistema de empleo piblico. Y esa amplitud requiere,
asimismo, que cada Comunidad Auténoma (cada gobierno autonémico, que
al fin y a la postre es quien impulsa ese proyecto) tenga la decisién politica
oportuna, asi como el empuje o, incluso, coraje politico, para impulsarlo. No
es un proceso fécil, sobre todo si se quiere llevar con un minimo de seriedad
y sin concesiones gratuitas a los agentes sociales.

En consecuencia, carrera profesional y direccién piblica profesional son
dos piezas clave en el proceso de innovacién de nuestro empleo piblico. La
relacién entre ambas es estrecha, puesto que si no se activan esos dos elementos
las posibilidades de instalar un cambio de paradigma en el empleo piblico se
tornan prdcticamente inexistentes. Es verdad, en cualquier caso, que una mala
implantacién o una deficiente aplicacién de la carrera o de la direccién piblica
profesional pueden, asimismo, arruinar las posibilidades efectivas de cambio
en el sistema de gestién de personas en nuestras organizaciones publicas.
Por tanto, la definicién del modelo y su correcta aplicacién son dos premisas
fundamentales del éxito de ambas instituciones y de su correcto encaje en el
modelo que finalmente se adopte.

La exposicidén de motivos del Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de
Aragén (en lo sucesivo, ALEPA) sitba correctamente el problema cuando afirma
que esa norma legal pretende ser «un instrumento catalizador de un proceso
més profundo de modernizacién y mejora del sistema de gestién de los recursos
humanos en las Administraciones Pdblica aragonesas». Y para hacer efectivo
ese anhelado proceso de cambio, estas dos instituciones (carrera profesional
y direccién publica profesional) se configuran como dos elementos clave de
la arquitectura del nuevo modelo de empleo piblico.

El presente trabajo analiza por separado la potencialidad que ambos ele-
mentos tienen como medio de articular efectivamente el cambio de paradigma
antes enunciado, y por dltimo recoge unas breves consideraciones sobre cémo
se tratan estas cuestiones en el Anteproyecto de Ley citado.
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Il. LA DIRECCION PUBLICA PROFESIONAL

No cabe duda que las Administraciones Piblicas espafiolas tienen un
déficit institucional de primer orden en relacién con otros contextos comparados:
carecen de una direccién piblica profesional (DPP, en lo sucesivo). Reciente-
mente, Koldo Etxebarria ha llevado a cabo un interesante andlisis comparado
del empleo piblico, y alli pone de relieve la inexistencia en nuestras organi-
zaciones publicas de una funcién directiva profesional a diferencia de lo que
ocurre en ofros sistemas democrdticos avanzados (2). Desde una perspectiva
comparada, Espafia sale situada como el dltimo pais de la muestra en lo que
a direccién pdblica profesional se refiere.

Las causas que explican esa no implantacién en Espafia de la DPP son
mdltiples. No pretendo aqui analizarlas. Pero, no cabe duda que la tradicional
omnipresencia de «la politica» en la alta Administracién, asi como el recurso
generalizado a la cobertura de los puestos de responsabilidad directiva por
criterios de confianza politica («la metafisica de la confianza politica», tal
como la denomina acertadamente Francisco Longo), han ahogado literalmente
cualquier intento de profesionalizar el escalén directivo en nuestras organiza-
ciones publicas.

Sin embargo, dificilmente podremos modernizar nuestro empleo piblico
si prescindimos de articular, tal como se denomina en algunos documentos de
la OCDE, esa «institucién de mediacién» como es la DPP. En efecto, la DPP
juega como una suerte de rétula o de instancia intermedia entre dos mundos
con marcos cognitivos muy diferentes como son el de la Politica y el de la
Funcién Poblica (o del Empleo Piblico). La transcendencia estratégica que tiene
la institucién de DPP radica, precisamente, en ese dato: el directivo piblico
ha de ser capaz de situarse en ambos mundos (Politica y Funcién Piblica) con
criterios de solvencia, participando en la formulacién de politicas poblicas y
garantizando su correcta ejecucién (3).

La institucién de la DPP es, en consecuencia, uno de los elementos clave
de cualquier proceso de modernizacién de las Administraciones Piblicas. Asi lo
ha sido en la totalidad de los Estados que han puesto en marcha este tipo de
procesos. De hecho, una de las causas que explican la escasa interiorizacién
de la «Nueva Gestién Piblica» (New Public Management) en el sector piblico
espafol es precisamente la falta de implantacién de la figura del directivo
pUblico, puesto que dificilmente puede haber management donde no hay mana-
gers. En nuestro contexto la escasa interiorizacién por parte de la politica de la
cultura del «<management» estd teniendo resultados letales: las organizaciones

(2) ETxeBARRIA ARIZNABARRETA (2010, junio).
(3) ViLLoriA MENDIETA (2009).
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pUblicas espafolas tienen, todavia hoy, unas estructuras ancladas en pautas
burocrdticas tradicionales lo que estd perjudicando notablemente su propia
competitividad institucional y generando un serio lastre en el propio desarrollo
econémico.

La implantacién de una DPP es, por tanto, una decisién politica y debe
ser, en primer lugar, la propia politica la que interiorice y asimile su propia
necesidad (4). Esta es la clave del problema. Si la politica no asume esa
necesidad objetiva, nada se avanzard en ese proceso.

El EBEP fue consciente de la importancia objetiva que tal figura tenia
para impulsar un proceso de modernizacién del propio empleo pdblico. La
exposicién de motivos de la Ley 7/2007, de 12 de abril, recoge esa idea
de forma precisa cuando afirma que esa nueva figura del personal directivo
«estd llamada constituir en el futuro un factor decisivo de modernizacién admi-
nistrativa, puesto que su gestién profesional se somete a criterios de eficacia
y eficiencia, responsabilidad y control de resultados en funcién de los obje-
tivos». No obstante, esa misma exposicién de motivos incurre en el error de
conceptualizarla como «clase de empleado piblico», cuando el propio articulo
8 no lo hace expresamente, al sefialar que «conviene avanzar decididamente
en el reconocimiento legal de esta clase de personal, como ya sucede en la
mayoria de los paises» (5).

Sin embargo, la regulacién normativa de la figura del DPP en el EBEP
puede ser calificada de deficiente. No se trata en este trabajo de analizar el
contenido de esa regulacién, tarea que he llevado a cabo en otros lugares.
Simplemente cabe poner de relieve que la redaccién del articulo 13 del EBEP
no ayuda precisamente en el intento de institucionalizar la DPP en nuestras
organizaciones piblicas. Asi, el cardcter «dispositivo» de la figura, su abierta
regulacién, la escasa densidad normativa de los enunciados recogidos en el
propio articulo 13y, en fin, la confusién generada como esa llamada inicial a
que sean el Gobierno o los 6rganos de Gobierno de las CCAA quienes definan
por reglamento los contornos institucionales de la DPP, son factores que han
pesado como una losa en la tendencia generalizada a no activar esas «luces»

(4) En efecto, una de las notas distintivas de la implantacién de la «Nueva Gestién Piblica»
(New Public Management), y por lo que ahora importa de la DPP, es que fue interiorizada como
una «politica» por la propia clase politica. Sin embargo, entre nosotros ha sido un discurso princi-
palmente de altos funcionarios (directivos) o académicos. Sobre la experiencia del Reino Unido y la
involucracién de la politica en ese discurso: KERAUDREN (1994).

(5) De hecho, como pusimos de relieve en ofro lugar, esa caracterizacién como «clase de
personal» se debe principalmente a que en toda la tramitacién del Proyecto de Ley aparecia califi-
cada asi la figura del personal directivo, pero que en la fase final de esa tramitacién (Senado) el
personal directivo profesional «cayé» del articulo 8 del EBEP, cuando define las clases de personal
JIMENEZ ASENsSIO (2009).
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del EBEP en el marco de un proceso de cambio del modelo de empleo piblico
hasta ahora no realizado por ninguna Administracién Piblica con carécter
integro (con la excepcién, como se verd, de Castilla-La Mancha).

Efectivamente, la DPP en Espafia ha sido una institucién no explorada
o, lo que es peor aln, mal explorada. Disponemos de un conjunto normativo
que regula la Alta Direccidn en nuestras Administraciones Pdblicas que bien
se puede calificar de desarticulado y carente, por lo comin, de un minimo de
coherencia. Este déficit de un marco normativo confuso no ayuda precisamente
a la institucionalizacién de la figura. Pues si ya de por si las resistencias politicas
a su implantacién son feroces, cualquier «agujero» o «portillo» que permita
seguir haciendo las cosas como hasta ahora (esto es, cubriendo los puestos de
Alta Direccién por criterios exclusivamente de confianza politica) representa una
«via de escape» en ese complejo proceso de modificar los equilibrios internos
de poder que supone la implantacién de una DPP (6).

La confusién, por tanto, ha hecho mella entre nosotros. La DPP es una
institucién mal entendida en Espafia, sencillamente porque estd mal regulada.
Que eso sea fruto o no de una decisién politica premeditada es algo en lo
que no entraré en estos momentos. Lo cierto es que ese déficit de regulacién
encuentra una primera explicacién en la falta de coherencia del «modelo»
que mediante un proceso de adicién de «capas superpuestas» (sin orden ni
concierto) hemos ido configurando. Veamos algunos ejemplos que nos pueden
sintetizar ese peculiar desorden.

La regulacién de la direccién piblica estuvo particularmente ausente
durante los casi primeros veinte afios de desarrollo constitucional. Tan sélo
algunas referencias incidentales a una pretendida (y nunca concretada) profe-
sionalizacién de los puestos de Director General (disposicién adicional primera
de la Ley 25/1983, y la redaccién inicial del articulo 44.4 del Estatuto de
Autonomia de Aragén, de 1982), asi como la previsién (esta vez generalizada
en las leyes de funcién piblica del Estado y de las Comunidades Auténomas) de
que los puestos de naturaleza directiva de la alta funcién piblica se cubririan
por el procedimiento de libre designacién (a partir de la Ley 23/1988, que
modificé la Ley 30/1984, en este punto). Tan sélo algunas leyes de Comunidad
Auténoma (como fue el caso de Galicia) incorporaron una timida previsién de
que para proveer esos puestos directivos en la alta funcién pdblica se valoraria
estar en posesién de un denominado Diploma de Directivos, previsién que
reiteraba un viejo mandato de la Ley de Funcionarios Civiles de 1964.

(6) Una acertada critica al decepcionante proceso de no implantacién de la direccién piblica
en Espafia puede hallarse en SANCHEZ MORON (2010).
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La conclusién del periodo que transcurre desde 1978 a 1997 es muy
obvia: la Alta Direccién de las Administraciones Piblicas del Estado, de las
Comunidades Auténomas y de las entidades locales, ofrece una presencia
absoluta de los criterios de designacién politica (libre nombramiento y cese)
para proveer los puestos de altos cargos o de personal eventual con funciones
directivas, asi como también una omnipresencia de la libre designacién (y
libre cese) para proveer los puestos de trabajo de contenido directivo en la
alta funcién piblica.

El diagnéstico es muy conocido. Tal vez lo sea menos que en esto Espafia
es una excepcién radical en el panorama de las democracias avanzadas, que
disponen de sistemas de Alta Direccién Piblica mucho més profesionaliza-
dos (7). Nuestro «subdesarrollo institucional» en este terreno, como he puesto
de relieve en ofro lugar, es una de las notas distintivas del panorama politico-
administrativo espariol (8).

En 1997 parecia que las cosas comenzaban a cambiar. La LOFAGE (Ley
6/1997, de Organizacién y Funcionamiento de la Administracién General
del Estado) inicia un proceso (en estos momentos truncado) de pretendida
«profesionalizacién» de la Alta Administracién. Ensaya una distincién entre
érganos superiores (los que «hacen politica» en sentido puro) y érganos direc-
tivos (los que ayudan a formular la politica, pero sobre todo a ejecutarla).
Sin embargo, no acierta en el disefio. Delimita mal los contornos de cada
espacio y confunde «profesionalizacién» con reserva de esos puestos direc-
tivos a funcionarios pertenecientes a cuerpos o escalas para cuyo ingreso
se haya exigido titulacién superior, estableciendo algunas excepciones. La
ocupacién de los niveles orgdnicos directivos por los Cuerpos de elite recibe
asi sancién normativa. Tiene esa regulacién, no obstante, algunos atributos,
quizds el principal radique en que sitia la regulacién de la Alta Direccién en
su lugar natural: una Lley de Organizacién y no una Lley de Empleo Piblico.
Asimismo, el lenguaje de la Ley (imbuido del lenguaje de la gestidn piblica)
da una apariencia de modernidad. Pero frente a estos innegables destellos,
emerge con fuerza la «confianza politica» como criterio determinante para el
nombramiento de los titulares de esos érganos directivos. En efecto, el «libre
nombramiento» [y, en consecuencia, el «libre cese») es la nota clave de ese
proceso de institucionalizacién. Es verdad que la Ley nos indica que tales nom-
bramientos «atenderdn a criterios de competencia profesional y experiencia.
Pero nada se indica sobre cémo se acreditard tal competencia y experiencia.
Y ante ese «agujero» o «portillo» normativo, las cosas se siguieron haciendo

(7)  Ver, por ejemplo, el documento de la OCDE (2003). En la doctrina, SANCHEZ MORON
(2007) y MaAEso Seco (2007, enero).

(8) JiMENEZ AsENsIO (2006).
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como antafio: el spoil system o el «imperio de la confianza politica» continué
actuando, en unos casos con cardcter «abierto» (sin limitaciones) y en otros
«cerrado» (sélo entre funcionarios).

La LOFAGE tuvo réplicas muy tibias en las Comunidades Auténomas.
Donde si que fue «replicada» con bastante fidelidad es en la reforma de 2003
del gobierno local que dio lugar (entre otras muchas cosas) a la creacién de
un sistema institucional propio y de Alta Administracién para los municipios
de gran poblacién. El ensayo de trasladar esa «tibia [y equivocada) profesio-
nalizacién» a la Alta Administracién local bebia, por tanto, de las fuentes de
la LOFAGE, pero también de la Ley de la Carta Municipal de Barcelona de
1998 (Ley 22/1998), que previé la posibilidad de que las competencias del
Alcalde pudieran ser delegadas también en personal directivo.

La Ley 28/2006, de agencias estatales para la mejora de los servicios
pUblicos (Unicamente aplicable) a la Administracién del Estado [y que ha que-
dado en suspenso tras la entrada en vigor del Decreto Ley 8/2010), regula
el personal directivo en su articulo 23. Sin embargo, dentro de ese personal
directivo se excluye expresamente a los que ejercen los puestos de primer
nivel en tfales estructuras (Presidentes y Directores Generales, asimilados a
altos cargos). Su dmbito de aplicacién se extiende, por tanto, a aquellos
puestos de naturaleza directiva de la alta funcién poblica (normalmente con
complementos de destino 29 y 30) que asi se determinen en sus respectivos
Estatutos. A pesar de sus limitaciones, esa regulacién ofrece algunos puntos
de interés, sobre todo la posibilidad de que tales titulares de los puestos de
direccién sean nombrados a propuesta de un érgano técnico de seleccién
que eleve al érgano competente una terna con los candidatos que acrediten
estar en posesién de los méritos, competencia e idoneidad para desarrollar tal
puesto. Sin embargo, ese procedimiento de designacién es potestativo, lo que
ha conducido a que los procesos de nombramiento sigan estando marcados
por la impronta del viejo modelo de la libre designacién. Otro «agujero» o
«portillo» que ha permitido hacer las cosas como siempre.

Esa legislacién estatal ha tenido alguna réplica, ciertamente singular; por
ejemplo, la Ley 9/2007, de la Administracién Piblica de la Junta de Andc-
lucia, sobre todo en lo que afecta a la regulacién de las «agencias». Esta
Ley, paradéjicamente, sigue manteniendo los criterios de designacién politica
para la provisién de los 6rganos directivos de la Administracién General de
la Junta de Andalucia y de las Agencias administrativas (anteriormente, orga-
nismos auténomos), mientras que «profesionaliza» la provisién de los érganos
directivos de primer nivel (incluidos los Directores de tales entidades) de las
Agencias Empresariales (cuyo paralelismo con las Entidades Piblicas Empre-
sariales es evidente) y de las Agencias de Régimen Especial (que pretenden
ser una réplica de las Agencias estatales en el dmbito autonémico andaluz).
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Lo mds singular es que esa «profesionalizacién» se sitda en el momento del
nombramiento al exigir la Ley que se apliquen los principios recogidos en el
articulo 13 del EBEP.

El EBEP, en efecto, prevé una regulacién de lo que denomina «Directivos
Piblicos Profesionales». Tal como se ha dicho, recoge una regulacién disposi-
tiva, abierta y con enunciados que ofrecen un margen excesivamente amplio
a la configuracién posterior. Por tanto, se requiere un modelo preciso (que no
nos aporta la Ley) y una fuerte voluntad politica para aplicar tales previsiones.
Ninguna de las dos premisas se ha dado. Asi que no cabe llamarse a engafio:
la institucionalizacién de la DPP a partir de los presupuestos del EBEP mds
que tibia es practicamente inédita. El EBEP permite seguir haciendo las cosas
como se venian haciendo hasta ahora: no cambia el statu quo, sélo permite
hacerlo. Y si no hay voluntad de cambio, la continuidad es lo dominante. Es
lo que estd pasando en el panorama institucional espafiol.

Pero, en verdad, el EBEP més que clarificar ha introducido un elemento
de confusién adicional a la hora de proceder a un proceso de institucionali-
zacién de la DPP. Y este no es otro que pretender regular la DPP en una «ley
de empleo publico» y no en una Lley de Organizacién. La DPP no puede ser
cabalmente regulada en la legislacién de funcién piblica, sin perjuicio de que
esta deba recoger determinados aspectos del régimen juridico de esa DPP en la
medida que afecten a los empleados publicos o a los funcionarios: situaciones
administrativas, sistema retributivo, carrera profesional. La DPP es una materia
esencial y principalmente organizativa. Muy poco se avanzard en la linea de
institucionalizacién de la DPP si no se es consciente de este dato.

Porque la conclusién que se extrae de esa regulacién del EBEP es muy
obvia: la DPP de la que habla el EBEP no puede ser otra cosa (dado el dmbito
«subjetivo» al que va dirigido la norma) que la estrechamente vinculada con
los puestos directivos de la alta funcién publica o del empleo piblico. Parece
obvio que quedan fuera de su radio de accién los érganos directivos de la
Administracién General del Estado (excepto las Subdirecciones Generales), los
puestos de altos cargos y asimilados de las Administraciones de las Comunida-
des Auténomas, asi como (aunque pueda parecer mds discutible) los titulares
de los érganos directivos de los municipios de gran poblacién. Ello no impide
que en la provisién de tales puestos directivos se puedan tener en cuenta los
principios previstos en el articulo 13 del EBEP siempre que la norma de orga-
nizacién (véase la Ley andaluza citada) o norma dictada en uso de la potestad
de organizacién de la respectiva entidad asi lo prevea.

Por tanto, una primera brecha en la cubierta por donde entra el agua y
desfonda ese (timido) proceso de institucionalizacién de la DPP. En suma, la
configuracién actual de la DPP en el EBEP sitia claramente el problema en el
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terreno de la alta funcién piblica o, mejor dicho, en aquellos puestos direc-
tivos de la funcién piblica (o del empleo piblico) que actualmente se estdn
cubriendo por el sistema de libre designacién. Y que eso es realmente asi se
advierte con claridad meridiana si se repara en el dato que en la regulacién
de la libre designacién que lleva a cabo el EBEP en su articulo 80 no se hace
mencién alguna, a diferencia del articulo 20 de la Ley 30/1984, a que ese
sistema de libre designacién pueda ser utilizado para proveer los puestos de
naturaleza directiva, ya que se habla de forma exclusiva de puestos de trabajo
de confianza o de responsabilidad especial.

Con esos presupuestos normativos no cabe extrafiarse de que la implan-
tacién de la figura del DPP haya sido hasta la fecha précticamente inexis-
tente. Como «no obliga» a la Alta Administracién representada por los altos
cargos y asimilados, y como tampoco es preceptivo su uso en la provisién
de puestos de trabajo de naturaleza directiva en la funcién piblica, puesto
que mientras no se «desarrolle» ese Capitulo Il del Titulo V (en el que esté
regulada la libre designacién) siguen en vigor las Leyes que regulan ese
procedimiento de provisién de puestos de trabajo, nadie puede extrafarse
que los actuales politicos y sus gestores opten por la continuidad més pura
y dura: si no hay regulacién de la DPP a través de una Ley, no la regulamos
por Decreto (pues eso nos mutilaria nuestra capacidad de nombrar y cesar
libremente) ni tampoco la aplicamos a los procedimientos de libre designacién
(ya que esa normativa estd «diferida» en su aplicacién a lo que prevea la
futura e incierta Ley que nunca llega), seguimos haciendo las cosas lisa y
llanamente «como siempre». El circulo se cierra, asi, magistralmente: nada
ha cambiado. Eso de innovar queda para ofros. La DPP duerme de ese modo
el suefio de los justos.

La Ley 10/2010, de ordenacién y gestién de la Funcién Piblica de la
Comunidad valenciana regula en su articulo 20 la figura del directivo piblico
profesional. Pero lo hace de una forma un tanto diluida, puesto que la vincula
Unicamente a planes o programas de naturaleza temporal. No cabe, por tanto,
recurrir al personal directivo profesional para puestos de naturaleza estructural,
lo cual es condenar a esta figura a una posicién marginal. Si que se prevé un
procedimiento de designacién basado en los principios de mérito, capacidad,
idoneidad y experiencia profesional, asi como se exige una (relativa) rendicién
de cuentas a través de una memoria anual. Las retribuciones variables pueden
alcanzar hasta un 40 por ciento del total, y el funcionario que ocupe un puesto
directivo quedard en situacién de excedencia voluntaria automdtica. Parece que
la Onica explicacién de este disefio puede hallarse en que la Ley valenciana
pretende veladamente impulsar los Programas temporales como alternativa a
la insercién de personal de plantilla en las Administraciones publicas, y en esa
légica tal vez se pretende insertar la figura del directivo publico profesional.
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En todo caso, se trata de una lectura muy distante del planteamiento finalista
por el que habia optado el EBEP.

Por su parte, recientemente se ha aprobado la Ley de Castilla-Lla Mancha
4/2011, de 10 de marzo, donde se recoge una regulacién relativamente
amplia de la DPP, en los siguientes términos:

a)

b)

<)

d)

Se incluye en el articulo 13 un concepto de directivo piblico profesio-
nal, atribuyendo a esa figura «un alto nivel de autonomia funcional»,
asi como la responsabilidad por el cumplimiento de los objetivos esta-
blecidos en cada programa o politica piblica. Incluye también dentro
de la definicién de funcién directiva una serie de competencias y rasgos
que la caracterizan.

Serdn las relaciones de puestos de trabajo las que determinen en cada
caso qué puestos estardn reservados al personal directivo profesional.
Por tanto, son puestos de la estructura del empleo piblico, quedando
fuera todos los puestos directivos de altos cargos. La determinacién de
los puestos en las relaciones de puestos de trabajo puede introducir
a confusién, aparte de hacer rigido ese procedimiento de determina-
cién de tales puestos en la estructura. Hubiese sido mds razonable no
insertarlos en la RPT, sino en un instrumento de gestién propio de la
direccién publica profesional, dado el cardcter organizativo de ésta
y de que las condiciones de trabajo de ese personal directivo estén
fuera de la negociacién colectiva.

La regla general es que se reservan los puestos de la direccién pdblica
profesional a los funcionarios publicos del Grupo de Clasificacién A
(lo que admite que también puedan ser directivos los funcionarios del
Subgrupo A2). Excepcionalmente, podrdn ser cubiertos por personas
que no tengan la condicién de empleados publicos, siempre que asi
se recoja en la relacién de puestos de trabajo.

La designacién, que no seleccién, serd de cardcter discrecional, aten-
diendo a los principios de mérito y capacidad, asi como a criterios
de idoneidad, garantizédndose la publicidad y concurrencia. Si los
puestos directivos estdn reservados a funcionarios se proveerdn por
el sistema de libre designacién. Tal como se ve, esta regulacién no
parte siquiera de un procedimiento de acreditacién de competencias
previo al ejercicio de las facultades discrecionales y generaliza el
procedimiento de «libre designacién» (con el consiguiente «libre cese»)
para la provisién de puestos directivos en las Administraciones publi-
cas de Castilla-Lla Mancha. Ciertamente, si no se modula ese sistema
en el desarrollo reglamentario (o mediante el ejercicio de potestades
normativas locales) las posibilidades de mejora del sistema actual son
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de muy corto recorrido. Si se pretende que la profesionalizacién de la
direccién piblica es Gnicamente recurrir a su cobertura por funcionarios
pUblicos (y no que la persona deba acreditar competencias directivas)
es que, ciertamente, se ha entendido muy poco sobre cudl es el sentido
y la finalidad de la institucién de la direccién publica profesional.

e) El cese, aparte de por motivos discrecionales, se deberd llevar a cabo
en los casos de una evaluacién negativa de su gestién. Por tanto, el
sistema de «confianza politica» (esta vez encubierta; o si se prefiere,
de «desconfianza politica») vuelve de nuevo a instalarse en la direccién
pUblica «profesional» y a envenenar sus posibilidades de desarrollo
profesional. El circulo vicioso de la confianza puede anegar de salida
la configuracién de esa nueva institucién. Los cambios de gobierno
o cambios de personas responsables politicamente pueden conllevar
los cambios de los directivos piblicos «profesionales» (que quedan
asi maniatados al ciclo politico).

f) Por dltimo se recogen una serie de normas de régimen juridico, en las
que se determinan cudles son los preceptos del régimen juridico de
los funcionarios publicos aplicables al personal directivo y se determi-
nan las situaciones administrativas aplicables en cada caso («servicio
activo», «servicio en otras administraciones piblicas» o las definidas
en la legislacién laboral).

En conclusién, un cuadro normativo aplicable también a las entidades
locales de Castilla-La Mancha, pero que no representa apenas ningldn avance
efectivo en el proceso de institucionalizacién de una direccién piblica profe-
sional. Se trata de una regulacién muy marcada por las determinaciones de
la LOFAGE, por un lado, vy, por otro, por una interpretacién —a mi juicio—
escasamente innovadora de los postulados regulados por el EBEP.

En lo que respecta a las Entidades locales cabe subrayar que en este
dmbito de la DPP la confusién es la nota dominante. En los municipios de
régimen especial, como Barcelona o Madrid, no se estd aplicando el articulo
13 del EBEP. En el primer caso, porque de acuerdo con la Carta Municipal
(Ley 22/1998), el personal directivo se encuadra como «personal eventual»
y, al parecer, no se considera que tal régimen haya quedado afectado por el
propio EBEP (tesis harto discutible). Y, en el segundo, porque la Ley 22/2006,
de Capitalidad y Régimen Especial de Madrid si que regula los érganos
directivos y establece un procedimiento de libre nombramiento y libre cese de
sus titulares. Estos directivos «politicos» habria, asi, que diferenciarlos de los
«directivos» regulados en el articulo 13 del EBEP (9).

(9)  AYUNTAMIENTO DE MADRID (2009).
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En los municipios de gran poblacién ha habido experiencias de todo tipo:
algunos han aplicado el procedimiento del articulo 13 del EBEP a la provisién
de los 6rganos directivos (con férmulas absolutamente variopintas), mientras
que en ofros se ha considerado que esos principios de la legislacién bdsica del
empleo publico no eran de aplicacién a los titulares de los érganos directivos
(coordinadores generales y directores generales) por ser figuras asimiladas
a los altos cargos (al menos asi lo son en lo que afecta a la declaracién de
servicios especiales para los funcionarios que sean nombrados «directivos muni-
cipales»). Y en los municipios de régimen comin, buena parte de ellos (por no
decir la inmensa mayoria) han recurrido a la figura del personal eventual para
cubrir los puestos de naturaleza directiva en sus respectivas organizaciones, de
acuerdo con lo previsto en el articulo 176.3 del texto refundido de disposicio-
nes legales vigentes en materia de régimen local. Esa norma, tal como expuso
en su dia una Circular del antiguo Ministerio de Administraciones Pdblicas ha
de considerarse derogada por el EBEP, como también lo ha subrayado buena
parte de la doctrina que se ha ocupado de este tema (10).

Aparte de la Ley de la Comunidad valenciana ya citada, y mds reciente-
mente de la Ley de Castilla La Macha, ninguna otra Ley «integral» de Comu-
nidad Auténoma ha desarrollado el EBEP. Tal como se verd, la Ley 5/2009,
del Principado de Asturias, sobre carrera profesional horizontal y evaluacién
del desempefio, no regula (dado que es una reforma parcial) este objeto. Lo
que si han aparecido son algunos Proyectos y Anteproyectos de Ley de Funcién
Pblica (o de Empleo Piblico) de diferentes Comunidades Auténomas. No es
momento de analizar los mismos, pero la pauta comdn ha sido situar a la
direccién publica profesional (en los casos que se ha regulado esta institucién)
en el dmbito de la alta funcién piblica. En ofros documentos o anteproyectos
de ley, como por ejemplo en el caso vasco o en el aragonés (que luego se
examinara), la regulacién de la DPP se lleva a cabo con més detalle. En el
caso vasco, se pretendia configurar una DPP situada en la alta funcién poblica,
pero con ciertas garantias de estabilidad (al menos, temporal) siempre que
el titular obtuviera resultados adecuados en su gestién. Lo cierto es que en
algunos ofros anteproyectos de Comunidades Auténomas la DPP estaba lisa
y llanamente ausente.

Hay, en cualquier caso, algunas regulaciones sectoriales que indican o
sugieren, al menos, que algo se estd moviendo, aunque muy lentamente, en
el campo de la DPP. Por traer a colacién dnicamente ejemplos de Catalufia,
podemos indicar que ha habido una regulacién de la direccién pdblica en
diferentes leyes sectoriales. Asi, en la Ley 8,/2008, de 30 de julio, del Instituto
Catalén de la Salud, donde en su articulo 20 se regulan los cargos directivos y

(10)  SERRANO PAscuAL (2010).
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en el articulo 21 se recoge el personal con funciones de mando, aunque esta
regulacién no apuesta por la «profesionalizacién» de tales niveles directivos
superior y medio. Por su parte, la Ley 9/2009, de Politica Industrial, regula
en su articulo 39 al Personal directivo profesional de la Agencia de Apoyo a
la Empresa Catalana, con una serie de notas que reiteran en buena medida
las previstas en el EBEP, aunque introduciendo algunos elementos de mejora
(retribuciones variables, nombramiento por periodo y cese por resultados insufi-
cientes en la gestién). Y, en fin, la Ley 12/2009, de 30 de julio, de educacién
de Catalufa, introduce algunos elementos dirigidos a la profesionalizacién del
personal directivo de centros docentes, quedando éste sujeto a evaluacién, de
acuerdo con los criterios de eficacia, eficiencia y responsabilidad y control
de los resultados en funcién de los obijetivos fijados y los recursos asignados
(articulo 116.2). El régimen juridico de este personal directivo de centros
educativos publicos ha sido desarrollado (en lo que afecta, por ejemplo, a su
seleccién y cese) por el Decreto 155/2010, de 2 de noviembre, de la direccién
de centros educativos piblicos y del personal directivo profesional docente.

Ha habido, asimismo, experiencias puntuales en diferentes organizaciones
pUblicas en las que se han llevado a cabo procesos de seleccién de directivos
pUblicos a través de convocatorias mediante libre concurrencia de candidatos
(por ejemplo, en el &mbito de la cultura). En la esfera local se han llevado a
cabo, al menos en algunos municipios, regulaciones de la direccién piblica
profesional (por ejemplo, en el Ayuntamiento de Sitges) o se han impulsado
proyectos de liderazgo institucional que han puesto el acento en la necesaria
construccién de una DPP en el propio gobierno local.

Un ejemplo de notable interés es el caso del Ayuntamiento de Sant Cugat
del Vallés, cuyo proyecto «Pacto» (Political and Management Deal) obtuvo en
el afio 2009 el Premio Europeo en la modalidad de Liderazgo que convoca
bianualmente el Instituto Europeo de Administracién Pdblica. En un mds que
recomendable libro, Lluis Recoder y Jordi Joly, a la sazén Alcalde y Teniente
de Alcalde de la citada localidad en el afio 2009, ponen de relieve la nece-
sidad de que la politica local sitée en su propio espacio y que las personas
que ocupen la direccién ejecutiva sean designadas por criterios estrictamente
profesionales abandonando radicalmente los criterios de confianza politica en
tales nombramientos y ceses (11). Es importante que un discurso de este tipo
lo formulen precisamente dos politicos locales, puesto que ha sido también en
ese espacio (al igual que ha sucedido en los dmbitos estatal y autonémico)
en el que el clientelismo politico, la confianza o la concepcién patrimonial de
tales puestos ha impedido el crecimiento de una DPP.

(11) Recoper y Joiy (2010).
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La conclusién de todo lo examinado hasta ahora no puede ser més evi-
dente. La DPP atraviesa en Espafia por un momento de honda confusién,
sobre todo en lo que respecta al plano conceptual y asimismo a su traslacién
normativo-institucional. La carencia de modelo es absoluta. La timidez de las
medidas adoptadas es evidente. Y, ante la falta de liderazgo politico que asuma
la necesidad obijetiva de tal institucién, la DPP estd siendo literalmente devorada
por una politica voraz y escasamente inteligente para advertir que los retos
de la sociedad espafola de la segunda década del siglo XXI dificilmente se
podrdn afrontar de forma cabal con soluciones institucionales propias de una
Espafia decimonénica que estdn, como es obvio, absolutamente inadaptadas
para ofrecer respuestas razonables en estos momentos.

lll. LA CARRERA PROFESIONAL: LA REFORMA SIEMPRE PEN-
DIENTE

Si, tal como se ha visto, sobre la DPP existe una notable confusién concep-
tual y aplicativa, lo mismo puede decirse de la denomina «carrera profesional
horizontal» que prevé el EBEP. La tesis que aqui se mantiene es que, por lo
comin, la carrera profesional tal como aparece reflejada en el EBEP ha sido
mal entendida y ello ha supuesto que la institucién permanezca inédita o, lo
que es peor ain, haya sido muy mal aplicada en aquellos casos en que se
ha producido una «anticipacién» de un presunto modelo antes de disefiarse
legalmente, asi como en los contados casos en que ha recibido un soporte a
través de una regulacién legal.

La carrera profesional (anteriormente denominada entre nosotros como
«carrera administrativa») es uno de los fracasos mds marcados del sistema de
funcién publica espafiol desde el siglo XIX a nuestros dias. Diferentes autores
se han ocupado de andlizar las constantes dificultades que ha mostrado la
legislacién de funcién piblica para articular un sistema coherente y estable
de carrera profesional de los empleados piblicos. En un excelente trabajo
publicado en la década de los ochenta, Alberto Gutiérrez Refidn ponia de
relieve que la inexistencia de carrera administrativa habia sido uno de los
problemas recurrentes de la funcién piblica espafiola durante los siglos XIX y
XX (12). Posteriormente, los importantes trabajos de Arroyo Yanes y de Férez
no hicieron sino confirmar ese diagnéstico (13).

(12) Guritrrez RENON (1987).
(13) ArrOYO YANES (1994); ARROYO YANES (1996); y FErRez FERNANDEZ (2006). Importante,
también, el trabajo de GatNpo (2008).
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Lo cierto es que si se analizan nuestras diferentes leyes de funcién publica
aprobadas durante esos dos Gltimos siglos se podrd advertir con claridad meri-
diana que la carrera administrativa ha formado parte tradicionalmente de uno
de los objetivos que siempre se pretendia alcanzar (o si se prefiere, de uno
de los problemas que se querian resolver). Sin embargo, tales pretensiones
de reforma han chocado una y otra vez con la dura realidad existencial de
la Administracién espafiola, poco permeable a la introduccién de un sistema
ordenado de empleos o de puestos de trabajo, y menos ain a la adopcién de
criterios objetivos de mérito y capacidad para garantizar su provisién.

El Informe de la Comisién para el Estudio y Preparacién del Estatuto Bésico
del Empleado Piblico aposté claramente por implantar un nuevo sistema de
carrera profesional que incluyera la «carrera horizontal», evitando de ese modo
la presién que sobre las estructuras tenia el perverso sistema de «reclasificar»
constantemente los puestos de trabajo para satisfacer las demandas de mayor
retribucién de determinados funcionarios publicos (14). El Informe, no obstante,
incidia en que esa modalidad de «carrera profesional horizontal» por la que
se abogaba, se incorporaria en aquellos casos en los que las Administracio-
nes Piblicas consideraran procedente. No se inclinaba, como es obvio, por
una generalizacién de esa modalidad de carrera, sino por determinar en qué
casos la misma —por razones exquisitamente estructurales— era necesario u
oportuno insertarla.

En la misma lineq, la Exposicién de Motivos del EBEP, apenas recordada
cuando de esta materia se habla, establece una serie de pautas sobre las
cuales habria que definir el alcance de sus enunciados. Asi, se expresa en
los siguientes términos:

«Sin imponerlo a todas las Administraciones Piblicas, el Estatuto Bésico
permite que se configuren modelos de carrera horizontal, desvinculada de los
cambios de puestos de trabajo y basada en el desarrollo de las competencias
y en el rendimiento. De esta manera podrd reducirse la inflacién orgdnica y la
excesiva movilidad voluntaria del personal que ha acabado por caracterizar al
modelo en vigor, ya que concentra todas las oportunidades de carrera en el
desempefio sucesivo de puestos de trabajo. Ello no obstante, el Estatuto permite
también continuar con esta modalidad de carrera en aquellas Administraciones
o dreas del empleo publico en que se considere conveniente y adoptar otra
que combinen elementos de carrera horizontal y vertical».

Si se ha reproducido este importante pasaje de la Exposicién de moti-
vos del EBEP se debe exclusivamente a que identifica muy bien cudl es la
filosofia del legislador en esta materia. La carrera profesional en el EBEP se

(14)  INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACION PUBLICA (2005: pp. 98 y ss.).
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configura con un elevado carécter dispositivo, con una textura muy abierta en
sus enunciados y conteniendo muchos principios y muy pocas reglas (15). La
idea fuerza que parece latir detrds de ese «modelo» tan indeterminado es que
cada organizacién, en uso de sus propias potestades, determine qué tipo de
carrera profesional implantard en cada caso para dar respuesta a sus propias
necesidades. Y ello puede ser coherente, siempre y cuando se perciba que la
carrera profesional es un instrumento nuclear en la gestién de personas en las
organizaciones publicas.

Lo cierfo es que, guste mds o guste menos (en algunos casos esa regu-
lacién tan abierta ha sido objeto de criticas), los margenes de configuracién
legislativa que tiene la Comunidad Auténoma (en particular, su propio Parla-
mento) son muy elevados en esta materia, pues al fin y a la postre dependeré
de cudl sea el modelo de empleo piblico que finalmente se adopte. Dicho de
otro modo, el sistema de carrera profesional estd directamente relacionado
con la estructura o con la organizacién del empleo (puesto de trabajo, dreas
funcionales, cuerpos y escalas), asi como con ofros instrumentos de la politica
de personal tales como la evaluacién del desempefio, los sistemas de provisién
y el sistema retributivo.

Ese, tal vez, ha sido uno de los errores del EBEP a la hora de configurar
la carrera profesional. La carrera profesional, en efecto, se ha articulado en la
legislacién bdsica como un derecho de los funcionarios publicos a la promocién
profesional (16), pero se ha descuidado por completo la dimensién objetiva o
de instrumento de gestién de personas que también tiene la carrera profesional
en toda politica de recursos humanos en una organizacién. Y esta concepcién
dominante de «derecho» se ha vinculado con una facilidad pasmosa con la idea
de «retribucién» (o, mejor dicho, de mejora de las condiciones retributivas).
Lo importante, por tanto, en el EBEP es que el funcionario promocione profe-
sionalmente, lo adjetivo es que la organizacién desarrolle mejor sus funciones
mediante la adecuacién Sptima entre puesto y persona. Pues no cabe olvidar
que si algo debe acreditar la carrera profesional es basarla en una serie de
competencias que el funcionario tiene para desempefar idéneamente las tareas
del puesto de trabajo que le ha sido asignado (17). La carrera profesional,
efectivamente, es del funcionario, pero no cabe ninguna duda que la adqui-
sicién de unas mejores competencias profesionales por parte de la persona
se ha de proyectar necesariamente sobre la organizacién bésica del empleo

(15) Sobre la naturaleza del EBEP como norma bdsica, ver el interesante estudio de CAsTILLO
BLanco (2009).
(16) Ver, al respecto: PALoMAR OLMEDA (2007).

(17) Sobre todas estas cuestiones relacionadas con el puesto de trabajo: GorrITI BONTIGUI y
TORA GUENAGA (2005).
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pUblico como es el puesto de trabajo, asi como por el desempefio de las tareas
asignadas al mismo.

A esa indefinicién normativa del legislador bésico se le une el carécter
de «normas diferidas en su aplicacién» de tales enunciados, puesto que,
como ya se ha visto, hasta que las leyes de desarrollo del EBEP no regulen
el modelo de carrera profesional para cada Administracién Poblica siguen
en vigor las normas que regulan actualmente tal materia. Esa aplicabilidad
diferida representa una «congelacién de facto» de las hipotéticas innovacio-
nes en esta materia hasta que el legislador autonémico las regule, sobre todo
porque la carrera profesional es uno de los dmbitos que estd expresamente
reservado a la ley de acuerdo con lo previsto en el articulo 103.3 CE, tal
como reconocié en su dia el propio Tribunal Constitucional (STC 99/1987).
Por tanto, si no hay Ley que regule la carrera profesional, la pretensién de
implantarla en las Administraciones Piblicas se convierte en tarea imposible,
al carecer de los elementos bésicos del nuevo régimen juridico y, sobre todo,
al estar fijados también por Ley los diferentes complementos retributivos,
entre los que no se encuentra expresamente un «complemento de carrera
profesional».

Sin embargo, que sea necesaria una Ley para implantar el sistema de
carrera profesional [y, particularmente, la carrera profesional horizontal) en
desarrollo del EBEP, no quiere decir que no se pueda configurar un modelo de
carrera profesional (también de cardcter horizontal) con el marco normativo
actualmente vigente (por ejemplo, a través de la adquisicién de grados perso-
nales por cursos de formacién u otros medios objetivos) (18).

En cualquier caso, la «carrera horizontal» ha sido objeto de una serie de
inferpretaciones interesadas que han terminado por sembrar la confusién. Los
sindicatos han pretendido «leer» que esa modalidad de carrera profesional
horizontal que regulaba el EBEP debia ser siempre y en todo caso universal
(esto es, para todos los puestos de trabajo), lo que contrasta, como se ha visto,
con la finalidad del propio EBEP (recogida en su exposicién de motivos) que no
era precisamente esa. Asimismo, los agentes sociales han querido trasladar (y
en algunos casos lo han conseguido) el modelo de «carrera profesional sani-
taria» al modelo de la funcién pidblica general, cuando en verdad se trata de
realidades radicalmente diferentes y que obedecen a soluciones distintas. Nada
tiene que ver ni la estructura de puestos de trabajo, ni el sistema refributivo,
ni la carrera profesional definitivamente aprobada en el sector sanitario con
la realidad de la funcién publica de la Administracién del Estado, de las
Comunidades Auténomas o de las entidades locales. Pero es que tampoco lo

(18) Incide asimismo en esa posibilidad, GAlNDO (2008).
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previsto en el articulo 17 del EBEP puede conducir a establecer un sistema
similar al existente en el sistema sanitario.

Aparte de todo, el sistema de carrera profesional aplicado en el dmbito
sanitario se trata de un modelo insostenible fiscalmente si se pretende trasladar
a todo el empleo piblico. Pero, ademds, el modelo sanitario ha terminado
implantando una suerte de «café para todos», basado en un igualitarismo falso
y que, por lo comin, ha supuesto el reconocimiento de los diferentes niveles
o categorias de carrera profesional a la prdctica totalidad de quienes lo han
solicitado y obviando la implantacién de ningdn tipo de sistema de evolucién del
desempefio. El fracaso del modelo de carrera profesional en el sector sanitario
puede calificarse de estrepitoso. Y arruinado un instrumento tan potente en la
gestién de personas como es la carrera profesional, las posibilidades efectivas
de racionalizar el empleo piblico se transforman en un pio deseo.

Sin embargo, ante el empuje sindical, algunas (precisamente no pocas)
Administraciones Piblicas han terminado por aceptar la implantacién de un
sistema de carrera profesional horizontal «a cuenta» (esto es, antes de que el
legislador determinase el modelo) y han reconocido determinados tramos o
niveles retributivos e, incluso, los han pagado a todos los empleados publicos.
Ni que decir tiene que este ejercicio de escasa responsabilidad poblica ha
terminado por chocar frontalmente con la dura realidad: la crisis econémico
financiera ha supuesto que diferentes gobiernos hayan tenido que echar mano
del articulo 38.10 del EBEP y suspender la eficacia de los acuerdos suscritos
con los sindicatos sobre esta materia (19).

Sin embargo, como deciamos, esta «lectura» de la carrera profesional
es a todas luces incorrecta. Si se presta atencién a los términos en los
que estd redactado el articulo 17 del EBEP se advertird que el modelo de
carrera profesional por el que se inclina el Estatuto Bésico nada tiene que
ver con el modelo sanitario, pues pivota sobre una serie de ejes como son
la determinacién previa de los diferentes grados, categorias o escalones en
los que se articula el sistema de carrera, estableciendo que los ascensos son,
salvo excepcidn, consecutivos, y que, en todo caso, se deberdn valorar una
serie de criterios entre los que se encuentra la evaluacién del desempefio,
pudiéndose incluir otros méritos entre los que no estd la antigiedad, que
es un requisito para solicitar el reconocimiento de una determinada cate-
goria o grado, pero no un criterio de valoracién auténomo. No obstante,
los agentes sociales se agarran siempre a «la antigiedad» como uno de
los elementos que se ha de tener en cuenta en el reconocimiento de una

(19) Paradigmdtico es el caso de la Comunidad Auténoma de Murcia, ver al respecto la Ley
5/2010, de 27 de diciembre, de medidas extraordinarias para la sostenibilidad de las finanzas
publicas.
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progresién profesional a través del grado, categoria o escalén, olvidando
que la antigiedad por si sola Gnicamente acredita que «se ha estado», pero
nada nos dice sobre «qué se ha hecho» ni menos sobre «cémo se ha hecho»
una determinada tarea.

Es cierto que, tal como se viene sefialando, la regulacién del EBEP en esta
materia es lo suficientemente amplia como para prever diferentes soluciones
institucionales. Cabe, en efecto, continuar manteniendo la carrera profesional
vertical en los términos que estd actualmente establecida [y, por tanto, el grado
personal como garantia de esa carrera), cabe apostar por un modelo de carrera
horizontal sectorial o parcial (para determinados puestos de trabajo), cabe uni-
versalizar la carrera horizontal y hacerla convivir con la vertical (aunque esta
es, como se ha dicho, una opcién discutible), asi como, en fin, caben modelos
mixtos (que combinen inteligentemente la carrera profesional horizontal con la
vertical). Depende de la decisién que el legislador (o la propia organizacién
pUblica) adopte, los problemas y las posibles soluciones serdn muy diferentes
entre si. Ciertamente, en este caso el legislador bésico ha dejado tan amplios
mérgenes de configuracién que posiblemente hayan abrumado e, incluso,
paralizado, al propio legislador de desarrollo.

Lo cierto es que tal estado de cosas (esa amplitud en los mérgenes de
configuracién normativa) ha terminado por alimentar més adn la confusién.
Pero la «paralizacién» de la carrera profesional ha provenido no tanto de
ese amplio margen de configuracién, sino sustancialmente de la situacién de
crisis econémica y de la caida de ingresos fiscales que se advierte a partir
del afio 2008. En efecto, cuando se debia proceder a desarrollar el EBEP
(esto es, a partir de 2008), los diferentes gobiernos (estatal y autonémicos)
repararon inmediatamente que ese modelo era «caro»; es decir, que tenia
impacto potencial muy fuerte sobre el gasto piblico, sobre todo en lo que
afectaba a la implantacién de la carrera profesional. Por tanto, la medida
mds prudente, se dijo entonces, era paralizar el desarrollo del EBEP y esperar
a que la coyuntura econémica cambiara. En el afio que nos encontramos,
2011, la situacién no ha cambiado, incluso se puede afirmar que ha empeo-
rado. Y, en consecuencia, la salida fécil es seguir defendiendo la tesis que
es mejor no desarrollar el EBEP por el coste sobre el gasto piblico (ahora
en periodo de contraccién) que tiene, particularmente en el tema de carrera
profesional.

Pero ese efecto éptico es, a nuestro juicio, equivocado. Lo que tiene
impacto fiscal indudable es la traslacién de un modelo erréneo de carrera
profesional al dmbito de la funcién piblica, como ha sido el ensayo (en algunos
casos, como se verd de inmediato, ya sancionado legalmente) de reproducir
el modelo sanitario en la Administracién piblica general. Ademds, no se ha
terminado de entender que es precisamente en etapas de crisis fiscal cuando
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se han llevado a cabo las grandes reformas de la Administracién pdblica y del
empleo publico. La reforma estructural del empleo piblico no puede esperar
(pues esto si que es un craso error) a que la situacién econémica mejore, ya
que en tal caso el grado de debilidad que mostrard la institucién del empleo
pUblico como consecuencia de todos los afios de travesia en el desierto con-
ducirdn a que las Administraciones Piblicas espafiolas pierdan competitividad
institucional y se coloquen en peor situacién que otras para empujar el despegue
econémico del pafs.

Sin embargo, conforme se sefialaba anteriormente, han sido varias las
Administraciones publicas autonémicas (e, incluso, algunas Administraciones
locales) que han suscrito Acuerdos de reconocimiento de «tramos» de carrera
profesional horizontal «a cuenta» de la regulacién que en su dia se hiciera
por el legislador autonémico. La perversién que tiene esa dindmica es bien
obvia: se «reconocen» tramos a cuenta sin que ni siquiera estén establecidas
las reglas por la Ley (lo que hipoteca el nuevo modelo), se adjudican esos
tramos sin que se haya implantado la evaluacién del desempefio, se les anudan
efectos retributivos pagados de diferentes formas y maneras vy, en fin, se parte
de una concepcién ranciamente igualitaria que mata de raiz las posibilidades
efectivas de construir un modelo de carrera profesional coherente, racional y
que se configure como una potente herramienta de gestién para una mayor
eficiencia de las organizaciones publicas.

Estos pactos entre responsables politicos (que se han mostrado como
«empleadores débiles») y representantes sindicales (que sélo han buscado el
beneficio propio con descuido absoluto del estado de las finanzas publicas)
han encontrado un freno inevitable en la situacién econémico-financiera por la
que atraviesa nuestro sector publico, que ademds se prolongard en el tiempo
por no pocos afios. Los tiempos de bonanza han acabado bruscamente y la
realidad de unas finanzas maltrechas se impone. En estas circunstancias cabe
preguntarse si es o no pertinente implantar un modelo de carrera profesional
en nuestras Administraciones piblicas o dejarlo hibernar hasta que las condi-
ciones econdmicas mejoren. Ya se ha dicho que esta es una disyuntiva falsa. El
refuerzo de la profesionalizacién del empleo piblico es una de las medidas mdés
importantes para situar a la Administracién Pdblica en un contexto que ayude
al desarrollo econémico del pais. Es una idea que reiteran una y otra vez los
recientes documentos de la OCDE que apuestan por una reforma estructural
de la Administracién Pdblica (y del propio empleo piblico) como uno de los
elementos claves para salir de la crisis econémica (20). En suma, lo razonable
y sensato en estos momentos es invertir en reforzar la institucién del empleo
pUblico y, concretamente, en mejorar su sistema de gestién, en el que destaca

(20) Ver, por ejemplo: OCDE (2009). También, el documento OCDE (2010).
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como uno de los elementos clave el modelo de carrera profesional. Aplazar
esa decisidén es no tener ninguna visién estratégica de cudles son en verdad
las necesidades de la institucién.

No obstante, las primeras experiencias legislativas que se han llevado a
cabo por parte de las Comunidades Auténomas no caminan en la direccién
indicada. Fruto, principalmente, de los condicionamientos habidos a partir de
la suscripcién con los sindicatos de Acuerdos para implantar transitoriamente
la carrera profesional horizontal, las tres leyes autonémicas que se han dic-
tado hasta el momento apuestan por una carrera horizontal que se suma [y
este es un dato importante) al modelo de carrera hasta ahora vigente. Dicho
en términos mds prosaicos: se implanta un nuevo complemento retributivo de
carrera profesional que se adiciona a los complementos hasta ahora existen-
tes. La carrera profesional se identifica «en su versién pobre», auspiciada por
los sindicatos, como «ganar mds». Veamos, muy sucintamente, los casos del
Principado de Asturias, de la Comunidad valenciana y mds recientemente, de
la Comunidad de Castilla-La Mancha.

La Ley del Principado de Asturias 5/2009, de 29 de diciembre, implanta
efectivamente la carrera profesional «horizontal» en la Administracién autoné-
mica. No es momento de analizar esta Ley en detalle, tarea que he llevado
a cabo en ofro lugar (21), pero cabe significar en estos momentos que esa
norma es una modificacién parcial de la Ley 3/1985 de funcién piblica del
Principado, por lo que no representa una Ley de desarrollo integral del EBEP. En
efecto, esa modificacién parcial, que tan sélo incluye a la carrera profesional
horizontal y a la evaluacién del desempefio (en cuanto instrumento necesa-
rio para hacer efectiva aquélla), no aborda ofros aspectos del EBEP, aunque
crea un complemento retributivo nuevo con la finalidad de poder compensar
econdémicamente la progresién de los funcionarios piblicos que ya se habia
materializado anticipadamente en lo que afecta al primer tramo o grado de
la carrera horizontal mediante un Acuerdo suscrito en 2007 (antes de las
elecciones autonémicas).

Efectivamente, la Ley es un mero intento de dar cobertura formal a un
Acuerdo que habia sido declarado nulo por una sentencia de la jurisdicciéon
contencioso-administrativa (22). En suma, se trataba de salvar el contenido de
ese Acuerdo y, sobre todo, de que los funcionarios pdblicos percibieran las
cantidades «a cuenta» de la implantacién de ese modelo.

El derecho a la carrera se califica de voluntario. Ese modelo de carrera
horizontal se proyecta no sélo sobre puestos de trabajo sino también sobre

(21)  JMENEZ Asensio (2011).
(22) Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias 1054/2009, de diez de junio.
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cuerpos y escalas, lo cual facilita la universalizacién del sistema. La carrera
se estructura en cinco framos que se corresponden con ofras tantas categorias.
Sélo se prevén los ascensos consecutivos. Para ascender a una determinada
categoria se exige la permanencia en la anterior por un periodo de 5, 6, 8
o 10 afios, en funcién de la categoria que se pretenda alcanzar. El horizonte
temporal minimo para proyectar todos los estadios de la carrera profesional
es de 29 afos. La carrera profesional se aplica también al personal labo-
ral de conformidad con lo que establezcan los correspondientes convenios,
pero —y esta es una precisién importante— «de acuerdo con los principios
generales establecidos en esta Ley que les sean de aplicacién». El dato mds
relevante es que se crea un «complemento de carrera» que se suma como
una retribucién complementaria mds a las ya existentes. Se regula, asimismo,
aunque con una densidad normativa incluso menor que la del propio EBEP,
la evaluacién del desempefio como instrumento objetivamente necesario para
llevar a cabo la implantacién de la carrera profesional horizontal (articulo

20. 5 EBEP).

En suma, el modelo de carrera profesional «horizontal» de la Administra-
cién del Principado de Asturias (nétese que no se aplica a los entes locales),
es un «parche» que se adiciona al modelo de carrera existente actualmente,
que se asienta en la consolidacién del grado personal por el desempefio por
dos afios consecutivos o tres con inferrupcién de un puesto de trabajo con un
determinado nivel de complemento de destino. Queda por ver qué haré el legis-
lador asturiano cuando se plantee de forma efectiva la regulacién del empleo
pUblico integral, pero una vez adoptada esta decisién «critica» (construir un
modelo de carrera profesional horizontal que se suma a la carrera vertical) los
mdérgenes de modificacién o de racionalizacién del modelo son ciertamente
estrechos, aunque caben algunas opciones.

Por su parte, la Ley 10/2010, de 9 de junio, de ordenacién y gestién
de la funcién piblica de la Comunidad valenciana, parte de presupuestos
similares, aunque el margen de precisién de esa normativa [y, por tanto,
sobre cémo se implante definitivamente) es menor. En todo caso, la Ley
parece asentarse plenamente en la idea de un doble sistema de carrera
profesional (vertical y horizontal), pero sus elementos no estdn recogidos en
la regulacién legal y se difieren a lo que en su dia establezca el Reglamento
de desarrollo (lo que puede plantear en su momento algunos problemas de
«falta de rango» en la definicién de algunos elementos esenciales del modelo).
Sin embargo, de la lectura de la Ley parece advertirse que «conviviran» el
Grado de Desarrollo Profesional (carrera horizontal) con el que se deno-
mina como «Nivel consolidado» (carrera vertical, o lo que se conoce como
«grado personal consolidado»). Un modelo que presumiblemente trasladard
el modelo sanitario a la funcién poblica, aunque esa presuncién habrd de
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confirmarse una vez que el poder reglamentario apruebe el Decreto de desa-
rrollo de la citada Ley. Los temores pueden estar fundados en cuanto que la
Administracién de la Generalidad Valenciana (no asi las entidades locales)
también suscribié con los sindicatos unos Acuerdos en virtud de los cuales
se «anticipaban a cuenta» determinados tramos de la carrera profesional. Si
esta es la opcién definitiva del gobierno autonémico, todo parece apuntar a
que la insostenibilidad fiscal del modelo conducird a su inaplicacién efectiva,
al menos durante un amplio espacio de afios, con los efectos de frustracién
y desmotivacién que ello generaria.

En fechas recientes se ha publicado asimismo la Ley 4/2011, de 10 de
marzo, de Empleo Piblico de la Comunidad de Castilla-la Mancha. La citada
regulacién prevé la posibilidad de que se implante una carrera profesional
horizontal, junto con la carrera vertical (aunque llama a la racionalizacién y
simplificacién de los niveles jerdrquicos). En el articulo 64 de la Ley se establece
un régimen juridico de la carrera horizontal que, por razones obvias de espacio,
no puede ser tratado en estos momentos, pero que contiene elementos positivos
(no valorar la antigiedad, cardcter reversible del dltimo «tramo», etc.), junto
con ofros mds discutibles (periodo corto de los tramos, que puede representar
un acortamiento de la carrera profesional «viva»). En todo caso, se trata de
una «posibilidad» que el legislador no cierra, pero que si adquiere cardécter
de obligacién, aunque no se define fecha de inicio, en lo que respecta a la
Administracién de la Comunidad Auténoma (disposicién final undécima, donde
se prevé «un régimen fransitorio de obtencién de tramos» para los empleados
pUblicos actuales que puede tener un elevado coste fiscal y arruinar por com-
pleto el modelo disefiado). También se prevé un régimen transitorio del grado
personal, lo que nos da indicios de que el nuevo modelo de carrera horizontal
eliminard el grado personal (disposicién transitoria séptima). Tal como decic-
mos, comentar esta Ley exigiria disponer de un espacio que, obviamente, no
tenemos en este articulo.

En suma, la construccién de la carrera profesional en la funcién piblica
espaola estd imbuida asimismo de una notable confusién conceptual y de unas
prdcticas errdticas por parte de determinados niveles de gobierno. La carrera
profesional horizontal en el EBEP se ha pretendido identificar interesadamente
con la carrera sanitaria, cuando se trata de marcos normativos diferentes y
realidades institucionales distintas. Se debe hacer un serio esfuerzo por recon-
ducir conceptualmente la carrera profesional hacia pardmetros de racionalidad
y construir la misma de acuerdo con la finalidad principal que tiene cualquier
sistema de carrera profesional en las organizaciones publicas: configurarse
como un potente instrumento de gestién de personas que suponga la articula-
cién efectiva de itinerarios profesionales al objeto de incentivar el desarrollo
profesional de los empleados publicos e insertar a éstos en los puestos de
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trabajo més idéneos a sus propias competencias con el fin de prestar mejores
servicios a los ciudadanos. Posiblemente ello requiera mucha pedagogia con
los agentes sociales, unas elevadas dosis de responsabilidad institucional de
estos, asi como también no poco sentido de la responsabilidad por parte de
los responsables politicos que dirijan el empleo pUblico en los préximos afios.
Pero es lo que «toca» en un periodo de profunda y prolongada crisis fiscal.
Los tiempos de «bonanza» en el sector pdblico ya no retornaran en mucho
tiempo.

IV. UNA BREVE VALORACION FINAL DEL ANTEPROYECTO DE LEY
DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON EN LO QUE AFECTA A LA
CARRERA PROFESIONAL Y A LA DIRECCION PUBLICA PROFE-
SIONAL

1. Introduccién

El objeto de este breve epigrafe no es otro que llevar a cabo una sucinta
valoracién sobre el Anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de Aragén en lo que
afecta a la Carrera Profesional y a la Direccién Pdblico Profesional. Aunque es
cierto que ese texto finalmente no se ha tramitado como Proyecto de Ley dado
lo avanzado de la legislatura, si que puede ser oportuno ver en qué medida tal
documento interioriza o no las previsiones del legislador bdsico y apuesta, en
definitiva, por incorporar al sistema de empleo piblico de las Administraciones
pUblicas de Aragén estos dos elementos nucleares de innovacién, como son
la carrera profesional y la direccién pdblica profesional.

Se trata, como se indica en el enunciado, de realizar una somera valora-
cién de ambos temas, partiendo en efecto de la provisionalidad que un texto de
tales caracteristicas tiene. Si bien es cierto que es un Anteproyecto, su contenido
tiene indudable interés porque formalmente es un documento muy acabado y
puede servir, sin duda, como base en la préxima legislatura para redactar el
Proyecto definitivo. Para el andlisis de esta cuestién, seguiremos la sistemdtica
planteada en el resto del presente articulo; se examinard, asi, en primer lugar,
la problemdtica de la DPP, para pasar finalmente a valorar en lineas genero-
les cudl es el sistema de carrera profesional por el que opta el documento v,
finalmente, se cerrard el trabajo con una valoracién de conjunto.

2. La direccién publica profesional en el Anteproyecto

No hay en el ALEPA, a diferencia del EBEP, un capitulo, articulo o un tra-
tamiento individualizado de la DPP. La institucién de la DPP aparece de forma
tangencial y de manera un tanto dispersa en diferentes pasaijes del texto. Ello
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denota una preocupacién de los redactores del texto por dar respuesta a una
necesidad obijetiva (la profesionalizacién de diferentes niveles directivos de la
organizacién del empleo publico), pero no se han terminado de concretar los
perfiles definitivos de esa DPP, que quedan —como se verd— muy abiertos y
pendientes, en suma, de su concrecién ulterior.

La regulacién de la DPP en el ALEPA se puede sintetizar en los siguientes

puntos:

a)

b)

Ambito de aplicacién. Tal como se recuerda en la exposicién de
motivos, y asi se concreta en el articulo 3, las previsiones del articulo
31 (deberia decir 31.6) se aplican también al personal directivo
del sector publico autonémico y local, siempre que las Administra-
ciones Pdblicas en su conjunto, directa o indirectamente, aporten
mds del cincuenta por ciento de su capital, tales como sociedades
mercantiles y fundaciones publicas, asi como consorcios que adop-
ten la forma de sociedad mercantil. Esta previsién extiende a tales
entidades la regulacién recogida en ese articulo 31.6, donde se
prevé expresamente la designacién de tales directivos atendiendo
a los principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad,
mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurren-
cia. Esa extensién de determinadas previsiones del articulo 13 del
EBEP (falta la evaluacién por los resultados en la gestién) al sector
pUblico de Aragén, es un avance de indudable importancia, y revela
una especial sensibilidad del legislador hacia ese «sector piblico»
que en el EBEP ha quedado extramuros de la aplicacién de buena
parte de sus mandatos.

Competencia del Gobierno y del departamento competente en materia
de empleo publico. El articulo 7.2.n), atribuye al Gobierno de Arc-
g6n la competencia para resolver las convocatorias de provisién de
puestos de cardcter directivo de la Administracién de la Comunidad
Auténoma, lo que denota la importancia que el legislador atribuye
a estos procesos (al sustraerlos de la competencia departamental).
Por su parte, el articulo 8.2.h) y I), prevé que es competencia del
departamento responsable en materia de empleo pdblico, por un lado,
el disefio de la estrategia de formacién directiva del personal de la
Administracién de la Comunidad Auténoma, y, por otro, la aproba-
cién de las convocatorias piblicas para la provisién de «los puestos»
de trabajo (hay una omisidn en el texto) que deba cubrirse por el
sistema de libre designacién, diferenciando asi lo que son puestos de
libre designacién ordinarios (que se nombran por el departamento
competente de la funcién poblica) de los de naturaleza directiva (que
se reservan al Gobierno de Aragén). Ambas previsiones son muy
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d)

importantes, pues representan una muestra de la relevancia que el
tema de la DPP tiene en el Anteproyecto de Ley y la sensibilidad que
ese documento patentiza frente a ese fenémeno.

Instituto Aragonés de Administracién Piblica. El articulo 16.1.h) recoge
que es competencia del IAAP la imparticién y homologacién de pro-
gramas de desarrollo directivo dirigidos a los directivos publicos profe-
sionales de las Administraciones Piblicas, de acuerdo con los criterios
emanados del Gobierno de Aragén y del Consejo del Empleo Piblico
de Aragén. Si el disefio de la estrategia de la formacién de directivos
es competencia del departamento responsable en materia de empleo
pUblico, tal vez fuera oportuno recogerlo en la redaccién de ese
enunciado.

Personal laboral de alta direccién. El articulo 31.6 del ALEPA, dentro de
la regulacién de las clases de empleado piblico y, mds concretamente,
del personal laboral, recoge la siguiente previsién: «El personal laboral
de cardcter directivo se encontraré sometido a la relacién laboral de
cardcter especial de alta direccién y serd designado atendiendo a los
principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, mediante
los procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia. La
determinacién de las condiciones de empleo del personal directivo
laboral no tendrd la consideracién de materia objeto de negociacién
colectivax. Esta regulacién reitera, por tanto, algunos de los principios
recogidos en el articulo 13 del EBEP (no hace mencién, por ejemplo,
a la evaluacién por resultados en la gestién) y, al margen de si es o
no una clase de personal, su valor adicional radica, tal como se ha
dicho, en que se extiende el dmbito de aplicacién de tales previsiones
también al personal directivo del sector piblico de las Administracio-
nes plblicas aragonesas, lo que es un paso delante de indudable
magnitud.

Concepcién organizativa de la DPP. El articulo 44.4 del Anteproyecto
recoge una previsién muy importante, tanto por lo que dice como por
su ubicacién sistemdtica. Parte del criterio de que la DPP es orga-
nizacién y, en virtud de ese presupuesto, establece una interesante
previsién. Dice asi este articulo (que conviene reproducirlo en su
integridad):

«4. Tendrdn cardcter directivo aquellos puestos abiertos a funcionarios
del Grupo de Clasificacién A, en los que predominantemente se
desempefie alguna de las siguientes funciones:

a. Liderar las decisiones adoptadas por los érganos superiores
y directivos.
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b. Participacién en la formulacién de las politicas poblicas.
c. Planificacién y coordinacién de actividades.

d. Evaluacién y propuesta de innovacién y mejora en relacién con
los servicios y actividades de su dmbito competencial.

e. Dirigir equipos de personas.
f. Gestién de infraestructuras o medios materiales

g. Ejecucién de presupuestos en el dmbito de sus competen-
cias».

Se trata, por tanto, de una regulacién muy abierta, puesto que en fun-
cién de tales (amplios) criterios se podrian definir como directivos una
buena parte de los puestos de trabajo de la alta funcién poblica. Tiene
la virtud, no obstante, de que a través de esos criterios la Administra-
cién Publica puede definir con amplios mérgenes de discrecionalidad
organizativa, qué puestos tendrdn naturaleza directiva, sin que fal
decisién pueda ser objeto de tacha desde la perspectiva legal. La
duda que cabe plantear es si pueden existir mds de un nivel de DPP
en las estructuras de la funcién poblica. Este precepto parece inclinarse
porque si, como también parece apostar porque puedan desempefar
puestos directivos funcionarios del Grupo de Clasificacién A, Subgrupo
A2. Esta previsién puede tener sentido en determinadas entidades
locales, pero en una estructura muy jerarquizada como es la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma tal vez cabria replantedrselo.
Asimismo, el hecho de que se haga referencia Gnicamente al personal
funcionario no excluye, tal como hemos visto en el articulo 31.6, la
existencia de puestos de DPP que sean desempefiados por personal
laboral de alta direccién.

Evaluacién del desemperio. El articulo 59 prevé que los empleados
pUblicos que ocupen puestos de cardcter directivo serdn objeto de
evaluacién con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia, res-
ponsabilidad por su gestién y control de resultados, conforme a
los objetivos fijados en la convocatoria del procedimiento para su
designacién. En ese enunciado se contienen elementos de notable
interés. Por un lado, se diferencia la evaluacién de directivos de
la evaluacién de empleados puiblicos, lo que en si mismo es un
acierto. Por otro, se habla de «convocatoria de procedimiento de
designacién», lo cual es pertinente para diferenciarlo de otros pro-
cedimientos de provisién de puestos de trabajo (aunque luego no
se extraen las consecuencias debidas). Y, en fin, se indica que la
convocatoria determinard los objetivos que habrdan de alcanzarse, lo
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gl

h)

(23)

Mancha.

que implica un intento de racionalizacién del proceso con el fin de
hacer efectiva esa evaluacién. Seria razonable que este articulo 59
se hiciera extensivo también al personal de alta direccién del sector
pUblico, pues dada la redaccién del articulo 4 quedaria fuera de su
radio de accién.

Exclusién de la negociacién colectiva. El articulo 98.2.c) (en la linea
de lo previsto en el articulo 31.6, para el personal de alta direccién)
establece que la determinacién de las condiciones de trabajo del per-
sonal directivo es una materia que queda excluida de la obligatoriedad
de la negociacién colectiva. Esta exclusién es uno de los aspectos mds
relevantes de la institucién de la DPP, puesto que la aproxima mds adn
a la organizacién y la distancia, sin duda, de la sensibilidad sindical.
Ello implica que habria que prever alguna norma que definiera a través
de qué instrumento o por qué érgano se definirdn las condiciones de
empleo de ese personal directivo profesional.

El procedimiento de libre designacién como medio de provisién de
puestos de naturaleza directiva. El articulo 127 del ALEPA es, sin duda,
el que recoge algunos de los aspectos criticos del régimen juridico
del personal directivo de las Administraciones Piblicas de Aragén.
La opcién del redactor del texto ha sido la de echar mano del proce-
dimiento de libre designacién para cubrir los puestos de naturaleza
directiva. Esta es una opcién por la que ya habia transitado algin
que ofro texto (23). Sin embargo, la peculiaridad del caso aragonés
radica en que se anudan determinados efectos a la realizacién de una
convocatoria de puestos directivos por libre designacién en aquellos
casos en que se encargue la propuesta de designacién a un érgano
técnico.

El articulo 127.2 prevé en su apartado c) que la convocatoria de un
puesto por libre designacién contendrd, en su caso, las pruebas a las
que se refiere el apartado cuarto de ese mismo articulo, mientras que
en su apartado f) establece que la misma convocatoria contendré «los
objetivos a cumplir si se trata de un puesto de cardcter directivo».

Por su parte, el articulo 127.3, b), indica que Unicamente podrdn
ser cubiertos por el sistema de libre designacién «los puestos de
cardcter directivox. Y, en este caso, el punto 4 de ese mismo articulo
establece la posibilidad de el 6rgano competente del nombramiento
encargue la propuesta de designacién de la persona idénea para

Ver, por ejemplo, la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Piblico de Castilla-Lla
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cubrir el puesto de naturaleza directiva a un érgano técnico de
provisién de puestos de trabajo (tal como aparece recogido en
el articulo 124 del ALEPA), que podrd recabar la intervencién de
especialistas para llevar a cabo esa funcién. En tal caso, se afiade,
el érgano técnico elaborard una relacién de personas que acrediten
las competencias requeridas por el perfil del puesto de trabajo y
propondrd al érgano competente para el nombramiento una lista de
un minimo de tres personas y un mdaximo de cinco (3qué ocurre si no
hay un minimo de tres personas que acrediten las competenciasg),
de entre las cuales se procederd discrecionalmente a designar a la
persona que deba cubrir el puesto de trabajo o a declarar desierto
el proceso. Asimismo, se prevé que se pueda exigir o valorar como
mérito para la cobertura de tales puestos directivos haber realizado
programas de formacién de directivos organizados por el IAAP o
acreditados u homologados por este centro. En la resolucién de
adjudicacién del puesto, tal como establece el articulo 127.5, se
hard constar que el 6rgano competente del nombramiento ha encar-
gado la propuesta a un érgano técnico, pues a ello se le anudan
determinados efectos juridicos.

En efecto, el apartado 6, del mismo articulo 127, establece una
excepcién a la regla general de libre cese de los puestos cubiertos
por libre designacién para aquellos puestos de naturaleza directiva
que hayan sido provistos por medio de propuesta del 6rgano técnico
(esto es, mediante acreditacién de competencias). En este caso, se
nos indica que el érgano competente «sélo podrd resolver su cese
cuando hayan transcurrido, al menos, seis meses desde el nombra-
miento de un nuevo titular del érgano administrativo del que dependan
orgdnicamente».

Se establece, por tanto, una garantia de continuidad en el caso de
estos puestos directivos cubiertos mediante el procedimiento previsto en
el articulo 127.4, configurada como una suerte de garantia temporal
(«periodo de enfriamiento»), en aquellos casos en los que cambie el
titular del 6rgano administrativo del que dependan orgdnicamente, esto
es, en los supuestos de cambio de gobierno o de cambio de personas
en la estructura politica de la que dependan.

El sistema disefiado tiene un sello de originalidad innegable y pretende
introducir en el sistema de libre designacién un filtro previo de acreditacién
de competencias profesionales, en la linea de fortalecer la «profesionalidad»
de la direccién pdblica y hacer efectivos los principios de mérito, capacidad
e idoneidad de que habla el articulo 13 del EBEP. Tiene, no obstante, una
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falla considerable en ese ensayo de institucionalizar la DPP en las Admi-
nistraciones Pdblicas de Aragén. Y no es ofra que el cardcter «potestativo»
de acudir a este sistema por parte del érgano convocante; es decir, de la
literalidad del modelo se advierte con claridad que el érgano convocante
puede seguir acudiendo al sistema de libre designacién tradicional orillando
el recurso al érgano técnico para que lleve a cabo el proceso de acreditacién
de competencias. En este caso, no cabe ser muy incisivos para pronosticar
(al igual que ha pasado con el procedimiento previsto en el articulo 23 de
la Ley de Agencias, en el que se inspira) que tan sugerente procedimiento
alternativo a la libre designacién tradicional muy probablemente se convertiré
en papel mojado.

Los procesos de institucionalizacién «débil» de la DPP tienen estas limitacio-
nes. Tal vez lo aplique algin Consejero o Alcalde con visién estratégica, pero
la simple posibilidad de acudir al sistema tradicional, con la discrecionalidad
tan amplia que el mismo incuba, es una fuerte fentacién para que la innovacién
quede como letra vacia en el texto y la aplicacién continGe por los derroteros
convencionales. La DPP es una institucién, y el papel fundamental de ésta
no es otro que limitar el campo de actuacién del poder politico mediante la
insercién de unas reglas de juego de obligado cumplimiento. Si esas reglas
son potestativas, no es muy aventurado pronosticar que tales previsiones se
transformaran en un bello enunciado nunca (o casi nunca) aplicado. Las tenta-
ciones de la inercia son muy fuertes y mds en este campo tan epidérmicamente
unido a la politica.

Por Gltimo, el articulo 141.2.¢), in fine, establece, asimismo, que los pues-
tos de cardcter directivo dispondrdn de un complemento variable vinculado a
objetivos, que retribuird especialmente los resultados obtenidos en la gestién.
Esta previsién incorpora la retribucién variable como uno de los elementos del
régimen juridico de la institucién mejorando sin duda la regulacién recogida
en el articulo 13 del EBEP.

3. La carrera profesional en el Anteproyecto

La carrera profesional se regula en el Titulo VII, Capitulo |, del Antepro-
yecto, asi como en la disposicién transitoria quinta. A ambos pasajes del
ALEPA nos referiremos aqui, aunque de forma concisa, puesto que muchos de
los elementos de este modelo quedan pendientes de concrecién en lo que se
prevea en el Reglamento de desarrollo de un modelo que tan sélo se pergefia
en sus resultados mds generales.

El concepto de carrera profesional que se dibuja en el articulo 104 estd
muy apegado a la configuracién que del mismo hizo el legislador bésico;
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esto es, se incide mucho en su cardcter de derecho y apenas se advierte la
naturaleza de instrumento de gestién de personas que para las organizaciones
pUblicas de Aragén tiene esa institucidn.

La carrera vertical (que se enuncia como «promocién interna vertical») se
regula en el articulo 104.3, a) y sigue a pies juntillas la regulacién prevista en
el propio EBEP. Pero, a diferencia de otros textos (por ejemplo, la Ley valenciana
ya examinada), nada se nos dice en el ALEPA de la supervivencia del «grado
personal» como garantia de la carrera profesional vertical. En la estructura
retributiva (articulo 141.2.0), a.) Gnicamente se prevé lo que se denomina
como «componente general», que es una retfribucién complementaria anudada
a la estructura de niveles de los puestos de trabajo que cada Administracidn
Piblica determine en funcién de sus potestades de organizacién. Pero la regu-
lacién anterior del grado personal desparece por completo, dado que el Gnico
complemento de carrera que existe es el vinculado con la carrera profesional
horizontal. Tal como se dice en la disposicién transitoria quinta, punto 1, el
grado personal sigue vigente hasta el momento en que cada Administracién
Publica proceda a la implantacién de la carrera profesional. Esta previsién
pueda dar a entender que una de las posibilidades (a nuestro juicio la més
acertada) seria configurar un modelo mixto en virtud del cual el actual sistema
de carrera vertical (utilizando el grado personal como garantia) se volcara
sobre el nuevo modelo de carrera profesional horizontal, al menos con cardc-
ter transitorio. Pero esta apreciacién puede resultar ilusoria, puesto que el
apartado b) de esa disposicién transitoria quinta, punto 1, parece decantarse
por la eliminacién del grado personal (en su acepcién actual) y sustituirlo por
un «grado personal» vinculado a los tramos de carrera profesional horizontal
ya obtenidos de forma anticipada. Una vez mds, la herencia de una mala
concepcién de lo que era el sistema de carrera profesional en el EBEP puede
pasar una pesada factura.

La carrera horizontal se regula en el articulo 105 del Anteproyecto. En
relacién con esta regulacién se puede afirmar lo siguiente:

a) Elsistema se articula a través del reconocimiento de una serie de tramos
que configuran el itinerario profesional del funcionario de carrera y
que son reconocidos previa solicitud por el érgano técnico competente
y mediante resolucién al respecto. Se establecen asi, con carécter
universal, cinco tramos acumulativos: un tramo de entrada y cuatro
tramos mds, propiamente hablando, de carrera profesional.

b) El periodo minimo para solicitar el reconocimiento de un tramo se fija
en seis afos, por lo que el horizonte de carrera profesional mds répido
seria de 24 afos. No obstante, se recoge una previsién por medio de
la cual el Gobierno de Aragén podrd prever «supuestos excepcionales»
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d)

e)

f)

en los que, «por la naturaleza de los méritos valorados», se pueda
modificar ese periodo minimo.

Los criterios que se tendrdn en cuenta para valorar el reconocimiento
de cada uno de los tramos se recogen en el articulo 105.2, y cabe
subrayar que son por lo comin objetivos, pues no se tiene en cuenta
la antigiedad, salvo de forma muy indirecta al valorarse «la perma-
nencia en la misma drea de especializacién».

La adquisicién de los tramos se indica que serd consecutiva con cardc-
ter general, salvo supuestos excepcionales. Seria mejor suprimir esa
posibilidad que el propio legislador abre, pero que puede ser una
puerta a hipotéticos abusos. La legislacién bdsica, ciertamente, se
refiere a esa posibilidad, pero no cabe necesariamente reproducirla
en el modelo final: el legislador de desarrollo puede optar por no
incluir esa posibilidad excepcional.

El érgano técnico de reconocimiento se nos indica que serd creado
en cada Administracién Piblica. Ello plantea de inmediato el pro-
blema de la aplicacién de esa previsién a la Administracién Local
y, particularmente, a los municipios pequefios y medianos, donde
se habria de prever algin érgano externo o la asistencia técnica de
los gobiernos locales intermedios (en particular, de las Diputaciones
Provinciales). La composicién del érgano técnico estd inspirada en los
mismos criterios que la conformacién de los érganos de seleccién, lo
que puede plantear algunos problemas, tanto por la no presencia de
los sindicatos (que parece razonable) como por la aparente imposibi-
lidad de incorporar evaluadores externos que no sean funcionarios,
salvo que se incorporen como asesores.

Y, en fin, el articulo 108 regula los efectos econémicos del reconoci-
miento del tramo correspondiente. Al margen de algunas previsiones
que ahora no interesan, es particularmente importante la regla que se
recoge en el articulo 108.2 de la reversibilidad del ramo IV de carrera
horizontal en los casos de evaluacién negativa del desempefio, pero se
vincula a lo que establezca cada Administracién Publica al respecto.
Sobre la reversibilidad o no de los tramos de carrera profesional se
han suscitado no pocas dudas, pero parece razonable defender que
en un sistema de empleo publico altamente profesionalizado y exigente
el reconocimiento de algunos tramos o desarrollos de la carrera profe-
sional (mds aun si estos son los més altos de la carrera profesional) no
sean permanentes en aquellos casos en los que el funcionario «acre-
dite» de forma precisa un rendimiento insuficiente o un desempefio
deficiente y continuado en la gestién. Se objetaré a este argumento
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que ya existe la sancién de demérito, pero no cabe confundir lo
que es un instrumento de gestién de personas en las organizaciones
pUblicas (evaluacién del desempefio y carrera profesional) con un
procedimiento de ejercicio de las potestades disciplinarias en poder
de la Administracién publica, que deberia ser aplicado en aquellos
supuestos en que la conducta del funcionario pueda ser subsumida en
un determinado tipo de infraccién.

En suma, la regulacién del Anteproyecto apuesta claramente por un
modelo de carrera profesional horizontal que se inspira en el modelo sani-
tario. Universaliza la carrera profesional horizontal y la articula en tramos o
niveles de desarrollo profesional, pero queda en el limbo qué ocurrird con el
grado personal, puesto que su eliminacién pura y dura tal como plantea la
transitoria quinta no deja de suscitar algunas incégnitas en lo que tiene que
ver con las garantias (no sélo retributivas) que se deben respetar en el trénsito
de uno a ofro modelo.

Las reglas que se prevén en la disposicién transitoria quinta tienen
por objeto «reconocer» los tramos ya adjudicados con cardcter universal
a los funcionarios piblicos del Gobierno de Aragén (Administracién de la
Comunidad Auténomal), lo que mancha y tal vez confunde la regulacién
definitiva del modelo en su conjunto, que, como se ha dicho, va dirigido a
todas las Administraciones puiblicas aragonesas. En efecto, la disposicién
transitoria quinta, punto dos, es muy explicita al enmarcar el alcance de sus
previsiones exclusivamente a la Administracién de la Comunidad Auténoma.
No es momento de analizar en detalle esta regulacién, pero en esencia
pretende, por un lado, dar cobertura formal a un Acuerdo del Gobierno de
Aragén y a un Acuerdo de la Mesa Sectorial de Administracién General,
ambos de 2008, por los que se reconocia un «complemento singular de
perfeccionamiento profesional» del complemento especifico, configurado
como «Anticipo a cuenta de Desarrollo Profesional», un eufemismo para
indicar que se trata de un anticipo de la carrera profesional horizontal. Y
ello efectivamente es asi, porque se establece un claro paralelismo [y la
consiguiente absorcién) entre los dos primeros niveles de ese complemento
singular de perfeccionamiento profesional y los dos primeros tramos de la
Carrera profesional horizontal.

En lo demds, esta disposicién transitoria quinta, punto dos, establece en
su apartado c) una suerte de cldusula diferida, en virtud de la cual se indica
que el Gobierno de Aragén regulard el régimen definitivo de la carrera
profesional, lo cual da una especia de «balén de oxigeno» para no tener
que aplicar tales complementos retributivos, especialmente el complemento
de carrera profesional regulado en el articulo 141.2.b). Pero asimismo, en
esa disposicién se recogen una serie de normas «transitorias» que pretenden
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condicionar el contenido de esa regulacién definitiva, reconociendo entre otras
cosas una serie de privilegios en cuanto al «cémputo» de los periodos para el
personal interino o temporal, lo que contradice la configuracién inicial de que
la carrera profesional sélo se aplica al funcionario de carrera. En efecto, no
parece muy coherente con el disefio final del modelo que se computen a efec-
tos de carrera profesional el periodo de servicios prestados como funcionario
interino o laboral temporal. Una vez mds, la presién sindical, que confunde
la necesidad con la virtud, puede terminar arruinando la coherencia de un
modelo de carrera profesional que requiere —a nuestro juicio— pensarse de
forma més sosegada.
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RESUMEN: El marco de los derechos de los funcionarios es, sin duda, una de las
cuestiones de mayor actualidad en el marco de la gestién piblica de los recursos humanos
muy marcada por las restricciones generales de los mismos en un contexto de politica
econémica ciertamente restrictiva. La configuracién estructural de los derechos de los
funcionarios que ha hecho el EBEP ofrece algunos elementos para la bisqueda de una
conformacién diferente a la histérica pero también es cierto que, en algunos aspectos
es ciertamente tributaria de una formulacién genérica muy pensada en clave personal y
no de la organizacién a la que sirven los empleados piblicos y de sus necesidades. El
trabajo analiza, finalmente, el tratamiento de la cuestién en el dmbito del Anteproyecto
de Ley del Empleo Piblico de Aragén y los avances y lineas de continuidad que en la
misma se aprecian.

Palabras clave: derechos; derecho al cargo; permanencia; movilidad funcional;
recortes de derechos; derecho a la carrera; categorias de derechos

ABSTRACT: The framework of civil servants rights is undoubtedly one of the most
topical issues in the context of human resources management heavily influenced by
general restrictions on them in a context of economic policy is restrictive . The structural
configuration of the civil servants rights made by EBEP offers some elements for the
search for a different conformation to the historic but it is also true that in some aspects
derives certainly from a well thought in individual key and not in the organizational
needs’ level. The paper analyzes, finally, the treatment of the issue within the scope of
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the Draft Law on Public Employment or Aragon nd the advances and lines of continuity
that the same is appreciated.

Key words: rights; right to the post; permanency; functional mobility; right cuts;
career rights; categories of rights.

I. EL MOMENTO DE LA REFLEXION: GESTIONAR EN TIEMPOS DE
CRISIS

La gestién piblica en tiempos de crisis econémica se ha convertido cier-
tamente una cuestién preocupante ya que parece haberse introducido entre
nosotros una especie de consideracién conforme a la cual el debate sobre el
empleo piblico (como una parte de aquella) solo tiene un sentido: su reduc-
cién cuantitativa. Es comdn en los Gltimos tiempos percibir como negativo
cualquier contratacién o ingreso en la funcién pdblica con independencia de
donde se produce el ingreso y de las necesidades del servicio concreto. Esto
permite indicar que cualquier incorporacién a la funcién piblica se considera
un demérito gestor, una especie de traicién al sistema en su conjunto que
como no puede pagarlo no necesita de nuevos empleados. Los efectos sobre
los servicios publicos a los que afectan dichas incorporaciones no forman
parte del debate.

Sin negar que el final de cualquier reflexién sobre el empleo publico tenga
como diagnéstico final la necesidad de la reduccién es lo cierto no parece que
sea esta la meta final y no el punto de arranque de cualquier reflexién.

Lejos de esto momentos como los actuales de profunda crisis econémica
son los que deberian llevarnos a analizar el empleo piblico desde la mdxima
exigencia y legitimacién del trabajo en las Administraciones Pdblicas. Se nece-
sita aquello que resulta esencial para el mantenimiento de los servicios y es
posible que sobren empleados en lo que se refiere a la prestacién de otros
servicios. La racionalidad de que se precisa y lo que se tiene deben ser los
elementos que sirvan para la adopcién de decisiones (1).

Es mds, tener que dedicar una parte de los ingresos piblicos a los emplea-
dos publicos —como a cualquier ofra politica pblica— justificaria un especial
esfuerzo y dedicacién en la materia.

Sin embargo, no parece necesario indicar que, en general, la reforma y la
legitimacién de lo pdblico no ha formado parte de las agendas politicas y por
eso es aun mds sorprendente en estos momentos en los que, de pronto, todo nos

(1) Lonco (1995).
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parece superfluo justamente donde antes nos parecia necesario. Los fundamentos
de uno y otro calificativo pueden llegar a ser igualmente infundados.

Pero lo que no podemos obviar es que el debate sobre los empleados
pUblicos tiene muchas y diferentes aristas pero no debe desvincularse de la
propia conformacién de los servicios piblicos. Por decirlo en otros términos, no
es sencillo hacer un debate sobre los empleados piblicos que no trascienda a
la propia organizacién de los servicios. Asi, por ejemplo, no podemos afirmar
que sobran médicos o maestros sin afectar a la propia estructura del sistema
sanitario o educativo. Solo podriamos hacerlo si llegdsemos al convencimiento
de que realmente los superdvits se producen en un Unico organismo que tiene
sobredotada su plantilla. Es cierto, sin embargo, que esta posibilidad es cier-
tamente muy dificil porque los esfuerzos de ajuste en las plantillas que se han
producido en los Gltimos afios realmente hacen que tal situacién se produzca.
Lo razonable, por el contrario, es que cuando se formule un juicio excedenta-
rio lo sea fundado en la reconfiguracién de los servicios y, por tanto, en un
sistema diferente de prestacién que permita una optimacién de los recursos
existentes.

A partir de esta consideracién introductoria podriamos intentar ahora un
andlisis de las causas y de la prospectiva.

sQue nos ha pasado? (2).

En el debate sobre el empleo pdblico pesa como una losa el hecho de que
tanto el régimen juridico como el impulso de los gestores no hayan sido dos carac-
teristicas minimamente acentuadas en nuestra historia postconstitucional (3).

Sencillamente que el régimen juridico del empleo piblico vive una inercia
que, primero, nos llevo a tardar casi veinte afios para dar cumplimiento al
mandato constitucional previsto en el articulo 103.3 de la CE y, posteriormente
y como minimo mds de cuatro afios en contar con las iniciativas de plasmacién
de modelos concretos una vez publicado el marco del EBEP (4).

La demora en la conformacién del régimen juridico de las Administracio-
nes Pdblicas no puede ser atribuida a su dificultad si no que probablemente
es solo un sinftoma de una enfermedad mds aguda: al indolencia general
sobre lo pdblico y la pérdida de autoestima que vive éste. Entre todos hemos
conseguido que anide la percepcién de su innecesariedad, lo superfluo de su
existencia y lo costoso de su mantenimiento (5).

(2) SANCHEZ MORON (1998); ARROYO YANES (1998).
(3) LoONGO Y ZAFRA (2000).

(4) SANCHEZ MORON (2008).

(5) PraTs | CATALA (1995).
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Una lectura minimanente desapasionada de la historia postconstitucional
de las Administraciones Piblicas y de su papel nos lleva a considerar que la
atencién dedicada a las mismas ha sido minima y que los impulsos moderniza-
dores y reformistas pueden considerarse puntuales, fruto, en la mayor parte de
los casos, de iniciativas puntuales o personales pero sin auténtico apoyo de los
respectivos gobiernos. Lo de ordenar la «casa» es una labor demasiado ingrata,
arriesgada y poco perceptible para la sociedad como para convertirse en un
prioridad de la accién de gobierno. Cuestién distinta es si, ahora, por la via del
gasto la cuestién se convierte en una prioridad que racionalice las posiciones
para evitar que una pura incidencia cuantitativa acabe dislocando los servicios
pUblicos en los que los empleados piblicos prestan sus servicios.

Pero el problema no es solo de normas. El problema es de gestion del
modelo de direccién y de organizacién que, en nuestro caso, responde a
uno de corte cldsico que se diferencia notablemente de las necesidades y del
sistema actual (6).

Nuestro sistema de organizacién del empleo piblico en lo que se refiere
a la estructuracién y ordenacién no se diferencia del que sirvié para la funcién
pUblica del siglo XIX cuando las necesidades, los servicios y las formas de
prestacién de los servicios han evolucionado notablemente desde aquella fecha.
(7)A un cambio tan agudo en el entorno de gestién no puede responderse
con un esquema de recursos humanos puramente maquillado del que regia
dos siglos atrés. De alguna forma podriamos indicar que un cambio funcional
nitidamente perceptible se ha servido con un esquema de cuerpos y escalas
y de requerimientos competenciales y habilidades que se corresponden con
otras etapas histéricas (8).

Esta falta de reflexién y de ordenacién diferencial es la que justifica,
en gran parte, que todos los esfuerzos derivados de las nuevas necesidades
gestoras se hayan concentrado en la bisqueda de modelos alternativos cuya
caracteristica central es la elusién de los sistemas previos y no los de su
reforma (9).

En este sentido podemos observar como en vez de realizar auténticos
procesos de reconfiguracién estructural de las Administraciones Piblicas todas
las reformas habidas se han centrado en el escapismo, en lo que cldsicamente
hemos denominado «la huida» del derecho Piblico como marco de referencia

(6) Sobre la necesidad de la implantacién de un funcién poblica profesional puede verse:
JIMENEZ ASENSIO, VILLORIA MENDIETA Y PALOMAR OLMEDA (2009); PrATs | CATALA (2005).

(7) Desde esta misma perspectiva, EsCUIN Palop (1985).

(8) VILLORIA MENDIETA y PINO MATUTE (2009).

(9) SALA FRANCO (2008); TORRENTE MARGALET (2001); RODRIGUEZ RAMOS (1997).
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de la actuacién de las Administraciones Publicas. Es cierto, sin embargo, que
esta huida hacia otros regimenes privados de gestién no estaba suficientemente
pensada ni a la postre ha resultado la panacea de los males que aquejo-
ban a las Administraciones Pdblicas. En esta huida no se tuvo en cuenta un
elemento central cual es el que, con independencia de la forma concreta de
personificacién, la Administracién mantiene un estatus, un régimen juridico y
unas limitaciones que no siempre mejoran con el cambio de régimen de regu-
lacién. De hecho, tras las reformas de las leyes generales producidas en los
primeros afos de la década de los dos mil puede aludirse a una especie de
reconquista paulatina de lo publico por la via del control y del aseguramiento
de la actividad econdmica del conjunto del Estado.

Estas circunstancias hacen que hayamos propiciado una cierta confusién
al desvincular la problemdtica del volumen del empleo piblico de la propia
organizacién de los servicios piblicos y, probablemente, de la productividad
de los funcionarios publicos. Sin estas valoraciones del debate es incorrecto
porque obvia las consideraciones esenciales que es preciso analizar antes de
llegar a la conclusién de si existen excedentes o no en la organizacién del
empleo publico.

5Que nos deberia pasar?

Que, por fin, la funcién piblica y el empleo piblico le importe a alguien
de verdad y no solo como en la actualidad que el interés aparezca Gnicamente
como fuente de potencial de ahorro. La racionalidad del empleo publico, su
ubicacién, distribucién, productividad y demds circunstancias que realmente
configuran las politicas publicas son elementos esenciales de legitimidad de
las decisiones pdblicas — probablemente, también, de las privadas— y, por
tanto, deberian formar parte de las pautas habituales de trabajo en el dmbito
de las Administraciones Piblicas.

Pero mds allé de esta admonicién genérica sobre la necesidad de preocu-
pacién por lo publico podemos preguntarnos sobre que es lo que le tiene que
importar a quienes estdn llamados a la direccién de las sociedad (10).

Es claro que lo que tiene que constituir un punto central es la consecucién
de un marco eficaz y eficiente en la gestién de los servicios pUblicos. Esto nos
lleva a un debate sobre las formas de gestién de lo poblico que incluye, claro
estd, el modelo de recursos humanos junto con ofros que, como hemos indicado,
se han caracterizado por un contindo vaivén (contratacién, presupuestacién,
efc...) conforman el régimen juridico de las Administraciones Piblicas que
realmente no estd suficientemente definido ni aclarado.

(10)  MoreLL OcaNA (2001).
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El resultado final debe arrogar una cierta claridad y definicién de las for-
mas de servir lo piblico. Los vaivenes histéricos no hacen, en estos momentos,
que la percepcién social de lo piblico sea minimamente aceptable.

Pero la cuestién dltima no es de modelos de organizacién si no, sobre
todo, de resultados. No hemos sido capaces de disefiar modelos de opti-
mizacién y control de lo publico lo que ha hecho cundir la impresién de la
eficacia de lo administrativo solo puede ser consecuencia de un importante y
desmesurado aporte de medios —normalmente humanos porque a los tecno-
légicos apenas se alude— con los que se realizan las funciones en términos
de nitida ineficiencia.

A quien perjudica el «no debate». Pues claramente a la Administracién y
a lo publico en general pero, también, y desde otra perspectiva a los propios
empleados pUblicos. Dentro del empleo piblico existen empleados maravillosos,
profesionales, atentos a su trabajo y dignos. Sin embargo, no tienen forma
de demostrarlo. Su comportamiento y su actitud vital quedan en entredicho
cuando la propia organizacién no es capaz de distinguir los que tienen estas
conductas de los que tienen ofras radicalmente diferentes caracterizadas por
todo lo contrario. Una organizacién que gestiona su personal sin premios ni
castigos, sin promocién y descenso y sin identificar los comprometidos con los
desapegados es una organizacién que acaba minando su propia imagen.

En esencia podemos indicar que los empleados puiblicos precisan de
sistemas de resultados que legitimen la realizacién de determinadas politicas
pUblicas y a quienes las realizan en la seguridad de que, finalmente, la desi-
dia es reprimida e impedida como parte de direccién y ordenacién de las
politicas poblicas.

Il. GESTIONAR SIN FIJAR LA PRODUCCION

Descendiendo en el plano del debate pero en la misma linea de lo
que Ultimamente hemos planteado —la legitimacién por los resultados— es
preciso distinguir para abordar la cuestién dos facetas que concurren en este
proceso: la externa y la interna. Entendemos que en la primera (la externa)
se incluyen aquellas caracteristicas de presentacién ante la sociedad de la
actuacién de una Administracién o un érgano puiblico en términos de cémo
afrontar su propio contenido funcional y cémo prestar los servicios que la
han sido encomendados. Los términos de dicha presentacién se efecttan
sobre la base de un agregado del conjunto de los elementos de gestién de
una organizacién en la que los recursos humanos constituyen un elemento de
aquellos. Y la interna en la que los resultado son la forma de acreditacién
del cumplimiento de los objetivos.
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Aqui nos encontramos con un elemento de dificultad que no es otro que
la ausencia de objetivos mesurables en la gestién de personal. La fijacion de
los objetivos de la produccién —por utilizar un término industrial nada al uso
en el una organizacién burocrdtica— es consecuencia de la propia existen-
cia de objetivos en la organizacién que pueden asignarse al personal que
trabaja en la misma. Este esquema de objetivos generales, desarrollado por
la organizacién puede ser la consecuencia de la potestad organizatoria y de
la facultad de direccién empresarial o bien podria ser objeto —de hecho lo
es en muchos dmbitos del procedimiento laboral— de una acuerdo entre la
direccién y los representantes de los empleados pdblicos. Nada de esto ocurre
en la Administracién actual donde los objetivos se sitian — en el mejor de los
casos— en el plano macroestructural de la presupuestacién y no forman parte
de la cultura vertical de la organizacién. De esta forma podemos sefialar que
los objetivos casi nunca son perceptibles por los empleados piblicos.

En este punto podemos indicar que, a nuestro juicio, este «hueco» podria
ser cubierto por la negociacién colectiva. Durante mucho tiempo y aun hoy se
ha producido un amplio debate en relacién con el alcance y la funcionalidad
de esta institucién en el dmbito de las Administraciones Piblicas. Realmente si
somos sinceros podriamos afirmar que el debate no es estéril y que se trata de
una institucién que busca su propia identidad y, sobre todo, su utilidad real en
el seno de la organizacién publica. Aunque en la actualidad esta competencia
no forma parte de las que el articulo 27 del EBEP le atribuye es lo cierto que
se trata de una propuesta de lege ferenda en el marco futuro y como parte de
su acervo competencial de esta figura (11).

Es cierto, como deciamos, que el panorama no implica necesariamente
que la fijacién de la produccién deba ser acordada puede ser determinada
por la direccién de la organizacién como elemento vinculado a la propia
capacidad de direccién. Pero de una u ofra forma es preciso conocer lo que
la organizacién necesita de sus empleados. Sin esta determinacién los estudios
y andlisis se vuelven puramente descriptivos o de medicién de la situacién.

Este panorama nos permite indicar que uno de los problemas esenciales
en la configuracién de los derechos y de los deberes de los funcionarios es
la inexistencia de un marco objetivo (provenga del pacto o provenga de la
imposicién) del contenido cuantitativo de la funcién a desarrollar en el dmbito
pUblico. Por decirlo en términos vulgares podriamos indicar que lo que falta
en las Administraciones Publicas es fijar la produccién. Es posible saber, en
el mejor de los casos, que es lo que un empleado piblico debe hacer pero
resulta ciertamente complejo saber cuanto tiene que hacer. A partir de aqui la

(11) Sobre la estructura y el alcance de la negociacién colectiva, MAURI MAJOS (2008); MAURI
Majos (2007).
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legitimacién individual de los resultados es ciertamente compleja y esto tiene
una importante trascendencia en el plano de la gestién, de la carrera, de la
promocién, de las retribuciones y, finalmente, de la percepcién social de los
empleados pdblicos.

lil. LA EVOLUCION A PARTIR DE LAS PREMISAS ANTERIORES

En el marco al que nos venimos refiriendo la configuracién de los derechos
de los funcionarios no puede considerarse, precisamente, una materia espe-
cialmente acertada. Esta afirmacién no responde a la idea de si son muchos o
pocos los derechos reconocidos si no a la propia configuracién de los mismos.
Falta una visién global de los funcionarios publicos que se proyecte sobre la
sociedad y sobre la cual asentar unos u otros derechos. Paralelamente existe
una falta de concrecién individual de qué debe entenderse incluido en cada
uno de los derechos enunciados, especialmente, aquellos que se sitdan en el
contexto funcional y de desarrollo en el marco de una organizacién.

Pongamos un ejemplo. El denominado privilegio de la inamovilidad. La ina-
movilidad es sbuena o mala?, sproduce rigidez o da seguridad? Estas preguntas
son de modelo y una vez resuelto el problema del modelo deben tener su propia
inercia. De esta forma para quienes pensamos que la funcién piblica da esta-
bilidad al Estado en su conjunto, permite una transicién ordenada y obediente
a las directrices democrdticas y aporta experiencia en la gestién que evita los
vacios la inamovilidad no es un problema y su configuracién como un derecho
es Unicamente la consecuencia de nuestra propia posicién inicial. Por tanto,
no es un privilegio si no la consecuencia de una decisién de modelo. Cuestién
distinta es cémo se gestiona la inamovilidad y si bajo ese manto se encubre la
dejacién en la gestidon publica y, por tanto, el fracaso de la politica de direccién
y exigencia de responsabilidades en las unidades administrativas.

Nétese que entre nosotros es muy comin anudar ambas cuestiones. El
problema no es inamovilidad si no la inamovilidad no legitimada por resultados
y no validada por un gestién responsable de la tarea asignada. Esto dltimo
no es un efecto vinculado a la inamovilidad es Gnicamente la constatacién del
fracaso de las capacidades de gestién. Un gestor que teniendo mecanismos
disciplinarios no los ejerce cuando debe hacerlo es un gestor que fracasa .
Cuando esto ocurre la disfuncionalidad no es del marco juridico o de organiza-
cién es quien lo gestiona. El marco juridico del empleo piblico puede asentarse
sobre la inamovilidad sobre la base de entender que con ella se obtiene una
continuidad en la prestacién de los servicios piblicos del que el beneficiado
final es el propio ciudadano. Un sistema institucional de empleo piblico es de
todos y estd al servicio de todos y es ahi donde cobra su auténtica fuerza.
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Lo que no podemos es confundir inamovilidad con impunidad. En la
impunidad la inamovilidad es la excusa porque el problema central es la
ausencia de direccién pdblica y de exigencia de responsabilidad frente a los
empleados publicos. Pero ambas cuestiones son nitidamente diferentes y no
pueden confundirse.

En este mismo contexto podemos establecer la reflexién sobre si la inamo-
vilidad configura un marco rigido y si es posible en tiempos como los actuales
consagrar el mismo. De nuevo el problema tiene un componente de gestién. Si
en el empleo pdblico existiera un régimen de planificacién suficientemente esta-
ble, consolidado y serio la perspectiva de la rigidez no seria tan preocupante
porque partiriamos del convencimiento de que el empleo estructural responde a
necesidades del mismo orden y, por tanto, estamos ante una organizacién que
no ha consolidado el empleo hasta que no ha conformado la actividad como
estable y permanente y que, por tanto, ha provisto los servicios temporales
con formas temporales de empleo (12).

Frente a esto, cuando la planificacién del empleo piblico no forma parte
de los instrumentos de gestién de una organizacién, lo que finalmente se
proyecta es una necesidad de dotar a la organizacién de instrumentos para
«adelgazar» cuando sea necesario o, simplemente, como en la actualidad,
cuando no se pueda pagar. La pregunta en este punto y desde la concepcién
institucional que venimos predicando la existencia de elementos de adelgaza-
miento coyuntural no es un elemento especialmente compatible ni esencialmente
vinculado porque la organizacién en cuestién tiene los elementos suficientes
para que sus decisiones estratégicas no necesiten del mismo.

En este marco nos encontramos, probablemente, ante un sector de la
regulacién —la de los derechos de los funcionarios— hecho sobre un conjunto
de derechos formales —cuyo contenido real es ciertamente dificil de concretar
y del que, probablemente, puede decirse que realmente no satisface ni las
necesidades de la organizacién ni, finalmente, los deseos o los anhelos de los
propios empleados publicos.

Esto nos permite indicar que se ha realizado un desarrollo en una doble
concepcién: por un lado, se han configurado derechos como inherentes a la
propia condicién de funcionario en términos tales que la organizacién puede
parecer conformada por la suma o adicién de los derechos individuales. Frente
a esto los derechos mds ligados a la propia utilidad y adaptacién en la socie-
dad no se ha reflejado.

De este marco podemos indicar que se convierte en un marco especial-
mente rigido en el que las normas van sefialando los derechos que se consolidan

(12)  ViLLorRIA MENDIETA (1996).
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en el dmbito personal pero sin que exista una interrelacién entre los derechos
y las necesidades precisamente porque lo que se acaba de indicar produce
un claro distanciamiento entre unos y ofras.

Analicemos esta cuestién desde la mencién especifica a algunos de los
derechos que se sitdan precisamente en el terreno intermedio entre la orgo-
nizacién y los derechos individuales partiendo para ello de una concepcién
general de los derechos en el dmbito del EBEP.

1. Un intento breve de catalogacién de los derechos de los emplea-
dos publicos en el ambito del EBEP

El Titulo Il del EBEP regula conjuntamente los derechos y los deberes de
los empleados publicos. La catalogacién que realiza el EBEOP parte de dife-
renciar entre derechos individuales (contemplados en el articulo 14 del EBEP)
y derechos individuales de ejercicio colectivo (los contemplados en el articulo
15 del EBEP). Al objeto del presente estudio nos centramos Gnicamente en los
primeros ya que los segundos, de momento, tienen un contenido mds genérico
que no encuentra una trascendencia especifica ni una exigencia en el dmbito
de la relacién individual.

En la propia dindmica del EBEP el articulo 14 se refiere a un conjunto
de derechos que, posteriormente y en la enunciacién de cada uno de ellos
delimita su sujeto activo (13). De esta forma se consideran como derechos del
conjunto de los empleados publicos:

a. A la inamovilidad en la condicién de funcionario de carrera.

b. Al desempefio efectivo de las funciones o tareas propias de su con-
dicién profesional y de acuerdo con la progresién alcanzada en su
carrera profesional.

c. A la progresién en la carrera profesional y promocién interna segin
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad mediante
la implantacién de sistemas objetivos y transparentes de evaluacion.

d. A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razén del
servicio.

e. A participar en la consecucién de los obijetivos atribuidos a la unidad
donde preste sus servicios y a ser informado por sus superiores de las
tareas a desarrollar.

f. A la defensa juridica y proteccién de la Administracién Piblica en
los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional

(13) CasTiLo Blanco (2008).
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como consecuencia del ejercicio legitimo de sus funciones o cargos
pUblicos.

g. Ala formacién continua y a la actualizacién permanente de sus cono-
cimientos y capacidades profesionales, preferentemente en horario
laboral.

h. Al respeto de su intimidad, orientacién sexual, propia imagen y dig-
nidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razén
de sexo, moral y laboral.

i. Ala no discriminacién por razén de nacimiento, origen racial o étnico,
género, sexo u orientacién sexual, religién o convicciones, opinién,
discapacidad, edad o cualquier ofra condicién o circunstancia perso-
nal o social.

i A la adopcién de medidas que favorezcan la conciliacién de la vida
personal, familiar y laboral.

k. A la libertad de expresién dentro de los limites del ordenamiento
juridico.

|. A recibir proteccién eficaz en materia de seguridad y salud en el
trabajo.

m. A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

n. A la jubilacién segin los términos y condiciones establecidas en las
normas aplicables.

o. Alas prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen
que les sea de aplicacién.

p. A la libre asociacién profesional.
A los demds derechos reconocidos por el ordenamiento juridico.

Se trata, por tanto, de una relacién ciertamente descriptiva en la que
incluye derechos de distinta configuracién y textura ligados, en unos casos,
al propio ejercicio de la funcién o a los derechos que el empleado piblico
mantiene mientras se encuentra en el dmbito de la gestién pdblica.

No obstante esta relacién es necesario aproximarnos ahora en dos ele-
mentos centrales: los derechos econémicos y los derechos funcionales que
constituyen dos de los elementos centrales de la regulacién juridica de aquellos
en su conexién entre derechos individuales y derechos organizativos que es la
perspectiva que mds nos inferesa para este andlisis.
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2. Derechos econémicos (14)

En términos histéricos podemos indicar que los derechos econémicos for-
man parte mds representativa de los derechos de los funcionarios publicos
hasta el punto de que durante mucho tiempo cuando se hablaba la derechos
adquiridos en el dmbito de la Administracién Piblica se ponia este ejemplo
como el més representativo de los derechos de los funcionarios. La pervivencia
de esta concepcién estd hoy mdés que en entredicho no solo por la afeccién real
que ha supuesto la publicacién del Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo,
si no también por la propia configuracién de los derechos y las posibilidades
reales de consolidacién en la esfera individual.

El andlisis de la configuracién de las retribuciones de los empleados
pUblicos marca una tendencia notable a compensar al funcionario por lo que
es y no por lo que hace. La divisién entre retribuciones bdsicas y complemen-
tarias y la vinculacién actual de los diversos complementos de esta Gltimas a la
propia productividad justifican la afirmacién que realizébamos anteriormente
en el sentido de la tendencia o el predominio de valores ligados a lo que el
funcionario es y una falta de compensacién sobre lo que realmente hace.

Es cierto que el encuentro de un punto de equilibrio entre lo que debe
retribuir lo que el funcionario es y lo que hace no es un equilibrio sencillo para
ninguna organizacién. Si existe un predominio absoluto de la productividad
el empleado acaba por encontrar un punto de no retorno en el avance en su
organizacién, precisamente, aquel que coincide con su propia capacidad y
con la posibilidad de ofrecer avances reales en la organizacién. Al lado de
esto, el progreso descompensado de estas politicas sitéan al empleado en una
situacién de inestabilidad que no es muy compatible con carreras prolongadas,
con la consolidacién organizativa y, finalmente, con una organizacién que no
tenga una vocacién ilimitada al incremento de la produccién.

En el lado contrario, si la descompensacién procede de la consolidacién
organizativa y de la escasa variabilidad de las retribuciones lo que se acaba
produciendo en una acomodacién del empleado (pdblico o privado) que acaba
pensando que las retribuciones no estdn vinculadas a la productividad real o
al esfuerzo por continuar en la organizacién.

Cuando aplicamos al dmbito evolucién real: la rigidez, la vinculacién a lo
que se es y no a lo que se hace es una tendencia perfectamente notable en el
&mbito de las Administraciones Piblicas. De hecho si analizamos los estratos mds
bajos de la Administracién —en los que a menudo no hay complemento espe-
cifico— la totalidad de las retribuciones se liga (salvo que exista complemento

(14)  Por todos, el trabajo de CasTilo Bianco (2002); asimismo, SOLANA PEREZ y CASTILLO
Bianco (2003).
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de productividad ) a lo que el empleado pdblico es, fruto de la importancia y
la relevancia de lo que se le solicita para ingresar en el sistema pUblico —pero
sin que el rendimiento real tenga una incidencia directa en las retribuciones. Si
escalamos de estratos y nos situamos en los estratos superiores en los que se intro-
duce el complemento especifico es cierto que la critica indicada va mermando
porque la propia existencia del complemento especifico prima lo que realmente
hace el funcionario y la responsabilidad que asume ante la organizacién. Es
cierto, sin embargo, que se trata también de una regulacién o incidencia real
porque ante la ausencia de elementos de valoracién del desempefio convierte,
finalmente, la presencia en el puesto de trabajo como un elemento central que
poco a poco va desligando de la actividad real.

El resultado final es que cuando existen dificultades en la financiacién del
sistema de empleo piblico no pueden tomarse medidas selectivas y, finalmente,
las posibilidades de recorte se hacen linealmente y afectando al conjunto de
las retribuciones. Las decisiones que se han adoptado en los Gltimos tiempos
demuestran al rigidez de las decisiones y que la Unica forma de contener el
gasto es propiciar una reduccién general de las retribuciones. En condiciones
normales las decisiones de recorte del gasto deberian ser selectivas y vinculadas
a la pérdida de parte de actividades o de formas de prestacién del respectivo
servicio de forma que paulatinamente se vayan ajustado éstos a los servicios
concretos. Pero, para ello es preciso tener una estructura salarial flexible que
admita la toma de decisiones. Cuando esto no ocurre la solucién, Gnicamente,
puede ser la de limitar la masa salarial con un recorte generalizado y aplicado
generalmente de las retribuciones existentes. Se trata, por tanto, de ofertar
un precio menor por los mismos servicios en la seguridad evidente de que la
menor oferta no producird desistimientos.

3. Derechos funcionales

Sin lugar a dudas el derecho al cargo ha sido una de las constantes del
régimen del empleo publico. De hecho la configuracién del cargo como ligada
al puesto de trabajo ha formado parte de esta concepcién. Esta concepcién se
ha unido, adicionalmente, a la propia profesionalizacién de la funcién piblica
y a la petrificacién de los sistemas de provisién de puestos de trabajo. El resul-
tado es un organizacién rigida con escasa posibilidad responder a necesidades
cambiantes salvo con la aportacién de nuevos elementos (15).

En el momento actual esta vinculacién entre el puesto de trabajo y el
cargo en la Administracién Pdblica conduce a una rigidez en la gestién que

(15) La posicién cldsica puede encontrarse en el trabajo de MARTINEZ DE PISON (1995).
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realmente no beneficia a nadie ni a la Administracién ni al empleado piblico
porque realmente los cambios funcionales de las Administraciones Pdblicas
determinan la necesidad de que, con respeto a determinados elementos, aque-
llas puedan decidir el contenido y la funcién de cada empleado. La evolucién
normativa de la funcién pdblica demuestra que realmente es una problema
percibido por la Administracién que, primero, amplié innecesariamente la libre
designacién, después, creo el concurso especifico, y finalmente, instauro la
recolocacién funcional como elemento para dotarse de una flexibilidad que
se percibe necesaria pero que se intenta ocultar para no ser tachados como
antiprofesionales. Situarse en estos pardmetros de vincular la flexibilidad con
la ausencia de profesionalidad no ayuda a optimizar las Administraciones ni
ninguna ofra organizacién.

En este sentido puede situarse al articulo 73 del EBEP cuando sefiala que
«1. los empleados publicos tienen derecho al desempefio de un puesto de
trabajo de acuerdo con el sistema de estructuracién del empleo publico que
establezcan las Leyes de desarrollo del presente Estatuto.

2. Las Administraciones Piblicas podrdn asignar a su personal funciones,
tareas o responsabilidades distintas a las correspondientes al puesto de trabajo
que desempefen siempre que resulten adecuadas a su clasificacién, grado o
categoria, cuando las necesidades del servicio lo justifiquen sin merma en las
retribuciones.

3. Los puestos de trabajo podrdn agruparse en funcién de sus caracteris-
ticas para ordenar la seleccién, la formacién y la movilidad.

De este precepto, a los efectos de lo que aqui nos interesa, podemos
extraer algunas consideraciones:

a) Que el derecho al desempefio del puesto de trabajo se corresponde
con el que establezcan las normas de desarrollo del EBEP. Es claro, por tanto,
que estas normas que son las previstas en el articulo 6°(16) pueden deter-
minar que puestos de trabajo tienen una consideracién estanca en la que la
vinculacién entre el cargo y el puesto de trabajo se produce. No se establecen
limites especificos.

Se trata, por tanto, de un mecanismo de movilidad general, cuyas caracte-
risticas, razonablemente, deben enfocarse en relacién con el cardcter del puesto
de trabajo en cuestién y, en concreto, segln su cardcter diferenciado o no en
funcién de sus propias caracteristicas y elementos de configuracién.

(16)  El marco de normas de desarrollo del EBEP es el previsto en el articulo 6° cuando sefiala
que «...En desarrollo de este Estatuto, las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas de las
Comunidades Auténomas aprobardn, en el dmbito de sus competencias, las Leyes reguladoras de la
Funcién Piblica de la Administracién General del Estado y de las Comunidades Auténomas...».
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b) Que al margen o con el margen indicado se admite que las Adminis-
traciones Piblicas puedan asignar a su personal funciones, tareas o responsa-
bilidades distintas a las correspondientes a su puesto de trabajo siempre que
las mismas sean adecuadas a su clasificacién, grado o categoria cuando las
necesidades del servicio asi lo demanden.

Este precepto nos sitia, probablemente, ante el marco de mayor inter-
movilidad que se ha conocido en el dmbito de las Administraciones Pdblicas
que son llamadas a establecer un marco de intercomunicacién de puestos de
trabajo, por un lado, y a la reasignacién funcional de los empleados publicos,
en segundo término. Ambos instrumentos si son adecuadamente utilizados
deben servir para reducir el efecto de potencial encorsetamiento que produce
el concurso de puestos de trabajo —hasta el punto de que los mismos se
acaben convirtiendo en un elemento ciertamente complejo en el dmbito de la
gestién publica.

Es cierto que esta forma de gestién de los recursos humanos implica un
cambio sobre la concepcién tradicional haciendo aflorar una franja comdn de
actitudes en la que son admisibles un conjunto de funcionarios calificados por
su versatilidad. Se trata de un instrumento ciertamente poderoso cuya virtualidad
real puede quedar en entredicho si realmente no llega a imponerse de forma
mds o menos rdpida aunque es cierto que para ello la organizacién necesita
previamente establecer una reflexién sobre los puestos de trabajo que rednen
estas caracteristicas intercambiables que permitan el ejercicio de la funcién de
direccién que conlleva el ejercicio de la misma.

La implementacidn de esta técnica de redistribucién o traumética porque
no afecta a las retribuciones del puesto adquirido por concurso ni al contenido
funcional que se reserva al puesto al cuerpo en funcién del que se obtiene
por concurso. Estas reflexiones organizativas no son muy convencionales en
nuestras Administraciones Pdblicas y, por tanto, la potencialidad de medias
legales como las indicadas estdn francamente sin utilizacién.

Realmente lo que si puede decirse es que la consideracién expuesta
supone una flexibilizacién evidente de la concepcién tradicional del derecho
al cargo que lo sitda en un contenido funcional que se corresponde con la
propia titulacién y con el puesto que se obtiene en el dmbito de un sistema
convencional de provisién de puestos de trabajo.

4. Derechos vinculados a la permanencia: los derechos estricta-
mente profesionales

Bajo esta referencia incluimos lo que realmente son los derechos de conte-
nido profesional. El empleado piblico, en nuestra organizacién, es una persona
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que entra en aquella con vocacién de permanencia — (probablemente toda
su estructura vital) y, por tanto, debe tener un marco de desarrollo profesional
que le permita seguir desempafiando su funcién de una forma satisfactoria y
que le permita mantener la ilusién y el empuje en el desempefio de su propia
funcién. En sintesis se trata de reconocer que el empleado piblico es un activo
de la organizacién que hay que «cuidar» y desarrollar para conseguir que se
mantenga en aquella en condiciones de idoneidad y de aptitud. Es necesario
pensar en el desarrollo profesional como elemento condicionado o vinculado a
la estabilidad en la organizacién. Prever los cambios funcionales y conseguir
la adaptacién a los mismos de los empleados cuidando que de su aptitud no
afecte a su actitud. En este terreno del desarrollo profesional se sitéan aquellos
que analizamos seguidamente.

A) La carrera administrativa (17)

Una de las caracteristicas centrales del EBEP es el reconocimiento del
derecho a la carrera administrativa como uno de los derechos ligados al
mantenimiento y el progreso en las Administraciones Piblicas. Se trata de algo
a lo que se habia aludido sin éxito en distintas ocasiones y en la que se ha
puesto mucha ilusién (probablemente injustificada) por parte de los empleados
pUblicos.

El EBEP aborda la nada sencilla labor de intentar abordar algunos ele-
mentos centrales de la politica de carrera de los empleados. A las dificultades
generales de cardcter histérico y presente a las que nos hemos referido se une,
ademds, la propia arquitectura del EBEP que realmente condiciona ciertamente
la capacidad de regulacién ya que, como venimos indicando, la carrera admi-
nistrativa es un elemento caracteristico de las distintas organizaciones y por
tanto, un instrumento muy caracteristico de las mismas. A partir de esta simple
referencia podemos indicar, con cardcter previo, que la opcién del EBEP es la
de establecimiento de alternativas y propias de las diferentes Administraciones
sujetas a algunos (minimos) requisitos comunes.

Desde la perspectiva de lo que aqui se analiza podemos indicar, por
tanto, que el EBEP no contiene un elemento cerrado ni una férmula o estructura
Unica de carrera aplicable al conjunto de las Administraciones Pdblicas. Lejos
de esto se contienen un conjunto de referencias y determinaciones llamadas a
ser desarrolladas en las respectivas normas de las Administraciones. No hay,
por tanto, un sistema de carrera o progreso profesional sino un conjunto de
elementos que permiten a cada Administracién conformar su propio esquema

(17) Al tema, ARROYO YANES (1994); ArRROYO YANES (2008)
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de carrera haciendo predominar unos u otros aspectos segin sus propios
deseos o sus necesidades.

No obstante estas referencias generales es lo cierto que la regulacién
del EBEP contiene dos referencias claves a la hora de analizar esta cuestién.
La primera es la que se contiene en el apartado 1 del articulo 16 cuando
sefiala que «...1.Los funcionarios de carrera tendrdn derecho a la promocién
profesional...». La segunda, quizds aun més importante es la que intenta una
definicién de la carrera administrativa y asi el apartado 2 del citado articulo
16 establece que «...2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de opor-
tunidades de ascenso y expectativas de progreso profesional conforme a los
principios de igualdad, mérito y capacidad. A tal objeto las Administraciones
Piblicas promoverdn la actualizacién y perfeccionamiento de la cualificacién
profesional de sus funcionarios de carrera...».

De esta forma podemos indicar que lo que realmente si consagra el EBEP
es la consideracién de la carrera administrativa como uno de los derechos de
los funcionarios, aplicables a todos ellos, y vinculando con ello a todas las
leyes sectoriales llamadas al desarrollo.

Es cierto —eso si— que la vinculacién es ciertamente pasiva (no podria
haber una ley que no contemple un sistema de carrera) ya que como inmedia-
tamente se justifica y ya se ha adelantado el sistema de cada Administracién
lo determina ella misma. En consecuencia no se conoce el alcance del sistema
ni su propia conformacién pero si su propia existencia.

Més alld de esto podemos indicar que la configuracién del derecho a la
carrera profesional se hace en circunstancias ciertamente limitadas: el derecho
a la carrera en algunas de modalidades previstas en el propio articulo en la
forma que determinen las respectivas normas de las Administraciones Piblicas
a las que se refiere.

Podemos, por tanto, indicar que se configura como un derecho abstracto
cuya concrecién corresponde a la ley autonémica o a la de la AGE (art. 6
del EBEP) que, Unicamente, se encuentra limitada en su conformacién a la
utilizacién de algunas de las modalidades que se prevén en el EBEP.

Desde esta perspectiva el derecho de opcién del modelo se encuentra
limitado en las modalidades de carrera pero no en la intensidad de las mismas
ni en la capacidad de organizacién conforme a una de ellas Gnicamente.

Podemos indicar, por tanto, que en la definicién de la carrera se inclu-
yen las «oportunidades de ascenso» —que posteriormente identifica con la
referencia a carrera vertical— y las expectativas de progreso profesional que
pueden incluir referencias de todo tipo de las que, por légica excluyente, Gni-
camente quedaran excluidas las «oportunidades de ascenso» que tienen una
configuracién y una identidad propia.
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Es cierto, sin embargo, que el elemento mds importante y digno de ser
destacado es el extender los principios de mérito, capacidad y publicidad a
la carrera administrativa en su conjunto superando asi la visién parcelada que
supone el articulo 103.3. de la Constitucién cuando vincula estos principios
Unicamente al acceso a la funcién piblica. El hecho de que sobre la base de
la configuracién legal del estatuto se extienda ahora la aplicacién de estos
principios al conjunto de la relacién juridica de empleado piblico y, especifi-
camente, que se vincule a su carrera profesional debe considerarse, sin duda,
un elemento claramente positivo que reintegra el conjunto de sistema a una
légica comdn: el mérito y la capacidad como determinantes de los elementos
centrales de la relacién juridica del empleado publico (18).

Desde una concepcién més amplia podriamos indicar, incluso, que son
los propios principios organizadores de la Administracién Piblica a los que se
refiere el articulo 103.1 de la CE los que atraen hacia el empleo piblico una
referencia objetiva, imparcial y pensada en clave de eficacia que, fécilmente,
puede traslucirse en el establecimiento del principio de mérito y capacidad en
la ordenacién de la carrera del empleado piblico (19).

Mds allé de estas referencias comunes y de enmarque podemos recordar,
ahora, que la estructura de la carrera estéd muy ligada a la propia opcién orga-
nizativa de las Comunidades Auténomas a las que el EBEP llama —en referencia
a sus leyes de funcién piblica— a establecer el modelo propio de carrera. El
llamamiento se hace en términos ciertamente amplios ya que expresamente se
indica que dichas normas podrdn optar por la «...aplicacién aislada o simulté-
nea de alguna o algunas de las siguientes modalidades...» (art. 16.3).

Claramente puede verse que lo que el legislador del EBEP quiso es dejar
plenamente abierta la opcién legislativa de las Comunidades Auténomas que
puede optar por modelos completamente verticales u horizontales o por modelos
que conjuguen ambos sectores. Obviamente todas las combinaciones interme-
dias con mayor o menor predominio de unas u otras modalidades son, por
tanto, posibles. Es mds, son estas normas las que van a fijar, incluso, el nivel
de garantia de los derechos econémicos. Asi lo indica la Disposicién Adicional
Novena del EBEP cuando indica que «...Los funcionarios de carrera tendrén
garantizados los derechos econémicos alcanzados o reconocidos en el marco
de los sistemas de carrera profesional establecidos por las leyes de cada
Administracién Piblica...» (20).

(18) Al tema se refiere el trabajo de FErez (1995).

(19) Con cardcter general puede verse el trabajo de PraTs | CATALA (1995).

(20) Es cierto, no obstante, que pese a esta remisién general se ha establecido una garantia
de presente en la Disposicién Transitoria Primera del EBEP cuando indica que «...1. El desarrollo
del presente Estatuto no podrd comportar para el personal incluido en su dmbito de aplicacién, la
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Esta libertad queda limitada a la opcién por algunas de las modalidades
de carrera que se disefian en el EBEP y que realmente — con el grado de aper-
tura que se ha indicado— cubren el conjunto de modalidades conocidas.

Es cierto, eso si, que como venimos indicando el EBEP intenta una minima
delimitacién conceptual y categorizadora sobre la que conformar las propias
decisiones. Podemos identifica este intento en la siguiente forma:

a) Carrera horizontal, que tendrd lugar mediante la progresién o avance
de grados, de categorias u ofras clases de escalones de ascenso, sin
necesidad de cambiar de puestos de trabajo, vinculada al desarrollo
de las competencias del puesto de trabajo y al rendimiento, evaluado
y acreditado.

b) Carrera vertical, que tendrd lugar mediante el ascenso en la estruc-
tura de puestos de trabajo por los procedimientos de provisién de
puestos de trabajo establecidos en el Capitulo Il del Titulo V de este
Estatuto.

c) Promocién interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo
o escala de un Subgrupo profesional a otro inmediatamente superior,
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 18.

d) Promocién interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o
escalas del mismo Subgrupo profesional, de acuerdo con lo dispuesto
en el articulo 18.

El articulo 16 del EBEP que contiene estos conceptos que acaban de
apuntarse se configura como un precepto complejo porque solapa conceptos
—fruto de la propia definicién que hace de carrera administrativa— y permite
que aparezcan conjuntamente las ideas de carrera profesional (vertical y hori-
zontal) y promocién interna (vertical y horizontal). La disociacién conceptual
trata de marcar una linea de grado: mientras la carrera se desarrolla dentro
del grupo profesional en el que se ha ingresado la promocién interna trata de
permitir un ejercicio funcional de mayor responsabilidad.

El intento de delimitacién final nos lleva a afirmar que el tratamiento de
carrera y promocién no es homogéneo. Mientras la primera debe necesariamente
adoptarse —por eso se configura como un derecho— la segunda solo opera en los
términos del articulo 18 del EBEP. El esquema se completa con una declaracién,

disminucién de la cuantia de los derechos econémicos y otros complementos retributivos inherentes
al sistema de carrera vigente para los mismos en el momento de su entrada en vigor, cualquiera
que sea la situacién administrativa en que se encuentren. 2. Si el personal incluido en el dmbito de
aplicacién del presente Estatuto no se encontrase en la situacién de servicio activo, se le reconocerdn
los derechos econémicos y complementos retributivos a los que se refiere el apartado anterior a partir
del momento en el que se produzca su reingreso al servicio activo...».
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probablemente superflua en si misma dados los amplios términos en los que se
ha analizado la conformacién de las leyes de desarrollo y que se contiene en
el articulo 16 segin la cual «...4. Los funcionarios de carrera podrédn progresar
simulténeamente en las modalidades de carrera horizontal y vertical cuando la
Administracién correspondiente las haya implantado en un mismo &mbito...».

B) Las categorizaciones de carrera

Como acabamos de apuntar el EBEP configura dos modalidades de carrera
que denomina (en expresiones ciertamente clésicas pero bastante gréficas)
como carrera vertical y carrera horizontal.

Las caracteristicas mds perceptibles de ambas modalidades son las que se
exponen seguidamente de las que, de antemano hay que sefialar que responden
a una regulacién de diferente intensidad que alcanza a un mayor grado de
aproximacidén y concrecién cuando se trata de la denominada carrera horizontal
y menor en el dmbito de la vertical. Las pautas centrales son las siguientes:

a) Carrera vertical

La referencia fundamental es la que indica el articulo 16 del EBEP segin
el cual la carrera vertical «...consiste en el ascenso en la estructura de puestos
de trabajo por los procedimientos de provisién establecidos en el Capitulo I
del Titulo V de este Estatuto...».

La ordenacién de una carrera sobre una base vertical presenta un cierto
apunte interno en tanto en cuanto lo que realmente es presupuesto para su
aplicacién es que la propia organizacién es capaz de establecer sus propias
reglas de jerarquizacién.

La carrera tiene una visién muy ligada a un tipo de organizacién en la que
primero se decide la vertebracién y, posteriormente, la cobertura mds idénea de
los puestos ya delimitados. Podriamos indicar que esta visién estd mds ligada a
las necesidades de la organizacién que a las del propio empleado publico.

De esta forma podemos indicar que las referencias estructurales de este
tipo de carrera son dos, esencialmente:

* la catalogacién o categorizacién de los puestos de trabajo de una
determinada organizacién de forma que la obtencién de uno distinto
al que se venia desarrollando merezca la consideracién de ascenso o
mejora sea esta simbélica o representativa, econémica, funcional o de
cualquier ofro tipo.

Es cierto que esta consideracién de beneficio-ascenso no es Gnicamente
un valor subijetivo sino que, obviamente, esta muy condicionada por la
ordenacién profesional de la respectiva organizacién.
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* La obtencién del puesto de trabajo por alguno de los procedimientos
de provisién de puestos de trabajo previstos con cardcter general en el
EBEP y en las normas que deben desarrollar el mismo para cada una
de las organizaciones.

De esta forma podemos indicar que la conformacién de la carrera vertical
se realiza en términos ciertamente abiertos y puramente conceptuales dejando
la misma ciertamente vinculada al desarrollo que se haga en las respectivas
normas de las Administraciones Piblicas que, en funcién, a su vez de su
desglose de la organizacién generard mayores o menores capacidades de
ascenso jerdrquico.

Con cardcter general debe recordarse que el ascenso jerdrquico es, pre-
cisamente, uno de los elementos que mayor critica ha recibido en los dltimos
tiempos por lo que supone de inflacionista en lo econémico, de limitativo en
lo organizativo y de complejo en su administracién. Pero, es cierto, igualmente
que pese a sus dificultades lo que no puede olvidarse es que su exclusién como
elemento de carrera plantea, igualmente, problemas adicionales en tanto en
cuanto es realmente dificil concebir las carreras profesionales excluyendo de
plano cualquier ascenso jerdrquico a lo largo de la misma. A partir de esta
simple referencia la cuestién es de limites y de conjugar los mismos con las
ofras ventajas en el desarrollo profesional.

Desde una perspectiva interpretativa debe tenerse presente lo previsto en
la Disposicién Adicional Décima del EBEP cuando sefiala que «...La carrera
profesional de los funcionarios de carrera se iniciard en el grado, nivel, cate-
goria, escalén y otros conceptos andlogos correspondientes a la plaza inicial-
mente asignada al funcionario tras la superacién del correspondiente proceso
selectivo, que tendrdn la consideracién de minimos. A partir de aquellos, se
producirdn los ascensos que procedan segin la modalidad de carrera aplicable
en cada dmbito...».

De esta forma podemos indicar que la concepcién del EBEP intenta pro-
yectar sobre las normas legales de desarrollo una ordenacién jerérquica en las
que sean perceptibles niveles de ingreso y niveles de progreso lo que realmente
nos obliga a una segunda referencia cual es la conexién con la clasificacién
profesional de las agrupaciones funcionales en coordinacién con la importancia
y la relevancia que se quiera dar a las mismas en cada organizacién y que
enlaza con el sistema previsto en el articulo 76 del EBEP.

b) Carrera horizontal

La regulacién de la carrera horizontal (Art. 17 EBEP) contiene alguna
concrecién mayor cuando las leyes de las respectivas Administraciones Piblicas
decidan su implantacién que —como anteriormente se ha visto— es Gnicamente
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una posibilidad porque podrian optar por mantener Gnicamente un sistema de
cardcter o configuracién vertical.

Desde una perspectiva conceptual se entiende por tal la que «...que
consiste en la progresién de grado, categoria, escalén u otros conceptos and-
logos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con
lo establecido en la letra b) del articulo 17 y en el apartado 3 del articulo 20
de este Estatuto...» [Art.16.3.q]].

De esta delimitacién nos interesa sefialar que el modelo que proyecta
es un modelo de grados o categorias (u ofros escalones de ascenso) que se
adquieren sucesivamente mediante la correspondiente evaluacién y que per-
miten el desarrollo de la misma funcién (21).

Desde la misma perspectiva que pretendiamos al intentar una visién de
conjunto de la carrera vertical ahora podemos indicar que la carrera horizontal
estd mds pensada en clave funcionarial que organizativa. De hecho y como
acaba de verse una de las caracteristicas esenciales es, precisamente, que el
puesto de trabajo y la funcién desarrollada es la misma. Se trata, por tanto,
de un intento de que el empleado piblico que estd a gusto con su trabajo,
es correctamente evaluado por sus superiores, y es Util para la organizacién
pueda seguir en la misma desarrollando la misma funcién sin necesidad de
verse compelido a un cambio de puesto de trabajo para obtener algin beneficio
adicional que retribuya su posicién en la organizacién.

En consonancia con estos pardmetros el EBEP contiene las siguientes reglas
sobre el papel y la funcién que deben desempaniar las Comunidades Auténomas
y la propia AGE en la definicién de sus propios sistemas de carrera.

Las determinaciones especificas son:

«...Las Leyes de Funcién Pdblica que se dicten en desarrollo del presente
Estatuto podrdn regular la carrera horizontal de los funcionarios de carrera,
pudiendo aplicar, entre ofras, las siguientes reglas:

a) Se articulard un sistema de grados, categorias o escalones de ascenso
fijgndose la remuneracién a cada uno de ellos. Los ascensos serdn
consecutivos con cardcter general, salvo en aquellos supuestos excep-
cionales en los que se prevea ofra posibilidad.

b) Se deberd valorar la trayectoria y actuacién profesional, la calidad de
los trabajos realizados, los conocimientos adquiridos y el resultado de
la evaluacién del desempefio. Podrén incluirse asimismo otros méritos
y aptitudes por razén de la especificidad de la funcién desarrollada
y la experiencia adquirida...».

(21) LiNDE PANIAGUA, E. (2008).
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El precepto se sitda pues en el contexto mds caracteristico de los que
conforman el EBEP. Fijacién de criterios y opcién por modelos abiertos que
cada Administracién Piblica debe valorar y ponderar en el establecimiento
de su modelo de funcién pdblica. De los criterios podemos indicar que los
apuntados se configuran como requisitos que ineludiblemente deben formar
parte del sistema de carrera. Lo que el precepto no dice— porque lo remite a
la normativa de desarrollo es la proporcién ni la ponderacién que cada uno
de los criterios sefialados tiene que tener en la definicién del grado, escalén
o categoria. Tampoco se indica, claro estdé —porque eso forma parte del
modelo— cuantas categorias o tramos forman parte de la carrera administra-
tiva. El margen tedrico de actuacién —porque las repercusiones presupuestarias
hardn que después la cuestién no resulte tan sencilla— debe ser considerado
ciertamente amplio.

Al lado de los requisitos, que ineludiblemente deben formar parte de
la definicién de los grados o categorias profesionales, el EBEP admite que
puedan afadirse ofros aunque no cardcter general sino Gnicamente cuando
la especificidad de la funcién desarrollada asi lo determinen.

Podemos, por tanto, indicar que en la fijacién de criterios se ha buscado
un criterio taxativo en la delimitacién de los criterios que necesariamente
deben formar parte de la definicién de los tramos de progreso profesional.
Estos criterios pueden ser completados por las Administraciones respectivas
cuando la especificidad de la funcién justifique la incorporacién de otros
adicionales. Esta especificidad y las propias caracteristicas de las respectivas
organizaciones encuentran, finalmente, su reflejo en la capacidad de ponde-
rar —sin excluir— el valor que en la conformacién de cada grado tienen los
respectivos criterios.

C) La formacién y el reciclaje

El EBEP contempla entre los derechos de los funcionarios el derecho a «...
la formacién continua y a la actualizacién permanente de sus conocimientos y
capacidades profesionales, preferentemente en horario laboral...».

El derecho afecta al conjunto de los empleados piblicos con independen-
cia, por tanto, de la naturaleza juridica de su relacién de empleo.

Este derecho tiene en el dmbito de la regulacién de los deberes de los
funcionarios y, en concreto, en los principios de conducta a los que alude el
articulo 54 del EBEP su contrapartida teérica cuando exige a los empleados
que mantengan «...actualizada su formacién y cualificacién...». Esta obligacién
—mds o menos exigible en términos juridicos— se ve concretada en el dmbito
de la actuacién de los funcionarios como el reconocimiento de un derecho.
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Desde una perspectiva objetiva podemos indicar que se refiere explicita-
mente a la formacién continua, expresién que se ha conocido como consecuen-
cia de la que, con tal referencia, es asumida por la Administraciones Piblicas
y las Organizaciones Sindicales en el marco de los respectivos Acuerdo de
financiacién de la formacién continta suscritos sobre la base del porcentaje
de cotizacién a la seguridad social.

Sin embargo y linea con lo que ya establecia el articulo 65 de la LFCE
el concepto de formacién continta al que alude el derecho en cuestién no
puede resultar atrapado en exclusiva por el contenido de dichos Acuerdos
Administracién-sindicatos sino que la formacién continia es un concepto que
lo que trata de establecer es una actitud de las Administraciones Pdblicas de
dispensar al Funcionario un conjunto de actuaciones que permitan su formacién
en todo momento y que sirvan para conseguir la actualizacién permanente de
sus conocimientos y aptitudes profesionales.

Es cierto que en este punto la actualizacién de las aptitudes profesionales
tiene, al menos, dos perspectivas que deben conformar el propio concepto. Nos
referimos a la actualizacién permanente de cardcter general y la actualizacién
para el reciclaje profesional. Segin la primera, lo que se trata es de establecer
un contexto general de mejora de las aptitudes profesionales del empleado
mientras que la segunda enfoca directamente a aquellas habilidades que for-
man parte del contenido del puesto de trabajo y que, pueden ser cambiadas o
modificadas como consecuencia de la alteracién de las formas de realizacién
de la propia funcién. Esta disquisicién estd perfectamente plasmada en el dmbito
del Derecho Laboral donde la primera se relega a los Acuerdo de Formacién
continua y se centra en contenidos generalistas que coadyuvan a la mejora
profesional del trabajador y la segunda se conforma como una obligacién del
empresario que el trabajador debe asumir hasta el punto de legitimar en caso
de no adaptacién la aplicacién de la extincién de la relacién laboral.

Més alla de los efectos extintivos o no de la relacién laboral que no puede
ser traslada a este dmbito lo que si nos sirve es la diferenciacién conceptual.
La formacién continua ligada a las propias habilidades para el ejercicio de
la funcién debe ser un derecho perfecto y exigible por el funcionario que,
claramente, debe ser formado en los cambios que se operen en la realizacién
de su cometido funcional. Y es, precisamente aqui, donde cobra sentido la
consiguiente obligacién de asumir dicha formacién con el méximo aprovecha-
miento y conseguir la readaptacién funcional en el puesto de trabajo.

Justamente en este contexto es donde también se entiende la determinacién
de que la formacién y la actualizacién se realicen, preferentemente, durante
la jornada laboral porque realmente es en este tipo de formacién donde se
contiene una clara confluencia de intereses los que proceden del derecho del
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funcionario a ser formado y la de la Administracién de que se forme para
conseguir su reutilizacién funcional.

En el plano prdctico podriamos indicar que, muy a menudo, la formacién
se ha centrado en los aspectos generalistas a los que aludiamos al principio
pretiriendo esta otra faceta de la formacién que realmente deberia ser la que
con mds ahinco programasen las Administraciones Piblicas.

En todo caso lo que si puede indicarse es que la formulacién actual del
derecho permite entender incluidas ambas modalidades de formacién y que la
referencia a continua debe entenderse, basicamente, como temporalmente ilimi-
tada y no como acciones puntuales. La planificacién de los recursos humanos,
cuyo alcance se determina en otro momento, trata, precisamente, de establecer
una coordinacién entre las necesidades de la organizacién en cuestion y la de
los empleados piblicos. Esta coordinacién deberia asumir las dos perspectivas
a las que nos acabamos de referir.

En el dmbito concreto de la AGE debe tenerse presente lo que establece
la LO 3/2007, de igualdad efectiva entre mujeres y hombres cuando sefiala
en el articulo 60 que «...1. Con el objeto de actualizar los conocimientos de
los empleados y empleadas publicas, se otorgard preferencia, durante un afio,
en la adjudicacién de plazas para participar en los cursos de formacién a
quienes se hayan incorporado al servicio activo procedentes del permiso de
maternidad o paternidad, o hayan reingresado desde la situacién de exce-
dencia por razones de guarda legal y atencién a personas mayores depen-
dientes o personas con discapacidad. 2. Con el fin de facilitar la promocién
profesional de las empleadas pdblicas y su acceso a puestos directivos en la
Administracién General del Estado y en los organismos pUblicos vinculados o
dependientes de ella, en las convocatorias de los correspondientes cursos de
formacién se reservard al menos un 40% de las plazas para su adjudicacién
a aquéllas que rednan los requisitos establecidos...».

IV. RENUNCIAS O ABLACIONES. LA SOLIDARIDAD IMPUESTA

El marco de derechos al que brevemente nos acabamos de referir surge
una problemdtica que, probablemente, es inesperada en el dmbito de nuestra
regulacién clésica de empleo piblico: como hacer frente a la necesidad de
recortes o reducciones de derechos como consecuencia de una situacién eco-
némica que no permite el mantenimiento del marco previamente definido.

Cuando esta situacién ocurre las Administraciones Pdblicas han respon-
dido con recortes generales y globales estableciendo mecanismos impuestos
de solidaridad que han afectado esencialmente al régimen retributivo —en
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general (22)— y al derecho al percibo del complemento de carrera en aquellos
dmbitos en los que ya estaba establecido. (23)

Adicionalmente se produce una reclamacién —no cuantificada— del con-
tenido funcional como consecuencia de la reduccién del nimero de emplea-
dos publicos que realizan las funciones. El hecho del recorte drdstico del
empleo debe considerarse como una imposicién de mayor productividad de
los empleados publicos porque menos tienen que hacer igual o mds segin los
respectivos servicios.

La caracteristica central de estos sistemas es su carécter impuesto y, nor-
malmente, su caracteristica general y no individualizada. Esta forma de actua-
cién ha abierto un amplio proceso de reflexién no solo sobre los derechos de
los funcionarios si no también sobre el alcance y virtualidad de los pactos y
convenios en los que se habia establecido.

Esta reconfiguracién del régimen de la relacién juridica de una forma unila-
teral y por ley (o norma de rango equivalente) aproxima el modelo a sus origenes
y nos sitia anfe un esquema ciertamente estatutario que pierde los elementos de
bilaterizacién de la relacién juridica que se habian introducido en los dltimos
tiempos y que, sefialadamente, forman parte de la estructura del EBEP.

V. EL ANTEPROYECTO DE LEY DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON
(ALEPA)

El articulo 91 del ALEPA en la regulacién de los derechos se mantiene
en un marco muy préximo al que hemos analizado en el dmbito del EBEP.
De hecho el articulo 91 contiene al relacién de los derechos individuales y el
articulo 92 de los derechos individuales de ejercicio colectivo.

En relacién con los primeros podemos sefialar que el articulo 91 se man-
tiene en un contexto similar cuando delimita los derechos individuales por
referencia a los siguientes:

a) A la inamovilidad en la condicién de funcionario de carrera.

b) Al desempefio efectivo de las funciones o tareas propias de su con-
dicién profesional y de acuerdo con la progresién alcanzada en su
carrera.

(22) En este sentido, Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo - RCL\2010\1396, Adopta
medidas extraordinarias para la reduccién del déficit publico.

(23) Un ejemplo; Acuerdo de 29 de diciembre 2009 — LRM\2010\131 que Suspende la
ejecucién de los acuerdos Administracién-Organizaciones Sindicales relativos a las retribuciones
asociadas a la carrera profesional del personal.
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c) A la progresién en la carrera profesional y promocién interna segin
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad mediante
la implantacién de sistemas objetivos y transparentes de evaluacion.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razén de
servicio.

e) A participar en la consecucién de los objetivos atribuidos a la unidad
donde preste sus servicios y a ser informado por sus superiores de las
tareas a desarrollar.

f) A la defensa juridica y proteccién de la Administracién Piblica en
los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional
como consecuencia del ejercicio legitimo de sus funciones o cargos
pUblicos.

g) A la formacién continua y a la actualizacién permanente de sus cono-
cimientos y capacidades profesionales preferentemente en horario
laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientacién sexual, propia imagen y dig-
nidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razén
de sexo, moral y laboral.

i) Ala no discriminacién por razén de nacimiento, origen racial o étnico,
género, sexo u orientacién sexual, religién o convicciones, opinién,
discapacidad, edad o cualquier otra condicién o circunstancia perso-
nal o social.

i) A la adopcién de medidas que favorezcan la conciliacién de la vida
| p q
personal, familiar y laboral.

k) A la libertad de expresién dentro de los limites del ordenamiento
juridico.

) A recibir proteccién eficaz en materia de seguridad y salud en el
trabajo.

m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

n) A la jubilacién segin los términos y condiciones establecidas en esta
ley y en el resto de las normas aplicables.

o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen
que les sea de aplicacién.

p) A la libre asociacién profesional.
q) A los demds derechos reconocidos por el ordenamiento juridico.

En este sentido la transcripcién que acaba de realizarse nos sitéa en un
entorno que podemos calificar como de continuista respecto del EBEP. El ALEPA
se mueve el entorno general de los derechos de los empleados piblicos que
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contempla aquel sin afiadir nada en los que se refiere a su formulacién aunque,
eso si, el desarrollo concreto de algunos de los mismos —en los términos que
seguidamente se analizan— determinan un régimen propio y delimitado de
los derechos de los empleados piblicos de la Comunidad.

Mas alléd de la mera enunciacién a la que nos acabamos de referir es
lo cierto que se contienen algunos elementos en relacién con el esquema més
general de derechos al que nos hemos referido anteriormente. Podemos resumir
éstos en la forma siguiente:

1. El derecho a la carrera

Establece el articulo 104 del ALEPA que «...La carrera profesional estard
compuesta por las siguientes modalidades:

a) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de pues-
tos de trabajo por los procedimientos de provisién establecidos en el
capitulo Il de esta ley.

b) Carrera horizontal, que consiste en la progresién de tramos, sin nece-
sidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo esta-
blecido en el articulo siguiente.

c) Promocién interna, en cualquiera de las modalidades previstas en el
articulo 109.

De esta regulacién la cuestion mds relevante es la prevista en el articulo
105 cuando se refiere a la carrera horizontal en los siguientes términos «...1.
La carrera horizontal de los funcionarios de carrera se articulard mediante un
itinerario formado por tramos que el funcionario de carrera acumulard, sin
necesidad de cambiar de puesto de trabajo, previa solicitud al érgano técnico
competente y resolucién favorable por parte del mismo.

2. La carrera profesional de los funcionarios de carrera constard de los
siguientes tramos acumulativos en cada subgrupo o grupo profesional, en el
caso de que no tenga subgrupo:

a) Tramo de acceso
b) Tramo |

c) Tramo |l

d) Tramo Il

e) Tramo [V (24)

(24) En relacién con las condiciones de reconocimiento el articulo 106 de ALEPA establece que
«....1. Para la adquisicién de un tramo superior de carrera seré necesario, ademds de la valoracién
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El efecto fundamental es el previsto en el articulo 108 cuando sefiala que
«...1. Cada Administracién, en su norma presupuestaria anual, determinard las
cuantias concretas para su personal. Al tramo de acceso no le corresponderd
retribucién alguna. En todo caso, los efectos econémicos de la acumulacién
de cada tramo de cardcter profesional lo serdn a partir del primer dia del mes
siguiente a su reconocimiento.

2. Los derechos funcionales

Sin lugar a dudas uno de los retos centrales que tienen que asumir las
leyes de funcién piblica autonémica es el dotarse de medios propios para
conseguir la flexibilidad necesaria para la propia organizacién de los servicios.
«...1. Las Administraciones Pdblicas, de manera motivada, respetando sus
condiciones retributivas y condiciones esenciales de trabajo, podrdn trasladar
a sus funcionarios por necesidades del servicio adscribiéndoles a ofros puestos
distintos a los de su destino o modificando la adscripcién de los puestos de
los que sean fitulares.

Cuando por motivos excepcionales, los planes de ordenacién de recursos
humanos impliquen cambio de lugar de residencia, se dard prioridad a la
voluntariedad de los traslados.

2. Los funcionarios tendrdn derecho a las indemnizaciones establecidas
reglamentariamente para los traslados forzosos...».

minima que reglamentariamente se establezca, de los factores de evaluacién previstos en el apartado
dos de este articulo, el transcurso de un periodo minimo de seis afios de servicios prestados desde la
fecha de reconocimiento del Gltimo tramo acumulado o, cuando se trate del tramo de acceso, desde
la adquisicién de la condicién de funcionario de carrera.

El Gobierno de Aragén podrd prever supuestos excepcionales en los que el periodo minimo
exigido en el parrafo anterior pueda modificarse cuando, por la naturaleza de los méritos valorados,
asi se considere necesario.

2. Para la adquisicién de cada uno de los tramos se valorarén, de acuerdo con la naturaleza
de cada actividad profesional, algunos de los siguientes factores:

a) La trayectoria, la actuacién y conducta profesional, su contribucién a los objetivos de la
organizacién asi como la calidad de los trabajos realizados y los resultados de la evaluacién del
desempefio.

b) La formacién, docencia y difusién del conocimiento en materias vinculadas con el puesto de
trabajo, asi como las actividades de investigacién en las lineas de interés para la organizacién.

c) La implicacién en los proyectos de la Administracién mediante su participacién en gru-
pos de trabajo, equipos de investigacién, programas de mejora de la calidad u otros de similar
naturaleza.

d) La permanencia en la misma drea de especializacién

3. La adquisicién de los tramos serd consecutiva con carécter general, salvo en aquellos supuestos
excepcionales en los que se prevea otra posibilidad.
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La configuracién de la redistribucién de efectivos es de méaxima entidad
porque admite la redistribucién puntual, la que se hace en con un carécter
definitivo con la el cambio de adscripcién del puesto de trabajo. La intensidad
del cambio y, en concreto, el respeto o la residencia previa se condiciona a
la existencia de un Plan de Recursos Humanos y al fomento de la voluntarie-
dad como elemento de conseguir la redistribucién. En consecuencia, podemos
indicar que se trata de un instrumento ciertamente potente que pone en manos
de la Administracién Autonémica un mecanismo ciertamente amplio para la
adecuacién del empleo piblico a las necesidades de la organizacién.

Al lado de este mecanismo general, el articulo 134 se refiere a la
reasignacién de efectivos — instrumento de mayor concrecién— indicando
que «...1. Cuando sea suprimido un puesto de trabajo como consecuencia de
la aplicacién de un plan de ordenacién de recursos humanos, los funciona-
rios podrdn ser destinados a ofro puesto de trabajo por el procedimiento de
reasignacién de efectivos.

2. La reasignacién de efectivos se efectuard con arreglo a criterios obijetivos
previstos en el correspondiente plan de ordenacién de recursos humanos, relacio-
nados con la evaluacién del desempefio, la capacidad, aptitudes, formacién, expe-
riencia, antigiedad o carrera profesional, que se concretardn en los mismos.

3. La adscripcién al puesto de trabajo adjudicado por reasignacién de
efectivos tendrd cardcter definitivo.

4. El funcionario que, como consecuencia de la reasignacién de efectivos,
vea modificado su lugar de residencia, tendr& derecho a las indemnizaciones
que por tal concepto se establecen en la normativa sobre la materia. Los mismos
derechos se reconocerdn a los funcionarios en excedencia forzosa a quienes
se asigne destino en el marco de dicho plan.

5. La reasignacién de efectivos se producird en tres fases:

a) En el plazo méximo de tres meses desde la supresién del puesto de
trabajo, la Administracién podrd reasignar al funcionario a un puesto
de similares caracteristicas, funciones y retribuciones en el dmbito del
Departamento o unidad equivalente y de los Organismos piblicos que
tenga adscritos.

b

Finalizado el plazo sefialado en la fase anterior, si el funcionario no
hubiera obtenido puesto en el dmbito del mismo Departamento u érgano
equivalente y de los Organismos piblicos que tenga adscritos, podréd
ser reasignado, en un plazo méximo de tres meses, a un puesto en otfro
Departamento u érgano equivalente y de los Organismos pUblicos que
tengan adscritos en las mismas condiciones establecidas en la primera
fase.
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Durante estas dos primeras fases la reasignacién tendrd carécter obli-
gatorio para puestos en el mismo término municipal y voluntario para
puestos que radiquen en ofro distinto.

En tanto no sea reasignado a un puesto durante las dos fases citadas,
el funcionario continuard percibiendo las retribuciones del puesto de
trabajo suprimido que desempefaba y podrén encomenddrsele funcio-
nes y tareas adecuadas a su cuerpo, escala o clase de especialidad
de pertenencia.

Los funcionarios que tras las anteriores fases de reasignacién de
efectivos no hayan obtenido un puesto de trabajo, se adscribirdn a
puestos incluidos en las relaciones especificas de puestos de trabajo
en reasignacién, siendo declarados en la situacién administrativa de
expectativa de destino. Podrén ser reasignados a puestos, de similares
caracteristicas a los que tenian, de otros Departamentos o de los Orga-
nismos publicos que tengan adscritos. A estos efectos se entenderdn
como puestos de similares caracteristicas los que guarden semejanza
en su forma de provisién y retribuciones respecto del que se venia
desempefiando.

o

La reasignacién conllevard el reingreso al servicio activo. Tendré cardc-
ter obligatorio cuando el puesto esté situado en la misma provincia y
voluntaria cuando radique en provincia distinta a la del puesto que se
desempefiaba en el puesto de trabajo inicial....»

En el mismo contexto de instrumentos de mayor concrecién el articulo 135
sefala que «...1. Los puestos de trabajo podrdn proveerse mediante adscripcién
provisional en los siguientes supuestos:

a) Remocién o cese en un puesto de trabajo obtenido por concurso,
permuta, redistribucién de efectivos, reasignacién de efectivos o libre
designacién.

b) Cese en un puesto de cardcter directivo.
c) Supresién del puesto de trabajo.

d) Reingreso al servicio activo, siempre que no existe reserva de
puesto.

e) Rehabilitacién de la condicién de funcionario.

2. La adscripcién se llevard a cabo dentro del mes siguiente a la fecha
en la que se produjera cualquiera de los supuestos previstos en el apartado
anterior, prorrogable hasta un plazo méximo de tres meses cuando razones
objetivas impidan llevar a cabo la referida adscripcién y asi se acuerde por
el érgano competente.
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La adscripcién se acordaré en puestos en los que el funcionario cumpla
los requisitos de desempefio, preferentemente ubicados en la misma drea de
especializacién o en su defecto, en aquellos en los que se dé una mayor ade-
cuacién de la experiencia profesional acreditada por el solicitante.

La regulacién que acabamos de exponer con un cardcter més expositivo
que realmente analitico nos permite, sin embargo, sefialar que se trataba de una
proyeccién ciertamente flexible de la concepcién histérica del derecho al cargo
que sitia a los empleados publicos en el marco de una configuracién personal
ligada a un acervo funcional que tiene que ver con sus propias caracteristicas
ligada al ingreso en la Administracién correspondiente y, eventualmente, a las
propias caracteristicas de la condicién personal consolidada en el dmbito de
la organizacién en cuestion.

3. Los derechos retributivos

El régimen retributivo previsto en el Anteproyecto se presenta con un corte
ciertamente cldsico junto con innovaciones ciertamente interesantes desde la
perspectiva de la vinculacién entre las retribuciones y el compromiso del funcio-
nario o el empleado piblico con la organizacién en cuestidn. Asi, el articulo
140 se refiere a las retribuciones bésicas en el marco del siguiente esquema

«....1. Las retribuciones bdsicas son las que retribuyen al funcionario segin
la adscripcién de su cuerpo o escala a un determinado subgrupo o grupo de
clasificacién profesional en el supuesto de que éste no tenga subgrupo, y por
su antigiedad en el mismo.

2. Las retfribuciones bésicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Gene-
rales del Estado y cuyas cuantias deberdn reflejarse para cada ejercicio en
la correspondiente ley de presupuestos de la Comunidad Auténoma, estardn
integradas Gnica y exclusivamente por:

a) El sveldo asignado a cada subgrupo o grupo de clasificacién profe-
sional, en el supuesto de que éste no tenga subgrupo.

b) Los trienios, que consisten en una cantidad que serd igual para cada
subgrupo o grupo de clasificacién profesional, en el supuesto de que
éste no tenga subgrupo, por cada tres afios de servicios.

c) Los componentes de sueldo y trienios de las pagas extraordinarias...».

Por su parte, el articulo 141 se refiere a las refribuciones complementa-
rias, regulacién que establece una definicién general conforme a la cual «...1.
Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las caracteristicas
o condiciones de desempefio de los puestos de trabajo, la progresién en la
carrera profesional o el desempefio, rendimiento o resultados alcanzados por
el funcionario...».
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Como consecuencia de esto se establecen la siguientes retribuciones:

a) Complemento de puesto de trabajo, que se subdividird en el compo-

nente general y el componente especifico:

a. El componente general, de acuerdo con la estructura de niveles de
puestos de trabajo que cada Administracién Pdblica determine en
funcién de sus potestades de organizacién.

b. El componente especifico retribuye la especial dificultad técnica,
responsabilidad, dedicacién, incompatibilidad exigible para el des-
empefio de determinados puestos de trabajo o las condiciones en
que se desarrolla el trabajo.

Las cuantias globales de los componentes del complemento de puesto
de trabajo se establecerdn en la correspondiente norma presupuesta-
ria de cada Administracién Piblica, conforme a los criterios que para
su deferminacién se establezca reglamentariamente por el corres-
pondiente érgano de gobierno en atencién a los criterios generales
que, en su caso, sean propuestos por el Consejo de Empleo piblico
de Aragén.

b) Complemento de carrera profesional, que retribuird la progresién alcan-

zada por el funcionario dentro del sistema de carrera horizontal. La
cuantia concreta de las retribuciones correspondientes a los sucesivos
tramos de carrera horizontal se establecerd por los érganos de gobierno
de cada Administracién Pdblica en atencién a lo dispuesto en el ar-
ticulo 108.1 de esta ley y deberd constar en la correspondiente norma
presupuestaria.

Complemento variable vinculado a objetivos, Su percepcién no serd
ni fija ni periddica en el tiempo y exigird la previa planificacién de
los objetivos a alcanzar y la posterior evaluacién de los resultados
obtenidos.

La percepcién de este complemento deberd ser autorizada previa-
mente por el érgano de gobierno de cada Administracién Piblica,
precisando asi mismo su consignacién presupuestaria en el programa
correspondiente.

Las cuantias asi devengadas serdn objeto de publicidad y de comuni-
cacién a la representacién sindical.

Cuando se trate de puestos de cardcter directivo, el complemento
variable vinculado a objetivos retribuird especialmente los resultados
obtenidos en su gestién, en relacién con los objetivos fijados.

d) Gratificaciones por servicios extraordinarios, que retribuirdn los servi-

cios excepcionales prestados por los funcionarios pdblicos fuera de la
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jornada de trabajo, que en ningin caso podrén ser fijas en su cuantia
ni periédicas en su devengo. No procederd su percepcién en aquellos
puestos de trabajo en que para la determinacién del componente espe-
cifico del complemento del puesto de trabajo hubiera sido ponderada
una especial dedicacién, salvo que el nimero total de horas desa-
rrolladas supere a las previstas en este régimen. Tales gratificaciones
serén concedidas por acuerdo expreso del érgano de gobierno de la
correspondiente Administracién.

En el marco general y prospectivo al que nos venimos refiriendo la inclu-
sién del complemento de carrera profesional, por un lado, y del complemento
variable vinculado a objetivos sitia el régimen retributivo en un entorno que
permite progresar en férmulas que realmente sitden el empleo piblico en con-
diciones de presentacién real de obijetivos y de vinculacién de la produccién
que, como venimos indicando, son dos elementos que ciertamente forman parte
las modernas determinaciones sobre la gestién del empleo y que, en este caso,
permitirian la aproximacién del régimen del empleo pdblico a las mismas.
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LEY DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON
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SUMARIO: I. LOS PROBLEMAS DE LA NEGOCIACION COLECTIVA EN EL EMPLEO
PUBLICO Y LAS SOLUCIONES DEL ESTATUTO BASICO.- II. EL TRATAMIENTO DE LA
NEGOCIACION COLECTIVA EN LA LEGISLACION DE DESARROLLO DEL ESTATUTO
BASICO.— lll. LA NEGOCIACION COLECTIVA EN EL ANTEPROYECTO DE LEY DE
EMPLEO PUBLICO DE ARAGON.— IV. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: La negociacién colectiva en el empleo piblico plantea una serie de
problemas propios referidos a la estructura de la negociacién, la falta de capacidad
técnica de la representacién publica en el proceso de negociacién, la indeterminacién
del objeto de la negociacién, la inexistencia de un procedimiento interno de aprobacién
de los acuerdos obtenidos en la negociacién y la vigencia de los acuerdos aprobados,
problemas que las normas bésicas estatales no han acabado de solucionar. Orientar las
leyes de funcién publica de las comunidades auténomas en el abordaje y tratamiento
de estas cuestiones es el objetivo principal de este trabajo.

Palabras clave: negociacién colectiva y empleo piblico; estructura de la negocia-
cién; representacién publica; objeto de la negociacién; aprobacién de pactos y acuerdos;
vigencia de pactos y acuerdos.

ABSTRACT: The collective bargaining in public employment raises a number of spe-
cific problems relating to the bargaining structure, the lack of technical capacity of public
representation in the negotiation process, the indecisiveness of the subject of negotiation,
the absence of an internal procedure to approve the agreements reached during the
negotiation and the validity of the passed agreements, problems that state basic standards
have not finished solving. Orient the civil service laws of the autonomous communities in
the management and treatment of these issues is the main objective of this essay.

Key words: collective negotiation and public employment; negotiating structure;
public representation; the subject of negotiation; approval of pacts and agreements;
enforcement of pacts and agreements.
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I. LOS PROBLEMAS DE LA NEGOCIACION COLECTIVA EN EL EMPLEO
PUBLICO Y LAS SOLUCIONES DEL ESTATUTO BASICO

El

Estatuto Bdsico del Empleado Piblico no parece haber acertado en la

resolucién de los problemas que afectan a la negociacién colectiva en nuestras
administraciones, una negociacién concebida al modo laboral que ha olvi-
dado las sensibles diferencias existentes entre los modelos de empleo publico
y privado fundamentadas en la necesaria subordinacién de toda actividad
pUblica a la satisfaccién del interés general, con inclusién de los procesos de
determinacién de las condiciones de trabajo del personal al servicio de la
administracién.

Los problemas son bien conocidos y fueron advertidos por la comisién
de expertos formada para el estudio y preparacién del estatuto bdsico del
empleado publico:

a)

b)
<)

d

)

f

g)

Inadecuacién de la estructura de la negociacién que no resulta acorde
con el sistema de distribucién de competencias y de produccién de
normas en el empleo pdblico, y con la dualidad de regimenes juridicos
de prestacién de servicios que ha acabado por consolidarse en nuestra
administracién.

Existencia de vacios negociales y de una microconcertacién de baja
calidad en el empleo pdblico local.

Condicionamiento politico y ausencia de capacidad técnica de la repre-
sentacién poblica en el proceso de negociacién.

Carencia de reglas de funcionamiento y adopcién de acuerdos en las
mesas de negociacién.

Indeterminacién del objeto de la negociacién y progresiva limita-
cién féctica de los poderes de organizacién que corresponden a la
administracién.

Imprecisién en el procedimiento de aprobacién de los acuerdos obte-
nidos en las mesas de negociacién y dudas sobre la eficacia juridica
de los instrumentos negociales.

Dificultades relacionadas con la vigencia de los acuerdos aprobados
y con sus posibilidades de interpretacién y aplicacién para los casos
en que surjan conflictos en el cumplimiento de pactos o acuerdos (1).

Pues bien, lo cierto es que el nuevo texto estatutario ha intentado enfren-
tarse a dicha problemdtica con una serie de politicas normativas que han
ofrecido resultados diversos:

M

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACION PUBLICA (2005: pp. 166-201).
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a) La falta de adaptacién de la estructura de la negociacién en el dmbito
estatal se ha intentado resolver con la creacién de una mesa general de
negociacién de las administraciones publicas para el tratamiento de aquellas
materias que resulten susceptibles de regulacién estatal con cardcter de norma
bdsica, mesa que se configura en el articulo 36.2 EBEP, donde se constituye
para la produccién de unos instrumentos que se entienden hechos «sin perjui-
cio de los acuerdos a que puedan llegar las Comunidades Auténomas en su
correspondiente &dmbito territorial en virtud de sus competencias exclusivas y
competencias compartidas en materia de funcién piblica», lo que evidente-
mente presupone una opcién por la constitucién de la correspondiente sede
de contratacién en cada una de las comunidades auténomas. Queda pues por
resolver el dmbito adecuado de negociacién para la produccién de aquellas
normas que hayan de constituir una regulacién comdn para los funcionarios
de una comunidad auténoma, para los funcionarios de las entidades locales
de su territorio y, en su caso, para el personal de administracién y servicios
de las universidades piblicas dependientes de ellas, normas que se origina-
ran en virtud de las competencias asumidas por dichas comunidades en sus
Estatutos de Autonomia sobre las mencionadas funciones pdblicas. En todo
caso no estard de més advertir ya desde ahora que la norma que constituya
este especifico espacio de negociacién podrd disponer la representacién de la
parte piblica como considere conveniente, pero, en cambio, en la composicién
del banco sindical deberd atenerse a los criterios establecidos en las normas
estatales, y mds concretamente a los previstos en el articulo 36.1 EBEP, donde
se reconoce la legitimacién a las organizaciones sindicales mds representativas
a nivel estatal y de comunidad auténoma, asi como a los sindicatos que hayan
obtenido, al menos, el 10 por 100 de los representantes en las elecciones a
los érganos de representacién del personal, delegados de personal, juntas de
personal y comités de empresa, en el conjunto de las administraciones pdblicas
de la correspondiente comunidad auténoma, criterios que a todos los efectos
constituyen bases estatales de necesaria observancia (2).

b) El articulo 36.3 EBEP establece la obligatoriedad de la negociacién
de todas aquellas materias y condiciones de trabajo comunes al personal
funcionario, estatutario y laboral de cada administracién piblica. A estos
efectos ha de constituirse en la Administracién General del Estado, en cada
una de las comunidades auténomas, ciudades de Ceuta y Melilla y entidades
locales una mesa general de negociacién. Dicha mesa se caracteriza por
su especifico sistema de legitimacién, ya que para participar en estas nego-

(2) Sobre el carécter de base estatal de los criterios de representacién sindical en las adminis-
traciones piblicas a la luz de la STC 140/1990, de 20 de septiembre, nos remitimos al comentario
de CAsAs BAAMONDE (1991).
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ciaciones estardn presentes los sindicatos mds representativos a nivel estatal
y de comunidad auténoma y los que hayan obtenido el 10 por 100 de los
representantes en las elecciones a 6rganos de representacién del personal
funcionario y laboral, pero también podrén formar parte de estas mesas las
organizaciones sindicales que hayan obtenido el 10 por ciento de los repre-
sentantes del personal funcionario o del personal laboral en el dmbito de la
mesa general de negociacién de las diferentes administraciones publicas;
por tanto, a estos Ultimos no se les exige la representacién acumulada en el
&mbito de los funcionarios y de los laborales, es suficiente que la acrediten
en uno de los dos (3). En todo caso, conforme a la previsién del articulo 38.8
EBEP, los instrumentos negociales que contengan materias comunes tendrdn la
consideracién y efectos de acuerdos de condiciones de trabajo para los fun-
cionarios y los establecidos en el articulo 83 del Estatuto de los Trabajadores
para el personal laboral. Lo que sean las materias y condiciones de trabajo
comunes al personal funcionario y laboral de cada administracién poblica es
un concepto juridico de dificil precisién, como dificil es establecer la naturaleza
juridica y efectos del acuerdo sobre materias comunes y derivadamente el
érgano jurisdiccional competente para la posible solucién de las discrepan-
cias que se produzcan en torno a esta particular institucién, discrepancias
que estdn servidas ya que la existencia de este tipo de acuerdos y de sus
correspondientes sedes negociales no es facultativa sino preceptiva, y por tanto
acumulativa con respecto a la negociacién de las condiciones especificas de
trabajo de los funcionarios en la correspondiente mesa de negociacién y a las
propias de los laborales en la pertinente comisién negociadora. Llegados a
este punto, no ha de sorprendernos la emergencia de una serie de conflictos
que se refieren al alcance de las materias comunes y que se promueven por
organizaciones sindicales legitimadas para negociar en uno de los dmbitos de
negociacién pero no en ofro, donde se discute su posible incorporacién a la
mesa de materias comunes o una ampliacién de campo producida de forma
artificiosa por el acuerdo de condiciones de trabajo comunes en defrimento
de un dmbito especifico de negociacién (4). Por tanto, completar la tarea del
legislador bdsico y definir con mayor precisién el objeto de la materia comun,
y el tipo especifico de instrumento colectivo que las contiene, parece ser una
tarea que deberia merecer la atencién del legislador de empleo pdblico de
una comunidad auténoma.

(3) RoQuETA Buj (2008: p. 346).

(4) Sobre el ambito objetivo de las materias comunes puede verse las SSTS) de Castilla-La
Mancha de 21 de mayo de 2009, RICA/2009/49 y 15 de septiembre de 2009, RICA/2009/888;
sobre el porcentaje exigido en los dmbitos del personal laboral y funcionarial para negociar en
la mesa de materias comunes, STS) de la Comunidad Valenciana de 11 de noviembre de 2009,

JUR/2010/51062.
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c) La deficiente articulacién de la negociacién colectiva en el sistema de
funcién puiblica local se intenta superar reconociéndose en el articulo 34.2
EBEP la legitimacién negocial de las asociaciones de municipios o de las
entidades locales de dmbito supramunicipal para la negociacién de acuerdos
tipo a los que podrian adherirse los municipios del dmbito correspondiente.
Asimismo se admite que dichos municipios o una administracién o entidad
puedan adherirse a los acuerdos alcanzados dentro del territorio de cada
comunidad auténoma o a los obtenidos en un dmbito supramunicipal. Se
trata de dos hipédtesis distintas que no deben confundirse; en el primero de
los supuestos estamos ante la negociacién de un acuerdo tipo formulado por
asociaciones de municipios o entidades locales de dmbito supramunicipal,
al que se adhieren los municipios del territorio de referencia. En el segundo,
estamos ante el supuesto tipico de adhesién de una entidad pdblica al acuerdo
alcanzado por otra entidad piblica dentro de un dmbito supramunicipal o del
territorio de una comunidad auténoma. En todo caso, nada previene la norma
bdsica estatal sobre los sujetos adherentes, el objeto de la adhesién, su forma,
y la validez y vigencia del acuerdo obtenido por adhesién. Por tanto, parece
que las leyes de funcién publica de las comunidades auténomas estén en con-
diciones de determinar una pluralidad de formas posibles de articulacién de
un sistema de negociacién colectiva supramunicipal para la implementacién de
una modalidad simplificada de negociacién de las condiciones de trabajo de
los empleados pdblicos de la administracién local, de la misma manera que
pueden ayudar a determinar los elementos esenciales del acuerdo colectivo
por adhesién.

d) La naturaleza politica de la representacién poblica condiciona su fun-
cién como gestor racionalizador de las condiciones de trabajo. La tendencia
al consenso y a la ausencia de conflicto propia del intercambio politico acaba
produciendo la debilidad de la administracién piblica como empleador, de
la que se derivan intercambios poco rigurosos en la determinacién de las
condiciones de trabajo y una débil percepcién del coste econémico de la
transaccién. Ademds, en las pequefias organizaciones piblicas o en las muy
especializadas no es infrecuente el desconocimiento del marco juridico y de los
condicionamientos legales en los que se mueve la negociacién piblica, lo que
redunda en su constante desbordamiento en funcién de una pretendida voluntad
politica que las normas legales no reconocen (5). Precisamente, para evitar estos
inconvenientes el articulo 33.2 EBEP plantea como alternativa la creacién de
érganos de naturaleza esencialmente técnica, con capacidad para ostentar la
representacién de las administraciones publicas en las correspondientes mesas

(5) Para una reflexién sobre los condicionantes politicos de la negociacién colectiva en el
sector pUblico nos remitimos a nuestro trabajo, MAURI MAJOs (1995: pp. 134-135).
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de negociacién, érganos cuya funcién es doble: en primer lugar, la de actuar
como un diafragma entre la politica y el sindicato, evitando la negociacién
concesiva en base a la sustitucién de la representacién politica por una repre-
sentacién técnica, y, en segundo lugar, la de ofrecer un instrumento de racionc-
lizacién técnica que permita hacer frente a los inconvenientes de una estructura
negocial excesivamente descentralizada. Se trataria en suma de constituir una
institucién del sistema de empleo piblico con la finalidad de promover una
regulacién negociada, racionalizada y orientada a la mejora de las relaciones
colectivas y a la eficacia dltima de las distintas administraciones pudblicas que
componen el sistema institucional de una determinada comunidad auténoma.
En cualquier caso, conviene destacar que en la experiencia comparada este
tipo de agencias u organismos no se dedica solo a la mera representacién
de la administracién sino que asume actividades de estudio, andlisis y docu-
mentacién completamente necesarias para el desarrollo de una negociacién
pUblica coherente con sus finalidades de interés general. Asi, por ejemplo,
preparan anualmente informes generales sobre las retribuciones «reales» en
todos los sectores del empleo piblico a la luz de los instrumentos colectivos y
sobre los problemas de congruencia entre las normas de derecho obijetivo y las
tratadas por la negociacién colectiva, efectian un detallado seguimiento de los
problemas de aplicacién e interpretacién de los acuerdos colectivos conocidos,
y, finalmente, parecen actuar como un instrumento esencial de coordinacién de
estrategias para la negociacién asegurando la homogeneidad de condiciones
de trabajo y garantizando que los intercambios negociales puedan desarro-
llarse de forma coherente con las politicas definidas para la gestién de recursos
humanos de una serie de organizaciones publicas (6). Se trata, por tanto, de la
constitucién de un importante instrumento de coordinacién interna, cooperacién
externa y preparacién técnica de la negociacién que podrian explorarse en la
configuracién de las nuevas leyes de funcién poblica que pudieran prepararse
sobre la materia, ya que el contenido de la ley bdsica estatal es esencialmente
orientativo y propositivo en esta materia.

d) Es indudable que el EBEP ha cubierto la mayor parte de los vacios
que existian en la anferior legislacién relativos a las reglas especificas sobre
composicién y actuacién de los érganos de negociacién, al introducir en la
negociacién colectiva de los funcionarios publicos las garantias de limitacién
numérica, proporcionalidad y mayoria en la composicién de las mesas de nego-
ciacién. Asi, el articulo 35.4 EBEP sefiala que sus normas de desarrollo, y por
tanto, las leyes de funcién publica de cada comunidad auténoma, establecerdn
la composicién de las mesas, sin que ninguna de las partes pueda superar el

(6) Para un andlisis detallado de la experiencia italiana en este aspecto nos remitimos a

GAETA (1993: pp. 257-270); DetFiNO (2009: pp. 200-204).
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némero de quince miembros. El articulo 35.1 EBEP garantiza el derecho de
las organizaciones sindicales legitimadas a participar en las mesas de nego-
ciacién, subrayando que dicha participacién se producird en proporcién a
su representatividad, lo que plantea el problema de la correcta interpretacién
de este criterio cuando los sindicatos mds representativos no cuentan con una
presencia efectiva en los érganos de representacién del correspondiente dmbito
pero si con una determinada «audiencia» acreditada por su organizacién
o accién sindical en la unidad de referencia, presencia que en estos casos
serd necesario asegurar preceptivamente. Finalmente, el articulo 35.1 EBEP
subordina la vdlida constitucién del banco social de la mesa de la negocia-
cién a que las organizaciones sindicales incorporadas al mismo representen,
como minimo, la mayoria absoluta de los miembros de los érganos unitarios
de representacién en el dmbito de que se trate; ello supone que en aquellas
entidades publicas en las que no existan dichos érganos de representacién
no podrdn constituirse las correspondientes mesas de negociacién. Igualmente,
el planteamiento citado crea las condiciones para que pueda producirse un
hipotético bloqueo de la negociacién al no poderse constituir el correspondiente
érgano negocial por falta de una mayoria apropiada, supuesto para el que
no se prevé ninguna solucién efectiva. Finalmente, conviene subrayar que las
garantias introducidas por la legislacién bésica de empleo piblico no se han
extendido al proceso de decisién de la parte social en la mesa de negociacién.
Ello quiere decir que la consideracién del criterio de representacién proporcio-
nal y mayoritario en la composicién del érgano de negociacién no garantiza
a las organizaciones sindicales la regla de mayoria para la suscripcién de los
instrumentos de negociacién correspondientes, dejando inalterada la doctrina
jurisprudencial que valida la facultad de la parte piblica para llegar a un
acuerdo con las organizaciones sindicales presentes en la mesa de negociacién
que estén dispuestos a aceptarlo (7). En nuestra opinién, esta posicién bloquea
la necesaria relacién entre representacién y decisién subyacente a todo sistema
democrdtico de libertad sindical. El reconocimiento legal de la negociacién
colectiva ampara el derecho del sindicato representativo al acceso a la mesa
de negociacién en proporcién a su representatividad, pero ampara también
la opcién por una decisién mayoritaria que tenga en cuenta la representacién
de los sindicatos presentes y actuantes en la mesa de negociacién, ya que la
exclusién de un érgano de negociacién o la reduccién del papel representativo

(7) SAN de 14 de enero de 1990, Revista General del Derecho 559, 1991; criterio que se
discuten en otros pronunciamientos judiciales, tal como puede verse en la STSJ de Madrid de 27 de
junio de 2008, JUR/2009/43741, donde se dice que cuando se produce un acuerdo entre algunos
de los sindicatos presentes sin alcanzar una mayoria suficiente, la situacién creada es equiparable a
un supuesto de no produccién de acuerdo en la negociacién y, en consecuencia, corresponde a los
érganos de gobierno establecer las condiciones de trabajo de los funcionarios publicos.
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del sindicato en el seno del mismo pueden producir idénticos efectos desde
la perspectiva de una posible lesién de la libertad sindical (8). Es evidente
que la posibilidad de suscribir un acuerdo colectivo sobre una estructura de
participacién sindical notoriamente minoritaria acaba derivando en una dis-
criminacién de la mayoria y, de hecho, puede asimilarse, como se ha visto,
a la recuperacién de la unilateralidad en la determinacién de las condiciones
de trabajo de los empleados publicos, ya que la nica voluntad efectivamente
manifestada acaba siendo la de la propia administracién, pero en este andlisis
también conviene valorar que la posibilidad de obtener acuerdos en el sistema
de empleo pulblico no es equivalente a la existente en el sector privado. Un
dato que particulariza el modelo publico de negociacién colectiva es la misma
ambigiedad en la obtencién de acuerdos. Los sindicatos saben que el sistema
estatutario proporciona a los funcionarios una plataforma de derechos que la
administracién no puede desconocer, saben también que la parte piblica ten-
dré que concluir el proceso estableciendo unilateralmente unas determinadas
condiciones de trabajo, a partir de aqui sucede que a menudo las organiza-
ciones sindicales no tienen interés en la suscripcién de un acuerdo que no va
a satisfacer todas sus reivindicaciones, lo que les expondrd a las criticas de los
sindicatos corporativos que alimentan su afiliacién de una cultura reivindicativa
y conflictiva, por tanto, parece importante matizar que la mayoria requerida
para la obtencién de un acuerdo pueda ser en el dmbito pdblico la mayoria
simple, obtenida con el voto favorable de los vocales sindicales presentes en
la mesa de negociacién sin contar, pues, con las abstenciones y las ausencias,
lo que supone reunir un mayor nimero de votos favorables que de adversos.
Dicho de ofra manera, la validez de un acuerdo en la funcién piblica podria
subordinarse a la Gnica condicién de que no fuera objeto de una oposicién
mayoritaria, es decir, a la idea de un acuerdo mayoritario de los miembros
presentes y actuantes en la correspondiente mesa de negociacién (9). Por tanto,
la determinacién y concrecién de los criterios de composicién y actuacién de
las partes integrantes de las mesas de negociacién podria ser una tarea que
asumir por el legislador autonémico en la construccién de la legislacién de
desarrollo del EBEP.

(8) STC 187/1987, de 24 de noviembre.

(9) No estard de mds advertir que el articulo 89.3 ET prevé que los acuerdos de la comisién
negociadora de un convenio colectivo se tomen con «el voto favorable de la mayoria de cada una de
las dos representaciones», precepto que, tras su engafosa sencillez, presenta importantes problemas
de interpretacién, ya que se ha planteado la cuestién de si por la «mayoria» ha de entenderse la
que resulte del voto favorable de los vocales de la comisién negociadora presentes en la votacién o
la del total de votos emitidos o si, en cambio, se precisa contar con el voto favorable de mds de la
mitad de la totalidad de los miembros que integran cada representacion, sobre esta cuestién puede
verse el licido trabajo de SolaNs LATRE (2003).
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e) El articulo 37 EBEP determina una lista de materias susceptibles de
negociacién de conformidad con los criterios de competencia, dmbito y alcance
legalmente posible. Dicho listado de materias pretende identificar unos dmbitos
de negociacién con un determinado contenido mds o menos preciso que rompa
la indeterminacién en que se ha movido hasta el momento la negociacién
colectiva de los funcionarios publicos, ello ha llevado a eliminar las cldusulas
que en la anterior legislacién —articulo 32.k LORAP— permitian la negociacién
de «las materias de indole econdmica, de prestacién de servicios, sindical,
asistencial y en general, cuantas otras afecten a las condiciones de trabajo
y al &mbito de relaciones de los funcionarios publicos y sus Organizaciones
Sindicales con la Administracién». Por tanto, parece que las materias objeto de
negociacién se refieren a los enunciados establecidos con el alcance que en
cada caso permita la norma legal que los regula, norma que puede desplegar
una virtualidad limitadora de la negociacién atribuyéndose explicitamente o
implicitamente la regulacién de una materia o estableciendo determinaciones
que el acuerdo colectivo puede completar o desarrollar (10). En todo caso,
parece que lo que ha de quedar sujeto a negociacién son las normas, los
criterios generales o las medidas de planificacién con capacidad para articular
y desarrollar una politica de gestién de personal en nuestras administraciones
pUblicas. De hecho, el proceso de negociacién se disefia en el EBEP como un
sistema de produccién de disposiciones de cardcter general que definan las
condiciones de trabajo de los funcionarios publicos en sus aspectos estructu-
rales y generales, sin que las mesas de negociacién hayan de intervenir en
la produccién de decisiones que corresponden a los érganos directivos de
nuestras administraciones pdblicas (11). Con todo, el dmbito de la negociacién
se define por las materias que han de ser objeto de tratamiento pero también
por las que quedan excluidas de la obligacién de negociar, materias que en
el EBEP, sufren una extrafio proceso de inversién en dos aspectos esenciales:
las potestades de organizacién y el derecho de acceso a las funciones pibli-
cas en condiciones de igualdad y mérito. De hecho, el articulo 37.2 EBEP,
sefiala que quedan excluidas del proceso de negociacién las decisiones de las
administraciones pUblicas que afecten a sus potestades de organizacién, pero
cuando las consecuencias de las decisiones de las administraciones publicas
de naturaleza organizativa tengan repercusién sobre condiciones de trabajo

(10) Sobre la relacién entre las normas legales y convencionales en funcién del alcance del
precepto legal nos remitimos al trabajo de BEJARANO HERNANDEZ (2008: pp. 33-43).

(11) De esta manera se incorpora legalmente el criterio jurisprudencial que considera la
negociacién colectiva como un poder ordenador que conviene distinguir del dmbito estricto de la
gestién, tal como puede verse en la STS) de Cataluiia de 23 de mayo de 2002, RICA/2002/515 i
en la SAN de 2 de noviembre de 2004, RICA/2005/885. Més recientemente la STS) de Comuni-
dad Valenciana de 23 de octubre de 2008, JUR/2009/64657 i la SAN de 5 de marzo de 2009,
RICA/2009/299.
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de los funcionarios procederd su negociacién, con lo que en la practica la
mencionada exclusién se acaba traduciendo en una habilitacién para negociar
el ejercicio de la potestad de organizacién. En la misma direccién, se excluye
de la negociacién la regulacién y determinacién concreta, en cada caso, de
los sistemas, criterios, érganos y procedimientos de acceso al empleo piblico
y la promocién profesional, pero se permite la negociacién de las normas
que fijan los criterios generales en materia de acceso o carrera y los criterios
generales de los planes y fondos para la promocién interna. De ahi que se
haya podido afirmar que se han creado las condiciones para que se extienda
la negociacién colectiva a materias sobre las que los érganos de gobierno
deberian decidir bajo su plena y exclusiva responsabilidad, por corresponder
a la potestad de organizacién o a la garantia de los principios de igualdad,
mérito y capacidad (12). Por todo ello, parece que las leyes de funcién piblica
de las distintas comunidades auténomas deberian desarrollar un importante
esfuerzo por clarificar la naturaleza y el espacio de las normas convenidas,
insistiendo en su cardcter normativo y colectivo y procurando eliminar las
ambigiedades existentes entre las materias negociables y los démbitos excluidos
de la negociacién, sefialando al respecto, por ejemplo, que lo que es objeto
de negociacién son las consecuencias del ejercicio de los poderes de orgo-
nizacién sobre los funcionarios puiblicos, pero no propiamente las decisiones
organizativas o advirtiendo de que en ninglin caso pueden ser objeto de
negociacién los criterios o decisiones administrativas referentes a la seleccién
de los empleados publicos, excluyendo explicitamente a las concretas ofertas
de empleo publico, convocatorias y bases del proceso de seleccidn.

f) A diferencia de lo que sucede en ofras legislaciones, el procedimiento
de aprobacién de acuerdos elaborados por la mesa de negociacién no esté en
nuestra legislacién sujeto a control de legalidad o de compatibilidad econémica-
financiera; de hecho se asume que las propuestas de acuerdos producidos
por las correspondientes mesas de negociacién han de ser conocidos por los
érganos de gobierno de las diferentes administraciones publicas que conservan
la correspondiente competencia para a aprobar o desaprobar un acuerdo por
motivos de legalidad o de consideracién de un interés piblico superior, sin
poder alterar unilateralmente su contenido (13). Por tanto, parece no existir

(12) SANCHEZ MORON (2010: p. 66).

(13) Tal como se dice en la STS) de Murcia de 29 de junio de 2009, JUR/2009/308286,
el acuerdo adoptada por la mesa de negociacién habilita la situacién juridica necesaria para la
regulacién de las condiciones de trabajo de los funcionarios piblicos, sin perjuicio de que los érganos
de gobierno de una administracién piblica conserven plenamente la competencia para aprobar o
no los acuerdos sometidos a su consideracién, competencia que no se extiende a la capacidad para
modificar su contenido, ya que el acuerdo aprobado por una mesa de negociacién es el presupuesto
esencial del acuerdo adoptado por el correspondiente érgano de gobierno, siendo la principal

280



LA NEGOCIACION COLECTIVA EN EL DESARROLLO LEGISLATIVO TRAS EL ESTATUTO BASICO DEL EMPLEADO. ..

un inconveniente juridico para que la legislacién de las comunidades auté-
nomas configure de forma distinta y singular el procedimiento de aprobacién
de acuerdos y, mds concretamente, los informes que han de acompafar a la
hipétesis o propuesta de acuerdo formulada por la mesa de negociacién para
su aprobacién por el correspondiente érgano de gobierno. Otra cosa es que
la legislacién de empleo piblico de desarrollo del EBEP configure de manera
distinta la posible recuperacién de la unilateralidad en caso de fracaso de la
negociacién o de la no aceptacién de la hipétesis de acuerdo. En esta direccidn
conviene recordar que el articulo 38.3 EBEP sefiala que cuando exista falta
de ratificacién de un acuerdo deberd iniciarse el correspondiente proceso de
renegociacién de las materias tratadas en el plazo de un mes si asi lo solici-
tara al menos la mayoria de una de las partes, pero también conviene sefialar
que la facultad de disposicién unilateral de las condiciones de trabajo cuando
no se produzca acuerdo en la negociacién, se hace depender en el parrafo
séptimo del mismo precepto de la falta de acuerdo en la negociacién o en la
renegociacién y del agotamiento, en su caso, de los procedimientos de solucién
extrajudicial de conflictos. Las anteriores afirmaciones deben completarse con
la idea de que la negociacién para la produccién de un acuerdo y su integra-
cién por el correspondiente 6rgano de gobierno presupone la adopcién de un
procedimiento especial para la elaboracién de un tipo especifico de disposicién
general que el ordenamiento tipifica como acuerdo de condiciones de trabajo
de los funcionarios piblicos. Dicho acuerdo tiene naturaleza normativa por si
mismo, y es directamente aplicable al personal incluido en su dmbito desde el
mismo momento en que es objeto de publicacién en el correspondiente diario
oficial. Por tanto, no necesita ser incorporado a ninguna norma reglamentaria
y, en virtud de su fuerza normativa, puede desplazar o sustituir a cualquier
regla secundaria existente produciendo una derogacién tacita o sobrevenida
por una incompatibilidad natural dada entre dos postulados normativos. De
aqui que parezca innecesaria la incorporacién formal de las cldusulas de un
acuerdo a la normativa correspondiente, si tal como se afirma en el articulo
38.3 EBEP, el contenido de los mismos serd directamente aplicable al personal
incluido en su dmbito. De hecho este planteamiento solamente podria tener
utilidad en aquellos supuestos en los que el reglamento contenga materias
que han de ser objeto de negociacién y materias que quedan excluidas de
la obligacién de negociar. En este sentido parece mds sencillo afirmar que el
procedimiento de formacién y aprobacién de un acuerdo es un procedimiento
singular para la produccién de un tipo normativo caracterizado por una intensa

funcién del primero determinar el contenido de la decisién que finalmente se acabe adoptando.
El fundamento doctrinal de estas afirmaciones puede encontrarse en la consideracién del acuerdo
como una propuesta o medida preparatoria del acuerdo del érgano de gobierno, al respecto BRACCI

(1961); DesFonbps (2003).
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participacién de los representantes de los interesados, tipo que por el mismo
tiene capacidad para constituirse en una norma de desarrollo de la ley (14). En
base a estos presupuestos, es evidente que las leyes de funcién piblica pueden
establecer un procedimiento propio de integracién de los acuerdos producidos
por las mesas de negociacién por los correspondientes érganos de gobierno,
pueden matizar la libertad de aprobacién de los acuerdos formulados de la
que parecen hoy gozar los érganos de gobierno en funcién de determinadas
exigencias de legalidad, buena fe o interdiccién de la arbitrariedad, pueden
concretar especificamente el trémite de renegociacién de los acuerdos no
aprobados y, pueden, también, pronunciarse sobre los efectos juridicos de los
mismos en el sistema de normas secundarias establecidas por la correspondiente
comunidad auténoma, garantizando siempre su eficacia juridica después de
la correspondiente aprobacién.

g) El cumplimiento de los pactos y acuerdos se garantiza con cardcter
general con la Unica excepcién de la significativa previsién establecida en
el articulo 38.10 EBEP. Dicho precepto sefiala que, excepcionalmente y por
causa grave de interés piblico derivada de una alteracién sustancial de las
circunstancias econémicas, los érganos de gobierno de las administraciones
pUblicas podrén suspender o modificar el cumplimiento de pactos y acuerdos
ya firmados, en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés
pUblico, debiendo en este supuesto informar a las organizaciones sindicales
de las causas de la suspensién o modificacién. Precisamente, la norma men-
cionada se ha utilizado profusamente en la legislacién de crisis econédmica
que ha producido los correspondientes ajustes presupuestarios en materia de
refribuciones y condiciones de trabajo de los funcionarios piblicos. Dicho
precepto no deja de ser una particular aplicacién al dmbito piblico de la
conocida cldusula «rebus sic stantibus» que permite la revisién, la supresién o
la modificacién unilateral de las obligaciones pactadas en convenio colectivo,
cuando sucesos posteriores, que puedan escapar a una razonable previsién
en el momento de la conclusién del acuerdo, hagan extremadamente dificil
o gravoso la ejecucién de lo acordado para una de las partes (15). Nuestra
doctrina ha advertido que la desvinculacién de lo pactado en la norma bésica
estatal se configura como una medida excepcional que sélo puede deberse
a una causa grave de inferés poblico fundada en motivos econémicos y cuyo
contenido puede afectar a la suspensién del pacto o acuerdo o a la modifica-
cién unilateral de un acuerdo ya firmado, con el limite en ambos casos de que

(14) La STC 1/2003, de 16 de enero, sefiala que la reserva de ley en materia de funcién
pUblica tiene un alcance relativo, lo que permite la colaboracién del reglamento y de ofro tipo de
fuentes normativos como pueden ser los acuerdos colectivos.

(15) Sobre el dmbito de actuacién de esta particular institucién en el sistema privado de
relaciones laborales nos remitimos al trabajo de BEJERANO HERNANDEZ (1999).
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la afeccién alcance solo a aquellas cuestiones que permitan salvaguardar el
interés pUblico sin que se exija otro tramite en el plano procedimental que la
estricta comunicacién de las causas a unas organizaciones sindicales que no
se deferminan en el articulo citado, existiendo al efecto la opcién de que dicha
comunicacién se dirija a los sindicatos presentes en la mesa de negociacién
o a los actuantes en la correspondiente comisién de seguimiento de acuerdo,
es decir, a aquellos que lo firmaron (16). Con todo, seria aconsejable que las
leyes de funcién pdblica de las comunidades auténomas pudieran profundizar
en una serie de puntos que acabaran por perfilar una institucién que parece
estar llamada a tener una intensa aplicacién en la situacién de crisis fiscal
y presupuestaria que vivimos. Al respecto, pareceria esencial sefialar con un
mayor grado de precisién el procedimiento de desvinculacién especificando
la necesidad de su motivacidn, los sujetos receptores, los efectos juridicos del
acuerdo de suspensién o modificacién y la necesidad o no de su publicacién.
En otro orden de consideraciones, conviene indicar que el articulo 38 EBEP
introduce en el sistema juridico de empleo pdblico las instituciones de pro-
rroga y ultra actividad relacionadas directamente con la extensién temporal
del periodo de vigencia de pactos y acuerdos. En esta direccién 38.4 EBEP
establece que los pactos y acuerdos deberdn determinar las partes que los
conciertan, el dmbito personal, funcional, territorial y temporal, asi como la
forma, plazo de preaviso y condiciones de denuncia de los mismos, mientras
que el articulo 38.11 EBEP precisa que, salvo acuerdo en contrario, los pactos
y acuerdos se prorrogardn de afio en afio si no mediara denuncia expresa de
una de las partes, concretando finalmente el parrafo 12 del mismo precepto
que la vigencia del contenido de los pactos y acuerdos, una vez concluida su
duracién, se producird en los términos que los mismos hubieren establecido.
De esta manera se traslada a la funcién pdblica una institucién discutida en
el ambito laboral por la rigidez que introduce en un sistema de relaciones
laborales necesitado de una constante adaptacién a las cambiantes circunstan-
cias econémico-sociales en las que ha de actuar, transferencia que nos parece
cuestionable dado que el sistema estatutario cuenta con las suficientes reglas
de derecho objetivo para hacer frente a una situacién de estancamiento o
pardlisis negocial que pueda llegar a mermar la previsibilidad sobre la que
debe asentarse todo sistema de relaciones laborales y, fundamentalmente,
porque no parece posible que en la dindmica convencional de la funcién
pUblica pueda llegar a producirse una situacién de vacio normativo, ya que
sobre los érganos de las administraciones pdblicas se proyecta un deber de
negociar que una vez cumplido en sus diferentes fases habilita la recuperacién
de la unilateralidad y, por tanto, permite la correspondiente fijacién de las

(16) Para un exhaustivo comentario del articulo 38.10 EBEP, nos remitimos al trabajo de

PALOMAR OLMEDA (2009: pp. 623-665).
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condiciones de trabajo de los funcionarios piblicos, con lo que dificilmente van
a producirse vacios de regulacién. En todo caso, a tenor de los dispuesto en
el articulo 38.12 EBEP, podemos afirmar que la ultraactividad que se dibuja
en este precepto es claramente dispositiva para las partes negociadoras que
pueden establecerla o no y determinar su alcance y contenido, entendida como
una pervivencia provisional de contenidos de un pacto o acuerdo previamente
denunciado, pero no estaria de mds advertir de que en el empleo piblico
la cesacién de la vigencia de pactos y acuerdos se produce por la sucesidn
de instrumentos colectivos pero también por la determinacién unilateral de
las condiciones de trabajo, sin que la ultraactividad pactada en un acuerdo
pueda oponerse con éxito a la recuperacién de las facultades unilaterales
de la administracién correspondiente cuando, una vez cumplida la obliga-
cién de negociar y constatado el bloqueo del proceso de negociacién, se
proceda a determinar las condiciones de trabajo, lo que produciré un efecto
directo sobre la pérdida de vigencia del instrumento prorrogado (17). Desde
esta perspectiva, resultaria conveniente sefialar en la correspondiente ley de
funcién publica las diferentes formas de cesacién de la vigencia de pactos y
acuerdos colectivos.

h) El sistema de aplicacién e interpretacidn de los instrumentos obtenidos
a través de la negociacién colectiva de los funcionarios publicos exigiria sin
duda una mayor atencién. El articulo 38.5 EBEP dispone el establecimiento
obligatorio de comisiones paritarias de seguimiento de los pactos y acuerdos
con la composicién y funciones que las partes determinen. Aunque la definicién
de estas comisiones como de «seguimiento» parece limitarlas al simple control
de la administracién del acuerdo, lo cierto es que la remisién a las partes para
concretar sus funciones y, mds concretamente, la aceptacién por el articulo 45.1
EBEP de su papel en el conocimiento y resolucién de los conflictos derivados
de la aplicacién e interpretacién de los pactos y acuerdos, parece convertirlas
en una sede adecuada para la interpretacién de los instrumentos convenidos.
Sin embargo, la doctrina diferencia tradicionalmente entre una interpretacién
general de cldusulas oscuras, ambiguas o incompletas, precisadas de aclara-
cién o de integracién para la comprensién de lo acordado, de la interpretacion
aplicativa definida como una mera aclaracién sobre el sentido de la norma
pactada que deba concretarse para solucionar una especifica controversia (18).
Pues bien, en principio parece que lo especifico de la interpretacién general es
que el precepto interpretado se incorpora al ordenamiento juridico, formando
con la norma aclarada un cuerpo Gnico, por lo que habrd que entender que

(17)  Precisamente, este es el conflicto que se debe resolver en la STSJ del Pais Vasco de 14
de mayo de 2001, RICA/2001/1423.

(18) Al respecto, MARTINEZ GANOSO (2003: p. 323).
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las declaraciones interpretativas generales de un acuerdo emanadas de la
comisién paritaria de seguimiento deberia ser objeto de aprobacién expresa y
formal por el érgano de gobierno correspondiente siguiendo el mismo tramite
de integracién que el previsto para este particular tipo de instrumento colectivo,
siendo cuestién distinta que los acuerdos aplicativos puedan resolverse en la
misma comisién procurando de esta manera una solucién &gil a las necesidades
de administracién de la norma colectiva (19).

Il. EL TRATAMIENTO DE LA NEGOCIACION COLECTIVA EN LA LEGIS-
LACION DE DESARROLLO DEL ESTATUTO BASICO

Se ha dicho que una de las caracteristicas esenciales del EBEP es la de ser
una norma abierta que necesita para alcanzar su efectividad plena de la legis-
lacién de desarrollo del propio Estado y de las comunidades auténomas (20).
Ello supone la existencia de una llamada del legislador bésico a los distintos
legisladores para que aprueben las correspondientes leyes de funcién piblica
determinando el marco en que han de desenvolverse los modelos de empleo
publico territoriales. Pero lo cierto es que los distintos poderes normativos
estdn respondiendo con velocidades y estrategias diferentes al requerimiento
de la norma bdsica estatal, de forma que a dia de hoy tenemos el panorama
siguiente:

a) Existencia de normas de transicién, como pueden ser la Ley 13/2007,
de 27 de julio, de la funcién piblica de Galicia, articulada en el Decreto
legislativo 1/2008, de 13 de marzo, de Ley de Funcién Piblica de
Galicia, y la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de Funcién Piblica de la
Comunidad Auténoma de las Islas Baleares.

b) Existencia de un Unico texto consolidado de desarrollo de la norma
bdsica estatal, como es la Ley 10/2010, de 9 de julio, de la Generc-
lidad, de Ordenacién y Gestién de la Funcién Pdblica Valenciana.

Existencia de una serie de proyectos y borradores de proyectos como
son el proyecto de Ley de Medidas en materia de Empleo Piblico de
Catalunya de 20 de enero de 2010, el borrador del proyecto de Ley
de Funcién Piblica de Canarias de 1 de marzo de 2010, el borrador
del anteproyecto de ley de Funcién Piblica de Cantabria de 3 de
marzo de 2010, y el borrador del proyecto de Ley de Empleo Pdblico
de Castillo-Lla Mancha de 2010.

o

(19) Seguimos aqui las tesis de ROQUETA Buj (2007: pp. 534-535).
(20) Al respecto, nos remitimos a los trabajos de FUENTETAJA PASTOR (2007); EmBID IRujo (2008)
y CasTiLLO Blanco (2009).
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d) Existencia de una serie de documentos técnicos para la preparacién
de posibles contenidos normativos, como son el documento técnico
para la elaboracién del anteproyecto de Ley de Empleo Piblico de
Euskadi del afio 2009, y el documento informativo sobre un posible
contenido de la Ley de Empleo Piblico de Andalucia del 28 de octubre
de 2009.

Pues bien, del andlisis de las normas autonémicas o de los proyectos y
documentos pre-normativos que hemos podido conocer, se pueden desprender
los siguientes elementos de relevancia para la configuracién de las normas
de desarrollo:

a) El primer aspecto que llama nuestra atencién es la escasez de previ-
siones relativas a la estructura de mesas de negociacién. De hecho, solo uno
de los documentos consultados —Euskadi, articulo 173 — parece optar por la
constitucién de una mesa marco de negociacién de todas las administracio-
nes publicas de la comunidad auténoma, con una representacién de cardcter
unitario, presidida por la administracién de la de la comunidad auténoma y
con representantes de las instituciones locales y de la asociacién de municipios
de la correspondiente comunidad. En todo caso, dicha mesa de negociacién
tiene como &mbito de referencia aquellas materias de determinacién conjunta
que se haya decidido negociar agrupadamente por los érganos de gobierno
de las correspondientes administraciones publicas, con lo que se plantea un
modelo de negociacién conjunta y no un modelo de negociacién integrada
que articule la discusién sobre el ejercicio de las competencias generales en
materia de funcién piblica que pueda tener la correspondiente comunidad
auténoma con capacidad para determinar el régimen juridico del resto de
funciones publicas presentes en su dmbito territorial, sin que nada se diga
sobre la articulacién de este tipo de negociacién con la que pueda llevarse
a cabo para cada entidad piblica en su correspondiente dmbito territorial.
En ofro orden de consideraciones, conviene resaltar que el articulo 171 del
Euskadi reconoce concretamente la legitimacién negocial de la Asociacién
de Municipios Vascos para acordar con las organizaciones sindicales mds
representativas en el dmbito local, un modelo de acuerdo regulador de las
condiciones de trabajo de los empleados piblicos de las instituciones locales
vascas al que éstas podrdn adherirse con cardcter previo o de manera sucesiva
a la negociacién colectiva correspondiente.

b) El segundo aspecto que puede resultar de interés lo encontramos tam-
bién en el documento vasco con relacién a las materias objeto de negociacién
(Euskadi, articulo 174.2.a), donde para subraya el cardcter colectivo de las
normas convencionales sobre condiciones de trabajo en el empleo piblico se
advierte que las decisiones de las administraciones pdblicas en ejercicio de
sus facultades de organizacién que tengan repercusién sobre las condiciones
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de trabajo y que, por tanto, demanden la negociacién del cambio de dichas
condiciones, deberdn producir un impacto grupal sin que sea necesaria la
negociacién de estas modificaciones cuando la afectacién se produzca direc-
tamente y de forma especifica en las condiciones de un puesto de trabajo
concreto o sobre una dotacién del mismo.

c) Una mayor atencién ha merecido el procedimiento de aprobacién
de acuerdos, de hecho algunos de los proyectos y documentos consultados
(Castilla-La Mancha, articulo 149.4; Euskadi, articulo 176) remarcan que todos
los pactos y acuerdos han de requerir, previamente a su suscripcién, el informe
favorable del departamento competente en materia de empleo pdblico y pre-
supuestos o intervencién, siendo nulos de pleno derecho los que se alcancen
sin dichos informes que a todos los efectos se consideran como preceptivos
y vinculantes.

Por tanto, pocos son los contenidos innovadores que contiene la con-
ceptualizacién de la negociacién colectiva en la legislacién de desarrollo,
legislacién que en la practica se limita a la reproduccién de la norma bésica
o a la remisién a lo establecido en las bases estatales, en lo que no deja de
ser una renuncia a la misién de desarrollo y adaptacién que corresponde a
la legislacién de funcién pdblica de las comunidades auténomas para la que
a nuestro entender existe un margen razonable de opcién y innovacién que
resultaria conveniente explorar en la lineas enunciadas més arriba.

. LA NEGOC!ACI()N COLECTIVA EN EL ANTEPROYECTO DE LEY DE
EMPLEO PUBLICO DE ARAGON

El anteproyecto de Ley de empleo publico de Aragén que conocemos se
caracteriza por abordar de manera decisiva dos espacios de posible configu-
racién centrados en las temdticas siguientes:

a) La estructura de unidades de negociacién para el tratamiento de las
condiciones de trabajo comunes al conjunto de empleados piblicos
de las administraciones aragoneses.

b) El procedimiento de aprobacién de los acuerdos adoptados por las
mesas de negociacioén.

Por tanto, de la seleccién de temas que hemos realizado como posibles
dreas susceptibles de desarrollo por la legislacién autonémica, el proyecto
aragonés opta por normar dos de ellas introduciendo elementos de una indu-
dable originalidad, aunque existan una serie de coincidencias entre las futuras
previsiones del legislador de Aragén y los planteamientos recogidos en el
documento técnico vasco.
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El proyecto que analizamos prevé la constitucién de una Mesa comin de
negociacién de las administraciones publicas de Aragén y de una Mesa de
negociacién en la administracién local de Aragén. El dmbito de negociacién de
la primera de estas mesas lo constituyen las condiciones de trabajo de obligada
negociacién de aplicacién comin al personal funcionario, estatutario y laboral
del conjunto de las administraciones publicas que la integran, es decir, de la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, de la Universidad
de Zaragoza y de las entidades locales del territorio de referencia. A nuestro
entender, parece que lo que ha de ser objeto de negociacién es la determi-
nacién de las condiciones de trabajo que resulten susceptibles de regulacién
por la Comunidad Auténoma de Aragédn con cardcter de norma de general
aplicacién al personal de las administraciones piblicas que forma parte de su
sistema institucional. Légicamente, no parece imposible la obertura de campos
negociales a otras materias de posible determinacién conjunta que la repre-
sentacién de las administraciones pdblicas y de las organizaciones sindicales
decidiera abordar en este nivel, pero ello deberia detallarse en el proyecto que
comentamos, advirtiendo ademds de que a las materias negociadas de esta
manera se les aplicaria los principios de primacia y de complementariedad, es
decir, la obligacién de no tratar o de no modificar en otro &mbito de negocic-
cién las materias que hayan sido objeto de negociacién en el dmbito general y
comin o las que explicitamente no se les haya enviado o delegado, limitdndose
exclusivamente a complementarlas cuando resulte procedente, principios con
los que se evitaria el riesgo de una negociacién colectiva articulada.

En todo caso, es preciso sefialar que este dmbito de negociacién puede
llegar a coincidir con el previsto para la Mesa de negociacién de la adminis-
tracién local de Aragén, dado el tradicional principio de identidad entre el
régimen juridico de la funcién piblica autonémica y el régimen juridico de la
funcién piblica local que persigue una equivalencia juridica en la regulacién del
sistema de funciones pdblicas territoriales de una Comunidad Auténoma (21).
A mayor abundamiento, conviene tener en cuenta el continuo deterioro en el
que parece sumirse el bloque legislativo que regula la funcién piblica local.
En esta direccién, el articulo 3 EBEP, prevé que «El personal funcionario de las
Entidades Locales se rige por la legislacién estatal que resulte de aplicacién,
de la que forma parte este Estatuto y por la legislacién de las Comunidades

(21) El articulo 239, de la Lley 7/1999, de 9 de abril, sobre normas reguladoras de la
administracién local de Aragén, nos recuerda que «El régimen estatutario de los funcionarios locales
en cuanto a la adquisicién y pérdida de su condicién, las situaciones administrativas, los derechos
sindicales, de negociacién colectiva y participacién, derechos, deberes y responsabilidades y el
régimen disciplinario serdn equivalentes a los de los funcionarios de la Comunidad Auténomas.
Para un mejor andlisis del principio de identidad o paridad entre funciones publiques nos remitimos
al trabajo de JoRION (1998: pp. 341 y ss.).
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Auténomas con respeto a la autonomia local». Por tanto, el Estatuto Bésico se
aplicard de forma preferente al empleo local sin perjuicio de que siga siendo
de aplicacién la legislacién bdésica de régimen local, pero eso si, siempre
que no contradiga lo previsto en el EBEP, tal como establece la disposiciéon
derogatoria Unica del propio EBEP, con lo que el estatuto del empleado pdblico
parece afirmarse como la norma bdsica por excelencia de todo el sistema de
funciones publicas, lo que deberia hacernos reflexionar sobre el mantenimiento
de una ordenamiento juridico singular para la funcién pdblica local al margen
de la ley de bases estatal sobre el empleo piblico y de las leyes de funcién
pUblica que las comunidades auténomas elaboren para su desarrollo (22). De
hecho, el anteproyecto de Ley Bésica del Gobierno y de la Administracién
Local que se elaboré en los afios 2006-2007, en consonancia con el EBEP,
prescindia por completo de la regulacién de funcién pdblica local, ya que
se presumia que dicha materia quedaba suficientemente determinada por las
bases estatales que regulaban el régimen de empleo piblico y por el previsible
desarrollo legislativo que en su dia realizarian las correspondientes leyes de
funcién piblica. A partir de ahi parece como minimo discutible que pueda existir
un ordenamiento propio de la funcién piblica local, de naturaleza especifica,
al margen del legislador de funcién publica general, que justifique una sede
negocial de esta naturaleza.

Cuestién distinta es que dicha mesa deba mantenerse para el cumplimiento
de otra finalidad no menos importante. De hecho en el proyecto presentado
la Mesa de negociacién de la administracién local de Aragén cumple ofra
funcién como puede ser la de servir de unidad para la negociacién de las
condiciones de trabajo del personal de aquellas administraciones locales en
las que no exista érgano de representacién propio, en cuyo caso, los acuerdos
adoptados en la dicha mesa tendrén cardcter supletorio en aquellas adminis-
traciones, en el bien entendido que el resto de administraciones locales podran
también adherirse, en su caso, a los acuerdos alcanzados en esta Mesa. Desde
esta perspectiva, parece, pues, que dicho acuerdo se dirige a la obtencién
de dos funcionalidades diferentes: por un lado, cubre los vacios negociales
y se impone directamente —la idea de subsidiariedad aparece aqui como
una simple cobertura técnica— al personal de las administraciones locales en
los que no exista un érgano de negociacién propio; por otro, dicho acuerdo
se configura como un acuerdo marco al que el resto de las administraciones
locales podrd adherirse.

A partir de aqui, parece discutible que una norma producida fuera del
ordenamiento juridico local pueda proyectarse sin mds sobre las condicio-

(22) Una elaborada reflexién sobre esta cuestion puede verse en JIMENEZ ASENSIO y CASTILLO
Blanco (2009: pp. 19-22).

289



JOAN MAURI MAJO

nes de trabajo de los empleados publicos de una entidad local dotada de
autonomia; aqui no estamos ante una técnica de colaboracién normativa
sino ante la imposicién por ley de una determinada regulacién sin que
medie una declaracién expresa de voluntad en tal sentido por parte de los
érganos de gobierno de la correspondiente entidad local. Cuestién distinta
es que se admita que en las administraciones locales en las que no exista
o no se haya podido constituir una mesa de negociacién, el pleno de la
entidad local pueda adherirse, en su caso, a los acuerdos alcanzados en la
Mesa de negociacién de la administracién local de Aragén mediante una
declaracién explicita en este sentido, sin perjuicio de que en los municipios
en los que exista dicho érgano de negociacién la mesa de la correspondiente
entidad local acuerde adherirse voluntariamente a dicho acuerdo. Por tanto,
a nuestro entender la funcién esencial de la Mesa de la administracién
local de Aragén deberia ser la negociacién de un acuerdo marco al que
podria remitirse los érganos de gobierno de las entidades locales de esta
comunidad en las que no exista érgano de negociacién propio y al que
podrian adherirse los 6rganos de negociacién de aquellas entidades locales
que decidieran someter sus condiciones de trabajo a la totalidad o a parte
del contenido del mismo.

Mas allg de estas consideraciones convendria reflexionar sobre el hecho
de que, tal como sucede en otros proyectos de desarrollo de la norma bdsica
estatal, la constitucién de mesas de negociacién presta poca atencién a la
composicién y formacién de la decisién de la parte piblica de la unidad de
negociacién. Asi, el articulo 95 del anteproyecto de ley de empleo piblico de
Aragén, nos dice que la representacién serd unitaria, estard coordinada por
la administracién de la Comunidad Auténoma y contard con representantes
de la Universidad de Zaragoza y de las entidades locales a través de las
asociaciones de entidades locales de mayor implantacién en el territorio de
Aragén. A nuestro entender si la funcién de dicha Mesa es la negociacién de
las competencias de la Comunidad Auténoma sobre el régimen juridico del
personal funcionario, estatutario y laboral del conjunto de administraciones
pUblicas de Aragén, podria perfectamente tener la composicién de esta mesa
de negociacién cardcter paritario, en el bien entendido de que el banco piblico
de dicha mesa se convierte de esta manera en un canal de participacién de
la administracién universitaria de Aragén y de las entidades locales de su
territorio en el ejercicio de las competencias propias de la Comunidad en
materia de empleo publico, y de que serd la representacién de la Comunidad
Auténoma la que dirigird el proceso de negociacién y adoptard las correspon-
dientes decisiones para la toma de acuerdos con el consenso o no del resto
de representaciones publicas que a todos los efectos actian como un todo
unitario. En cambio, si lo que se pretende en dicha unidad es la negociacién
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conjunta de aspectos relativos a las condiciones de trabajo de los empleados
pUblicos del conjunto de administraciones piblicas de Aragén, siempre a
nuestro parecer, la representacién deberd ser unitaria y el proceso de decisién
deberd fundamentarse en la unanimidad de los diferentes componentes de la
mesa de negociacién, sin que deba aplicarse criterios de proporcionalidad o
de mayoria sobre una negociacién coordinada por la Comunidad Auténoma,
de naturaleza dnica, pero que en la préctica supone la negociacién de una
pluralidad de acuerdos distintos «agrupados» en la misma sede negocial y en
el mismo momento.

Cuestién distinta puede ser la composicién de la Mesa de negociacién
de la administracién local de Aragén, dmbito que si limita sus funciones a
la elaboracién del correspondiente acuerdo marco al que puedan adherirse
las administraciones locales de su territorio, parece que deberia integrarse
exclusivamente por representantes de las entidades locales a través de las
asociaciones de mayor implantacién en el territorio de Aragén.

En la misma direccién, se deberia reparar en la conveniencia de que
el proyecto sefiale con precisién el érgano u érganos de gobierno a los que
corresponde la tramitacién y aprobacién de los correspondientes acuerdos.
Asi, por ejemplo, parece que los acuerdos de la Mesa comidn de negociacién
de las administraciones pulblicas que se correspondan con un ejercicio de
competencias propias en materia de empleo piblico de dicha Comunidad
Auténoma, deberdn ser aprobados por el Gobierno de Aragén, mientras que
los acuerdos para la determinacién conjunta de las condiciones de trabajo del
personal funcionario, estatutario y laboral de las administraciones integrantes
de dichas mesas deberén ser aprobados por sus correspondientes 6rganos de
gobierno. En cambio parece que la validez y eficacia juridica de los acuerdos
obtenidos por la Mesa de negociacién de la administracién local de Aragén
dependerdn en Gltima instancia de los actos de remisién o adhesién que pue-
dan adoptar, con cardcter previo o posterior, las diferentes entidades locales
del territorio de esta Comunidad Auténoma.

El segundo de los aspectos esenciales integrados en el anteproyecto de
ley de empleo piblico de Aragén se refiere al procedimiento de negociacién
colectiva en la Administracién Piblica de Aragén, procedimiento en el que
adquiere una autonomia propia la fase de aprobacién expresa y formal por
el Gobierno de Aragén, aprobacién que se subordina a la integracién del
acuerdo adoptado en la correspondiente mesa de negociacién con una serie
de informes preceptivos producidos por el Departamento competente en materia
de empleo publico, por el Departamento competente en materia de hacienda,
por la Asesoria Juridica de la Administracién de la Comunidad Auténoma y
por el Consejo Consultivo de Aragén.
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Se produce asi una acumulacién de informes de legalidad y de naturaleza
econdémica-presupuestaria que reflejan una indudable desconfianza sobre la
dindmica negociadora que pueda llevarse a cabo por los diferentes centros
directivos de la Comunidad Auténoma y que en la prdctica presupone que la
representacién puiblica en las diferentes mesas de negociacién actia auténoma-
mente con respecto a las politicas definidas por los departamentos competentes
en materia de personal o en materia de hacienda o, lo que es peor, con des-
conocimiento o desprecio de la legalidad vigente. Sin perjuicio, de la opinién
que puedan merecer los procesos de coordinacién de la negociacién colectiva
pUblica, debemos subrayar que un procedimiento de aprobacién como el que
plantea el proyecto aboca, sin duda, a una prolongacién de tiempos en la fase
de integracién de la validez y eficacia del acuerdo obtenido en una mesa de
negociacién, y a un proceso constante de renegociacién de los acuerdos ya
obtenidos en una unidad de negociacién, aspectos estos que sin duda acabaran
perjudicando al mismo proceso de negociacién, y de rebote, al entero sistema
de relaciones laborales que articulan el derecho a la representacién y a la
negociacién colectiva, lo que sin duda derivara en una mayor conflictividad
laboral en el seno de la administracién piblica de Aragén.

A nuestro entender, lo que deberia ser objeto de informe seria la hipétesis
de acuerdo que deba ser suscrita por la parte piblica en la mesa de nego-
ciacién, por tanto, la misma propuesta de acuerdo antes de su aprobacién
en la correspondiente sesién, propuesta que deberia ser informada por el
Departamento competente en materia de empleo piblico y por el Depar-
tamento competente en materia de hacienda, teniendo en cuenta que si el
informe del Departamento competente en materia de empleo piblico —centro
directivo especializado en la materia— ha de versar sobre el cumplimiento
de las normas de general aplicacién en dicha materia, el informe de la
Asesoria Juridica de la Administracién de la Comunidad Auténoma, parece
duplicativo y hasta cierto punto innecesario. Cuestién distinta puede ser el
informe del Consejo Consultivo de Aragédn, supremo érgano consultivo del
Gobierno y de la Administracién de la Comunidad Auténoma, cuyos informes
estdn dotados de una especial naturaleza que les convierte en los Gltimos
trémites de instruccién de los asuntos que han de ser sometidos al Gobierno
de Aragén. Por tanto, parece que sélo en este caso quedaria justificado que
el informe versara sobre el acuerdo obtenido en la mesa de negociacién con
cardcter previo a su aprobacién por el Gobierno de Aragén y siempre en
el &mbito de las competencias asumidas por dicho Consejo Consultivo; otra
cosa es que la necesidad de este informe haya de constar en la legislacién
de empleo piblico, ya que la misma vinculacién juridica puede obtenerse sin
dudar alguna de las previsiones establecidas en la Ley 1/2009, de 30 de
marzo, del Consejo Consultivo de Aragén.
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Para terminar este trabajo quisiéramos introducir una reflexién sobre
la fase de renegociacién y de la recuperacién de la unilateralidad para el
establecimiento de las condiciones de trabajo que se prevé en anteproyecto,
cuya configuracién es, como minimo, discutible. A tenor del articulo 94.3
de dicho texto, en caso de no aprobacién de un acuerdo obtenido en una
mesa de negociacién el Gobierno ordenard el inicio de un nuevo proceso
de negociacién con la representacién sindical; en el supuesto de que no se
produzca acuerdo en la renegociacién, el Gobierno de Aragén procederd al
establecimiento de las condiciones de empleo que sean necesarias para el
adecuado funcionamiento de la Administracién. Pero esto no es exactamente
asi, el anteproyecto olvida aqui que el articulo 38.7 EBEP previene que en el
supuesto de que no se produzca acuerdo en la negociacién o en la renegocic-
cién procede agotar, en su caso, los procedimientos de solucién extrajudicial
de conflictos; procedimientos que, de acuerdo con el articulo 45.3 EBEP, en
el supuesto de la mediacién, serén obligatorios cuando lo solicite una de las
partes, con independencia de que las propuestas de solucién que ofrezcan
el mediador o mediadores puedan ser libremente aceptadas o rechazadas
por las partes en conflicto.
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SUMARIO: I. LA EVALUACION DEL DESEMPENO (ED), LA EFICACIA, LA EFICIEN-
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Y GESTION DE LA ED.— Ill. LA ED Y LAS HERRAMIENTAS DE GESTION. EFECTOS DE
LA ED.— IV. CONDICIONANTES PARA SU IMPLANTACION.- V. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: Este articulo pretende explicar qué es la Evaluacién del Desempefio,
sus principios técnicos inevitables; los resultados de investigacién que la avalan como
una préctica necesaria si se quiere cumplir con la eficacia, la eficiencia y la igualdad
de la actividad administrativa; los érganos necesarios para su implantacién y gestién,
asi como sus efectos en las prdcticas de organizacién, recursos humanos y personal de
una Administracién orientada al Servicio Piblico. Todo ello a la luz del Estatuto Bésico
del Empleado Piblico (Ley 7/2007, de 12 de abril) y con especial referencia al Ante-
proyecto de la Ley de Empleo Piblico de Aragén. Se analizan los condicionantes de
su implantacién y las posibles vias de solucién: el andlisis de los puestos de trabajo, la
necesidad de gestionar el inevitable cambio cultural que la implantacién de esta herra-
mienta exige y la instauracién de la figura del Directivo Pblico Profesional.

Palabras clave: evaluacién de desempefio; eficacia administrativa; servicio piblico;
andlisis de puestos; cambio cultural; directivos piblicos profesionales.

ABSTRACT: This article is intended to explain what Job Performance Evaluation is,
its inevitable technical principles, the research findings that support it as a necessary
practice if it is wanted to reach the effectiveness, efficiency and equity of the adminis-
trative action. The organs necessary for its implementation and management, as well as
their impact on the organizational, human resources and personnel practices oriented
to the public service. All this in light of the Spanish Basic Statute for Civil Servants (Law
7 / 2007, April 12th); with special reference to the Draft Law on Public Employment of
Aragon. It is analyzed the conditions of its implementation and the possible solutions: job
analysis, cultural change management and the establishment of the Public Professional
Manager figure.

Key words: job performance evaluation; administrative effectiveness; public service;
job analysis; cultural change management; public professional manager.
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I. LA EVALUACION DEL DESEMPENO (ED), LA EFICACIA, LA EFICIEN-
CIA Y LA IGUALDAD

Pensar en cémo disefiar e implantar la ED en la Administracién Pdblica
obliga a reflexionar y a determinar qué es éxito en este tipo de organizacio-
nes. Llevados por este objetivo surge el concepto de eficacia entendida ésta
como: hacer bien lo que hay que hacer. Parejo a él e inevitable surge el de
eficiencia: hacerlo asi de bien con un uso razonable de los medios humanos,
materiales y econémicos puestos a disposicién de la Administracién objeto de
disefio. Y, por ser la administracién la garante de la igualdad de todos los
administrados en la consecucién del interés general, inevitablemente surge
también la pregunta de cémo se relacionan estos tres principios.

La eficacia como principio rector del quehacer administrativo emana del
art. 1.1 de la Constitucién Espafiola (CE) donde se califica al Estado como social
y de derecho. De la calificacién de social del Estado se derivan dos criterios
de éxito para la eficacia: 1. resolver conflictos, 2. satisfacer necesidades de
los ciudadanos. Tras varios afios donde la igualdad (la parte legal) preponde-
raba en el quehacer y en el juicio del servicio piblico, el Estatuto Bdsico del
Empleado Pdblico (Ley 7/2007, de 12 de abril) ha re-situado en el mismo plano
y como equifinalistas a la eficacia y igualdad, siendo la eficiencia condicién
de ambas. La satisfaccién de las necesidades y la resolucién de los conflictos
de forma efectiva exigen la existencia de administraciones piblicas para dar
cumplimiento a estos valores y criterios consagrados constitucionalmente.

Pero, sse puede ser eficaz sin ser eficiente? 3Y viceversa? Efectivamente
si. Se puede entender que la administracién no sea rentable en términos de
lucro o de ganancia econémica, pero ello no le permite ser ineficiente. Porque
la eficiencia, entendida como el uso racional de los medios puestos a su dis-
posicién, encarna un valor cuya trasgresién sélo se puede deber a una mala
gestién. Como puede observarse, existe una relacién conceptual de dependen-
cia, relacién necesaria, binomio inevitable, haz y envés de hoja, que recuerda
a ofras conceptos inevitablemente tratados cuando se habla de Evaluacién del
Desempefio: validez (relevancia) y fiabilidad (bondad de la medida); funcién
(F) (responsabilidad) y la tarea (T) (forma de satisfacerla); criterio (razén de
bondad) e indicador (constatacién), etc.

La entrada del concepto de eficacia en el debate constitucional se produce
el 27 de julio de 1977, cuando en la Comisién Constitucional Provisional, el
Grupo Parlamentario Socialistas del Congreso introdujo un voto particular refe-
rido al concepto de eficacia junto con el de objetividad. En aquellos trabajos
se observé insuficiente el mandato de que para la ejecucién de las leyes y la
prestacién de servicios poblicos, bastara la organizacién administrativa como
instrumento servicial; era necesario afiadir mds compromiso, mds efectividad
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constada por realidades que cambian fruto del quehacer administrativo. Asi,
la eficacia administrativa se entendié como el compromiso de materializacién
efectiva de la satisfaccién de las necesidades y la resolucién de conflictos de
la ciudadania. La eficacia constatada efectivamente es un principio constitu-
cional y criterio de éxito para la actuacién de todas las administraciones del
Estado.

Establecida la eficacia como principio constitucional, conviene ahora
ubicarla en su propia jerarquia en relacién con los demds principios constitu-
cionales: 5qué es primero, la eficacia o la igualdad?, zcudl prevalece en una
hipotética friccién entre ambos principios? Siguiendo a PAREJO ALFONSO (1989),
el autor cita una sentencia del Tribunal Constitucional (TC) (STC 75/1983, de
3 de agosto), segun la cual el principio de eficacia, aunque recogido constitu-
cionalmente en el art. 103.1, es de rango inferior al de igualdad, porque no
se puede buscar la eficacia a costa de la igualdad de los ciudadanos. A mi
juicio no es lo mismo igualdad en la posibilidad (de partida) que en el resul-
tado (de final). Este criterio es trascendente para la evaluacién del desempefio
ya que uno de sus fines es, precisamente, diferenciar a los que trabajan bien
de los que lo hacen menos bien. En cualquier caso, queda claro que para el
TC, en los casos en los que entren en conflicto ambos principios prevalece el

de igualdad.

Segun PAREIO ALFONSO (1989), todas aquellas conductas que sean efectivas
y consistentes con la satisfaccién de las necesidades y la resolucién de los
conflictos, son legales porque son la efectividad del derecho. Esta, exigida para
que el derecho sea tal, sélo es posible en la ejecucién; en los procesos; en el
desempefio de las tareas. Estandarizar, ejemplificar y delimitar qué es hacer
bien una tarea se convierte asi en la creacién de una situacién juridica que
satisface un inferés, valor o bien, defendido por la norma. Podemos decir que
no hay valor que no identifique una necesidad, ni necesidad que no identifique
accién y su correspondiente ejemplificacién sobre cémo se satisface. Asi, la
accién eficaz del sujeto se convierte en estricto deber juridico, con dos dimen-
siones: como facultad o posibilidad, y como efectividad o realizacién actual.

Pero la efectividad y naturaleza finalista y material de la eficacia (efecto
producido; consecuencia conseguida o buscada) la hace sospechosa y peli-
grosa en relacién con la proporcionalidad de la accién piblica. Es una sos-
pecha basada en el temor a sucumbir a la materialidad del efecto; a la
consecucién de la realidad buscada, a la constatacién objetiva de la meta,
y que todo ello transgreda el valor (superior) de la igualdad, manifestado,
en este caso, por la proporcionalidad de las actuaciones. Sinceramente creo
que queda un nivel de andlisis de posterior comprensién relativo a cémo se
incardinan eficacia e igualdad, a entender que ambas son imprescindibles e
interdependientes, determinantes mutuos de un sistema que todavia no se ha
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desarrollado, quizds, por la novedad que para el Derecho implica pensar
asi. Desde el punto de vista del Servicio Piblico la diferencia entre eficacia e
igualdad puede ser baldia ya que no es eficaz lo que no es igualitario. Todo
depende de qué se defina como eficaz; de qué se incluya dentro de dicho
concepto. Ofra cosa es que no sea rentable en términos econdmicos. Puede
que en algunos casos, la eficiencia contamine el valor de lo piblico cuando
ésta se concibe exclusivamente como coste y no como buena gestién.

Segln PAREIO ALFONSO (1989), la eficacia alude a la produccién intencio-
nada de una realidad adecuada a un fin, como resultado de una accién de un
agente idéneo para obrar. Segin esto, la funcién (F) en tanto que responsabili-
dad asumida es la causa final organizativa y la tarea (T) la causa eficiente en
tanto que proceso para satisfacerla. La eficiencia habla de hacer bien lo que
se hace y la eficacia de hacer bien lo que se tiene que hacer. La combinacién
de fines y técnicas (F y T) da lugar a un conjunto de asociaciones (disefios
organizativos) en las que destacan algunas por su mayor eficacia. Se puede
decir que una organizacién puiblica es una estructura formal de relaciones
resultante de asociar responsabilidades y procesos que resuelven conflictos y
satisfacen necesidades legitimas de los ciudadanos. Pero una organizacién
no es eficaz si no lo son sus personas. Las personas deben ser adecuadas
para cumplir con las exigencias plasmadas en el disefio organizativo. Es la
eficacia resultante de los desempefios, la que determina la idoneidad de las
personas que deben satisfacerla y esto no es facil de comprobar sin medir el
desempefio de las mismas.

La propia Direccién General de Funcién Piblica del Departamento de
Presidencia del Gobierno de Aragén en un documento fechado en junio de
2009 en el que diagnostica al Empleo Piblico de dicha Comunidad, reconoce
que sus administraciones pdblicas deben asumir un compromiso de resultados,
evolucionando desde un modelo legalista y garantista a otro de Servicio Piblico.
Y que ello conlleva una visién gerencialista que asegura la consecucién de obje-
tivos (efectividad), y a la vez un compromiso con la responsabilidad poblica,
lo cual conlleva un cambio de cultura como condicién de la implantacién. La
exigencia de resultados se convierte en legitimidad al gestionar elementos
delegados desde la ciudadania en orden a la satisfaccién del interés general.
El ciudadano se ha convertido en alguien que demanda rendimientos més
allé de la legalidad e igualdad de los procedimientos. A éste ya no le vale
solamente la legitimidad surgida de las urnas. Centrarse en la legalidad y la
formalidad de la gestién de recursos humanos denota una actitud reactiva
mds que proactiva, la cual es condicién para un servicio publico de calidad.
Basarse sélo en la igualdad es reactivo ya que sus constataciones son menos
evidentes y, siempre, mds tardias.
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1. Definicién de la ED. Tipologias de Desempeiio

Existen distintas definiciones de lo que es la ED: Eficacia y valor de
una conducta del trabajo y sus efectos [SIOP (1), 1987]. Un comportamiento
organizacional evaluable bajo el control del trabajador (Viswesvaran 2001).
Medida de una ejecucién o conducta laboral relevante (SIOP, 2004). El pro-
cedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta profesional y el ren-
dimiento o el logro de resultados (EBEP, 2007). Todas estas definiciones tienen
en comin la concepcién conductual o comportamental de lo que se evalia, la
relevancia para la organizacién en la que se hace y que dicha conducta esté
bajo el control del ejecutor. Segin esto, podriamos concluir que la Evaluacién
del Desempefio es el proceso mediante el que se mide y valora un comporta-
miento organizacional relevante, bajo el dominio del propio ejecutor.

Pero, scudéndo es vélida una ED2 En cuanto a los criterios para saber si
una ED es vdlida, hay acuerdo general (ViswesvaraN, 2001; SIOP, 2004) en
que este juicio se debe de hacer en funcién de los siguientes criterios:

e Relevancia: Silo que se estd midiendo, realmente, es un comportamiento
importante para la organizacién en el sentido de que una mala ejecucién
u omisidn, tiene consecuencias trascendentes para ella.

o Fiabilidad: si la medida utilizada es consistente, estable o, sistemdti-
camente, distintos evaluadores evaltan de igual manera al mismo/a
trabajador/a en el mismo comportamiento y para el mismo periodo de
tiempo.

e Discriminacién: Si permite que los evaluados se ordenen en funcién de
la medida. La medida debe generar variabilidad, no valen medidas
que no diferencian a los/as trabajadores/as.

e Practicidad: Definida en funcién de la claridad de lo que se mide (validez
aparente para el evaluado), el costo, el tiempo, etc.

En la década de los noventa y fruto de distintas investigaciones que tenian
que ver con la naturaleza de lo que se miden en la ED (BoRMAN y MoTOWIDLO,
1993; CONWAY, 1999; SACKeCT y DEVORE, 2001), se concluyd que existen tres
dmbitos o tipos de desempefio para cualquier organizacién y para cualquier
trabajo: el desempefo de tarea, el desempefio contextual (también conocido
como civico) y las conductas contraproductivas.

(1) SIOP: Society for Industrial and Organizational Psychology. Sociedad Americana de
Psicologia.
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Desempefio de Tarea

El desempefio de tarea es la clasica concepcién de ejecucién; la que se
refiere a los comportamientos que generan el producto o servicio que satisface
las responsabilidades que asume la organizacién. Este tipo de desempefio
se concreta en las tareas mds relevantes de un puesto de trabajo, obtenidas
mediante alguna técnica de Andlisis de Puestos de Trabajo (APT).

Desemperio Contextual

El desempefio contextual trata de variables moderadoras referidas al con-
texto organizacional, social y psicolégico de la ejecucién que actian como
catalizadoras facilitando, dificultando, incluso inhibiendo el desempefio de
tarea. Variables que pueden actuar tanto a nivel individual como grupal. La
principal taxonomia de desempefio contextual es de Borman, Penner, Allen y
Motowidlo (2001) y consta de tres dimensiones: Ayuda a ofros (cooperacién,
cortesia y motivacién); Vinculacién organizacional (representacién, lealtad y
compromiso); Desempefio mds all& del puesto (persistencia, iniciativa y auto-
desarrollo). Asi como el principal antecedente del desempefio de tarea es la
aptitud cognitiva (conocimiento, destreza y hdbito), el principal antecedente
del desempefio contextual es la personalidad (BORMAN, et al., 2001; PENNEY y
BorMAN, 2005). Segin estos autores se estima que el Desempefio Contextual
representa el 17,5% del desempefio total.

Conductas Contraproductivas

Una conducta contraproductiva (CCP) es todo comportamiento intencional
de un miembro de la organizacién, contrario a los legitimos intereses de ésta
(SACKETT y Devore, 2001). A diferencia de los otros dos tipos de desempefio,
la caracteristica de éste es que no es deseable, pero por desgracia ocurre,
y es pertinente constarlo mds que evaluarlo. Existe un estudio reciente sobre
este tipo de comportamientos que ha pretendido identificar la estructura de
estas conductas, asi como cudles de ellas son las mds frecuentes o faciles de
incurrir (GRUYS y SACKETT, 2003). Ordenadas de més a menos, las 10 CCP en
las que es més probable incurrir son:

e Uso de correo electrénico para fines personales

e Hacer fotocopias de material propio en el trabajo

e Usar Infernet para fines no relacionados con el trabajo

e Hacer negocios personales en tiempo de trabajo

o No leer/conocer las directivas de seguridad

e Tiempo excesivo y no aprobado para comidas o café

e Discutir con un compafiero de trabajo

e Perder el tiempo durante el trabajo
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e Hacer llamadas personales a larga distancia
o Fingir una enfermedad para no ir a trabajar

Conceptualmente debe distinguirse entre métodos y criterios de desem-
pefio. Estos Gltimos pueden clasificarse en: Criterio Inmediato: se refiere a la
medida del desempefio en un momento concreto. Criterio Intermedio: la medida
del desempefio durante un periodo de tiempo. Criterio Ultimo: valor global
o total que tiene un individuo para la organizacién. A la hora de escoger
el método deben tomarse tres grandes decisiones dependiendo de los obje-
tivos de la evaluacién: Dimensionalidad: Medir de forma global o de forma
exhaustiva. Normativo vs. Estdndares: Medir comparativamente respecto de
una norma o hacerlo en relacién a una medida absoluta. Ejecucién Tipica vs.
Ejecucién méxima.

El Anteproyecto de la Ley de Empleo Piblico de Aragén en su art. 57 se
refiere a la ED pero no la define. Esto puede ser un descuido o una omisién
intencionada asumiendo la definicién del EBEP. Definir qué es la evaluacién del
desempefio en una norma de este rango puede ser pertinente para delimitar
la naturaleza de lo que se considera desempefio en el sector pdblico en esta
Comunidad. Lo que si hace el Anteproyecto es establecer una serie de criterios
a los que se debe adecuar la ED. Literalmente se refiere a la relevancia de
los contenidos, fiabilidad de los instrumentos, objetividad, imparcialidad y no
discriminacién. Analicemos estos criterios a la luz de la definicién del EBEP.

El EBEP en su articulo 20, define la Evaluacién del Desempefio (ED)
como «el proceso mediante el que se mide y valora la conducta profesional
y el rendimiento o el logro de resultados». La definicién habla de proceso, es
decir, un método que presupone tiempo para captar o generar informacién y
sistemdtica de evaluacién preestablecida, lo cual implica el disefio de algin
instrumento que oriente, estructure y facilite la observacién y captacién de
los elementos que van a ser objeto de evaluacién. Seguidamente dice mide y
valora, es decir, implica una puntuacién respecto de un elemento del desem-
pefio, que se traduce en un juicio del evaluador en relacién a un gradiente
o escala que mida, de mejor a peor, el contenido del desempefio objeto de
evaluacién. También concreta la naturaleza de la evaluacién al afirmar que
lo que se mide es la conducta profesional. Esto es especialmente trascendente
porque al limitarlo a un comportamiento profesional, se refiere solamente a
contenidos predicables de la ejecucidn en si. Es decir, no deben ser objeto
de evaluacién contenidos predicables de las personas, sino del trabajo que
realizan. Por Gltimo, la definicién del EBEP habla de logro y rendimiento, es
decir, pretende que todo lo que se evalle sea tangible (efectivo), medible,
objetivable, contrastable y centrado en la eficacia de productos o servicios
que los empleados publicos generan o prestan en sus trabajos. A mi juicio esta
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definicién carece de un elemento importante: el hecho de que hay que limitar
las conductas profesionales evaluables, a aquellas que estén bajo del dominio
del empleado piblico. Es decir, sélo puede ser objeto de evaluacién aquél
comportamiento laboral del cual es responsable el/la empleado pdblico. Esto
es destacable porque no todos los comportamientos laborales de los empleados
pUblicos estdn bajo su dominio (fases de la tramitacién de expedientes u otros
procedimientos que implican varios puestos), y porque excluye el trabajo en
equipo como objeto de la evaluacién. Por tanto, la evaluacién del desempefio
debe ser individual y sobre los comportamientos laborales que el empleado
pUblico controla o puede controlar.

El mismo articulo 20 del EBEP indica una serie de criterios que es debido
comentar en la medida que afectan al andlisis del Anteproyecto de Ley arago-
nesa. Son los siguientes: El punto 2 del citado articulo dice que los sistemas
de evaluacién del desempefio se adecuardn, en todo caso, a criterios de
transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminacién. A mi juicio,
tal y como hace el Anteproyecto, a estos criterios debe afadirse el de rele-
vancia. Cualquier contenido de una ED debe ser un comportamiento laboral
relevante de la Administracién en la que se vaya a implantar. Segin esto, la
determinacién de dichos comportamientos relevantes sélo es posible mediante
alguna técnica de Andlisis de Puestos de Trabajo (APT). Quizds hubiese con-
venido afadir esta condicién a las expuestas en el Anteproyecto. Creo que
los criterios de transparencia y objetividad pueden quedar subsumidos en el
concepto fiabilidad, es decir, que el instrumento que se disefie, ademds de
medir algo relevante debe medirlo bien. En la medida que un instrumento
sea transparente (sin ningdn contenido oculto) y objetivo (comparable con un
esténdar preestablecido) es fiable. Y viceversa, porque es mds probable que
distintos evaluadores midan igual (fiabilidad) si el instrumento es transparente y
objetivo. Cuando el art. 20.2 habla de no discriminacién, lo hace previniendo
que elementos que no tengan que ver con el desempefio propiamente dicho,
influyan en la evaluacién (sexo, religién, cultura, origen émico, efc.). Desde
el punto de vista de la medida, una de las virtudes de un buen instrumento
de ED es que discrimine entre buenos y menos buenos; que los diferencie
exclusivamente por razones de su desempefio. Esto debe aclararse porque este
escrito entiende la discriminacién como hecho positivo cuando esta diferencia
sélo se debe al desempefio.

La regulacién bésica del EBEP permite que cada Administracién Piblica
disefie su propio sistema de ED, siempre que estos se adecuen a los principios
y criterios recogidos en su articulo 20. Ahora bien, tal y como hemos visto en
los puntos anteriores, una leve interpretacién de dichos principios y criterios
lleva a la conclusién de que no debe haber ningin sistema de ED que no
cumpla con las siguientes condiciones técnicas:
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1. Toda ED estar basada y disefiarse desde un andlisis del puesto de
trabajo.

2. Toda ED debe tener como contenido de la medida, sélo, comporta-
mientos laborales relevantes. No variables predicables del empleado
pUblico (conocimientos, aptitudes o rasgos de personalidad).

3. Los comportamientos que deben medirse deben estar bajo el dominio
del empleado pdblico. No deben ser objeto de la ED la evaluacién de
grupos. A estos se les puede medir por la consecucién de sus obijetivos
generales.

4. Los comportamientos profesionales objeto de la ED, ademds de rele-
vantes deben ser fiables (transparentes, objetivos, replicables, consis-
tentes) y deben diferenciar a los empleados publicos en su quehacer
diario.

5. El instrumento que se disefie debe ser un proceso sistemdtico en el que
todos los evaluados que hagan lo mismo en el mismo contexto, estén
sometidos a los mismos criterios, en el mismo orden y con la misma
posibilidad de observacién.

6. El instrumento de ED que se disefie debe basarse en un estédndar de
desempefio preestablecido, que concretard, sin exhaustividad, qué es
hacer bien un trabajo y ejemplificard los gradientes de la escala con
la que se valoraré la conducta laboral del empleado piblico.

Por Gltimo, en el articulo 91 del Anteproyecto de la ley aragonesa se
habla del desempefio como derecho al desempefio efectivo de las funciones
y tareas. Es interesante y avanzada la concepcién del desempefio como dere-
cho. No sé si tal ubicacién obedece a una intencionalidad de reserva de ley,
pero es claro que por muy raro que ahora parezca llegard un dia en que los
empleados pdblicos reclamardn ser evaluados sobre todo si tal evaluacion es
condicién de movilidad o de algdn tipo de reconocimiento o efecto en relacién
con su status, salario o formacién. Pero también debe aclararse otro extremo
de naturaleza conceptual y es el referido a la diferencia entre la funcién y la
tarea. Las funciones no se desempefian, se asumen y se ejercen. La ejecucién
real, la Gnica que debe ser objeto de evaluacién se refiere a las tareas por
ser ellas las Onicas que se realizan en el mundo real y las que evidencian el
desempefio. De la funcién no se predica complejidad, si responsabilidad. La
complejidad entendida como el procesamiento de informacién necesario para
la identificacién de la légica que subyace en un problema, sélo se predica de
las tareas. Asi, la ED sélo se refiere a las tareas en tanto que comportamientos
que, por saturar y satisfacer las responsabilidades enunciadas por la funcién,
son relevantes. Responsabilidades que son compromiso de responder ante las
necesidades y conflictos de los ciudadanos.
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. ()RGANOS RESPONSABLES Y NECESARIOS PARA LA IMPLANTA-
CION Y GESTION DE LA ED

Tal y como sefala el EBEP, y veremos en el siguiente apartado, la ED tiene
trascendencia para la carrera, la formacién, la retribucién, la seleccién, etc.
Como hemos visto, los contenidos objeto de la evaluacién del desempefio de
tarea surgen de un inevitable APT. Uno de los principales problemas de la ED
es la fiabilidad de las medidas ya que, por desgracia, la influencia del efecto
halo (generalizar al desempefio lo que no lo es y evaluar segin una imagen
previa y general del/la evaluado/a) es muy frecuente, asi como otros errores.
Por oftro lado, la ED exige formacién de evaluadores y control estadistico de
la medida. Por todo ello, por la complejidad técnica inherente a su disefio
y recogida en dreas especializadas del saber, parece inevitable que para la
implantacién de un sistema de ED sea imprescindible contar con Técnicos de
Recursos Humanos que se encarguen de la identificacién de los comportamien-
tos, del disefio del instrumento, de la formacién de evaluadores, del disefio del
sistema de reconocimiento necesario tras la ED, asi como del andlisis de los
datos recogidos y de las necesarias correcciones posteriores del instrumento.
Las tareas principales de estos técnicos serian las siguientes:

e Andlizar puestos de trabajo. Realizar entrevistas de andlisis de tareas
y elaborar informes de puestos.

o |dentificar contenidos de evaluacién y elaborar los cuestionarios de
evaluacién del desempefio.

e Establecer perfiles predictivos de puestos. Elaborar temarios de OPE's
y disefiar herramientas de seleccién de personal. Disefar y realizar
entrevistas de seleccién.

e Realizar estudios de fiabilidad y validez de predictores.
e Elaborar disefios curriculares de formacién para puestos de trabaijo.

e Evaluar polivalencia de puestos. Disefiar itinerarios formativos para la
carrera. Disefiar la carrera horizontal.

e Analizar datos e informacién de investigacién en RRHH.

En el art. 14.1 del Anteproyecto de la Ley Aragonesa del Empleo Piblico
determina que corresponde al Instituto Aragonés de Administracién Pdblica la
gestién de la seleccién, formacién y evaluacién del desempefio profesional de
los empleados publicos de la Administracién de esa Comunidad Auténoma.
Como puede deducirse de lo expuesto més arriba, la implantacién de un
sistema de ED implica toda una serie de actividades previas de captacién de
datos, disefio, andlisis y formacién de evaluadores que este autor entiende
previas a la gestién. Podria ser pertinente crear dentro del mismo Instituto o
dentro del 6rgano responsable en materia de empleo piblico, un grupo técnico
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que realizara las tareas arriba descritas. Seria conveniente que dicho grupo
fuera el responsable de los APT's, fuente ineludible de los contenidos de la
evaluacién. También deberian ser los responsables de elaborar los cuestionarios
de ED que se remitirian a las unidades de personal para su administracién.
La complejidad implicita en la elaboracién, andlisis y retroalimentacién de la
informacién de una ED no puede encargarse a no expertos.

En este mismo sentido y ya que una vez entren en vigor las correspon-
dientes leyes de desarrollo del EBEP la implantacién de su sistema de ED es
obligatoria, puede considerarse la posibilidad de crear un Organo Central de
Evaluacién que dé respuesta técnica de criterio e instrumental a todas aquellas
administraciones locales y provinciales que no disponen de recursos técnicos
suficientes para desarrollar esta herramienta, para llevar acabo los andlisis
posteriores, ni para la formacién necesaria de sus evaluadores. Esta posibili-
dad organizativa permitiria asegurar la relevancia, fiabilidad, objetividad y
no contaminacién de las ED, y posibilitaria homogeneizar un proceso general
de ED. Cada administracién mejoraria el instrumento general al disefiarlo y
analizar su comportamiento en los distintos contextos administrativos.

Otro de los condicionantes para la implantacién de un sistema de ED es
la figura del evaluador; zquién debe evaluar? Desde principios de los afios
noventa, la aplicacién de las técnicas meta-analiticas a la Psicologia del Tra-
bajo y de las Organizaciones (HUNTER y ScHMIDT, 1990), ha concluido una
serie de avances en el conocimiento que permiten no empezar de cero a la
hora de acometer una ED. Esto es de especial importancia en caso de usarse
esta técnica para las AAPP ya que justificaria una serie de intervenciones
metodolégicas y sus resultados. Estas son las principales conclusiones de este
tipo de investigaciones: Como se ha dicho, la fiabilidad de las medidas es
uno de los principales handicaps a la hora de implantar una ED en las AAPP.
La fiabilidad habla de la consistencia interna del instrumento (a), estabilidad
en el tiempo y grado de acuerdo entre evaluadores (fiabilidad interjueces).
Si ya es un cambio cultural hacer una ED en las AAPP, més lo es hacerlo dos
veces, preguntar a varios, preguntar lo mismo en distintos periodos de tiempo
o a compaheros de trabajo (pares). De hecho en los tres andlisis de puestos
realizados en la Administracién General del Pais Vasco, el nimero de emplea-
dos publicos que identificé a sus pares como los evaluadores mds pertinentes
para evaluarle fue muy pequefio y nada significativo. Los datos metaanaliticos
para superiores y pares son los siguientes (2) (Viswesvaran, Ones y Schmidt,

1996; Viswesvaran, 2001):

(2) La fiabilidad se expresa en términos de correlacién. Sus valores van de 0 a 1.
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Fiabilidad | Superiores | Pares
o .86 .85
Interjueces .52 42

En general y respecto de la fiabilidad a la hora de decidir quién debe
evaluar se puede concluir:

e Por defecto, el mayor porcentaje de acuerdo entre distintos evaluadores
del mismo rango es el de superiores.

e Hay mds acuerdo entre evaluadores del mismo o distinto rango cuando
lo que se mide es una dimensidn global del desempefio, que una dimen-
sién concreta (.62 entre superiores y pares).

e Las evaluaciones mds fiables son las de superiores sobre dimensiones
de tarea.

Concluido que son los superiores los que deben evaluar, cabe preguntarse
qué superiores, los jefes de servicio o los/as directores/as. Como criterio gene-
ral, deben evaluar aquellos que mds capacidad de observacién tengan respecto
de la ejecucién del/la evaluado (este criterio es el que llevo a considerar a los
pares como posibles evaluadores). Segin esto serian los Jefes de Servicio los
que estarian mejor ubicados para realizar estas evaluaciones. Sin embargo
la propia cultura administrativa, el miedo, una mal entendida camaraderia y
una secular no asuncién del rol directivo en relacién con las personas de los
jefes de servicio, obligan a desaconsejar esta figura como evaluador. Hasta
que la cultura de la evaluacién no esté mdés implantada y los Jefes de Servi-
cio obtengan algin beneficio por evaluar, no se considera factible. Quedan
pues los Directores/as como cargos pUblicos responsables de la estrategia y
de la consecucién de objetivos. Ellos/as deberian ser los/as evaluadores/as
y quienes sumaran a sus quehaceres diarios como directivos todo el proceso
de captacién de informacién, recogida de evidencias e incidentes criticos
que justifiquen la objetividad de sus medidas, revisién de los compromisos
iniciales de cumplimiento de metas y niveles de calidad contratados con los
evaluados al inicio del proceso, aportar la retroalimentacién necesaria para
la correccién de comportamientos disfuncionales, la identificacién y gestién
de las necesidades formativas identificadas con la ED, la motivacién de sus
subordinados mds desfavorecidos en la ED..., etc. A mi modo de ver y por
experiencia propia, ninguna de las competencias necesarias para llevar acabo
estas tareas en relacién con la evaluacién son criterio de seleccién para los
directores/as actuales, por lo que la gran mayoria no podria realizar esta labor
de modo adecuado y menos si estos cargos son funcionarios promocionados
a dichos puestos que posteriormente deberdn volver a su plazas, muchas
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veces en la misma unidad que ahora dirigen y a cuyos miembros evaluarian.
Creo que no queda ofro remedio que la figura de los Directivos Piblicos
Profesionales recogidos como posibilidad en el EBEP y que el Anteproyecto
de Ley del Empleo Piblico de Aragén no recoge en articulo especifico y si
de modo horizontal. Sélo quien ha sido evaluado para desempefar este rol,
estd siendo evaluado en la consecucién de los objetivos comprometidos y al
final de su mandato se le juzgard por ellos, puede asumir la ED como una de
sus funciones naturales. La figura del Directivo Piblico Profesional se convierte
asi en una de las condiciones ineludibles de la implantacién de la ED. Las
funciones mds importantes del directivo pdblico en relacién con la ED son las
siguientes (GORRiT, 2010):

e Establecimiento de cauces formales y personales de comunicacién con
sus subordinados.

o Establecimiento de una amplia red de relaciones en el dmbito de su
competencia.

e Motivacién y conformacién de equipos. Gestidn de la formacién de sus
subordinados.

e Representacién, identidad y defensa del equipo y sus miembros.
e Gestién individual del reconocimiento.

o Gestién de conflictos entre personas.

lil. LA ED Y LAS HERRAMIENTAS DE GESTION. EFECTOS DE LA ED

En la investigacién de la Psicologia del Trabajo y de las Organizaciones,
a la ED se le conoce como el criterio (MORALES, 1988; BINNING y BARRRET, 1989;
AUSTIN y VILLANOVA, 1992; GuioN, 1997; SIOP, 1987 y 2004; VISWESVARAN,
2001; VISWESVARAN y ONES, 2005), como una variable lo suficientemente impor-
tante como para ser predicha, mejorada o corregida. Desde esta concepcién,
sélo cuando se sabe qué es hacer bien un trabajo se puede empezar a definir
o a inferir sobre todas las demds actividades posibles de RRHH. En ausencia
de este conocimiento, zqué justificacién existe para inferir perfiles selectivos o
contenidos formativos, para definir salarios, para disefar la carrera, etc., si no
se tiene claro qué significa hacer bien un trabajo? 3Cémo se puede saber qué
exigir o medir en un proceso selectivo, si no se sabe qué significa hacerlo bien?
2Cémo se pueden proponer mejoras en la formacién o reconducir actuaciones
de los trabajadores/as, si no se sabe qué significa hacerlo bien?

De todo lo escrito hasta aqui puede deducirse que una ED no estd com-
pleta si no se realiza de modo exhaustivo. En realidad esto no es asi, los
contenidos y la exhaustividad de los mismos depende de los obijetivos de la
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evaluacién, de las circunstancias organizativas, del desarrollo metodolégico y
de la posibilidad de realizar o no un andlisis de tareas de los puestos objeto
de la evaluacién. Asi, si lo que se pretende es validar predictores selectivos,
no es imprescindible realizar evaluaciones de desempefio sobre comporta-
mientos especificos de cada puesto con criterios adecuados a cada puesto.
Valdria con una evaluacién global y sobre dimensiones generales vélidas
para muchos puestos, siempre que estas fueran fiables y discriminaran entre
quienes desempefian el trabajo. A esto han contribuido las conclusiones que
en cuanto a los constructos de desempefio han permitido los estudios de la
generalizacién de la validez (ViswesvaraN, 2001; GuioN, 1997). Ahora bien,
si lo que se pretende es conocer el dominio de la ejecucién; conocer cudl y qué
es el éxito en un puesto de trabajo concreto, si es necesario un andlisis mds
exhaustivo que permita determinar criterios objetivos y contrastables. Lo mismo
ocurre si lo que se pretende es identificar necesidades formativas mediante
la ED, disefiar formacién, analizar la polivalencia entre puestos, o identificar
las destrezas criticas entre puestos para determinar distancias formativas entre
puestos como condicién de la carrera, etc. En realidad lo que subyace aqui
es una decisién organizativa que se mueve en un continuo que va desde la
sencillez del instrumento por medir contenidos vélidos para cualquier puesto
(adecuacién universal), hasta la sofisticacién del mismo llegando a las tareas
mds representativas evidenciadas por incidentes criticos ocurridos durante el
periodo de evaluacién. En el primero de los casos, la facilidad del disefio
implica subjetividad en el juicio y la mds que probable falta de justificacién
objetiva de las medidas. En el segundo, la objetivacién de la evaluacién exige
un gran esfuerzo de andlisis y disefio. Insisto en que es una decisién que implica
ubicarse en un gradiente de mayor a menor dificultad en el disefio segin las
circunstancias organizativas, el desarrollo metodolégico de cada administracién
y la posibilidad de analizar los puestos.

En la mayoria de las organizaciones, las prdcticas referidas a RRHH no
se hacen de forma aislada, las necesidades que todas éstas satisfacen estdn
siempre presentes. Conocer un puesto de forma exhaustiva es necesario para
la mayoria de las précticas de RRHH que exijan disefio o justificacién. Por ello
el andlisis de trabajo es algo inevitable si se quiere cumplir con las propuestas
de prdcticas en RRHH que propone el EBEP.

Una metodologia posible (ver GorriTi y Lopez, 2010) parte de una des-
cripcién general del puesto y de un inventario de tareas que cada trabajador
confecciona mediante un cuestionario. Cada tarea de dicho inventario es
valorada por el/la propio/a trabajador/a segin algunos criterios: frecuencia,
duracién, consecuencias y dificultad (los criterios se escogen en funcién de
los objetivos del andlisis). Como resultado de dichas valoraciones se obtienen
las tareas mds representativas del puesto (los comportamientos relevantes del
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puesto), que posteriormente se someten a un Andlisis de Tarea (AT), que consiste
en una entrevista de un/a analista con el/la experto/a en la misma, en la que
se identifican: el diagrama de flujo (los pasos de la ejecucioén), las destrezas
(qué es necesario saber hacer para realizarla bien), y los estdndares de eje-
cucién (qué significa hacerlo bien). Este Gltimo apartado es el que identifica
los contenidos relevantes para una posible ED.

Cuando en el AT se identifican los estdndares de ejecucién, se hace con
referencia a tres aspectos de cada tarea critica: las condiciones, los indica-
dores y la ley.

e las condiciones: se entiende por condicién de ejecucién, los requisitos
que debe cumplir un servicio si el fruto de la tarea es tal, o una ejem-
plificacién del mismo si el fruto de la tarea es un producto (el mejor
ejemplo de informe).

e los indicadores: los indicadores identifican los efectos o sefiales tan-
gibles y cuantificables en las que se manifiesta si la tarea se ha reali-
zado bien o mal. Normalmente suelen ser aspectos cuantificables como
errores, cantidad critica a producir, quejas, nimero de veces que algo
debe repetirse, etc. La principal caracteristica del indicador es que no
estd bajo el dominio directo del trabajador/a sino que es consecuencia
de sus acciones, efectos de su proceder.

e Laley: Una vez que se han identificado las condiciones y/o los indicado-
res, identificar la ley de una tarea consiste plasmar por escrito, el valor
afadido de la misma; lo que satisface cuando se hace bien y qué deja
de conseguirse si se hace mal. En definitiva es un criterio de bondad,
mediante el que se puede juzgar una ejecucién como buena, regular o
mala. Las leyes suelen ser jerdrquicas, es decir, que hay algunas cuya
trasgresién, por si sola, significa que la tarea esta mal hecha, y otras
cuya frasgresién, no significa que esté mal, pero tampoco bien.

La mayor parte de las actividades referidas a RRHH (seleccién, forma-
cién, carrera) y las referidas a personal (provisién, remocién, retribuciones
complementarias, etc.), se legitiman desde el desempefio. El art. 69 del Ante-
proyecto de la Ley de Empleo Piblico de Aragén relaciona directamente la
ED con la seleccién, al dejar claro que el objetivo de la seleccién es, entre
otros, el desempefio eficaz de las tareas del puesto. En realidad, todo proceso
selectivo implica una prediccién de desempefio segin estdndares de ejecucién
establecidos previamente. Es mds, no se puede demostrar que tal prediccién
ha sido correcta si en algén momento no se contrasta la prediccién con la
ejecucién; si en algin momento no se relacionan los resultados de la seleccién
con los del desempefio (validar). Hasta lo que el autor sabe, pocas son las
administraciones que han llevado acabo estos procesos de validacién, lo cual
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es tanto como decir que muchos de los procesos selectivos actuales de las
administraciones espafiolas no estdn probados desde el punto de vista predic-
tivo. Sélo cuando se sabe qué es hacer bien un trabajo es cuando se sabe
qué se necesita saber hacer (destrezas) para hacerlo asi de bien y el marco de
referencia necesario para entenderlo (conocimientos). Y sélo cuando se saben
estos dos aspectos del perfil se pueden determinar las aptitudes necesarias
para aprenderlos. En contra de lo que suele ser el sentido normal del disefio
selectivo (seleccién — formacién — evaluacién), el conocimiento del dominio
de desempefio y su evaluacién identifican un proceso de disefio en sentido
contrario. La igualdad desde este punto de vista pasa a ser una condicién
necesaria del proceso selectivo, pero no un fin. La igualdad debe garantizarse
en el origen de la mayoria de los procesos de RRHH, como un previo desde
el que todos los candidatos parten. Sin embargo no puede exigirse como fin
ya que precisamente es la posibilidad de captar un comportamiento diferente
de los candidatos la premisa de una buena herramienta selectiva.

El apartado 3 del citado art. 69 del Anteproyecto afirma: «Todos los proce-
sos de seleccién deberdn incluir, como minimo, una prueba de cardcter prdctico
que consistird en comprobar la adecuacién de los conocimientos y destrezas de
los aspirantes con las tareas principales de los puestos de trabajo con el fin de
predecir su correcto desempefio y aprendizaje». Una vez mds vemos a la ED
como el elemento Gltimo de prediccién y contraste, sin embargo este autor duda
de que las circunstancias de la medida (procesos probablemente masivos por
los tiempos que corren en los que la gente busca refugio en las administraciones
pUblicas) pueden hacer inviable econémica y practicamente este tipo de pruebas.
También porque es razonable que para funcionarios de nuevo ingreso sea mds
necesario medir potencial que desempefios concretos. A mi modo de ver los
procesos de acceso de funcionarios en Ofertas Piblicas de Empleo y para puestos
bdsicos, deben de asegurar el marco de referencia (conocimiento del temario),
las aptitudes y actitudes necesarias para el aprendizaje de los puestos del cuerpo
o drea funcional convocada. Desde este punto de vista seria conveniente que el
periodo formativo de précticas se incluyera como parte del proceso selectivo. En
este caso el criterio de éxito de la seleccién no seria desempefiar un puesto, sino
aprenderlo, y el criterio de la formacién, esta vez si, desempefarlo. Ademds, la
propia formacién puede ayudar a dirimir los puestos del cuerpo o drea funcional
més adecuados para el/la candidata, en funcién de su aprendizaije y segin las
destrezas adquiridas o demostradas en dicho periodo.

Al igual que en el EBEP en su articulo 17.b, el Anteproyecto de Ley del
Empleo Piblico de Aragén sélo liga la ED y la carrera al referirse a la Carrera
Horizontal (art. 106.2.b), al establecer como condicién de esta modalidad de
carrera evaluaciones positivas del desempefio. Es decir, no se pueden reco-
nocer los tramos establecidos en la carrera horizontal si el empleado piblico

312



LA EVALUACION DEL DESEMPENIO: ANALISIS, RETOS Y PROPUESTAS. UNA APLICACION A LA COMUNIDAD....

no realiza bien su trabajo. También podria decirse que un empleado piblico
no puede dejar de desempefar un puesto de trabajo promocionando a otro
distinto o de superior categoria (carrera vertical) mientras no tenga buenas
evaluaciones del desempefio del que es titular. Irse de un puesto haciéndolo
mal puede ser, simplemente, huir. Independientemente de que esto puede ser
interesante tanto para la Administracién como para el empleado puiblico y
permita resolver un problema a corto plazo, no es un buen predictor del puesto
al que opta ya que el mejor predictor del desempefio futuro es el desempefio
previo. En cualquier caso el Anteproyecto algo de esto reconoce cuando en
su art. 58.2. afirma que el resultado negativo de la ED daré lugar a la no
valoracién del mérito de experiencia durante el periodo evaluado.

Volviendo a la Carrera Horizontal (CH), cabe decir que la ED puede ser
no sélo una condicién para que ésta tenga efecto sino también un elemento de
comprobacién de que dicha carrera ha ocurrido. La ED permite esta constata-
cién si la CH se concibe no solamente como el mero hecho de estar un puesto
de trabajo durante un periodo de tiempo y hacerlo bien, sino como que durante
los periodos establecidos como condicién para la CH, el empleado pdblico
ha hecho crecer su puesto de trabajo; lo ha mejorado generando procesos
nuevos, nuevas formas de satisfacer las responsabilidades enunciadas por las
funciones, disefiando nuevas aplicaciones o modelos que mejoran el servicio
pUblico. Desde este punto de vista la ED serviria para constatar estos avances
ya que para ser efectiva necesitaria redisefiarse al no existir, por ser nuevas,
tareas o criterios para su evaluacién. Esta concepcién de la CH permitiria no
concebirla como una segunda forma de remunerar la antigiedad, muy proba-
ble si la CH no se liga algin tipo de avance demostrado en del desempefio
del puesto. Es esta una forma de constatar la especializacién buscada por
el legislador al concebir esta modalidad de carrera, tal y como lo prevé el
Anteproyecto en sus articulos 65.3.d. y 66.6.

La ligazén entre la ED y la formacién es evidente. El Anteproyecto lo hace
en el art. 57.2. y en el 58 cuando habla de los efectos de la ED. La primera
conciencia (bienintencionada) de una mala ED es una necesidad formativa: no
lo ha hecho bien porque no sabe hacerlo. Es decir, ligado la implantacién de
la ED debe de ir todo un sistema de formacién que permita identificar obijetivos
formativos concretados en las destrezas deficitarias que la ED ha evidenciado.
La ED y los programas formativos quedan unidos desde esta concepcién. Pero
no sélo, la ED también sirve para validar la eficacia de la formacién en la
medida que sin una ED no se puede constatar que el aprendizaje se ha trans-
ferido al puesto de trabajo. Esta posibilidad parte de la premisa, no siempre
real, de que la formacién ofertada o solicitada estd directamente relacionada
con las tareas del puesto que se desempefia. Desde un punto de vista de
validez de la formacién, las destrezas demostradas en un curso de formacién
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(lo cual le exige tener a estas destrezas como objetivos formativos) deben ser
disefiadas en funcién de los esténdares establecidos para las tareas del puesto
cuyas funciones se asumen. Incluso desde una perspectiva psicolégica en rela-
cién a la retroalimentacién necesaria a aportar por los superiores tras una ED,
investigaciones recientes demuestran que dicho feed-back es mucho mas eficaz
si el mismo se centra exclusivamente en objetivos formativos a comprometer,
dejando los casos extremos o reiterados para el dmbito disciplinario (CiaNi,
KLeN y Seuts, 2010).

Por ultimo, el Anteproyecto, en su art. 134.2., permite utilizar la ED como
forma de reasignacién de efectivos, junto con la capacidad (32), aptitudes, forma-
cién, experiencia, antigiedad o la carrera profesional. Cuando, como se dice en
el art. 134.1., esta forma de provisién se haga por haberse suprimido un puesto
de trabajo como consecuencia de la aplicacién de un plan de ordenacién de
recursos humanos, y se quiera reasignar en funcién de los datos que se dispongan
del empleado puiblico, se debe ser consciente de que la ED actia como predictora
del futuro desempefio en el puesto al que se le pretende asignar. Esta perspectiva
tiene refrendo tedrico porque uno de los modelos desde los que se puede hacer
la prediccién en seleccién es el conocido como de generalizacién: porque ha
hecho, hard, lo cual estd especialmente aconsejado para circunstancias en las
que ya existen comportamientos previos, como es el caso. De hecho, cuando se
pueda, es el mejor. Sin embargo esto no es posible en procesos selectivos como
las OPE’s donde la propia circunstancia de la medida (procesos masivos) y la
posible falta de experiencia de los candidatos, obliga a usar el modelo alternativo
del rasgo: porque tiene hard. Para poder aplicar este articulo del Anteproyecto
se deberd tener una informacién pertinente y suficientemente detallada de los
puestos, la cual permita realizar esta inferencia al personal tcnico cualificado
y con conocimientos especializados como los descritos mds arriba ya que esta
informacién, claramente, debe ir mds alld de la referida a las funciones de los
puestos exclusivamente. Por desgracia, prdctica habitual.

El art. 20.3. del EBEP, y asi lo reproduce el Anteproyecto, indica que
cada Administracién Poblica determinard los efectos de la evaluacién de la
ED. Aqui el EBEP sélo determina los dmbitos a los que puede afectar la ED:
carrera profesional horizontal, formacién, provisién de puestos de trabajo y
retribuciones complementarias. Desde un punto de vista més general y con una
perspectiva més alld del trabajador/a piblico, cuatro son los usos sobre los
que puede tener efecto la ED (Cascio, 1991):

o Administrativos: promocién, remocién, remuneracién, carrera, formo-
cién, etc.

e Conocimiento del dominio del desempefio: conocer y delimitar qué
significa hacer bien un trabajo.
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e Validacién de inferencias selectivas o formativas: el desempefio como
criterio.

e Feed-back, mejora y motivacién.

Desde otro punto de vista los propésitos para los que se puede hacer una
ED son los siguientes (CLEVELAND, MURPHY y WiLLiAMs 1989):

e Evaluacién entre personas: salarios, promociones.

e Evaluacién de personal: identificar potencialidades y flaquezas (forma-
cién, motivacién).

e Mantenimiento del sistema: Investigacién (conocimiento del criterio),
planificacién de recursos humanos (RRHH), organizacién.

e Documental: para justificar decisiones e intervenciones ante recursos o
cualquier ofro proceso administrativo o legal implicado.

A mi juicio el Anteproyecto se centra exclusivamente en el/la empleado/a
pUblico al circunscribir los efectos de la ED a la no valoracién del mérito de
experiencia durante el periodo evaluado en los procesos de seleccién, provi-
sién, y promocién profesional (art. 58.2.). Creo que deberian haberse regulado
las consecuencias que para la organizacién, investigacién y planificacién de
recursos humanos tiene el uso sistemdtico y justo de la ED. Al concretar ésta la
bondad de la ejecucién, es la piedra angular sobre la que basar todas las infe-
rencias, disefios y justificaciones que en estas actividades son requeridas para
la materializacién de la eficacia, eficiencia y la igualdad del sistema integrado
de organizacién, recursos humanos (adecuacién) y politicas de personal.

IV. CONDICIONANTES PARA SU IMPLANTACION

Parece como si en las AAPP hubiese un acuerdo general y técito de que la
ED no es imprescindible porque el hecho de que cada afio haya presupuestos
nuevos o prorrogados, exime de la necesidad de demostrar la eficacia de
la Administracién y por ende, de diferenciar entre quien hace bien y menos
bien su trabajo. En realidad todos sabemos quién trabaja bien y quien lo
hace peor. Por otro lado, aceptar que todo el mundo realiza el trabajo bien,
es tan falso como negar que todo el mundo se diferencia en la forma como
hace las cosas. Desde el conocimiento no sistemdtico del desempefio, se toman
decisiones sobre las personas que no se quieren hacer evidentes porque evita
actuaciones desagradables:

o Evita tener que ser asertivos cuando hay que pasar el mal trago de
decir a alguien que hace mal su trabajo y que algo le va a pasar por
ello.
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e Evita tener que establecer compromisos de cumplimiento que estructuren
el tiempo.

e Evita tener que tomar decisiones retributivas que paguen mds a los que
mejor hacen y romper el «café para todos».

e Evita evidenciar las ineficacias de los programas de formacién que nada
o poco tienen que ver con el trabajo para el que se forma, simplemente
porque se desconocen las destrezas necesarias para hacer un trabajo
tan bien como lo describe su mejor desempefio.

e Evita tener que probar que la formacién se ha transferido al puesto de
trabajo, que éste ha mejorado en eficacia y que la inversién ha sido
rentable.

e Permite raseros generales a la hora de la movilidad entre puestos, lo cual
tiene mds posibilidades de éxito social pero un coste de eficacia.

e Evita tener que ejercer el liderazgo sobre compromisos de cumplimiento
de plazos, productos o indicadores, que, en definitiva, es trabajo para
el que ejerce la jefatura.

e Evita cuestionar el status quo, al no tener un referente de cudles son las
caracteristicas de producto o servicio que exigen los ciudadanos.

e Fic.

En realidad todos hacemos ED de alguna manera, de lo que se trata es
de sistematizar el proceso, de darle una visién y método més profesional de
manera que ésta se haga de forma mds eficaz y justa. La necesidad de la ED
no estd en cuestién, de hecho es inevitable, lo que se ve necesario es incor-
porarla como una prdctica cotidiana y profesional de las actividades naturales
de los RRHH en las AAPP. Esto no serd posible si no se dan dos condiciones
que, a mi juicio, tienen que ver con el miedo a implantarla: Confiar en que
existen métodos y técnicas fiables y validas para hacerlas, y reconocer que la
ED tiene que tener trascendencia administrativa, en el sentido antes explicado
(seleccidn, remocién, formacién, carrera y claro, complemento retributivo).

Cualquier Administracién que no mide su desempefio, dificulta el natural
cambio gradual y estd abocada a cambios bruscos, cualitativos y traumdticos
producidos por cambios politicos, tecnolégicos, etc. Toda Administracién que
no mide su desempefio tiene mds dificultades a la hora de asentar o hacer
estables los cambios que se han demostrado eficaces y circunscribir cualquier
realidad politica surgida de un cambio electoral, a su auténtica naturaleza de
estrategia politica, orientacién del servicio piblico, etc.

Como toda medida, la ED tiene sus limitaciones y errores mds frecuentes.
Los conceptos a los que se deben las limitaciones de la ED son los siguientes
(SIOP, 2004): Contaminacién: cuando la puntuacién obtenida no depende de
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la ejecucién del evaluado (intereses espurios implicados en la evaluacién).
Deficiencia: cuando lo que se mide no es relevante. Sesgo: cuando se produ-
cen errores debidos a la intervencién humana (Halo, Benevolencia, Tendencia
Central, etc.). Muchas de las soluciones que se han propuesto para solucionar
estos errores han sido: la eleccién forzada como las Mixed Standard Scales
(BLaNZ y GHiseLl, 1972), los «rankings», las BARS (SMITH y KENDALL, 1963;
QUIANO, 1992 y 1997) con sus anclajes conductuales (ejemplificaciones) para
valorar la conducta. Seguidamente se exponen de forma concisa los errores
més frecuentes en la ED (LOPEZ BASTERRA y GORRITI 2005) aquellos que niegan
una de sus condiciones de éxito: la variabilidad de las medidas.

e Halo: Ocurre cuando se generaliza a la valoracién de todos los aspectos
del desempefio de una persona, alguna caracteristica que no tiene que
ver con la ejecucién de sus tareas. Por ejemplo: valorar como buen
trabajador a alguien por el sélo hecho de ser simpdtico o agradable.
En este caso el error consiste en no diferenciar entre buen trabajador
(eficaz, profesional, etc.) y ser simpdtico, y entender que ambas son
aspectos distintos. También es halo tener una idea general de un trabe-
jador, buena o mala, y puntuar todos los aspectos del desempefio del/
la trabajador/a desde esta impresién global no diferenciando distintas
ejecuciones.

Tendencia Central: En realidad aqui lo que opera es el miedo, la ten-
dencia a no involucrarse en la evaluacién por temor a las explicaciones
o justificaciones que haya que hacer posteriormente: «si no pongo mal
a nadie, no tendré que dar explicaciones». Este error es tipico cuando
el evaluador interpreta la evaluacién desde un punto de vista excesiva-
mente centrado en las repercusiones de la evaluacién.

Benevolencia: Es una versién del error anterior pero en positivo, mds
que en neutral. Aqui lo que se piensa es que se evitan lios si todos
son buenos. Lo que subyace es la creencia de que nadie preguntard si
todos son bien evaluados.

Toda ED implica variabilidad simplemente por que la gente se diferencia
en cémo hace las cosas. Algunos son buenos en algunas tareas y peores en
otras. Caer en los errores arriba citados implica negar esta evidencia. Incluso
existe un gradiente entre ser bueno y muy bueno. Pero la influencia del halo
es tremenda. Siguiendo a autores destacados (VISWESVARAN, ONES y SCHMIDT
1996) se puede afirmar que de todo lo que estd en juego a la hora de hacer
ED (la variabilidad), el 52% es evaluacién pura, el 29% es error solventable
por formacién y por los controles incorporados al disefio del instrumento, y un
19% es azar no controlable. Es decir, sin intervencién técnica, la posibilidad
de errar es de un 48%. Y esta es la razén por la que muchas experiencias
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justifican con datos la imposibilidad de realizar ED’s en las AAPP. Sin embargo,
mds alld de la obligatoriedad del EBEP, existen evidencias de que técnicamente
es posible y de que, si se hace bien, hay garantias de fiabilidad, relevancia,
y controlada contaminacién y sesgo de sus medidas. A mi juicio, los princi-
pales problemas para la implantacién de la ED son la cultura organizativa
de las AAPP y la necesaria implantacién de la figura del directivo piblico
profesional. Lo que se debe de contratar externamente es cémo hacer este
cambio cultural y probablemente la formacién de los directivos que vayan a
evaluar, no qué medir. Las primeras experiencias deben hacerse en entornos
amigables vy, si es posible, ligar los resultados de la ED a remuneraciones no
significativas, ni hacer poblicos los resultados de la ED hasta que esta cultura
haya calado y la organizacién esté madura. Tampoco creo que la ED, en sus
aspectos de relevancia (qué medir), ni en cémo hacerlo, deben ser objeto de
negociacién con la representacién del personal. Quizds si sus efectos. A este
respecto el art. 98.1.d del Anteproyecto habla de las materias que son objeto
de negociacién y en lo que a la ED respecta lo hace de modo muy general,
como corresponde a una norma de este rango.

Por dltimo se debe ser respetuoso pero incrédulo con los hiperrealimos:
siempre habrd muchas mds razones para no hacer ED; innumerables ejemplos de
fracasos y de consecuencias nefastas. En muchos casos tienen razén: es mejor no
hacer ED que hacerla mal. De hecho, si no fuese por la obligatoriedad del EBEP,
probablemente no se estaria hablando tanto de esta materia. Pero no se puede
generalizar, muchas de esas experiencias de ED fueron parciales y no abordaron
de forma sistemdtica ni con la técnica suficiente el cambio de paradigma que la
ED y sus requisitos técnicos implican. No es inconsciente el Anteproyecto a este
respecto cuando en la Disposicién Transitoria octava concreta en seis (6) afios
méximos los necesarios para la entrada en vigor de la ED en la Comunidad de
Aragén. Quizds desde la aprobacién del EBEP hemos hablado mucho de la ED
y hemos hecho poco. Quizés por ello hayamos perdido la inocencia de aquellos
que hicieron cosas simplemente porque no sabian que era imposible.
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SUMARIO: I. INTRODUCCION.- . EL PUNTO DE PARTIDA: LA SITUACION
ACTUAL DE LA CARRERA PROFESIONAL EN LA ADMINISTRACION ARAGONESA.—
Ill. OBJETIVOS DE LA REFORMA .- IV. PRINCIPALES ELEMENTOS DE LA REFORMA: 1. la
concepcién de la carrera profesional como sistema de desarrollo profesional: evaluacién
del desempefio y politica formativa. 2. La articulacién de la carrera horizontal como
modalidad general de carrera profesional. 3. La ampliacién de los cauces de promocién
interna.— V. CONDICIONES PARA EL EXITO DE SU IMPLANTACION Y RIESGOS DEL
PROCESO.- VI. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN. Este articulo pretende analizar la reforma del sistema de carrera y
desarrollo profesional contenido en el Anteproyecto de la Ley del Empleo Piblico de
Aragén. En concreto, se realiza un breve andlisis de la situacién actual de la carrera
administrativa articulada por la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas de Reforma
de la Funcién Pdblica. Seguidamente, se sefialan los principales objetivos que pretende
cumplir la reforma emprendida asi como sus principales elementos. Finalmente, se con-
cluyen las condiciones para el éxito de su implantacién y los riesgos del proceso.

Palabras clave: Ley de Empleo Piblico; carrera profesional; funcién piblica; desa-
rrollo profesional.

ABSTRACT. This study analyzes the reform of professional career and development
system contained in the Draft Law on Public Employment of Aragon. In particular, a
brief analysis of the current situation of the administrative career articulated by the Law
30/1984 of 2 August, on Reform Measures for the Civil Service. Then, the main objec-
tives of the ongoing reform and its main elements are identified. Finally, conditions for
successful implementation and process risks are underlined.

Key words: Public Employment Law; professional career system; civil service; pro-
fessional development system.
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I. INTRODUCCION

El proceso iniciado con la elaboracién del anteproyecto de la Ley del
Empleo Publico de Aragén persigue una renovacién general del modelo de
empleo piblico en la Comunidad Auténoma de Aragén incorporando en su
articulado un sistema completo, global y sistemdtico de la funcién pdblica
aragonesa. En concreto, el trabajo realizado se enmarca en el proceso de
desarrollo legislativo del Estatuto Basico del Empleado Piblico, aprobado por
la Ley 7/2007, de 12 de abril, que ha constituido, sin duda, el elemento
catalizador de un proceso generalizado de reforma del modelo funcionarial
en el conjunto de Administraciones Piblicas espafiolas.

La visién que este articulo incorpora pretende ser el reflejo del debate ema-
nado del proceso de elaboracién del ALEPA que se iniciaria en el afio 2008.
Este proceso ha supuesto, ademds de una experiencia personal inolvidable,
un proceso de debate intenso y sincero, compartido con los diferentes actores,
que ha permitido una profunda reflexién sobre el futuro de la funcién pdblica
aragonesa. Los diferentes extremos de este debate han quedado plasmados
en el articulado del ALEPA.

Debe destacarse, en este sentido, que la reforma de la carrera profesional
ha constituido uno de los elementos mds vigorosos de la reflexién y una de las
claves de la reforma del empleo piblico aragonés iniciada por el ALEPA.

En este sentido, la renovacién del modelo de carrera profesional de los
funcionarios pdblicos constituye uno de los mayores retos que presenta el pro-
ceso. No en vano, la regulacién de la carrera administrativa ha constituido
en los sucesivas reformas funcionariales uno de los principales intereses de los
sucesivos reformadores (1) No ha sido una excepcién el caso del reformador

bdasico del afio 2007.

La reforma de la carrera profesional de los funcionarios piblicos que
propugna el Estatuto Basico del Empleado Piblico no es sino la constatacién,
puesta de manifiesto por la propia Comisién de Expertos del afio 2005, de un
cierto agotamiento del sistema articulado por la ley de Medidas de Reforma
de la Funcién Piblica del afio 1984 (LMRFP, en adelante) (2).

El amplio margen de decisién que en esta materia otorga el Estatuto Bésico
a los legisladores autonémicos de desarrollo les ha convertido en los verde-
deros protagonistas del proceso y en el elemento critico para que se cumplan
efectivamente las previsiones del legislador bdsico estatal del 2007.

(1) ARROYO YANES (1994: p. 25).
(2) ComisioN EBEP (2005: p. 102).

322



CARRERA Y DESARROLLO PROFESIONAL EN EL MARCO DE LA REFORMA DEL EMPLEO PUBLICO ARAGONES

No obstante, la articulacién e implantacién de un sistema de desarrollo
profesional en la funcién poblica constituye no sélo una dificil empresa en el
plano legislativo; se configura, sobretodo, como un verdadero reto para los
gobiernos que estardn llamados a implantar y poner en marcha el sistema y
para la organizacién administrativa en su conjunto. Podria decirse, en este
sentido, que el éxito futuro de la reforma dependerd, en gran medida, del éxito
en la implantacién de sus moltiples elementos, de su credibilidad en el plano
de lo técnico y en el compromiso que los responsables politicos adquieran en
la realizacién efectiva de los obijetivos del proceso.

El ALEPA sélo incorpora sus elementos més generales, aquéllos que, de
acuerdo con la jurisprudencia constitucional, deben incluirse en el dmbito
material de la reserva de ley. No obstante, muchos de sus extremos deberdn
desarrollarse y completarse en el dmbito reglamentario y de gestién. En este
sentido, el ALEPA ha servido para provocar un debate interno muy fructifero
y servird, si sus postulados son finalmente asumidos por el legislador, para
catalizar un proceso de reforma y renovacién de la gestién piblica de mucha
mayor envergadura. Por ello, el andlisis de su contenido es, necesariamente,
general y no pretende ser mds que la plasmacién escrita del debate que le
ha precedido.

No obstante, la implantacién de la futura carrera profesional es, sin duda,
un auténtico cambio cultural. En la famosa expresién acufiada por Mayo, se
hace necesaria una transformacién cultural hacia la consecucién de un clima
de desarrollo organizacional que cristalice en una auténtica «organizacién
que aprende» (3).

Pero la empresa constituye una oportunidad histérica. Nos encontramos
en estos momentos de profunda crisis econédmica y de convulsién de modelos y
referencias comunes, en un periodo critico de la historia de la funcién piblica
de los paises desarrollados. Se plantea el papel del sector piblico, de sus
instituciones principales —entre las que destaca la funcién piblica— en el
funcionamiento del modelo de crecimiento econémico y su propia sostenibili-
dad. El ajuste derivado de la crisis fiscal que sufren las haciendas puiblicas,
no puede derivar en mera politica de desgaste, sino en el fortalecimiento de
los mecanismos necesarios para el aprovechamiento del valor afiadido —pro-
bado— que la funcién piblica aporta al conjunto del sistema institucional de
las democracias avanzadas y para el aseguramiento de su eficiencia y su
productividad y competitividad. La reforma del sistema de la carrera profesional
y, en general, la renovacién del modelo de empleo piblico se configura como
un elemento clave en este proceso.

(3) Mavo y Lank (2000).
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Il. EL PUNTO DE PARTIDA: LA SITUACION ACTUAL DE LA CARRERA
PROFESIONAL EN LA ADMINISTRACION ARAGONESA.

Como hemos sefialado, el ALEPA afronta una renovacién general del sis-
tema de carrera profesional en la Administracién de la Comunidad Auténoma.
La causa de que el ALEPA (en la misma linea que el EBEP) haya optado por una
reforma en profundidad del régimen de carrera profesional de los empleados
publicos reside en el convencimiento de que el régimen actualmente vigente,
procedente de la LMRFP, ha entrado en crisis. El agotamiento del régimen de
consolidacién de grado personal ha sido advertida tanto en el plano legal (el
Estatuto Bésico del Empleado Piblico prescinde tacitamente del sistema, como
ocurriria cincuenta afios antes con las categorias funcionariales), como en el
dmbito de la doctrina cientifica (4).

Lo cierto es que la experiencia acumulada en estos mds de veinticinco
afios de aplicacién del régimen de carrera profesional basada en el sistema
de consolidacién del grado personal ha puesto de manifiesto relevantes debi-
lidades e insuficiencias.

El legislador del afio 1984 hizo posible la articulacién de una verda-
dera carrera administrativa en la funcién piblica espafola (5), reivindicacién
compartida tanto por la doctrina espafola como por los propios funcionarios.
La Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 1964 habia eliminado implicita-
mente el tradicional sistema de categorias profesionales, muy devaluado desde
mediados de los afos cincuenta, eliminando cualquier elemento de reconoci-
miento profesional, més allé del acceso a puestos de trabajo a través de los
procedimientos de provisién de puestos de trabajo (6). La LMRFP pretenderia
articular el grado personal como una condicién subjetiva del funcionario, que
reconocia su experiencia profesional y capacitacién, a modo de categorias o
niveles funcionariales. La adquisicién de un grado superior, como ocurre en
los sistemas de carrera funcionarial cldsicos, conllevaba la adquisicién de un
determinado estatus por el funcionario piblico y suponia, por tanto, la posibi-
lidad de acceder a puestos de superior nivel orgénico.

Asi, el primigenio articulo 21.2 de la LMRFP establecia que «ningun
funcionario podrd ser designado para un puesto de trabajo inferior en mds
de dos niveles al correspondiente a su grado personal» ni «superior en dos
niveles» a éste. No obstante, la Ley 23/1988, de 28 de julio, modificaria el
sistema erradicando definitivamente tales limites, con lo que el concepto de

(4) ComisioN EBEP (2005: p. 102).

(5) Puede advertirse visiones criticas del sistema de carrera administrativa articulado por la
LMRFP. Entre ellas, NiETo (1993: p. 11).

(6) . ARROYO YANES (1994: p. 25).
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grado personal perderia su virtualidad préctica como estatus categorial (7)
y concentraria sus efectos en el plano retributivo: «los funcionarios tendrdn
derecho, cualquier que sea el puesto de trabajo que desemperien, al percibo
al menos del complemento de destino de los puestos del nivel correspondiente
a su grado personal». El efecto de la reforma provocé que cualquier fun-
cionario, con independencia de su experiencia profesional, pudiera ocupar
cualquier puesto de trabajo de la organizacién, especialmente en el caso
de los més elevados, efecto propiciado con mayor intensidad con la con-
currencia del sistema de libre designacién en los puestos funcionariales de
mayor nivel (8).

Por otra parte, el régimen de consolidacién de grado regulado por la
LMRFP vincularia estrechamente la progresién profesional con el cambio de
puesto de trabajo (9). Esta vinculacién entre promocién y ascenso a puestos
de superior nivel se fundamenta en una visién de la estructura administrativa
claramente vertical que, no corresponde, en un importante nimero de casos,
a la realidad actual ni pasada. Asi, en la actualidad, casi la mitad de los
puestos adscritos al grupo son puestos no singularizados (es decir, del nivel
minimo del intervalo de la escala de adscripcién) llegando a superar el setenta
y ochenta por ciento en los grupos D y C, respectivamente.

Si esta visién claramente vertical de la carrera no se adapta a la reali-
dad de una importante parte de las estructuras administrativas autonémicas,
en menor medida, lo hace en el dmbito local. Especialmente, en la realidad
local aragonesa, donde més de la mitad de las entidades locales no supera los
cinco empleados y casi un ochenta por ciento no supera los cien, una carrera
administrativa exclusivamente vertical restringe, si no imposibilita cualquier
margen de progresién profesional a la mayoria de los empleados piblicos de
las entidades locales.

Si bien es verdad que tanto la LMRFP (art. 21.1.f) como la Ley de Orde-
nacién de la Funcién Piblica de Aragén (en adelante, LOFPAr) prevén otras
férmulas de consolidacién de grado personal sin necesidad de cambiar de
puesto de trabajo (la realizacién de cursos especificos y el cumplimiento de
requisitos objetivos establecidos por los érganos de gobierno), la aplicacién

(7) Nero (1993: p.11).

(8) Para evitar las llamadas «carreras metedricas», la Ley 23/1988 introdujo, no obstante,
la previsién de que, en todo caso, «los funcionarios que obtengan un puesto de trabajo superior en
mds de dos niveles al correspondiente a su grado personal, consolidardn cada dos afos de servicios
continuados el grado superior en dos niveles al que poseyesen, sin que en ningin caso puedan
superar el correspondiente al del puesto desemperiado».

(9) DGFPA (2009: p. 42)
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real de tales férmulas ha sido muy reducida, si no nula (10) por lo que, en
términos generales, para la mayoria de los funcionarios de carrera, la pro-
gresién profesional venia condicionada por la necesidad previa de acceso a
puestos de trabajo de nivel superior.

Tal como reconocia el Documento de Diagnéstico del afio 2009, el resul-
tado de tal fenémeno conllevaria multiples efectos no deseados. La circunstancia
de que la carrera profesional se articulase sobre la clasificacién por niveles
de puestos de trabajo y, en particular, sobre el cambio de puesto de trabajo,
producia efectos perversos tanto para la organizacién como para el propio
funcionario publico:

a) Por una parte, el actual sistema de carrera provoca una acusada
movilidad funcionarial que impide gestionar adecuadamente el conocimiento
acumulado en la organizacién. La necesidad de cambiar de puesto de trabajo
exigido para progresién en la carrera, dificulta la especializacién del empleado
debido a que, en muchas ocasiones, puede primar mds en la perspectiva del
aquél el incremento salarial (accediendo a un puesto de trabajo distinto) que
la permanencia en un drea concreta de especializacién funcional. Debido a
este fenédmeno, la organizacién pierde el valor afiadido en la capacitacién del
funcionario producido por la formacién recibida y a la experiencia adquirida,
en definitiva, debiendo volver a proporcionarle los necesarios recursos de
readaptacién profesional para desempefiar correctamente el nuevo puesto de
trabajo (11). La movilidad artificial provocada por un sistema de clasificacién
de puestos y de carrera profesional articulado verticalmente provoca una pér-
dida de valor afadido irrecuperable, de mayor intensidad si cabe cuando se
trata de movilidad provisional.

b) Por ofra parte, el sistema de carrera exclusivamente vertical no propicia,
en numerosas ocasiones, el compromiso organizacional y la especializacién en
el puesto de trabajo ya que la organizacién vy, especialmente, los superiores

(10) El reciente Decreto 213/2009, de 15 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por
el que se regula el régimen transitorio de consolidacién de grado personal por especializacién y
permanencia en el puesto de trabajo, permitiria, en aplicacién de lo previsto en el articulo 42.1
LOFPAr, la consolidacién de un grado superior en dos niveles a los funcionarios de carrera que,
encontrdndose en servicio activo o en cualquier ofra situacién que suponga reserva de puesto de
trabajo, acreditasen doce afios de servicios en el mismo grupo funcionarial, y haber consolidado
Unicamente el grado personal correspondiente al nivel minimo o inmediato superior al minimo, del
intervalo de niveles de su Escala de adscripcién asi como el cumplir los requisitos de formacién que
se determinan en el propio Decreto. Con ello se pretendia posibilitar, aun de forma muy incipiente,
la posibilidad de consolidacién de grado personal sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo,
con especial atencién a aquellos colectivos en los que la estructura de puestos de trabajo en la que
se insertan no les permite la consolidacién a través del cambio.

(11) DGFPA (2009: p. 42).
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jerdrquicos directos de los propios empleados se ven imposibilitados para
reconocer el buen hacer de sus colaboradores en el propio puesto de trabajo
ya que el sistema de carrera profesional exige que tales empleados lo aban-
donen para ver posibilitada su progresién profesional. Como reconoce con
sorprendente sinceridad la Comisién de Expertos constituida para el estudio y la
elaboracién del Estatuto Bdsico del Empleado Piblico, los directivos piblicos se
ven obligados a modificar las estructuras de puestos con el objetivo de premiar
sus colaboradores mds eficaces produciéndose, por tanto, la paradoja de que,
en numerosas ocasiones, la estructura se adapta a la carrera y no la carrera
a la estructura. Asi, la mencionada Comisién sefalaria, con rotundidad, que
«al hacer descansar la promocién econdémica sobre el puesto de trabajo, se
produce una espiral artificiosa de creacién de puestos que no difieren sustan-
cialmente en sus contenidos y a los que se otorga, sin embargo, un diferente
complemento de destino o complemento especifico, con el propésito de que los
funcionarios, sin alterar los requerimientos y exigencias profesionales, obten-
gan una mejora econémica y puedan ser retenidos por la organizacién en la
que prestan servicio». En este sentido, la Comisién sefialaria también que ello
«supone, no solamente una desnaturalizacién del sistema retributivo y unas
estructuras organizativas poco racionales, sino también un constante proceso
de convocatorias de puestos de trabajo que sobrecarga a las unidades de
gestién de recursos humanos» (12).

La mencionada vinculacién entre la progresién profesional y el cambio
de puesto de trabajo dificulta generalmente la especializacién en el propio
puesto de trabajo. Debido a la necesidad de cambiar de puesto de trabajo
para progresar profesionalmente, el sistema actual orienta al empleado a
una movilidad incentivada que dificulta el desarrollo profesional en el propio
puesto de trabajo o drea de especializacién y el compromiso con el contexto
organizativo donde presta sus servicios.

c) En tercer lugar, el sistema actual genera desigualdades en las expec-
tativas de progresién profesional entre diferentes colectivos de personal. La
articulacién de la carrera profesional sobre los niveles de los puestos comporta
también efectos muy desfavorables desde la perspectiva del propio funcionario,
ya que sus propias expectativas de progresién profesional quedan supeditados
a la existencia de puestos de trabajo de nivel superior abiertos a la escala de
pertenencia y, por lo tanto, se restringe manifiestamente en aquellas escalas
de contenido més técnico con escasos puestos de estructura. Ello produce
sensibles diferencias, ya tradicionales en la funcién piblica espafiola, entre
las expectativas de progresién profesional de los cuerpos generalistas (que
prestan servicios en estructuras mds verticales y, por tanto, susceptibles de

(12) ComisioN EBEP (2005: p. 102).
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mayores posibilidades de ascenso) y de los cuerpos facultativos (cuya vida
laboral discurre generalmente en estructuras mas bien planas).

d) En cuarto lugar, el sistema actual produce efectos de reconocimiento
profesional muy parciales. Por una parte, el efecto retributivo derivado de
la consolidacién de grado (art. 43.1 LFPCAr: al derecho que al funcionario
corresponde «cualquiera que sea el puesto de trabajo que desempefien, al
percibo al menos del complemento de destino de los puestos de nivel corres-
pondiente a su grado personal») se ha visto reducido sobrevenidamente debido
a la evolucién que ha presentado el sistema retributivo de la LMRFP. Esta ley
contemplaria al complemento de destino como una retribucién complementaria
de cardcter general, aplicada a todos los puestos de trabajo de la organizacién
(art. 23.3.a LMRFP) frente al complemento especifico, restringido a aquellos
que ostentaran determinadas condiciones (de ahi su propia denominacién) (13):
«Son retfribuciones complementarias: (...) el complemento especifico destinado a
retribuir las condiciones particulares de algunos puestos de trabajo en atencién
a su especial dificultad técnica, dedicacién, responsabilidad, incompatibilidad,
peligrosidad o penosidad». El resultado final, no obstante, ha sido muy diferente
a la intencién inicial del legislador, ya que, no sélo el complemento especifico
se ha generalizado, extendiéndose a todos los puestos de la organizacién,
sino que constituye, generalmente, la retribucién complementaria de mayor
envergadura, reduciendo, al mismo tiempo, el peso relativo del complemento
de destino en el conjunto de retribuciones complementarias funcionariales y, en
el plano de la carrera administrativa, los posibles efectos retributivos derivados
de la consolidacién de grado (14).

A ello se afiade, por ofra parte, el hecho de que este efecto retributivo
tiene el exclusivo cardcter de garantia retributiva por lo que sélo se materializa
cuando el funcionario es removido o cesado del puesto. De acuerdo con la
regulacién actual de la remocién del puesto de trabajo, esta posibilidad, si
bien posible, es excepcional, especialmente para aquellos funcionarios que
hayan obtenido su puesto mediante el procedimiento de concurso (una inmensa
mayoria).

Por ofra parte, la prdctica inexistencia de mecanismos de gestién del ren-
dimiento limita profundamente el efecto reconocimiento que deberia conseguir
el modelo de carrera profesional debido a que la valoracién sobre la que se
apoya la progresién profesional, fundamentalmente referida al tiempo de des-
empefo de los puestos anteriores [y la formacién), no discrimina la calidad del
trabajo y el rendimiento obtenido por el trabajador. En la actual LOFPAr sélo

(13) CasTilo Blanco (2002).
(14) ComisioN EBEP (2005: p. 102).
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se incluyen exclusivamente dos referencias al rendimiento de los empleados
pUblicos. Por una parte, el articulo 31.3 LOFPAY, referido a la remocién del
puesto obtenido por concurso, establece que «sin perjuicio de la estabilidad
de la relacién estatutaria, los funcionarios que accedan por concurso a puestos
de trabajo podrdn ser removidos (...) cuando su rendimiento sea notoriamente
insuficiente, mediante resolucién motivada...». La referencia al «rendimiento
notoriamente insuficiente» parece hacer entender que para valorar esta circuns-
tancia deben haberse evaluado primero el rendimiento del trabajador. Por otra
parte, el articulo 48 LOFPAr hace referencia al complemento de productividad,
que, de acuerdo con el articulo 23.3.d) LMRFP, «estd destinado a retribuir el
especial rendimiento». Ambas referencias al rendimiento han tenido muy escasa
aplicacién prdctica. La remocién del puesto de trabajo ha sido excepcionalisima
y la aplicacién del complemento de productividad prdcticamente inusitada en
el dmbito de la administracién general de la Comunidad Auténoma.

e) Finalmente, se advierte una escasa vinculacién entre el modelo de
carrera y el sistema de desarrollo profesional. Si bien no se trata tanto, como
en el caso de muchos otras disfuncionalidades del sistema, de un problema
estructural del modelo legal en si mismo sino mds bien de su aplicacién prdctica,
lo cierto es que se genera una acusada debilidad del modelo de desarrollo
profesional articulado por el vigente sistema de carrera profesional.

Por una parte, la politica formativa articulada tradicionalmente en la
funcién puoblica se configurado como un modelo en el que la oferta formativa
es absolutamente voluntaria para el empleado publico, que dispone de total
discrecionalidad para elegir aquellos recursos formativos que mds le interesen,
sin referencia alguna a las necesidades de la organizacién o a los objetivos
de capacitacién profesional que pudieran ser necesarios (15). Se trata de una
oferta formativa en mucho casos no estructurada ni apoyada en un diagnéstico
previo de las necesidades formativas y de capacitacién. Més vinculada a la
promocién futura que a las necesidades del puesto. Aunque se ha consolidado
la utilizacién de planes anuales de formacién, no se ha empleado generalmente
una visién plurianual de la estrategia formativa de acuerdo con los objetivos
de desarrollo profesional que la organizacién requiere a largo plazo, incorpo-
rando la politica formativa en el planteamiento estratégico de aquélla (16).

Por otra parte, el papel del puesto de trabajo en la definicién de la oferta
formativa ha sido muy reducido. Las posibilidades del puesto de trabajo han
sido muy poco exploradas en el dmbito formativo y del desarrollo profesional.

(15)  Se trata del fenémeno que, con cierta sorna, calificaria un antiguo Director del Instituto
Nacional de Administracién Piblica (INAP) como «el sindrome de los cursos, cursillos y cursetes»
[FErez FERNANDEZ (2006: p. 81)].

(16) RODRIGUEZ FERNANDEZ, A (1995: p. 285).
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Y, en este sentido, la descripcién tradicional de los puestos de trabajo ha pres-
cindido generalmente de aspectos relacionados con estas materias.

En este mismo sentido, uno de los mdltiples efectos que el escaso peso
que el rendimiento laboral ha tenido en el conjunto del modelo de la carrera
profesional ha sido que generalmente la politica formativa ha quedado desvin-
culado de aquél y no se ha evaluado sistemdticamente el impacto real que los
recursos formativos han tenido en el aumento del rendimiento y en la mejora
del desempefio.

Puede sefialarse ademds que se ha desaprovechado, en numerosas oca-
siones, la amplia virtualidad que la politica formativa ostenta para la difusién
de cultura y de valores de la organizacién en su conjunto (17).

lll. OBJETIVOS DE LA REFORMA

La regulacién de la carrera profesional del ALEPA pretende superar las
debilidades del régimen de la LMRFP (al igual que lo pretendia el propio
EBEP).

Por una parte, el sistema de carrera profesional contenido en el ALEPA
persigue aumentar y racionalizar las expectativas de carrera del conjunto de
empleados publicos. Puede decirse, en este sentido, que el ALEPA pretende
articular un sistema de carrera profesional que otorgue a todos los empleados
pUblicos un itinerario de carrera profesional cierto y efectivo, con independen-
cia de su actividad profesional o de su situacién en la estructura administrativa.
Como se ha puesto de manifiesto, la vigente regulacién de la carrera profesional
basada en la consolidacién de grado personal vinculaba la progresién profe-
sional con el cambio de puesto de trabajo, haciendo depender las expectati-
vas reales de carrera profesional a la existencia de puestos de nivel superior
abiertos a la escala funcionarial de adscripcién. Ello provocaba importantes
desigualdades en las expectativas entre colectivos verticales, especialmente las
llamadas escalas generalistas, y colectivos planos, el resto de personal. Con la
nueva regulacién, que articula la carrera profesional sobre el grupo profesional
o, en su caso, subgrupo profesional, y no sobre la clasificacién de puestos de
trabajo —como ocurria con el sistema anterior—, todos los empleados publicos
podrdn desarrollar plenamente su carrera profesional sin necesidad de variar
su actividad profesional o su puesto de trabajo.

(17)  La Comisién de Expertos EBEP recomendaria, en cuanto a la formacién y el perfeccio-
namiento profesional de los empleados puiblicos, que las actividades de formacién se sometieran a
los criterios de programacién, gestién y evaluacién pertinentes para el logro de sus fines.
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En este sentido, el ALEPA confirma a la carrera horizontal, es decir, la que
se conforma a través del desarrollo profesional del empleado sin necesidad
de cambiar de puesto de trabajo, permitiendo la progresién profesional en el
propio puesto de trabajo, como la modalidad principal de carrera profesional
en el dmbito de la administracién general, reservando principalmente los ele-
mentos de carrera vertical para puestos de carécter directivo o predirectivo.

El segundo de los objetivos perseguidos por la reforma es intensificar la
vinculacién de la progresién profesional con el desempefio eficaz del puesto
de trabajo. Como veremos con mayor detenimiento mds adelante, una de las
principales apuestas del sistema es la articulacién de la carrera profesional
sobre la evaluacién del desempefio, como elemento clave en el funcionamiento
de la carrera y del desarrollo profesional del funcionario. De acuerdo con lo
que establece el articulo 17 del Estatuto Bésico del Empleado Piblico, en el
sistema de carrera horizontal «se deberd valorar la trayectoria y actuacién
profesional, la calidad de los trabajos realizados, los conocimientos adquiridos
y el resultado de la evaluacién del desempefio». En este sentido, la evalua-
cién del desempefio estd llamada a constituir un aspecto critico en el proceso
de implantacién del modelo y su ventura determinard, sin duda, el éxito del
proceso en su conjunto (18).

Muy relacionado con el objetivo anterior, el ALEPA ha configurado la
carrera profesional como herramienta bdsica para el desarrollo profesional.
El sistema de carrera profesional se posiciona asi como el cauce principal
de desarrollo profesional y se configura como un auténtico itinerario para la
adquisicién de nuevas competencias y la mejora de las ya adquiridas. Asi se
contempla expresamente en el articulo 106 cuando se incluye entre los factores
de valoracién en la progresién de la carrera horizontal «la adquisicién de
nuevas competencias profesionales que conlleven una mejora en la prestacién
de sus servicios». La formacién se presenta como ofro de los elementos claves
en el sistema de desarrollo profesional armado por el nuevo modelo de carrera
profesional. En términos generales, el articulo 104 ALEPA incorpora un mandato
general al conjunto de las Administraciones Piblicas incluidas en su &mbito
de aplicacién para la promocién de la actualizacién y perfeccionamiento de
la cualificacién profesional de sus funcionarios de carrera.

De esta forma, el desarrollo profesional se orienta principalmente hacia
la calidad de la prestacién del servicio y se concreta, como hemos sefialado,
en un sistema que valora, especialmente, la consecucién de resultados (art.
106.2 ALEPA); rendimiento, desarrollo y reconocimiento profesional constituyen
el trigngulo bésico del sistema que la nueva ley conforma.

(18) DGFPA (2009: p. 46).
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Reconocimiento

Carrera profesional

Desarrollo Rendimiento

El cuarto objetivo de la reforma es el fortalecimiento de los cauces y efectos
del reconocimiento profesional. El vigente sistema de consolidacién de grado
restringe los efectos de reconocimiento profesional fundamentalmente al plano
de la garantias en el cese (lo que afecta, précticamente en la mayoria de los
casos, a los funcionarios piblicos que ocupan los puestos de libre designacién)
asi como a la garantia en el plano retributivo, concretado en el reconocimiento
expreso del derecho a percibir, como minimo, el complemento de destino
correspondiente al nivel del grado personal consolidado (art. 43.1 LOFPAr).

El sistema de carrera profesional propuesto por el ALEPA potencia los
efectos del reconocimiento profesional, especialmente en el plano retributivo,
ya que la adquisicién de tramos superiores de carrera horizontal determina
un incremento cierfo y efectivo de las retribuciones del funcionario promocio-
nado y, no sélo, como en el caso de la legislacién vigente, una mera garantia
retributiva. En este sentido, como se sefiala implicitamente en el articulo 108,
la consecucién de los sucesivos tramos de carrera horizontal se torna también
irreversible, con la excepcién del dltimo tramo (el tramo V). Se trata, en este
sentido, de articular el sistema volcando los mayores esfuerzos en eliminar los
tradicionales automatismos en la progresién profesional, fundamentados prin-
cipalmente en el paso del tiempo, y articular una carrera profesional donde el
reconocimiento profesional basado en el trabajo real y efectivo del funcionario
sea el elemento preponderante. Asi, el primer factor de valoracién en la pro-
gresién en la carrera profesional horizontal se refiere, en parecidos términos
que en el Estatuto Bdsico del Empleado Piblico, a «la trayectoria, la actuacién
y conducta profesional, su contribucién a los objetivos de la organizacién asi
como la calidad de los trabajos realizados y los resultados de la evaluacién
del desempefio».

Finalmente, el nuevo modelo de carrera profesional se dirige a la promo-
cién del compromiso organizativo de los empleados piblicos y a la motivacién
profesional. Por una parte, pretende vincular la progresién con el cumplimiento
de los objetivos organizativos (art. 106.2.a) ALEPA) asi como la implicacién en
aquellos proyectos que la Administracién ponga en marcha, tales como grupos
de trabajo, equipos de investigacién, programas de mejora de la calidad u
otros de similar naturaleza (art. 106.2.c) ALEPA). Por otra parte, el sistema
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de reconocimiento profesional pretende conformar un factor de motivacién
del empleado, promoviendo un reforzamiento de las buenas practicas profe-
sionales y la consolidacién de una visién méds positiva de su propia actividad
profesional.

IV. PRINCIPALES ELEMENTOS DE LA REFORMA

De acuerdo con los objetivos mencionados, el ALEPA reconoce, con caréc-
ter general el derecho de todos los empleados piblicos «a la progresién en la
carrera profesional y promocién interna segin los principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantacién de sistemas objetivos
y transparentes de evaluacién» (art. 91.c) ALEPA).

No obstante, debe destacarse que, si bien se incluye a la carrera profe-
sional como derecho funcionarial, su regulacién no se inserta en el Titulo VI
dedicado a los derechos de los empleados publicos, sino que es objeto de un
titulo propio, el séptimo, conjuntamente con la regulacién de la provisién de
puestos de trabajo. De esta forma, el ALEPA pretende distinguir la concepcién
de la carrera profesional como derecho funcionarial de su configuracién como
un elemento clave en la estructura de la funcién piblica y como herramienta
bdsica de desarrollo profesional.

Si bien la regulacién general de la carrera profesional se incluye en un
capitulo especifico, existen mdltiples elementos del modelo de empleo piblico
que afectan directa o indirectamente al sistema de desarrollo profesional cuya
regulacién se encuentra diseminada por el todo el articulado:

a) La politica formativa, a través de la cual se propicia, en conjuncién con
la experiencia profesional, el aprendizaje necesario para la adquisicién
de nuevas competencias y el perfeccionamiento de las ya adquiridas:
existen mdltiples referencias a la formacién a lo largo de todo el arti-
culado [arts. 91.g), 84.1.1) y 15.1.b) ALEPA, entre ofros].

b) La descripcién de puestos de trabajo, que habilita al puesto de trabajo
como cauce critico de desarrollo pertinente y determina los perfiles
apropiados y niveles de desarrollo requeridos para el correcto desem-
pefio de las responsabilidades profesionales: capitulo Il («Ordenacién
de los puestos de trabajo») del Titulo Il («Estructura y ordenacién del
empleo publico»).

La carrera vertical a través de la cual se aprovecha y distribuye el
desarrollo y permite planificarlo para el desempefo de futuros puestos
de trabajo: capitulo Il («Provisién de puestos de trabajo») del Titulo VI
(«Carrera profesional y provisién de puestos de trabajo»)

o
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d) La carrera horizontal, mediante la cual se planifica, valida y reconoce
el desarrollo profesional: capitulo | («Carrera profesional») del Titulo
VIl («Carrera profesional y provisién de puestos de trabajo»)

El sistema retributivo, que permite articular los efectos econémicos del
desarrollo profesional, reconociendo en el plano salarial la progresién
en la carrera: titulo VIII («Régimen retributivo»).

o

f) La evaluacién del desempefio que valida el desarrollo adquirido, propi-
cia mejoras y adecua y adapta las necesidades formativas a la situacion
concreta del empleado: capitulo VIl («Evaluacién del desempefio») del
Titulo Il («Estructura y ordenacién del empleo piblico»).

g) La provisién de puestos de trabajo, que identifica niveles de desarrollo
y perfiles de puestos, diagnosticando desempefios hipotéticos: capitulo
Il («provisién de puestos de trabajo») del Titulo VII («Carrera profesional
y provisién de puestos de trabajo»).

llustracién 1. Principales elementos del sistema de carrera, aplicaciéon a
la regulacién del ALEPA, adaptado de Firez FERNANDEZ (2006: p. 62)

Planes
Ordenacién
de Recursos
Humanos

Puestos de
trabajo

Desarrollo

Carrera

profesional vertical
Direccién Prioridades -_
Publica Provisién de
puestos de
trabajo

Carrera
horizontal

Retribuciones

Competencias
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En concreto, el ALEPA dedica especificamente el capitulo | de su titulo VII
a la carrera profesional de los funcionarios publicos (19), estableciendo las
siguientes modalidades:

— La carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos
de trabajo por los procedimientos de provisién establecidos en el capitulo
Il de este titulo (cf. Titulo VII). En este sentido, puede sefalarse que el
ALEPA ha venido a eliminar cualquier efecto consolidatorio en el desa-
rrollo de la carrera vertical, derogando tdcitamente el anferior sistema
de consolidacién de grado personal. La propia exposicién de motivos
advierte expresamente que «la carrera vertical consiste exclusivamente,
en este modelo legal, en la ocupacién de sucesivos puestos de trabajo
sin efectos consolidatorios retributivos o funcionales» (parr.VII).

— La carrera horizontal, verdadera novedad de la ALEPA (20), que, de
acuerdo con el articulo 104 ALEPA, consiste en la progresién de tramos,
sin necesidad de cambia de puestos de trabajo y de conformidad con
lo establecido en el articulo siguiente [cf. articulo 105 ALEPA]

— La promocién interna, en cualquiera de las modalidades previstas en
el articulo 109 ALEPA: promocién interna vertical, horizontal, cruzada
y temporal.

Como puede comprobarse, el ALEPA incorpora, sin practicamente adap-
taciones, las modalidades que el Estatuto Bésico prevé en el apartado tercero
de su articulo 16; sin embargo, incluye ciertas innovaciones, no previstas
inicialmente por el EBEP (p.e. la promocién interna cruzada o la promocién
interna temporal) (21).

(19) En aplicacién del articulo 117 ALEPA, la carrera profesional y la promocién del personal
laboral se haria efectiva a través de los procedimientos previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en
los convenios colectivos, tal y como se prevé en el Estatuto Bésico del Empleado Pdblico (art. 19 EBEP).

(20) Como hemos sefialado, la articulacién de una carrera horizontal que permite la progre-
sién profesional sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo habia sido précticamente totalmente
inaplicada en el régimen anterior a través de la previsién de la LOFPAr por la que se permitia la
consolidacién de grado a través de la superacién de cursos de formacién y el cumplimiento de los
requisitos objetivos que estableciera el Gobierno de Aragén.

(21) El Estatuto Bésico del Empleado Piblico establece, con cardcter general, cuatro moda-
lidades generales de carrera profesional: carrera horizontal, carrera vertical, promocién interna
vertical y horizontal (art. 16.3 EBEP). No obstante, la nueva legislacién bésica estatal ha dejado una
amplia libertad a la Comunidad Auténoma para adaptar o modificar estas tipologias: de acuerdo
con el tenor literal del precepto, «las Leyes de Funcién Piblica que se dicten en desarrollo de este
Estatuto regularén la carrera profesional aplicable en cada émbito que podrdn consistir, entre ofras,
en la aplicacién aislada o simultdnea de alguna o algunas de las siguientes modalidades...». Por
tanto, el legislador autonémico de desarrollo podré establecer carreras profesionales diferentes «en
cada émbito», incorporar nuevas modalidades («entre otras»), aplicar aisladamente las diferentes
modalidades que propone, articularlas de forma simultdnea o eliminar alguna estableciendo sélo
«alguna o algunas» de las modalidades que prevé.
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1. La concepcién de la carrera profesional como sistema de desa-
rrollo profesional: evaluacién del desempenio y politica forma-
tiva

El modelo de carrera del ALEPA, en sus diferentes modalidades, pretende
constituir un verdadero sistema de desarrollo profesional, un itinerario por el que
el funcionario publico transcurra a lo largo de su vida profesional y a través
del cual adquiera y mejore sus competencias profesionales con el objetivo de
asegurar mayores niveles de rendimiento profesional. Como hemos sefialado
anteriormente, el desarrollo profesional se configura asi como uno de los tres
vértices del sistema, conjuntamente con el rendimiento y el reconocimiento
profesional. En este sentido, la ALEPA incorpora la propuesta que la Comisién
de Expertos EBEP que advertia la necesidad de articular la nueva carrera
administrativa «en torno al desempefio del puesto de trabajo y al desarrollo
de las competencias de los empleados pdblicos» (22).

Este modelo de carrera se configura, como sistema de desarrollo profesio-
nal, sobre la evaluacién del desempefio y la politica formativa, cohonestando
asi los intereses organizativos (la capacitacién del funcionario y el rendimiento
profesional) con los del funcionario (reconocimiento profesional y retributivo), y
promocionando, al tiempo, el compromiso organizativo (art. 106 ALEPA).

En primer lugar, la evaluacién del desempefio se constituye, por encima
de todo, como una herramienta bdsica para el desarrollo profesional del
empleado. La vinculacién entre carrera y evaluacién es clave en la articula-
cién de la carrera profesional del ALEPA, en la linea marcada por el Esta-
tuto Bdsico del Empleado Pdblico. La propia legislacién bésica exige para la
implantacién de la carrera horizontal la previa implementacién de un sistema
de evaluacién del desempefio (art. 20.5 EBEP, en el mismo sentido el articulo
57.4 ALEPA) (23).

Se ha demostrado que la utilizacién de la evaluacién del desempefio
como un mero procedimiento de calificacién del empleado (de atribucién de
una nota) carece de utilidad a medio y largo plazo debido a que no aporta
valor al sistema y provoca miltiples disfuncionalidades (24). En este sentido,
la experiencia comparada demuestra insistentemente que una visién positiva
de la evaluacién del desemperio, volcada en la capacitacién del empleado,
reporta mayor utilidad al conjunto del sistema. Asi, la consideracién de la

(22) Comision EBEP (2005: p. 102).

(23) El propio Estatuto Basico del Empleado Piblico incluiria la regulacién de la evaluacién
del desempefio en el capitulo Il del Titulo Ill, dedicado a la carrera profesional configurdndolo, incluso
sistemdticamente, como un elemento bdsico en la articulacién de ésta.

(24) PARADA VAzQUEZ (2007: p. 74).
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evaluacién del desempefio como herramienta de desarrollo profesional, dirigida
a la deteccién de dreas de mejora en el perfil competencial del evaluado y
a la determinacién de posibles itinerarios formativos para el desarrollo, esté
constituyendo una tendencia generalizada en el dmbito europeo (25).

El propio Estatuto Bdsico del Empleado Pidblico vincula evaluacién con
formacién en su articulo 20 cuando se refiere, en su apartado tercero, a los
«efectos de la evaluacién en la formacién». Parece, por tanto, que el legislador
basico pretendia vincular la evaluacién con la formacién profesional. En la
misma linea, el ALEPA intensifica esta relacién sefialando expresamente que,
en todo caso, la evaluacién del desempefio contribuird al desarrollo profesional
de los empleados piblicos. Lo cierto es que no concreta métodos concretos de
evaluacién (algo que seria impropio del rango legal), pero establece, entre
otros extremos, los objetivos que debe perseguir la evaluacién. Concretamente,
el articulo 57.2 ALEPA establece explicitamente que «la evaluacién del des-
empefio contribuird al desarrollo profesional, la mejora del rendimiento, la
motivacién, la formacién de los empleados piblicos asi como a la adquisicién
de nuevas competencias profesionales». Sin perjuicio de su virtualidad como
herramienta de reconocimiento y evaluacién del rendimiento, la evaluacién
del desempefio se convierte también asi como un auténtico balance periédico
de competencias en el que evaluador y evaluado asumen un papel proactivo,
advierten conjuntamente posibles dreas de mejora e identifican los recursos
formativos necesarios para su resolucién. En el marco del proceso de gestion
del rendimiento, se hace participe al evaluador del desarrollo profesional del
evaluado.

A su vez, el articulo 15.1.c) establece como uno de los fines del Instituto
Aragonés de Administracién Piblica, como érgano responsable de la gestion
del desempefio de los empleados pdblicos, la contribucién a la mejora del
rendimiento de los empleados piblicos «en el marco de su progresivo desarrollo
profesional, mediante la gestién del sistema de evaluacién del desempefio.

Por ofra parte, si bien el ALEPA no incluye ningin precepto exclusivamente
destinado a la formacién de los empleados piblicos, si que realiza mdltiples
referencias a la misma como elemento del sistema de desarrollo profesional.

Por una parte, establece expresamente el derecho de todos los empleados
pUblicos «a la formacién continua y a la actualizacién permanente de sus
conocimientos y capacidades profesionales» [art. 91.g) ALEPA] y, al mismo
tiempo, lo configura como uno de sus deberes profesionales el de «recibir la
formacién profesional necesaria en los términos en que se establezca y man-
tener actualizada su formacién y cualificacién» [art. 84.1) ALEPA].

(25) Asi, por ejemplo, pueden citarse el ejemplo francés o el comunitario.
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Ademds, confirma al Instituto Aragonés de Administracién Piblica como
organismo proveedor de servicios en materia de formacién, estableciendo como
uno de sus fines «desarrollar y ejecutar programas de formacién dirigidos al
perfeccionamiento y adquisicién de nuevas competencias por los empleados
publicos que favorezca el desempefio excelente de sus funciones» [art. 15.1.b)
ALEPA].

2. La articulacion de la carrera horizontal como modalidad general
de carrera profesional

Como hemos sefialado, la implantacién de la carrera horizontal consti-
tuye una de las principales novedades que incorpora el ALEPA. Su exposicién
de motivos establece que «el reconocimiento profesional de los funcionarios
publicos y el aumento de sus expectativas de progresién profesional es uno
de los objetivos de esta ley |(...)» sefialando mds concretamente que «la ley
apuesta decididamente por un modelo de carrera horizontal tendencialmente
universal que [...) permite la progresién sin necesidad de cambiar de puesto
de trabajo y pivota sobre la evaluacién del desempefio, sobre el buen hacer
efectivo del funcionario y no sobre el mero transcurso del tiempo». Como hemos
sefialado, la ALEPA afronta un giro copernicano en la concepcién vigente de
la carrera.

El sistema es definido por la letra b) del articulo 104.3 ALEPA en virtud del
cual la carrera horizontal consiste «en la progresién de tramos, sin necesidad
de cambiar de puesto de trabajo» [art. 104.3.b) ALEPA]. De acuerdo con el
articulo 105.1 ALEPA «la carrera horizontal de los funcionarios de carrera
se articularé mediante un itinerario formado por tramos que el funcionario
de carrera acumulard, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo, pre-
via solicitud del interesado y resolucién favorable del érgano competente, a
propuesta del érgano técnico». Este itinerario se conforma por cinco tramos,
incluyendo el de entrada.

Tramo IV

Tramo Il

Tramo |l

Tramo |

Tramo de acceso

a. Por una parte, se articula como un sistema universal y comdn aplicable
al conjunto de los funcionarios de carrera de las administraciones publicas
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incluidas en su &mbito de aplicacién. EI ALEPA parece configurar, de facto,
a la carrera horizontal como la modalidad comdn de progresién profesional
reduciendo la carrera vertical al acceso a puestos de superior nivel a través de
los procedimientos de provisién de puestos previstos en la ley [art. 104.3.q)
ALEPA] (26).

El régimen de carrera horizontal, por tanto, persigue otorgar a todos los
empleados publicos un itinerario de carrera profesional cierto y efectivo, con
independencia de su actividad profesional o de su situacién en la estructura
administrativa.

b. En segundo lugar, el sistema de reconocimiento profesional sobre el
que se fundamenta el modelo de carrera profesional es de cardcter voluntario.
Es decir, el reconocimiento de los diferentes tramos de carrera, como la propia
definicién legal advierte (art. 105.1 ALEPA), se resolverd «previa solicitud del
interesado».

No obstante, debe apuntarse una observacién. Como se ha sefialado
anteriormente, el modelo de carrera profesional se fundamenta en la trilogia
formada por el rendimiento, el desarrollo y reconocimiento profesional. Pues
bien, la voluntariedad sélo se refiere al tercero de estos elementos, el del
reconocimiento, no a los restantes. Debe destacarse, en este sentido, que la
evaluacién del desempefio, tal y como es concebida tanto por el EBEP como
por el ALEPA, tiene cardcter imperativo (art. 20.5 EBEP y art. 57 ALEPA) y la
formacién se configura como un deber del funcionario piblico [art. 84.1) ALEPA,
art. 54 EBEP, como principio de conducta]. En atencién a esta distincién, si bien
el reconocimiento es de cardcter voluntario, no lo es asi el sistema de desarrollo
profesional y de gestién del rendimiento, que tienen cardcter imperativo.

c. Por ofra parte, el reconocimiento profesional arbitrado por el sistema [y,
por tanto, sus efectos) tiene un marcado cardcter personal: el reconocimiento
de un determinado tramo de carrera profesional conlleva el reconocimiento
de una condicién personal del funcionario con independencia de su puesto de
trabajo. Se configura asi como una categorizacién subjetiva del funcionario
que acredita la experiencia y nivel de desarrollo profesional y que podria
constituir, en atencién a los resultados del andlisis del puesto de trabajo, un
requisito minimo, en algunos casos, y un elemento de valoracién, en todos,
para el acceso a ofros puestos de trabajo. En este sentido, el articulo 120.1.b)

(26) El Documento de Diagnéstico sefiala, a este respecto, que «debido a que los puestos de
naturaleza vertical (o singularizados) son mayoritariamente propios de los grupos profesionales supe-
riores, serdn en estos grupos donde sea mds comin la progresién simulténea en la carrera profesional
horizontal (adquisicién de nuevos tramos) y la vertical (ocupacién de puestos de responsabilidad. En
los grupos de apoyo (grupo de clasificacién profesional C), el elemento horizontal deberia constituir
la férmula generalizada de carrera profesionals.
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ALEPA articula a la progresién alcanzada en la carrera profesional como factor
de valoracién imperativo en los concursos de méritos.

En el plano retributivo también se advierte el marcado cardcter personal
que ostenta el reconocimiento de los tramos de carrera horizontal: el (nuevo)
complemento retributivo, denominado «de carrera profesional», se configura
como un complemento de carécter subjetivo, que percibe el funcionario en la
misma cuantia, con independencia del puesto de trabajo que ocupe [art. 108
y 141.2.b) ALEPA].

d. En cuarto lugar, se trata de un sistema de cardcter progresivo debido
a que el ALEPA establece, como requisito previo para el reconocimiento de los
sucesivos tramos de carrera horizontal, un periodo minimo de prestacién de
servicios como funcionario de carrera. En concreto, sefiala para la adquisicién
de un tramo superior de carrera la necesidad, ademds de la valoracién minima
de los factores de valoracién que reglamentariamente se establezca (cf. art.
106.2 ALEPA), del transcurso de un periodo minimo de seis afios de servicios
prestados como funcionario de carrera desde la fecha de reconocimiento del
Ultimo tramo acumulado o, cuando se trate del tramo de acceso, desde la
adquisicién de la condicién de funcionario de carrera. Este mismo precepto
prevé la posibilidad de que pueda alterarse mediante norma reglamentaria la
duracién de este periodo minimo de experiencia.

El reconocimiento de los sucesivos tframos serd consecutivo, de acuerdo con
lo previsto en el apartado tercero del articulo 106, si bien el ALEPA permite,
en los mismos términos que prevé el Estatuto Bdsico del Empleado Pdblico,
establecer excepciones a la regla general.

e. De acuerdo con el articulo 108.2, los tramos reconocidos son conso-
lidables, es decir, su reconocimiento es irreversible, con la Gnica excepcién
del tramo IV. No obstante, la irreversibilidad del reconocimiento de los tramos
no significa que un comportamiento contrario a la deontologia profesional no
tenga efecto alguno en la carrera profesional del funcionario. El articulo 176
ALEPA incluye, entre el elenco de sanciones disciplinarias, la de demérito,
consistente en la pérdida de tramos de carrera horizontal. En concreto, el
articulo 177 ALEPA establece en su apartado primero, que podrd imponerse,
por la comisién de faltas muy graves, la pérdida de dos tramos de carrera
horizontal [art. 177.1.d) ALEPA] y por la comisién de faltas graves, la pérdida
de uno [art. 177.2.c) ALEPA]. En este caso, el periodo de servicios prestados
computados asi como los méritos alegados para el reconocimiento de los tramos
objeto de sancién no podrén ser valorados para el nuevo reconocimiento de
aquéllos (art. 177.4 ALEPA).

f. Como hemos sefialado, el reconocimiento de los sucesivos tramos de
carrera horizontal produce efectos refributivos. Asi lo preveria el propio Estatuto
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Bdsico, que propone en su articulo 17 la articulacién de un sistema de grados,
categorias o escalones de ascenso «fijdndose la remuneracién a cada uno de
ellos». EI ALEPA viene a desarrollar tal previsién en su articulo 108, estable-
ciendo los efectos econémicos del reconocimiento de los sucesivos tramos.

El establecimiento de los efectos retributivos de la progresién por la carrera
horizontal se traduce en la creacién en el seno del nuevo sistema retributivo,
de un nuevo complemento de carrera profesional. De acuerdo con su articulo
141.2.b) ALEPA, este nuevo complemento «retribuird la progresién alcanzada
por el funcionario dentro del sistema de carrera horizontal» estableciéndose
que la cuantia concreta de las retribuciones correspondientes a los sucesivos
tramos de carrera horizontal serdn establecidos por cada érgano de gobierno
y deberd constar en la correspondiente norma presupuestaria.

La vinculacién de la carrera horizontal con el sistema retributivo potencia
el «efecto reconocimiento» de la carrera (el tercero de los vértices del triGngulo
que conforma el sistema) ya que, como hemos sefialado anteriormente, en el
nuevo sistema la progresién por la carrera horizontal conlleva un incremento
cierfo y efectivo de las retribuciones del funcionario, a diferencia del sistema
actual, que reduce los efectos retributivos de la carrera profesional a una
mera garantia retributiva (que, por otra parte, tiene escasa virtualidad para
empleados publicos titulares de un puesto obtenido por concurso).

g- Una de las caracteristicas fundamentales del nuevo sistema de carrera
es la intensa relacién entre carrera y desempefio. Como hemos sefialado, en
el actual sistema de consolidacién de grado, la antigiedad tiene un peso muy
relevante en la progresién profesional (es valorada especialmente tanto en la
fase de concurso, presupuesto para la consolidacién, como en el requisito
impuesto por la ley para la consolidacién del grado personal —dos afios de
prestacién de servicios ininterrumpidos o tres interrumpidos—). Por el contra-
rio, el desempefio tiene un papel muy reducido: sélo se valora para los casos
—excepcionales— de remocién del puesto de puesto de trabajo (art. 31.3

LOFPA).

El modelo de carrera profesional que prevé el EBEP y que el ALEPA
desarrolla se conforma especialmente sobre el desempefio. Ya hemos hecho
referencia a la importancia de la evaluacién del desempefio en el dmbito del
desarrollo profesional; no obstante, la evaluacién busca, ademds, gestionar
el rendimiento, promoverlo y valorarlo a través de la carrera profesional: el
articulo 57.2 ALEPA dispone expresamente que «la evaluacién del desempefo
contribuird |(...) a la mejora del rendimiento». La vinculacién entre carrera
profesional y evaluacién del desempefio es tan estrecha que el EBEP impide
legalmente la implantacién de aquélla sin la puesta en marcha de la evaluacién
(art. 20.5 EBEP). Se trata, en este mismo sentido, de una de las pocas previ-
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siones imperativas que contiene el régimen de carrera profesional del EBEP.
El' ALEPA incorpora la misma previsién, sefialando que «la aplicacién de la
carrera profesional horizontal (...) requerirén la regulacién y aprobacién previa,
en cada caso, de sistemas objetivos que permitan evaluar el desempefio» (art.
57.4 ALEPA). El propio Documento de Diagnéstico del afio 2009 enfatizaba
la relevancia de la evaluacién en el nuevo modelo de empleo publico previsto
por el EBEP, cuando advierte que «la evaluacién del desemperio es, sin duda,
la clave de todo el sistema de empleo publico»

El nuevo modelo de carrera profesional, por ello, pretende superar ante-
riores sistemas de carrera basados fundamentalmente en la antigiiedad y en el
mero paso del tiempo y articular la progresién profesional sobre el desempefio
real y efectivo del funcionario. En este sentido, la propia exposicién de motivos
del ALEPA enfatiza esta cuestién, cuando sefiala que «la ley apuesta decidida-
mente por un modelo de carrera horizontal tendencialmente universal que, para
evitar las disfuncionalidades provocadas por el sistema de consolidacién del
grado personal anterior, permite la progresién sin necesidad de cambiar de
puesto de trabajo y pivota sobre la evaluacién del desemperio, sobre el buen
hacer efectivo del funcionario, y no sobre el mero transcurso del tiempos.

El papel de la evaluacién del desempefio en la progresién profesional se
concreta principalmente en dos aspectos:

— En primer lugar, la evaluacién actia como criterio de cémputo de la
experiencia profesional minima necesaria para la adquisicién de los
sucesivos tramos de carrera profesional (seis afios de servicios pres-
tados como funcionario de carrera, art. 106.1 ALEPA). En concreto,
el ALEPA incluye la concepcién de la experiencia como los servicios
evaluados positivamente, superando la visién cldsica de la antigiedad
tradicional, no sélo en la carrera profesional, también en el dmbito de
la seleccidn (para los supuestos de concurso-oposicién y concurso) y
en el de la provisién de puestos (para la valoracién de la experiencia
en el concurso de méritos). Asi, el articulo 58.2 ALEPA dispone que
«el resultado negativo de la evaluacién del desempefio dard lugar a la
no valoracién del mérito de experiencia durante el periodo evaluado
en los procesos de seleccién, provisién y promocién profesionals.

— En segundo lugar, se configura como elemento de valoracién para
el desarrollo de carrera: asi, el propio articulo 106.2 ALEPA prevé
a «los resultados de la evaluacién del desempefio» como uno de los
factores de valoracién para la adquisicién de cada uno de los tramos
de carrera horizontal.

h. Por ofra parte, si bien el sistema de carrera horizontal se estructura en
grupos o, en su caso, subgrupos profesionales (art. 108.3 ALEPA), promueve
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la permanencia del funcionario en la misma drea de especializacién: como
hemos sefialado, el sistema de carrera horizontal pretende promover la espe-
cializacién profesional fomentando el desarrollo profesional en el propio puesto
de trabajo, y eliminando la necesidad de cambiar de puesto como exigencia
para la promocién profesional. Con ello se pretende evitar la pérdida de valor
que supone la movilidad artificial provocada por una visién excesivamente
vertical de la carrera profesional. Con el objetivo de cohonestar los dos inte-
reses concurrentes (por una parte, permitir al funcionario que pueda, si asi le
conviene o lo desea, cambiar de puesto de trabajo, y al mismo tiempo evitar
la pérdida de valor afiadido que supone la movilidad a puestos radicalmente
diferentes), el ALEPA ha incorporado, entre los factores de valoracién, «la
permanencia en el mismo drea de especializacién» [art. 106.2.d) ALEPA].
Asi, el funcionario podré cambiar de puesto de trabajo pero se valorard
especialmente la permanencia en el mismo drea de especializacién, aprove-
chdndose asi la experiencia y el conocimiento acumulado en el desemperio
de los puestos anteriores. Si bien, el peso de este factor en la progresién en
la carrera horizontal se concretard en el marco del desarrollo reglamentario,
lo cierto es que el ALEPA configura al érea de especializacién como el dmbito
natural de la movilidad funcionarial. Asi, el articulo 42 ALEPA establece que
«los puestos de trabajo podrdn agruparse en funcién de sus caracteristicas, a
través de dreas de especializacidn, para ordenar, entre ofros, la seleccién, la
formacién, la movilidad y la promocién profesional {...]». Con esta solucién,
el ALEPA busca promover la especializacién de los funcionarios por dreas
materiales de la actividad administrativa y aprovechar, en la mayor medida
posible, esta especializacién en el dmbito de la movilidad funcional.

No incluye el ALEPA definicién alguna de drea de especializacién, mds
allé de considerarla como «agrupaciones de puestos de trabajo» (en la misma
linea que el articulo 73.3 EBEP); no obstante, las dreas de especializacién estdn
llamadas a ser un elemento clave en la estructuracién de la funcién pablica.
Debe advertirse, en este sentido, que el concepto de drea de especializacién no
es una novedad en el dmbito de la funcién piblica aragonesa; este concepto
es equivalente al ya incorporado por el Decreto 80/1997, de 10 de junio, por
el que se aprueba el Reglamento de provisién de puestos de trabajo, carrera
administrativa y promocién profesional de los funcionarios de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén , bajo la denominacién de »dreas
funcionales» (art. 6 y art. 14.c), estableciéndose como elemento de valoracién
de la especializacién del funcionario en el concurso de méritos.

i. Finalmente, se trata de una carrera profesional que pretende adaptarse
a las caracteristicas propias de cada profesién. Podria hablarse, por tanto,
mds que de «carrera» de «carreras» debido a que, si bien existe un marco
comin de regulacién, es necesario modular los diferentes extremos del sistema
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para adaptarlo a las peculiaridades de cada actividad profesional. El propio
articulo 106.2 ALEPA, que regula los factores de valoracién para la progresién
por la carrera profesional, dispone tales factores «se valorardn de acuerdo con
la naturaleza de cada actividad profesional». El propio precepto no impone
que deban valorarse todos los factores previstos en la enumeracién, y destina
al desarrollo reglamentario la valoracién de cuéles deberdn ser valorados en
funcién de «cada actividad profesional» y en qué medida deben valorarse.

3. La ampliaciéon de los cauces de promocién interna

El ALEPA también incorpora miltiples novedades en materia de promo-
cién interna. El Documento de Diagnéstico previo al proceso de elaboracién
del ALEPA ya advertia la necesidad de profundizar y mejorar las posibilida-
des de promocién interna de los empleados puiblicos de la Administracién
autonémica:

«Puede sefialarse que la promocién interna en la Administraciéon de la Comu-
nidad Auténoma sigue siendo un medio minoritario de promocién a pesar de las
medidas incentivadoras de esta forma de carrera profesional (previsién en las Ofertas
de Empleo piblico de turnos independientes, eliminacién del periodo de précticas,
reduccién de temarios). Ello es especialmente significativo en un contexto en el que
la formacién universitaria es cada vez més frecuente entre los funcionarios piblicos
de los grupos profesionales donde ésta no se exige para el ingreso en los Cuerpos
o Escalas correspondientes. La motivacién de una carrera profesional de un mayor
recorrido, la promocién de la formacién reglada entre los empleados publicos asi
como la experiencia adquirida en el desempefio de las funciones del Cuerpo o Escala
de procedencia es un interés que la organizacién en su conjunto debe perseguir. La
promocién interna, en cualquier de sus modalidades, permite aprovechar el potencial
de las personas que ya estén prestando sus servicios en la Administracién al tiempo
que permite articular una carrera profesional de mayor recorrido.»

De acuerdo con este diagnéstico, el ALEPA ha venido a profundizar
e incrementar las posibilidades de promocién interna a través de mdltiples
previsiones.

Por una parte, el ALEPA ha previsto novedosamente la posibilidad de
convocar turnos independientes de promocién interna. Si bien es cierto que,
en las Gltimas ofertas de empleo piblico de la Administracién autondmica se
han venido realizando convocatorias independientes de promocién interna,
superdndose el modelo tradicional de reserva de puestos del turno libre a
favor del turno de promocién interna, esta posibilidad se ha incorporado
definitivamente en el texto ALEPA.

Otra de las grandes novedades que incorpora el ALEPA es la regulacién
de una nueva modalidad de promocién interna, la denominada promocién
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interna temporal. Si bien existen otros regimenes especiales de funcién piblica
(como el régimen del personal estatutario o el del personal laboral) donde se
contempla esta modalidad, la promocién interna temporal se configura como
una auténtica novedad en el dmbito del régimen comdn. El ALEPA articula la
promocién interna temporal al modo de un nombramiento temporal del fun-
cionario para la provisién de puestos de trabajo correspondientes a escalas o
clases de especialidad del mismo subgrupo profesional o grupo profesional si
no existe subgrupo, o del inmediato superior al del funcionario promocionado,
siempre que concurran los requisitos generales previstos para la promocién
interna. Debido a que se trata de un nombramiento temporal (equivalente al
que se produce en el caso del régimen de interinidad), el ALEPA prevé que
«durante el tiempo en que realice funciones en promocién interna temporal,
el interesado pasard a la sitvacién de servicio activo en el cuerpo, escala o
clase de especialidad a la que hubiera promocionado temporalmente y perma-
necerd en excedencia voluntaria por incompatibilidad en la escala o clase de
especialidad de origen». Se contempla expresamente la reserva del puesto. La
promocién interna temporal estd sometida a los plazos méaximos previstos para
las comisiones de servicios de cardcter voluntario (art. 128.5 ALEPA).

Existen otras novedades de cardcter secundario en el dmbito de la pro-
mocidn interna, tales como la previsién expresa de la posibilidad de acceso
directo por promocién interna desde el grupo C, subgrupo C1 al grupo A,
subgrupo A2, sin necesidad de pasar por el grupo B y la eliminacién de los
limites previstos por la legislacién vigente para la promocién interna cruzada.
Respecto a esta Ultima novedad, debe sefialarse que la actual LOFPAr restringe,
en su Disposicién Adicional Octava, segundo pérrafo, la posibilidad de acceso
a través de pruebas de promocién interna a las categorias profesionales del
Grupo E del Convenio colectivo para el personal laboral de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén y, exclusivamente, para el acceso a la
Escala Auxiliar Administrativa. Si bien, se sigue considerando esta modalidad
de promocién interna como excepcional, se han eliminado tales limites.

V. CONDICIONES PARA EL EXITO DE SU IMPLANTACION Y RIESGOS
DEL PROCESO

La articulacién de un nuevo sistema de carrera profesional basado en un
modelo de carrera horizontal, articulado sobre la evaluacién del desempefio y
conformador de un auténtico sistema de desarrollo profesional supone, como
hemos sefialado, un auténtico reto para la organizacién en su conjunto. Es un
proceso complejo y que, con seguridad, se dilataré en el tiempo, pero cons-
tituye, sin duda, una de las claves de béveda de la reforma que el Estatuto
Bdsico del Empleado Pdblico pretende encauzar en el conjunto de las Admi-
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nistraciones Pdblicas espafiolas y que el ALEPA, si finalmente se transforma en
derecho positivo, persigue catalizar en el dmbito aragonés.

No obstante, el éxito de este proyecto depende, en nuestra opinién, de
moltiples condicionantes.

Por una parte, la implantacién de un modelo de carrera profesional de
cardcter horizontal, que supere la tradicional visién vertical de la carrera admi-
nistrativa, exige una profunda revisién de las estructuras organizativas actuales.
El proceso transferencial, la propia dindmica de la actual carrera administrativa
(que provoca, como hemos visto, una permanente presién vertical en la organi-
zacién), la cultura administrativa y la ausencia prdcticamente generalizada de
instrumentos de valoracién de puestos, ha dado como resultado una estructura
de puestos de trabajo excesivamente vertical que casa con dificultad con las
necesidades de las nuevas organizaciones piblicas.

Los objetivos de la reforma de la carrera administrativa quedardn inéditos
si, simultdneamente al proceso de implantacién de la nueva carrera horizontal,
no se afronta un proceso de racionalizacién de la estructura de puestos a través
de una simplificacién de la estructura de niveles y de una homogeneizacién
de los niveles de los puestos. En caso contrario, el resultado se reducird a una
mera superposicién de la carrera horizontal en el sistema actual de carrera jerér-
quica, malogrando muchos de los objetivos que la reforma persigue (promover
el desarrollo profesional en el puesto, evitar una movilidad puramente artificial
o garantizar similares expectativas de progresién profesional al conjunto de
colectivos de personal que integran la organizacién).

Por otra parte, la implantacién del nuevo modelo de carrera profesional
deberd venir acompafiado de esfuerzos constantes en el campo de la cultura
administrativa. La cultura organizativa es una realidad, quizds, la mds compleja
y sutil. Se configura como un conjunto de valores compartidos y creencias
relativas a los miembros de la organizacién, a las estructuras y los sistemas
de control, a las formas de trabajo y a los papeles organizativos. Siguiendo
la famosa frase de Crozier, «la sociedad no se cambia por decreto» (27), la
renovacién normativa debe ir acompafada de un gran esfuerzo en comunica-
cién inferna, en transmisién de valores proclives al desarrollo profesional, al
compromiso organizativo y a la calidad del servicio. LEBOWITZ, FARREN y KAYE
han sistematizado los seis elementos de una cultura organizativa proclive al
desarrollo profesional de sus funcionarios: la publicidad de los planes organi-
zativos, un fécil acceso a la informacién relativa a los puestos de trabajo, la
creacién de redes de fomento de la innovacién y alto rendimiento, la valoracién
de la asuncién de nuevas responsabilidades y del desarrollo profesional, el

(27) Crozier (1984).
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apoyo mutuo entre directivos y colaboradores, y una conexién éptima entre
la cultura organizativa y las personas (28). Si no existe una verdadera cultura
del desarrollo profesional, que incorpore entre las prioridades, tanto de los
directivos como de los propios empleados pdblicos, la necesidad de la cons-
tante innovacién y del desarrollo profesional, las normas no serén eficaces.
Y la cultura se construye con la promocién de principios comunes (los presu-
puestos bdsicos y la forma de funcionamiento de la organizacién) basados
en la creatividad y el compromiso, con acciones (pautas de conducta, flujos
y formas en la comunicacién, relaciones con otros actores, compensaciones,
prdcticas, procedimientos...) con discurso (en las descripcién de la misién de
la organizacién, la formulacién de las politicas, los esléganes publicitarios, las
metdforas e historias organizativas) e incluso a través de las formas externas
(el mobiliario o los espacios de trabajo...). En Gltima instancia, como sefiala
TicHy, la cultura constituye «la influencia mds omnipresente en la efectividad
organizativa» (29).

Otro de los elementos clave del proceso consiste en el fortalecimiento del
nivel directivo profesional. Como hemos sefalado, el papel de los directivos
pUblicos es critico en el funcionamiento efectivo de un verdadero sistema de
carrera y desarrollo profesional. Como se ha demostrado en las experien-
cias comparadas y se ha puesto de manifiesto por los expertos, el directivo
debe acompafar al empleado en su desarrollo profesional, debe orientarle y
conformar con él un diagnéstico compartido sobre sus fortalezas y sus caren-
cias, consensuando las posibles vias para su solucién; es también clave en la
gestion del rendimiento (30). En la mayoria de los sistemas comparados de
evaluacién del desempefio, la participacién del supervisor o directivo en la
evaluacién se torna imprescindible o muy necesaria. Aunque, normalmente, se
establecen mecanismos de contencién de sesgos y de estandarizacién de las
valoraciones, lo cierto es que el papel de evaluador es asumido principalmente
por los supervisores y directivos (31). Por ello, la profesionalizacién del nivel
directivo se configura asi como un presupuesto necesario para el éxito de la
implantacién del modelo.

Por ofra parte, se requiere la implantacién de herramientas fiables que
hagan posible un correcto funcionamiento del sistema y que sean merecedoras
de la confianza de los diferentes actores del proceso (los propios empleados,

(28) LeBOWITZ, FARREN y BEVERLY: (1986: p. 46).
(29) TicHy (1982: p. 59).
(30) WERNER y DE SIMONE (2006: p. 15).

(31) En algunos sistemas comparados, se ha implantado sistema de evaluacién de 360 grados,
en el que participan en la evaluacién del empleado no sélo los superiores jerdrquicos, sino también
los compafieros, subordinados y los usuarios.
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los directivos publicos, los ciudadanos, las organizaciones sindicales, ...). Esta
confianza se verd acrecentada a través del reforzamiento de una visién par-
ticipativa del proceso, en el seno del cual los empleados puedan intervenir y
participar en el disefio e implementacién de tales herramientas, configurdndose
asi como un auténtico proyecto colectivo (32).

Ya hemos sefialado que cualquier sistema de desarrollo profesional se
conforma a través de multiples elementos, tales como los puestos de trabaijo,
la carrera horizontal, la evaluacién del desempefio, la politica formativa, las
técnicas de provision de vacantes o el sistema retributivo (vid. supra). Tal y
como se advertiria por la Comisién de Expertos EBEP, el grado de desarrollo
de todos estos elementos en las Administraciones Pdblicas espafiolas dista de
poder considerarse completamente satisfactorio. Sin el perfeccionamiento del
sistema de descripcién de los puestos de trabajo, que refuerce su vinculacién
con el sistema de desarrollo profesional, la flexibilizacién del sistema retributivo
o la mejora de los procedimientos de provisién de puestos de trabajo, espe-
cialmente, del concurso de méritos, como procedimiento normal de provisién
(aunque sin olvidar el sistema de libre designacién que afecta una importante
parte de los puestos de mayor valor estratégico en la organizacién), el sistema
de desarrollo profesional no podrd llegar a ser verdaderamente eficaz.

En este sentido, se requiere una profunda renovacién del modelo formativo,
superando el modelo tradicional de la politica formativa basada en una oferta
voluntaria para el funcionario, con una reducida conexién con los objetivos
organizativos, y volcada exclusivamente en la movilidad (33). Francisco LONGO
ha puesto de manifiesto las desviaciones més comunes del sistema formativo
en las Administraciones Pdblicas espafiolas: por un lado, cuando reduce «a
un mero catalogo de ofertas de capacitacién que administran los propios
empleados en funcién de sus meras preferencias e intereses personales» vy,
por otro, cuando la formacién «se convierte en una politica que se utilizara
para afrontar cualquier problema de personal, incluso aquellos para los que
no es el instrumento mds adecuado». En este sentido, las Normas de Organi-
zacién y Recursos Humanos del Gobierno Vasco (2006) (34), ya cldsicas en
esta materia, sistematizarian los principios elementos de una politica formativa
realmente eficaz:

«— La necesidad de proceder a planificar la formacién en funcién de la
estrategia global de la organizacién y de sus politicas de recursos
humanos.

(32) LeBownz, FARREN y BEVERLY (1986: p. 173).
(33) JIMENEZ MERONO, SANCHEZ MERENO y SANCHEZ MERENO (2009).
(34) Gorriml y ToNA (2006).
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— La coherencia de utilizar la formacién para aquello a lo que realmente
puede contribuir: a mejorar el desempefio presente o futuro de un puesto
y a facilitar el desarrollo y la promocién profesional

— La distincién entre las actividades formativas de aprendizaje (que tie-
nen por finalidad la adquisicién de conocimientos, destrezas, actitudes,
efc., mediante un programa especifico en que se evaldan los objetivos
de aprendizaje propuestos) y las actividades de informacién (que tienen
como obijetivo la transmisién o intercambio de contenidos y experiencias
y carecen de una programacién y evaluacién sistemdticas).

— La identificacién de objetivos formativos, entendidos como los comporta-
mientos, actitudes y valores que mejoran el servicio pdblico y que identi-
fican y describen aquello que el participante deberia ser capaz de hacer
en un puesto de trabajo después de haber acreditado la superacién del
correspondiente proceso de formacién

— El andlisis de los contenidos formativos, que deben estar disefiados para la
adquisicién o incremento de conocimientos, destrezas observables, capa-
cidad de resolucién de problemas y cambio de actitudes.

— El andlisis de las necesidades de formacién, entendido como la diferencia
entre lo que el trabajador sabe y lo que debe saber en relacién a los
objetivos formativos

— Conviene distinguir entre formacién de entrada o acceso, formacién para el
puesto y formacién para la carrera profesional (que tiene por objeto la capa-
citacién y desarrollo profesional para la mejora del desempefio de tareas
de cualquier otro puesto diferente a | que se estd desempefiando o para la
profundizacién en el mismo —exigencia no estandar de funciones).

— Toda formacién debe ser evaluada por medidas fiables que predigan el
desempefio eficaz de un puesto o de un equipo. La formacién para ser
eficaz debe transferirse al desempefio de un puesto y tal transferencia
debe medirse de acuerdo a los objetivos de formacién y a los criterios
de éxito de dicho puesto. Cualquier programa formativo deberd respon-
der a unos determinados estdndares de utilidad, viabilidad, propiedad
y precisién. Los estdndares de utilidad se refieren al cardcter practico y
a las necesidades de informacién para una audiencia determinada. La
viabilidad del programa tiene que ver con el realismo, prudencia y efi-
ciencia del mismo. Los estdndares de propiedad se refieren a los derechos
de las personas afectadas por la evaluacién. Los estandares de precisién
determinan las caracteristicas de validez del programa, sus instrumentos
y sus conclusiones.»

Deben reconocerse los esfuerzos invertidos durante todos estos afios en la
mejora de la oferta formativa en el ambito piblico; no obstante, tales esfuerzos
deben redoblarse para alcanzar una politica formativa realmente efectiva y
vinculada a las necesidades reales de la organizacién.

En este mismo sentido, la renovacién de los sistemas de andlisis y des-
cripcién de los puestos de trabajo permitird reforzar el papel del puesto de
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trabajo en el marco del sistema de desarrollo profesional. Tradicionalmente,
este papel ha sido muy reducido y ello ha provocado una escasa vinculacién
entre el puesto de trabajo y el sistema de desarrollo profesional. La des-
cripcién de los puestos de trabajo, a través de la incorporacién de perfiles
competenciales o la adscripcién a dreas de especializacién y su vinculacién
con itinerarios formativos, pueden aportar miltiples ventajas en este dmbito,
especialmente en el marco de la evaluacién del desempefio. La formulacién
de un sistema de descripcién de puestos de trabajo que incluya informaciones
relevantes en el dmbito del desarrollo profesional permitira articular a éste en
torno a las necesidades reales del empleado en relacién con las funciones
y las competencias concretas exigidas para el desempefio eficaz del puesto
de trabajo, tanto del actual como de los futuros, posibilitando asi un sistema
realmente eficaz, volcado directamente en las necesidades reales y efectivas
de capacitacién.

En este sentido, la metodologia de una gestién basada en competencias
puede resultar de gran utilidad. El Departamento de Presidencia inicié en el
afio 2009 un proyecto de implantacién de gestién basada en competencias
en el dmbito de la Administracién General de la Comunidad Auténoma. La
gestién por competencias ha sido incorporada a la mayoria de los sistemas
comparados de funcién piblica més avanzados (35) y reporta miltiples ventajas
en la articulacién de la carrera como sistema de desarrollo profesional. Por una
parte, la gestién basada en competencias permite mejorar el modelo forma-
tivo de la Administracién Autondmica, articulando, en el marco de la carrera
profesional, itinerarios formativos para la adquisicién y mejora de aquellas
competencias necesarias para el desempefo eficaz del puesto. Como hemos
sefialado, una descripcién de los puestos por competencias y la inclusién de
este modelo en los itinerarios de desarrollo profesional permitirdn adoptar una
oferta formativa més conectada con las funciones y responsabilidades concretas
de los empleados aumentando la eficacia y utilidad de la politica de perfeccio-
namiento profesional de la Administracién Autonémica. Ademds, una gestién
basada en competencias permitird vincular la formacién con la evaluacién del
desempefio. La articulacién de la politica formativa con base en las compe-
tencias posibilitard adaptar la oferta formativa a las necesidades de mejora
y carencias competenciales diagnosticadas por el sistema de evaluacién del
desempefio y constituird un elemento clave para la superacién de las carencias
formativas puestas de manifiesto en las evaluaciones profesionales. Ademds,
la implantacién de un modelo formativo basado en competencias posibilitaré
evaluar con mayor rigor la eficacia concreta de la formacién recibida por el
empleado ya que, a través de la evaluacién del desempefio, podrd evaluarse

(35) HORTON, HONDEGHEM y FARNHAM (2002).
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de forma fiable la mejora real y efectiva del nivel de competencias producida
por la formacién recibida. Ello posibilitaria la mejora continua de la oferta
formativa para hacerla més efectiva y il

En el plano de la evaluacién del desempefio, la gestién basada en
competencias también produce multiples beneficios. Por una parte, aporta
una mayor objetividad y equidad al sistema ya que se articula sobre una
realidad que es susceptible de medicién cualitativa y que escapa a opiniones
o impresiones subjetivas por parte del evaluador: cada competencia se divide
en niveles de adquisicién y, cada uno de estos niveles, lleva asociados unos
indicadores o comportamientos clave que permiten identificar el grado en el
que el empleado ostenta la competencia respectiva. Ello posibilita evaluar, con
un alto grado de fiabilidad, el nivel adquirido por el empleado en relacién
con los niveles de la competencia exigidos para el correcto desempefio del
puesto y diagnosticar posibles carencias o dreas de mejora. Por otra parte,
la informacién que resulta del balance de competencias efectuado por la
evaluacién es relevante, ya que refleja realmente las competencias clave del
desempefo eficaz. Se trata de una herramienta fiable, en cuanto el sistema
de medicién del nivel de competencia es univoco y homogéneo, comin a
todos los empleados de la organizacién.

Finalmente, la planificacién en materia de recursos humanos en la Admi-
nistracién Poblica es otro de los presupuestos bdsicos para la implantacién
de un sistema de carrera y desarrollo profesional realmente eficaz. Si bien
debe reconocerse que no existe en la realidad actual del empleo piblico una
prdctica consolidada de planificacién de los recursos humanos, se trata de un
presupuesto imprescindible para la efectividad del modelo en su conjunto y, en
particular, para la del sistema de desarrollo profesional. El articulo 69 EBEP
recoge los instrumentos de planificacién en materia de recursos humanos, reno-
vando el régimen antecedente de los planes de empleo. El ALEPA ha incorpo-
rado tal regulacién —desarrolléndola— y prevé como principales instrumentos
de planificacién en la materia, a los planes estratégicos, cuatrienales, y a los
planes operativos. Cualquier sistema de desarrollo profesional debe fundamen-
tarse en un correcto diagnéstico de necesidades, basado tanto en la visién
estratégica de la organizacién (que, en el modelo ALEPA, debe concretarse
en el plan estratégico), en el propio puesto de trabajo (a través, como hemos
sefialado, de un correcto andlisis de aquél) y en la persona (mediante la eva-
luacién del desempefio) (36). En este sentido, los nuevos planes de ordenacién
de recursos humanos que el ALEPA incorpora estdn llamados a concebir un
modelo de carrera y desarrollo profesional realmente planificado que permita
cohonestarlo con la estratégica general de la organizacién. La planificacién

(36) WERNER y DESIMONE (2006: p. 15)
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de las carreras verticales y de la movilidad [art. 51.1.c) y d) ALEPA] (37) asi
como la planificacién de la oferta formativa [art. 51.1.d) ALEPA] en atencién
a las necesidades puestas de manifiesto por un diagnéstico periédico previo
son requisitos imprescindibles para la efectividad del sistema (38).

Una vez sefialadas las principales condiciones que deben concurrir para
atisbar el éxito de la reforma de la carrera profesional, deben advertirse tam-
bién algunos riesgos en este proceso.

En primer lugar, como se ha sefialado anteriormente, se trata de un
proceso a largo plazo, de marcado nivel estratégico, que requiere un impulso
politico renovado y permanente que permita superar obstdculos y tomar deci-
siones, en numerosos casos, anticulturales. Sin un liderazgo politico fuerte,
el éxito del proceso serd précticamente inviable. Por ello, el resultado final
del proceso dependerd, sin duda, del compromiso real que los responsables
politicos adquieran en la realizacién efectiva de los objetivos que la reforma
encarna.

La reduccién de la carrera profesional a un mero incremento retributivo
que resuelva perentoriamente un problema de oportunidad puntual pero que
posponga, de forma précticamente irremediable, la consecucién del verdadero
espiritu del modelo incorporado en el EBEP y en el ALEPA, se torna como otro
de los riesgos ciertos en el proceso. La implantacién de la evaluacién del
desempefio, la articulacién de una politica formativa realmente eficaz y la
conformacién de una carrera profesional basada en el rendimiento constituye,
sin duda, un proceso de gran envergadura, con alto riesgo, especialmente en
tiempos de bonanza econémica, de buscar atajos y compromisos de corto
alcance que invaliden definitivamente los objetivos dltimos del proceso. Afor-
tunadamente, la crisis que las haciendas publicas atraviesan actualmente ha
amortiguado sensiblemente este riesgo, patente desde el inicio del proceso (se
trata de uno de los pocos efectos positivos que la crisis fiscal ha provocado
en este campo), permitiendo ademds disponer de mayor tiempo para afrontar
una reforma realmente efectiva. El obligado «impasse» por el que transcurre el
ritmo general de la reforma del empleo poblico en Espafa permite afrontarla
con mayor serenidad y hacer todos los esfuerzos necesarios (metodolégicos,
culturales, organizativos...) para aprovechar la oportunidad de llevar a cabo
un cambio realmente cualitativo y efectivo.

En este sentido, los posibles regimenes transitorios que puedan articularse
en el periodo de transitoriedad entre el sistema actual y el futuro adquieren

(37) Como experiencia de planificacién de carreras verticales puede citarse: NOGUER PORTERO
y GUZMAN VALVERDE (2007).
(38) FErez FERNANDEZ (2006:81).
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una importancia crucial para el éxito a medio plazo del proceso. Se trata de
una cuestién compleja, cuya resolucién exige el reconocimiento general de los
derechos consolidados de los funcionarios y, al mismo tiempo, previsiones que
no inhabiliten o pospongan a medio y largo plazo las bondades del nuevo
modelo de carrera profesional. La ALEPA ha incorporado un régimen transitorio
de carrera profesional en su disposicién transitoria décima en virtud del cual
cada Administracién Piblica decidird el plazo y el inicio del proceso de implan-
tacién del nuevo modelo de carrera profesional. Hasta que tal implantacién
sea efectiva, continuard en vigor el actual régimen de consolidacién de grado
personal (DT 10°.1.a), previéndose una cldusula de garantia de los derechos
consolidados bajo el régimen anterior de consolidacién de grado personal. El
régimen transitorio regula, con cardcter general, el proceso de implementacién
de la nueva carrera profesional sobre el régimen anterior. En concreto, establece
para la Administracién de la Comunidad Auténoma, un plazo de tres afios a
partir de la entrada en vigor de la ley para la regulacién del régimen definitivo
de carrera. Por tanto, en el plazo de tres afios a partir de la entrada en vigor
de la ley, deberd haberse implantado un sistema objetivo de evaluacién del
desempefio, en cumplimiento de lo que prevé el articulo 20.5 EBEP (39). Por
otra parte, se realizan previsiones para la absorcién en el futuro sistema, de
aquellos componentes del complemento especificos vinculados al actual sistema
de carrera profesional [DT 10°.a) y b) ALEPA]. Finalmente, no se prevén efectos
retributivos directos del reconocimiento, en aplicacién del régimen transitorio,
sino que, con independencia de la fecha de los efectos administrativos del
reconocimiento, se pospone su devengo a lo que se prevea por acuerdo
del Gobierno de Aragdn en los términos dispuestos en las correspondientes
Leyes de Presupuestos de la Comunidad Auténoma. No obstante, queda sin
concretar cudles serdn los «plazos, términos y requisitos» para la adquisicién
de los sucesivos tramos de carrera horizontal por los funcionarios de carrera
durante el régimen transitorio, cuya determinacién corresponderd al Gobierno
de Aragén, quedando abierta asi una de las claves de esta cuestion.

En tercer lugar, ofro riesgo que puede presentarse, con mayor crudeza si
cabe que el anferior, es una posposicién indefinida, quizds definitiva, de la
implantacién y consumacién de la reforma, derivada de las dificultades econé-
micas. No obstante, debe advertirse, una vez mds, que la profesionalizacién
de la funcién puoblica y la promocién de su eficiencia, competitividad y pro-
ductividad, se configura, sin duda, como un presupuesto para la sostenibilidad

(39) La Disposicién Transitoria Séptima ALEPA dispone para el resto de Administraciones
Piblicas incluidas en el dmbito de aplicacién de la ley un plazo méximo de seis afios a partir de su
enfrada en vigor para la implantacién de los sistemas que permitan la evaluacién del desempefio
de sus empleados.
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de un modelo de sector piblico de calidad, basico para el fortalecimiento de
la cohesién social y del estado del bienestar.

Se trata, sin duda, de una empresa de calado, pero, en Gltima instancia,
posible. Constituye la oportunidad de posicionar a la funcién publica y al
empleado publico en la corazén de la reforma de las Administraciones publi-
cas; reforma que, constituye, hoy mds que nunca, una condicién irrenunciable
para la supervivencia de un modelo social que tanto tiempo y tanto esfuerzo
ha costado construir entre todos.
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RESUMEN: Este articulo tiene por objeto presentar una descripcién del Instituto
Aragonés de Administracién Piblica actual, y las implicaciones que sobre su futuro
puede llegar a tener el texto del documento de trabajo elaborado como soporte del
anteproyecto de Ley del Empleo Piblico de Aragén (ALEPA), si finalmente llegase a ver
la luz como Ley aprobada por las Cortes de Aragén con el texto propuesto.

Palabras clave: Instituto Aragonés de Administracién Piblica; Ley del Empleo Piblico
de Aragén; Evaluacién del desempefio; programas de calidad y mejora de los servicios
pUblicos.

ABSTRACT: The objet of this article is to analyze of the Aragon Institute of Public
Administration today and the implications on their future can have the text of working
paper in support of the draft Law on Public Employment of Aragon (ALEPA) if finally came
to see the light as a law passed by the Parliament of Aragon to the proposed text.

Key words: Aragon Institute of Public Administration; Public Employment Law Ara-
gon; performance evaluation; quality programs and improve public services.
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I. REALIDAD ACTUAL DEL INSTITUTO ARAGONES DE ADMINISTRA-
CION PUBLICA

1. Introduccién

Han pasado cerca de 25 afios desde la creacién del Instituto Aragonés
de Administracién Poblica — en adelante IAAP— y en su estructura, cometi-
dos y actuaciones no ha sufrido modificacién alguna, salvo los cambios en
su adscripcién orgdnica que se producen con ocasién de la aprobacién de
nuevas estructuras. La trayectoria del IAAP durante estos afios le hace mere-
cedor de una reflexién sobre su adecuacién a una Administracién del siglo
XXI bien distinta de la que conocié en su origen, no sélo en cuanto al nimero
de empleados publicos, que ha pasado de unos pocos miles —que formaban
nuestra naciente administracién autonémica en los afios 80—, a los algo més
de 47.000 publicados en el Boletin Estadistico de Personal al servicio de las
Administraciones Piblicas del Ministerio de la Presidencia, a fecha 1 de enero
de 2010, sino también en lo referente al modelo de Administracién; asi, tras
la asuncién efectiva de las competencias en materia de Justicia el 1 de enero
de 2008, la Administracién de la Comunidad Auténoma ha completado su
escenario competencial y se ha convertido en una administracién prestadora de
servicios (educativos, sanitarios, atencién a la dependencia...), lo que le hace
ser ésta la principal caracteristica de la administracién en la actualidad.

2. Creacion del Instituto Aragonés de Administraciéon Publica

La Ley 1/1986, de 20 de febrero, de Medidas para la Ordenacién de la
Funcién Poblica de la Comunidad Auténoma de Aragén, crea el Instituto Arago-
nés de Administracién Piblica, dependiente del Departamento de Presidencia y
Relaciones Institucionales, y le otorga, directamente o mediante convenios con
el Instituto Nacional de Administracién Piblica o con otras entidades docentes,
las funciones de seleccién, formacién, actualizacién y perfeccionamiento del
personal al servicio de la Administracién de la Comunidad Auténoma y, en
su caso, las del personal de las Corporaciones Locales del dmbito territorial
de Aragén, mediante delegacién o encomienda del Instituto de Estudios de
Administracién Local.

En la citada ley, se recoge el mandato de desarrollar por Decreto la
organizacién y funcionamiento del Instituto, ocasién adecuada para precisar
su régimen de actuacién, fijando primordialmente las normas que, dentro del
marco de la legislacién vigente, han de regir los procesos selectivos del personal
que haya de ingresar directamente en los cuerpos y puestos de trabajo de la
Administraciéon de la Comunidad Auténoma, asi como las encaminadas a la
formacién, actualizacién y perfeccionamiento de su personal y las que orde-
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nen las actividades de estudio, investigacién, asesoramiento, documentacién
y publicaciones sobre temas de Administracién y Funcién Piblica.

Y asi, mediante el Decreto 122/1986, de 19 de diciembre, de la Diputa-
cién General de Aragén (Boletin Oficial de Aragén n® 132, de 29 de diciembre
de 1986) se publica el texto regulador del Instituto Aragonés de Administracién
Piblica y de la seleccién, formacién y perfeccionamiento del personal de la
Comunidad Auténoma de Aragén.

Posteriormente, el Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de febrero de la
Diputacién General de Aragén, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley de Ordenacién de la Funcién Piblica de la Comunidad Auténoma de
Aragén —vigente en la actualidad—, dedica el Capitulo X, articulo 46.1, al
Instituto Aragonés de Administracién Piblica refiriéndose a sus funciones de
seleccién, formacién, actualizacién y perfeccionamiento del personal al servicio
de la Comunidad Auténoma; a los convenios con las Corporaciones Locales;
a la organizacién de cursos y, por Gltimo, funciones de estudio, investigacién,
formacién y consulta relacionadas con la Administracién Piblica.

3. Funciones del Instituto Aragonés de Administracién Publica

El articulo 1 del Decreto 122/1986, de 19 de diciembre, define al Insti-
tuto Aragonés de Administracién Piblica como el érgano especializado para
la ejecucién de las funciones que le encomienda la Ley de Medidas para la
Ordenacién de la Funcién Piblica de la Comunidad Auténoma de Aragén
y para la organizacién de actividades de estudio sobre Administracién y
Funcién Piblica; depende orgdnicamente del Departamento de Presidencia y
Relaciones Institucionales, y sus funciones, en relacién con la Administracién
de la Comunidad Auténoma, son:

a) La seleccién para el ingreso en cada uno de los Cuerpos de funcionarios
de la Administracién de la Comunidad Auténoma, organizando y llevando a
cabo las pruebas selectivas correspondientes.

b) La seleccién, mediante los procedimientos adecuados, del personal que
haya de ser objeto de contrato laboral de carécter permanente por la Diputacién
General de Aragén, cuando se refiera a categorias profesionales equiparables
por su titulacién a los grupos A y B de funcionarios; y la planificacién y control
de todos los procesos selectivos que se convoquen, con sujecién al Decreto
58/1985, de 30 de mayo, para contratacién de personal laboral permanente
correspondiente a las demds categorias profesionales.

c) La supervisién de los procesos de seleccién del personal que haya de
ser objeto de contrato laboral de cardcter no permanente o de nombramiento
interino.
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d) La formacién de los funcionarios ingresados en los Cuerpos de la
Administracién de la Comunidad Auténoma vy, cuando se estime conve-
niente, del personal laboral fijo contratado por ésta a través de los cursos
correspondientes.

e) La actualizacién y perfeccionamiento del personal al servicio de la
Administracién de la Comunidad Auténoma, mediante la organizacién de
cursos, ciclos y otras actividades tedricas y prdcticas, en el marco de una pro-
gramacién global que tienda a la formacién permanente, mediante la periédica
participacién en tales actividades, que llevard a cabo el Instituto directamente,
o cuando se trate de especialidades profesionales, mediante concierto con los
Centros o Entidades competentes.

f) La organizacién de los cursos especificos para la adquisicién de los
grados superiores del intervalo que corresponda a cada Cuerpo, a que alude
el articulo 40 de la Ley de Medidas para la Ordenacién de la Funcién Piblica
de la Comunidad Auténoma de Aragén; los de adaptacién del personal
laboral permanente que aspire a integrarse en los Cuerpos de funcionarios
por la via prevista en la disposicién transitoria sexta de aquella, y cuantos
se consideren necesario programar para dar efectividad a la promocién
interna del personal, con arreglo en todo caso a las normas especificas que
se dicten.

g) La realizacién y promocién de las actividades de investigacién, estudio,
asesoramiento, documentacién y publicaciones necesarias para el desarrollo
general de racionalizacién y mejora de la Administracién de la Comunidad
Auténoma.

h) La colaboracién con instituciones piblicas especializadas para el desa-
rrollo de determinados programas de formacién y actualizacién del personal,
investigacién y estudios sobre la Administracién y la Funcién Piblica.

Asimismo, y en relacién con la Administracién Local, el Decreto 122/1986
dispone que el IAAP tiene las siguientes funciones:

a) Todas aquellas funciones referidas a la seleccién, formacién, actua-
lizacién y perfeccionamiento de los funcionarios de habilitacién nacional y
personal de las Corporaciones Locales del territorio de la Comunidad Auténoma
de Aragdn, que le vengan atribuidas mediante convenios con aquellas o por
encomienda, delegacién o desconcentracién en su favor de las atribuidas por
la legislacién vigente al Instituto de Estudios de Administracién Local, en virtud
del correspondiente Convenio.

b) La investigacién y estudio de la problemdtica de la Administracién
Local y la informacién y difusién de la misma a través de conferencias, cursos,
publicaciones y actividades andlogas.
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Hasta la fecha, el Decreto 122/1986 sélo se ha modificado en su Titulo
Primero mediante Decreto 25/1988, de 1 de marzo, de la Diputacién Gene-
ral de Aragén (Boletin Oficial de Aragén n° 24, de 9 de marzo de 1988),
ademds de los mencionados cambios en su adscripcién orgdnica en virtud
de los Decretos de reorganizacién de la Administracién Autonémica y de la
aprobacién de las correspondientes estructuras orgdnicas. Por ello, no es dificil
concluir que los apartados del Decreto han quedado, en algunos casos, obso-
letos, resultando por el contrario algunos aspectos pendientes de aplicacién
en su totalidad; asi, por ejemplo, la estructura actual del IAAP estd integrada
por dos secciones y no tres, como establecia la normativa reguladora, ya que
no existe la Seccién de Investigacién.

4. Estructura administrativa del Instituto Aragonés de Adminis-
tracién Publica

El Decreto 224/2007, de 18 de septiembre, del Gobierno de Aragén,
aprobé la estructura orgénica del Departamento de Presidencia vigente en la
actualidad. En su articulo 21, dedicado a la Direccién General de Organiza-
cién, Inspeccién y Servicios, se establece la adscripcién orgdnica del Instituto
Aragonés de Administracién Publica.

Mediante Orden de 10 de diciembre de 2007, de los Departamentos
de Presidencia y Economia, Hacienda y Empleo (Boletin Oficial de Aragén
nimero 150, de 21 de de diciembre) se aprueba la Relacién de Puestos de
Trabajo del Departamento de Presidencia. La estructura interna del IAAP apa-
rece infegrada por el Director, y dos Secciones perfectamente diferenciadas
—Formacién y Seleccién— a las que se adscriben dos Negociados de procesos
selectivos y de actividades formativas. Se completa esta relacién con un puesto
de secretario administrativo y ofro de administrativo, un asesor técnico y un
técnico de gestién general, asi como cinco puestos de auxiliar administrativo.
En total, incluyendo al Director, la plantilla del IAAP la componen dieciséis
empleados piblicos.

Il. GESTION DEL INSTITUTO ARAGONES DE ADMINISTRACION
PUBLICA
Seguidamente se hace una breve resefia de las acciones llevadas a cabo

por el IAAP en las dos Secciones que lo componen, Formacién y Seleccidn,
en los dltimos afios.
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1. Seccion de Formaciéon

La Seccién de Formacién dedica su trabajo a la formacién, actualizacién
y perfeccionamiento de los empleados publicos, mayoritariamente empleados
propios de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, y en
menor medida de la Administracién Local, donde el bloque mds importante lo
forman los policias locales.

La programacién anual de los distintos planes y programas se disefia
para satisfacer las necesidades formativas de la Organizacién y para favore-
cer, tanto el reciclaje y perfeccionamiento en el desempefio de los puestos de
trabajo, como el desarrollo personal de los empleados publicos. Los planes
de formacién vigentes, para el afio 2011, se publicaron en el Boletin Oficial
de Aragén n°® 241, de 13 de diciembre de 2010, Plan para el Empleo de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén (anteriormente IV
Acuerdo de Formacién Continua —AFCAP-), financiado con fondos que pro-
vienen de la Administracién General del Estado, y en el Boletin Oficial de
Aragén n® 2 de 4 de enero de 2011, Plan de Formacién del Instituto Aragonés
de Administracién Pdblica, denominado plan propio por estar financiado con
fondos de la Comunidad Auténoma de Aragén.

Seguidamente, en la Tabla 1, se indican los datos del nimero de cursos,
horas y participantes en la formacién desde el afio 2007 hasta el 2010. No
se incluyen los datos de Educacién (Personal docente no universitario) y Salud
(Personal adscrito a centros sanitarios), ya que éstos gestionan sus propios
planes de formacién, publicados en el Boletin Oficial de Aragén n° 253, de
29 de diciembre de 2010.

Tabla 1. Nomero de cursos, horas y participantes en acciones formativas

Ao 2007 2008 2009 2010
N° CURSOS 446 484 482 389
N° HORAS 7.796 8.716 10.173 8.567
PARTICIPANTES 6.659 7.633 7.847 8.697

La disminucién del presupuesto destinado a la formacién durante el afo
2010, en el marco de la minoracién general que experimenté el Presupuesto
de gastos de todos los Departamentos de la Administracién autonémica, derivéd
en una disminucién de los cursos realizados durante dicha anualidad.

La Formacién del IAAP se extiende a las tres provincias aragonesas,
desarrolléndose normalmente en las tres capitales de provincia y, en menor
medida, en ofras poblaciones de cierta entidad. No obstante, la mayor parte
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de los cursos se celebran en Zaragoza, tal y como se observa en los datos
que presenta la Tabla 2.

Tabla 2. NUmero de cursos celebrados en el ailo 2010 en las tres provincias

PROVINCIA CURSOS
HUESCA 65
TERUEL 59
ZARAGOZA 265
Total 389

Las ¢ltimas actuaciones del IAAP en materia de formacién estén rela-
cionadas con la creacién de una plataforma de formacién on-line, el uso de
videoconferencias en Huesca y Teruel, y la implantacién del diploma digital.
En la gestién de los cursos se ha desarrollado una aplicacién informdtica para
realizar la seleccién de los alumnos de manera semiautomdtica y, en aras de
la transparencia de su actividad administrativa, se realiza la publicacién en la
web del Instituto de la relacién de los alumnos admitidos a cada curso

Cabe resaltar el nimero de cursos realizados por los empleados publicos,
dato de especial consideracién en muchos estudios, y de discusién sobre la
idoneidad de establecer un nimero méximo de cursos a realizar en un afio
por los alumnos.

La Tabla 3 muestra los datos referentes al nimero de cursos realizados
por los empleados durante el afio 2010. Porcentaje de alumnos participantes
en la formacién frente al nimero de cursos realizados.

Tabla 3. N° de cursos realizados en el afio 2010 y porcentaje de
empleados que los han realizado

N° CURSOS % empleados
1 59.52
20.78
10.16
5.12
2.35
1.29
7al2 0.78

ol | NMN|lW|N
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Del andlisis de los datos de la Tabla 3 se puede concluir que el 80% de
los alumnos participantes en las acciones formativas realizan 1 6 2 cursos
durante el afio 2010, el 10 % de los alumnos ha realizado 3 cursos, el 3.6 %
realizan 5 6 6 cursos, y el 0.8 % restante realiza entre 7 y 12 cursos, siendo
sélo 1 alumno los que han realizado 10, 11 6 12 cursos en un afio.

Por tanto, cabe destacar que la gran mayoria de los empleados publicos
que acuden a las acciones formativas del IAAP realizan entre 1 y 3 cursos
al afio, ya que esto supone el 90.46 % de los alumnos participantes en las
mismas.

En cuanto a la calidad de la formacién impartida, el IAAP publica en su
web desde el afio 2009 la calificacién de los cursos a partir de las encuestas
cumplimentadas por los alumnos al finalizar cada accién formativa. La califi-
cacién media de las acciones de los afios 2009 y 2010 ha sido de 7.95 y
7.91 puntos, respectivamente, sobre un maximo de 10.

En formacién el IAAP dedica cada afo una cantidad muy importante de
recursos econdmicos, como se sefiala a continuacién en la Tabla 4.

Tabla 4. Presupuesto dedicado a formacién a través del IAAP (€)

Afo Pr:esupuesfo del' Presupue.s!o del IY Acuerdo de
Gobierno de Aragén Formacién Continua AAPP*

2008 393.372,45 1.682.569,60

2009 445.174,00 1.829.560,00

2010 335.199,75 1.905.456,95

2011 335.199,75 1.845.950,00

* Actualmente Acuerdo de Formacién para el Empleo de las Administraciones Poblicas

Las cantidades de la columna del IV AFCAP se reparten entre Educacién,
Sanidad y Administracién General, en funcién del nimero de empleados pibili-
cos, y de las mismas se dedica el 50 % para gestionar directamente por parte
de las Organizaciones Sindicales representadas en el [V Acuerdo de Formacién
Continua en las Administraciones Pdblicas.

La importancia de las cuantias que anualmente se invierten en formacién,
hace necesario realizar una comprobacién posterior de su eficacia y utilidad.
En este aspecto, el proyecto ETAPE (Evaluacién de la Transferencia de la For-
macién en la Administracién Piblica Espafiola) pretende analizar la eficacia
de la formacién en cinco Comunidades Auténomas, entre ellas la aragonesa,
a partir de la evaluacién de la transferencia o aplicacién de la formacién en
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el lugar de trabajo. Para ello se utiliza el cuestionario ETF de Evaluacién de
la Transferencia de la Formacién para detectar barreras y facilitadores que
afecten a la transferencia de la formacién.

El estudio consiste en aplicar el modelo de Evaluacién de la Transferen-
cia de la Formacién (ETF), tanto en la formacién presencial como on-line. La
metodologia tiene un enfoque mixto con la recogida y el andlisis de los datos
cuantitativos y cualitativos cumplimentados por los alumnos. Las personas res-
ponsables del proyecto para Aragén son la profesora Pilar Pineda Herrero,
del Departamento de Pedagogia sistemdtica y social de la Universidad Auté-
noma de Barcelona, junto con la Jefa de Seccién de Formacién y el Director
del IAAP.

Los resultados y conclusiones del estudio permitirdn dirigir los esfuerzos
en la direccién més adecuada para aportar un mayor valor afiadido al fun-
cionamiento de nuestra Administracién.

2. Secciéon de Selecciéon

Respecto a la funcién de seleccién para el ingreso en la Administracién
General de la Comunidad Auténoma de Aragén; durante el afio 2010 se han
gestionado 59 procesos selectivos, mayoritariamente de las Ofertas de Empleo
Péblico aprobadas para los afios 2007, 2009 y 2010. En estos procesos
desarrollados en el afio 2010 han participado del orden de 600 empleados
pUblicos como miembros de los Organos de Seleccion, y a tales procesos se
han inscrito casi 42.500 aspirantes para un total de 1.070 plazas.

Entre los logros obtenidos en los Gltimos afios, merece la pena destacar
la disminucién del tiempo transcurrido entre la publicacién en el Boletin Oficial
de Aragén de la correspondiente Oferta de Empleo Piblico —normalmente
en el primer trimestre del afio—, y la publicacién en el mismo Boletin de la
dltima convocatoria de la oferta correspondiente para procesos selectivos de
funcionarios. En el afio 2010 se ha conseguido que todas las Ordenes de
convocatoria de procesos selectivos para funcionarios se dictasen en el mismo
afio en el que se publicé la oferta, desde el mes de abril —publicacién de la
OEP— al mes de diciembre —fecha de la Gltima Orden de convocatoria de
proceso selectivo de funcionarios—.

El objetivo en la Seccién de Seleccién ha sido el de poner «al dia» la
ejecucién de las ofertas de empleo durante el afio 2011. El estado actual de
ejecucién de las ofertas hace prever que se podrd lograr el citado obijetivo,
incluso con la finalizacién de los procesos de seleccién de personal laboral
y procesos especificos para discapacitados, de las ofertas de 2004 y 2007,
que son los que mayor retraso han acumulado.
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Tabla 5. Plazo transcurrido entre la publicacién de la oferta de empleo
publico y la publicacién de la Gltima convocatoria de procesos
selectivos de funcionarios en el Boletin Oficial de Aragén
(nomero de meses)

En lo que se refiere al turno independiente para discapacitados, en 2010
se ha realizado la convocatoria que se corresponde con la Oferta de Empleo
Péblico de 2009, y que supone una innovadora apuesta por la integracién de
los discapacitados intelectuales con mayores dificultades de insercién social
y laboral. Se trata de una Unica convocatoria de diez plazas de Personal de
Servicios Auxiliares y Personal Especializado de Servicios Domésticos en la que
se modifica la estructura del proceso elimindndose los exdmenes y valorando
en una primera fase la preparacién profesional, la experiencia laboral, asi
como las limitaciones a la actividad, para en un segundo momento, desem-
pefiar de manera provisional uno de los puestos convocados y comprobar la
integracién efectiva en el entorno laboral y social en la unidad de destino. Esta
convocatoria se ha gestionado en colaboracién con la Direccién General de la
Funcién Pdblica, el Instituto Aragonés de Servicios Sociales y las asociaciones
mds representativas del colectivo de discapacitados.

3. Otros asuntos generales

Otros asuntos de interés gestionados por el IAAP son la publicacién de
la Revista Aragonesa de Administracién Poblica, en el marco de las funciones
de estudio e investigacién que tiene atribuidas, el Practicum de la Universidad
de Zaragoza, o el Mdster en Gestién Piblica que se realiza junto con la Uni-
versidad de Zaragoza, ademds de ofros convenios con Administracién Local
o la Universidad de Zaragoza.
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lll. CONFIGURACION Y DISENO DEL INSTITUTO ARAGONES DE
ADMINISTRACION PUBLICA EN EL BORRADOR DEL ANTEPRO-
YECTO DE LEY DEL EMPLEO PUBLICO DE ARAGON (ALEPA)

El documento de trabajo elaborado como soporte del anteproyecto de Ley
del Empleo Piblico de Aragédn (ALEPA) es fruto del trabajo de un buen nimero
de personas en representacién de distintos colectivos: Administracién autoné-
mica y local, Organizaciones Sindicales, y entidades y expertos universitarios.
El documento definitivo se ha distribuido en el mes de marzo de 2010.

El Titulo | del ALEPA «Organizacién institucional del empleo piblico de
Aragén» estd estructurado en cuatro capitulos. El capitulo Il estd dedicado
a los «Organos de empleo piblico de la Administracién de la Comunidad
Auténomay, incluyendo en la Seccién Cuarta (articulos 14 a 24) al Instituto
Aragonés de Administracién Pdblica.

Los articulos 14, 15 y 16, que describen su Creacién, Naturaleza y
Régimen Juridico; sus Fines; y sus Funciones, se detallan a continuacién, dado
el interés de su contenido.

Articulo 14. Creacién, naturaleza y régimen juridico

1. Se crea el Instituto Aragonés de Administracién Piblica con el carécter
de organismo auténomo adscrito al Departamento competente en materia de
empleo publico, bajo cuya direccién, vigilancia y tutela ejerce las competencias
en materia de empleo publico que le atribuye esta ley.

2. El Instituto Aragonés de Administracién Publica tiene personalidad
juridica propia y plena capacidad de obrar, y dispone para el cumplimiento
de sus fines de patrimonio propio y de los recursos humanos, financieros y
materiales necesarios.

3. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica se rige por lo estable-
cido en esta ley, sus normas de desarrollo y demds disposiciones que sean
de aplicacién.

Articulo 15. Fines

1.- Son fines del Instituto Aragonés de Administracién Piblica:

a) Gestionar los procedimientos selectivos para el acceso al empleo piblico
con el objetivo de seleccionar a los mejores candidatos en atencién a sus
competencias y a las funciones profesionales encomendadas, garantizando
los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad.

b) Desarrollar y ejecutar programas de formacién dirigidos al perfeccio-
namiento y adquisicién de nuevas competencias por los empleados pdblicos
que favorezca el desempefio excelente de sus funciones.
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c) Contribuir a la mejora del rendimiento de los empleados piblicos, en el
marco de su progresivo desarrollo profesional, mediante la gestién del sistema
de evaluacién del desempefo.

d) Promover y fomentar la investigacién, el asesoramiento y la evaluacién
de los programas de calidad y mejora de los servicios, especialmente, en su
vinculacién con la gestién de los recursos humanos.

2.— El Instituto Aragonés de Administracién Piblica dirigird su actuacién
y orientard sus medios al ejercicio de las funciones y cumplimiento de los
fines que le asigna esta ley, asi como a los que le pudieran ser asignados
por otras normas.

Articulo 16. Funciones

1. Son funciones del Instituto Aragonés de Administracién Publica en
relacién con los servicios y empleados piblicos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma:

a) La gestién del reclutamiento y la organizacién de la seleccién del per-
sonal funcionario de carrera y laboral fijo conforme a las bases, pro-
gramas, contenidos de las pruebas y criterios que fije el Departamento
competente, asi como del curso de ingreso del personal funcionario de
carrera y laboral fijo cuando su realizacién se prevea como parte del
proceso selectivo de este personal. El Instituto proveerd el adecuado
apoyo material y personal para el buen y correcto funcionamiento de
los 6rganos selectivos.

b

La seleccién del personal funcionario interino y laboral temporal.

La designacién de los miembros de los rganos técnicos de seleccién.

o

d

La formacién del personal de la Administracién de la Comunidad
Auténoma.

La acreditacién de la formacién externa y de las competencias de los
empleados pdblicos.

o

f) El desarrollo de politicas de fomento de la investigacién y de las publi-
caciones en el dmbito de las Administraciones Piblicas, especialmente
de sus recursos humanos.

g) La promocién, investigacién, asesoramiento y evaluacién de los pro-
gramas sobre calidad de los servicios.
h) La imparticién y homologacién de programas de desarrollo directivo

dirigidos a los directivos pdblicos profesionales de las Administracio-
nes Poblicas, de acuerdo con los criterios emanados del Gobierno de
Aragén y del Consejo del Empleo Piblico de Aragén.
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i) La gestion del sistema de evaluacién del desempefio.

i) Aquellas otras que se deriven de lo previsto legal o reglamentaria-
mente.

2. Las funciones atribuidas al Instituto Aragonés de Administracién Piblica
serdn ejercidas sin perjuicio de aquellas que, mediante ley, se hayan atribuido
a otros érganos de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

3. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica podrd ser requerido
por la Administracién de la Comunidad Auténoma y por las Administraciones
Péblicas con las que asi lo hubiese convenido, para colaborar en los procedi-
mientos de provisién de sus puestos de trabajo.

4. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica podrd convenir con las
restantes Administraciones Piblicas y entidades del sector piblico autonémico
y local, la seleccién de empleados poblicos. En cualquier caso, el coste del
proceso selectivo serd asumido por la Administracién o entidad solicitante.

5. Asimismo, mediante convenios suscritos con las restantes Administra-
ciones Pdblicas o con entidades pertenecientes al resto sector piblico autoné-
mico o local, el Instituto Aragonés de Administracién Pdblica podré asumir la
formacién, la acreditacién de la formacién externa y la acreditaciéon de las
competencias de sus empleados asi como el apoyo a la Administracién con-
veniante en relacién con la evaluacién del desempefo de aquéllos.

6. También podré suscribir convenios con la misma finalidad con otras
instituciones de la Comunidad Auténoma.

7. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica acreditard, a solicitud
de la Administracién convocante, el cumplimiento de las condiciones que, en
aplicacién de lo dispuesto en el articulo 65.5 de esta ley, sean aprobados por
el Gobierno de Aragén para el adecuado desarrollo de los procesos selecti-
vos ejecutados por otras Administraciones Pdblicas incluidas en el dmbito de
aplicacién de esta ley.

Los restantes articulos con los que finaliza el Capitulo Il, dedicados al
IAAP, son los incluidos entre el 17 y 24, y estdn dedicados a: Organizacién;
Régimen de personal; Plan de Actividades; Recursos econémicos; Régimen
presupuestario y econémico-financiero; Régimen patrimonial; Actos y recursos
administrativos; y Contratacién, respectivamente.
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IV. EL INSTITUTO ARAGONES DE ADMINISTRACION PUBLICA: DE
UNIDAD ADMINISTRATIVA A ORGANISMO AUTONOMO

En el dmbito de la estructura organizativa de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén, el IAAP tiene rango de Servicio, frente a
los Institutos o Escuelas de Administracién Pdblica cuya configuracién abarca
desde unidades administrativas de uno u otro rango hasta organismos auté-
nomos y agencias.

La mayoria de los Institutos y Escuelas se ha creado en la década de
los afos ochenta del pasado siglo, por lo que su trayectoria ha discurrido de
manera paralela. Hay que sefalar que la relacién entre ellos, en materia de
formacién principalmente, pivota alrededor del Instituto Nacional de Adminis-
tracién Piblica, y que la existencia de la Comisién General de Formacién para
el Empleo de las Administraciones Publicas (anteriormente Comisién General
de Formacién Continua), hace que los contactos y comunicaciones sean habi-
tuales, organizéndose jornadas o eventos con la participacién, no sélo de los
Institutos y Escuelas, sino también de otros promotores de formacién como son
las Organizaciones Sindicales o la Administracién Local.

Estas relaciones, convertidas en muchisimos casos en colaboracién, se
reducen Gnicamente a materia de formacién; asi, el hecho de que existan
Institutos o Escuelas sin competencias en seleccién de personal implica que la
cooperacién entre los organismos competentes es inferior cuando se refiere a
materia de seleccién, originando, en consecuencia, «islas» en la gestién de
los procesos selectivos de cada Comunidad Auténoma. Solamente la sintonia
personal entre directores hace posible una colaboracién en los temas de selec-
cién por el intercambio de experiencias o discusién de problemas comunes.
Asi, en junio de 2007 se expusieron las conclusiones derivadas de las labores
realizadas por un grupo de trabajo sobre seleccidn, si bien desde esa fecha
no ha vuelto a realizarse ninguna otra actividad en este sentido.

1. Comparacion del IAAP con Escuelas e Institutos de Administra-
cion Publicas de otras Comunidades Auténomas

Con independencia de su distinta adscripcién a diferentes departamentos,
la naturaleza del IAAP como un érgano administrativo mds dentro de la estruc-
tura de la Administracién de la Comunidad Auténoma no ha variado desde
su creacién; por ello, el documento de trabajo elaborado como anteproyecto
de la Ley del Empleo Piblico de Aragén propone modificar su cardcter admi-
nistrativo y convertir la unidad orgénica en organismo auténomo. Se trata, sin
duda de un planteamiento mds ambicioso del que se ha desarrollado hasta
ahora, aunque no supone, en ningln caso, un aspecto novedoso en el marco
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general de las Administraciones Pdblicas. En efecto, son varias las Comunidades
Auténomas que asi lo tienen configurado, pudiendo distinguirse entre Escuelas,
que Unicamente tienen atribuidas las funciones de formacién y que mantienen
en la mayoria de los casos su carécter de unidad administrativa (Castilla-Leén,
Extremadura, Murcia y Valencia), a veces con rango de Direccién General, y
Organismos Auténomos o Agencias, que incorporan entre sus competencias las
de formacién y seleccién (Andalucia, Asturias, Baleares, Castilla-la Mancha,
Canarias, Galicia, Navarra, Pafs Vasco).

Excepciones a la norma general son Cataluiia y Cantabria, organismos
auténomos que no tienen competencias en seleccién, y la vecina Comunidad de
La Rioja, unidad administrativa que incorpora entre sus funciones la formacién
y la seleccién de sus empleados pdblicos, en forma similar al IAAP.

Mencién aparte merece el Instituto Madrilefio de Administracién Piblica,
organismo auténomo creado por Ley 15/1996, de 23 de diciembre, con com-
petencias en formacién, y cuya extincién se acordé por Ley 9/2010, de 23 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y Racionalizacién del Sector
Pdblico de la Comunidad Auténoma de Madrid. El conjunto de bienes, derechos
y obligaciones resultantes de su extincién se han integrado en la Consejeria
competente en materia de funcién poblica. Asi se establece en el articulo 23
de la Lley 9/2010, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y Racionalizacién del Sector Publico de la Comunidad Auténoma de Madrid,
por la que se extingue el Instituto Madrilefio de Administracién Piblica «Queda
extinguido el Organismo Auténomo de cardcter administrativo Instituto Madri-
lefio de Administracién Piblica, creado por el articulo 3 de la Ley 15/1996,
de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, integrandose el
conjunto de bienes, derechos y obligaciones resultantes de su extincién en la
Consejeria competente en materia de funcién publica».

Por Ultimo, en las Comunidades Auténomas donde los Institutos o Escuelas
no las tengan especificamente atribuidas, las funciones en materia de seleccién
son desempefiadas en el marco de la Direccién General que tiene asignadas
las competencias en materia de Funcién Pdblica, por una unidad orgdnica con
rango de Servicio o Seccién.

El siguiente cuadro resumen recoge el tratamiento que en las distintas
Administraciones Autonémicas se ha dado a los organismos con funciones simi-
lares al IAAP, junto con informacién sobre si tienen competencias en seleccién
del personal de su respectiva Comunidad Auténoma y el nimero de servicios
que los componen:

371



AGUSTIN GARNICA CRUZ

INSTITUTO/ NORMATIVA DE .
ESCUELA CREACION NATURALEZA JURIDICA | SELECCION | SERVICIOS
Agencia administrativa (Ley
. ley 6/1985, de 28 de 9/2007, de 22 de octubre
ANDALUCIA noviembre y Decreto 277/2009, de St 7
16 de junio)
ASTURIAS gec'relto 65/1990, de 12 érgano desconcentrado N 5
e julio
Entidad auténoma de
BALEARES L(?y. 10/2003, de 22 de cardcter odm.inistrc.lti\{o. S| 2
diciembre con personalidad juridica
propia
Organismo auténomo de
CANTABRIA  [ley 5/1986, de 7 de julio | CO"dcter administativo, NO 1
con personalidad juridica
propia
CASTILLALA ley 3/1988, de 13 de Unidad administrativa N 3
MANCHA diciembre especializada
CASTILLALEON gecreto 47/2002, de 27 Instrumento especializado NO 2
e marzo
Organismo auténomo, de
Decreto 131/1988, 9 cardcter administrativo,
CANARIAS sepliembre dotado de personalidad NO 2
juridica
CATALUNA bey 4/1987, de 24 Organismo auténomo NO 5
e marzo
EXTREMADURA | Ley 5/1995, de 20 de abril | Unidad administrativa NO 0
Organismo auténomo de
Decrefo 163/1982, de cardcter administrativo,
GALCIA 1 de diciembre con personalidad juridica S 4
propia
Decreto 94/2010, de 29 de | Unidad Administrativa,
MADRID diciembre y ley 9/2010, con rango de Subdireccién NO 4
de 23 de diciembre General
Unidad administrativa, con
MURCIA Decreto 32/ 2006, de rango de Subdireccién NO 1
21 de abril
General
Organismo auténomo
NAVARRA Decreto Fora! 117/2007, con Personolidod ]uric#ico S| 5
de 3 de septiembre propia y plena capacidad
de obrar
LA RIOJA Decreto 63/1999, de Servicio sl ]
10 de septiembre
COMUNIDAD | Decreto del Consejo A NO 1
VALENCIANA | de 28 de enero de 1980 red
PAIS VASCO | Ley 16/1983, de 27 de julio | Or9anismo auténomo Sl 5
cardcter administrativo.
) ley 1/1986, de 20 de
ARAGON febrero. Decreto 122/1986, | Servicio Sl 1

de 19 de diciembre
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Las Administraciones Autondmicas presentan, en resumen, distintas alternati-
vas de autoorganizacién en esta materia, aunque segin se ha indicado en otros
puntos, la configuracién juridica del organismo auténomo parece el instrumento
més aceptado para el desempefio de las funciones de cardcter administrativo,
cuyo alcance se limite estrictamente a la prestacién de un servicio publico, al
menos en lo que se refiere la gestién de procesos selectivos para el ingreso en
la Administracién Pblica. En este sentido, la normativa autonémica ampararia
esta concepcién al definir los organismos auténomos como aquellos «organismos
pUblicos a los que se encomienda, en régimen de descentralizacién funcional,
la organizacién y gestidén de un servicio piblico y de los fondos adscritos al
mismo (...)» (Articulo 72 del Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de julio, del
Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén).

V. PRINCIPALES NOVEDADES EN EL DISENO DEL INSTITUTO ARAGONES
DE ADMINISTRACION PUBLICA INCORPORADAS EN EL ALEPA

Sin duda la mayor novedad del ALEPA en lo referente al IAAP estd rela-
cionada con la naturaleza juridica prevista para el Instituto como Organismo
Auténomo.

En relacién con la formacién y seleccién, el ALEPA marca una continui-
dad en las labores del IAAP, si bien se puede destacar en la formacién la
acreditacién de la formacién externa y de las competencias de los empleados
pUblicos, el desarrollo de politicas de fomento de la investigacién y de las
publicaciones en el dmbito de las Administraciones Piblicas, especialmente
de sus recursos humanos y la imparticién y homologacién de programas de
desarrollo de directivo dirigidos a los directivos piblicos profesionales de las
Administraciones Piblicas, de acuerdo con los criterios emanados del Gobierno
de Aragdn y del Consejo del Empleo Piblico de Aragén.

Pero sin duda, los aspectos que més merecen la pena de ser destacados
son los relacionados con la promocién, investigacién, asesoramiento y evalua-
cién de los programas sobre calidad de los servicios y la gestién del sistema
de evaluacién del desempefio profesional de los empleados piblicos.

1. Evaluacion de los programas de calidad y mejora de los ser-
vicios

La filosofia de la Calidad esté implantada desde hace décadas en el sector
privado, y con una velocidad no muy elevada, algunas de las ideas sobre
Calidad se van transponiendo al dmbito piblico. El sector sanitario, seguido
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del de educacién son los dos sectores con mayor implantacién de los concep-
tos y filosofia de la calidad, y por tanto queda el sector de la Administracién
General como parte dltima de adecuacién de sus procedimientos de trabajo en
el marco de la calidad, si bien el Instituto Aragonés de Empleo fue reconocido
en 2010 con el Sello de Excelencia Europea 400 +.

El enfoque hacia la calidad en el servicio es parte de la orientacién
general de las reformas de las Administraciones Piblicas, y aunque haya quien
todavia se plantee la aplicabilidad de la gestién de la calidad (total) en el
sector piblico, parece cada vez mds claro que los principios de la Calidad
en el sector privado necesitan tan solo de una ligera modificacién para su
adaptacién al dmbito de la Administracién, ya que la prestacién de un servicio
puede ser equiparada al producto que ofrece la empresa privada.

Segun la Agencia de Evaluacién y Calidad (AEVAL), del Ministerio de
Politica Territorial y Administracién Piblica, en el dmbito de las organizo-
ciones publicas, el concepto de calidad actual, ampliado a la dimensién de
«excelencia», constituye un marco integral de gestién aplicado a la propia
organizacién en su conjunto. Responde a los principios de orientacién a resul-
tados y al ciudadano/cliente, liderazgo y coherencia, gestién por procesos
y hechos, desarrollo e implicacién de las personas, aprendizaje, innovacién
y mejora continuas, desarrollo de alianzas, transparencia, participacion y
responsabilidad social.

La Excelencia es una herramienta que contribuye al logro de los objetivos
estratégicos de modernizar e innovar en la Administracién Piblica para crear
valor y servir mejor a las necesidades de los ciudadanos.

En este contexto, la Agencia de Evaluacién y Calidad tiene entre sus
cometidos el impulso de la calidad institucional de las Administraciones Pabli-
cas, con el objetivo de:

— Aportar informacién a los gerentes piblicos para la mejor toma de
decisiones en relacién con la prestacién de servicios publicos.

— Promover el aprendizaje y la mejora organizacional en las instituciones
publicas, contribuyendo a aumentar su rendimiento.

— Incrementar la orientacién de la Administracién al ciudadano, que
resulte en un mejor servicio.

La actuacién de la Agencia en el dmbito de la calidad de los servicios se
integra dentro del Marco general para la Mejora de la Calidad en la Admi-
nistracién General del Estado, establecido por el Real Decreto 951/2005, de
29 de julio y conformado por seis programas bésicos, que son:

— Programa de Andlisis de la demanda y evaluacién de la satisfaccién
de los usuarios.
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— Programa de Cartas de Servicios.
— Programa de Quejas y Sugerencias.
— Programa de Evaluacién de la Calidad de las Organizaciones.

— Programa de Reconocimiento (Certificacién de Organizaciones y Pre-
mios).
— Programa del Observatorio de la Calidad de los Servicios Publicos.

Analizando este aspecto en las Comunidades Auténomas, se observa una
diferencia acusada entre el desarrollo o el impulso que unas Comunidades
Auténomas han dado a la Calidad y mejora de los Servicios, frente a otras
en donde se observa un arranque incipiente de la misma. Asi, en la segunda
conferencia estatal de Calidad de los Servicios, celebrada en Logrofio en
noviembre de 2009, en las Prdécticas finalistas se presentaron experiencias de
las siguientes Comunidades Auténomas: Andalucia, Asturias, Islas Baleares,
Cantabria, Castilla-la Mancha, Castilla-Ledn, Extremadura, La Rioja, Madrid,
Murcia, Navarra, Pais Vasco y Valencia.

Por otro lado, no supone novedad que un Instituto o Escuela de Admi-
nistracién Pdblica disponga de una unidad dedicada a los programas de
calidad y mejora de los servicios publicos; asi, el vecino Instituto Navarro
de Administracién Piblica (INAP) que estd estructurado en cinco Servicios,
incluye el denominado Servicio de Calidad de las Politicas y Servicios Publicos,
creado en septiembre de 2007 dentro de la estructura orgdnica del propio
organismo. Su misién es contribuir a la mejora de la calidad de los servicios
pUblicos y fortalecer y generalizar la funcién de seguimiento y evaluacién en
las Administraciones Piblicas de Navarra.

El Servicio asume el marco de evaluacién y mejora de la calidad definido
por la Ley Foral 21/2005, cuyo objeto es el desarrollo de un sistema piblico
de evaluacién, y basa su estrategia en las siguientes acciones de cardcter
general:

— Sensibilizar a responsables politicos y técnicos en relacién a la eva-
luacién como herramienta de mejora.

Establecer criterios metodolégicos mediante la publicacién de Guias
de orientacién.

Mejorar la capacitacién interna mediante la organizacién de formacién
general y talleres précticos.

Fomentar la existencia de foros para intercambio de experiencias y
colaboracién.

— Participar en redes estatales y autonémicas para compartir estrategias
y actividades concretas.
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El Servicio presta asistencia y desarrolla los Acuerdos de la Comisién Foral
de Evaluacién, érgano competente en materia de evaluacién, y gestiona el
Registro de Evaluacién, instrumento de soporte y divulgacién de la evaluacién
en el sector piblico de Navarra.

Como resumen global, se puede indicar que el Servicio organiza sus
actuaciones en relacién a las dos materias de evaluacién reguladas por la
Ley Foral:

— Evaluacién de las politicas pdblicas, donde lo que se evalia es la
actuacién publica.

— Evaluacién de la calidad de los servicios pdblicos, donde lo que se
evalla es la prestacién de los servicios a la ciudadania por parte de
la organizacién.

En Aragén, es el sector sanitario el que abandera el andlisis de la evalua-
cién de programas de calidad y mejora de los servicios. Sirva como ejemplo la
publicacién del trabajo realizado por M.N. Diez Grijalva y J.I. Barrasa Villar
(2010) en el que se realiza la evaluacién de la gestién de los programas de
calidad (PC) de los servicios clinicos del Hospital Clinico Universitario Lozano
Blesa (HCULB) y su impacto en la mejora del centro y de los servicios, y donde
se proponen recomendaciones para mejorar la gestién y el impacto de dichos
programas. También existen publicaciones relacionadas con el sector de Edu-
cacién, pero no hemos encontrado ninguna en el dmbito de la Administracién
de Justicia o de la Administracién General de la CAA.

Actualmente, en el Gobierno de Aragén, la definicién de proyectos y
el seguimiento de la implantacién, desarrollo y efectividad de los programas
de modernizacién y mejora de la calidad de los servicios en el conjunto de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y sus Organismos
Piblicos, le corresponde a la Inspeccién General de Servicios, segin el Decreto
349/2002, de 19 de noviembre, por el que se regulan las competencias,
organizacién y funcionamiento de la Inspeccién General de Servicios de la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén (Boletin Oficial de Ara-
gén n° 144, de 11 de diciembre de 2002). Si el ALEPA llegase a aprobarse y
publicarse como Ley, la unidad administrativa en la Comunidad Auténoma de
Aragén que se encargard de potenciar, desarrollar e implantar la evaluacién
de los programas de calidad y mejora de los servicios de la Administracién
de nuestra Comunidad Auténoma serd el IAAP.

El camino por recorrer es largo. Adscribir esta competencia al IAAP supone
otorgarle un valor afiadido en estos momentos en los que las relaciones entre
la Administracién y el ciudadano pasan por ser, cuanto menos, complejas,
como consecuencia de la mayor informacién de los particulares en lo relativo
a su posicién ante las instituciones. Buena parte de los ciudadanos obtienen
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todo tipo de productos y servicios para su consumo con cardcter inmediato,
resultando cada vez mds altos sus niveles de exigencia y de atencién deman-
dados, tanto en el sector privado como en el piblico. La tendencia desde la
Administracién es fomentar la participacién del ciudadano en la Administra-
cién, en las politicas pdblicas e incluso en la gestién de algunas actividades
o servicios pUblicos.

2. Gestion del sistema de evaluacion del desempeiio profesional
de los empleados publicos

La evaluacién del desempefio nos viene impuesta por el articulo 20,
incardinado en el Capitulo Il del Titulo lll, del EBEP, que se transcribe a
continuacioén:

1.— Las Administraciones Pdblicas establecerdn sistemas que permitan la
evaluacién del desempefio de sus empleados.

La evaluacién del desempefio es el procedimiento mediante el cual
se mide y valora la conducta profesional y el rendimiento o el logro
de resultados.

2.— los sistemas de evaluacién del desempefo se adecuardn, en todo
caso, a criterios de transparencia, objetividad, imparcialidad, y no
discriminacién y se aplicardn sin menoscabo de los derechos de los
empleados piblicos.

3.- Las Administraciones Piblicas determinardn los efectos de la evalua-
cién en la carrera profesional horizontal, la formacién, la provisién de
puestos de trabajo y en la percepcién de retribuciones complementarias
previstas en el articulo 24 del presente Estatuto.

4.— la continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso que-
dard vinculada a la evaluacién del desempefio de acuerdo con los
sistemas de evaluacién que cada Administracién Pdblica determine,
déndose audiencia al interesado, y por la correspondiente resolucién
motivada.

5.— La aplicacién de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones
complementarias derivadas del apartado c) del articulo 24 del presente
Estatuto y el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento
de concurso requerirdn la aprobacién previa, en cada caso, de sis-
temas objetivos que permitan evaluar el desempefio de acuerdo a lo
establecido en los apartados 1y 2 de este articulo.

Una de las dreas del EBEP sobre la que mds se ha escrito y hablado, y
de la que se pensaba que se desarrollaria con mds rapidez, ha sido, sin duda,
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la evaluacién del desempefo. El mayor problema de la implantacién de la
evaluacién del desempefio radica en que nuestra administracién, y en general
la administracién pdblica espafola, no estd acostumbrada ni a medir, ni a ser
medida, —sin olvidar que diariamente somos evaluados por los ciudadanos—
por lo que la introduccién de este concepto en nuestro entorno puede suponer
una gran revolucién de cara a la modernizacién y aumento de la eficacia de
la administracién.

En la intervencién de Francisco Longo dentro del Seminario de Gestién
Piblica convocado por el IAAP para su desarrollo durante el afio 2011, el
ponente hizo una importante reflexién sobre la evaluacién del trabajo en la
administracién, sefialando que el empleado publico tiene la creencia de que
el correcto desempefio de su trabajo se basa en la adecuacién y cumplimiento
al procedimiento establecido. En la actualidad esto no es suficiente, ya que
se requiere evaluar el trabajo desarrollado. Coincidia el ponente con otros
autores acerca del enorme déficit evaluativo que existe en las Administraciones
Péblicas originado por la falta de tradicién de contar, pesar y medir lo que
se hace, y afiadia: «Lo que no se evalia no se gestiona, no puedo gestionar
lo que no evalo».

Un elemento actual del debate se centra en la carrera administrativa, que
en ocasiones puede llegar a convertirse simplemente en el establecimiento de
incentivos para incrementar las remuneraciones. La tradicional carrera verti-
cal se sustituye por la «carrera horizontal», donde quizés la versatilidad y la
posibilidad de cambiar —movilidad— nos permita mejorar profesionalmente,
engrosar el curriculo, las vivencias personales, etc. En efecto, no se puede
gestionar la carrera horizontal de los funcionarios sin una evaluacién del
desempefio estrictamente realizada. Pero no hay que olvidar que una evaluc-
cién del desempefio «descafeinada» o realizada sin parédmetros de medida y
objetivos claros, podria convertirse en algo que podriamos denominar «café
para todos», y que la evaluacién del desempefio sirva para «reconvertirla»
en aumentar el ndmero de trienios, quinquenios, etc. con el claro objetivo de
incrementar la remuneracién de los empleados pdblicos.

La implantacién de la evaluacién del desempefio no puede olvidar nuestra
realidad actual y la forma de trabajar de la Administracién, pero a su vez,
tiene que servir para insertar en la organizacién nuevos valores e instrumentos
que convivan perfectamente con los ya existentes y puedan aplicarse al dmbito
de la Administracién Piblica, cada vez mds plural y con un dominio claro de
la prestacién de servicios frente a la tradicional labor burocrdtica.

Para poder llevar a cabo estos cambios, resulta indispensable e impres-
cindible una clara definicién del puesto de trabajo, asi como de las tareas
a realizar, que permita una posterior evaluacién del desempefio del mismo.
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Gestores de recursos humanos en la Administracién, y algunos representantes
de organizaciones sindicales, predican el principio de igualdad de salario
ante trabajos iguales. En este punto hay que diferenciar «igual trabajo» de
«igual puesto de trabajo», ya que los puestos de trabajo de la misma catego-
ria, rango o denominacién no garantizan un desempefio equivalente, como
consecuencia tanto de las funciones, tareas y cargas de trabajo asignadas a
cada uno como de la actitud personal ante el desarrollo de las mismas. En este
contexto, evaluar el trabajo de cada uno serd una obligacién.

Todo esto exige que previamente el empleado tenga un total conocimiento
sobre su puesto de trabajo y el objeto de su desempefio, de los objetivos de su
trabajo y de su equipo, y en forma mds general, de la estructura a la que perte-
nece. Requiere, ademds, un cambio dréstico en la cultura de la Administracién,
con cardcter global, y de los empleados piblicos, sobre todo de los que ocupan
puestos de cardcter directivo. Por dltimo, y no por ello menos importante, se
precisa un enorme cambio de cultura de la clase politica, de cuya voluntad
depende la plena realizacién de las acciones de Planificacién, Programacién
y Resultados, e incluso, la incorporacién de personal directivo profesional a
nuestra administracién, como se prevé en el articulo 13 del EBEP.

Las herramientas para medir el desempefio del trabajo de cada uno existen
y estdn probadas en algunas administraciones pdblicas; sin embargo, el cambio
de cultura de todas las personas que conformamos la Administracién es mucho
més dificil de llevar a cabo, pues ademds se extiende a todas y cada una de
las personas con mayor o menor implicacién en el dmbito piblico.

El adjudicar al IAAP algo tan importante como la evaluacién del desem-
pefio del trabajo supone incrementar su valor en unos porcentajes enormemente
elevados; la evaluacién es un mecanismo en el que la Administracién va a verse
sometida en los préximos afios, dado que la tendencia a presentar resultados
por parte de los responsables piblicos es claramente al alza, y, con ello, la
de los empleados publicos respecto a su actividad.

Por Gltimo, hay que afiadir que no debemos de olvidar que los emplea-
dos publicos estamos siendo continuamente evaluados por los ciudadanos
que reciben nuestros servicios, lo que de alguna manera —indirecta, pero
real— supone que dia a dia pasamos el test mas importante: el que realizan
los sujetos a los que va destinado nuestro trabajo. Si bien esta evaluacién no
posee el mismo perfil del descrito en los pdrrafos anteriores, la evaluacién del
desempefio propiamente dicha, es indiscutible la importancia de la opinién
del ciudadano para la definicién de los objetivos y para la determinacién de
ciertos aspectos de dicha evaluacién.
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VI. CONCLUSIONES

El Instituto Aragonés de Administracién Pdblica, tal y como se ha previsto
en el documento de trabajo elaborado para el anteproyecto de Ley del Empleo
Piblico en Aragén, presenta una significacién mucho mas relevante que el
IAAP actual, destacando su nueva configuracién juridica como Organismo
Auténomo, y dentro del aspecto operativo la ampliacién de sus actividades,
incluyendo junto a las cldsicas de Formacién y Seleccién, la de los Programas
de Garantia de Calidad y la Evaluacién del Desempefio.

Con la atribucién de estas competencias el IAAP se podrd convertir en
un elemento clave para colaborar en la adaptacién de la Administracién Auto-
némica a este siglo XX| en el que nos encontramos. Adaptacién que puede
llegar a suponer una reorganizacién que ya estd comenzando a demandar
la sociedad, y que debe de suponer un cambio cultural enormemente impor-
tante para los empleados piblicos, tanto en el dmbito de su entorno laboral,
como en el de las relaciones con los ciudadanos. La supervivencia de muchas
empresas estd ligada a su capacidad de adaptacién al cambio, y la Admi-
nistracién, por su dimensién y caracteristicas, es una organizacién con una
gran resistencia al cambio, por lo que de su adaptacién a la «nueva erax en
la que algunos autores pregonan que ya estamos entrando, puede ser clave
en su supervivencia.

El lAAP, con su nueva dimensién y naturaleza, ha de servir para propiciar
que la introduccién de cambios en la Administracién autonémica —reforma en
lugar de recortes— se realice con una plena participacién de todos y cada uno
de los sectores implicados y con la dedicacién de los tiempos necesarios para
la adaptacién a los nuevos escenarios; todo ello en aras de la consecucién del
objetivo prioritario que debe perseguir toda Administracién Piblica: la mejora
de los servicios que se prestan a los ciudadanos.
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EXPOSICION DE MOTIVOS
|

El empleo piblico de Aragén constituye una institucién que tiene como
finalidad principal prestar de forma eficaz y eficiente servicios de calidad a
los ciudadanos, configurédndose como uno de los principales instrumentos para
hacer efectivo el derecho a una buena administracién.

La Ley 1/1986, de 20 de febrero, de Ordenacién de la Funcién Pblica de
Aragén, en su texto refundido aprobado por el Decreto Legislativo 1/1991, de
19 de febrero, del Gobierno de Aragén, ha servido como instrumento normativo
para consolidar un sistema de funcién piblica propio en la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén.

No obstante, los retos que se presentan ante las organizaciones publicas
del siglo XXI exigen un modelo renovado de empleo piblico mas flexible, que
aporte mayor competitividad a la gestién de los recursos humanos.

Conscientes de esta necesidad, los paises de nuestro entorno han empren-
dido un proceso generalizado de renovacién de los modelos de gestién de
recursos humanos en sus respectivas Administraciones Piblicas, cuya mani-
festacién paradigmdtica en Espafia ha sido la aprobacién por Ley 7/2007,
de 12 de abril, del Estatuto Bdsico del Empleado Piblico, en cumplimiento
del mandato contemplado en el articulo 103 de la Constitucién. Esta nueva
legislacién bdsica incorpora numerosas novedades en el estatuto funcionarial
y se constituye como un elemento dinamizador del proceso renovador antes
mencionado, dotando a las Comunidades Auténomas de un mayor margen
de decisién para la configuracién de sistemas propios de funcién publica
en sus Administraciones Piblicas. En el actual Estado de las Autonomias, las
Comunidades Auténomas se han convertido en los actores claves en el proceso
de renovacién de sus respectivos modelos de empleo publico, adaptandolos
a sus peculiaridades organizativas y a las necesidades caracteristicas de sus
sistemas de gestién.
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El Estatuto de Autonomia de Aragén, aprobado por Ley Orgénica 5/2007,
de 20 de abril, atribuye a la Comunidad Auténoma de Aragén el ejercicio
de la potestad de desarrollo legislativo y la ejecucién de la legislaciéon bésica
que establezca el Estado en normas con rango de ley, desarrollando politicas
propias, en materia de régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad
Auténoma de Aragén y de su Administracién Local y las especialidades del
personal laboral derivadas de la organizacién administrativa y la formacién
de este personal.

La presente ley configura un modelo completo y sistemdtico de empleo
pUblico que, frente al modelo parcial articulado por la Ley de Ordenacién de
la Funcién Pdblica de Aragén de 1986, incorpora los elementos mds relevan-
tes del sistema. Asi, la ley se estructura en diez titulos, veinte disposiciones
adicionales, doce disposiciones transitorias, una disposicién derogatoria y una
disposicién final. El titulo preliminar se ocupa de las disposiciones generales de
la ley; el I, de la Organizacién Institucional del Empleo Piblico de Aragén; el
Il, de las clases de empleados piblicos; el lll, de la estructura y ordenacién del
empleo publico; el IV, del acceso al empleo publico y pérdida de la condicién
de funcionario; el V, de los deberes y cédigo de conducta, la responsabilidad
y el régimen de incompatibilidades; el VI, de los derechos de los empleados
pUblicos; el VI, de la promocién profesional y provisién de puestos de trabajo;
el VIII, del régimen retributivo; el IX, de las situaciones administrativas; y el X,
del régimen disciplinario.

El titulo preliminar contiene las disposiciones generales de la ley. Se ini-
cia con la determinacién del objeto y los principios generales sobre los que
descansa la regulacién en su conjunto. Su dmbito de aplicacién alcanza, con
diversas intensidades normativas segin la naturaleza de la entidad piblica, al
conjunto del sector piblico aragonés, conformdndose asi un modelo global de
empleo publico en Aragén que incorpora lo que se presenta como comin al
conjunto de organizaciones publicas aragonesas del régimen de ordenacién
de la funcién puoblica, aportando soluciones y permitiendo nuevas posibilidades
en la gestidn de las personas. En este sentido, la ley incluye en su dmbito sub-
jetivo de aplicacién no sélo a la Administracién de la Comunidad Auténoma,
sino también a las Administraciones Locales y a la Universidad de Zaragoza
en lo que se refiere al personal de administracién y servicios, asi como a los
organismos puUblicos y a las demds entidades pdblicas con personalidad juri-
dica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones
Pblicas aragonesas. Con la inclusién del llamado sector piblico institucional, la
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ley persigue, en el seno de un marco juridico posibilista y abierto que permita
a cada entidad pdblica configurar su propia politica de recursos humanos,
sistematizar y ordenar el régimen de su personal, con el objetivo de garantizar
los elementos de mérito, capacidad, publicidad y transparencia que deben
caracterizar al conjunto del modelo de empleo pdblico en Aragén.

Ademds, algunas de sus disposiciones tales como los principios generales
del acceso al empleo piblico, los deberes y cédigo de conducta, asi como las
relativas a directivos publicos profesionales o al acceso al empleo publico de
personas con discapacidad, alcanzan al resto del sector piblico de naturaleza
empresarial o fundacional, que, aun careciendo de la condicién estricta de
Administracién Piblica, son entes con capacidad de contratacién de personal
que, por el origen publico de su financiacién, pueden incluirse, a estos efectos,
en el espectro publico.

Por ofra parte, la aprobacién de una ley de empleo piblico de Aragén se
presenta como una oportunidad para afrontar los retos actuales del régimen del
personal de las Administraciones locales aragonesas con el doble objetivo de
sistematizar y ordenar el régimen del personal local, actualmente disperso y par-
cialmente derogado o desplazado vy, al mismo tiempo, de incorporar en el dmbito
local las principales medidas de renovacién y reforma previstas en esta ley.

v

El Titulo | se dedica a la organizacién institucional del empleo piblico. Los
retos que presenta la gestién de los recursos humanos en las modernas orga-
nizaciones pUblicas exigen la formulacién de un sistema institucional que, con
pleno respeto a la autonomia de cada una de las partes implicadas, permita
articular férmulas de coordinacién e inferlocucién en materia de empleo publico
entre las Administraciones Piblicas aragonesas, con el objeto de promover la
misma estrategia en aquellos asuntos que afecten al interés comin de todas
ellas. La introduccién de sistemas de evaluacién del desempefio, la implantacién
de férmulas mds avanzadas de ordenacién o provisién de puestos de trabajo
y de seleccién de personal, exigen un espacio institucional donde las Admi-
nistraciones implicadas compartan experiencias y articulen soluciones que, en
muchos casos, pueden resultar comunes. Para hacer posible este objetivo, la ley
dispone la creacién del Consejo de Empleo Piblico de Aragén como érgano
de coordinacién, cooperacién, asistencia y consulta entre las Administraciones
Piblicas, sobre aquellas materias comunes que afecten a su personal. En este
mismo sentido, el Instituto Aragonés de Administracién Publica, cuyas funciones
pueden extenderse al conjunto de Administraciones Piblicas aragonesas, se
configura como entidad de provisién de servicios de formacién, seleccién y
evaluacién de los empleados puiblicos.
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Por ofra parte, la ley pretende, sin prefijar las soluciones organizativas
cuya concrecién corresponde al Gobierno de Aragén y sin perjuicio de lo que
dispongan las leyes especiales, clarificar la organizacién del empleo piblico
de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén mediante el
establecimiento de las lineas bdsicas del sistema competencial en esta materia
dentro de la Administracién autonémica.

\Y

El Titulo Il se dedica a la regulacién de las clases de empleados publicos
e incorpora en gran medida, la regulacién prevista en el Estatuto Bdsico del
Empleado Publico. La ley mantiene para la Administracién de la Comunidad
Auténoma, un modelo tendencialmente funcionarial, reservando la posibilidad
de contratacién del personal laboral como situacién excepcional. Al mismo
tiempo amplia la posibilidad de las Administraciones locales de decidir su pro-
pio modelo de recursos humanos para apostar, si asi se considera necesario,
por un modelo de empleo publico funcionarial o laboral, con el respeto nece-
sario a la reserva de funciones de autoridad pdblica a los funcionarios piblicos
que dispone con cardcter imperativo la legislacién bésica estatal vigente.

\

El Titulo Il se encuentra dedicado a la estructura y ordenacién del empleo
pUblico. La estructura del empleo piblico aragonés, en lo que al régimen
funcionarial se refiere, se conforma sobre un sistema de cuerpos y escalas,
cuyo agrupacién en grupos profesionales ha sido modificada por el Estatuto
Bdsico del Empleado Piblico que prevé tres grupos profesionales. Esta ley viene
a adaptar la estructura funcionarial a esta nueva regulacién permitiendo, a
medio y largo plazo, una tendencia a un cierto aplanamiento de la estructura
de empleo piblico, tal y como proponen las modernas tendencias en materia
de gestién de recursos humanos en el dmbito publico.

La ley presenta al puesto de trabajo como la unidad basica de la estructura
del empleo piblico. El objetivo de la regulacién de la ordenacién de los puestos
de trabajo se dirige a flexibilizar las estructuras organizativas permitiendo a
cada Administracién Piblica disefiar aquélla con niveles de responsabilidad
en los que, en funcién de sus necesidades de organizacién, se estructuren sus
puestos de trabajo.

Se introduce el concepto de drea de especializacién como férmula de
agrupacién de puestos en funcién de sus caracteristicas, permitiendo a cada
organizacién su disefio e implementacién con la finalidad de ordenar, en su
caso, la seleccién, formacién, movilidad y promocién profesional. Este concepto
de agrupacién de puestos ya se prevé en la actualidad a nivel reglamentario
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como férmula de determinacién de la especializacién en los procesos ordinarios
de provisién de puestos de trabajo, especialmente en el concurso de méritos,
pero su virtualidad puede alcanzar, con elevada eficacia, a otros elementos
del modelo de funcién pdblica autonémica.

Por ofra parte, se introduce el concepto de puesto de cardcter directivo
que otorga a sus ocupantes ciertas singularidades en su régimen profesional.
En concreto, se opta por un modelo directivo basado en el puesto en el que
se oforga a éste el cardcter directivo en funcién de sus caracteristicas y de las
habilidades necesarias para su correcto desempefio. La ocupacién del puesto
de cardcter directivo, a través del procedimiento de libre designacién, conlleva
peculiaridades en el régimen de negociacién colectiva ya que, las condiciones
de trabajo de sus ocupantes asi como el dmbito retributivo y de evaluacién, en
el que se aplica un modelo volcado en el cumplimiento de objetivos, escapan
de la obligatoriedad de negociacién.

La ley apuesta decididamente por la planificacién de la gestién de los
recursos humanos de las organizaciones piblicas aragonesas, especialmente
en lo que se refiere a la planificacién estratégica. En atencién a este objetivo,
dispone la obligatoriedad de la aprobacién de planes estratégicos en aquellas
Administraciones Piblicas en las que presten servicios un nimero de empleados
igual o superior a cincuenta y prevé un régimen de planificacién operativa
con amplias posibilidades promoviendo la necesaria flexibilidad del modelo
de empleo publico en su conjunto.

Ademds, la ley prevé, como novedad, la creacién de un Sistema Aragonés
de Informacién sobre el Empleo Piblico con el objetivo de tratar e intercam-
biar de forma homogénea, informacién sobre la magnitud y caracteristicas
de los recursos humanos del sector piblico aragonés. Con ello se pretende
conseguir un mayor conocimiento de la realidad del empleo piblico en nuestra
Comunidad Auténoma con la finalidad de que las Administraciones Poblicas
puedan adoptar decisiones en la materia con mayor informacién sobre esta
realidad.

Por ofra parte, la inclusién de un sistema efectivo de evaluacién del
desempefio es uno de los puntos criticos de la presente ley y estd llamado a
conformar la clave de béveda de todo el sistema de empleo piblico en Ara-
gén. La evaluacién del desempefio tiene como obijetivos principales la mejora
del rendimiento, la motivacién y la formacién de los empleados publicos.
Sus efectos se concentran, a través de la implantacién de sistemas objetivos
y respetuosos con los derechos de los empleados publicos, en la promocién
profesional, la formacién, la provisién de puestos de trabajo y las retribuciones
complementarias.
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Vi

El Titulo IV de la ley se dedica a la regulacién del acceso al empleo
pUblico y al régimen de pérdida de la condicién de funcionario piblico. Por
una parte, la regulacién del acceso al empleo piblico persigue garantizar
los principios constitucionales de mérito, capacidad, publicidad e igualdad,
fomentando con la mayor rigurosidad posible la transparencia en los proce-
sos selectivos. Para la garantia de tales principios, la ley prevé, entre ofras
medidas, la creacién del «Portal del Empleo Pdblico de Aragén», plataforma
electrénica a través de la cual se garantiza una adecuada publicidad de los
procesos selectivos convocados para el acceso al empleo piblico en el sector
pUblico aragonés. Ademds, la ley permite y promueve la utilizacién, en aras
de una mayor eficacia en la seleccién, de las actuales técnicas selectivas que
permitan identificar y valorar no sélo los conocimientos técnicos sino también
las habilidades précticas, destrezas y aptitudes necesarias para el buen desem-
pefio de las funciones profesionales encomendadas, todo ello, sin menoscabo
de los principios antes mencionados.

Vil

El Titulo V se encuentra dedicado a los deberes éticos y de conducta pro-
fesional de los empleados publicos. A través de la concrecién de un Cédigo
de Conducta de los empleados piblicos en Aragén, esta ley pretende resaltar
la vocacién de servicio piblico que necesariamente debe conllevar la presta-
cién de servicios profesionales en dicho dmbito, asumiendo un concepto ético
de carécter postconvencional en el que el comportamiento de los empleados
publicos debe basarse, para el cumplimiento de los principios de legalidad,
eficacia y eficiencia, en una fundamentacién ética superior que dé sentido a
los mismos y que encuentra su razén de ser en la defensa de la democracia
y de los derechos humanos.

VI

El Titulo VI, complemento del anterior, contiene el elenco de derechos
profesionales que integran la condicién de empleado piblico en Aragén.

En especial se regula, en lo no previsto expresamente por la legislacién
bdsica estatal, el derecho a la negociacién colectiva y a la representacién del
personal, articulando la estructura bésica de la negociacién colectiva piblica
en Aragén. Mediante la creacién de la Mesa Comin de Negociacién de las
Administraciones Piblicas de Aragén, se pretende conformar una instancia
negociadora para la participacién del personal en la determinacién de aque-
llas condiciones de trabajo que resulten comunes al conjunto de empleados
pUblicos de las Administraciones Pdblicas de Aragén. Ademds, se articula
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la estructura de negociacién colectiva en el dmbito local, con el objetivo de
promover la efectividad de este derecho entre los empleados publicos locales
asi como dotar de mayor seguridad juridica a esta materia, insuficientemente
tratada en ofros niveles normativos.

La ley, reconociendo la importancia de la prevencién de los riesgos labo-
rales en el dmbito piblico, dedica un capitulo especifico a la regulacién
expresa del derecho a la proteccién eficaz en materia de seguridad y salud
en el trabajo. En él, se impone a las Administraciones Piblicas el deber de
velar por la proteccién de la salud de los funcionarios en el dmbito laboral
mediante el cumplimiento eficaz del deber de proteccién que, en su condicién
de empleador, le corresponde.

VIl

El Titulo VIl se dedica a la carrera profesional de los funcionarios publicos
y a la ordenacién de los sistemas de provisién de puestos de trabajo.

El reconocimiento profesional de los funcionarios pdblicos y el aumento
de sus expectativas de progresién profesional es uno de los objetivos de esta
ley. La aplicacién prdctica de la regulacién precedente de la carrera profe-
sional vinculaba, de forma casi exclusiva, la progresién profesional con el
cambio de puesto de trabajo en el que la promocién profesional dependia
de la promocién jerdrquica, provocando en numerosas ocasiones una fuerte
presién vertical en el conjunto de la organizacién, un fenémeno de movilidad
artificial no deseada y de elevados costes para la organizacién asi como una
limitacién sobrevenida de las expectativas profesionales de ciertos colectivos,
eminentemente técnicos, por la ausencia de puestos de estructura a los que
acceder. El sistema de carrera profesional previsto en la ley se configura como
un modelo compuesto, conformado, por inspiracién en los principios generales
contenidos en el Estatuto Bésico del Empleado Piblico, en un sistema de carrera
vertical, horizontal y de promocién interna, en sus diferentes modalidades. No
obstante, la ley apuesta decididamente por un modelo de carrera horizontal ten-
dencialmente universal que, para evitar las disfuncionalidades provocadas por
el sistema de consolidacién del grado personal anterior, permite la progresién
sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y pivota sobre la evaluacién
del desempefio, sobre el buen hacer efectivo del funcionario, y no sobre el
mero transcurso del tiempo. La carrera vertical consiste exclusivamente, en
este modelo legal, en la ocupacién de sucesivos puestos de trabajo sin efectos
consolidatorios retributivos o funcionales.

Por lo que se refiere al sistema de provisién de puestos de trabajo, la
ley mantiene el concurso como procedimiento ordinario de provisién, de con-
formidad con lo que se dispone en el Estatuto Basico del Empleado publico,
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aunque con ciertos elementos novedosos entre los que destaca la posibilidad
de complementar la valoracién de los méritos profesionales del funcionario,
con determinadas pruebas de capacidad que permitan la valoracién de las
habilidades, capacidades, conocimientos y aptitudes necesarias para el efi-
caz cumplimiento de las funciones del puesto con el objetivo de que acceda
al puesto de trabajo la persona que por su experiencia y capacidad sea
mds idénea para su desempefo. Por ofra parte, se introducen elementos de
profesionalizacién en el procedimiento de libre designacién en el que, como
sefala la legislacion bésica estatal, la apreciacién de la idoneidad se realiza
discrecionalmente por el érgano competente para su nombramiento. También
se prevén ofros procedimientos de provisién de puestos de trabajo de cardcter
temporal o excepcional, hasta ahora no regulados expresamente en el nivel
legislativo, tales como las comisiones de servicios, la atribucién temporal de
funciones, la permuta, la redistribucién y reasignacién de efectivos, la adscrip-
cién provisional y la movilidad por causa de violencia de género.

Vi

El Titulo VIII se dedica al régimen retributivo de los funcionarios pobli-
cos. Se trata de una regulacién de mayor extensién que la precedente, al
incorporar un modelo retributivo propio en el sistema de la funcién piblica
aragonesa. Como principales novedades de este régimen pueden sefalarse
la creacién de un complemento de carrera profesional, trasunto retributivo del
modelo de carrera horizontal regulado en la ley, asi como la previsién de un
nuevo complemento variable vinculado a objetivos, sucesor del hasta ahora
denominado complemento de productividad, con el objetivo de superar las
disfuncionalidades advertidas en la aplicacién efectiva de éste.

IX

Otra de las principales novedades de la ley es la regulacién legal completa
de las situaciones administrativas y del régimen disciplinario de los funcionarios
pUblicos de las Administraciones Piblicas aragonesas.

El régimen de situaciones administrativas previsto en el titulo IX de la
ley, estd inspirado en el estatal, hasta ahora vigente en Aragén en virtud de
la cldusula constitucional de suplencia, pero incorpora algunas novedades
de calibre. Entre tales novedades, cabe destacar la creacién de una nueva
excedencia voluntaria por prestacién de servicios en el sector piblico, distinta
de la homénimamente prevista hasta ahora y que en la ley se denomina exce-
dencia por incompatibilidad, con el objetivo de evitar perjuicios en la carrera
profesional de aquellos funcionarios pdblicos que pasan a prestar servicios
en entidades del sector pdblico de su propia Administracién. Por su parte, se
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amplia el dmbito de aplicacién de la situacién de excedencia voluntaria por
agrupacién familiar, que viene a alcanzar también a los funcionarios cuyo
cényuge o persona que se encuentre ligada de forma permanente por anéloga
relacién de afectividad resida en otra localidad por razén de su prestacién
laboral, ya sea en el sector piblico o privado. Asimismo, se han incorporado
al texto legal las situaciones administrativas denominadas de tercera genera-
cién, esto es, aquellas que estan dirigidas a facilitar la conciliacién de la vida
personal, familiar y laboral.

El régimen disciplinario contemplado en el Titulo X también supone una
novedad en la regulacién legal de la funcién poblica aragonesa. En virtud
de lo dispuesto en el Estatuto Bdsico del Empleado Pidblico, la regulacién de
este régimen disciplinario supone una normalizacién democrdtica al figurar
sus principios esenciales en el nivel legislativo respetando, de esta forma, la
efectividad del principio de reserva de ley que afecta a esta materia. Por otra
parte, debe resaltarse la conexién del régimen disciplinario incorporado a la
ley con el cédigo ético y de conducta previsto en la misma, informando éste
la interpretacién y aplicacién de aquél.

X

En definitiva, con esta ley se pretende la sistematizacién y actualizacién
del régimen legal del empleo piblico de la Comunidad Auténoma de Aragén,
superando la vigente legislacién, parcialmente desplazada y derogada por las
relevantes modificaciones incorporadas por el Estatuto Bdsico del Empleado
Péblico. Por ofra parte, esta nueva norma legal se posiciona como un instru-
mento catalizador de un proceso mds profundo de modernizacién y mejora del
sistema de gestién de los recursos humanos en las Administraciones Piblicas
aragonesas, del que resulte un sistema de empleo piblico mds coherente,
flexible y eficaz para unas organizaciones publicas en constante adaptacién
a un entorno social y econémico cada vez mds cambiante.

La regulacién que contiene es el resultado de un intenso proceso de didlogo
entre los diferentes agentes implicados, de reflexién conjunta y de puesta en
comin de la experiencia acumulada durante todos estos afios de autonomia. Por
ello, esta ley, recogiendo el diagnéstico compartido resultante de ese proceso
de didlogo, incorpora soluciones reales a los retos planteados en la gestién de
los recursos humanos de las Administraciones Piblicas de nuestros dias.
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TITULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Articulo 1. Objeto

1. Es objeto de la presente ley la ordenacién y regulacién del empleo
pUblico de Aragén, en el marco de la legislacién bésica estatal y de acuerdo
con las competencias reconocidas en el Estatuto de Autonomia de Aragén y
en la Constitucién Espafiola.

2. El empleo piblico de Aragén estd formado por el conjunto de emplea-
dos publicos que prestan servicios en las Administraciones Piblicas aragonesas
o en las demds entidades incluidas en el dmbito de aplicacién de la presente
ley, ya sea en régimen funcionarial, laboral o como personal eventual.

Articulo 2. Principios

El Empleo piblico de Aragén se regula de acuerdo con los siguientes
principios de actuacién:

a) Servicio a los ciudadanos y a los intereses generales.

b) Igualdad, mérito y capacidad en el acceso y en la promocién profe-
sional.

c) Sometimiento pleno a la ley y al Derecho.
d) Igualdad de trato entre mujeres y hombres.

e) Obijetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio, garantiza-
das con la inamovilidad en la condicién de funcionario de carrera.

f) Eficacia en la planificacién y gestién de los recursos humanos.
g) Gestién integrada de los recursos humanos.

h) Desarrollo y cualificacién profesional permanente de los empleados
pUblicos.

i) Transparencia.
i) Evaluacién y responsabilidad en la gestién.

k) Jerarquia en la atribucién, ordenacién y desempefio de las funciones
y tareas.

)  Negociacién colectiva y participacién, a través de los representantes,
en la determinacién de las condiciones de empleo.

m

Cooperacién entre las Administraciones Piblicas en la regulacién y
gestién del empleo publico.
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Articulo 3. Ambito de aplicacién

1. La presente ley se aplica al personal funcionario asi como al personal
laboral, en los términos previstos en la misma, y al personal eventual, en lo
que sea compatible con la naturaleza de su relacién juridica, de las siguientes
Administraciones Pdblicas:

a) La Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén.

b) Las Administraciones de las Entidades Locales aragonesas.

c) Los Organismos Auténomos dependientes de las Administraciones
anteriores.

d

Los restantes Organismos Pdblicos, Agencias y demds Entidades pibli-
cas, con personalidad juridica propia, vinculados o dependientes de
cualquiera de las Administraciones Pdblicas mencionadas en los apar-
tados a) y b). Se entenderdn incluidos los consorcios interadministra-
tivos, salvo los que se configuren con forma de sociedad mercantil.

e) La Universidad de Zaragoza, en relacién a su personal de adminis-
tracién y servicios.

2. El personal docente no universitario y estatutario de la Administracién
de la Comunidad Auténoma se regird, en aquellas materias no reguladas por su
normativa especifica, por lo dispuesto en esta ley, a excepcién de los articulos
relativos a las retribuciones complementarias, la movilidad interadministrativa
y la promocién profesional.

3. En aplicacién de esta ley, podrén dictarse normas singulares para el
personal investigador a fin de adecuarlo a sus peculiaridades.

4. Las disposiciones de esta ley sélo se aplicardn directamente cuando asi
lo disponga su legislacién especifica a los siguientes colectivos de personal:

a) El personal docente universitario de la Universidad de Zaragoza.

b) El personal funcionario perteneciente a los cuerpos al servicio de la
Administracién de Justicia cuya gestién corresponda a la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma.

c) El personal de las Cortes de Aragdn, de la Camara de Cuentas de
Aragén y del Justicia de Aragén.

5. En aquello que le sea de aplicacién directa o supletoria, cuando en
esta ley se haga mencién al personal funcionario, se entenderd comprendido
el personal estatutario del Servicio Aragonés de Salud.

Articulo 4. Ambito especial

Al personal que preste servicio en el resto de entidades del sector pdblico
autondmico o local no incluido en el dmbito de aplicacién del articulo 3 de
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esta ley, en las que las Administraciones Pdblicas en su conjunto, directa o
indirectamente, aporten més del cincuenta por ciento de su capital, tales como
sociedades mercantiles y fundaciones publicas, asi como consorcios que adop-
ten formas de sociedad mercantil, se le aplicard, en todo caso, los principios de
acceso al empleo piblico contemplados en el articulo 60, deberes y cédigo de
conducta previstos en los articulos 82 al 84, asi como los relativos a directivos
pUblicos profesionales contenidos en el apartado séptimo del articulo 31 y a
personas con discapacidad a que hace referencia el articulo 64.

TITULO |
Organizacién institucional del empleo publico de Aragén

CAPITULO |
El Consejo del Empleo Publico de Aragén

Articulo 5. El Consejo del Empleo Piblico de Aragén

1. El Consejo del Empleo Piblico de Aragén es el érgano de coordina-
cién, informacién, cooperacién, asistencia y consulta entre las Administraciones
Piblicas sobre aquellas materias comunes que afecten a su personal.

2. En concreto, le corresponde:

a) Impulsar las actuaciones necesarias para garantizar la efectividad de
los principios constitucionales en el acceso al empleo piblico en el
conjunto de las Administraciones Piblicas.

b) Estudiar y analizar los proyectos normativos en materia de empleo
pUblico que las Administraciones Pdblicas le presenten.

c) Elaborar estudios e informes sobre el empleo piblico en Aragén.

d) Promover medidas de cooperacién y asistencia técnica con el fin de
solventar las carencias que, en razén de su dimensidn, puedan tener
determinadas Administraciones Pdblicas para la implantacién de la
carrera profesional prevista en la presente ley.

e) Formular propuesta de criterios comunes de reconocimiento de los
progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional en la Admi-
nistracién de destino y sus efectos sobre la posicién retributiva de los
funcionarios que reingresen al servicio activo en la de origen para el
supuesto de movilidad entre Administraciones Piblicas.

f)  Proponer los contenidos minimos comunes de los Registros de Personal
asi como la informacién agregada a suministrar por cada Adminis-
tracién Pblica al Sistema Aragonés de Informacién sobre el empleo
poblico, sin perjuicio de lo previsto en esta ley.
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g) El fomento de la gestién planificada de los recursos humanos y pro-
poner las medidas necesarias para ello.

h) La promocién de la movilidad entre Administraciones Piblicas.

i) La cooperacién para la implantacién de sistemas objetivos de evalua-
cién del desempefo.

i) Cualquier otra propuesta necesaria para la mejora y modernizacién
del empleo piblico en Aragén.

3. El Consejo del Empleo Piblico de Aragén estard compuesto por catorce
miembros de lo cuales siete actuardn en representacién de la Administracién de
la Comunidad Auténoma, uno en representacién de la Universidad de Zaragoza
y el resto en representacién de las Entidades locales aragonesas.

En el caso de la representacién de la Administracién de la Comunidad
Auténoma, formard parte del Consejo el titular del érgano directivo responsable
de la politica de personal. Asimismo, el Consejero competente en materia de
empleo pUblico designard al resto de los miembros representantes de aquélla
en el Consejo atendiendo a los criterios establecidos en el pérrafo cuarto de
este apartado.

Los miembros de las entidades locales serdn designados por las aso-
ciaciones de entidades locales de mayor implantacién en Aragén, debiendo
recaer una de tales designaciones en un miembro de un municipio de gran
poblacién, otra en representacién de los municipios capital de provincia, otra
en representacién de las entidades locales supramunicipales y tres entre el
resto de municipios atendiendo a criterios de poblacién.

Todos los miembros del Consejo serdn titulares de érganos directivos o
responsables de la politica de recursos humanos o de empleo piblico de su
respectiva Administracion.

4. La regulacién de organizacién y funcionamiento del Consejo del Empleo
Piblico de Aragén serd desarrollada por Acuerdo del propio Consejo.

) CAPITULO I
Organos del empleo publico de la Administraciéon de la
Comunidad Auténoma

SECCION PRIMERA. ORGANOS SUPERIORES

Articulo 6. Organos superiores

Son érganos superiores del empleo piblico de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén:

a) El Gobierno de Aragén
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El Departamento competente en materia de empleo pdblico

El Departamento competente en materia de hacienda

Articulo 7. El Gobierno de Aragdn

1. El Gobierno de Aragén establece la politica de recursos humanos de la
Administracién de la Comunidad Auténoma, dirige su desarrollo y aplicacién
y ejerce la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria en la materia, sin
perjuicio de las competencias que, de acuerdo con lo previsto en esta ley,
ejerce también para el resto de Administraciones Pdblicas.

2. Corresponde en particular al Gobierno de Aragén, a propuesta del
Consejero competente en materia de empleo publico:

a)

gl

h)

k)

Determinar las competencias en la materia de los diferentes érganos
de la Administracién de la Comunidad Auténoma sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Presidente de la Comunidad Auténoma.

Aprobar la oferta anual de empleo publico y ordenar su publicacién.

Aprobar los planes estratégicos de empleo piblico de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén.

Determinar, de acuerdo con lo previsto en la presente ley, el sistema
de carrera profesional horizontal.

Fijar la estructura de niveles de los puestos de trabajo.

Establecer el sistema de evaluacién del desempefio, de acuerdo con
lo establecido en esta ley, y determinar cudles son sus efectos sobre
las relaciones de empleo pdblico.

Determinar los puestos de trabajo que no pueden ser cubiertos por
nacionales de otros Estados miembros de la Unién Europea.

Aprobar convenios para el fomento de la movilidad interadministrativa
entre la Administracién de la Comunidad Auténoma y otras Adminis-
traciones Piblicas.

Sefalar las instrucciones a que deberdn atenerse sus representantes en
la negociacién colectiva de los empleados piblicos, asi como dar vali-
dez y eficacia a los acuerdos alcanzados, estableciendo las condicio-
nes de empleo cuando no se produzca acuerdo en la negociacién.

Aprobar las agrupaciones de puestos de trabajo en dreas de especia-
lizacién, con el fin de ordenar el sistema de promocién profesional,
la movilidad y la formacién de los empleados piblicos asi como la
provisién de los puestos de trabaijo.

Aprobar los criterios para la organizacién de procedimientos selecti-
vos comunes que puedan proyectarse sobre aquellas Administraciones
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Pblicas incluidas en el dmbito de aplicacién de esta ley que volunta-
riamente se adhieran a los mismos.

Determinar las equivalencias entre los diferentes cuerpos y escalas u
otros sistemas de agrupacién de funcionarios de las diferentes Admi-
nistraciones Piblicas, en los términos previstos en la presente ley.

Aprobar los intervalos de niveles de puestos de trabajo asignados a
cada cuerpo o escala.

Resolver las convocatorias para la provisién de puestos de cardcter
directivo de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

Fijar las normas y directrices para la aplicacién del régimen retributivo
de su funcién pdblica, fijando las cuantias correspondientes a los
componentes general y especifico de los complementos de puestos,
al de carrera profesional y determinando los servicios o unidades
administrativas a los que sea de aplicacién el complemento variable
vinculado a objetivos.

Determinar la jornada de trabajo del personal de la Administracién
de la Comunidad Auténoma.

Resolver las propuestas de resolucién de expedientes disciplinarios que
impliquen separacién definitiva del servicio o despido disciplinario,
previos los informes y dictdmenes que en cada caso procedan.

Fijar las directrices a que deberdn ajustarse los representantes de la
Comunidad Auténoma en los érganos de coordinacién del Empleo
Piblico de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
asi como en el Consejo del Empleo Piblico de Aragén.

La determinacién del nimero de personal eventual en la Administracién
de la Comunidad Auténoma.

La creacién de clases de especialidad funcionariales.

La concrecién de las condiciones de integracién de los funcionarios
transferidos a la Administracién de la Comunidad Auténoma.

Ejercer las competencias que legal o reglamentariamente le sean
atribuidas.

Articulo 8. El Departamento competente en materia de empleo piblico

1. Al Departamento competente en materia de empleo piblico le corres-
ponde el desarrollo general, la coordinacién y el control de la ejecucién de
la politica del Gobierno de Aragén en materia de recursos humanos de la
Administracién de la Comunidad Auténoma.

2. En particular, le corresponde la propuesta al Gobierno de Aragén de
las decisiones relativas al ejercicio de las competencias que, de conformidad
con el articulo anterior, le corresponden.
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3. Asimismo, corresponden al Departamento competente en materia de
empleo publico, las siguientes competencias:

a)

b)

d)

f)

a)

h)

La elaboracién de proyectos de disposiciones de general aplicacién
relativos al empleo piblico de la Administracién de la Comunidad
Auténoma y del resto del sector publico autonémico asi como la apro-
bacién de normas sobre la materia que no correspondan al Gobierno
de Aragén.

La coordinacién de la ordenacién y de la gestién del personal del
conjunto de la Administracién y de los Organismos publicos de la
Comunidad Auténoma asi como de la negociacién colectiva general
y sectorial de este personal

La fiscalizacién del cumplimiento de las normas de general aplicacién
en materia de empleo publico por los érganos de la Administracién y
de los Organismos Piblicos de la Comunidad Auténoma y ejercer la
inspeccién general en materia de personal

La aprobacién de los Planes Operativos de Recursos Humanos

La fijacién de los criterios de clasificacién de puestos de trabajo y la
valoracién de los mismos

La designacién de los miembros de los érganos técnicos de valoracién
en los procedimientos de provisidén de puestos de trabajo.

Impulsar, coordinar y, en su caso, establecer y ejecutar los planes,
medidas y actividades tendentes a mejorar el rendimiento en el servi-
cio, la formacién y la promocién profesional del personal

Disefar la estrategia de formacién directiva del personal de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma

Mantener la adecuada coordinacién con los érganos de las demds
Administraciones competentes en materia de empleo piblico e impul-
sar la cooperacién en esta materia con el resto de Administraciones
Publicas mediante la convocatoria regular del Consejo del Empleo
Publico de Aragén.

La aprobacién de las Relaciones de Puestos de Trabajo de los Departa-
mentos y Organismos Pdblicos de la Administracién de la Comunidad
Auténoma

Resolver la extincién de los contratos del personal laboral fijo por
causas objetivas y su suspensién en los casos que proceda.

Aprobar las convocatorias piblicas para la provisién de los puestos de
trabajo que deban cubrirse mediante el sistema de libre designacién
que hayan de ser resueltas por el Gobierno de Aragén

La resolucién de los procedimientos para la provisién de puestos de
libre designacién que no tengan cardcter directivo.
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El nombramiento de los funcionarios de carrera de la Administracién
de la Comunidad Auténoma

El reconocimiento de los tramos de carrera horizontal

La resolucién de los expedientes en materia de incompatibilidades
del personal al servicio de la Administracién de la Comunidad
Auténoma

La designacidn de los representantes de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma en el Consejo del Empleo Piblico de Aragén y en
los érganos de coordinacién del empleo piblico de la Administracién
de la Comunidad Auténoma

Ejercer las demds competencias que le atribuya la normativa vigente
y, en general, todas aquellas que, en materia de funcién piblica, sean
de la competencia de la Administracién de la Comunidad Auténoma
y no estén atribuidas a ofros érganos de ésta.

Articulo 9. El Departamento competente en materia de hacienda

Corresponden al Departamento competente en materia de hacienda las
siguientes competencias:

a)

b)

d)

Proponer al Gobierno de Aragén, en el marco de la politica general
econdémica y presupuestaria, las directrices a que deberdn ajustarse los
gastos de personal de la Administracién de la Comunidad Auténoma
y del resto del sector piblico autonémico.

Informar preceptivamente y autorizar las medidas en materia de per-
sonal que puedan suponer incremento en el gasto.

Proponer al Gobierno de Aragén, conjuntamente con el Departamento
competente en materia de empleo pUblico, las normas y directrices para
la aplicacién de los regimenes retributivos de su empleo puiblico.

Elaborar, con el Departamento competente en materia de empleo
pUblico, las plantillas presupuestarias o anexos de personal de los
Departamentos y Organismos Auténomos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma.

SECCION SEGUNDA. ORGANOS DE COORDINACION

Articulo 10. La Comisién Intersectorial del Empleo Piblico de la Administracién

de la Comunidad Auténoma

1. La Comisién Intersectorial del Empleo Piblico de la Administracién
de la Comunidad Auténoma se constituye como un érgano técnico de coor-
dinacién e informacién a través del cual se instrumenta la inferlocucién entre
el Departamento competente en materia de empleo puiblico y los érganos
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gestores de los diferentes dmbitos sectoriales a que se refieren los apartados
a), b) y ¢) del articulo 13.2, para la coordinacién de la ordenacién, gestién
y negociacién colectiva del personal del conjunto de la Administracién de la
Comunidad Auténoma.

2. La Comisién Intersectorial estard compuesta por los siguientes miem-
bros:
a) El Consejero competente en materia de empleo publico, que actuaré
como presidente de la Comisién.

b

El Director General competente en materia de empleo piblico, que sus-
tituird al presidente en casos de ausencia, vacancia o enfermedad.

c) El Director General competente en materia de presupuestos.

d

El Director General competente para la gestién del personal docente

no universitario.
e) El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud.

f) El Director General competente en materia de personal al servicio de
la Administracién de Justicia.

Los titulares de cualesquiera otros 6rganos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma cuando asi se defermine reglamentariamente.

9

Actuard como secretario de la Comisién Intersectorial sin la condicién de
miembro de la misma, con voz pero sin voto, un funcionario de la Direccién
General competente en materia de empleo piblico designado por su titular.

3. La Comisién Intersectorial se encuentra adscrita al Departamento com-
pefente en materia de empleo piblico.

4. El Gobierno dictard las normas de organizacién y funcionamiento de
esta Comision.

Articulo 11. La Comisién Interdepartamental del Empleo Piblico de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma

1. Con la finalidad de hacer efectiva la interlocucién entre el Departa-
mento competente en materia de empleo piblico y los érganos gestores de
personal, se constituye la Comisién Interdepartamental del Empleo Publico de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, adscrita al Depar-
tamento competente en la materia, como un érgano técnico de coordinacién
e informacién sobre la ordenacién y gestién del personal de la Administracién
de la Comunidad Auténoma que no ostente la condicién de personal docente
no universitario, estatutario o de los cuerpos al servicio de la Administracién
de Justicia.
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2. La Comisién Interdepartamental estard compuesta los siguientes miem-
bros:

a) El Director General competente en materia de empleo publico, que
actuard como presidente de la Comisién o persona que le sustituya.
b) Llos Secretarios Generales Técnicos de los Departamentos de la Admi-

nistracién de la Comunidad Auténoma o personas que les sustituyan.
Los organismos publicos serén representados por el miembro de la
Comisién que se designe en representacién del Departamento de
adscripcién.

c) Los titulares de cualesquiera otros érganos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma cuando asi se defermine reglamentariamente.

Actuaré como secretario de la Comisién Interdepartamental sin la con-
dicién de miembro de la misma, con voz pero sin voto, un funcionario de la
Direccién General competente en materia de empleo publico designado por
su titular.

3. Corresponde a la Comisién Interdepartamental del Empleo Piblico de
la Administracién de la Comunidad Auténoma:

a) Conocer e informar las propuestas de disposiciones de cardcter general
que incidan en el dmbito del empleo pdblico, con cardcter previo a
su aprobacién por el érgano competente de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén.

b) Realizar propuestas dirigidas a mejorar la organizacién, las condicio-
nes de trabajo y el rendimiento del sistema de recursos humanos de
la Administracién de la Comunidad Auténoma.

c) Conocer la programacién anual de objetivos del Departamento com-
petente en materia de empleo piblico asi como su desarrollo y recibir
y analizar la informacién relativa a su ejecucién y resultados.

d) Redlizar labores de asesoramiento y participacién en los procedimien-
tos de disefio e implantacién de medidas de mejora y organizacién
del sistema 'y, en particular, de la planificacién estratégica de recursos
humanos de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

e) Ejercer las demds competencias que le sean atribuidas por la normativa
vigente.

4. El Gobierno dictard las normas de organizacién y funcionamiento de
esta Comisién.
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Articulo 12. Otros érganos consultivos y de coordinacién

El Gobierno de Aragén podré crear otros érganos de naturaleza consul-
tiva o de coordinacién para el tratamiento de materias o colectivos especificos
cuando asi lo requiera la gestién de sus recursos.

SECCION TERCERA. ORGANOS GESTORES

Articulo 13. Departamentos y Organismos Piblicos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma

1. El Gobierno de Aragén distribuird, las competencias que, en su con-
dicién de érganos gestores de su personal adscrito y de acuerdo con la
legislacién aplicable, ostenten los Departamentos y Organismos Piblicos de
la Administracién de la Comunidad Auténoma.

2. Corresponden, en particular:

a) Al Departamento competente en materia de educacién, la gestién del
personal docente no universitario de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma en los términos que prevea el Gobierno de Aragén
mediante decreto.

b) Al Departamento competente en materia de administracién de justicia,
la gestidn del personal funcionario de los cuerpos de funcionarios
al servicio de la Administracién de Justicia adscrito a los érganos
judiciales y demds unidades radicadas en el &dmbito territorial de la
Comunidad Auténoma y cuya gestién corresponda a la Administra-
cién autondmica, en los términos que el Gobierno de Aragén prevea
mediante decreto.

c) Al Servicio Aragonés de Salud, las competencias de gestién sobre su
personal adscrito en los términos que se prevean en su ley de creacién
y en su normativa de desarrollo.

d) Al Departamento competente en materia de empleo pdblico local, la
gestién de los funcionarios con habilitacién de carécter estatal en los
términos que prevea el Gobierno de Aragén, mediante Decreto.

e) A los restantes Organismos Auténomos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma, las competencias de gestién sobre su personal
adscrito en los términos que se prevean en su ley de creacién y en su
normativa de desarrollo.

3. Corresponden a las entidades publicas previstas en el articulo 3.1 d)
de esta ley dependientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma,
las competencias de gestién que sus leyes de creacién le atribuyan en relo-
cién con su personal y con los empleados publicos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma adscritos a aquéllas.
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SECCION CUARTA. EL INSTITUTO ARAGONES
DE ADMINISTRACION PUBLICA

Articulo 14. Creacién, naturaleza y régimen juridico

1. Se crea el Instituto Aragonés de Administracién Piblica con el cardcter
de organismo auténomo adscrito al Departamento competente en materia de
empleo pUblico, bajo cuya direccién, vigilancia y tutela ejerce las competencias
en materia de empleo piblico que le atribuye esta ley.

2. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica tiene personalidad
juridica propia y plena capacidad de obrar, y dispone para el cumplimiento
de sus fines de patrimonio propio y de los recursos humanos, financieros y
materiales necesarios.

3. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica se rige por lo estable-
cido en esta ley, sus normas de desarrollo y demds disposiciones que sean
de aplicacién.

Articulo 15. Fines

1. Son fines del Instituto Aragonés de Administracién Pdblica:

Gestionar los procedimientos selectivos para el acceso al empleo
pUblico con el objetivo de seleccionar a los mejores candidatos en
atencién a sus competencias y a las funciones profesionales encomen-
dadas, garantizando los principios constitucionales de igualdad, mérito
y capacidad.

a

b

Desarrollar y ejecutar programas de formacién dirigidos al perfeccio-
namiento y adquisicién de nuevas competencias por los empleados
pUblicos que favorezca el desempefio excelente de sus funciones.

c) Contribuir a la mejora del rendimiento de los empleados piblicos, en
el marco de su progresivo desarrollo profesional, mediante la gestién
del sistema de evaluacién del desempefio.

d

Promover y fomentar la investigacién, el asesoramiento y la evaluacién
de los programas de calidad y mejora de los servicios, especialmente,
en su vinculacién con la gestién de los recursos humanos.

2. El Instituto Aragonés de Administracién Poblica dirigird su actuacién y
orientard sus medios al ejercicio de las funciones y cumplimiento de los fines que le
asigna esta ley, asi como a los que le pudieran ser asignados por ofras normas.

Articulo 16. Funciones

1. Son funciones del Instituto Aragonés de Administracién Piblica en
relacién con los servicios y empleados piblicos de la Administracién de la
Comunidad Auténoma:
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La gestion del reclutamiento y la organizacién de la seleccion del
personal funcionario de carrera y laboral fijo conforme a las bases, pro-
gramas, contenidos de las pruebas y criterios que fije el Departamento
competente, asi como del curso de ingreso del personal funcionario de
carrera y laboral fijo cuando su realizacién se prevea como parte del
proceso selectivo de este personal. El Instituto proveerd el adecuado
apoyo material y personal para el buen y correcto funcionamiento de
los 6rganos selectivos.

La seleccién del personal funcionario interino y laboral temporal.

La designacién de los miembros de los érganos técnicos de selec-
cién.

La formacién del personal de la Administracién de la Comunidad
Auténoma.

La acreditacién de la formacién externa y de las competencias de los
empleados pdblicos.

El desarrollo de politicas de fomento de la investigacién y de las publi-
caciones en el dmbito de las Administraciones Piblicas, especialmente
de sus recursos humanos.

La promocién, investigacién, asesoramiento y evaluacién de los pro-
gramas sobre calidad de los servicios.

La imparticién y homologacién de programas de desarrollo directivo
dirigidos a los directivos publicos profesionales de las Administracio-
nes Publicas, de acuerdo con los criterios emanados del Gobierno de
Aragén y del Consejo del Empleo Piblico de Aragén.

La gestidn del sistema de evaluacién del desempefio.

Aquellas ofras que se deriven de lo previsto legal o reglamentaric-
mente.

2. Las funciones atribuidas al Instituto Aragonés de Administracién Poblica

serdn ejercidas sin perjuicio de aquéllas que, mediante ley, se hayan atribuido
a ofros érganos de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

3. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica podrd ser requerido

por la Administracién de la Comunidad Auténoma y por las Administraciones
Péblicas con las que asi lo hubiese convenido, para colaborar en los procedi-
mientos de provisién de sus puestos de trabajo.

4. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica podrd convenir con las

restantes Administraciones Piblicas y entidades del sector piblico autonémico
y local,
proceso selectivo serd asumido por la Administracién o entidad solicitante.

la seleccién de empleados pdblicos. En cualquier caso, el coste del
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5. Asimismo, mediante convenios suscritos con las restantes Administra-
ciones Pdblicas o con entidades pertenecientes al resto sector piblico autoné-
mico o local, el Instituto Aragonés de Administracién Pdblica podré asumir la
formacién, la acreditacién de la formacién externa y la acreditacién de las
competencias de sus empleados asi como el apoyo a la Administracién con-
veniante en relacién con la evaluacién del desemperio de aquéllos.

6. También podrd suscribir convenios con la misma finalidad con otras
instituciones de la Comunidad Auténoma.

7. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica acreditard, a solicitud
de la Administracién convocante, el cumplimiento de las condiciones que, en
aplicacién de lo dispuesto en el articulo 65.5 de esta ley, sean aprobados por
el Gobierno de Aragén para el adecuado desarrollo de los procesos selecti-
vos ejecutados por otras Administraciones Pdblicas incluidas en el dmbito de
aplicacién de esta ley.

Articulo 17. Organizacién

1. Son érganos rectores del Instituto Aragonés de Administracién Piblica
el Presidente, el Consejo Rector y el Director.

2. El titular del Departamento competente en materia de empleo piblico
ostentard la presidencia del Instituto y le corresponderd:

a) la representacién del Instituto, sin perjuicio de la facultad de delegar
la representacién ordinaria en el Director.

b) convocar las sesiones del Consejo Rector y presidirlas con voto de

calidad.

c) cualquier ofra atribucién que no esté expresamente reservada a ofro
érgano, que también podrd delegar.

3. El Consejo Rector es el érgano colegiado que asume la planificacién
general, supervisién y seguimiento de las actividades del Instituto. Son miembros
natos del Consejo Rector:

a) El Presidente, que ostenta la presidencia.

b) El Director, que ostenta la vicepresidencia y sustituye al Presidente en caso
de vacante, ausencia, o enfermedad u otro impedimento temporal.

c) Los titulares de las Direcciones Generales competentes en materia de
empleo publico, de empleo piblico local y de organizacién adminis-
trativa y calidad de los servicios.

d) Los titulares de tres Secretarias Generales Técnicas, designados anual-
mente de forma rotfatoria.
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e) Tres representantes de las Entidades locales aragonesas, designados
por la asociacién de entidades locales con mayor implantacién en
Aragén.

f) Tres representantes de las Organizaciones Sindicales presentes en la
Mesa Comin de las Administraciones piblicas de Aragén.

g) Un representante de la Universidad de Zaragoza.

4. El Director del Instituto serd nombrado por el Gobierno de Aragén,
a propuesta del titular del Departamento competente en materia de empleo
pUblico, entre personas de reconocido prestigio y acumulada experiencia en
el campo de la Administracién Piblica.

Al Director del Instituto le corresponde la direccién, gestién y control inme-
diato de las actividades del Instituto, asi como de sus recursos humanos, econé-
micos y materiales, respecto de los cuales ejercerd las facultades ejecutivas que
se sefialen en los estatutos y las que determine o delegue el Consejo Rector.

5. La composicién, organizacién, funciones y competencias de los érgao-
nos rectores asi como de la estructura orgdnica bdsica se determinardn en sus
Estatutos de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.

Articulo 18. Régimen de personal

Integran los efectivos de personal del Instituto Aragonés de Administracién
Piblica el personal de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
que se adscriban al Instituto.

Articulo 19. Plan de Actividades

1. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica presentard anualmente
al Gobierno de Aragén, para su aprobacién, un Plan de Actividades dirigido
al cumplimiento de los fines del Instituto, en el marco de la planificacién estra-
tégica en materia de recursos humanos.

2. El Plan de Actividades comprenderd medidas que impulsen, promue-
van y desarrollen las funciones del Instituto, en el marco de la planificacién
estratégica en materia de recursos humanos.

3. Anualmente, el Instituto Aragonés de Administracién Piblica presentaré
una Memoria sobre las actuaciones desarrolladas en los dmbitos descritos
haciendo referencia al grado de cumplimiento de los objetivos del Plan de
Actuacién y su grado de vinculacién y efectos sobre los objetivos generales
de la planificacién estratégica en materia de recursos humanos.
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Articulo 20. Recursos econémicos

El Instituto Aragonés de Administracién Piblica se financiard con cargo
a los siguientes recursos:

a) los que le sean asignados con cargo al Presupuesto de la Comunidad
Auténoma.

b) los productos y rentas de toda indole procedentes de sus bienes y
derechos.

c) los ingresos ordinarios y extraordinarios que legalmente esté¢ autori-
zado a percibir, en especial, los derechos de matricula de los cursos
y de la expedicién de certificados de asistencia y aprovechamiento
y, en su caso, de las tasas correspondientes.

d) las subvenciones, legados y aportaciones voluntarias de entidades y
particulares.

e) los créditos que se transfieran conjuntamente con servicios procedentes
de otras Administraciones publicas.

f) las contraprestaciones derivadas de los convenios.

g) los rendimientos de las publicaciones y de los servicios retribuidos del
Instituto.

Articulo 21. Régimen presupuestario y econdmico-financiero.

1. El Instituto Aragonés del Administracién Piblica elaborard anualmente el
anteproyecto de presupuesto, el Plan de actividades, inversiones y financiacién y
demds documentacién complementaria del mismo, de conformidad con lo estable-
cido en la legislacién reguladora de la Hacienda de la Comunidad Auténoma.

4. El Instituto Aragonés del Administracién Piblica estard sometido al
régimen de control econémico-financiero realizado por la Intervencién General
en los términos establecidos en la legislacién reguladora de la Hacienda de
la Comunidad Auténoma.

Articulo 22. Régimen patrimonial.

1. Se adscriben al Instituto Aragonés de Administracién Piblica los siguien-
tes bienes y derechos:

a) Aquellos cuya fitularidad corresponde a la Comunidad Auténoma de
Aragén y estan afectos a los servicios del Instituto.

b) Los bienes y derechos de toda clase afectos a la gestidn de los servicios
del Instituto transferidos a la Comunidad Auténoma.

c) Los bienes y derechos que adquiera o reciba por cualquier titulo, o
se le afecten mediante convenio.
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2. Serdan aplicables al patrimonio del Instituto la legislacién reguladora
del Patrimonio y de la Hacienda de la Comunidad Auténoma.

3. La declaracién de utilidad piblica se entiende implicita en toda expro-
piacién relativa a obras de la competencia del Instituto Aragonés de Adminis-
tracién Publica para el cumplimiento de sus fines.

4. El Instituto Aragonés de Administracién Piblica realizard y mantendré
actualizado, en los términos previstos por la legislacién reguladora del Patrimo-
nio de la Comunidad Auténoma, un inventario de los bienes y derechos que
constituyen su patrimonio, asi como de los que le hayan sido adscritos para el
cumplimiento de sus fines, con excepcién de los de cardcter fungible.

Articulo 23. Actos y recursos administrativos.

1. El régimen juridico de los actos emanados del Instituto Aragonés de
Administracién Poblica, serd el establecido en la normativa especifica de la
Comunidad Auténoma de Aragén, sin perjuicio de la aplicacién de las normas
sobre el procedimiento comin a todas las Administraciones publicas.

2. los actos y resoluciones del Instituto sujetos al derecho administrativo
no agotardn la via administrativa y serén susceptibles de recurso de alzada
ante el titular del Departamento competente en materia de empleo publico.

Articulo 24. Contratacién

1. La contratacién del Instituto se someterd a lo dispuesto en la legislacién
sobre contratos del sector poblico.

2. El Director del Instituto es el érgano de contratacién, sin perjuicio de
las competencias legalmente atribuidas a ofros érganos en la materia.

CAPITULO I
Organos con competencia en empleo publico local

Articulo 25. Organos competentes en materia de empleo publico de las Enti-
dades locales

Los érganos competentes en materia de empleo publico en las Adminis-
traciones Locales serdn los que se prevén en la legislacién de régimen local,
sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley para los funcionarios con habilitacién
de cardcter estatal.
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CAPITULO IV
Cooperacién interadministrativa

Articulo 26. Cooperacién con las Entidades Locales en materia de empleo
publico
1. Lo Administracién de la Comunidad Auténoma y las Entidades locales
supramunicipales competentes cooperarén con las Entidades locales que asi lo
soliciten para la adecuada ordenacién y gestién de su personal.

2. A tal efecto, la Administracién de la Comunidad Auténoma y las
Entidades locales supramunicipales competentes, podrén proponer para su
aprobacién vy ratificacién por el érgano competente de cada Entidad local,
ordenanzas tipo sobre materias cuya regulacién o desarrollo corresponda a
las Entidades locales y, especialmente, en lo relativo al sistema de carrera pro-
fesional, ordenacién de puestos de trabajo, registros de personal, evaluacién
del desempefio o planificacién estratégica de su personal.

TITULO Il
Clases de empleados publicos

Articulo 27. Concepto y clases de empleados publicos

1. Son empleados piblicos quienes desempefian funciones retribuidas en
las Administraciones Piblicas al servicio de los intereses generales.

2. También tendrén la condicién de empleados publicos quienes presten
servicios en el sector pdblico autondémico o local en los términos previstos en
el articulo 4 de esta ley.

3. No se considerardn empleados piblicos a las personas adjudicatarias
de contratos administrativos o de derecho mercantil, ni a aquéllas que disfruten
de becas para la formacién o investigacién, segin la normativa especifica
aplicable y ello aun cuando las becas cuenten con un régimen de transforma-
cién en contrato administrativo en determinadas circunstancias temporales o
de mérito del becario.

4. los empleados pdblicos se clasifican en:

a. Funcionarios de carrera

b. Funcionarios interinos

c. Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal
d. Personal eventual
5

. Tendrdn la consideracién de personal directivo, los funcionarios de carrera
o, en su caso, el personal laboral con contrato de alta direccién que ocupen
puestos de cardcter directivo de conformidad con lo previsto en esta ley.
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Articulo 28. Funcionarios de carrera

Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal,
estén vinculados a una Administracién Pdblica por una relacién estatutaria
regulada por el Derecho Administrativo para el desempefio de servicios pro-
fesionales retribuidos de cardcter permanente.

Articulo 29. Funcionarios interinos

1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justifica-
das de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempefio
de funciones propias de funcionarios de carrera cuando se dé alguna de las
siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura
por funcionarios de carrera.

b) La sustitucién transitoria de los titulares.

c) Lla ejecucién de programas de cardcter temporal por plazo méximo
de veinticuatro meses.

d) El exceso o acumulacién de tareas por plazo mdximo de seis meses
dentro de un periodo de doce meses.

Podrdn nombrarse funcionarios interinos para el desempefio de funciones a
tiempo parcial en los supuestos sefialados en este articulo. En los casos previstos
en los apartados a) y b), sélo podrdn nombrarse a tiempo parcial cuando se
trate de puestos de trabajo con este régimen de jornada de trabajo.

2. A los funcionarios interinos les serd aplicable, en cuanto sea adecuado
a la naturaleza de su condicién y en los términos previstos en esta ley, el
régimen general de los funcionarios de carrera.

Articulo 30. Reserva de funciones publicas

1. En todo caso, en las Administraciones Piblicas quedarén exclusiva-
mente reservadas a los funcionarios de carrera aquellas funciones, incluidas
las directivas, cuyo ejercicio implique la participacién directa o indirecta en
el ejercicio de las potestades piblicas o en la salvaguardia de los intereses
generales. A efectos del presente apartado y salvo supuestos excepcionales,
se entiende que los puestos de trabajo que ejerzan funciones instrumentales
no participan del ejercicio indirecto de potestades publicas.

2. Se entenderd que un determinado puesto de trabajo se encuentra
necesariamente dentro del dmbito de reserva previsto en el apartado anterior
si entre sus funciones figura:

a) La participacién directa en procedimientos administrativos.
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b) El ejercicio de funciones de autoridad, mediante la elaboracién vy, en
su caso, la aprobacién de actos administrativos limitativos de derechos,
las actividades de inspeccién y sancién, el otorgamiento de licencias y
la emanacién de érdenes de policia, salvo que esté prevista legalmente
una excepcion.

c) Lla exaccién de tributos.

d) Las funciones de fe puiblica y asesoramiento legal o técnico precep-
tivo.

e) El control y la fiscalizacién interna de la gestién econémico-financiera
y presupuestaria, la contabilidad, tesoreria y recaudacién.

3. De acuerdo con lo previsto en el apartado anterior, las diferentes
Administraciones Publicas establecerdn en sus relaciones de puestos de trabajo
los puestos reservados exclusivamente a funcionarios piblicos.

4. Con cardcter general, los puestos de trabajo de los Departamentos y
Organismos Auténomos de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén serdn desempefados por funcionarios pdblicos.

Articulo 31. Personal laboral

1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado
por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratacién de personal
previstas en la legislacién laboral, presta servicios retribuidos por las Adminis-
traciones Pdblicas. En funcién de la duracién del contrato éste podré ser fijo,
por tiempo indefinido o temporal.

2. Podrdan desempefiarse por personal laboral aquellas funciones no previs-
tas en el articulo 30.1 de esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado
siguiente para la Administracién de la Comunidad Auténoma.

3. En los Departamentos y Organismos Auténomos de la Administracién de
la Comunidad Auténoma, podrdn ser desempefiados por personal laboral:

a) Los puestos de trabajo precisos para satisfacer necesidades de cardcter
periédico y discontinuo.

b) Los puestos cuyas actividades sean propias de oficio, asi como los
de vigilancia, custodia, porteo y otros andlogos, y aquellos otros con
funciones de cardcter instrumental correspondientes a las dreas de
mantenimiento y conservacién de edificios, equipos e instalaciones,
cuyas funciones sustanciales tengan por objeto mantener la infraes-
tructura material necesaria para el funcionamiento de los servicios.

c) Los puestos relacionados con artes gréficas y realizacién de encues-
tas o facilitacién de los datos objetivos encaminados a posibilitar los
estudios necesarios para la toma de decisiones.
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d) Los puestos docentes y con funciones de apoyo adscritos a centros de
ensefanza o formacién no integrados en el sistema educativo oficial.
Excepcionalmente, aquellos puestos docentes integrados en el sistema
educativo oficial que por sus peculiares caracteristicas deban ser objeto
de contratacién en régimen laboral.

e) Los puestos de los organismos o centros de investigacién que sean
necesarios para la ejecucién de proyectos determinados, sin que en
ningln caso los contratos puedan tener duracién superior a la del
proyecto de que se trate.

f) Los contratados en précticas.

g) Los puestos correspondientes a dreas de actividades que requieran
conocimientos técnicos especializados cuando no existan cuerpos o
escalas de funcionarios cuyos miembros tengan la preparacién espe-
cifica necesaria para su desempefo.

h) Puestos vinculados con las nuevas tecnologias de la comunicacién y
de la informacién, siempre que no estén directamente relacionados
con los criterios recogidos en el articulo 30.

i) Los puestos reservados, segin las relaciones de puestos de trabajo, a
personal con discapacidad intelectual moderada, ligera o limite y a
las personas con sordera prelocutiva profunda, severa o media.

i) Los empleos temporales reservados a la insercién de determinados
colectivos desaventajados o necesitados de integracién, dentro de los
programas que al respecto pongan en marcha las diferentes Adminis-
traciones Publicas.

k) Cualesquiera otros puestos para los que asi se establezca por una
norma de rango de ley.

4. El personal laboral de las Administraciones Publicas se rige por la
legislacién laboral y, en su caso, por lo pactado al amparo de ella en convenio
colectivo, asi como por los preceptos del Estatuto Bdsico del Empleado Piblico
y de la presente ley que les resulte de aplicacién.

5. Podrdn ser desempefiados por personal sometido a la relacién labo-
ral especial de alta direccién, los puestos de cardcter directivo adscritos a
las entidades previstas en el apartado d) del articulo 3.1, salvo que tales
puestos impliquen el ejercicio directo o indirecto de potestades pdblicas o la
salvaguarda de los intereses generales en los términos previstos en el articulo

30 de esta ley.

Excepcionalmente, las Administraciones de las Entidades Locales podrdn
contratar personal sometido a la relacién laboral especial de alta direccién
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cuando los puestos de cardcter directivo no puedan ser desempefiados por
funcionarios del Subgrupo de clasificacién Al.

6. El personal sometido a la relacién laboral especial de alta direccién
serd designado atendiendo a los principios de mérito y capacidad y a crite-
rios de idoneidad, mediante procedimientos que garanticen la publicidad y la
concurrencia, y la determinacién de sus condiciones de empleo no tendré la
consideracién de materia objeto de negociacién colectiva.

No podrd pactarse en el contrato de trabajo de este personal la aplicacién
de lo dispuesto en el articulo 15.5 del Estatuto de los Trabajadores, en su Texto

Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

7. Para el acceso a puestos de cardcter directivo por personal sometido
a la relacién laboral especial de alta direccidn se exigird la acreditacién de
las capacidades directivas en la forma y con el alcance que se establezca
reglamentariamente.

Articulo 32. Personal eventual

1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con cardcter
no permanente, sélo realiza funciones expresamente calificadas como de con-
fianza o asesoramiento especial del Presidente, Vicepresidente y los Consejeros
del Gobierno de Aragén asi como del Alcalde o Presidente de la Entidad local
correspondiente, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios
consignados para este fin.

2. El nimero mdximo de personal eventual serd determinado por cada
érgano de gobierno de las Administraciones Piblicas, que establecerd asimismo
las condiciones retributivas.

3. El nombramiento y cese serdn libres. El cese tendrd lugar, en todo
caso, cuando se produzca el de la autoridad a la que se preste la funcién de
confianza o asesoramiento.

4. El nombramiento, las condiciones retributivas y el cese de este personal
se publicard en el Boletin Oficial de Aragén.

5. En ningin caso, se considerard como mérito para el acceso a la
condicién de funcionario, contratado laboral o para la promocién interna, la
prestacién de servicios en la condicién de personal eventual.

6. Al personal eventual le serd aplicable, en lo que sea adecuado a la natu-
raleza de su condicién, el régimen general de los funcionarios de carrera.

7. El personal eventual no podrd desempefiar funciones directivas ni eje-
cutivas, ni tampoco funciones reservadas a personal funcionario o laboral, en
el seno de las Administraciones Pdblicas.
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TITULO 1Nl
Estructura y ordenaciéon del empleo publico

CAPITULO |
Estructura del empleo publico

Articulo 33. Cuerpos y escalas de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma

Los funcionarios de carrera de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma se agrupan en cuerpos, estructurados en escalas, clases de especialidad
y opciones y se encuadran en grupos atendiendo a la titulacién exigida para
su ingreso.

Articulo 34. Grupos de clasificacién profesional

Los cuerpos y escalas se clasifican, de acuerdo con la fitulacién exigida
para el acceso a los mismos, en los siguientes grupos:

a) Grupo A. Este grupo se subdivide en dos subgrupos: A1 y A2. Para
el acceso a los cuerpos y escalas de este grupo se exigird estar en
posesién del titulo universitario de grado. En aquellos supuestos en los
que la ley exija ofro titulo universitario serd éste el que se tenga en
cuenta. La clasificacién de los cuerpos y escalas de cada subgrupo estd
en funcién del nivel de responsabilidad de las funciones a desempefiar
y de las caracteristicas de la pruebas de acceso.

b) Grupo B. Para el acceso a los cuerpos y escalas del grupo de titulacién
B, se exigird estar en posesién del titulo de Técnico Superior (Ciclo
formativo de Formacién Profesional) o titulaciones equivalentes.

c) Grupo C. Este grupo se dividird en dos subgrupos, C1 y C2. Para el
acceso al Subgrupo C1 se requerird el titulo de bachiller, técnico o
titulacién equivalente y para el ingreso en el Subgrupo C2 se requerird
el titulo de Graduado en Educacién Secundaria Obligatoria o titulacién
equivalente.

Articulo 35. Cuerpos y escalas de funcionarios de la Administracién de la
Comunidad Auténoma

1. Llos cuerpos de funcionarios de carrera de la Administracién de la
Comunidad Auténoma, estructurados en grupos, subgrupos y escalas de cla-
sificacién, son los siguientes:

a) En el Grupo A, el Cuerpo Superior de la Administracién, al que corres-
ponde el desempefio de las funciones de administracién o profesionales
correspondientes a la titulacién académica exigida para el acceso.
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El Cuerpo Superior de la Administracién se estructura en las siguientes
escalas y subgrupos de clasificacién, de acuerdo con la naturaleza
de las funciones atribuidas:

— Subgrupo A1, al que corresponde las funciones de administracién
o profesionales de nivel superior, en el que se integran las siguien-
tes escalas: Escala Superior de Administraciéon General, Escala
de Letrados de los Servicios Juridicos, Escala Facultativa Superior,
Escala Sanitaria Superior, Escala Superior de Investigacién.

— Subgrupo A2, al que corresponde las funciones de carécter pro-
fesional correspondientes a su titulacién académica, en el que se
integran las siguientes escalas: Escala Media de Administracidn
General, Escala Media, Facultativa y Escala Media Sanitaria.

En el Grupo B, el Cuerpo Técnico de la Administracién, al que corres-
ponde el desempefio de funciones de administracién o profesionales
correspondientes a la titulacién académica exigida para el acceso.

El Cuerpo Técnico de la Administracién se estructura en las siguientes
escalas, de acuerdo con la naturaleza de las funciones atribuidas:
Escala Técnica de Administracién General, Escala Técnica Facultativa
y Escala Técnica Sanitaria.

En el Grupo C, el Cuerpo Ejecutivo de la Administracién, cuyos funcio-
narios realizan las tareas de apoyo administrativo o especializado.

El Cuerpo Ejecutivo de la Administracién se estructura en las siguientes
escalas y subgrupos de clasificacién, de acuerdo con la naturaleza de
las funciones atribuidas y la titulacién exigida para su ingreso:

— Subgrupo C1: Escala Ejecutiva de Administracién General, Escala
Ejecutiva Facultativa, Escala Ejecutiva Sanitaria.

— Subgrupo C2: Escala Auxiliar de Administracién General, Escala
Auxiliar Facultativa, Escala Auxiliar Sanitaria.

2. En atencién a su especialidad técnica y a la titulacién exigida para

su acceso, el Gobierno de Aragén podré crear, mediante decreto, clases de
especialidad.

Articulo 36. Opciones

Dentro de cada escala o, en su caso, clase de especialidad, podrdn existir

opciones referidas a titulaciones oficiales concretas de Master universitario
o Doctor, Grado, Técnico superior o Técnico, que sean requeridas para el
desempefio de los diferentes puestos de trabajo. El Departamento competente
en materia de empleo piblico determinard mediante orden en qué casos se
requerird un titulo de Postgrado para acceder a una opcién.
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Articulo 37. Agrupaciones de funcionarios sin requisito de ftitulacién

1. Ademds de los grupos de clasificacién recogidos en el articulo 34,
la Administracién de la Comunidad Auténoma podrd establecer otras agru-
paciones de funcionarios para cuyo acceso no se exija estar en posesién de
ninguna de las titulaciones previstas en el sistema educativo.

2. Los funcionarios que pertenezcan a estas agrupaciones cuando rednan
la titulacién exigida podrén promocionar de acuerdo con lo establecido en
esta ley.

3. Las menciones a los cuerpos, escalas y clases de especialidad previstas
en esta ley se entenderdn también referidas a las agrupaciones de funcionarios
referidas en este articulo.

Articulo 38. Escalas de funcionarios de las Administraciones locales

Las Administraciones locales agrupardn a sus funcionarios de carrera de
acuerdo con lo dispuesto en los articulos 35 y 36 y por su normativa de desa-
rrollo de acuerdo con lo previsto en la legislacién bdsica estatal, sin perjuicio
de lo que se prevea para los funcionarios locales con habilitacién de cardcter
estatal en su legislacién especifica.

Articulo 39. Clasificacién del personal laboral

El personal laboral se clasificard de conformidad con la legislacién
laboral.

CAPITULO I
Ordenacion de los puestos de trabajo

Articulo 40. El puesto de trabajo

1. El puesto de trabajo es la unidad bdsica de la estructura del empleo
pUblico. El puesto de trabajo se conforma mediante la atribucién de un conjunto
de funciones o responsabilidades que deben ser ejercidas por un empleado
a través de diferentes procesos y mediante la realizacién de tareas que las
satisfagan.

2. Cada Administracién Piblica establecerd los niveles de responsabilidad
en los que, en funcién de sus necesidades de organizacién, se estructuran sus
puestos de trabajo atendiendo a los requisitos requeridos para su desempefio
y a las funciones asumidas. El nimero de niveles que se determine no podrd
ser superior a freinta.
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Articulo 41. Derecho al desempefio del puesto de trabajo

1. Los empleados puiblicos de las Administraciones Piblicas tienen dere-
cho al desempefio de un puesto de trabajo en los términos previstos en la
presente ley.

2. Las Administraciones Piblicas podrdn asignar a su personal funciones,
tareas o responsabilidades distintas a las correspondientes al puesto de trabajo
que desempefien, siempre que resulten adecuadas a su clasificacién, grado o
categoria, cuando las necesidades del servicio lo justifiquen y sin merma en
las retribuciones. Los funcionarios a los que se atribuya tales funciones conti-
nuardn percibiendo las retribuciones correspondientes a su puesto de trabajo,
sin perjuicio de la compensacién retributiva que corresponda por trabajos
extraordinarios.

Articulo 42. Agrupaciones de puestos de trabajo. Areas de especializacién.

Los puestos de trabajo podrdn agruparse en funcién de sus caracteristicas,
a través de dreas de especializacién, para ordenar, entre ofros, la seleccién,
la formacién, la movilidad y la promocién profesional en los términos que se
establezcan reglamentariamente.

Articulo 43. Relaciones de Puestos de Trabajo.

1. Las Relaciones de Puestos de Trabajo constituyen el instrumento téc-
nico mediante el que las Administraciones Pdblicas ordenan sus puestos de
trabajo, de acuerdo con los criterios de eficacia, eficiencia y racionalidad
organizativa.

2. En las Relaciones de Puestos de Trabajo deberdn incluirse la totalidad
de los puestos de cardcter indefinido de cada Administracién que se hallen
dotados presupuestariamente, distinguiendo los reservados a funcionarios, a
personal laboral y a personal eventual, asi como aquéllos que, por sus carac-
teristicas, tengan cardcter directivo.

3. La creacién, modificacién y supresién de puestos de trabajo se realizard
a través de las Relaciones de Puestos de Trabajo.

4. la aprobacién o modificacién de las estructuras orgdnicas de cada
Administracién exigird, acumulativamente, la de las correspondientes Relacio-
nes de Puestos de Trabajo y la de los créditos presupuestarios necesarios para
atender las remuneraciones.

5. La provisién de puestos de trabajo de carécter indefinido a desempefiar
por personal funcionario, asi como la formalizacién de nuevos contratos de
personal laboral fijo, requerird que los correspondientes puestos figuren en la
respectiva Relacién de Puestos de Trabajo.
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6. Podrdn existir puestos de cardcter temporal para la ejecucién de proyec-
tos o funciones de duracién determinada por un periodo méximo de veinticuatro
meses. Los puestos de cardcter temporal no deberdn incluirse en la Relacién
de Puestos de Trabajo.

odrd prorrogarse la duracién del puesto de trabajo hasta el cumplimiento
Pod lad del to de trabajo hasta el I t
del periodo méximo previsto en el parrafo anterior.

Si la necesidad funcional que motivase la creacién del puesto de trabajo
superara el limite temporal previsto en el parrafo anterior, deberé crearse un
puesto de trabajo en la correspondiente Relacién de Puestos de Trabajo.

Articulo 44. Contenido

1. Las Relaciones de Puestos de Trabajo comprenderdn, al menos, los
siguientes extremos:

a) La denominacién de los puestos

b) El centro de destino

c) Los grupos de clasificacién profesional

d) El nivel de puesto

e) Los cuerpos, escalas y clases de especialidad, en su caso, a que estén
adscritos, o las categorias laborales si se trata de personal laboral

f) Los sistemas de provisién
g) Las retribuciones complementarias vinculadas al puesto de trabajo

h) El cardcter directivo del puesto, en su caso.

2. Las Relaciones de Puestos de Trabajo del personal eventual contendrén
la informacién prevista en los pdrrafos a) y g) del apartado primero de este
articulo.

3. En las Relaciones de Puestos de Trabajo deberén, en su caso, concre-
tarse aquellos requisitos especificos que sean necesarios para el adecuado
desempefio de cada puesto de trabajo en atencién a las funciones y tareas
de aquél.

4. Tendrdn cardcter directivo aquellos puestos abiertos a funcionarios del
subgrupo de clasificacién A1, en los que se ejerzan funciones de gestién o
ejecucién de cardcter superior, ajustdndose a las directrices generales fijadas
por el érgano de gobierno de las Administraciones Publicas, adoptando al
efecto, las decisiones oportunas y disponiendo para ello de un margen de
autonomia, dentro de esas directrices generales.

En particular, les corresponde el impulso de la ejecucién de las decisiones
adoptadas por los érganos politicos, la participacién en la formulacién de las
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politicas publicas, la planificacién y coordinacién de actividades, evaluacién

y propuesta de innovacién y mejora en relacién con los servicios y actividades
e su dmbito competencial.

d bit pet I

Articulo 45. Procedimiento de aprobacién.

1. El Gobierno de Aragén regulard el procedimiento de aprobacién y
modificacién de las Relaciones de Puestos de Trabajo de los Departamentos y
Organismos publicos de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

2. Corresponde al Departamento competente en materia de empleo
pUblico, a propuesta del Departamento u Organismo publico interesado, la
aprobacién de las Relaciones de Puestos de Trabajo de los Departamentos y
Organismos publicos de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

3. Los empleados pUblicos ocupantes de los puestos de trabajo no podrén
promover su modificacién mediante solicitud personal o colectiva.

4. La aprobacién o modificacién de las Relaciones de Puestos de Trabajo
que reporten modificacién de gasto exigirdn informe favorable del Departa-
mento competente en materia de hacienda.

5. Las Relaciones de Puestos de Trabajo de las Entidades locales serdn
aprobadas por el 6rgano competente de acuerdo con la legislacién de régimen
local. Se enviaré copia de la Relacién de Puestos de Trabajo de cada Admi-
nistracién Local al Departamento competente en materia de empleo piblico
local en el plazo de treinta dias desde su aprobacién.

Articulo 46. Publicacién.

1. Las Relaciones de Puestos de Trabajo y sus modificaciones serdn publi-
cadas en el Boletin Oficial de Aragén.

2. Las Administraciones Piblicas mantendrdn actualizadas sus Relaciones
de Puestos de Trabajo con efectos meramente informativos en sus respectivas
sedes electrénicas.

Articulo 47. Otros instrumentos de gestién de los puestos de trabajo.

Las Administraciones Pdblicas podran utilizar otros instrumentos de ges-
tién de recursos humanos que complementen la informacién recogida en las
relaciones de puestos de trabajo. Tales instrumentos serén pdblicos.

Articulo 48. Dotaciones presupuestarias.

1. En los presupuestos anuales de las Administraciones Pdblicas se fijard el
nimero de dotaciones correspondientes a los puestos directivos, funcionariales,
las de los eventuales y las del personal laboral.
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2. En los presupuestos que corresponden a cada programa de gastos
figurardn los créditos necesarios para financiar las retribuciones bdsicas y
complementarias del personal adscrito a los mismos.

3. No podré clasificarse ningin puesto de trabajo, ni incrementarse sus
retribuciones, sin que exista crédito adecuado y suficiente para ello.

4. las entidades locales aprobardn anualmente con el presupuesto, e
integrado como uno de sus anexos, la plantilla de personal que comprenderé
todos los puestos de trabajo reservados a los funcionarios y los desempefiados
por el personal laboral y eventual. Se enviard copia de la plantilla de perso-
nal de cada Administracién local al Departamento competente en materia de
empleo publico local.

CAPITULO 1l
Planificacién de recursos humanos

Articulo 49. Objetivos.

La planificacién de los recursos humanos en las Administraciones Pdblicas
tendr& como objetivo contribuir a la eficacia en la prestacién de los servicios y
a la eficiencia en la utilizacién de los recursos econémicos disponibles mediante
la dimensién adecuada de sus efectivos, su mejor distribucién, formacién,
promocién profesional y movilidad bajo criterios de coherencia organizativa
y equilibrio territorial.

Articulo 50. Instrumentos de planificacién.

1. La planificacién de los recursos humanos se instrumentard a través
de los planes de ordenacién de recursos humanos referidos tanto a personal
funcionario como al laboral, que contendrén de forma conjunta las actuaciones
a desarrollar para la éptima utilizacién de los recursos humanos en el dmbito
al que afecten, dentro de los limites presupuestarios y de acuerdo con las
directrices de politica de personal.

2. Son modalidades de planes de ordenacién de recursos humanos los
planes estratégicos y los planes operativos.

3. Los planes de ordenacién de recursos humanos serdn pdblicos.

Articulo 51. Contenido.

1. De acuerdo con lo establecido en esta ley, los Planes de Ordenacién de
los recursos humanos podrdn contener, entre otras, las siguientes medidas:
a) Andlisis de las disponibilidades y necesidades de personal, tanto desde
el punto de vista del nimero de efectivos, como del de los perfiles
profesionales o niveles de cualificacién de los mismos.
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b) Previsiones sobre los sistemas de organizacién del trabajo y modifi-
caciones de estructuras de puestos de trabajo.

c) Medidas de movilidad, entre las cuales podrd figurar la suspensién
de incorporaciones de personal externo a un determinado édmbito o la
convocatoria de concursos de provisién de puestos limitados a personal
de &mbitos que se determinen.

d) Medidas de promocién interna y de formacién del personal y de
movilidad forzosa de conformidad con lo dispuesto en esta Ley

e) La previsién de la incorporacién de recursos humanos a través de la
Oferta de empleo piblico, de acuerdo con lo establecido en el articulo
siguiente.

2. El procedimiento para la elaboracién y aprobacién de los Planes de
Ordenacién de los Recursos Humanos se regulard reglamentariamente.

Articulo 52. Plan Estratégico de Recursos Humanos.

1. Las Administraciones Pdblicas, en donde presten servicios un ndmero
de empleados igual o superior a cincuenta, aprobardn cuatrienalmente un
Plan Estratégico de Recursos Humanos en el que se contengan los siguientes
extremos:

a) Andlisis de las disponibilidades de personal existentes hasta la
fecha.
b) Previsién de las necesidades de recursos humanos durante el plazo

de vigencia y, en concreto, estudio y andlisis de las bajas que previ-
siblemente se produzcan durante este periodo.

c) Obijetivos generales de la politica de recursos humanos, lineas estra-
tégicas y acciones que hayan de desarrollarse para conseguirlos,
incorporando un cronograma de realizacién de éstas, definiendo las
entidades u érganos responsables de su aprobacién y ejecucién.

d) Medidas de coordinacién interdepartamental e interadministrativa.
e) Mecanismos de evaluacién sistemdtica y continuada del plan.

2. Las previsiones del plan tendrdn cardcter orientativo y en ningdn caso
generardn obligaciones juridicas a cargo de la Administracién planificadora.

Articulo 53. Plan Operativo de Recursos Humanos

1. Las Administraciones Publicas podrdn aprobar planes operativos de
recursos humanos para el desarrollo de las previsiones del Plan Estratégico
o, con independencia de éste, para el cumplimiento de los objetivos que en
el mismo se fije en atencién a lo previsto en el articulo 50, en un dmbito o
sector determinado.
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2. El plan operativo de recursos humanos podrd contener las previsiones
establecidas en el articulo 51.

CAPITULO IV
Oferta de empleo publico

Articulo 54. Oferta de Empleo Piblico

1. Los érganos de gobierno de las Administraciones Piblicas aproba-
ran, durante el primer trimestre del afio natural, la Oferta anual de Empleo
Publico.

2. Serdn objeto de la Oferta de Empleo Piblico las necesidades de recur-
sos humanos con asignacién presupuestaria que deban proveerse mediante
la incorporacién de personal de nuevo ingreso ya sea mediante turno libre o
por promocién interna.

Deberd indicar el cuerpo, escala y, en su caso, la clase de especialidad
o la categoria profesional en el caso del personal laboral, las dreas de espe-
cializacién o los puestos de trabajo concretos o plazas que correspondan a
tales necesidades.

3. En todo caso, los puestos de trabajo vacantes desempefiados por
personal funcionario interino o laboral con contrato de interinidad, deberdn
incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se produce
su nombramiento o contratacién vy, si no fuera posible, en la siguiente, salvo
que entre tanto se decida su amortizacién.

4. Las Ofertas de Empleo Piblico podrdn incluir otras medidas o decisiones
derivadas de la planificacién de los recursos humanos.

5. Podrd convocarse hasta un diez por ciento adicional de las plazas
incluidas en la Oferta de Empleo Publico.

6. No se podrdn suprimir, amortizar o transformar las plazas incorporadas
a la Oferta de Empleo Piblico si bien cabrd acordar reingresos al servicio
activo en puestos de trabajo incluidos en la misma, con anterioridad a la
publicacién de las convocatorias de los respectivos procesos selectivos, man-
teniéndose el nimero total de plazas de la Oferta de Empleo Piblico siempre
que ello resulte posible.

7. La Oferta de Empleo Piblico se publicard en el Boletin Oficial de
Aragén y con cardcter meramente informativo en la sede electrénica de la
Administracién, érgano o entidad correspondiente.

8. Los érganos de gobierno de las Administraciones Pdblicas, de forma
voluntaria y mediante los correspondientes convenios, pueden coordinarse con la
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finalidad de organizar de forma unificada sus ofertas de empleo piblico. Dicha
oferta unificada deberd publicarse, al menos, en el Boletin Oficial de Aragén.

El Gobierno de Aragén, previo informe del Consejo de Empleo Piblico
de Aragén, desarrollard reglamentariamente el procedimiento de elaboracién
de la oferta unificada.

9. la Oferta de Empleo Piblico de la Administracién de la Comunidad
Auténoma deberd incluir, ademds de sus propias necesidades de personal, las
de las entidades puoblicas previstas en los apartados c) y d) del articulo 3.1,
dependientes o vinculadas a aquélla. Excepcionalmente, el Gobierno de Ara-
gén podrd aprobar ofertas independientes para el personal estatutario, docente
no universitario o funcionarios locales con habilitacién de cardcter estatal.

10. La ejecucién de la Oferta de Empleo Piblico deberd desarrollarse
dentro del plazo de tres afios.

CAPITULO V
Registro de personal

Articulo 55. Registros de personal

1. Las Administraciones Pdblicas dispondrdn de un Registro de Personal,
como registro administrativo en el que se inscribirdn los actos y circunstancias
que afecten a la vida administrativa de sus empleados publicos. También
podrén contener los actos referidos al personal de las entidades previstas en
el articulo 3.1.d) y articulo 4.

2. Llos derechos de cardcter econémico, derivados de cualquiera de los
actos objeto de inscripcién, no podrdn hacerse efectivos sin la previa inscripcién
de los mismos en el Registro de Personal.

3. El Registro contendrd los contenidos minimos comunes que se establez-
can mediante convenio de Conferencia Sectorial. En su defecto o desarrollo,
el Consejo del Empleo Piblico de Aragén podrd proponer para su aprobacién
por el érgano competente, el contenido minimo de los Registros de Personal
de las Administraciones Publicas.

4. Los respectivos Registros de Personal de la Administracién de la Comuni-
dad Auténoma y de las Administraciones locales dispondrdn de la informacién
agregada sobre los restantes recursos humanos de su sector piblico. Las enti-
dades previstas en el articulo 3.1 d) y 4 deberdn proporcionar la informacién
necesaria sobre sus recursos humanos en los términos que se establezcan
reglamentariamente.

5. La informacién que se contenga en los Registros permitird un tratamiento
integrado a efectos estadisticos, respetdndose en todo caso, la legislacién
vigente en materia de proteccién de datos personales.
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6. Cuando las Entidades locales no dispongan de capacidad técnica o
financiera para desarrollar y mantener un Registro de Personal, la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma y las Entidades locales supramuniciales coope-
rardn con ellos a efectos de garantizar lo previsto en el presente articulo.

CAPITULO VI
Sistema aragonés de informacién sobre el empleo publico

Articulo 56. Sistema Aragonés de Informacién sobre el Empleo piblico.

1. Se constituye el Sistema Aragonés de Informacién sobre el Empleo
pUblico para el tratamiento e intercambio homogéneo de informacién sobre
la magnitud y caracteristicas de los recursos humanos del sector pdblico auto-
némico y local en Aragén y de la Universidad de Zaragoza.

Este sistema de informacién serd gestionado por la Administracién de la
Comunidad Auténoma en los términos que se prevean reglamentariamente.

2. Semestralmente, las Administraciones Piblicas remitirdn la informacién
agregada sobre los recursos humanos de su sector pdblico al érgano compe-
tente para la gestién del sistema.

El Gobierno de Aragén, previo informe del Consejo de Empleo Piblico
de Aragén, determinard la informacién a suministrar por las Administraciones
Piblicas al Sistema Aragonés de Informacién sobre el Empleo piblico.

Esta informacién contendrd, al menos, el nimero de efectivos de cada
Administracién y de las entidades previstas en los articulos 3 y 4, vinculadas
o dependientes de aquéllas, distribuidos territorialmente por clase de personal,
sexo, edad y grupo profesional.

3. Los datos que consten en el Sistema Aragonés de Informacién sobre el
Empleo piblico se publicardn en boletines o publicaciones periddicas en los
términos que se prevean reglamentariamente.

CAPITULO VI
Evaluacién del desempeiio
Articulo 57. Concepto y finalidad.

1. Las Administraciones Piblicas establecerdn sistemas que permitan la
evaluacién del desempefio de sus empleados.

2. La evaluacién del desempefio contribuird al desarrollo profesional, la
mejora del rendimiento, la motivacién, la formacién de los empleados pdblicos
asi como a la adquisicién de nuevas competencias profesionales.
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3. Los sistemas de evaluacién del desempefio se adecuardn, en todo
caso, a criterios de relevancia de los contenidos, fiabilidad de los instrumentos,
transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminacién, y se aplicardn
sin menoscabo de los derechos de los empleados publicos.

4. La aplicacién de la carrera profesional horizontal y la percepcién de
las retribuciones complementarias vinculadas a aquélla, requerirdn la regula-
cién y aprobacién previa, en cada caso, de sistemas objetivos que permitan
evaluar el desempefio.

Articulo 58. Efectos

1. Las Administraciones Piblicas determinardn los efectos de la evaluacién
del desempefio sobre la promocién profesional, la formacién, la provisién de
puestos de trabajo, la continuidad en el puesto y las retribuciones complemen-
tarias de los empleados, en los términos previstos en esta ley.

2. El resultado negativo de la evaluacién del desempefio dard lugar a la
no valoracién del mérito de experiencia durante el periodo evaluado en los
procesos de seleccién, provisién y promocién profesional.

Articulo 59. Evaluacién de directivos

Los empleados puiblicos que ocupen puestos de cardcter directivo serdn
objeto de evaluacién con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia, res-
ponsabilidad por su gestién y control de resultados, conforme a los obijetivos
fijados en la convocatoria del procedimiento para su designacién.

TITULO IV
Acceso al empleo publico y pérdida de la condicién de
funcionario

CAPITULO |
Acceso al empleo publico

Articulo 60. Principios rectores de acceso al empleo piblico

1. Las Administraciones Publicas seleccionarén a su personal, ya sea
funcionario o laboral, de acuerdo con su Oferta de Empleo Pdblico, mediante
convocatoria publica y a través de los sistemas selectivos de acuerdo con lo
previsto en la presente ley y en sus normas de desarrollo. Para la seleccién del
personal funcionario de carrera, el sistema de concurso sélo podrd aplicarse
con cardcter excepcional y mediando previsién realizada por ley formal.

2. los procesos de seleccién, deberdn desarrollarse de forma que se
garanticen, ademds de los principios constitucionales de igualdad, mérito y
capacidad, los siguientes:

425



d)

<)

d)

f)

gl

h)

BORRADOR DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON

Publicidad de las convocatorias y sus bases mediante su inclusién
preceptiva en el Portal del Empleo Piblico de Aragén, sin perjuicio
de la utilizacién de otros medios de publicidad en los casos exigidos
por esta ley.

Cardcter abierto de las convocatorias, con la excepcién de lo previsto
para la promocién inferna en los planes de ordenacién de los recursos
humanos, asi como en las medidas de accién positiva previstas en
esta ley.

Libre concurrencia.

Transparencia, referida tanto al desarrollo de los procesos selectivos
como al funcionamiento de los érganos de seleccién.

Imparcialidad y profesionalidad de los érganos de seleccién.

Independencia y discrecionalidad técnica en la actuacién de los érga-
nos de seleccién.

Proporcionalidad y adecuacién entre el contenido de los procesos
selectivos y las funciones o tareas a desarrollar.

Agilidad de los procesos de seleccién, sin perjuicio de la objetivi-

dad.

Articulo 61. Requisitos generales de acceso al empleo publico.

1. Podrdn participar en los procesos selectivos, quienes rednan los siguien-
tes requisitos:

a)

b)

<)

d)

e)

Tener la nacionalidad espafiola sin perjuicio de lo dispuesto en el
articulo siguiente.

Poseer la capacidad funcional para el desempefo de las tareas.

Tener cumplidos dieciséis afios y no exceder, en su caso, de la edad
mdxima de jubilacién forzosa prevista legalmente.

No haber sido separado o despedido mediante expediente discipli-
nario, del servicio de cualquiera de las Administraciones Pdblicas o
de los 6rganos constitucionales o estatutarios de las Comunidades
Auténomas, ni hallarse en inhabilitacién absoluta o especial para
empleos o cargos pulblicos por resolucién judicial, para el acceso al
cuerpo o escala de funcionario, o para ejercer funciones similares a las
que desempefiaban en el caso del personal laboral, en el que hubiese
sido separado, despedido o inhabilitado. En el caso de ser nacional
de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situacién equivalente ni
haber sido sometido a sancién disciplinaria o equivalente que impida
en su Estado, en los mismos términos, el acceso al empleo puiblico.

Poseer la titulacién exigida.
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2. Ademds de los anteriores, en la convocatoria de los diferentes procesos
selectivos podrdn incluirse ofros requisitos especificos que guarden relacién
objetiva y proporcionada con las funciones asumidas y las tareas a desempefiar.
En todo caso, habrdn de establecerse de manera abstracta y general.

3. Los requisitos deberdn cumplirse en el momento de la finalizacién
del plazo para presentar la solicitud de participacién en el correspondiente
proceso selectivo y deberdn acreditarse una vez finalizado éste, antes del
nombramiento como funcionario en précticas o la formalizacién del contrato
en el caso del personal laboral.

Articulo 62. Acceso al empleo publico de las Administraciones Piblicas de los
nacionales de otros Estados miembros de la Unién Europea.

1. Los nacionales de los Estados miembros de la Unién Europea podrén
acceder a los empleos piblicos, como personal funcionario, en igualdad de
condiciones que los espafoles, con excepcién de aquellos que directa o indi-
rectamente impliquen una participacién en el ejercicio del poder publico o en
las funciones que tienen por objeto la salvaguarda de los intereses del Estado
o de las Administraciones Pdblicas.

A tal efecto, los érganos de Gobierno de las Administraciones Pdblicas
determinardn, en su caso, los cuerpos, escalas y clases de especialidad, asi
como las dreas de especializacién o los puestos de trabajo concretos a los
que no podrdn acceder los nacionales de ofros Estados.

2. Las previsiones del apartado anterior serdn de aplicacién, cualquiera
que sea su nacionalidad, al cényuge de los espafioles y de los nacionales de
otros Estados miembros de la Unidn Europea, siempre que no estén separados
de derecho y a sus descendientes y a los de su cényuge, siempre que no estén
separados de derecho, sean menores de veintitn afios o mayores de dicha
edad dependientes.

3. El acceso al empleo poblico como personal funcionario, se extenderd
igualmente a las personas incluidas en el dmbito de aplicacién de los Tratados
Internaciones celebrados por la Unién Europea y ratificados por Espafia en
los que sea de aplicacién la libre circulacién de trabajadores, en los términos
establecidos en el apartado 1 de este articulo.

4. Como personal laboral, podrén acceder a las Administraciones Pibli-
cas, ademds de los extranjeros a los que se refieren los apartados anteriores,
los extranjeros con residencia legal en Espafia, en igualdad de condiciones
que los espafioles.

5. El conocimiento del castellano se acreditard mediante la realizacién de
la correspondiente prueba que serd previa al inicio del proceso selectivo.

427



BORRADOR DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE EMPLEO PUBLICO DE ARAGON

Articulo 63. Acceso al empleo publico de funcionarios de organismos inter-
nacionales.

Las Administraciones Pdblicas establecerdn los requisitos y condiciones
para el acceso a las mismas de funcionarios de nacionalidad espafiola de
organismos internacionales, siempre que posean la titulacién requerida y supe-
ren los correspondientes procesos selectivos. Podrdn quedar exentos de la
realizacién de aquellas pruebas que tengan por objeto acreditar conocimientos
ya exigidos para el desempefo de su puesto en el organismo internacional
correspondiente.

Articulo 64. Acceso al empleo piblico de personas con discapacidad.

1. Las Administraciones Piblicas reservardn en su Oferta de Empleo
Piblico, un cupo no inferior al cinco por ciento de las vacantes convocadas
para ser cubiertas por personas con discapacidad, de modo que progresiva-
mente se alcance el dos por ciento del total de los efectivos.

2. Se considerardn personas con discapacidad las definidas en el apar-
tado 2 del articulo 1 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de
oportunidades, no discriminacién y accesibilidad universal de las personas
con discapacidad.

3. El acceso al empleo piblico se producird siempre que tales personas
superen el correspondiente proceso selectivo y acrediten su discapacidad,
asi como la compatibilidad de la misma con el desempefio de las funciones
propias del puesto de trabajo, dreas de especializacién, cuerpo, escala, o
clase de especialidad.

4. Cada Administracién Publica adoptard, en funcién del tipo de disca-
pacidad o pluri-discapacidad, las medidas precisas para establecer las adap-
taciones y ajustes razonables de contenidos, tiempos y medios en el proceso
selectivo y, una vez superado el mismo, las adaptaciones en el puesto de
trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad.

5. Lla seleccién para puestos reservados a personas con discapacidad
intelectual podrd realizarse a través de concurso de méritos o de concurso-
oposicién. En todo caso, los procesos de seleccidn estardn dirigidos a com-
probar que los aspirantes poseen los repertorios bdsicos de conducta y las
habilidades adecuadas que les permitan el ejercicio de las funciones propias
del puesto de trabajo. A tal efecto, el proceso de seleccién podrd incluir un
periodo de adaptacién al contenido del puesto y al entorno laboral de un
méximo de dos afios, superado el cual se producird su nombramiento definitivo
o contratacién con carécter fijo.
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CAPITULO I
Procesos y sistemas de seleccién

Articulo 65. Convocatoria

1.
2.

Los procesos de seleccidn se iniciarén mediante convocatoria pdblica.

Los procesos de seleccién se convocardn dentro de los tres meses

siguientes a la publicacién de la Oferta de Empleo Publico.

3. En la convocatoria de los procesos de seleccién de personal funcionario
o laboral, se hard constar expresamente:

a)

b)

a)
h)

3.

El ndmero de plazas o puestos que se convocan, especificando el grupo
de clasificacién profesional, cuerpo, escala, drea de especializacion,
categoria profesional y, en su caso, nimero en la Relacién de Puestos
de Trabajo, con indicacién de aquéllos que, en su caso, se reservan
a la promocién interna.

El ndmero de vacantes que se reserven, en su caso, a personas con
discapacidad.

El sistema de seleccién aplicable, con indicacién del tipo de pruebas
a superar, los programas o temarios y, en su caso, la relacién de
méritos asi como de los criterios y las normas de valoracién.

En su caso, la existencia de un periodo de précticas o curso de for-
macién y su cardcter eliminatorio, si lo tuvieren.

Los requisitos y condiciones que deben reunir los aspirantes.

La composicién del 6rgano de seleccién o indicacién del momento en
que se hard publica a través de su insercién en el Boletin Oficial de
Aragén.

El calendario previsible para el inicio de las pruebas.

El modelo de solicitud a formalizar por los aspirantes y la cuantia, en
su caso, de los derechos de examen.

Las convocatorias se publicarén en el Boletin Oficial de Aragén y se

difundirdn preceptivamente en el Portal del Empleo Piblico de Aragén.

4. Las bases de la convocatoria vinculan a la Administracién, a los 6rganos
de seleccién y a quienes participen en el proceso selectivo.

5.

A efectos de facilitar la movilidad interadministrativa, en el dmbito

de la Comunidad Auténoma y la cooperacién en materia de seleccién del
personal, el Gobierno de Aragén, a propuesta del titular del Departamento
competente en materia de empleo pdiblico y previo informe del Consejo del
Empleo Piblico de Aragén, podrd establecer las condiciones de publicidad
y transparencia, las pruebas homogéneas y los temarios bdsicos que consti-
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tuyan las condiciones minimas correspondientes a los procesos selectivos de
las respectivas Administraciones puiblicas de Aragén. El Instituto Aragonés de
Administracién Piblica acreditard, a solicitud de la Administracién convocante,
el cumplimiento de tales condiciones.

Articulo 66. Sistemas Selectivos

1. Los sistemas selectivos para el acceso al empleo publico son la oposi-
cién, el concurso-oposicién y el concurso.

2. la oposicién consistird en la celebracién de una o varias pruebas
selectivas para determinar el mérito y capacidad de los aspirantes y establecer
el orden de prelacién. Las pruebas selectivas podrdn incluir los instrumentos
de seleccién previstos en el articulo 69 a excepcién del contemplado en su
apartado 2.a).

3. El concurso-oposicién consistird en la celebracién sucesiva de pruebas
de aptitud y capacidad asi como en la comprobacién y valoracién de los méritos
de los aspirantes conforme al baremo previsto en las bases de la convocatoria.
A esta valoracién de méritos deberd otorgarse una puntuacién proporcionada
de forma que no defermine por si misma el resultado del proceso selectivo.

El concurso-oposicién se utilizard como sistema de seleccién preferente
para aquellos puestos de trabajo de especial dificultad técnica, responsabili-
dad y especializacién en los que se considere necesaria la acreditacién de
la suficiente formacién y experiencia previa para el desempefio adecuado de
las funciones y tareas que les son propias.

4. El sistema de concurso consistird Gnicamente en la valoracién de méri-
tos. Sélo con cardcter excepcional y previsién mediante ley formal, podré
aplicarse para la seleccién del personal funcionario de carrera el sistema de
concurso.

5. La prestacién de servicios en régimen interino o en la condicién de
personal laboral temporal no podrd suponer mérito preferente para el acceso
a la condicién de funcionario de carrera o de personal laboral fijo.

6. El sistema selectivo podré completarse con la superacién de un periodo
de prdcticas y un curso de formacién con evaluacién final.
Articulo 67. Propuesta de nombramiento o contratacién.

1. La propuesta del érgano de seleccidn tendrd cardcter vinculante para
el érgano competente para el nombramiento o contratacién de personal.

2. El 6rgano de seleccién no podré proponer el acceso a la condicién
de funcionario de carrera o personal laboral fijo de un nimero de aprobados
superior al de los puestos convocados.
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3. No obstante lo anterior y a efectos de prever los inconvenientes pro-
ducidos por las renuncias de los aspirantes seleccionados antes de la toma de
posesién como funcionario de carrera, el érgano de seleccién acompafard a
la lista de aprobados coincidente con la de puestos convocados, una segunda
en la que se incluirdn todos aquéllos que, en su caso, hubieran superado todos
los ejercicios de la oposicidn.

Lo previsto en el parrafo anterior, serd igualmente de aplicacién al per-
sonal laboral fijo.

Articulo 68. Pruebas de habilitacién previa o reclutamiento.

1. En aplicacién del principio de agilidad en los procesos de seleccién,
las Administraciones Publicas podrdn celebrar pruebas de habilitacién previa
o reclutamiento en aquellos procesos selectivos que previsiblemente susciten
una amplia concurrencia de participantes o cuando, por las caracteristicas de
los puestos ofertados, asi se considere oportuno.

2. las pruebas de habilitacién previa o reclutamiento se ajustardn a los
principios recogidos en el articulo 60.2 de esta ley y se realizardn, preferen-
temente, a través de aplicaciones informdticas puestas a disposicién de los
aspirantes.

Tales pruebas podrdn incluirse como parte del proceso de seleccién de
los funcionarios de carrera o del personal laboral fijo, o celebrarse auténoma-
mente, con la finalidad de seleccionar personal funcionario interino o laboral
temporal.

3. Mediante convenio, las Administraciones locales aragonesas y las
entidades piblicas previstas en el articulo 3.1 apartados d) y e) y articulo 4
de esta ley, podran encomendar las funciones de habilitacién previa o reclu-
tamiento al Instituto Aragonés de Administracién Piblica.

Articulo 69. Instrumentos de Seleccién.

1. Los procedimientos de seleccién cuidarén especialmente la conexién
entre el tipo de pruebas a superar y la adecuacién al ejercicio de las funciones
que deben desarrollar en el puesto de trabajo, en el drea de especializacién
0, en su caso, en los cuerpos o escalas, y el desempefio eficaz de las tareas
correspondientes a aquéllas.

2. Para el desarrollo de las pruebas selectivas, las Administraciones
Piblicas podrdn hacer uso, entre otros, simultdnea o alternativamente, de los
siguientes instrumentos de seleccién:

a) El andlisis del curriculo académico y profesional de los candidatos.

b) La exposicién curricular por los candidatos.
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c) La realizacién de pruebas de conocimiento orales y escritas.

d) La realizacién de pruebas de capacidades cognitivas y de
personalidad.

e) La superacién de pruebas fisicas.
f) La comprobacién del dominio de lenguas extranjeras.

g) Larealizacién de ejercicios y simulaciones demostrativos de la posesién
de habilidades y destrezas.

i) La realizacién de entrevistas de seleccién.

i) La superacién de pruebas relacionadas con las tecnologias de la
informacién y comunicacién.

k) La superacién de reconocimientos médicos.

Estos instrumentos deberdn aplicarse con la metodologia necesaria para
garantizar la objetividad de sus resultados.

3. Todos los procesos de seleccién deberén incluir, como minimo, una
prueba de cardcter préctico que consistiré en comprobar la adecuacién de
los conocimientos y destrezas de los aspirantes con las tareas principales
de los puestos de trabajo con el fin de predecir su correcto desempefio y
aprendizaije.

Articulo 70. Seleccién del personal funcionario interino y laboral temporal.

1. La seleccién de funcionarios interinos y del personal laboral temporal
habré de realizarse mediante procedimientos dgiles que respetarén en todo
caso, los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad. El procedi-
miento de seleccién del personal funcionario interino y del personal laboral
temporal se regulard reglamentariamente y podré consistir, entre otros sistemas,
en la creacién de listas de espera o bolsas de empleo. Excepcionalmente,
podré acudirse a los Servicios Pdblicos de Empleo.

2. El personal funcionario interino estard sujeto a un periodo de prueba,
durante el que serd posible la revocacién del nombramiento a instancia del
propio funcionario o de la Administracién. El periodo de prueba no podra
superar los tres meses de trabajo efectivo en el caso de personal de los grupos
profesionales A y B, y los dos meses para el resto del personal. En ningin
caso el periodo de prueba podrd exceder de la mitad de la duracién del
nombramiento, si ésta se refleja en el mismo. Estard exento del periodo de
prueba quien ya lo hubiera superado con ocasién de un anterior nombramiento
temporal para la realizacién de funciones de las mismas caracteristicas en el
mismo Departamento, Organismo o Entidad en los dos afios anteriores a la
expedicién del nuevo nombramiento.
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El periodo de prueba del personal laboral temporal serd el que se prevea
en el convenio colectivo que resulte de aplicacién.

3. Para ocupar con cardcter interino un puesto de trabajo, el ocupante
deberd cumplir los requisitos generales previstos en el articulo 61 y , en su
caso, los especificos contemplados en la correspondiente relacién de puestos
de trabajo asi como acreditar su capacidad funcional mediante el correspon-
diente reconocimiento médico.

. CApiTULO I
Organos de selecciéon

Articulo 71. Organos de Seleccién.

1. El desarrollo y ejecucién de los procesos selectivos, la evaluacién de
las pruebas y, en su caso, méritos de los aspirantes, serd encomendada a
érganos colegiados de cardcter técnico en cuya composicién se tenderd a
los principios de paridad de género entre hombre y mujer, profesionalidad e
imparcialidad de sus miembros.

2. Las Administraciones Pdblicas podrdn crear érganos especializados y
permanentes para la seleccién de su personal.

Articulo 72. Composicién y funcionamiento.

1. La composicién y funcionamiento de dichos érganos se establecerd regla-
mentariamente, debiendo garantizar la imparcialidad de sus miembros asi como
su idoneidad y profesionalidad en cuanto al conocimiento del contenido funcional
de los cuerpos, escalas o categorias laborales, de las t#cnicas y habilidades
especificas de seleccidon de personal y de las materias objeto de las pruebas. Su
composicién tenderd, asimismo, a la paridad entre mujer y hombre.

2. Los miembros del érgano de seleccién deberdn contar con un nivel de
conocimientos técnicos y en materia de seleccién de personal que les permita
valorar los méritos y la capacidad de los candidatos. Ademds, habrén de
pertenecer al grupo o, en su caso, subgrupo de clasificacién profesional al
que corresponda una titulacién de igual o superior nivel académico al exigido
en la respectiva convocatoria.

3. Las Administraciones locales aragonesas podrdn solicitar al Instituto
Aragonés de Administracién Poblica, sin perjuicio de lo previsto en el articulo
16.4, que proponga uno de los miembros de los érganos selectivos de las
Administraciones locales aragonesas para su designacién como tal por éstas.
No obstante, cualquier Administracién Poblica incluida en el dmbito de aplica-
cién de esta Ley podrd recabar de las restantes para la seleccién de personal,
propuestas de designacién de miembros de érganos selectivos.
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4. El personal de eleccién o de designacién politica, los funcionarios interi-
nos, el personal laboral temporal y el personal eventual, no podrén formar parte
de los érganos de seleccién. Tampoco podrén formar parte de estos érganos,
las personas que hayan ejercido actividad de preparacién de aspirantes para
el ingreso en el empleo piblico en los dltimos cinco afios.

5. La pertenencia a érganos de seleccién serd siempre a titulo individual,
no pudiendo ostentarse ésta en representacién o por cuenta de nadie.

CAPITULO IV
El Portal del Empleo Piblico de Aragén

Articulo 73. El Portal del Empleo Péblico de Aragdn.

1. Se crea el «Portal del Empleo Piblico de Aragén» como plataforma
electrénica a través de la cual se garantiza una adecuada publicidad de los
procesos selectivos convocados para el acceso al empleo piblico en las Admi-
nistraciones y entidades previstas en el dmbito de aplicacién de esta ley.

2. Sin perjuicio de la utilizacién de otros medios de publicidad, en los
casos exigidos por esta ley o en los que asi se decida voluntariamente, los
érganos competentes para la convocatoria de los procedimientos selectivos,
difundirdn a través del Portal del Empleo Piblico de Aragén, la convocatorias
de tales procesos en su contenido completo, de acuerdo con lo previsto en el
articulo 65 de esta ley.

3. Igualmente, los 6rganos competentes para convocar procedimientos de
provisién de puestos de trabajo de las Administraciones y entidades previstas
en el dmbito de aplicacién de esta ley podran difundir a través del Portal del
Empleo Piblico de Aragén las correspondientes convocatorias.

CAPITULO V
Adquisicién y pérdida de la condicién de funcionario

Articulo 74. Adquisicién de la condicién de funcionario de carrera.

1. La condicién de funcionario de carrera se adquiere por el cumplimiento
sucesivo de los siguientes requisitos:

a) Superacién del proceso selectivo.

b) Nombramiento por el érgano o autoridad competentes, que seré publi-
cado en el Boletin Oficial de Aragén.

c) Juramento o promesa de acatamiento a la Constitucién, al Estatuto de
Autonomia de Aragén y al resto del ordenamiento juridico.

d) Toma de posesién del puesto de trabajo dentro del plazo que se
establezca.
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2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1.b) del presente articulo,
no podrdn ser nombrados funcionarios de carrera, quedando sin efecto todas
las actuaciones previas, quienes no acrediten, una vez superado el proce-
dimiento selectivo, que relnen los requisitos y condiciones exigidos en la
convocatoria.

3. Los funcionarios de nuevo ingreso ocupardn los puestos de trabajo
que se les ofrezca, de acuerdo con las necesidades del servicio y segin las
preferencias manifestadas por riguroso orden de puntuacién final, siempre que
rednan los requisitos objetivos determinados en las Relaciones de Puestos de
Trabajo, a cuyo efecto podrdn fijarse en éstas los puestos que por sus carac-
teristicas, se consideren idéneos como primer destino para funcionarios de
una o varias especialidades del mismo cuerpo, en relacién con la formacién
especifica exigida en el proceso selectivo.

Los puestos adjudicados tienen cardcter definitivo equivalente a todos los
efectos a los obtenidos por concurso.

4. Con cardcter general, los puestos de trabajo que se oferten al per-
sonal funcionario de nuevo ingreso deberén haber sido previamente objeto
de concurso de méritos entre quienes ya tuvieran la condicién de personal
funcionario.

No obstante, con cardcter excepcional y por razones justificadas, pue-
den ofertarse puestos de trabajo que no hayan sido previamente objeto de
concurso de méritos.

5. También podrd adjudicarse destino provisional cuando las vacantes
estén pendientes de resolucién de concurso para la provisién de puestos de
trabajo.

Articulo 75. Causas de pérdida de la condicién de funcionario de carrera.
1. Son causas de pérdida de la condicién de funcionario de carrera:
a) La renuncia a la condicién de funcionario.
b) la pérdida de la nacionalidad.
c) La jubilacién total del funcionario.

d) La sancién disciplinaria de separacién del servicio que tuviere cardcter
firme.

e) La pena principal o accesoria de inhabilitacién absoluta o especial
para cargo publico que tuviere cardcter firme.

2. El cese de los funcionarios inferinos se producird, ademds de por las
causas previstas en el apartado anterior y sin perjuicio de lo dispuesto en el
articulo 167, cuando finalice la causa que dio lugar a su nombramiento, se
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provea por funcionario de carrera el puesto de trabajo que ocupase, o trans-
curran los plazos previstos en el articulo 29, sin posibilidad de prérroga.

Articulo 76. Renuncia a la condicién de funcionario.

1. La renuncia a la condicién de funcionario es voluntaria y necesaria-
mente deberd formalizarse por escrito y serd aceptada expresamente por la
Administracién, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. No podrd aceptarse la renuncia por parte de la Administracién, cuando
el funcionario esté sujeto a expediente disciplinario o haya sido dictado en
su contra auto de procesamiento o de apertura de juicio oral por la comisién
de algin delito.

3. La renuncia a la condicién de funcionario no le inhabilita para ingresar
de nuevo en la Administracién Piblica a través del procedimiento de seleccién
establecido.

Articulo 77. Pérdida de la nacionalidad.

La pérdida de la nacionalidad que se haya tenido en cuenta para el
nombramiento, determinard la pérdida de la condicién de funcionario salvo
que simultdneamente se adquiera la nacionalidad de algin ofro Estado que
habilite para el acceso al cuerpo o escala de que se trate, en los términos
establecidos en la presente ley.

Articulo 78. Pena principal o accesoria de inhabilitacién absoluta o espe-
cial para cargo publico.

La pena principal o accesoria de inhabilitacién impuesta por sentencia
firme, producird la pérdida de la condicién de funcionario de carrera de todos
los cuerpos y escalas a los que pudiera pertenecer, cuando fuera absoluta, o de
los especificados en la sentencia, en el caso de la inhabilitacién especial.

Articulo 79. Jubilacién.

1. La jubilacién de los funcionarios de las Administraciones Pblicas podré
ser:

a) Voluntaria, a solicitud del funcionario.

b) Forzosa, al cumplir la edad legalmente establecida.

c) Por la declaracién de incapacidad permanente para el ejercicio de
las funciones propias de su cuerpo o escala, o por el reconocimiento
de una pensién de incapacidad permanente absoluta o, incapacidad
permanente total en relacién con el ejercicio de las funciones de su
cuerpo o escala.

d) Parcial. De acuerdo con lo establecido en los apartados 2 y 4.
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2. Procederd la jubilacién voluntaria, a solicitud del interesado, siempre
que el funcionario reina los requisitos y condiciones establecidos en el Régimen
de Seguridad Social que le sea aplicable.

3. La jubilacién forzosa se declarard de oficio al cumplir el funcionario
los sesenta y cinco afos de edad, salvo que previamente haya solicitado la
prolongacién de la permanencia en el servicio activo, como méximo, hasta
los setenta afios de edad.

4. Procederd la jubilacién parcial, a solicitud del interesado, siempre que
el funcionario retna los requisitos y condiciones establecidos en el Régimen
de Seguridad Social que le sea aplicable.

Articulo 80. Prolongacién de la permanencia en el servicio activo.

1. Antes de cumplir la edad de jubilacién forzosa, el funcionario podré
solicitar a la Administracién la permanencia en el servicio activo, como mdximo
hasta cumplir los setenta afos de edad.

2. Cuando el funcionario solicite la permanencia en el servicio activo,
la Administracién deberd resolver de forma motivada sobre su aceptacién o
denegacién de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Razones organizativas, tecnolégicas o de exceso o necesidad de amor-
tizacién de plantillas, siempre que estas circunstancias estén recogidas
en los instrumentos de planificacién de los recursos humanos, en las
leyes de presupuestos o en las normas correspondientes.

b) Llos resultados de la evaluacién del desempefio en los Gltimos cinco
afios, que deberdn ser positivos.

¢) La capacidad funcional necesaria para el desarrollo de las funciones
o fareas propias del puesto de trabajo, acreditada mediante el corres-
pondiente reconocimiento médico.

d) Cuando, en el momento de cumplir la edad de jubilacién forzosa, le
resten seis aflos o menos de cotizacién para causar derecho a pensién
de jubilacion.

3. En el supuesto de la letra d) del apartado anterior, su concesién estard
supeditada, en todo caso, a la acreditacién de la capacidad funcional necesa-
ria para ejercer la profesién o desarrollar las actividades correspondientes a su
nombramiento y no podrd prolongarse mds alld del dia en el que el interesado
complete el tiempo de cotizacién necesario para causar pensién de jubilacion,
sea cual sea el importe de la misma.

4. la resolucién estimatoria de la prolongacién de la permanencia en
el servicio activo, podrd ser objeto de revisién mediante el correspondiente
procedimiento iniciado de oficio, emitiéndose por el érgano competente reso-
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lucién de confirmacién de la misma o de jubilacién forzosa segin proceda,
atendiendo y fundamentando ésta en los mismos extremos que se sefialan en
el apartado segundo.

Articulo 81. Rehabilitacién de la condicién de funcionario.

1. En caso de extincién de la relacién de servicios como consecuencia de
pérdida o cambio de nacionalidad o jubilacién por incapacidad permanente
para el servicio, el interesado, una vez desaparecida la causa objetiva que
la motivd, podré solicitar la rehabilitacién de su condicién de funcionario que
le serd concedida en la forma que reglamentariamente se establezca y previa
acreditacién y comprobacién documental de la desaparicién de las causas
objetivas que motivaron dicha pérdida.

2. los érganos de gobierno de las Administraciones Piblicas podrén
conceder, con cardcter excepcional y a peticién del interesado, la rehabili-
tacién de quien hubiera perdido la condicién de funcionario por haber sido
condenado a pena principal o accesoria de inhabilitacién, atendiendo a las
circunstancias y entidad del delito cometido. Si transcurrido el plazo para
dictar la resolucién, no se hubiera producido de forma expresa, se entenderd
desestimada la solicitud.

TITULO Vv
Deberes y cédigo de conducta. Responsabilidad y régimen de
incompatibilidades.

CAPITULO |
Principios de actuacién

Articulo 82. Principios.

1. Los empleados piblicos de las Administraciones Pdblicas ajustardn su
actuacién al cédigo de conducta y a los deberes previstos en esta ley y en su
normativa de desarrollo y, concretamente, a los principios siguientes:

a) Integridad, responsabilidad y transparencia

b) Llegalidad

c) Ejemplaridad, austeridad y honradez

d) Servicio efectivo al ciudadano

e] Promocién del entorno cultural y medioambiental

f) Fomento y garantia de la igualdad entre hombre y mujeres
g) Obijetividad, neutralidad, imparcialidad

h) Confidencialidad
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Dedicacién al servicio publico
Accesibilidad

Eficacia

2. Los principios y reglas establecidos en el presente capitulo informardn la
interpretacién y aplicacién del régimen disciplinario de los empleados pdblicos
de las Administraciones Piblicas.

Articulo 83. Cédigo de conducta.

Los empleados puiblicos de las Administraciones Piblicas en el ejercicio
de sus funciones y en el desempefio de sus tareas deberdn, en todo caso,
ajustar sus actuaciones a los siguientes principios que conforman el cédigo
de conducta:

a)

b)

d)

f)

Los empleados publicos ajustarén su conducta al pleno respeto de la
Constitucién, el Estatuto de Autonomia de Aragédn y el resto de normas
que integran el ordenamiento juridico.

Actuardn con transparencia en la gestién de los asuntos piblicos, favo-
reciendo la accesibilidad y receptividad de la Administracién Pdblica
hacia la ciudadania. A tal fin, en todo momento tratardn con el respeto
y la cortesia debidos a todas las personas y procurardn satisfacer en
el plazo més breve posible sus demandas legitimas y la informacién
solicitada.

Su actuacién perseguird la satisfaccién de los intereses de la ciudada-
nia y se fundamentard, siempre y en todo caso, en consideraciones
objetivas orientadas a garantizar la imparcialidad en la actuacién
administrativa y salvaguardar el interés comun. En su actuacién puntual
deberdn prescindir de cualquier factor que exprese posiciones persona-
les, ideolégicas, familiares, corporativas, clientelares o cualquier otra
que pueda colisionar con la imparcialidad y neutralidad que debe
presidir el desempefio de sus tareas.

Realizardn con lealtad, integridad, transparencia y buena fe, toda
actuacién al servicio de la Administracién en la que prestan sus
servicios.

Actuardn con lealtad, buena fe y respeto en relacién con la Admi-
nistracién en la que presten sus servicios, sus superiores, asi como
en la que respecta a su trato con el resto de empleados puiblicos y
ciudadanos.

En el ejercicio de sus funciones tratardn de igual forma a mujeres y
hombres y no llevardn a cabo ningin tipo de discriminaciones cual-
quiera que sea la causa en que las funden.
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Su conducta se basard en el respeto de los derechos fundamentales
y libertades publicas, evitando toda actuacién que pueda producir
discriminacién alguna por razén de nacimiento, origen racial o étnico,
género, sexo, orientacién sexual, religién o convicciones, opinién, dis-
capacidad, edad o cualquier otra condicién o circunstancia personal
o social.

Se abstendrén en aquellos asuntos en los que tengan un interés perso-
nal, asi como de toda actividad privada o interés que pueda suponer
un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto piblico.

No deberan aceptar ningin trato de favor o situacién que implique
privilegio o ventaja injustificada, por parte de personas fisicas o juri-
dicas. Por consiguiente, deberén rechazar cualquier regalo, favor o
servicio en condiciones ventajosas que vaya mds alld de los usos
habituales, sociales y de cortesia, sin perjuicio de lo establecido en
el Cédigo Penal.

No contraerdn obligaciones econémicas ni intervendrdn en operacio-
nes financieras, obligaciones patrimoniales o negocios juridicos con
personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto piblico.

Actuardn con la diligencia debida en el cumplimiento de sus funciones
y las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso,
resolverdn dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su
competencia, de acuerdo con los principios de eficacia, economia y
eficiencia, velando siempre por el cumplimiento del interés general y
de los objetivos de la organizacién.

No influirdn en la agilizacién o resolucién de trémite o procedimiento
administrativo sin justa causa y en ningin caso, cuando ello comporte
un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos puiblicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo
de los intereses de terceros.

Ejercerdn sus atribuciones segin el principio de dedicacién al servicio
pUblico absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino
también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios pdblicos.

Guardardn secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusién
esté prohibida legalmente y mantendrdn la debida discrecién sobre
aquellos asuntos que conozcan por razén de su cargo, sin que pue-
dan hacer uso de la informacién obtenida para beneficio propio o de
terceros, o en perjuicio del interés piblico.
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Articulo 84. Deberes.

1. Los empleados puiblicos de las Administraciones Pdblicas tienen los
siguientes deberes:

a)

b)

<)

d)

e)

f

gl

h)

Respetar la Constitucién, el Estatuto de Autonomia de Aragén vy el
conjunto del ordenamiento juridico en su integridad.

Obedecer las instrucciones y 6rdenes de los superiores, salvo cuando
se trate de 6rdenes manifiestamente ilegales, en cuyo caso las pon-
drén inmediatamente en conocimiento de los érganos de inspeccién
procedentes.

Cumplir con diligencia las tareas que les correspondan o se les enco-
mienden y en su caso, resolver dentro de 